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l presente manual es una compilación de 35 leyes generales y 
federales relacionadas con nuestra Carta Magna, más un modelo de 
Ley Orgánica del Municipio Libre y otro de un Código Hacendario 
Municipal, para ser aplicable en los tres niveles de gobierno.

En adición, como su objetivo es servir de referente a los 
SERVIDORES PÚBLICOS, se compendiaron las descripciones o 
explicaciones de los vocablos fundamentales utilizados por ellos, de 
entre 32 diccionarios, glosarios y libros.

Por ser una recopilación, sin excepción, todas las referencias es-
tán sustentadas en fuentes documentales verificables, fiables y revi-
sables. Por supuesto, que todas ellas, tienen mención de su autoría.

Los servidores públicos son responsables no sólo de lo 
que hacen, sino de cómo actúan; pero también de todo lo 
que no hacen, cuando es su obligación proceder.

No se pretende formarlos ni ilustrarlos, pero sí informarlos ade-
cuada e integralmente con este léxico, para que enfrenten sus de-
safíos laborales, pues por desconocimiento, pueden convertirse en 
problemas no sólo administrativos, sino incluso, penales.
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Debido a la cantidad de páginas de la presente edición
fue necesario hacer dos Tomos

En este primer Tomo, aparece el compendio de la letra A a la J 
y en el segundo de la letra L a la Z
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s nuestro deseo manifestar nuestra mayor gratitud y agradecimiento 
al Dr. Mauricio Merino Huerta del Centro de Investigación y Docencia 
Económicas y a la Dra. Lourdes Morales de la Red por la Rendición de 
Cuentas, por sus útiles y generosos comentarios al borrador de este com-
pendio, con motivo de su presentación a la Comunidad PIRC.

Agradecemos la voluntad y esfuerzo de los investigadores mencionados a 
continuación, quienes nos brindaron sus consejos y orientaciones para un 
mejor contenido de este léxico, que fue examinado por:

Dra. Petra Armenta Ramírez, Directora del Instituto de Investigaciones 
Jurídicas.

Dr. Darío Fabián Hernández González, Director del Instituto de Inves- 
tigaciones y Estudios Superiores Económicos y Sociales.

Dr. Rafael Arias Hernández, Investigador del Instituto de Investigaciones 
y Estudios Superiores Económicos y Sociales.

Dr. Julio César Sosa Mirós, Investigador del Instituto de Investigaciones y 
Estudios Superiores de las Ciencias Administrativas

Dr. José Galindo Rodríguez, Investigador del Instituto de Investigaciones 
Histórico Sociales

Todos de la Universidad Veracruzana.

Reconocimientos Especiales
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También fue arbitrado por:

Dr. Eugenio A. Vázquez Muñoz, Rector del Colegio de Veracruz

Dr. Carlos Antonio Vázquez Azuara, Director del Instituto Interdisciplinario 
de Investigaciones de la Universidad de Xalapa

Dra. Beatriz Martínez Carreño, Profesora- Investigadora de la Facultad de 
Economía de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla.

Reconocimiento y gratitud personal

A mi maestro y amigo, Dr. Roberto Rives, por tu inigualable 
apoyo, sugerencias y consejos ofrecidos para hacer realidad 
el presente manual. Mi reconocimiento por tu desinteresado 
patrocinio.
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A la memoria del Maestro Emérito 
Antonio Bassols Zaleta,

forjador de innumerables servidores públicos

¡Un abrazo infinito, querido compadre!
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Presentación

Los Servidores Públicos: Léxico y responsabilidades fundamentales contiene 
2,525 términos o locuciones y es una recopilación de 35 leyes adicionadas 
a nuestra Carta Magna y de 32 diccionarios o catálogos. Su objetivo es pro-
porcionar a los servidores públicos la fundamentación y la motivación que les 
permitan hacer menos riesgosas sus decisiones y alcanzar las metas y los 
objetivos que todo programa presupuestal se plantea.

Este propósito alcanza su verdadera dimensión si se considera que el marco 
legal aplicable que regula la gestión de dichos recursos es más que variado 
y conoce muchas vertientes y ramificaciones. Incluso, en algunas ocasiones 
resulta contradictorio o, al menos, adolece de información suficiente y con-
lleva múltiples exigencias y requisitos a cubrir.

La Universidad Veracruzana manifiesta así su firme interés de poner al alcan-
ce del servidor público los instrumentos necesarios para que, con conoci-
miento de causa, desarrolle sus actividades de forma puntual y argumentada. 
Por todo ello, me complace presentar este volumen preparado por investiga-
dores y docentes de esta casa de estudios, que de esa manera refrenda en 
los hechos su compromiso y su responsabilidad como institución de educa-
ción superior frente a la sociedad a la que se debe.

En los últimos tiempos, cabe señalarlo, el ejercicio de las responsabilidades 
que deben cumplir los servidores públicos se ha visto apuntalado por el im-
pulso de la sociedad civil. Del justo y legítimo reclamo que ésta ha hecho 
ante los malos manejos administrativos en que han incurrido funcionarios de 
prácticamente todos los niveles de Gobierno, han surgido legislaciones cuya 
puesta en práctica lleva de por medio una mayor exigencia y un mayor rigor 
en el momento de rendir cuentas.
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En este sentido, el punto de partida de Los Servidores Públicos: Léxico y 
responsabilidades fundamentales es que la administración de los recursos 
públicos no sólo tiene que ver con el quehacer gubernamental. Implica, ade-
más, el cumplimiento de actividades, obligaciones y compromisos diversos 
de cara a la sociedad. La administración pública conlleva la gran responsabi-
lidad de cumplir no sólo con el precepto legal, sino también con el concepto 
que la define y  distingue en su actuar: la ética.

Los recursos públicos tienen su génesis fundamental en el pago de las con-
tribuciones que la sociedad aporta, cumpliendo así con el mandato consti-
tucional correspondiente. Por lo mismo, a los ciudadanos nos asiste la razón 
en el momento de exigir el buen uso de los mismos.

El proceso hacendario, debemos mencionarlo, se inicia a partir de un pro-
yecto de presupuesto de egresos elaborado por el poder ejecutivo y some-
tido al poder legislativo. Este lo aprueba, con las modificaciones del caso, 
y lo devuelve al ejecutivo, lo mismo al federal que al de de los 32 estados 
con sus 2,456 municipios y alcaldías. El proceso involucra también al poder 
judicial en el ámbito nacional. El reto y, en consecuencia, la gran responsabi-
lidad, recaen en los tres poderes y en los tres niveles de gobierno.

La sociedad elige a sus gobernantes y a sus legisladores, y aporta los re-
cursos que estos han de administrar. Por ello, tiene el derecho de exigir el 
buen uso y la buena administración de dichos recursos y, sobre todo, que 
se traduzcan en resultados que den cuenta de un mayor y mejor bienestar 
de la propia sociedad.

He aquí, pues, una reflexión informada acerca de los quehaceres y las res-
ponsabilidades destinada a los servidores públicos, así como una explica-
ción clara de los mismos dirigida a la sociedad en su conjunto, que de esa 
manera contará con elementos para argumentar y exigir con bases el legal 
y transparente ejercicio de los recursos públicos.

Dra. Sara Ladrón de Guevara
Rectora 
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uando se han vivido, los últimos 30 años de los gobiernos locales, es-
tatales y federales en alguno de los tres Poderes de la Unión desde las en-
trañas, y en alguna posición dentro de la inmensa maraña de las estructuras, 
se acumulan experiencias que se pueden resumir en grandes capítulos de 
aprendizaje.

Para este Léxico, deseo solo hacer una breve glosa de temas relevantes que 
según mi óptica adolecen las administraciones, y con ellas, los servidores 
públicos.

Sin duda la corrupción se encuentra en una etapa crítica en nuestro país, 
pues el crimen organizado ha logrado permear las estructuras y coartar 
el libre ejercicio de la función pública, con la prebenda, la amenaza o la 
extorsión.

Será imposible hacer que México tenga un mayor desarrollo, si no se redu-
cen al máximo las prácticas de corrupción; hablemos desde un simple robo 
hormiga o delitos más sofisticados como la constitución de empresas fan-
tasmas, la evasión fiscal o la simulación de contrataciones.

La corrupción y la crisis económica impactan las acciones de Gobierno y 
han afectado las inversiones en infraestructura, tanto de comunicaciones 
como de servicios básicos, con grandes desvíos en la administración de 

Servidor Público: Experiencia de 30 años

C
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recursos financieros, materiales y humanos, que no permiten la transparen-
cia de su aplicación, y ocasionan una crisis en la rendición de cuentas.

El nepotismo y el tráfico de influencias, han sido tema central en la política 
desde siempre, pero en los últimos 30 años se han constituido grupos de 
poder que han abusado de una prerrogativa, convirtiéndola en una ominosa 
costumbre feudal.

En este tema son más notorios y recurrentes algunos estereotipos de con-
ducta tanto en los Ayuntamientos, como en los gobiernos estatales y federal, 
debido a la insuficiente normatividad, entre otros, la falta de profesiogramas, 
catálogos de puestos y lineamientos establecidos para perfil de puestos y 
congruencia de salarios acorde a la responsabilidad. En este sentido consi-
dero que se debe invertir más en el capital humano para una mayor y mejor 
capacitación. El desconocimiento de la ley indefectiblemente nos conduce a 
omisiones y excesos de los servidores públicos que de manera cíclica acce-
den al servicio público con cada renovación administrativa.

Solo cumpliendo con la aplicación de la Normatividad legal se le daría cer-
tidumbre a la sociedad que quienes ostentan los cargos son los servidores 
públicos más calificados, cumpliendo así con la Ley del Servicio Civil de 
Carrera, que prescribe el perfil adecuado a cada puesto, para erradicar el 
lastre del amiguismo, compadrazgo, nepotismo y tráfico de influencias. Se 
disminuiría la brecha existente entre logros reales alcanzados en los diferen-
tes rubros y las metas necesarias, que son indispensables para el desarrollo, 
siempre y cuando la evaluación del desempeño y del cumplimiento de las 
atribuciones, sean realizadas por un organismo imparcial que no dependa 
de ninguna de las entidades públicas evaluadas, para evitar el posible con-
flicto de intereses.

Evaluar los resultados del Gobierno, equivale a poder sopesar la eficacia en 
el cumplimiento de metas; y si se alcanzan al menor costo, se estará frente 
a la eficiencia, o de efectividad cuando se logra un verdadero impacto que 
le retribuya a la sociedad el buen gobierno que anhela.

Gobernar es mantener un nivel satisfactorio de salud y educación en la po-
blación, y aún estamos lejos de alcanzarlo totalmente en forma universal, de 
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manera justa, igualitaria equitativa; conste que cada uno de estos ítems, fue 
anotado con pleno conocimiento de causa de su significado.

Cualquier Gobierno que pretenda llevar al país a mejores niveles de bien-
estar y calidad de vida, deberá atender estos temas relevantes y pugnar 
porque el pueblo participe proactivamente y en forma solidaria con los es-
fuerzos que se vayan a realizar. Pero también, apoyando la capacitación de 
sus servidores públicos para evitar que por desconocimiento, incurran en 
omisiones o de plano desviaciones de sus mandatos legales.

He ahí precisamente el valor del presente glosario coordinado por el Dr. 
René Mariani, que permite de forma accesible y objetiva al servidor público, 
tener a la mano, una recopilación de temas y normas dispersas en el enor-
me aparato legal aplicable. Ojalá y que un ejemplar de este léxico, pudiese 
estar al alcance de todo servidor público.

Maestro Antonio Benítez Lucho
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 finales de 1998 con la creación del Ramo 33, se instituyó en Veracruz 
la Contaduría Mayor de Hacienda del Estado dependiente de la Legislatura 
Local. En el año 2000, está se transformó a Auditoría Superior, con autono-
mía técnica y de gestión. En funciones plenas, fue el primero a nivel nacio-
nal. Tuvo que enfrentar la ausencia de procedimientos, controles, estructura 
y presupuesto, para cumplir el precepto legal aplicable a las administracio-
nes públicas en sus dos niveles de gobierno.

La Ley de Coordinación Fiscal era el único referente. Sin embargo, no to-
maba en consideración a las Aportaciones federales, por lo que tuvo que 
adecuarse e incluir el Capítulo V, el cual resultó insuficiente, incompleto y 
contradictorio.

Ante la ausencia de normatividad jurídica y técnica, clara y definida, resul-
taba absurdo exigir el cumplimiento de inexistentes criterios, modelos o 
cánones para el uso y aplicación de los recursos presupuestales, y frente 
a los cuales, los servidores públicos, estaban indefensos para su eficaz y 
pertinente inversión; sí en cambio, algunos vislumbraron la oportunidad que 
les presentaba esta coyuntura de apertura fiscal sin reglas precisadas, para 
manejarlos extralegalmente.  

La implementación de un sistema de orden ante esa descentralizadora po-
lítica aprobada con ausencia de reglamentación, quedó en manos de la 
Legislatura Local. Tuve la fortuna y el privilegio de haber sido designado 

Referencias Contextuales
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Titular en las Instituciones mencionadas en el párrafo inicial y en consecuen-
cia, el privilegio de desarrollar dicha regulación.

Frente a las circunstancias descritas, conocí de primera mano las necesi-
dades de los servidores públicos tanto de nivel estatal como del ámbito 
municipal, en sus distintas versiones. Lo digo así, porque hay diferentes 
tipos y calidades de municipios, tanto por su ubicación geográfica como 
por sus alcances presupuestales y técnicos. No es lo mismo una cabecera 
municipal que es ciudad Capital o uno integrante de una zona metropo-
litana, que otro enclavado en la sierra y cuyo acceso es muy complicado 
en varios sentidos.

A lo largo de casi 8 años, se pudieron organizar y aplicar los controles 
adecuados en ambas administraciones y obtener resultados que recibie-
ron en el 2004, un reconocimiento nacional por las aportaciones al forta-
lecimiento de la fiscalización superior, otorgado por primera ocasión, por 
la Asociación Nacional de Organismos de Fiscalización Superior y Control 
Gubernamental, A. C.

Tal fue el inicio del presente léxico. 

Entre otras estrategias aplicadas, se destaca la capacitación integral y pre-
sencial de los servidores públicos componentes de los cabildos y de la di-
rección municipal, así como de las comunidades vecinales, potencialmente 
beneficiarios, generando en ellos una conciencia cívica que en mucho ayudó 
a la realización efectiva de obras y a la previsión de desvíos hacendarios.

Ese historial concluyó a mediados de 2006 y se continuó en las aulas uni-
versitarias hasta 2012, donde germinó la idea de este glosario. Con mis 
alumnos de las materias relacionadas con finanzas públicas; control y fis-
calización del gasto público; evaluación de la función pública; transparencia 
y rendición de cuentas y auditoría de legalidad, del Doctorado en Finanzas 
Públicas, Doctorado en Gestión y Control, Maestría en Control y Fiscalización 
y Maestría en Auditoría, todas de la Universidad Veracruzana; además los del 
Doctorado en Gestión Empresarial de la Universidad de Xalapa; la Maestría 
en Administración Pública del IAP de Veracruz y la Maestría en Derecho 
Notarial del Colegio de Veracruz, confirmé que el servidor público era no 
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sólo desconocedor de los imperativos legales que la administración pública 
le imponía, sino también, de sus correspondientes responsabilidades. 

Dicha situación era, por lo decir lo menos, preocupante.

Al respecto y para que el contenido final de este léxico fuese aplicable por 
los servidores públicos en los tres niveles de gobierno, se decidió elevar el 
contorno normativo con nuestra Carta Magna y 35 leyes generales o fede-
rales con sus Reglamentos, adicionando para mejor ilustrar el ámbito que 
más lo requiere, el local, la Ley Orgánica del Municipio Libre y al Código 
Hacendario Municipal referidas en la bibliografía.

Sin abandonar el criterio legal original de este prontuario o guía, y con el 
objeto de presentar un mayor sustento didáctico, se adicionaron un gran 
número de vocablos, locuciones, expresiones o referencias seleccionadas 
de 32 diccionarios, manuales y glosarios que en mi opinión, servirían para 
ese fin.

Frente a los pródigos resultados obtenidos, consideré más que benéfica la 
conveniencia de invitar como coautoras, a las doctoras que me honran con 
su amistad, estima y participación en el Cuerpo Académico que integramos: 
Dra. María Pilar Acosta Márquez, Dra. Flor Lucila Delfín Pozos, Dra. 
Eva Luz Espinoza Priego y Dra. Eira López Fernández. 

El borrador inicial que se integró, resultó formidable. 

Implicó varios retos, entre ellos, un gran volumen de fichas, datos, resúme-
nes y muchas dificultades técnicas para su integración y manejo, superiores 
a mi destreza y capacidad. Recurrí en un principio al apoyo del Maestro 
Juan Manuel Mazadiego, quien me brindó su capacidad y experiencia 
para encauzar el trabajo de forma sistematizada y vinculada.  

Para la conformación de los borradores intermedios y del concluyente, 
tuve el respaldo definitivo del Dr. Fortunato Cerón Hernández, quien no 
escatimó esfuerzo ni tiempo. Además, me ofreció varias ideas que están 
expuestas en este glosario y que le valió su acreditación como coautor del 
mismo.
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De los alumnos que me brindaron su colaboración, mencionar a todos aquí 
no sería  admisible, pues le daría el mismo valor a toda participación o 
aportación, lo cual sería injusto. Destaco la contribución de Mariana Arias 
Rivera, Liliana Camargo Santos, Jesús García Hernández, Miguel Ángel 
Guevara Pérez y Erick Torres Martínez y en anexo al final, menciono a 
los demás.

A todos, les expreso mi mayor reconocimiento y gratitud, por su confianza 
y cordialidad; por el tiempo dedicado a los resúmenes que de cada norma 
legal se hizo y síntesis que de cada uno de los diccionarios se elaboró, que 
los distrajo de sus labores familiares y cotidianas.

Los aciertos, son de ellos; las fallas o yerros, son de mi absoluta res- 
ponsabilidad.

René Mariani Ochoa
Coordinador
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l objetivo prioritario de este Léxico es asistir a los servidores públicos 
en la motivación y fundamentación de sus decisiones cotidianas y evitarles 
sanciones por incumplimiento de los mandatos reglamentarios; darles he-
rramientas útiles para el manejo de las descripciones y definiciones legales 
aplicadas pero de preferencia, auxiliar a aquellos que no tienen una forma-
ción enciclopédica o que carecen de una estructura jurídica coadyuvante en 
el acatamiento de las disposiciones establecidas.

En adición, como el ámbito normativo aplicable a la inversión y gestión de 
los recursos hacendarios es más que amplio y difícil de dominar en su ex-
tensión, el presente glosario también se hace recomendable para los que 
tienen a su cargo una parte de la gestión presupuestal, administrativa y fi-
nanciera, en un Ente público.

Dicho marco de referencia tiene la característica incesante de sufrir cambios 
e incluso, transformaciones radicales en su actualización. Por ejemplo, el 
texto de nuestra Carta Magna, tuvo que ser analizado en varias ocasiones 
en el lapso en que se desarrolló esta investigación, por los continuos cam-
bios que ha sufrido en los últimos seis años.

En ese mismo lapso, varias leyes aplicables a la materia fueron abrogadas y 
en otras, se derogaron Capítulos completos. Por el contrario, se aprobaron 
nuevos estatutos que las exigencias sociales estaban reclamando a la luz de 
los actos de corrupción, opacidad en la rendición de cuentas y su paralela 

Introducción
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impunidad, que ofende y lastima la credibilidad y legitimidad de las estruc-
turas gubernamentales. Ahora mismo, poco antes de la culminación de esta 
investigación, se han invalidado varios artículos de un par de leyes, lo cual 
confirma la incesante actualización que nuestro marco normativo posee. Por lo 
mismo, si el lector requiere tener la certeza de que el artículo que está consul-
tando es vigente, se recomienda ir a la ley y numeral que se cita. El último de 
los cambios, fue la publicación de la Ley General de Archivos, el 15 de junio 
pasado, que abrogará en la misma fecha pero del 2019, a la Ley Federal de 
Archivos, subsistiendo ésta y en consecuencia, lo toral en la materia.

Con el estudio analítico de nuestra Constitución Política y el de 35 leyes 
generales o federales y sus Reglamentos en varias de ellas, que se adopta-
ron por sus impactos en las haciendas públicas estatales y municipales, se 
eligieron los vocablos, locuciones o términos esenciales para todo servidor 
público, en su cotidiano accionar y que son plataforma de la administración 
pública.

Ante las exigencias normativas para el manejo de los recursos, su transpa-
rencia e información de resultados, aunado a la participación del sector pri-
vado como contratista o proveedor, se incluyen las obligaciones a exigir por 
el servidor público a los particulares contratados.

Tanto nuestra Constitución como las leyes examinadas, se presentan al final 
en el apartado de siglas, abreviaciones, fuentes y sitios web consultados con 
su denominación y fecha del Diario Oficial de la Federación o Gaceta estatal 
correspondiente a su fecha de publicación, para tener presente su oportuni-
dad, validez y coyuntura cronológica. 

Para no caer en tecnicismos o cansadas minucias, no obstante que en la 
mayoría de los artículos legales citados se transcribió su original contenido, 
en otros, se evitaron innecesarios academicismos en razón de ayudar al lec-
tor potencial de este glosario, a tener mejor comprensión y fácil percepción. 
No se recomienda su lectura a los académicos doctos, expertos ilustrados o 
peritos integrales en finanzas públicas y sus reglas de operación; en trans-
parencia de la información; rendición de cuentas; fiscalización de resultados; 
evaluación de metas y consecución de objetivos; armonización contable; 
deuda estatal y municipal; responsabilidades de los servidores públicos; 
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asociaciones público privadas; sistema anticorrupción; descentralización fis-
cal y en federalismo.

Todos estos temas torales para los servidores públicos, están en esta reco-
pilación o compendio. 

Para disponer de un mayor sustento pedagógico y mejor comprensión de 
este prontuario, sin desatender el criterio legal de los términos o voca-
blos, se complementaron éstos con un gran número de referencias selec-
cionadas de 32 diccionarios, manuales y glosarios. De todos ellos citados 
con sus siglas, que se explican en su apartado correspondiente, con sus 
datos denominación y autores o coordinadores respectivos, destacan los 
de la Universidad Nacional Autónoma de México; de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación; del Banco de México; de la Cámara de Diputados; de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Secretaría de la Función 
Pública. La intención o propósito es brindar al servidor público, la posibilidad 
de un uso adecuado de los conceptos más apropiados.

Se aplicó el método APA versión 6, con las adecuaciones que se juzgaron 
pertinentes para no incurrir en repeticiones innecesarias al hacer las citas 
textuales. Por supuesto que se respetó el sentido de ellas y se le dio el cré-
dito al autor y fuente, pero en algunas ocasiones, sí se ajustaron algunos 
tiempos, verbos y se acudió al empleo de siglas, para evitar monótonos 
tecnicismos.

Por otra parte, en muchos casos, para no hacer mayor el contenido o expli-
cación del concepto, se remite directa y específicamente a la fuente original, 
para que el lector interesado pueda consultar a satisfacción. Lo contrario, 
hubiese hecho inmanejable el contenido total del presente léxico, de ahí el 
uso de siglas o de sinónimos que no afectan en nada su contenido y sí lo 
exponen mejor o lo hacen más accesible.

En todos los casos, aun cuando en la ley persiste la denominación de Distrito 
Federal, se reemplazó por Ciudad de México.

La presentación se hace en orden alfabético y no en otro, como podrían ser 
los casos de programación, presupuesto, contabilidad, finanzas o economía, 
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para tener accesibilidad al contenido y facilitar su consulta, sin fijar o impo-
ner codificaciones o clasificaciones a los lectores.

Los servidores públicos son responsables de los recursos públicos por ser 
quienes los administran y deciden su uso y aplicación, de ahí el énfasis en 
el Título IV constitucional en general, y el artículo 108 en específico, así 
como los consecuentes numerales de todas las leyes que se analizan, en 
particular, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, de la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, el Código Penal 
Federal y el Código Nacional de Procedimientos Penales, en lo concerniente 
a hechos de corrupción.

Por lo mismo, al existir servidores públicos en los tres órdenes de gobier-
no, en los tres poderes y en general, en todas las dependencias, institu-
ciones y organismos cuyo financiamiento está previsto y autorizado en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación, con su financiamiento relaciona-
do en la Ley de Ingresos de la Federación, se decidió ampliar el primitivo 
objetivo y expandirlo en la forma ahora descrita.

El énfasis en el Código Fiscal de la Federación fue con el afán de presen-
tar la terminología de mayor uso y aplicación en la esfera municipal parti-
cularmente, para que  puedan aplicarse y coadyuvar en una mejor y mayor 
recaudación, que les posibilite incrementar también, su reciprocidad en las 
Participaciones federales.

El acento en la Ley Federal del Trabajo fue con el objeto de apoyar a los 
integrantes del Cabildo, a mejor entender las responsabilidades heredadas 
a las administraciones entrantes, cuando dejan en sus puestos a personal 
de su confianza derivando en demandas y laudos que pesan en las arcas 
municipales.

A la Ley de Asociaciones Público Privadas, se le dedicó gran detalle, por 
considerar su auge y ascendencia,  por la escasez de recursos públicos y 
la enorme demanda económica y social, en diversos contornos geográficos.

Se concluye esta recopilación, manual, glosario o compendio, el 15 de 
agosto de 2018, razón por la cual, para el ejercicio fiscal correspondiente, 
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se analizan y detallan los rubros de egresos e ingresos contenidos en el 
Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación 2018 y su correla-
tiva Ley de Ingresos, pero con la convicción, apoyada en la historia de las 
finanzas públicas del país, que el procedimiento y metodología descrita, sí 
serán aplicables en años fiscales posteriores, pues  modificar la estructura 
presupuestal, programática y legal, no es tarea sencilla y no se puede dar 
en el corto plazo.
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l ámbito normativo de la gestión pública es, por decir lo menos, 
descomunal.

Para cumplir con las reglas y exigencias constitucionales, legales y reglamen-
tarias implícitas, se necesitan conocimientos específicos pertinentes para no 
incurrir en omisiones, errores o de plano desvíos castigables severamente.

Por ello, se reitera que el presente libro, tiene como destino primordial apo-
yar a los servidores públicos como un referente de consulta en su difícil ta-
rea y cuya responsabilidad, es de la mayor magnitud, pues sus decisiones 
conllevan el uso y destino de los escasos recursos hacendarios aportados 
por todos los contribuyentes, lo cual nos permite exigirles su adecuada, ho-
nesta, eficaz y legal inversión.

Precisamente, en atención a la magnitud de leyes, decretos, reglas de ope-
ración e interpretaciones formales y metodológicas aplicables al gasto pú-
blico y su respectivo financiamiento, y así poder presentar en este libro una 
perspectiva integral, coherente y accesible, se recurrió a la denominada sis-
temática jurídica, cuya encomienda es interrelacionar las diferentes discipli-
nas o especialidades del Derecho, ya que todas están unidas y articuladas; 

Fundamentos Metodológicos Adicionales

E

Deberíamos estar más orgullosos
de las páginas que hemos leído
que de las que hemos escrito. 

                                Borges
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pero atendiendo y reconociendo su estrecha vinculación con otros acervos 
sociales y deberes generales, tales como la filosofía, la economía, la ciencia 
política, la sociología, la administración y la contabilidad gubernamental, por 
destacar algunas, cuyos postulados, principios y fundamentos, le son muy 
útiles al saber jurídico, a las finanzas públicas y por ende, a los servidores 
públicos.

Con esta correlación o paralelismo de conocimientos, siempre teniendo pre-
sente a nuestro sujeto, denominado servidor público, este resumen estable-
ce la fuente y número de artículo específico o del diccionario, catálogo o 
léxico consultado. Solo en el caso de nuestra Constitución Política, se hace 
referencia además, al Apartado respectivo cuando se consideró prudente. 

En no pocas ocasiones, se presentan dos o más definiciones y contenidos 
que dan mayor claridad al tema descrito, haciéndolo entendible y sobretodo, 
objetivo. En todos los casos, se resalta en negritas, el concepto o tema orde-
nado alfabéticamente, así como su origen legal o conceptual. Al respecto, al 
mencionar los números de los artículos con un guion en el medio, se debe 
entender que se incluyen los intermedios. 

Al mencionar en forma genérica Secretarías, invariablemente se referirá a 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y a la Secretaría de la Función 
Pública. Las reglas de operación de los programas de cada secretaría, 
se muestran en orden alfabético, atendiendo al glosario generado por la 
Secretaría de Gobernación.

Se emplearon para las referencias bibliográficas y citas, el método APA ver-
sión 6, pero con las adecuaciones pertinentes referidas antes. Por lo mis-
mo, de aplicarse la plataforma Turnitin del CONRICyT, el resultado debería 
coincidir en un alto porcentaje con las fuentes aludidas. Ello debe ser así, 
porque se trata de una recopilación de datos reglamentarios o normativos, 
así como de información o argumentos complementarios al tema, materia 
o premisa explicada, pero dispersos en diversas leyes y cuyas definiciones 
están igualmente desglosadas en diversos léxicos, diccionarios, libros, catá-
logos y glosarios. Se reafirma que todos ellos están citados con sus siglas, 
denominaciones, autores, referencias editoriales y demás, para su identifica-
ción y créditos intelectuales correspondientes.
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Al respecto, complementando el párrafo previo y parafraseando a Savater, 
podría afirmarse el intento de lograr una verdadera concreción, una autén-
tica relación de cada fragmento con la totalidad posible de la disertación o 
razonamiento; buscando en cada libro su argumentación más fuerte, pero 
buscando en los otros textos, ese contraste o filigrana con lo comentado, 
quizá nacidos en suelos teóricos muy diferentes pero que posibilitan y per-
miten injertos afortunados.

La decisión metodológica al respecto, se tomó en función del mandato de la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas en su artículo 7 para los 
servidores públicos, quienes …observarán en el desempeño de su empleo, 
cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesio-
nalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, 
eficacia y eficiencia que rigen el servicio público… pero además en su frac-
ción I, dicho numeral adiciona que deberán observar lo que …las leyes, re-
glamentos y demás disposiciones jurídicas les atribuyen a su empleo, cargo o 
comisión, por lo que deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan el 
ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones… Esta transcripción hace 
recordar a Sartre cuando sostuvo que “El hombre está condenado a ser li-
bre; porque una vez arrojado al mundo, es responsable de todo lo que hace”. 

Así es el caso de los servidores públicos que son responsables no sólo de 
lo que hacen, sino de cómo actúan; pero también de todo lo que no hacen, 
cuando es su obligación proceder.

A ellos, por esta alta exigencia, está dirigida esta investigación. 

No se pretende formarlos ni ilustrarlos, pero sí informarlos adecuada e inte-
gralmente para enfrentar sus desafíos laborales, pues por desconocimien-
to, pueden convertirse en problemas no sólo administrativos, sino incluso 
penales.

Se pone énfasis en la legislación federal, atendiendo al origen de la integra-
ción de las haciendas públicas estatales y municipales, pues en un porcen-
taje superior al 90%, tiene su génesis o fuente principal en el Presupuesto 
de Egresos de la Federación, en forma de Transferencias en lo general, y de 
Aportaciones y Participaciones, en lo particular.
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Un acento especial se hizo en nuestra Carta Magna, por ser el fundamen-
to de toda ley, sirviendo para compaginar sus artículos con los correspon-
dientes a las demás normas. Para el caso de cada entidad federativa, por 
supuesto se debe atender su legislación local, sin olvidar la supeditación a 
la Normatividad federal, pues los límites constitucionales no pueden ser re-
basados y porque los recursos hacendarios federales no pierden su natura-
leza, se prefirió hacer hincapié en las leyes federales o generales. 

No obstante lo anterior, se ratifica que las referencias municipales, por con-
siderarlo el más desdeñado de los niveles gubernamentales, siendo quien 
más lo requiere pues nos afectan directamente las decisiones del Cabildo 
porque es donde habitamos todos, se tomaron como directrices o pautas: 
la Ley Orgánica del Municipio Libre, el Código Financiero Municipal y la 
Constitución, todos del estado de Veracruz. En adición el Diccionario de 
Términos Municipales Veracruzanos editado por el Colegio de Veracruz y 
el libro de Derecho Municipal del reconocido Jurista Dr. Salvador Valencia 
Carmona, de quien se tomó el nombre del método de sistemática jurídica, 
utilizado para conjuntar esta recopilación o manual, y por último, se empleó 
el Catálogo de Programas y Acciones Federales para el Desarrollo Social.

En lo tocante al monto de las multas aplicables a las sanciones legales cali-
ficadas al respecto, se respetó el contenido específico de la fuente original, 
que se expresa en salarios mínimos vigentes, pero debe entenderse su con-
versión a UMAs o unidades de medida y actualización. 
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Últimas Adecuaciones Metodológicas

A

Es precisamente nuestra identificación apasionada
con lo leído lo que permite olvidar que nos viene
de otro y nos hace negar que nadie tiene mejor

derecho a ello que nosotros mismos. 

                                                           Savater

corde a las circunstancias imperantes en la actualidad, agosto del 
2018, próximamente se hará realidad una variable, la cual paradójicamente 
ha sido una constante en el entramado jurídico: su adecuación a la realidad 
política o exigencia social. Al menos, se volverá a cambiar la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, como hace cinco años y como hace 
tres. Se modificarán atribuciones en la Secretaría de Gobernación; se creará 
la Secretaría de Seguridad Pública, y la Secretaría de Desarrollo Social se 
transformará a Secretaría del Bienestar, adicionando beneficios para adultos 
mayores y jóvenes universitarios.

Esta variable hace aún más viable, pertinente y oportuna, la aplicación de la 
sistemática jurídica como fundamento metodológico para una compilación o 
glosario como el presente.

De manera similar, se están proponiendo nuevas consideraciones penales 
para cuestiones electorales; Fiscalía General; robo de combustible; legaliza-
ción de ciertas drogas, Comisiones de la Verdad, perdón y olvido, y elimina-
ción del fuero constitucional, lo cual está fuera del alcance de este compendio. 
Pero sí se prevé e incluye, aunque de forma parcial necesariamente hasta 
en tanto no se publiquen las leyes reformadas, es lo concerniente, en buena 
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hora, a la reducción del financiamiento público a partidos políticos; corrup-
ción; impunidad; contenciones o reducciones salariales para que ningún ser-
vidor público perciba mayor salario que el Ejecutivo federal; optimización del 
gasto y potencial descentralización de la administración pública federal y 
desaparición de delegaciones para convertirlas en coordinaciones estatales.

Todo lo anterior se puede y debe contemplar en el Presupuesto de Egresos 
de la Federación, del cual existen varios apartados en el presente léxico, re-
saltando que no puede cubrirse ningún pago que no esté previamente con-
siderado en el mismo. Esa decisión compete exclusivamente a la Cámara de 
Diputados, por lo que estará en su ámbito lo concerniente. 

En complemento, se reflexionan ajustes fiscales rigurosos en las leyes del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios; Impuesto sobre la Renta e 
Impuesto al Valor Agregado, para reducir tasas y bases en la frontera norte y 
quizá sur, e impedir alzas en los precios de energéticos, básicamente, gaso-
linas, gas y energía eléctrica. De manera especial, por este último rubro, se 
especula la alternativa de la eliminación de adeudos en algunas zonas geográ-
ficas. Esta definición, sí compete a ambas Cámaras del Congreso de la Unión, 
pues sus efectos se verán expresados en las futuras Leyes de Ingresos. Es 
obvio, si llegasen a darse modificaciones constitucionales o adecuación de 
las leyes actuales, que sí serán dilucidadas tanto en la Cámara de Diputados 
como en la de Senadores, y en su caso, en las Legislaturas Locales.

Es conveniente enfatizar que la creación de nuevas leyes no garantiza la eli-
minación de los excesos escandalosos repudiados por la sociedad, en espe-
cial, lo relacionado con los dineros públicos. Las normas jurídicas existentes 
al respecto, destacando las siguientes:

a)	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
b)	Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria
c)	 Ley de Coordinación Fiscal
d)	Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública
e)	Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública
f)	 Ley General de Contabilidad Gubernamental
g)	Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación
h)	Ley General de Desarrollo Social
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i)	 Ley General de Responsabilidades Administrativas
j)	 Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción
k)	 Código Nacional de Procedimientos Penales 
l)	 Código Fiscal de la Federación
m)	Código Penal Federal
n)	Ley de Planeación
o)	Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios
p)	Ley de Asociaciones Público Privadas
q)	Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del sector Público
r)	 Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas
s)	 Ley General de Archivos
t)	 Ley Federal de Deuda Pública
u)	Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con 

Recursos de Procedencia Ilícita
v)	 Ley Federal del Trabajo
w)	Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
x)	 Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República
y)	 Ley de Ingresos de la Federación
z)	Presupuesto de Egresos de la Federación

sí están vigentes y sí incluyen el castigo a esos excesos y abusos de servi-
dores públicos deshonestos. 

Es necesario, eso sí, la aplicación exacta, oportuna, correcta, con certeza e 
integridad jurídica de las mismas. Se requiere abatir la impunidad, porque 
propicia mayor corrupción y menores recursos para atender las demandas 
sociales. Debe hacerse, pero efectuarlo sin sesgos partidistas ni políticos.

Para coadyuvar en ese objetivo, están en primer lugar, la Auditoría Superior 
de la Federación con mega facultades para actuar en tiempo y forma de 
manera externa a las dependencias, entidades, estados y municipios. En se-
gundo lugar, se encuentran las Entidades Estatales de Fiscalización, depen-
dientes de las Legislaturas locales. De forma interna y vinculada al Poder 
Ejecutivo, está la Secretaría de la Función Pública y las Contralorías estatales 
y municipales. Todas ellas, tienen la atribución de fiscalizar con oportunidad, 
objetiva e integralmente,  la obligatoria rendición de cuentas de parte de los 
servidores públicos.
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Para la función de transparencia, existe el INAI que, coordinadamente con 
sus equivalentes estatales, poseen facultades para hacer realidad el acceso 
a información cierta, oportuna, confiable y accesible a cualquier ciudadano. 

Tales instituciones están conjugadas en el Sistema Nacional Anticorrupción. 
De cada una de estas instancias, se presenta un análisis pormenorizado en 
el presente prontuario. 

Exijamos a estos Organismos y a los representantes del Poder Judicial, cum-
plan con su responsabilidad, haciendo la aplicación justa de las leyes para 
impedir el cáncer duopólico de la corrupción e impunidad que tanto ha la-
cerado y justificado la desconfianza en las Instituciones.
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declaración de intereses y 
constancia de declaración fiscal
Instrumentos derivados
Insumo
Insumo-producto
Intangible
Integración horizontal
Integración vertical
Integrantes del Sistema 
Nacional Anticorrupción
Integridad
Interculturalidad
Interés
Interés fiscal, formas  
de garantizar el
Interés legítimo
Interés público

Interés social
Interés superior de la niñez
Intermediario
Intermunicipalidad
Interpretación de la LAASSP  
para efectos administrativos
Interpretación de la LFPRH  
para efectos administrativos
Interpretación de la LOPSRM 
para efectos administrativos
Interpretación legislativa
Interpretación y 
aplicación de la LGA
Interrelación de la LIF y el PEF 
para programas específicos
Intervención de dos o más 
dependencias o entidades
Intervención de la SFP en las 
adquisiciones, arrendamientos  
y servicios
Intervención de las 
comunicaciones privadas
Intervención de negociaciones
Intervencionismo estatal
Interventor administrador, 
facultades y obligaciones
Intoxicaciones
Inventario
Inventarios documentales
Inversión
Inversión ejercida	
Inversión financiera
Inversión física
Inversión física y  
financiera directa
Inversión municipal aprobada
Inversión municipal modificada
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Inversión productiva
Inversión pública
Inversión pública productiva
Inversión pública y el PEF
Investigación complementaria, 
plazo para la
Investigación de mercado
Investigación de un delito
Investigación, disposiciones 
comunes a la
Inviolabilidad 
de la Constitución
Invitación restringida
Irretroactividad legal

Jefe de estado
Jefe de familia
Jefe de gobierno
Jefe de manzana
Jornada de trabajo
Jornada diurna
Jornada mixta
Jornada nocturna
Jornaleros agrícolas
Joven emprendedor rural
Jueces y Magistrados,  
causas de impedimento

Jueces y Magistrados, efectos 
de la recusación y excusa
Juez de control
Juicio de amparo
Juicio de lesividad
Juicio político
Juicio político a nivel municipal
Juicio político a servidores 
públicos, procedimiento en el
Juicio político, procede cuando
Juicio político, sujetos y 
sanciones aplicables en el
Juicio, el
Juicios de amparo, controversias 
constitucionales y acciones de 
inconstitucionalidad
Junta de aclaraciones 
en las licitaciones públicas
Junta de Coordinación Fiscal
Junta de Coordinación 
Política, acuerdos de la
Junta de mejoras municipal
Jurisdicción
Jurisdiccional, función
Jurisprudencia
Justicia
Justicia municipal
Justicia pronta
Juzgados de Distrito

A-J
Compendio de las letras
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Palacio Nacional



Cuando una multitud ejerce la autoridad, 
es más cruel aún que los tiranos. 

							       Platón

Que todo cambie para que todo siga igual.
		  Giuseppe Tomasi di Lampedusa
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A
Abrogación

La palabra abrogar procede de la pre-
posición latina ab, o abs, que denota 
la idea de alejamiento o separación, 
con el matiz de intensidad; y del ver-
bo rogo-rogare, que significa promulgar, 
Dehesa (2004) citado en AVJ. 

En un sentido general, el término 
abrogación refiere a la extinción de la 
vigencia de una ley, ya sea por virtud de 
una declaración expresa en una dispo-
sición contenida en otra ley posterior, o 
por una declaración tácita, resultante de 
la incompatibilidad que surja entre las 
disposiciones de una nueva ley y las ya 
existentes. AVJ

Del latín abrogatio, del verbo abro-
gare, abrogar, anular. Es la supresión 
total de la vigencia y, por lo tanto, de la 
obligatoriedad de una ley. DJM

Abrogar refiere a privar totalmente 
de vigencia una ley, reglamento o có-
digo. Dejar sin efecto una disposición 
legal que puede ser expresa, por una 
disposición específica o en virtud de un 

precepto contenido en una disposición 
posterior; o puede ser tácita, es decir, 
resultante de la incompatibilidad que 
existe entre las disposiciones de la mis-
ma ley y de la anterior. GTUAPF

Es la supresión total de la vigencia y, 
por tanto, de la obligatoriedad de una 
ley. DJM

Absolutismo

Forma específica de organización del 
poder. Sistema monopólico y cen-
tralizado de una unidad política. La 
primera generalización de absolutis-
mo fue la de “un poder arbitrario e 
ilimitado”. Forma de gobierno en que 
el detentador del poder lo ejerce sin 
dependencia o control por parte de 
otras instancias. Incorrectamente, se 
le asemeja con la tiranía y con el des-
potismo. DIPO

Sistema de gobierno ejercido por 
un monarca o un grupo, tenga o no 
Constitución. Por extensión se aplica 
el término al dominio exagerado que 
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ejerce una persona o grupo sobre cual-
quier organismo. GTE

El soberano pretende ejercer el po-
der del Estado indiviso y no limitado  
por la participación de las corporacio- 
nes estamentales-parlamentarias, aun-
que dentro de los límites marcados por 
la religión, el Derecho natural y, even-
tualmente, por las leyes fundamentales 
del Estado. DCPDN 

Abstención

Falta de participación en el acto de vo-
tar. No participación en todo un con-
junto de actividades políticas. Se mide 
como el porcentaje de quienes, tenien-
do todo el derecho, no van a las urnas; 
sus causas, son múltiples, pero pueden 
fijarse en dos grupos de variables las 
individuales y psicológicas, y las de gru-
po, políticas y sistemáticas.

Altas tasas de abstencionismo son 
una deslegitimación, real o potencial, 
de los gobernantes, de la clase política 
e incluso de las propias estructuras de-
mocráticas. DIPO 

Derecho de un legislador consisten-
te en no votar en pro ni en contra de un 
proyecto legislativo. CTLFEF

La abstención de votar, se entiende 
como la omisión voluntaria, que ejercen 
los parlamentarios al no participar en la 
resolución de algún asunto, en que se 
requiere la manifestación de su opinión, 
DRAE citado por DUTP. Como sinóni-
mo de abstención de voto se utiliza el 

término “no votar”. La importancia del 
voto en el ámbito parlamentario, reside 
en que constituye el acto en el cual se 
concretan las facultades del legislador, 
como representante o como expresión 
de la voz del pueblo. DUTP

Califica el hecho de que un porcen-
taje considerable de ciudadanos se 
abstenga de votar. DJM

Abuso de autoridad  
de los servidores públicos

Acto del funcionario que excede su de-
recho. DRALE

Delito que comete el servidor públi-
co que ilegalmente ordene o ejecute un 
acto o inicie un procedimiento, en be-
neficio propio o ajeno o en perjuicio de 
alguien. DTMV

Cometen el delito de abuso de autori-
dad los servidores públicos que incurran 
en alguna de las conductas siguientes:

I)	 Cuando para impedir la ejecución 
de una ley, decreto o reglamento, 
el cobro de un impuesto o el cum-
plimiento de una resolución judicial, 
pida auxilio a la fuerza pública o la 
emplee con ese objeto;

II)	 Cuando indebidamente retarde o 
niegue a los particulares la protec-
ción o servicio que tenga obligación 
de otorgarles o impida la presenta-
ción o el curso de una solicitud;

III)	 Cuando estando encargado de 
administrar justicia, bajo cualquier 
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pretexto, se niegue injustificada-
mente a despachar un negocio 
pendiente ante él, dentro de los 
términos establecidos por la ley;

IV)	 Cuando el encargado o elemento 
de una fuerza pública, requerido 
legalmente por una autoridad com-
petente para que le preste auxilio 
se niegue a dárselo o retrase el 
mismo. La misma previsión se apli-
cará tratándose de peritos.

V)	 Cuando estando encargado de 
cualquier establecimiento destina-
do a la ejecución de las sanciones 
privativas de libertad, de institucio-
nes de reinserción social o de cus-
todia y rehabilitación de menores 
y de reclusorios preventivos o ad-
ministrativos, o centros de arraigo 
que, sin los requisitos legales, reci-
ba como presa, detenida, arrestada, 
arraigada o interna a una persona o 
la mantenga privada de su libertad, 
sin dar parte del hecho a la auto-
ridad correspondiente; niegue que 
está detenida, si lo estuviere; o no 
cumpla la orden de libertad girada 
por la autoridad competente;

VI)	 Cuando teniendo conocimiento de 
una privación ilegal de la libertad 
no la denunciase a la autoridad 
competente o no la haga cesar, 
también inmediatamente;

VII)	Cuando haga que se le entreguen 
fondos, valores u otra cosa y se 
los apropie o disponga de ellos 
indebidamente.

VIII)	Obtenga, exija o solicite sin dere-
cho alguno o causa legítima, parte 
del sueldo o remuneración de uno 
o más de sus subalternos, dádivas 
u otros bienes o servicios;

IX)	 Cuando en el ejercicio de sus 
funciones o con motivo de ellas, 
otorgue empleo, cargo o comisión 
públicos, o contratos de presta-
ción de servicios de cualquier na-
turaleza, que sean remunerados, a 
sabiendas de que no se prestará 
el servicio para el que se les nom-
bró, o no se cumplirá el contrato 
otorgado;

X)	 Cuando autorice o contrate a quien 
se encuentre inhabilitado por re-
solución firme de autoridad para 
desempeñar un empleo, cargo o 
comisión en el servicio público, o 
para participar en adquisiciones, 
arrendamientos, servicios u obras 
públicas;

XI)	 Cuando otorgue cualquier identi-
ficación en que se acredite como 
servidor público a cualquier perso-
na que realmente no desempeñe el 
empleo, cargo o comisión;

XII)	Obligar a declarar a las personas 
que se mencionan en el artículo 
243 Bis, del CFPP, acerca de la in-
formación obtenida con motivo del 
desempeño de su actividad.

XIII)	Omitir realizar el registro inmediato 
de la detención correspondiente, 
falsear el Reporte Administrativo 
de Detención, omitir actualizarlo o 
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dilatar injustificadamente poner al 
detenido bajo la custodia de la au-
toridad correspondiente; y

XIV)	Incumplir con la obligación de im-
pedir la ejecución de las conductas 
de privación de la libertad.

Al que cometa el delito de abuso de 
autoridad en los términos previstos por 
las fracciones I a V y X a XII, se le im-
pondrá de uno a ocho años de prisión y 
de cincuenta hasta cien días multa. Igual 
sanción se impondrá a las personas que 
acepten los nombramientos, contrata-
ciones o identificaciones a que se refie-
ren las fracciones X a XII.

Al que cometa el delito de abuso de 
autoridad en los términos previstos por 
las fracciones VI a IX, XIV, XV y XVI, se 
le impondrá de dos a nueve años de 
prisión, de setenta hasta cuatrocientos 
días multa y destitución e inhabilitación 
de dos a nueve años para desempeñar 
otro empleo, cargo o comisión públicos. 
Art. 215. CPF

Agentes de estos delitos son, desde 
luego, los servidores públicos investi-
dos de autoridad, esto es, dotados de 
facultad de imperio, de tomar determi-
naciones y de imponer obediencia. DJM

Abuso de confianza

Mal uso que hace uno de la confianza 
depositada en él. DRALE

Burlar o perjudicar a otro que, por 
inexperiencia, afecto, bondad o des- 

cuido, le ha dado crédito. Disposición 
para sí o para otro, en perjuicio de al-
guien, de cualquier cosa ajena mueble 
que se la haya transmitido la tenencia y 
no el dominio. DJM

Al que, con perjuicio de alguien, dis-
ponga para sí o para otro, de cualquier 
cosa ajena mueble, de la que se le haya 
transmitido la tenencia y no el dominio, 
se le sancionará con prisión y multa, en 
los términos del numeral presente. Art. 
382. CPF

Se considera como abuso de con-
fianza para los efectos de la pena:

I)	 El hecho de disponer o sustraer una 
cosa, si le ha sido embargada a su 
dueño y la tiene como depositario ju-
dicial, o bien si la hubiere dado en 
prenda y la conserva en su poder 
como depositario a virtud de un con-
trato celebrado con alguna institución 
de crédito, en perjuicio de ésta.

II)	 El hecho de disponer de la cosa deposi-
tada, o sustraerla el depositario judicial 
o el designado por o ante las autorida-
des, administrativas o del trabajo.

III)	El hecho de que una persona haga 
aparecer como suyo un depósito que 
garantice la libertad caucional de un 
procesado y del cual no le correspon-
da la propiedad. Art. 383.CPF

Se reputa como abuso de confianza 
la ilegítima posesión de la cosa reteni-
da si el tenedor o poseedor de ella no 
la devuelve a pesar de ser requerido 
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formalmente por quien tenga derecho, 
o no la entrega a la autoridad, para 
que disponga conforme a la ley. Art. 
384. CPF

Se considera como abuso de con-
fianza y se sancionará con prisión y mul-
ta, en los términos del artículo presente 
a quien disponga indebidamente o se 
niegue sin justificación a entregar un 
vehículo recibido en depósito de autori-
dad, relacionado con delitos por tránsito 
de vehículos, habiendo sido requerido 
por la autoridad que conozca o siga co-
nociendo del caso. Art. 385. CPF

Se entiende la disposición para sí o 
para otro, en perjuicio de alguien, de 
cualquier cosa ajena mueble de la que 
se le haya transmitido la tenencia y no 
el dominio. DJM

Abuso de funciones 
del servidor público

Incurrirá en abuso de funciones el servi-
dor público que ejerza atribuciones que 
no tenga conferidas o se valga de las 
que tenga, para realizar o inducir actos 
u omisiones arbitrarios, para generar un 
beneficio para sí o para su cónyuge, pa-
rientes consanguíneos, parientes civiles 
o para terceros con los que tenga rela-
ciones profesionales, laborales o de ne-
gocios, o para socios o sociedades de 
las que el servidor público o las perso-
nas antes referidas formen parte o para 
causar perjuicio a alguna persona o al 
servicio público. Arts. 52 y 57. LGRA

Acceso a información  
confidencial con valor histórico

Es procedente el acceso cuando:

I)	 Se solicite para una investigación o 
estudio que se considere relevante 
para el país, y quien realice el estu-
dio quede obligado por escrito a no 
divulgar la información confidencial, 
ni ninguna que pueda hacer identifi-
cable a su titular;

II)	 El interés público en el acceso sea 
mayor a cualquier invasión a la pri-
vacidad que pueda resultar;

III)	El acceso beneficie de manera clara 
y evidente al titular de la información 
confidencial; y

IV)	Sea solicitada por un biógrafo auto-
rizado por el titular de la información 
confidencial. Art. 30. LFA

Acceso a la información

El derecho humano de acceso a la infor-
mación comprende solicitar, investigar, 
difundir, buscar y recibir información. 
Art. 3. LFTAIP

Accesorios de las contribuciones

Ingresos que el Estado tiene derecho 
de percibir en virtud de una situación 
particular derivada del incumplimien-
to, o cumplimiento extemporáneo, de 
las obligaciones relativas a impues-
tos, aportaciones de seguridad social, 
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contribuciones de mejoras y derechos, 
por lo que participan de la naturaleza 
y privilegios de estas contribuciones. 
DJM

Accidente de trabajo

Es toda lesión orgánica o perturbación 
funcional, inmediata o posterior, o la 
muerte, producida repentinamente en 
ejercicio, o con motivo del trabajo, cua-
lesquiera que sean el lugar y el tiempo 
en que se preste. Quedan incluidos los 
accidentes que se produzcan al trasla-
darse el trabajador directamente de su 
domicilio al lugar del trabajo y de éste a 
aquél. Art. 474. LFT

Accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales

Los empresarios serán responsables 
de los accidentes del trabajo y de las 
enfermedades profesionales de los 
trabajadores, sufridas con motivo o 
en ejercicio de la profesión o trabajo 
que ejecuten; por lo tanto, los patro-
nos deberán pagar la indemnización 
correspondiente, según que haya traí-
do como consecuencia la muerte o 
simplemente incapacidad temporal o 
permanente para trabajar, de acuer-
do con lo que las leyes determinen. 
Esta responsabilidad subsistirá aún en 
el caso de que el patrono contrate el 
trabajo por un intermediario. Art. 123 
Apartado A. CPEUM

Accidentes  
en tránsito

Se producen cuando el trabajador se di-
rige a su trabajo y regresa de él. Aparece 
desde la primera ley del Seguro Social 
de 1943. DJM

Acción bursátil

Es aquel título que tiene aceptación en 
el mercado de valores, registrando un 
elevado índice de operaciones y garan-
tizando su liquidez inmediata. La acción 
más bursátil es aquella que registra un 
mayor número de operaciones en bolsa. 
GTUAPF

Acción colectiva

Concepto fundamental de la teoría po-
lítico-económica, que postula que los 
individuos que actúan racionalmente se 
comportan de otra manera frente a ob-
jetivos colectivos que frente a los indivi-
duales. DCPDN

Acción común  
u ordinaria

Aquella que, no otorga mayores privi-
legios o limitaciones a sus poseedores 
que las de asistir con voz y voto en las 
asambleas de accionistas, de ser prefe-
rido en la adquisición de nuevas emisio-
nes de acciones y de elegir la junta de 
directores. DCAF
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Parte proporcional del capital en una 
empresa que otorga el derecho al tene-
dor sobre una parte de las utilidades o 
sobre remanentes de los activos de la 
empresa una vez que se haya pagado a 
los acreedores y a los accionistas prefe-
rentes, en caso de liquidación. GTUAPF

Acciones de una sociedad que des-
pués de considerar los derechos de las 
clases preferentes, no tiene limitación 
en la distribución de las ganancias de 
dicha empresa. DPCO

Aquellas que, de acuerdo con los es-
tatutos sociales de la emisora, no tienen 
calificación o preferencia alguna. Tienen 
derecho a voto general interviniendo en 
todos los actos de la vida de la empresa, 
tales como elegir al consejo de adminis-
tración o decidir las políticas de la em-
presa. Sólo tendrán derecho a dividendos 
después de que se les haya cubierto a 
las acciones preferentes. También se de-
nominan acciones ordinarias. GGBMV

Acción de inconstitucionalidad

Esta acción pretende reafirmar la su-
premacía constitucional cuando ha sido 
violentada por cualesquiera normas que 
hayan sido promulgadas, sin importar 
que no haya habido actos de aplicación, 
ya que su interés es preservar dicha he-
gemonía. DPGAP 

Las acciones de inconstitucionalidad 
son el medio de impugnación estable-
cido para plantear ante el pleno de la 
Suprema Corte de Justicia la posible 

contradicción entre una norma de ca-
rácter general, ya sean leyes federales 
o locales, o tratados internacionales y la 
propia Constitución.

Tienen por objeto la reparación del 
orden constitucional cuando ha sido 
violado o desconocido, así como la evo-
lución y adaptación de sus normas a la 
realidad. DJM

Acción industrial

No son acciones propiamente dichas, 
dado que no forma parte del capital so-
cial, sin embargo se les denomina así a 
aquéllas que se otorgan a empleados 
o funcionarios que trabajan en una em-
presa. Se pueden emitir acciones espe-
ciales de industria o trabajo, cuando así 
lo estipulen las escrituras sociales de la 
empresa, a favor de aquellas personas 
que presten sus servicios a la sociedad. 
En estas acciones se hará constar que 
son intransferibles y además todas las 
normas respecto a la forma, valor y otras 
condiciones que les correspondan. La 
utilidad a que dan derecho estas accio-
nes, es adicional a la participación de 
utilidades que por ley les corresponden 
a los trabajadores. GTUAPF

Acción nominativa

Son las acciones suscritas nominalmen-
te. Pueden ser traspasadas por simple 
compraventa en la Bolsa de Valores. 
GGBMV
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Título que lleva el nombre de su 
propietario y cuya propiedad no puede 
transferirse sin llenar ciertos requisitos 
de endoso y registro. GTUAPF

Acción penal

Es la que ejercita el Ministerio Público 
ante el juez competente para que se ini-
cie el proceso penal y se resuelva sobre 
la responsabilidad del inculpado, y en 
su caso, se aplique la pena o la medida 
de seguridad que corresponda. DJM

Acción preferente

Título de una empresa que otorga al te-
nedor el derecho a un dividendo míni-
mo garantizado y acumulativo; así como 
un dividendo extraordinario, sobre el re-
manente de utilidades una vez que se 
haya pagado a las acciones ordinarias 
el dividendo estipulado. GTUAPF

Aquellas privilegiadas, que cobran 
los dividendos con prioridad a las demás 
acciones, gozando de ciertos derechos 
estipulados en los estatutos; son instru-
mentos financieros que representan una 
parte del capital social preferente te-
niendo derecho a un dividendo mínimo 
preferencial y acumulativo. DCAF

Aquellas que gozan de ciertos de-
rechos sobre las demás acciones que 
conforman el capital social de una 
empresa. Dichos derechos se refieren 
generalmente a la primacía de pago 
en el caso de liquidación, así como a 

la percepción de dividendos. Se emi-
te con un dividendo determinado que 
debe pagarse antes de que se paguen 
dividendos a los tenedores de acciones 
ordinarias. Generalmente no tienen de-
recho a voto. GIFSAT

Acción social 

Movimiento encaminado a lograr refor-
mas políticas, económicas, legislativas, 
etc. GTE

Concepto clave de la sociología. To- 
da interacción es acción social que 
siempre se realiza frente a otros seres 
humanos. DCPDN

Todo esfuerzo colectivo, casual o 
concertado, consciente o inconsciente.

Impulso coherente dirigido a la trans- 
formación de las instituciones políticas, 
económicas, sociales, culturales o de 
cualquier otra naturaleza similar que 
signifiquen un valor o un interés gene-
ral. DJM

Acción, como parte  
del capital de una sociedad

Una de las partes iguales en que está 
dividida cada clase del capital social de 
una compañía. DPCO

Se dice que es la parte alícuota del 
capital de una sociedad. RMO

Títulos de crédito que representan 
las partes en que se divide el capital 
social de una sociedad acreditando a su 
poseedor la calidad de accionista de la 
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empresa y haciéndolo sujeto a los de-
rechos y obligaciones que ello conlleve. 
DCAF

Título que representa los derechos 
de un socio sobre una parte del capital 
de una empresa organizada en forma 
de sociedad. Le otorga al socio capita-
lista el derecho a percibir una parte pro-
porcional de las ganancias. DEZS

Partes iguales en que se divide el 
capital social de una empresa. Parte o 
fracción del capital social de una so-
ciedad o empresa constituida como tal. 
GGBMV

Cada una de las partes en que se 
considera dividido el capital social de 
una sociedad anónima o de una socie-
dad en comandita por acciones. Título 
de crédito que sirve para acreditar y 
transmitir la calidad y los derechos de 
socio, en esta clase de sociedades. 
La acción posee tres valores: el valor 
nominal, el valor contable y el valor 
de mercado. El valor nominal es aquél 
que resulta de dividir el capital social 
entre el número de acciones de la 
empresa en un determinado momen-
to. El valor contable de una acción es 
aquél que resulta de dividir el capital 
contable entre el número de acciones 
de la empresa. El valor de mercado 
es aquél que la oferta y la deman-
da determinan en cierto momento y 
con cierto volumen de operaciones. 
Existen varias clases de acciones, de-
pendiendo de sus características, las 
relevantes son:

•	 Acciones desertas: Son las acciones, 
cuyo importe no ha sido exhibido en 
los plazos y condiciones que fijan los 
estatutos de la sociedad;

•	 Acciones liberadas: Son aquéllas 
que han sido pagadas totalmente; y

•	 Acciones suscritas: Son los títulos 
que representan una parte del ca-
pital social, y cuyo importe han pa-
gado o se han obligado a pagar los 
accionistas. GTUAPF

Acciones en tesorería

Acciones comunes emitidas que están 
en manos de la empresa; estas acciones 
con frecuencia, fueron readquiridas por 
la compañía. PAF

Aquellas que han sido emitidas y 
que permanecen en la caja de la socie-
dad en espera de ser suscritas. DCAF

Son los títulos nominativos de una 
empresa que no han sido suscritos. 
En las sociedades anónimas de ca-
pital fijo, las acciones en tesorería 
son aquéllas que no están suscritas 
al momento de su constitución, sino 
que del total del capital social emiti-
do, únicamente se suscribe el mínimo 
legal. GTUAPF

Acciones pagadas y readquiridas por 
la compañía emisora. DPCO

Accionista

El propietario legal de una o más 
acciones de capital social de una 
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compañía. Los accionistas asisten a 
las asambleas anuales ordinarias o ex-
traordinarias u otorgan poderes para 
votar en estas asambleas a otras per-
sonas. GTUAPF

Propietarios permanentes o tempo-
rales de acciones de una sociedad anó-
nima. Esta situación los acredita como 
socios de la empresa y los hace acree-
dores a derechos patrimoniales y cor-
porativos. GGBMV

Socio o propietario legal de una o 
más acciones emitidas por una socie-
dad de capital. DCAF

Capitalista poseedor de acciones de 
una compañía o empresa organizada en 
forma de sociedad. También se le llama 
socio. DEZS

Acervo documental  
bibliográfico y hemerográfico 

Es aquel que refiere el numeral 44 de la 
Ley, en sus fracciones V, XIV y XV. Art. 
43. LFA

Acondicionamiento 

Son mejoras, adaptaciones, remodela-
ciones o refuerzos de un bien inmueble 
ya existente. CPFM 

Acoso sexual

Una forma de violencia en la que, si 
bien no existe la subordinación, hay un 
ejercicio abusivo del poder que conlleva 

a un estado de indefensión y de riesgo 
para la víctima, independientemente de 
que se realice en uno o varios eventos. 
Art. 3-BIS. LFT

Acreditamiento fiscal

Abonar, admitir en pago, asentar una 
partida en el haber, tomar en cuenta un 
pago, DRALE citado en DJM. Es usado 
por las leyes fiscales para indicar que 
una cantidad de un impuesto o tributo 
pagado en ciertas circunstancias pue-
de ser tomada en cuenta para el pago 
del mismo o de otro impuesto o tributo 
que haya de pagarse en otras circuns-
tancias. DJM

Acreditamiento  
o abono contable

Registro de una cantidad en la colum-
na del haber con el fin de cumplir con 
la primera parte de la partida doble. 
Operación que refleja una disminución 
en las cuentas de activo y de gastos, o 
un aumento en las cuentas de pasivo, 
capital y de ingresos. DTMV

Uno de los significados del término 
acreditar es abonar, admitir en pago, 
asentar una partida en el haber, tomar 
en cuenta un pago. DJM

El haber es el nombre de la parte 
derecha de una cuenta contable, desde 
la versión original de la partida doble. 
Su complemento, el lado izquierdo, se 
le llama debe. RMO 
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Acreditar

Abonar una partida en un libro de con-
tabilidad. Dar seguridad de que alguna 
persona o cosa es lo que representa o 
parece. Ser fiador de una persona. Dar 
testimonio en documento fehaciente de 
que una persona tiene facultades para 
desempeñar una comisión, encargo di-
plomático, oficial, comercial o de cual-
quier otro género. GTUAPF

Acreedor

Nombre con que se designa a la per-
sona que tiene derecho a exigir de otra 
una contraprestación. DCAF

Toda persona física o moral que tie-
ne derecho a exigir de otra una pres-
tación cualquiera; que en un negocio 
entrega valores, efectos, mercancías, 
derechos o bienes de cualquier clase 
y recibe en cambio una promesa de 
pago o un crédito que establezca o au-
mente un saldo a su favor. Aquél que 
tiene crédito a su favor, es decir, que 
se le debe. GTUAPF

Acreedor común o acreedores 
diversos

Cuenta colectiva del pasivo circulante (a 
corto plazo o máximo de un año) de 
una empresa (o ente) a favor de per-
sonas que se les debe por conceptos 
diferentes a las adquisiciones de mer-
cancías. DCAF

Recibe esta calificación el acreedor 
que en un concurso civil o en una quie-
bra carece de privilegios en relación 
con el crédito. GTUAPF

Toda persona física o moral que tiene 
derecho a exigir de otra, el cumplimiento 
de una obligación contraída por la en-
trega de valores, efectos, servicios, mer-
cancías, derechos o bienes de cualquier 
clase y recibe a cambio una promesa de 
pago. En contabilidad, es la cuenta colec-
tiva de pasivo cuyo saldo representa el 
monto total de estos adeudos. MERAPM

Es quien otorga un crédito. Tiene de-
recho al cumplimiento de las obligacio-
nes por parte de los deudores. DEZS

Acreedor garantizado,  
preferente o privilegiado

Persona cuyos derechos sobre otra es-
tán protegidos con garantía adicional o 
con una hipoteca u otro embargo pre-
ventivo; si la protección es amplia, los 
derechos se consideran “totalmente ga-
rantizados”, si la protección no es com-
pleta, se dice que los derechos están 
“parcialmente garantizados”.

Persona cuyos derechos sobre otra, 
particularmente en el caso de insolven-
cia o de quiebra, tienen precedencia so-
bre los derechos de otros acreedores. 
Como ejemplo de acreedores preferen-
tes pueden citarse a los trabajadores 
respecto a sus salarios y al fisco por los 
impuestos que pudieran resultar a car-
go de la empresa. GTUAPF
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Acreedores diversos

Es la cuenta colectiva donde el saldo 
representa el monto de adeudos a fa-
vor de varias personas, cuyos créditos 
no aparezcan en otra forma en la con-
tabilidad. Son personas o negocios a 
quienes se les debe por un concepto 
distinto de la compra de mercancías o 
servicios. ADGT

Acreedores solidarios

Son los que participan solidariamente 
en la titularidad de un crédito, encon-
trándose facultados para exigir de todos 
los deudores solidarios o de cualquiera 
de ellos, el pago total o parcial de la 
deuda. MERAPM

Acta

Relación escrita de lo sucedido, tratado 
o acordado en una junta. Certificación, 
testimonio, asiento o constancia oficial 
de un hecho. Certificación en que cons-
ta el resultado de la elección de una 
persona para ciertos cargos públicos o 
privados. DLE

Documento, en que se da constan-
cia de los hechos, acuerdos y decisio-
nes efectuadas en la celebración de una 
reunión, y que es redactada por la per-
sona autorizada para hacerlo. GTUAPF

Procede del latín acta, plural de ac-
tum, acto. En el lenguaje parlamentario, 
se denomina acta al documento que 

contiene la relación, narración o reseña 
por escrito de los hechos, deliberacio-
nes y acuerdos que tienen lugar en el 
cumplimiento de las funciones legislati-
vas. Es el documento que hace constar 
y da testimonio del orden cronológico 
de los asuntos tratados. Su elaboración 
es progresiva, con narraciones sucintas, 
sin calificativos y con expresión literal 
de actos o resoluciones emitidos; re-
quiere ser leída y aprobada y puede ser 
objeto de rectificaciones o declaracio-
nes en la sesión subsecuente. DUTP

Acta circunstanciada

Documento redactado al concluir una 
diligencia o un acto ordenado por una 
autoridad para recabar información, en 
presencia de dos testigos propuestos 
por el sujeto revisado o en su ausencia 
o negativa, por la autoridad que practi-
que la diligencia. Art. 16. CPEUM

Las reglas para desarrollar una visita 
domiciliaria con efectos fiscales, apa-
recen en el presente artículo. Art. 46. 
CFF

Durante sus actuaciones los comi-
sionados o habilitados que hubieren 
intervenido en las revisiones, deberán 
levantar actas circunstanciadas en pre-
sencia de dos testigos, en las que harán 
constar hechos y omisiones que hubie-
ren encontrado. Las actas, declaracio-
nes, manifestaciones o hechos en ellas 
contenidos, harán prueba en términos 
de ley. Art. 29. LFRCF
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Acta constitutiva 

Documento público en el que el Notario 
Público o Corredor Público hace constar 
los datos correspondientes a la integra-
ción y funciones específicas que desa-
rrollará la sociedad o agrupación, así 
como los datos de sus representantes 
ante terceros para la consecución de su 
fin social. CPFM 

Acta de aprobación  
de cierre de ejercicio

Acta que da fe de un acuerdo del Cabildo 
o Consejo de Desarrollo Municipal, en 
el cual se reportó y ratificó la situación 
final de obras y/o acciones de un ejer-
cicio. MERAPM

Acta de asamblea

Es el documento que establece la ubi-
cación de celebración de una asamblea. 
Se da validez a la misma firmando de 
conformidad los que en ella intervinie-
ron. CPFM 

Acta de Cabildo

Documento elaborado por el secretario 
del Ayuntamiento que contiene la rela-
ción, narración o reseña de las propues-
tas y votaciones que tiene lugar en las 
sesiones de cabildo.

Da testimonio del orden cronológico 
de los asuntos tratados; su elaboración 

debe ser progresiva, sintetizada y dar 
cuenta objetiva, sin calificativos, de lo 
que aconteció en la sesión. Requiere 
ser leída y aprobada en la subsecuen-
te y es susceptible de rectificaciones 
o aclaraciones en la sesión posterior. 
Arts. 27, 30, 70, y 187-188. LOMLEV. 
DTMV

Documento que contiene el con-
junto de resoluciones tomadas por los 
miembros del ayuntamiento durante 
las sesiones convocadas para analizar 
y discutir los aspectos concernientes a 
la función de gobierno y de la adminis-
tración pública municipal, tales como la 
aprobación de planes, programas, re-
glamentos, presupuestos municipales, 
entre otros. ACGDM

Acta de entrega-recepción

Informe en términos del acuerdo emiti-
do por la SFP o la instancia que corres-
ponda en los sujetos obligados distintos 
del Poder Ejecutivo Federal donde de-
berán entregar a quienes los sustituyan 
en sus funciones, los archivos organiza-
dos e instrumentos de consulta y con-
trol archivístico, bajo su custodia. Art. 
23. LFA

Acta de Sesión de la Cámara

Documento cuya integración está dis-
puesta en el numeral 1, inciso h), 
del artículo 70 de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados 
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Unidos Mexicanos, en el cual se con-
signa de manera sintetizada lo que 
ocurre en las sesiones. Debe contener 
los nombres de quienes hagan uso de 
la palabra y en su contenido se deben 
evitar juicios y calificaciones. Su elabo-
ración está asignada a los secretarios 
de la Mesa Directiva. Por su contenido 
reglamentado y referido a todo lo que 
aborde y resuelva la Cámara respectiva, 
el acta de la sesión es un instrumento 
de suma importancia como testimonio 
documental. Para conocimiento de los 
integrantes de la Asamblea se publica 
en la Gaceta después de aprobada, es 
firmada por los secretarios de la Mesa 
Directiva e incorporada al Libro de 
Actas de las sesiones. En la práctica 
parlamentaria, se publica previamente 
en la Gaceta, para ahorrar su lectura, 
permitiendo mayor agilidad en el desa-
rrollo de la sesión. CTLFEF

Acta de visita domiciliaria

Documento donde se hacen constar los 
hechos ocurridos durante y con motivo 
de una inspección de autoridad compe-
tente. DCAF

Acta de visita fiscal

Documento público fundamental den-
tro del procedimiento administrativo 
de investigación fiscal, levantado para 
hacer constar en forma circunstancia-
da los hechos u omisiones observados 

durante ella visita, y que constituye uno 
de los principales medios por el que las 
autoridades fiscales ejercen sus faculta-
des respecto del contribuyente corres-
pondiente. DJM

Acta judicial

Es la relación escrita de uno o más 
actos realizados en un procedimiento 
judicial, autorizado por funcionario fa-
cultado para certificar o dar fe, el secre-
tario del juzgado o tribunal o el notario 
o por las partes, o bien por testigos de 
asistencia. DJM

Actas circunstanciadas  
para efectos de la ASF

Durante sus actuaciones los comisiona-
dos habilitados por la ASF que hubieren 
intervenido en las revisiones, deberán 
levantar actas circunstanciadas en pre-
sencia de dos testigos, en las que harán 
constar hechos y omisiones que hubie-
ren encontrado. Las actas, declaracio-
nes, manifestaciones o hechos en ellas 
contenidos, harán prueba en términos 
de ley. Art. 29. LFRCF

Actas, libro de

Libro que deben llevar algunas so-
ciedades. Libro donde se anotan las 
actas levantadas como consecuen-
cia de acuerdos, juntas o asambleas. 
DCAF
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Actividad económica 

La ley alentará y protegerá la actividad 
económica que realicen los particu-
lares y proveerá las condiciones para 
que el desenvolvimiento del sector 
privado contribuya al desarrollo econó-
mico nacional, promoviendo la compe-
titividad e implementando una política 
nacional para el desarrollo industrial 
sustentable que incluya vertientes sec-
toriales y regionales, en los términos 
que establece esta Constitución. Art. 
25. CPEUM

Conjunto de acciones que tienen por 
objeto la producción, distribución y con-
sumo de bienes y servicios generados 
en la economía de un país o región para 
satisfacer las necesidades materiales 
y sociales de su población. CTLFEF y 
GTUAPF

Actividad desarrollada por una empre-
sa para obtener bienes económicos (sa-
tisfactores) que consiste en la conjunción 
del esfuerzo (trabajo), con los medios 
materiales (capital) necesarios. DCAF

Actividad financiera

Conjunto de funciones u operaciones 
propias a la hacienda pública, a las 
cuestiones bancarias o bursátiles. DJM

Actividad gravable

Actos desarrollados por quienes están 
sujetos a un gravamen o tributo, según 

lo dispongan las diversas leyes imposi-
tivas. DCAF

Actividad institucional

Son las acciones sustantivas o de apo-
yo que realizan los ejecutores de gas-
to con el fin de dar cumplimiento a los 
objetivos y metas contenidos en los 
programas, de conformidad con las atri-
buciones que les señala su respectiva 
ley orgánica o el ordenamiento jurídico 
que les es aplicable. Art. 2. LFPRH

Actividad preponderante

Cuando un contribuyente realiza di-
versas actividades, es aquella a la que 
le dedique mayor tiempo o le reporte 
mayores beneficios con respecto a sus 
otras actividades en el mismo periodo. 
DCAF

Conjunto de operaciones que realiza 
una persona, con mayor importancia que 
otras de las que lleva a cabo y que, por 
ello, ejercen un influjo dominante respec-
to de la totalidad de las que efectúa. DJM

Actividad primaria

Actividad empresarial que consiste en 
el cultivo de los bosques o montes, así 
como la cría, conservación, restaura-
ción, fomento y aprovechamiento de la 
vegetación de los mismos y la primera 
enajenación no industrializada de sus 
productos. DCAF
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Actividades empresariales 

Se entenderán por actividades empre-
sariales las siguientes:

I)	 Las comerciales que son las que de 
conformidad con las leyes federales 
tienen ese carácter y no están com-
prendidas en las fracciones siguientes;

II)	 Las industriales entendidas como la 
extracción, conservación o transfor-
mación de materias primas, acaba-
do de productos y la elaboración de 
satisfactores;

III)	Las agrícolas que comprenden las 
actividades de siembra, cultivo, co-
secha y la primera enajenación de 
los productos obtenidos, que no ha-
yan sido objeto de transformación 
industrial;

IV)	Las ganaderas que son las consis-
tentes en la cría y engorda de ga-
nado, aves de corral y animales, así 
como la primera enajenación de sus 
productos, que no hayan sido objeto 
de transformación industrial;

V)	Las de pesca que incluyen la cría, 
cultivo, fomento y cuidado de la 
reproducción de toda clase de es-
pecies marinas y de agua dulce, 
incluida la acuacultura, así como la 
captura y extracción de las mismas y 
la primera enajenación de esos pro-
ductos, que no hayan sido objeto de 
transformación industrial; y

VI)	Las silvícolas que son las de cultivo de 
los bosques o montes, así como la cría, 

conservación, restauración, fomento y 
aprovechamiento de la vegetación de 
los mismos y la primera enajenación 
de sus productos, que no hayan sido 
objeto de transformación industrial.

Se considera empresa la persona fí-
sica o moral que realice las actividades 
a que se refiere este artículo, ya sea di-
rectamente, a través de fideicomiso o 
por conducto de terceros; por estableci-
miento se entenderá cualquier lugar de 
negocios en que se desarrollen, parcial 
o totalmente, las citadas actividades 
empresariales. Art. 16. CFF

Actividades empresariales  
para efectos fiscales

Son las actividades económicas que la 
legislación fiscal considera como tales, 
para efectos de la determinación de la 
obligación tributaria a cargo de quienes 
la ejercen. DJM

Actividades vulnerables

Son las actividades que realicen las 
Entidades Financieras en términos del 
artículo 14 y a las que se refiere el artí-
culo 17 de esta Ley. Arts. 3, 14 y 17. 
LFPIORPI

Activo

Conjunto de bienes y derechos reales 
y personales sobre los que se tiene 
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propiedad. Término contable-financiero 
con el que se denomina al conjunto de 
recursos económicos con los que cuen-
ta una persona, sociedad, corporación, 
entidad, empresa o cualquier ente eco-
nómico. MERAPM

Conjunto de bienes y derechos cuya 
titularidad pertenece a un Ayuntamiento 
reflejados en el Estado de Situación 
Financiera (Balance General), y cons-
tituyen los recursos económicos que 
utilizan en el desarrollo de sus activida-
des. DTMV

La Norma de Información Financiera 
(NIF) A-5 señala que, un activo es un 
recurso controlado por una entidad, 
identificado, cuantificado, en términos 
monetarios, del que se esperan funda-
damente beneficios económicos futu-
ros, derivado de operaciones ocurridas 
en el pasado, que han afectado econó-
micamente a dicha entidad. Atendiendo 
a su naturaleza, los activos pueden ser 
de los siguientes tipos:

•	 Efectivo o equivalente;
•	 Derechos a recibir efectivo o equi- 

valente;
•	 Derechos a recibir bienes o servicios;
•	 Bienes disponibles para la venta o 

para su transformación y posterior 
venta;

•	 Bienes destinados al uso o para su 
construcción y posterior uso; y

•	 Aquellos que representan una parti-
cipación en el capital contable o pa-
trimonio. DCAF

Conjunto de recursos económicos 
con los que cuenta una persona, una 
empresa o cualquier organización eco-
nómica total de los bienes y derechos 
propiedad de una entidad económica. 
DEZS

El activo lo conjuntan todos los bie-
nes tangibles e intangibles que posee o 
sobre los que tiene derecho una perso-
na física o moral, independientemente 
de que haya o no cubierto su adquisi-
ción. RMO

Activo contingente

Partida de activo cuya existencia, valor 
y derecho de propiedad dependen de 
que ocurra o no un suceso determina-
do, o de la ejecución o no de un acto 
especifico; contrasta con pasivo contin-
gente, derivándose frecuentemente de 
este último tipo de pasivo. GTUAPF

Son aquellos bienes y derechos que 
se encuentran sujetos a que su per-
tenencia dependa de la realización de 
ciertos actos o hechos que pueden lle-
gar a efectuarse o no. DCAF

Activo diferido

Conjunto de cuentas que represen-
tan los derechos que ha adquirido el 
Ayuntamiento, en este caso, a usar los 
servicios que se han pagado por antici-
pado, de los materiales comprados pero 
que serán usados o consumidos duran-
te el periodo contable o en periodos 
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posteriores, y tienen que mostrarse en 
el balance a su costo devengado, es de-
cir, mostrar la cifra neta y no la cantidad 
original. DTMV

Activo fijo

Término contable que se integra con las 
propiedades y derechos que representan 
una inversión a largo plazo, tales como 
maquinaria, edificios, terrenos, concesio-
nes, equipos de transporte, etc. GTE

Las propiedades, bienes materiales 
o derechos que representan la inver-
sión del patrimonio de una persona, de-
pendencia o entidad y que denota un 
propósito de permanencia o intención 
de continuar con el uso o posesión de 
los bienes. Eventualmente, tales bienes 
pueden ser vendidos o dados de baja, 
ya sea porque se consideran que no 
son útiles, porque sean reemplazados 
por nuevas instalaciones o por otras 
causas similares a las expuestas. Las 
erogaciones que se hagan con objeto 
de mejorar el valor de una propiedad 
o su eficacia para el servicio, pueden 
considerarse como inversiones fijas. 
MERAPM

Grupo de activos representados por 
las propiedades, bienes o derechos, en 
este caso del Ayuntamiento, cuya ad-
quisición no concibió con el ánimo de 
usarlos en el desarrollo de las operacio-
nes regulares y sin el propósito de re-
venderlos, por lo que tienen una vida útil 
mayor de un periodo contable. DTMV

Activo financiero

Son aquellos activos que se caracteri-
zan por estar expresados y ser repre-
sentativos en moneda corriente actual. 
Su monto se fija por contrato y originan 
a sus tenedores un aumento o disminu-
ción en el poder de compra según ten-
gan o no una redituabilidad por encima 
de la inflación. GTUAPF

Activo intangible

Son aquellos activos que no pueden 
verse ni tocarse físicamente, pero que 
tienen un valor. Ejemplo de ellos, son 
el crédito mercantil, patentes, marcas, 
concesiones y las franquicias. DCAF

Acto administrativo

Acción derivada de la actividad admi-
nistrativa, analizada por el derecho. 
Decisión unilateral ejercida por un ór-
gano administrativo, y ejecutada con 
independencia de contenido y forma, 
respecto a su resultado. 

Es un mandato dirigido a ciudada-
nos que dejan de cumplir con una obli-
gación ante una autoridad competente, 
quien debe respetar el derecho de au-
diencia y la debida motivación y funda-
mentación. DPGAP

Declaración de voluntad de un ór-
gano de la administración pública, de 
naturaleza reglada o discrecional, sus-
ceptible de crear con eficacia particular 
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o general, obligaciones, facultades, o 
situaciones jurídicas de naturaleza ad-
ministrativa. DD

Declaración de voluntad de un órga-
no de la administración pública, de natu-
raleza discrecional, susceptible de crear, 
con eficacia particular o general, obliga-
ciones, facultades, o situaciones jurídicas 
de naturaleza administrativa. GTUAPF

El que en el ejercicio de las funcio-
nes emite la autoridad municipal de ma-
nera unilateral, particular y ejecutiva, y 
que produce efectos jurídicos. DTMV

Son actos que provienen de la ac-
tuación de una autoridad administrativa 
quien dicta la resolución. DCAF

Acto que realiza la autoridad ad-
ministrativa, expresando su voluntad, 
creando situaciones jurídicas individua-
les, a través de las cuales se trata de 
satisfacer las necesidades de la colecti-
vidad o la comunidad. DJM

Acto de autoridad

Es el que ejecuta la autoridad actuando 
en forma individualizada, por medio de 
facultades decisorias y el uso de la fuerza 
pública, y que con base en disposiciones 
legales o de facto pretenden imponer obli-
gaciones, modificar las existentes o limitar 
los derechos de los particulares. DJM

Acto de gobierno

Un acto del Poder Ejecutivo que tras-
ciende más allá de lo administrativo, y 

que, en razón de su contenido político, 
escapa del control jurisdiccional, tanto 
de orden judicial como administrativo. 
DJM

Acto impugnado 

Recurso promovido en el que se ofre-
cen pruebas documentales en las que 
se demuestra la equivocada interpreta-
ción de una autoridad existen diferentes 
medios para impugnar un acto, puede 
ser mediante el recurso de revocación, 
recurso administrativo, recurso de in-
conformidad o juicio de amparo depen-
derán de la autoridad que determina el 
acto y del acto mismo que se impugna. 
DCAF

Acto jurídico

Expresión de la voluntad humana con 
capacidad para provocar efectos jurídi-
cos, conforme a los requisitos legales 
establecidos con anterioridad para cada 
caso. GTUAPF

Manifestación de voluntad de una o 
más personas, encaminada a producir 
consecuencias de derecho y que se 
apoya en tal sentido, en el ordenamien-
to jurídico. DPGAP

Manifestación de voluntad de una 
o más personas, encaminada a produ-
cir consecuencias de derecho, ya sean 
creación, modificación, transmisión 
o extensión de derechos subjetivos 
y obligaciones, y que se apoya para 
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conseguir esa finalidad en la autoriza-
ción que en tal sentido le concede el 
ordenamiento jurídico. DJM

Acto jurisdiccional

Denominación propuesta para susti-
tuir a la de derecho procesal, aplicada 
en la actualidad por la generalidad de 
los tratadistas para designar la rama 
jurídica constituida por las normas re-
lativas, en su más amplia esfera, a la 
administración de justicia, cometido 
propio de los órganos del poder ju-
dicial. DD

Dícese de la tarea propia de juz-
gamiento, que para resolver los con-
flictos de intereses que tienen efectos 
jurídicos, realizan los titulares del Poder 
Judicial, aun cuando con un significado 
vulgar, se amplía dicha significación a 
los actos administrativos y hasta los de 
otra índole. DJM

Acto legislativo

Acto realizado por un órgano de esta 
naturaleza encaminado a la creación del 
derecho positivo, es decir, del sistema 
de normas jurídicas que regulan efec-
tivamente la vida de un pueblo en un 
determinado momento histórico. DD

Actuación deliberada del poder le-
gislativo orientada a la creación de 
derecho positivo; igualmente, puede ca-
racterizarse en general como acto legis-
lativo a aquél por el cual se formula una 

regla general e impersonal, ya sea que 
emane del poder ejecutivo o del con-
greso de la unión o de la autoridad con 
facultades para hacerlo. GTUAPF

Del latín actus, acto y del vocablo 
legislativo, derivado del latín legislatio, 
legislationis, adjetivo aplicado al dere-
cho o potestad de hacer leyes. Entre 
las acepciones del término acto están: 
hecho público o solemne y disposición 
legal; acto jurídico por su parte, es un 
hecho voluntario que crea, modifica o 
extingue relaciones de derecho. Por 
lo que se refiere al término legislativo, 
éste califica al poder o potestad de ha-
cer leyes y al cuerpo o código de le-
yes, DRAE citado por DUTP. El término 
compuesto engloba normas jurídicas 
abstractas, impersonales y generales. 
Acto legislativo se refiere entonces a 
la facultad para crear, modificar o ex-
tinguir relaciones de derecho, otorgada 
a un organismo o representante de la 
sociedad; en los estados donde impe-
ra una forma de gobierno con división 
de poderes, esta facultad corresponde 
al denominado Poder Legislativo. DUTP

El acto de legislar no sólo emana 
del Poder Legislativo. De hecho, en la 
antigüedad y en los regímenes con mo-
narquía absoluta, dictar leyes era una 
facultad soberana, inseparable de las 
dos que le suceden, esto es, aplicarla 
y juzgar con respecto a ella. A medida 
que esta concentración cedió al paso 
del Estado de derecho, que conlleva la 
división de poderes, esta facultad da 
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origen justamente a un organismo for-
mado por representantes del pueblo, al 
que corresponde el ejercicio del Poder 
Legislativo. Esto no significa sin embar-
go, que el Poder Ejecutivo haya sido ex-
cluido del ejercicio del acto legislativo, 
ya que es parte de sus facultades regla-
mentarias y administrativas, las que se 
traducen en documentos con carácter 
de ley (decretos-ley y decretos legisla-
tivos) en alguna materia o actividad es-
pecífica. DUTP

Acto reglamentario

Acto emitido por el poder ejecutivo o 
una autoridad administrativa conforme 
a las normas de un reglamento, que 
puede ser ejecutado a través de la ex-
pedición de decretos o acuerdos, por 
acción expresa y excepcionalmente por 
medio de circulares y oficios. GTUAPF

Actores sociales

Organizaciones de la Sociedad Civil e 
Instituciones de Educación Superior y 
Centros de Investigación que realizan 
actividades para promover el desarrollo 
de población. CPFM

Actos de investigación

La inspección es un acto de investiga-
ción sobre el estado que guardan luga-
res, objetos, instrumentos o productos 
del delito. Será materia de la inspección 

todo aquello que pueda ser directa-
mente apreciado por los sentidos. Si se 
considera necesario, la policía se hará 
asistir de peritos. Al practicarse una ins-
pección podrá entrevistarse a las per-
sonas que se encuentren presentes en 
el lugar de la inspección que puedan 
proporcionar algún dato útil para el es-
clarecimiento de los hechos. Toda ins-
pección deberá constar en un registro. 
Art. 267. CNPP

En la investigación de los delitos, la 
policía podrá realizar la inspección so-
bre una persona y sus posesiones en 
caso de flagrancia, o cuando existan 
indicios de que oculta entre sus ropas 
o que lleva adheridos a su cuerpo ins-
trumentos, objetos o productos relacio-
nados con el hecho considerado como 
delito que se investiga. La revisión con-
sistirá en una exploración externa de 
la persona y sus posesiones. Cualquier 
inspección que implique una exposición 
de partes íntimas del cuerpo requerirá 
autorización judicial. Antes de cualquier 
inspección, la policía deberá informar a 
la persona del motivo de dicha revisión, 
respetando en todo momento su digni-
dad. Art. 268. CNPP

Durante la investigación, la policía o, 
en su caso el Ministerio Público, podrá 
solicitar a cualquier persona una ins-
pección corporal, la cual en su caso, 
deberá ser llevada a cabo en pleno 
cumplimiento del consentimiento infor-
mado de la víctima y con respeto de sus 
derechos, tal y como se establece en 
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estos artículos presentes. Arts. 269-
270. CNPP

Actos de investigación  
que requieren autorización  

del Juez de control

Con excepción de los actos de investi-
gación previstos en el artículo 252 del 
CNPP, requieren de autorización pre-
via del Juez de control todos los actos 
de investigación que impliquen afec-
tación a derechos establecidos en la 
Constitución, así como los descritos en 
este apartado, de los que se destacan 
órdenes de cateo y la intervención de 
comunicaciones privadas y correspon-
dencia. Art. 252. CNPP

Actos de molestia,  
disposiciones generales sobre

Todo acto de molestia deberá llevar-
se a cabo con respeto a la dignidad 
de la persona en cuestión. Antes de 
que el procedimiento se lleve a cabo, 
la autoridad deberá informarle sobre 
los derechos que le asisten y solicitar 
su cooperación. Se realizará un regis-
tro forzoso sólo si la persona no está 
dispuesta a cooperar o se resiste. Si 
la persona sujeta al procedimiento no 
habla español, la autoridad deberá to-
mar medidas razonables para brindarle 
información sobre sus derechos y para 
solicitar su cooperación. Art. 266. 
CNPP

Actos procedimentales y los  
sujetos al arbitrio judicial

Los actos procedimentales serán cum-
plidos en los plazos establecidos, en los 
términos que este Código autorice. Los 
plazos sujetos al arbitrio judicial serán 
determinados conforme a la naturaleza 
del procedimiento y a la importancia de 
la actividad que se deba de desarrollar, 
teniendo en cuenta los derechos de las 
partes.

No se computarán los sábados, do-
mingos ni los días inhábiles legalmente, 
salvo que se trate de los actos relati-
vos a providencias precautorias, puesta 
del imputado a disposición del Órgano 
jurisdiccional, resolver la legalidad de 
la detención, formulación de la imputa-
ción, resolver sobre la procedencia de 
las medidas cautelares en su caso y de-
cidir sobre la procedencia de su vincula-
ción a proceso, para tal efecto todos los 
días se computarán como hábiles.

Con la salvedad de la excepción pre-
vista en el párrafo anterior, los demás 
plazos que venzan en día inhábil, se 
tendrán por prorrogados hasta el día 
hábil siguiente. Los plazos estableci-
dos en horas correrán de momento a 
momento y los establecidos en días a 
partir del día en que surte efectos la 
notificación. Art. 94. CNPP

Las partes en cuyo favor se haya es-
tablecido un plazo podrán renunciar a 
él o consentir su abreviación mediante 
manifestación expresa. En caso de que 
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el plazo sea común para las partes, para 
proceder en los mismos términos, todos 
los interesados deberán expresar su vo-
luntad en el mismo sentido.

Cuando sea el Ministerio Público el 
que renuncie a un plazo o consienta en 
su abreviación, deberá oírse a la víctima 
u ofendido para que manifieste lo que 
a su interés convenga. Art. 95. CNPP

La parte que no haya podido obser-
var un plazo por causa no atribuible a 
él, podrá solicitar de manera fundada y 
motivada su reposición total o parcial, 
con el fin de realizar el acto omitido o 
ejercer la facultad concedida por la ley, 
dentro de las veinticuatro horas siguien-
tes a aquel en que el perjudicado tenga 
conocimiento fehaciente del acto cuya 
reposición del plazo se pretenda. El 
Órgano jurisdiccional podrá ordenar la 
reposición una vez que haya escuchado 
a las partes. Art. 96. CNPP

Actuaciones de investigación  
que no requieren venia del Juez 

No requieren autorización del Juez de 
control los actos de investigación des-
critos en el presente apartado. Art. 
251. CNPP

Actuaciones judiciales

Las actuaciones judiciales se forman 
con el conjunto de actividades desarro-
lladas en el curso de un juicio, por la 
autoridad jurisdiccional o por las partes, 

o sea que se constituyen por todo el 
cúmulo de hechos o actos efectuados 
dentro de un juicio por las personas 
que en él intervienen como partes, ter-
ceros, testigos, peritos o por la propia 
autoridad judicial. EJB14

Actualización del valor  
original de bienes

Consiste en agregarle a su valor históri-
co, el cambio que por el transcurso del 
tiempo y los cambios de precios me-
diante la aplicación de factores determi-
nados con el INPC. DCAF

Acuerdo

En el lenguaje generalizado, cualquier 
convenio celebrado entre, al menos, 
dos personas, de actuar de conformi-
dad con la declaración mutua de volun-
tad. DCPDN

Acuerdo administrativo

La doctrina alude al acuerdo administra-
tivo en función de los principios y nor-
mas jurídicos aplicables a las facultades 
y a la estructura del Poder Ejecutivo 
Federal. En un sentido amplio, es una 
resolución unilateral de carácter ejecu-
tivo o un acto de naturaleza reglamen-
taria. En sentido estricto, puede revestir 
aspectos formales, en cuanto a que 
constituye el acto mediante el cual, el 
titular de un órgano de jerarquía conoce 
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de un asunto cuya resolución le compe-
te y le ha sido sometido a consideración 
por el titular de un órgano de grado in-
ferior. DJM

Acuerdo de libre comercio

Documento que se firma entre dos o 
más naciones, con el objeto de esta-
blecer un libre cambio de mercancías 
y servicios entre ellas, eliminando los 
aranceles a la importación. Fomenta 
la apertura comercial, el liberalismo 
económico y la integración económi-
ca. Lo llaman también Tratado de Libre 
Comercio. DEZS

Acuerdo judicial

Decisión escrita de un juez o de un tri-
bunal aplicado a un juicio de su compe-
tencia. DCAF

Acuerdos parlamentarios

Normas internas que regulan una si-
tuación en lo particular; la facultad de 
dictarlos corresponde tanto al Pleno 
como a los órganos de gobierno de 
cada Cámara. Son resoluciones inter-
nas que se determinan conforme a 
las prácticas vigentes con el objeto de 
unificar criterios que tienen como finali-
dad subsanar o detallar las normas es-
tablecidas por la Ley o el Reglamento, 
esclareciendo un supuesto normativo 
determinado. La normatividad interna 

faculta a los órganos de las Cámaras 
para emitir acuerdos relacionados con 
el contenido de las propuestas, iniciati-
vas, minutas, pronunciamientos o decla-
raciones de las mismas, estableciendo 
la obligación de que sean sometidos y 
aprobados por el Pleno. Estos acuerdos 
complementan las disposiciones de los 
ordenamientos internos, con ellos se 
busca hacer eficaz el procedimiento 
de decisión parlamentaria, a través de 
la adopción de elementos sustantivos y 
adjetivos, los cuales tienen la finalidad 
de preservar las facultades y funciones 
del órgano legislativo y otorgar seguri-
dad jurídica a los sujetos considerados 
en los supuestos de competencia de 
dicho órgano. Los acuerdos deben ser 
aprobados por la mayoría absoluta de 
los miembros presentes en la Asamblea, 
obligando a su cumplimiento, por lo que 
surten los efectos de una disposición 
normativa. Para que los acuerdos par-
lamentarios no sorprendan a los sujetos 
obligados a su cumplimiento es necesa-
rio difundirlos ampliamente y por todos 
los medios posibles. Se estima que los 
acuerdos parlamentarios suscritos por 
los órganos de gobierno, conocidos y 
aprobados por el Pleno, son formalmen-
te normas reglamentarias que prescri-
ben conductas y generan derechos y 
obligaciones. CTLFEF

En materia parlamentaria, indica las 
normas que se establecen conforme a 
las prácticas vigentes de procedimiento 
dentro del Parlamento. La importancia 
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del acuerdo deriva de que el dinamismo 
y la imprevisibilidad en el desarrollo de 
los trabajos imponen la necesidad de 
contar con mecanismos que favorezcan 
la fluidez en los debates que tienen lu-
gar en las sesiones.

Los acuerdos parlamentarios forma-
les deben ser firmados por los secre-
tarios de las comisiones involucradas 
y registrarse en orden cronológico 
y textual en un libro específico para 
este objeto. Las determinaciones o re-
soluciones tomadas en la Cámara de 
Diputados pueden constituir un acuerdo 
parlamentario. Este órgano debe obser-
varlos fielmente.

Los acuerdos parlamentarios tienen 
el propósito de fijar normas de carác-
ter temporal para la atención y des-
ahogo de algunos asuntos específicos. 
Constituyen pactos entre las fracciones 
partidistas de las cámaras que se some-
ten a la aprobación del Pleno. Pueden 
ser también los pronunciamientos po-
líticos de los grupos o fracciones que 
integran el Poder Legislativo y que pro-
ducen efectos de definición respecto 
de problemas o soluciones nacionales. 
DUTP

Acuerdos reparatorios

Los acuerdos reparatorios son aquéllos 
celebrados entre la víctima u ofendido 
y el imputado que, una vez aprobados 
por el Ministerio Público o el Juez de 
control y cumplidos en sus términos, 

tienen como efecto la extinción de la 
acción penal. Art. 186. CNPP

Procederán los acuerdos repara-
torios únicamente en los casos y con-
diciones reconocidas en los artículos 
presentes. Arts. 187-190. CNPP

Ad Valorem

De acuerdo con el valor. Generalmente 
se toma como base para cobrar un im-
puesto especial de exportación o de 
importación. GTE

Adecuaciones presupuestarias

Son las modificaciones a la estructura 
funcional programática, administrativa, y 
económica, a los calendarios de presu-
puesto y las ampliaciones y reducciones 
al PEF o a los flujos de efectivo corres-
pondientes, siempre que permitan un 
mejor cumplimiento de los objetivos de 
los programas. Art. 2. LFPRH 

Los ejecutores de gasto deberán su-
jetarse a los montos autorizados en el 
Presupuesto de Egresos para sus res-
pectivos ramos, programas y flujos de 
efectivo, salvo que se realicen adecuacio-
nes presupuestarias en los términos que 
señala este Capítulo y los artículos 19, 
20 y 21 de esta Ley. Art. 57. LFPRH

Las adecuaciones presupuestarias 
se realizarán siempre que permitan un 
mejor cumplimiento de los objetivos de 
los programas a cargo de las depen-
dencias y entidades, y comprenderán
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I)	 Modificaciones a las estructuras
a)	Administrativa;
b)	Funcional y programática;
c)	 Económica; y
d)	Geográfica

II)	 Modificaciones a los calendarios de 
presupuesto; y

III)	Ampliaciones y reducciones líquidas 
al Presupuesto de Egresos o a los 
flujos de efectivo correspondientes.

El Reglamento de la LFPRH estable-
cerá las adecuaciones presupuestarias 
externas de las dependencias que re-
querirán la autorización de la SHCP y 
el procedimiento correspondiente, así 
como lo descrito en este numeral. Art. 
58. LFPRH

Las entidades requerirán la autoriza-
ción de la SHCP únicamente para rea-
lizar las adecuaciones presupuestarias 
externas que señala este artículo. Art. 
59. LFPRH

Los Poderes Legislativo y Judicial y 
los entes autónomos, a través de sus 
respectivas unidades de administra-
ción, podrán autorizar adecuaciones a 
sus respectivos presupuestos siempre 
que permitan un mejor cumplimien-
to de los objetivos de los programas 
a su cargo y deberán emitir las nor-
mas aplicables. Dichas adecuaciones, 
incluyendo aquéllas comprendidas en 
el artículo 20 de esta LFPRH, deberán 
ser informadas al Ejecutivo Federal, 
por conducto de la SHCP, para efec-
tos de la integración de los informes 

trimestrales y la Cuenta Pública. Art. 
60. LFPRH

Adecuaciones presupuestarias,  
para pagar contribuciones

Los ejecutores de gasto, con cargo 
a sus respectivos presupuestos y de 
conformidad con las disposiciones ge-
nerales aplicables, deberán cubrir las 
contribuciones federales, estatales y 
municipales, así como las obligaciones 
de cualquier índole que se deriven de 
resoluciones definitivas emitidas por au-
toridad competente.

Las adecuaciones presupuestarias 
que sean necesarias para el pago de di-
chas obligaciones, no podrán afectar el 
cumplimiento de los objetivos y las me-
tas de los programas prioritarios apro-
bados en el Presupuesto de Egresos.

Los Poderes Legislativo y Judicial y 
los entes autónomos, en caso de ser 
necesario, establecerán una propuesta 
de cumplimiento de obligaciones, ob-
servando en lo conducente lo dispuesto 
en los párrafos previos. Art. 47. LFPRH

Adeudos de Ejercicios Fiscales 
Anteriores (ADEFAS)

Conjunto de obligaciones contraídas, 
devengadas, contabilizadas y autoriza-
das dentro de las asignaciones presu-
puestarias, que no fueron liquidadas a la 
terminación o cierre del ejercicio fiscal 
correspondiente. CTLFEF y GTUAPF
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Adjudicación directa

Contratación que se otorga de manera 
discrecional a un proveedor. DTMV

Adjudicación en pago

Se emplea judicialmente esta expresión 
cuando se adjudica el bien de un adeu-
do, para satisfacer el crédito que contra 
él tiene un acreedor. GTUAPF

Adjudicación por invitación 
restringida

Procedimiento de contratación previs-
to en las leyes de adquisiciones o de 
obras y que supone la excepción de los 
principios de publicidad, concurrencia e 
igualdad que informan el procedimien-
to de licitación para la adjudicación de 
contratos. DTMV

Administración

Las actividades de ejecución, planifi-
cación y organización necesarias para 
mantener la capacidad de trabajo y el 
cumplimiento de las funciones de una 
organización. DCPDN

Conjunto de técnicas que permiten 
dividir cualquier organización social 
en áreas funcionales regidas por un 
poder central, con el objeto de tomar 
mejores decisiones para la satisfac-
ción de las necesidades de la orga-
nización y sus componentes. Es un 

conjunto sistemático de reglas para 
lograr la máxima eficiencia en las for-
mas de estructuras y manejar un orga-
nismo social. DEZS

Gestión, gobierno de los intereses o 
bienes, en especial de los públicos. La 
ciencia de la administración es el con-
junto de las reglas para aplicar los me-
dios a la consecución, en su caso, de 
los fines del Ayuntamiento. DTMV

Técnica que enseña el manejo del 
personal de los bienes y de los recursos 
económicos que integran una empresa 
a fin de conseguir que rindan su máxi-
ma eficacia. Una de las escuelas de ad-
ministración afirma que dicha técnica se 
integra en cinco fases prever, organizar, 
dirigir, coordinar y controlar. GTE

Es la realización de actividades para 
un fin. Es un conjunto ordenado y siste-
matizado de principios, técnicas y prác-
ticas que tiene como finalidad perseguir 
el logro de los objetivos de una organiza-
ción, para obtener resultados con la ma-
yor eficiencia, eficacia y congruencia a 
través de la óptima coordinación y apro-
vechamiento del personal y de los recur-
sos técnicos, materiales y financieros. 

En el ámbito municipal la administra-
ción se refiere a las acciones relacionadas 
con el manejo de los recursos humanos, 
materiales y financieros. DPGAP

Actividad indispensable para tener 
expectativas de éxito y consecución de 
logros. Se conjunta de las fases siguien-
tes: planeación (¿qué voy a hacer?), 
organización (¿cómo lo voy a hacer?), 
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integración (¿con qué recursos lo voy 
a hacer?), dirección (¡hazlo!) y control 
(¿cómo lo hiciste?). El control debe 
aplicarse de manera preventiva y co-
rrectiva. RMO

Administración de documentos

Conjunto de métodos y prácticas des-
tinadas a planear, dirigir y controlar la 
producción, circulación, organización, 
conservación, uso, selección y destino 
final de los documentos de archivo. Art. 
4. LFA

Administración de Fondos  
para el Retiro (AFORES)

Instituciones financieras que se dedi-
can de manera exclusiva, habitual y 
profesional a administrar las cuentas 
individuales de los trabajadores y a 
canalizar los recursos de las subcuen-
tas que las integran en términos de las 
leyes de seguridad social, así como 
administrar sociedades de inversión 
especializadas (SIEFORES), las que 
producirán rendimientos que se inte-
grarán a las cuentas individuales de 
cada trabajador. CTLFEF

Administración de justicia

Se emplea como sinónimo de la función 
jurisdiccional o impartición de justicia y 
que implica el gobierno y administra-
ción de los tribunales. DJM

Administración de riesgos

Proceso utilizado para determinar, 
prevenir, monitorear y mitigar los dis-
tintos tipos de riesgo a los que están 
expuestas las empresas del sector pri-
vado y entidades de la APF. Pueden 
ser riesgos de mercado, de crédito, 
operativos, legales y de fiscalización, 
entre otros. Su administración hace 
factible medir la probabilidad de ocu-
rrencia de eventos no deseables que 
dada su importancia, significan un 
costo económico y financiero y al ad-
ministrarlos correctamente se busca 
que ese costo tenga el menor impacto 
posible en las finanzas públicas y pri-
vadas. CTLFEF

Administración directa  
de obras

Modalidad en la que el ejecutor del gas-
to o el Ayuntamiento, en su caso, es el 
ejecutor de la obra. MERAPM

Administración  
financiera

Técnica para lograr que los recursos 
financieros sean debidamente contro-
lados y rindan el máximo fruto. Esto 
incluye la planificación y el control fi-
nanciero; la administración del capital 
de trabajo; inversiones en activo fijo y 
decisiones sobre la estructura del ca-
pital. GTE
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Administración municipal, la

De acuerdo con Martínez Cabañas, ci-
tado en DMVC, la administración mu-
nicipal tiene por objeto satisfacer las 
funciones sustantivas y adjetivas de la 
municipalidad. A las primeras corres-
ponden las de servicios públicos, de-
sarrollo económico y social, desarrollo 
urbano, el trabajo comunitario, así como 
la atención de los diferentes intereses 
de la comunidad y sus relaciones con 
las entidades federales y estatales. A 
las adjetivas, corresponde las de pla-
neación, hacienda, administración de 
personal y relaciones laborales, cola-
boración municipal y administración de 
recursos materiales. DMVC

Administración por objetivos (APO)

Es un enfoque de la administración que 
se propone el establecimiento de com-
promisos entre los supervisores y los 
administradores para alcanzar metas 
específicas de producción, planeación 
y evaluación, conjuntamente con el de-
sarrollo de sus actividades, a través de 
un proceso que comprende todos los 
niveles de la organización.

Es un método de dirección, mediante 
el cual el superior y el subordinado es-
tablecen de acuerdo a unos estándares 
de dirección, resultados que sean de-
seables, realistas y específicos; y objeti-
vos concretos, dentro de las principales 
áreas de responsabilidad, objetivos que 

son periódicamente comparados con 
los resultados obtenidos. GTUAPF 

Hace énfasis en el establecimien-
to de un conjunto de objetivos tan-
gibles verificables y mensurables. La 
APO desvía el enfoque en el desem-
peño de las actividades y los medios, 
en el cual la preocupación gira en 
torno a cómo los medios permiten 
llegar a los fines, y lo dirige a los re-
sultados esperados que resultarán 
de ese desempeño, en cuyo caso la 
preocupación está en los fines, que 
determinan los medios para llegar 
ahí. PEFA

Administración presupuestaria

Rama de la administración pública que 
tiene por objeto la programación, orga-
nización, aplicación y control de la re-
caudación; ejercicio y evaluación de los 
fondos públicos. GTUAPF

Administración pública

La palabra administración deriva del la-
tín administratio, acción de administrar, 
y el vocablo pública viene de publicus, 
público. En un sentido amplio es el con-
junto de actividades que se desarrollan 
para la persecución de las tareas y de 
los fines de interés común en una co-
lectividad o en un ordenamiento estatal. 
Se le define como la acción del gobier-
no al dictar y aplicar las disposiciones 
necesarias para el cumplimiento de las 
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leyes y para la conservación y el fomen-
to de los intereses públicos y al resol-
ver las reclamaciones a que dé lugar lo 
mandado.

El concepto de administración públi-
ca indica el complejo de las estructuras 
diversamente subordinadas de las es-
tructuras políticas y de gobierno, pero 
como una realidad organizativa diferen-
te de éstas. El rasgo característico de 
los estados modernos y contemporá-
neos es la existencia de una estructu-
ra burocrática constituida por personal 
elegido por la posesión de competen-
cias técnicas y empleados de manera 
profesional y continua. No siempre es 
posible encontrar estructuras burocráti-
cas para el desarrollo de las actividades 
administrativas y frecuentemente hay 
continuidad o una identidad parcial en 
las estructuras de gobierno y de admi-
nistración. La transformación de la admi-
nistración pública sigue estrechamente 
las de las formas del estado y del go-
bierno, constituyendo la manifestación 
específica del orden y los equilibrios 
creados en los distintos momentos. En 
la época actual coexisten distintos tipos 
de administración pública en una misma 
colectividad estatal.

En resumen, la administración pública 
es la organización especial del Estado, 
creada con el objeto de cumplir la función 
de satisfacer los intereses colectivos. 
Suele identificársele como la prestación 
de servicios públicos que atienden las 
necesidades de la colectividad.

La administración pública se mani-
fiesta en actividades que poseen dos 
atributos: son dependientes o subor-
dinadas a otras que determinan y es-
pecifican las finalidades por realizar, y 
son ejecutivas, en tanto que cumplen 
una norma precedente y la ejecutan, in-
terviniendo para la satisfacción final de 
intereses y fines ya señalados. Con el 
advenimiento de los regímenes consti-
tucionales la administración se subor-
dinó a la ley y fue ubicada dentro del 
llamado Poder Ejecutivo estatal, dándole 
un carácter formal a lo que era un orden 
conceptual y práctico preexistente. En la 
actualidad permanece como una mani-
festación de autoridad que tiene límites 
legislativos y está orientada para satis-
facer los intereses propios del estado. 
Tradicionalmente se organiza en una 
forma jerárquica a través de ministerios 
o secretarías. Dentro de las estructuras 
ministeriales la distribución del trabajo 
se realiza mediante un orden graduado 
de competencias internas, desde la más 
general a la más específica. Las distin-
tas competencias se determinan de ma-
nera que a cada una le corresponde el 
cumplimiento o la preparación de una o 
más actividades de ejecución normati-
va. DUTP y DD

La APF será centralizada y paraes-
tatal conforme a la Ley Orgánica que 
expida el Congreso, que distribuirá los 
negocios del orden administrativo de 
la Federación que estarán a cargo de 
las Secretarías de Estado y definirá las 
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bases generales de creación de las en-
tidades paraestatales y la intervención 
del Ejecutivo Federal en su operación.

Las leyes determinarán las relacio-
nes entre las entidades paraestatales y 
el Ejecutivo Federal, o entre éstas y las 
Secretarías de Estado.

La función de Consejero Jurídico del 
Gobierno estará a cargo de la depen-
dencia del Ejecutivo Federal que, para 
tal efecto, establezca la ley.

El Ejecutivo Federal representará a la 
Federación en los asuntos en que ésta 
sea parte, por conducto de la depen-
dencia que tenga a su cargo la función 
de Consejero Jurídico del Gobierno o 
de las Secretarías de Estado, en los tér-
minos que establezca la ley. Art. 90. 
CPEUM

Es la actividad administrativa que 
realiza el estado dirigida a satisfacer 
una necesidad concreta o a obtener el 
bien o la utilidad que la norma jurídica 
debe garantizar. GTE

Es el conjunto de áreas de la estruc-
tura del poder público que en ejercicio 
de función administrativa realizan activi-
dades dirigidas a alcanzar los fines del 
Estado. MJEAPFM

Es el conjunto de las actividades di-
rectamente pre-ordenadas para la con-
creta persecución de las tareas y de los 
fines que se consideran de interés pú-
blico o común en una colectividad. DDP

Parte del Poder Ejecutivo a cuyo 
cargo está la responsabilidad de desa-
rrollar la función administrativa. Puede 

entenderse desde dos puntos de vista: 
uno orgánico, como conjunto de órganos 
estatales que desarrollan la función ad-
ministrativa, y desde el aspecto formal 
o material, como la actividad que des-
empeñan estos órganos. Suele identifi-
carse como la actividad de prestación de 
servicios públicos tendentes a satisfacer 
necesidades de la colectividad. DJM

Administración pública centralizada

Es cuando la función administrativa se 
concentra en un solo órgano del Estado 
o en una región geográfica. GTE

La Oficina de la Presidencia de la 
República, las Secretarías de Estado, la 
Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal 
y los Órganos Reguladores Coordinados 
integran la Administración Pública 
Centralizada. Art. 1. LOAPF

En el ejercicio de sus atribuciones 
y para el despacho de los negocios 
del orden administrativo encomenda-
dos al Poder Ejecutivo de la Unión, ha-
brá las siguientes dependencias de la 
Administración Pública Centralizada:

I)	 Secretarías de Estado;
II)	 Consejería Jurídica; y
III)	Órganos Reguladores Coordinados 

en Materia Energética a que hace re-
ferencia el artículo 28, párrafo octa-
vo, de la Constitución. Art. 2. LOAPF

Las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Centralizada y 



René Mariani Ochoa

96

Paraestatal conducirán sus actividades 
en forma programada, con base en las 
políticas que para el logro de los ob-
jetivos y prioridades de la planeación 
nacional del desarrollo, establezca el 
Ejecutivo Federal. Art. 9. LOAPF

La Administración Pública Centra- 
lizada contará con Órganos Reguladores 
Coordinados en Materia Energética, con 
personalidad jurídica propia y autonomía 
técnica y de gestión. Serán creados por 
ley, misma que establecerá su competen-
cia así como los mecanismos de coordi-
nación con la Secretaría de Energía.

Los Órganos Reguladores Coor- 
dinados en Materia Energética se regi-
rán por las disposiciones aplicables a la 
Administración Pública Centralizada y el 
régimen especial que, en su caso, pre-
vea la ley que los regula. Art. 43 Ter. 
LOAPF

El término centralizar, se emplea 
en relación con el sistema político. La 
discusión en torno a la centralización o 
descentralización de las facultades gu-
bernativas ha sido una fuente constante 
de controversias en las sociedades des-
de la formación del Estado. Centralizar 
la administración pública puede verse 
como un objetivo de eficiencia en el uso 
de los recursos que le son confiados, 
pero igualmente puede constituir una 
causa de entorpecimiento de las accio-
nes de gobierno, dada la complejidad 
que se va generando cuanto más lejana 
está la decisión del punto donde se ha 
de ejercer la acción.

La centralización de la administra-
ción pública es una característica de los 
estados no democráticos o autoritarios. 
Cuanto más centralizada la administra-
ción pública de un país, más evidente 
la falta de confianza en la capacidad de 
los grupos sociales para administrar por 
su cuenta las decisiones y acciones que 
les corresponden. Entre las críticas más 
reiteradas a esta forma de organización, 
se señala que la centralización de la ad-
ministración produce como resultado 
que funciones o facultades atribuidas a 
organismos locales sean asumidos por 
organismos dependientes del poder 
central. DUTP

Administración pública 
descentralizada

Significa que el proceso administrativo 
que realiza el estado, se delega a varios 
organismos y/o varias zonas geográfi-
cas. GTE

Descentralizar es transferir a diver-
sas corporaciones u oficios parte de la 
autoridad que antes ejercía el gobierno 
supremo del Estado, DRAE citado por 
DUTP. En contraposición al sistema po-
lítico que tiende a reunir la autoridad en 
un centro de decisiones, descentralizar 
es la tendencia de los sistemas que se 
caracterizan por delegar facultades y 
funciones a otras corporaciones u or-
ganismos, determinados por ámbitos 
de acción o regionales. En un cierto 
sentido, es una acción que califica a los 
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sistemas con un alto nivel de democra-
cia y participación social.

Por contraposición a la administra-
ción pública centralizada, se han rea-
lizado intentos de algunos gobiernos 
por descentralizar las funciones y los 
poderes públicos. No resulta sencillo, 
dada la tendencia de la dirigencia políti-
ca en general, de crear una distribución 
vertical del poder, que impide la cons-
titución de centros autónomos de go-
bierno regional y local, conservando y 
reforzando una relación dependiente de 
la administración pública con respecto 
a esa dirigencia y convirtiendo a aquella 
en un aparato jerárquico del gobierno.

En el contexto jurídico y parlamen-
tario mexicano, el concepto adminis-
tración pública descentralizada hace 
referencia a las entidades creadas por 
ley o decreto del Congreso de la Unión 
o por decreto del Ejecutivo Federal a 
las que se confiere personalidad ju-
rídica y patrimonio propio, y que son 
responsables de una actividad especí-
fica de interés público. Los organismos 
descentralizados son dependientes del 
órgano que los creó, pero disfrutan de 
una cierta autonomía orgánica con res-
pecto del mismo, que conserva el poder 
en cierta forma, con base en la vigilan-
cia y el control.

La administración pública descen-
tralizada tiene un carácter subjetivo, 
debido en parte a que los organismos 
descentralizados no tienen en muchas 
ocasiones, una autonomía económica 

propia, correspondiendo a otro organis-
mo del Ejecutivo ejercer control sobre 
ellos. DUTP

Administración Pública  
Federal (APF)

La APF será centralizada y paraestatal 
conforme a la Ley Orgánica que expi-
da el Congreso, que distribuirá los ne-
gocios del orden administrativo de la 
Federación que estarán a cargo de las 
Secretarías de Estado y definirá las ba-
ses generales de creación de las entida-
des paraestatales y la intervención del 
Ejecutivo Federal en su operación.

Las leyes determinarán las relacio-
nes entre las entidades paraestatales y 
el Ejecutivo Federal, o entre éstas y las 
Secretarías de Estado. Art. 90. CPEUM

La LOAPF establece las bases de 
organización de la APF, centralizada y 
paraestatal.

La Oficina de la Presidencia de la 
República, las Secretarías de Estado, la 
Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal 
y los Órganos Reguladores Coordinados 
integran la Administración Pública 
Centralizada.

Los organismos descentralizados, 
las empresas de participación estatal, 
las instituciones nacionales de crédito, 
las organizaciones auxiliares nacionales 
de crédito, las instituciones nacionales 
de seguros y de fianzas y los fideicomi-
sos, componen la administración públi-
ca paraestatal. Art. 1 y 43-Bis. LOAPF
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Administración pública municipal

La administración pública en general, 
y la municipal en particular, está con-
formada por un conjunto de institucio-
nes y de organizaciones de carácter 
público que disponen de la misión de 
administrar y gestionar el Cabildo mu-
nicipal y algunos entes públicos. Esas 
instituciones u organizaciones se en-
cuentran dirigidas por individuos y 
cuentan con una planta de personal 
notable que facilita el funcionamien-
to de las diversas áreas en las que 
normalmente se encuentra dividida. 
Acorde a su denominación, al tratarse 
de una administración pública le co-
rresponde hacer de nexo directo entre 
los ciudadanos y el poder político en 
turno y por supuesto atender y sa-
tisfacer todas las demandas que los 
ciudadanos puedan acercar. El con-
junto de instituciones gubernamen-
tales que aplican políticas, normas, 
técnicas, sistemas y procedimientos, 
a través de los cuales se prestan ser-
vicios que demanda la sociedad, en 
cumplimiento a las atribuciones que 
las Constituciones Federal y Estatal 
confieren al Ayuntamiento. COLRF

Administración pública paraestatal

Los organismos descentralizados, las 
empresas de participación estatal, las 
instituciones nacionales de crédito,  
las organizaciones auxiliares nacionales 

de crédito, las instituciones nacionales 
de seguros y de fianzas y los fideicomi-
sos, componen la administración pública 
paraestatal. Art. 1. LOAPF

El Poder Ejecutivo de la Unión se au-
xiliará en los términos de las disposi-
ciones legales correspondientes, de las 
siguientes entidades de la administra-
ción pública paraestatal:

I)	 Organismos descentralizados;
II)	Empresas de participación estatal, 

instituciones nacionales de crédi-
to, organizaciones auxiliares na-
cionales de crédito e instituciones 
nacionales de seguros y de fian-
zas, y

III)	Fideicomisos. Art. 3. LOAPF

Las dependencias y entidades de 
la Administración Pública Centralizada 
y Paraestatal conducirán sus activida-
des en forma programada, con base 
en las políticas que para el logro de 
los objetivos y prioridades de la pla-
neación nacional del desarrollo, es-
tablezca el Ejecutivo Federal. Art. 9. 
LOAPF

Son organismos descentralizados 
las entidades creadas por ley o decreto 
del Congreso de la Unión o por decreto 
del Ejecutivo Federal, con personalidad 
jurídica y patrimonio propias, cualquiera 
que sea la estructura legal que adopten. 
Art. 45. LOAPF

Son empresas de participación esta-
tal mayoritaria las siguientes:
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I)	 Las sociedades nacionales de crédi-
to constituidas en los términos de su 
legislación específica;

II)	 Las Sociedades de cualquier otra na-
turaleza incluyendo las organizacio-
nes auxiliares nacionales de crédito; 
así como las instituciones nacionales 
de seguros y fianzas, en que se sa-
tisfagan alguno o varios de los si-
guientes requisitos:
a)	Que el Gobierno Federal o una 

o más entidades paraestatales, 
conjunta o separadamente, apor-
ten o sean propietarios de más 
del 50% del capital social.

b)	Que en la constitución de su ca-
pital se hagan figurar títulos re-
presentativos de capital social 
de serie especial que sólo pue-
dan ser suscritas por el Gobierno 
Federal; o

c)	Que al Gobierno Federal corres-
ponda la facultad de nombrar a la 
mayoría de los miembros del ór-
gano de gobierno o su equivalen-
te, o bien designar al presidente 
o director general, o cuando 
tenga facultades para vetar los 
acuerdos del propio órgano de 
gobierno.

Se asimilan a las empresas de par-
ticipación estatal mayoritaria, las socie-
dades civiles así como las asociaciones 
civiles en las que la mayoría de los 
asociados sean dependencias o enti-
dades de la APF o servidores públicos 

federales que participen en razón de 
sus cargos o alguna o varias de ellas se 
obliguen a realizar o realicen las apor-
taciones económicas preponderantes. 
Art. 46. LOAPF

Los fideicomisos públicos a que se 
refiere el artículo 3°, fracción III, de esta 
Ley, son aquellos que el gobierno fe-
deral o alguna de las demás entidades 
paraestatales constituyen, con el pro-
pósito de auxiliar al Ejecutivo Federal 
en las atribuciones del Estado para 
impulsar las áreas prioritarias del desa-
rrollo, que cuenten con una estructura 
orgánica análoga a las otras entidades 
y que tengan comités técnicos. En los 
fideicomisos constituidos por el gobier-
no federal, la SHCP fungirá como fidei-
comitente único de la Administración 
Pública Centralizada. Art. 47. LOAPF

A fin de que se pueda llevar a efec-
to la intervención que, conforme a las 
leyes, corresponde al Ejecutivo Federal 
en la operación de las entidades de la 
Administración Pública Paraestatal, el 
Presidente de la República las agrupará 
por sectores definidos, considerando el 
objeto de cada una de dichas entidades 
en relación con la esfera de competen-
cia que ésta y otras leyes atribuyen a las 
Secretarías de Estado. Art. 48. LOAPF

La intervención a que se refiere el 
artículo anterior se realizará a través de 
la dependencia que corresponda según 
el agrupamiento que por sectores haya 
realizado el propio Ejecutivo, la cual 
fungirá como coordinadora del sector 
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respectivo, a quienes corresponde coor-
dinar la programación y presupuesta-
ción, conocer la operación, evaluar los 
resultados y participar en los órganos 
de gobierno de las entidades agrupa-
das en el sector a su cargo. El titular 
de la dependencia coordinadora podrá 
agruparlas en subsectores, para facili-
tar su coordinación y dar congruencia 
al funcionamiento de las citadas entida-
des. Art. 49. LOAPF

Las relaciones entre el Ejecutivo 
Federal y las entidades paraestatales, 
para fines de congruencia global de la 
Administración Pública Paraestatal con el 
Sistema Nacional de Planeación y con los 
lineamientos generales en materia de gas-
to, financiamiento, control y evaluación, se 
llevarán a cabo en la forma y términos que 
dispongan las leyes, por conducto de la 
SHCP y de la Función Pública, sin perjui-
cio de las atribuciones que competan a la 
coordinadora del sector correspondiente.

La SHCP y la Función Pública emiti-
rán los criterios para la clasificación de 
las entidades paraestatales conforme a 
sus objetivos y actividades, en aquellas 
que cumplan una función institucional y 
las que realicen fines comerciales con 
el propósito de, establecer mecanismos 
diferenciados que hagan eficiente su 
organización, funcionamiento, control y 
evaluación, los cuales analizarán los be-
neficios y costos de instrumentar prác-
ticas de gobierno corporativo, a efecto 
de considerar la conveniencia de su 
adopción. Art. 50. LOAPF

Conjunto de entidades de control pre-
supuestario directo e indirecto integrado 
por los organismos descentralizados, las 
empresas de participación estatal, las 
sociedades nacionales de crédito, las 
organizaciones auxiliares nacionales de 
crédito, las instituciones nacionales de 
seguros y los fideicomisos. DAPP

Adquisición

Acto o hecho en virtud del cual una per-
sona obtiene el dominio o propiedad de 
un bien o servicio o algún derecho real 
sobre estos. Puede tener efecto a título 
oneroso o gratuito; a título singular o uni-
versal, por cesión o herencia. GTUAPF

Obtención para su uso en tiempo 
y forma, bajo las mejores condicio-
nes de precio y calidad, de insumos y 
servicios que requiere, en su caso, el 
Municipio, sujetándose a lo dispuesto 
por la Ley. DTMV

Adquisición de dominio  
de tierras y aguas

La propiedad de las tierras y aguas 
comprendidas dentro de los límites del 
territorio nacional, corresponde origina-
riamente a la Nación, la cual ha tenido y 
tiene el derecho de transmitir el domi-
nio de ellas a los particulares, constitu-
yendo la propiedad privada.

Las expropiaciones sólo podrán ha-
cerse por causa de utilidad pública y 
mediante indemnización.
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La Nación tendrá en todo tiempo 
el derecho de imponer a la propiedad 
privada las modalidades que dicte el 
interés público, así como el de regular, 
en beneficio social, el aprovechamien-
to de los elementos naturales suscep-
tibles de apropiación, con objeto de 
hacer una distribución equitativa de la 
riqueza pública, cuidar de su conser-
vación, lograr el desarrollo equilibrado 
del país y el mejoramiento de las con-
diciones de vida de la población rural 
y urbana. En consecuencia, se dictarán 
las medidas necesarias para ordenar los 
asentamientos humanos y establecer 
adecuadas provisiones, usos, reservas y 
destinos de tierras, aguas y bosques, a 
efecto de ejecutar obras públicas y de 
planear y regular la fundación, conser-
vación, mejoramiento y crecimiento de 
los centros de población; para preservar 
y restaurar el equilibrio ecológico.

La capacidad para adquirir el domi-
nio de las tierras y aguas de la Nación, 
se regirá por las prescripciones que se-
ñala este artículo. Art. 27. CPEUM

Adquisiciones, arrendamientos y 
servicios, Comités de

Las dependencias y entidades debe-
rán establecer comités de adquisicio-
nes, arrendamientos y servicios que 
tendrán las funciones especificadas 
en este numeral. La SFP podrá autori-
zar la creación de comités en órganos 
desconcentrados y exceptuar si no se 

justifica la instalación de un comité. 
Podrá también participar como asesor 
en los comités y subcomités a que se 
refiere este artículo. Art. 22. LAASSP

Adquisiciones, arrendamientos y 
servicios, contratos por las

En las adquisiciones, arrendamientos y 
servicios deberá pactarse la condición 
de precio fijo. En casos justificados se 
podrán pactar en el contrato decre-
mentos o incrementos a los precios, de 
acuerdo con la fórmula o mecanismo de 
ajuste que determine la convocante pre-
viamente a la presentación de las pro-
posiciones, adoptando las disposiciones 
que emita la SFP. Art. 44. LAASSP

El contrato o pedido deberá conte-
ner los 22 datos y requisitos que se se-
ñalan en este artículo. La convocatoria 
a la licitación, el contrato y sus anexos 
son los instrumentos que vinculan a las 
partes en sus derechos y obligaciones. 
Las estipulaciones que se establezcan 
en el contrato no deberán modificar 
las condiciones previstas en la convo-
catoria a la licitación y sus juntas de 
aclaraciones; en caso de discrepancia, 
prevalecerá lo estipulado en éstas. En la 
formalización de los contratos, podrán 
utilizarse los medios de comunicación 
electrónica que al efecto autorice la SFP. 
Art. 45. LAASSP

Con la notificación del fallo serán exi-
gibles los derechos y obligaciones esta-
blecidos en el contrato de contratación y 
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obligará a la dependencia o entidad y a 
la persona a quien se haya adjudicado, 
a firmar el contrato en la fecha, hora y 
lugar previstos en el propio fallo. Si el in-
teresado no firma el contrato por causas 
imputables al mismo, la dependencia o 
entidad, sin necesidad de un nuevo pro-
cedimiento, deberá adjudicar el contra-
to al participante que haya obtenido el 
segundo lugar, siempre que la diferencia 
en precio con respecto a la proposición 
inicialmente adjudicada no sea superior 
a un margen del diez por ciento. 

El atraso de la dependencia o entidad 
en la entrega de anticipos, prorrogará en 
igual plazo la fecha de cumplimiento de 
las obligaciones a cargo del proveedor.

Los derechos y obligaciones que se 
deriven de los contratos no podrán ser 
transferidos por el proveedor en favor 
de cualquier otra persona, con excep-
ción de los derechos de cobro, en cuyo 
caso se deberá contar con el consenti-
miento de la dependencia o entidad de 
que se trate. Art. 46. LAASSP

Adquisiciones, arrendamientos y 
servicios, lo que comprenden las

Para los efectos de esta Ley, entre las 
adquisiciones, arrendamientos y servi-
cios, quedan comprendidos

I)	 Las adquisiciones y los arrenda-
mientos de bienes muebles;

II)	 Las adquisiciones de bienes mue-
bles que deban incorporarse, adhe- 

rirse o destinarse a un inmue- 
ble; 

III)	 Las adquisiciones de bienes mue-
bles que incluyan la instalación, en 
inmuebles que se encuentren bajo 
la responsabilidad de las depen-
dencias y entidades;

IV)	 La contratación de los servicios re-
lativos a bienes muebles que se en-
cuentren incorporados o adheridos 
a inmuebles, cuyo mantenimiento 
no implique modificación alguna al 
propio inmueble;

V)	 La reconstrucción y mantenimiento 
de bienes muebles; maquila; segu-
ros; transportación de bienes mue-
bles o personas, y contratación de 
servicios de limpieza y vigilancia;

VI)	 La prestación de servicios de largo 
plazo que involucren recursos de 
varios ejercicios fiscales, a cargo de 
un inversionista proveedor, el cual 
se obliga a proporcionarlos con los 
activos que provea por sí o a través 
de un tercero, y un proyecto para la 
prestación de dichos servicios;

VII)	La prestación de servicios de per-
sonas físicas, excepto la contra-
tación de servicios personales 
subordinados o bajo el régimen de 
honorarios;

VIII)	La contratación de consultorías, 
asesorías, estudios e investigacio-
nes; y

IX)	 En general, los servicios de cual-
quier naturaleza cuya prestación 
genere una obligación de pago 
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para las dependencias y entidades, 
salvo que la contratación se en-
cuentre regulada en forma específi-
ca por otras disposiciones legales. 
Corresponderá a la SFP, determi-
nar si un servicio se ubica en la 
hipótesis de esta fracción. Art. 3. 
LAASSP

Adquisiciones, arrendamientos 
y servicios, procedimiento de 
conciliación con proveedores

En cualquier momento los proveedores 
o las dependencias y entidades podrán 
presentar ante la SFP solicitud de con-
ciliación, por desavenencias derivadas 
del cumplimiento de los contratos o pe-
didos. La SFP señalará día y hora para 
que tenga verificativo la audiencia de 
conciliación.

La asistencia a la audiencia de conci-
liación será obligatoria para ambas par-
tes. La SFP determinará los elementos 
comunes y los puntos de controversia y 
exhortará a las partes para conciliar sus 
intereses, conforme a las disposiciones 
de esta Ley, sin prejuzgar sobre el con-
flicto planteado. Arts. 77-78. LAASSP

La SFP dará seguimiento a los 
acuerdos de voluntades, para lo cual 
las dependencias y entidades deberán 
remitir un informe sobre el avance de 
cumplimiento del mismo, en términos 
del Reglamento de esta Ley. En caso 
de no existir acuerdo de voluntades, las 
partes podrán optar por cualquier vía 

de solución a su controversia. Art. 79. 
LAASSP

Adquisiciones, arrendamientos y 
servicios, procedimientos  

de contratación de las

Las dependencias y entidades seleccio-
narán de entre los siguientes procedi-
mientos, aquél que de acuerdo con la 
naturaleza de la contratación asegu-
re al Estado las mejores condiciones 
disponibles: 

I)	 Licitación pública;
II)	 Invitación a cuando menos tres per-

sonas; o
III)	Adjudicación directa.

Las adquisiciones, arrendamientos 
y servicios se adjudicarán, por regla 
general, a través de licitaciones pú-
blicas, mediante convocatoria pública, 
para que libremente se presenten pro-
posiciones solventes en sobre cerrado, 
que será abierto públicamente, a fin de 
asegurar al Estado las mejores condi-
ciones disponibles en cuanto a precio, 
calidad, financiamiento, oportunidad, 
crecimiento económico, generación 
de empleo, eficiencia energética, uso 
responsable del agua, optimización y 
uso sustentable de los recursos, así 
como la protección al medio ambiente 
y demás circunstancias pertinentes, de 
acuerdo con lo que establece la pre-
sente Ley.
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Al respecto, se hace necesario con-
sultar la ley para identificar los requisi-
tos que fija la ley en este mismo artículo, 
para adquisiciones de madera, muebles 
y suministros de oficina fabricados con 
madera y de papel para uso de oficina.

En los procedimientos de contrata-
ción deberán establecerse los mismos 
requisitos y condiciones para todos los 
participantes, debiendo las dependen-
cias y entidades proporcionar a todos los 
interesados igual acceso a la información 
relacionada con dichos procedimientos, 
y realizar una investigación de mercado 
a efecto de buscar las mejores condicio-
nes, respecto del bien, arrendamiento o 
servicio objeto de la contratación.

Las condiciones contenidas en la 
convocatoria a la licitación e invitación 
a cuando menos tres personas y en las 
proposiciones, presentadas por los lici-
tantes, no podrán ser negociadas.

La licitación pública inicia con la 
publicación de la convocatoria y, en el 
caso de invitación a cuando menos tres 
personas, con la entrega de la prime-
ra invitación; ambos procedimientos 
concluyen con la emisión del fallo o 
con la cancelación del procedimiento 
respectivo.

La Secretaría de Economía, median-
te reglas de carácter general y tomando 
en cuenta la opinión de la SFP, determi-
nará los criterios para la aplicación de 
las reservas, mecanismos de transición 
u otros supuestos establecidos en los 
tratados. Art. 26. LAASSP

Adquisiciones, consolidación de

La SFP, oyendo la opinión de la Secretaría 
de Economía, determinará, los bienes, 
arrendamientos o servicios de uso ge-
neralizado que, en forma consolidada, 
podrán adquirir, arrendar o contratar las 
dependencias y entidades con objeto 
de obtener las mejores condiciones en 
cuanto a calidad, precio y oportunidad. 
Podrá promover contratos marco, pre-
via determinación de las características 
técnicas y de calidad acordada con las 
dependencias y entidades, a través de 
la suscripción de contratos específicos, 
sin perjuicio de que puedan agruparse 
para adquirir en forma consolidada sus 
bienes, arrendamientos o servicios.

En materia de seguros que se con-
traten a favor de los servidores públicos 
de las dependencias, incluido el seguro 
de vida de los pensionados, la Secretaría 
implementará procedimientos de con-
tratación consolidada. Las entidades 
podrán solicitar su incorporación a las 
contrataciones que se realicen para las 
dependencias, siempre y cuando no im-
pliquen dualidad de beneficios para los 
servidores públicos. Art. 17. LAASSP

Aduana

Unidades de la administración pública 
centralizada que tienen como funciones 
principales controlar la entrada y salida 
de mercancías; recaudar impuestos al 
comercio exterior, ejecutar su parte de 
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las políticas económica y comercial y 
ejercer vigilancia en materia de sanidad, 
migración y seguridad nacional. Por la 
integración regional o internacional con 
zonas de libre cambio, uniones aduane-
ras, tratados de libre comercio y simila-
res que persiguen una libre circulación 
de mercancías por los territorios de los 
países miembros, la aduana deja de ser 
una expresión de la soberanía nacional 
para transformarse actualmente en una 
institución de carácter supranacional. 
DJM

Aéreas para equipo urbano

Las adquiridas por la autoridad o las 
donadas por el fraccionador a favor del 
municipio, destinadas para escuelas, 
mercados, central de bomberos, esta-
ciones de policía, centros de salud, etc. 
DTMV

Aéreas verdes

Las adquiridas por la autoridad o dona-
das por el fraccionador a favor del muni-
cipio destinadas para jardines, parques 
o bosques. DTMV

Afectación presupuestaria

Es el movimiento que permite adecuar 
o modificar el presupuesto original au-
torizado por la Cámara de Diputados, el 
cual se realiza a través de un documen-
to denominado “oficio de afectación 

presupuestaria”. Según el tipo de clave 
presupuestaria que afecte, puede ser 
automática, es decir, cuando el traspaso 
por la entidad es interno; o no automá-
tica, cuando se requiere autorización de 
la SHCP. Según el movimiento que pro-
duzca, puede ser ampliación, reducción 
o movimiento compensado. GTUAPF

Tiene por objeto registrar los movi-
mientos presupuestales para conocer y 
controlar la situación y el ejercicio del 
presupuesto autorizado a una depen-
dencia o entidad. DPGAP

Afianzar

Dar fianza por alguna persona para se-
guridad o resguardo de intereses o cau-
dales. GTUAPF

Obligación por escrito que compro-
mete a una o más partes como fiadores 
de otra u otras. Se exige fianza a liti-
gantes, síndicos, administradores, teso-
reros, depositarios, fideicomisarios, a fin 
de proteger los intereses que represen-
tan que, generalmente, son de confian-
za. DPCO

Afirmativa ficta

Decisión normativa de carácter adminis-
trativo por la cual todas las peticiones 
por escrito de los ciudadanos, usuarios, 
empresas o entidades que se hagan a 
la autoridad pública, si no se contestan 
en el plazo que marca la ley o las dispo-
siciones administrativas se consideran 
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aceptadas, bastando para ello conser-
var la copia del acuse de la solicitud 
realizada ante la instancia competente. 
DDAB

En relación con las autorizaciones 
federales previas necesarias para iniciar 
la ejecución de un proyecto de aso-
ciación público-privada, si la autoridad 
competente no contesta en un plazo de 
sesenta días hábiles contados a partir 
de la fecha en que recibió la solicitud, 
se entenderá que la autorización ha 
sido concedida. Art. 22. LAPP

Agencia de desarrollo social

Instancia constituida legalmente y con 
experiencia demostrada en trabajos de 
impulso al desarrollo local y regional. 
CPFM

Agenda legislativa

Integración de todos los asuntos que se 
tratarán en el orden del día para el de-
sarrollo de una sesión de una Cámara 
del Congreso o para realizar en un pe-
riodo determinado de tiempo. ALTL

Agentes económicos

Unidades administrativas, productivas 
o consumidoras que participan en la 
economía; en cuentas nacionales se 
hace referencia a las familias, empre-
sas, gobierno y el exterior. En el caso 
de las transferencias presupuestales, 

los agentes económicos son empre- 
sas públicas, empresas privadas, orga-
nismos descentralizados, productores 
de mercancías, instituciones de seguri-
dad social, organismos descentraliza-
dos productores de servicios sociales 
y comunales, instituciones privadas sin 
fines de lucro, particulares, estados, 
municipios y el exterior. CTLFEF

Agravio

Las partes sólo podrán impugnar las 
decisiones judiciales que pudieran cau-
sarles agravio, siempre que no hayan 
contribuido a provocarlo.

El recurso deberá sustentarse en la 
afectación que causa el acto impugna-
do, así como en los motivos que ori-
ginaron ese agravio. Art. 458. CNPP

La víctima u ofendido, aunque no se 
haya constituido como coadyuvante, 
podrá impugnar por sí o a través del 
Ministerio Público, las siguientes reso- 
luciones:

I)	 Las que versen sobre la reparación 
del daño causado por el delito, 
cuando estime que hubiere resulta-
do perjudicado por la misma;

II)	 Las que pongan fin al proceso; y
III)	Las que se produzcan en la audien-

cia de juicio, sólo si en este último 
caso hubiere participado en ella.

Cuando la víctima u ofendido solicite 
al Ministerio Público que interponga los 
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recursos que sean pertinentes y éste no 
presente la impugnación, explicará por 
escrito al solicitante la razón de su pro-
ceder a la mayor brevedad. Art. 459. 
CNPP

Agua de primer uso

Aguas provenientes de fuentes de 
abastecimiento que no han sido otor-
gadas previamente a los consumido-
res. CPFM

Agua liberada

Agua que es sujeta de intercambio por 
agua tratada. CPFM

Agua potable

Comprende la construcción, rehabili-
tación y ampliación de infraestructu-
ra para los servicios de agua potable, 
como obras de captación subterráneas 
y/o superficiales, líneas de conducción, 
plantas de bombeo, tanques de regu-
lación y/o almacenamiento, redes de 
distribución, macro y micro-medición. 
CPFM

Agua tratada

Aguas que mediante procesos indivi-
duales o combinados de tipos físicos, 
químicos, biológicos u otros sean ade-
cuadas para su descarga a cuerpos re-
ceptores. CPFM

Aguas residuales

Las aguas de composición variada, pro-
venientes de las descargas de usos mu-
nicipales, industriales, comerciales y de 
servicios domésticos, así como la mez-
cla de ellas. CPFM

Ahorro

Es la cantidad monetaria excedente de las 
personas e instituciones sobre sus gastos. 
También se denomina así a la parte de la 
renta que después de impuestos no se 
consume, en el caso de las personas físi-
cas; ni se distribuye en el caso de la socie-
dad. Es el ingreso no consumido, es decir 
la diferencia entre el ingreso y el consumo. 

En una economía abierta debe con-
siderarse el agregado de las transferen-
cias netas del exterior o la sustracción 
de las transferencias netas al exterior. 
Para una economía cerrada el ahorro es 
igual a la inversión (ahorro e inversión 
realizada en contraposición a ahorro 
e inversión deseada). Ahorro significa 
“reservar” una capacidad productiva, no 
empleada en la producción de bienes 
de consumo y dejarla disponible para 
producir nuevos bienes de inversión. El 
ahorro nacional no consiste en acumu-
lar dinero, sino capital. 

Diferencia positiva que resulta de la 
comparación entre los ingresos y los 
gastos de una entidad. Para efectos 
presupuestarios existen dos tipos de 
ahorro, en cuenta corriente y en cuenta 
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de capital. El ahorro para el caso del 
Gobierno Federal se determina antes 
de considerar las transferencias corrien-
tes y el pago de intereses. GBM

Ahorro presupuestario

Son los remanentes de recursos del 
presupuesto modificado una vez que se 
hayan cumplido las metas establecidas. 
Art. 2. LFPRH

Ajuste presupuestal

Es el mecanismo a través del cual se 
modifica la administración pública tanto 
en su presupuesto como en sus instan-
cias operativas, como resultado de los 
cambios en la política económica inter-
na y/o en las variables económicas ex-
ternas. GTUAPF

Ajustes razonables

Modificaciones y adaptaciones necesa-
rias y adecuadas que no impongan una 
carga desproporcionada o indebida, 
cuando se requieran en un caso par-
ticular, para garantizar a las personas 
con discapacidad el goce o ejercicio, en 
igualdad de condiciones, de los dere-
chos humanos. Art. 3. LGTAIP

Alcalde

Edil que preside el Ayuntamiento, 
también conocido como presidente mu- 

nicipal, es el depositario de las faculta-
des ejecutivas en ese orden de gobier-
no. DTMV

Proviene del árabe al-cadi, que sig-
nifica juez. Se emplea para referirse a 
la autoridad administrativa más impor-
tante encargada del gobierno municipal. 
DPGAP

Alcance de la auditoría

La selección, en su caso, de aquellas 
áreas municipales o asuntos administra-
tivos que serán revisados y la profundi-
dad que tendrán las acciones a realizar 
en la fase de ejecución. Esta decisión 
debe ser adoptada por el órgano fisca-
lizador teniendo en cuenta la materiali-
dad, riesgo y costo de la auditoría, así 
como la trascendencia de los posibles 
resultados a informar. DTMV

Aleatorio

Muestra o muestreo. DCPD
Que depende de un suceso fortuito. 

DRALE

Alineamiento oficial

Traza sobre el terreno que limita el pre-
dio respectivo con la vía pública en uso 
o con una futura vía pública, indicando 
restricciones o afectaciones de carácter 
urbano. La constancia de alineamiento 
y número oficial no prejuzga sobre de-
rechos de propiedad y se expide sobre 
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datos y declaraciones proporcionados 
bajo protesta de decir verdad por el in-
teresado y bajo su responsabilidad. La 
traza de la línea o líneas que delimita 
al predio en relación a las vías públicas 
aprobadas por la autoridad municipal. 
DTMV

Altimetría

Parte de la topografía que se ocupa de 
demostrar las desigualdades del terre-
no en sentido vertical. DTMV

Altruismo

Concepto que se refiere a aquellas ac-
ciones orientadas a reconocer, atender 
y promover el interés de otros, aún a 
costa del propio provecho. DCPDN

Alumbrado público

Servicio a cargo del Ayuntamiento que 
debe ser continuo e ininterrumpido. 
Comprende la iluminación de áreas pú-
blicas mediante la colocación del equi-
pamiento urbano necesario. DTMV

Sistema de iluminación en los sitios 
públicos, tales como: calles, avenidas, 
parques, jardines, plazas, para facilitar 
a los habitantes la visibilidad nocturna. 
DPGAP

Alza de precios

Fenómeno que se configura cuando su-
ben de precio varios artículos a la vez, 

ya sea porque la demanda es mayor 
que la oferta, por factores monetarios 
de inflación o por reacciones psicoló-
gicas que desencadenan compras de 
pánico. GTE

Amnistía

La amnistía extingue la acción penal y 
las sanciones impuestas, excepto la re-
paración del daño, en los términos de 
la ley que se dictare concediéndola, y 
si no se expresaren, se entenderá que 
la acción penal y las sanciones impues-
tas se extinguen con todos sus efectos, 
con relación a todos los responsables 
del delito. Art. 92. CPF

Del latín amnestia y éste a su vez del 
griego amnestia que significa olvido.

El uso del término amnistía, está 
indisolublemente ligado a la vida polí-
tica y al ejercicio de los derechos que 
tienen los ciudadanos. En su definición 
más general, es el olvido de los delitos 
políticos, otorgado por la ley a cuantos 
reos tengan responsabilidades análo-
gas entre sí, DRAE citado por DUTP. El 
objetivo de la amnistía es apaciguar los 
rencores y resentimientos, consecuen-
cia inevitable de las luchas políticas y 
sociales. Mediante la amnistía desapa-
rece todo rastro de la acción conside-
rada delictiva, por lo que se elimina la 
propia delictuosidad. Cuando la am-
nistía cobra validez, el agraciado con 
sus efectos recobra la plenitud de sus 
derechos.
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La aplicación de la amnistía tiene un 
carácter colectivo, en tanto que bene-
ficia a quienes han sido condenados, 
procesados o tienen la posibilidad de 
ser procesados por un mismo crimen 
o delito. Extingue la acción penal, el 
proceso y/o las penas impuestas por 
autoridad judicial, de acuerdo a la situa-
ción procesal de los autores del delito: 
indiciados, procesados o reos. Los efec-
tos derogatorios de la amnistía abarcan 
solo el aspecto penal del hecho pero 
desde el punto de vista del derecho 
civil, subsiste la ilicitud del hecho en 
cuanto a las indemnizaciones debidas a 
los particulares.

Dentro del derecho penal, la amnis-
tía es el perdón que se otorga por ley 
especial, mediante la cual se anula el ca-
rácter delictuoso de ciertas infracciones. 
La lucha por impedir la penalización de 
los actos políticos ha llevado a la crea-
ción de organismos de carácter mundial 
como Amnistía Internacional, que vigilan 
la acción de los gobiernos, para lograr el 
respeto a los derechos políticos, aunque 
en la actualidad su ámbito de acción se 
extiende a la protección de los derechos 
humanos en general.

La facultad de conceder la amnis-
tía se otorga tanto al Poder Legislativo 
como al Poder Ejecutivo. En México 
existe una tradición relativa a las leyes 
de amnistía, ya que desde el siglo XIX 
se han emitido para beneficiar a quie-
nes se han rebelado contra el gobier-
no. Al concluir la guerra de Reforma, 

Benito Juárez dictó una ley de amnis-
tía, que después fue complementada 
por Sebastián Lerdo de Tejada, para 
beneficiar también a quienes dirigie-
ron el Ejército Conservador Imperial. 
Posteriormente se dictaron leyes de 
amnistía en 1878 por Manuel González 
con motivo de una rebelión en Chiapas 
y en 1889 por Porfirio Díaz en relación 
con un levantamiento en Zacatecas.

El Constituyente de 1917 inscri-
bió en la fracción XXII del artículo 73 
de la Constitución, la prerrogativa del 
Congreso de la Unión para conceder la 
amnistía mediante una ley especial para 
los delitos que deban ser conocidos por 
los tribunales de la Federación.

En épocas más recientes, durante 
la administración de Luis Echeverría se 
emitió en 1976 una ley que benefició 
a los involucrados en el movimiento es-
tudiantil de 1968, pero referida especí-
ficamente a quienes fueran sujetos de 
acción penal por los delitos de sedición 
e invitación a la rebelión. En septiem-
bre de 1978, durante el gobierno del 
Presidente José López Portillo, siendo 
Secretario de Gobernación Jesús Reyes 
Heroles, se emitió una ley que compren-
dió a la anterior y a quienes formaron 
parte de grupos políticos que se pro-
pusieron alterar la vida institucional de 
México. La última ley de amnistía se dic-
tó en 1994, con motivo del movimien-
to iniciado por el Ejército Zapatista de 
Liberación Nacional y surte sus efectos 
con fecha 20 de enero de 1994. DUTP
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Designa el perdón general de penas 
decretadas legalmente, pero todavía no 
cumplidas, para todo un grupo de in-
fractores o la renuncia a posteriori a la 
criminalidad de determinados delitos. 
DCPDN

Amonestación

Advertencia severa a una persona por 
un error o falta. En materia de respon-
sabilidad de servidores públicos es una 
sanción que se actualiza a éstos cuando 
incurren en faltas leves; la amonestación 
puede ser privada o pública. DTMV y 
DPGAP

La amonestación consiste en la adver-
tencia que el juez dirige al acusado, ha-
ciéndole ver las consecuencias del delito 
que cometió, excitándolo a la enmienda 
y conminándolo con que se le impondrá 
una sanción mayor si reincidiere.

Esta amonestación se hará en públi-
co o en lo privado, según parezca pru-
dente al juez. Art. 42. CPF

Amortización

Distribución del costo de un bien en de-
terminados períodos. DEZS

Extinción gradual de cualquier deu-
da durante un período de tiempo; como, 
por ejemplo la redención de una deuda 
mediante pagos consecutivos al acree-
dor; la extinción gradual periódica en li-
bros de una prima de seguros o de una 
prima sobre bonos. Una reducción al 

valor en libros de una partida de activo 
fijo; un término genérico para deprecia-
ción, agotamiento o la extinción gradual 
de una partida o grupo de partidas de 
activo de vida limitada, bien sea, me-
diante un crédito directo, o por medio 
de una cuenta de valuación; por tanto, 
el importe de esta reducción constitu-
ye genéricamente una amortización. 
GTUAPF

Procedimiento contable que tiene 
como fin distribuir, de manera siste-
mática y razonable, el costo total de 
un derecho en los periodos anuales 
o mensuales en que éste sea utiliza-
do para las operaciones normales del 
Ayuntamiento, pudiendo así determinar 
la porción que se considera gasto del 
ejercicio presupuestal. DTMV

Amortización contable, operación 
mediante la cual se distribuye el costo 
de un derecho entre cada uno de los pe-
riodos que compone su vida económica, 
con la finalidad de incluir en los gastos 
de cada periodo el uso que de él se hace 
en las actividades municipales. DTMV

Acción de extinguir una cuenta y 
obligaciones mediante un pago. GTE

Amortización de deuda  
del Ayuntamiento

Erogación mediante pagos periódi-
cos de un empréstito otorgado a un 
Ayuntamiento, documentado en un tí-
tulo de crédito, convenio o contrato. 
DTMV
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Amortización de la deuda pública

Representa la cancelación mediante pa-
go o cualquier forma por la cual se extin-
ga la obligación principal de los pasivos 
contraídos por el Gobierno Federal, los 
organismos y empresas y la banca de 
desarrollo a favor de otros agentes eco-
nómicos, residentes o no residentes, y 
emitidos en moneda nacional o extran-
jera. CTLFEF

Amortización de préstamos

Determinación de los pagos iguales y 
periódicos del préstamo que son nece-
sarios para brindar a un prestamista un 
rendimiento de interés específico y para 
reembolsar el principal del préstamo en 
un periodo determinado. PAF

Amortización financiera

Reembolso gradual de cualquier deu-
da mediante pagos periódicos que cu-
bren tanto el interés como una parte 
del adeudo total; en general se aplica 
la amortización cuando el periodo del 
crédito es superior a un año. DTMV

Amparo

Protección y tutela del derecho. Juicio 
destinado a los derechos constituciona-
les de nacionales y extranjeros y a man-
tener el respeto a la legalidad, mediante 
la garantía de la exacta aplicación del 

derecho. El juicio de amparo es la última 
instancia impugnativa de la mayor parte 
de los procedimientos judiciales, admi-
nistrativos y aún de carácter legislativo, 
por lo que tutela todo orden jurídico na-
cional contra las violaciones realizadas 
por cualquier autoridad. DPGAP

Ampliación de metas, 
en el caso municipal

Incremento autorizado en Cabildo o 
Consejo de Desarrollo Municipal a mon-
tos o metas de alguna obra o acción. 
Método analítico basado en la evalua-
ción comparativa de las propuestas 
de los concursantes y del presupuesto 
base del Municipio. MERAPM

Análisis costo beneficio

Procedimiento para formular y evaluar 
programas o proyectos, consistente en 
la comparación de costos y beneficios, 
con el propósito de que estos últimos 
excedan a los primeros pudiendo ser 
de tipo monetario o social, directo o 
indirecto.

Instrumento para formular y evaluar 
proyectos; trata acerca de los costos 
y beneficios de un plan, cuantifican-
do ambos en términos monetarios y 
sociales, directos o indirectos, con el 
propósito de que los beneficios sean 
mayores a los costos. Los métodos que 
se usan con mayor frecuencia en este 
tipo de análisis son tasa de rentabilidad 
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interna, valor neto y actual y análisis 
costo-eficiencia.

La diferencia esencial entre el aná-
lisis de costo beneficio y los métodos 
ordinarios de evaluación de inversiones 
que emplean las empresas es el énfasis 
en los costos y beneficios sociales. El 
objetivo consiste en identificar y medir 
las pérdidas y las ganancias en el bien-
estar económico que recibe la sociedad 
en su conjunto.

Un problema mayor en el análisis 
costo-beneficio consiste en la cuanti-
ficación física y reducción de costos y 
beneficios en una unidad de cuenta co-
mún, para comparar uno con otro; en 
algunos casos muchos de esos proble-
mas de valuación sólo se pueden resol-
ver por una decisión política, la cual se 
espera refleje la evaluación de la socie-
dad acerca de costos y beneficios que 
no se pueden medir de manera directa 
en términos monetarios, por ejemplo, el 
valor del aire no contaminado o el valor 
que se asignaría a la reducción de ac-
cidentes fatales en una carretera muy 
estrecha.

La cuantificación de lo que se pue-
de determinar en forma razonable y 
una especificación completa de todo el 
conjunto de alternativas del proyecto en 
consideración, no sólo proporciona una 
base mucho más sólida para una deci-
sión final, sino que también permite que 
se haga una estimación de valores mo-
netarios implícitos que se deben apli-
car a ciertos costos y beneficios para 

justificar un determinado proyecto. Por 
lo menos debe considerar entonces si 
esos valores caen dentro de un rango 
de razonabilidad o son consistentes con 
otras decisiones tomadas. GTUAPF

Principio económico que estable-
ce que deben tomarse decisiones fi-
nancieras y llevarse a cabo acciones, 
solo cuando los beneficios adiciona-
les excedan los costos adicionales. 
PAF

Análisis costo-eficiencia

Procedimiento a través del cual se bus-
ca el camino más económico y expe-
dito para alcanzar un objetivo, se trata 
de obtener el máximo rendimiento de 
un volumen determinado de recursos. 
GTUAPF

Análisis de regresión

Técnicas estadísticas que se utilizan 
para cuantificar la relación entre dos o 
más variables. Se utilizan para elaborar 
predicciones cuantitativas, o simple-
mente aplicar la técnica de la inferencia 
estadística para determinar si se puede 
esperar o no relación entre una o más 
variables. GTUAPF

Análisis de riesgo

Aplicación de diferentes métodos para 
evaluar el riesgo, dependiendo de si es-
tán analizando solo un activo específico 
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o un portafolio, es decir, un conjunto de 
activos. PAF

Cálculo de la probabilidad de que 
los rendimientos reales futuros estén 
por abajo de los rendimientos espera-
dos; esta probabilidad se mide por la 
desviación estándar o por el coeficiente 
de variación de los rendimientos espe-
rados. GTUAPF

Análisis de series  
de tiempo

Aplicación de técnicas estadísticas para 
explicar los cambios en una variable a 
través del tiempo. GTUAPF

Análisis del punto  
de equilibrio

Método para analizar las relaciones 
existentes entre el costo fijo, el costo 
variable y las utilidades. Representa el 
volumen de ventas al cual los costos to-
tales son iguales a los ingresos totales, 
es decir el punto en que las utilidades 
o las pérdidas, son cero. En períodos 
inflacionarios su precisión disminuye si 
se utilizan cifras a precios corrientes. 
GTUAPF

Indica el nivel de operaciones 
que se requiere para cubrir todos 
los costos y permite evaluar la ren-
tabilidad relacionada con diversos 
niveles de ventas; se conoce tam-
bién como análisis de costo, volu-
men y utilidad. PAF

Análisis e interpretación  
de estados financieros

Consiste en la compilación y estudio 
de los datos contables y la prepara-
ción e interpretación de razones, ten-
dencias y porcentajes. Mediante estos 
procedimientos se intenta determinar 
el significado de las cifras de los es-
tados financieros para asegurarse que 
guardan las proporciones debidas o 
bien para investigar las situaciones 
que ameriten una atención particular. 
Al interpretar los estados financieros 
el analista debe hacer comparacio-
nes entre partidas relacionadas entre 
sí en los estados financieros de un 
sólo ejercicio o de varios años con-
secutivos. También debe comparar 
los datos, con los de otras empresas 
del ramo o con datos estadísticos. El 
análisis financiero puede abarcar va-
rios aspectos según sea el fin que se 
persigue; así por ejemplo con respec-
to al crédito, el principal objetivo es 
llegar a concluir acerca de la solvencia 
del negocio para cubrir sus deudas, 
la cual está íntimamente ligada con la 
productividad y la estabilidad de éste. 
GTUAPF

Incluye métodos de cálculo e inter-
pretación de las razones financieras 
para analizar y supervisar el desempe-
ño de la empresa. Las entradas básicas 
para el análisis de las razones son el 
Estado de Resultados y el Estado de 
Situación Financiera. PAF
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Análisis económico

Método para separar, examinar y evaluar 
tanto cuantitativa como cualitativamente, 
las interrelaciones que se dan entre los dis-
tintos agentes económicos, así como los 
fenómenos y situaciones que de ella se de-
rivan; tanto al interior de la economía, como 
en su relación con el exterior. GTUAPF

Análisis de las tendencias de las varia-
bles económicas que afectan la oferta y 
la demanda de productos o servicios en 
los mercados, emplea indicadores como 
ingreso real de la población, tasa de dis-
tribución del ingreso, tasa de crecimien-
to del ingreso, configuración geográfica 
(globalización), patrón de consumo y 
gasto, nivel de empleo, tasa de interés, 
inflación y cambio, mercado de capita-
les, distribución del ingreso, balanza de 
pagos, nivel del producto interno bruto y 
reservas de divisas. PEFA

Análisis financiero

Procedimiento utilizado para evaluar la 
estructura de las fuentes y usos de los 
recursos financieros. Se aplica para es-
tablecer las modalidades bajo las cua-
les se mueven los flujos monetarios, y 
explicar los problemas y circunstancias 
que en ellos influyen. GBM

Análisis macroeconómico

Estudio metodológico de los elemen-
tos de la economía de un país. Permite 

conocer el funcionamiento y desarrollo 
de los diversos sectores y ramas eco-
nómicas, así como de la economía en 
su conjunto. Se efectúa cuando se es-
tudia la inflación, el ingreso nacional, la 
devaluación, las finanzas públicas, el 
comercio exterior, la política fiscal, la 
producción, etc. DEZS

Análisis sectorial

Es el examen de la estructura progra-
mática financiera y de las condiciones 
de organización y operación de las en-
tidades, que por la afinidad de sus fun-
ciones conforman un sector económico 
o administrativo dentro de la adminis-
tración pública. GTUAPF

Se entiende como la investigación, 
el monitoreo y las previsiones sobre el 
sector de actividad de la organización. 
Al analizar el sector de actuación, se 
dispone de una percepción más defi-
nida de las oportunidades y amenazas 
del entorno, que pueden influir en su 
desempeño competitivo. PEFA

Analogía legal

En los juicios del orden criminal queda 
prohibido imponer, por simple analo-
gía, y aún por mayoría de razón, pena 
alguna que no esté decretada por una 
ley exactamente aplicable al delito de 
que se trata. En los juicios del orden 
civil, la sentencia definitiva deberá ser 
conforme a la letra o a la interpretación 
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jurídica de la ley, y a falta de ésta se 
fundará en los principios generales del 
derecho. Art. 14. CPEUM

Anarquismo

Teoría sociopolítica según la cual la so-
ciedad puede administrarse así misma 
sin necesidad de delegar ninguna fun-
ción en la autoridad. Implica la desa-
parición del engranaje oficial. Su forma 
radical sostiene que debe desaparecer 
el gobierno y la propiedad privada. GTE

Imposible dar una definición precisa 
porque el ideal designado con el térmi-
no, siempre se ha manifestado como una 
aspiración. Se asimila al de anarquía, sin 
gobierno, por lo que se ha identificado 
con una sociedad libre de todo dominio 
político autoritario, en la cual el hombre 
habría podido afirmarse sólo en virtud 
de la propia acción ejercida libremente 
en un contexto sociopolítico en el que 
todos deberían ser igualmente libres. 
Implica la liberación de todo poder supe-
rior, fuese de orden ideológico, político, 
social, económico o jurídico. DDP

Movimiento social cuyas ideas prin-
cipales pueden ser descritas mediante 
tres criterios inmanentes: una posición 
contraria al estado, crítica de la ideología 
y sociedad libre de dominación. DCPDN

Anatocismo

La capitalización de intereses de una 
operación, lo cual está prohibido. DEZS

Anexos Transversales

Son los anexos del Presupuesto don- 
de concurren Programas Presupues- 
tarios, componentes de éstos y/o 
Unidades Responsables, cuyos recur-
sos son destinados a obras, acciones 
y servicios vinculados con el desarro-
llo de los siguientes sectores Igualdad 
entre Mujeres y Hombres; Atención de 
Niños, Niñas y Adolescentes; Desarrollo 
Integral de los Pueblos y Comunidades 
Indígenas; Desarrollo de los Jóvenes; 
Programa Especial Concurrente para el 
Desarrollo Rural Sustentable; Programa 
de Ciencia, Tecnología e Innovación; 
Estrategia Nacional para la Transición 
Energética y el Aprovechamiento Sus- 
tentable de la Energía; Atención a 
Grupos Vulnerables y los Recursos para 
la Mitigación de los efectos del Cambio 
Climático. Art. 2. LFPRH

Anteproyecto de ley o decreto

Anteproyecto viene del latín ante y 
proiectus, designio o pensamiento de 
ejecutar algo; ley, de lex, legis; y decre-
to de decrectum.

Por extensión de anteproyecto en 
ingeniería o arquitectura, es la primera 
redacción sucinta de una ley, programa, 
etc. DRAE citado por DUTP. El antepro-
yecto presenta la idea previa en torno a 
la cual se desarrolla el proyecto, mismo 
que antecede al establecimiento de una 
nueva normatividad. Es decir, presenta 
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los resultados de los trabajos iniciales 
para la presentación de una iniciativa o 
propuesta de ley o decreto. Entre tales 
trabajos se puede identificar a la reco-
pilación de información, la elaboración 
de diagnósticos, la consulta pública y la 
acotación de la materia a legislar.

En el ámbito legislativo mexicano, 
se identifica como anteproyecto de ley 
o de decreto al documento interno de 
trabajo o borrador que contiene la re-
dacción provisional de la ley que se 
pretende crear o reformar. El antepro-
yecto se considera dentro de los traba-
jos pre-legislativos, es decir, no tienen 
que ser necesariamente realizados con 
la participación de los legisladores y 
se llevan a cabo antes de que inicie el 
procedimiento legislativo propiamen-
te. Su propósito es servir como base 
de discusión en las Comisiones. Este 
análisis previo, en el que participan los 
legisladores de las diferentes corrien-
tes representadas en el Congreso, per-
mite clarificar los puntos en que existe 
acuerdo y conciliar las divergencias. 
Como resultado se obtiene el dictamen 
final de Comisiones, que se presenta al 
Pleno de la Cámara para ser discutido, 
aprobado o rechazado. DUTP

Anteproyecto de presupuesto

Estimación de los gastos a efectuar para 
el desarrollo de los programas sustanti-
vos y de apoyo de dependencias y enti-
dades de la APF; para su elaboración se 

deben observar las normas, lineamien-
tos y políticas de gasto que fije la SHCP; 
la información permite integrar el pro-
yecto de PEF federación. GTUAPF

Estimación preliminar de los gastos 
a efectuar para el desarrollo de los pro-
gramas sustantivos y de apoyo de las 
dependencias y entidades del Sector 
Público Presupuestario; para su elabo-
ración se deben observar las normas, 
lineamientos y políticas de gasto que 
fije la SHCP; la información permite a 
esta dependencia integrar el proyecto 
de PEF. GTPPPPEAP

Anulabilidad

Reconocimiento de la autoridad muni-
cipal de que un acto administrativo no 
cumple con los requisitos de validez que 
estable el Código de Procedimientos 
administrativos y demás leyes aplica-
bles. DTMV

Año calendario

Periodo de doce meses, contado a par-
tir de una fecha determinada. CPFM

Año fiscal

Año presupuestario y contable para los 
cuales se presupuestan los ingresos y 
gastos brutos, y para los que se pre-
sentan cuentas, sin incluir ningún pe-
ríodo complementario durante el cual 
puedan mantenerse abiertos los libros 
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contables después del comienzo del 
período fiscal siguiente. En México el 
año fiscal abarca del primero de enero 
al 31 de diciembre. GTUAPF

Periodo comprendido por anualidad 
y que corresponde a un ejercicio com-
pleto apegado a los tiempos en los que 
se ejerce un presupuesto y sirve de 
base para calcular informes financieros. 
DTMV

Año legislativo

Es el periodo comprendido entre el pri-
mero de septiembre y el treinta y uno 
de agosto del año siguiente. CTLFEF

Apalancamiento

Forma en que una empresa mejora su 
rentabilidad por medio de su estructura 
financiera y operativa. DEZS

Apelación, reglas generales de la

Serán apelables las siguientes resolu-
ciones emitidas por el Juez de control:

I)	 Las que nieguen el anticipo de 
prueba;

II)	 Las que nieguen la posibilidad de 
celebrar acuerdos reparatorios o no 
los ratifiquen;

III)	 La negativa o cancelación de orden 
de aprehensión;

IV)	 La negativa de orden de cateo;
V)	 Las que se pronuncien sobre las 

providencias precautorias o medi-
das cautelares;

VI)	 Las que pongan término al procedi-
miento o lo suspendan;

VII)	El auto que resuelve la vinculación 
del imputado a proceso;

VIII)	Las que concedan, nieguen o revo-
quen la suspensión condicional del 
proceso;

IX)	 La negativa de abrir el procedi-
miento abreviado;

X)	 La sentencia definitiva dictada en el 
procedimiento abreviado; o

XI)	 Las que excluyan algún medio de 
prueba. Art. 467. CNPP

Serán apelables las siguientes re-
soluciones emitidas por el Tribunal de 
enjuiciamiento:

I)	 Las que versen sobre el desistimien-
to de la acción penal por el Ministerio 
Público; y

II)	 La sentencia definitiva en relación a 
aquellas consideraciones contenidas 
en la misma, distintas a la valoración 
de la prueba siempre y cuando no 
comprometan el principio de inme-
diación, o bien aquellos actos que 
impliquen una violación grave del 
debido proceso. Art. 468. CNPP

Para el trámite del recurso de ape-
lación contra las resoluciones del Juez 
de control, se estará a lo dispuesto en 
estos artículos. Arts. 471-473 y 478-
479. CNPP
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Apercibimiento y caución  
de no ofender

El apercibimiento consiste en la conmi-
nación que el juez hace a una persona, 
cuando ha delinquido y se teme con 
fundamento que está en disposición 
de cometer un nuevo delito, ya sea por 
su actitud o por amenazas, de que en 
caso de cometer éste, será considerado 
como reincidente. Art. 43. CPF

Cuando el juez estime que no es 
suficiente el apercibimiento exigirá ade-
más al acusado una caución de no ofen-
der, u otra garantía adecuada, a juicio 
del propio juez. Art. 44. CPF

Apertura de propuestas

Evento formal en la dependencia de 
contratación para hacer pública la in-
formación presentada por los oferentes, 
a una determinada propuesta de algún 
bien o servicio para beneficio del ámbi-
to social. Art. 51. LAPP y DD

Apertura programática

Herramienta para la identificación y cla-
sificación de acciones y obras por su 
tipo, en la cual se establecen las unida-
des de medida que permiten cuantificar 
las metas. CPFM

Para el caso municipal, es el docu-
mento que muestra en forma segmenta-
da y codificada de manera enunciativa, 
los distintos rubros en que pueden apli- 

carse los recursos de los fondos de 
Infraestructura Social Municipal y de 
Aportaciones para el Fortalecimiento de 
los Municipios del Ramo 033. En dicho 
documento se refleja también la unidad 
de medida de las metas programadas. 
MERAPM

Aportaciones de seguridad social

Son las contribuciones establecidas en 
ley a cargo de personas que son susti-
tuidas por el Estado en el cumplimiento 
de obligaciones fijadas por la ley en ma-
teria de seguridad social o a las perso-
nas que se beneficien en forma especial 
por servicios de seguridad social pro-
porcionados por el mismo Estado. Art. 
2. CFF

Aportaciones federales

Recursos públicos otorgados por la 
Federación a las entidades federativas 
y a los ayuntamientos, condicionados al 
cumplimiento de objetivos determina-
dos en materias de educación, servicios 
de salud e infraestructura social, segu-
ridad pública, así como para el fortale-
cimiento de los municipios. En el marco 
de la LCF, estos recursos públicos pre-
supuestados por el Gobierno Federal se 
transferirán a las haciendas públicas de 
los estados, municipios y la Ciudad de 
México. DTMV

Conjunto de recursos públicos condi-
cionados a la obtención y cumplimiento 
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de determinados objetivos en materia de 
educación básica y normal, servicios de 
salud e infraestructura social, así como 
para el fortalecimiento de los munici-
pios, aportaciones múltiples, educación 
tecnológica y de adultos y seguridad 
pública que el Gobierno Federal pre-
supuesta y transfiere a las haciendas 
públicas de los estados, municipios y la 
Ciudad de México, en el marco de la 
LCF. Para la identificación de este tipo 
de recursos se creó el Ramo General 
33 llamado Aportaciones Federales a 
Entidades y Municipios. CTLFEF

Aportaciones federales afectadas 
en garantía como fuente de pago

Las aportaciones que con cargo a los 
Fondos a que se refiere el artículo 25, en 
sus fracciones III y VIII, de esta Ley co-
rrespondan a las Entidades Federativas o 
Municipios, podrán afectarse para garan-
tizar obligaciones en caso de incumpli-
miento, o servir como fuente de pago de 
dichas obligaciones que contraigan con 
la Federación, las instituciones de crédito 
que operen en territorio nacional o con 
personas físicas o morales de nacionali-
dad mexicana, siempre que cuenten con 
autorización de las legislaturas locales y 
se inscriban a petición de las Entidades 
Federativas o los Municipios, según co-
rresponda, ante la SHCP, en el Registro de 
Obligaciones y Empréstitos de Entidades 
y Municipios, así como en el registro úni-
co de obligaciones y empréstitos a que se 

refiere el quinto párrafo del artículo 9° del 
presente ordenamiento.

En estos casos, deberá atenderse la 
normatividad establecida en los artículo 
presentes. Arts. 50-52. LCF

Apoyo monetario

Son los recursos monetarios que se 
asignan al beneficiario de algún progra-
ma. CPFM

Apoyos

Los recursos económicos, técnicos y de 
asistencia que el Gobierno Federal en 
apego al presupuesto de egresos del 
año correspondiente aplica por conduc-
to de un ente de la administración fede-
ral, para el desarrollo de los objetivos 
de gobierno. CPFM

Apoyos a estados y municipios

Son las asignaciones extraordinarias que 
la APF otorga a los estados, municipios 
y a la Ciudad de México, con la finalidad 
de apoyarlos en su fortalecimiento finan-
ciero y en caso de desastres naturales o 
por contingencias económicas, así como 
para dar cumplimiento a los convenios de 
cooperación que se suscriban. CTLFEF

Apoyos fiscales

Son las asignaciones de recursos o 
exenciones de impuestos que se otor- 
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gan a las entidades en las que el Go- 
bierno Federal tiene participación, des- 
tinándose los mismos a gastos de  
operación, inversión o de algún otro ti- 
po, según las necesidades. CTLFEF

Aprovechamientos

Son los ingresos que percibe el Estado 
por funciones de derecho público dis-
tintos de las contribuciones, de los in-
gresos derivados de financiamientos y 
de los que obtengan los organismos 
descentralizados y las empresas de 
participación estatal. Art. 3. CFF

Son las cantidades de dinero que 
percibe el gobierno por funciones de 
derecho público no clasificados como 
impuestos, participaciones, derechos o 
productos, pero que provienen de sus 
fuentes normales u ordinarias de ingre-
sos. CTLFEF

Arancel

Tasa o tarifa oficial que se cobra por de-
rechos de aduana. Pueden ser ad valo-
rem o específicos. El primero, se refiere 
a un porcentaje sobre el valor de los 
bienes; el segundo, una cantidad acor-
de al peso o volumen de la mercancía. 
DEZS

Arbitraje

Someter un litigio o controversia a la 
decisión de uno o varios árbitros cuya 

decisión es aceptada por las partes liti-
gantes. DEZS

Arbitraje y otros mecanismos 
de solución de controversias y 

competencia judicial

Podrá convenirse compromiso arbitral res-
pecto de aquellas controversias que sur-
jan entre las partes por interpretación a las 
cláusulas de los contratos o por cuestio-
nes derivadas de su ejecución, en térmi-
nos de lo dispuesto en el Título Cuarto del 
Libro Quinto del Código de Comercio.

No será materia de arbitraje la resci-
sión administrativa, la terminación antici-
pada de los contratos, así como aquellos 
casos que disponga el Reglamento de 
esta Ley. Art. 80. LAASSP

En la materia, serán aplicables los 
artículos 81 hasta el 86, de la presente 
Ley, entre lo que destacan, la culmina-
ción del procedimiento arbitral con el 
laudo arbitral y la existencia de otros 
mecanismos de solución de controver-
sias para resolver sus discrepancias so-
bre la interpretación o ejecución de los 
contratos. Arts. 81-86 LAASSP

No será materia de arbitraje la resci-
sión administrativa, la terminación antici-
pada de los contratos, así como aquellos 
casos que disponga el Reglamento de 
esta Ley. Art. 98. LOPSRM

En la materia, serán aplicables los 
artículos 99 hasta al 104, de la presen-
te Ley, entre lo que destacan, la culmi-
nación del procedimiento arbitral con 
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el laudo arbitral y la existencia de otros 
mecanismos de solución de controver-
sias para resolver sus discrepancias so-
bre la interpretación o ejecución de los 
contratos. Arts. 99-104 LOPSRM

Arbitrios

Recursos que el propio Ayuntamiento 
pueda recaudar de acuerdo a su Ley de 
Ingresos Municipal, así como las parti-
cipaciones federales a recibir, que se 
destinan para los gastos originados por 
su operación normal. DTMV

Archivo

Conjunto orgánico de documentos en 
cualquier soporte, que son producidos 
o recibidos por los sujetos obligados o 
los particulares en el ejercicio de sus 
atribuciones o en el desarrollo de sus 
actividades. Art. 4. LFA

Archivo administrativo actualizado

Aquél que permite la correcta admi-
nistración de documentos en posesión 
de los poderes Ejecutivo, Legislativo, 
Judicial, de los órganos constitucionales 
autónomos de los tres órdenes de go-
bierno. Art. 4. LFA

Archivo de concentración

Unidad responsable de la administra-
ción de documentos cuya consulta es 

esporádica por parte de las unidades 
administrativas de los sujetos obliga-
dos, y que permanecen en él hasta su 
destino final. Art. 4. LFA

Archivo de concentración,  
funciones del responsable del

Funciones del responsable del archivo 
de concentración:

I)	 Conservar precautoriamente la docu-
mentación semi-activa hasta cumplir 
su vigencia documental conforme al 
catálogo de disposición documental;

II)	 Elaborar los inventarios de baja docu-
mental y de transferencia secundaria 

III)	Valorar en coordinación con el archivo 
histórico los documentos y expedientes 
de las series resguardadas conforme al 
catálogo de disposición documental; y

IV)	Las demás que señale el Reglamento, 
los lineamientos y demás disposicio-
nes aplicables Art. 15. LFA

Archivo de trámite

Unidad responsable de la administra-
ción de documentos de uso cotidiano 
y necesario para el ejercicio de las atri-
buciones de una unidad administrativa 
Art. 4. LFA

Archivo General de la Nación

Es el organismo descentralizado rec-
tor de la archivística nacional y entidad 
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central de consulta del Poder Ejecutivo 
Federal en la administración de los ar-
chivos administrativos e históricos de 
la APF. Tendrá su domicilio legal en la 
Ciudad de México y contará con auto-
nomía de gestión y personalidad jurídi-
ca propia para el cabal cumplimiento de 
su objeto general, objetivos específicos 
y metas. Los recursos económicos ge-
nerados por el Archivo General de la 
Nación serán destinados para el cum-
plimiento de sus atribuciones. Art. 41. 
LFA

Las atribuciones del Archivo General 
de la Nación, se encuentran descritas 
específicamente en el numeral presen-
te. Art. 44. LFA

El Director General del Archivo 
General de la Nación, será nombrado 
por el Presidente de la República y de-
berá cubrir los requisitos que exige el 
presente apartado. Art. 48. LFA

Archivo histórico

Fuente de acceso público y unidad res-
ponsable de administrar, organizar, des-
cribir, conservar y divulgar la memoria 
documental institucional, así como la in-
tegrada por documentos o colecciones 
documentales facticias de relevancia 
para la memoria nacional. Art. 4. LFA

Funciones del responsable del 
Archivo histórico:

I)	 Validar la documentación que deba 
conservarse permanentemente por 

tener valor histórico, para el dictamen 
del Archivo General de la Nación en 
el caso del Poder Ejecutivo Federal; o 
bien, de la autoridad que determinen 
las disposiciones secundarias aplica-
bles en los demás sujetos obligados;

II)	 Recibir, organizar, conservar, descri-
bir y difundir la documentación con 
valor histórico; y

III)	Las demás que señale el Reglamento, 
los lineamientos y demás disposicio-
nes aplicables. Art. 17. LFA

Archivo legislativo

Los expedientes y documentos legis-
lativos y administrativos que contienen 
información inherente al funcionamiento 
de la Cámara y/o de sus órganos, con 
independencia de su forma de presen-
tación. CTLFEF

Archivo privado de interés público

Documentos o colecciones que osten-
ten interés público, histórico o cultural 
en poder de particulares. Art. 4. LFA

Archivo temporal de  
investigaciones en fase inicial

El Ministerio Público podrá archivar 
temporalmente aquellas investigaciones 
en fase inicial en las que no se encuen-
tren antecedentes, datos suficientes o 
elementos de los que se puedan es-
tablecer líneas de investigación que 



René Mariani Ochoa

124

permitan realizar diligencias tendentes 
a esclarecer los hechos que dieron ori-
gen a la investigación. El archivo sub-
sistirá en tanto se obtengan datos que 
permitan continuarla a fin de ejercitar la 
acción penal. Art. 254. CNPP

Archivos presidenciales

Estarán a cargo del Archivo General de 
la Nación. Al término de cada mandato, 
la Presidencia de la República deberá 
efectuar las transferencias secundarias 
que conforme a su catálogo de dispo-
sición documental procedan. Art. 52. 
LFA

El Archivo General de la Nación emi-
tirá los lineamientos conforme a los 
cuales deberá efectuarse la transferen-
cia secundaria. Art. 53. LFA.

Archivos privados

Los archivos privados que por solici-
tud de sus propietarios se inscriban 
en el Registro Nacional de Archivos 
Históricos, contarán con asistencia téc-
nica por parte del Archivo General de la 
Nación y se estimulará su organización, 
conservación, difusión y consulta. Art. 
51. LFA

Área comercial

Superficie de terreno, aprobada por la 
autoridad municipal, destinada para ac-
tividades comerciales. DTMV

Área coordinadora de archivos

La creada para desarrollar criterios en 
materia de organización, administración 
y conservación de archivos; elaborar en 
coordinación con las unidades adminis-
trativas los instrumentos de control ar-
chivístico; coordinar los procedimientos 
de valoración y destino final de la do-
cumentación; establecer un programa 
de capacitación y asesoría archivísticos; 
coadyuvar con el Comité de Información 
en materia de archivos, y coordinar con 
el área de tecnologías de la información 
la formalización informática de las activi-
dades arriba señaladas para la creación, 
manejo, uso, preservación y gestión de 
archivos electrónicos, así como la auto-
matización de los archivos. Art. 4. LFA

Es el área encargada de elaborar y 
aplicar las normas, criterios y lineamien-
tos archivísticos determinados en el 
marco de la LFA, su Reglamento y de-
más disposiciones aplicables, a efecto 
de lograr homogeneidad en la materia 
entre las unidades administrativas. Art. 
10. LFA

Las funciones del responsable del 
Área coordinadora de archivos son rea-
lizar todas las actividades descritas en 
este numeral. Art. 12. LFA

Área Geo-Estadística  
Básica urbana

Es un área geográfica ocupada por un 
conjunto de manzanas perfectamente 
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delimitadas por calles, avenidas, anda- 
dores o cualquier otro rasgo de fácil 
identificación en el terreno y cuyo uso 
del suelo es principalmente habitacio-
nal, industrial, de servicios, comercial, 
etcétera, y sólo son asignadas al interior 
de las localidades urbanas. CPFM

Área metropolitana

Territorio que excede el de una gran 
ciudad y se planifica en función de sus 
necesidades globales. Se integra con 
aquellas zonas o regiones de los munici-
pios donde se desarrollan las principales 
actividades productivas de la industria, el 
comercio y los servicios, que demandan 
la ejecución de inversiones para mante-
ner e incrementar la infraestructura de 
servicios públicos. DPGAP

Área rural

Región donde la actividad económica 
se relaciona básicamente con la agri-
cultura, ganadería, pesca y monería. Se 
caracteriza por su dispersión en peque-
ños núcleos de habitantes, que dificul-
ta las acciones del gobierno municipal 
para ofrecerles infraestructura urbana 
básica. DPGAP

Áreas de responsabilidad, 
administración por

Enfoque de administración en el cual se 
analiza y cuantifica la responsabilidad 

(obligación de una persona de desem-
peñar lo mejor posible las funciones 
que se le asignen), identificando la ac-
tuación con los resultados obtenidos. 
Permite que las operaciones se regis-
tren y se informe por niveles de res-
ponsabilidad dentro de la organización. 
GTUAPF

Áreas de responsabilidad, 
contabilidad por

Es aquélla que clasifica a la información 
contable y estadística de las activida-
des de una empresa de acuerdo con la 
autoridad y responsabilidad de los ge-
rentes o los responsables de ellas. Es 
una técnica, que sirve para controlar 
los ingresos, costos y gastos, tomando 
en consideración las responsabilidades 
asignadas a cada funcionario o supervi-
sor de área o departamento. GTUAPF

Armonización contable 

Es la revisión, reestructuración y com-
patibilización de los modelos contables 
vigentes a nivel nacional, a partir de la 
adecuación y fortalecimiento de las dis-
posiciones jurídicas que las rigen, de 
los procedimientos para el registro de 
las operaciones, de la información que 
deben generar los sistemas de contabi-
lidad gubernamental, y de las caracte-
rísticas y contenido de los principales 
informes de rendición de cuentas. Art. 
4. LGCG
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Armonización contable, 
cumplimiento de los tres órdenes 

de gobierno y el PEF

El Ejecutivo Federal, por conducto de la 
SHCP, con la participación que corres-
ponda al CONAC, establecerá los térmi-
nos y condiciones para la distribución 
del fondo previsto en este PEF, para el 
otorgamiento de subsidios a las entida-
des federativas y a los municipios para 
la capacitación y profesionalización de 
las unidades administrativas competen-
tes en materia de contabilidad guberna-
mental, así como para la modernización 
de tecnologías de la información y co-
municaciones que permitan el cumpli-
miento de la armonización contable de 
los tres órdenes de gobierno conforme 
a lo dispuesto en la LGCG.

Las disposiciones a que se refiere el 
párrafo anterior deberán ser publicadas 
en el DOF a más tardar dentro del pri-
mer trimestre del año.

El CONAC, a más tardar en noviem-
bre, deberá publicar en su página de 
internet un reporte especial sobre la 
aplicación de los recursos del fondo a 
que hace referencia el presente artícu-
lo; así como publicar durante el último 
trimestre del año:

I)	 El monto de los subsidios otorgados 
a cada una de las entidades federati-
vas y municipios;

II)	 El tipo y alcances de los subsidios 
federales otorgados; y

III)	Los avances y resultados reportados 
por las entidades federativas y muni-
cipios. Art. 43. PEF

Arqueo de caja

Es el corte de caja complementado con 
el recuento o verificación de las existen-
cias en efectivo y de los documentos 
que forman parte del saldo de la cuen-
ta respectiva, a una fecha determinada. 
GTUAPF

Recuento sorpresivo del dinero 
existente en la caja. CUNO

Arrendamiento financiero 

Arrendamiento financiero es el contra-
to por el cual una persona se obliga a 
otorgar a otra el uso o goce temporal 
de bienes tangibles a plazo forzoso, 
obligándose esta última liquidar, en pa-
gos parciales como contraprestación, 
una cantidad en dinero determinada 
o determinable que cubra el valor de 
adquisición de los bienes, las cargas 
financieras y los demás accesorios y 
a adoptar al vencimiento del contrato 
alguna de las opciones terminales que 
establece la Ley de la materia.

En las operaciones de arrendamien-
to financiero, el contrato respectivo de-
berá celebrarse por escrito y consignar 
expresamente el valor del bien objeto 
de la operación y la tasa de interés pac-
tada o la mecánica para determinarla. 
Art. 15. CFF
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Arresto

Privación de libertad como consecuen-
cia, en su caso, de un mandato de au-
toridad municipal, que se impone por 
infracciones a los reglamentos guber-
nativos y de policía. DTMV

Artículo

Del latín articulos, artos, artejo, articu-
lación “enlace, unión, coyuntura”; cada 
una de las disposiciones numeradas en 
forma consecutiva, dentro del cuerpo 
de un tratado, una ley, un reglamento, 
DRAE citado por DUTP.

Por lo general, cada artículo contiene 
una hipótesis normativa. Esta estructu-
ra permite que contemple una o varias 
modalidades de un concepto unitario, 
o una o varias consecuencias normati-
vas, a través del desmembramiento de 
su texto en otras subdivisiones, como 
pueden ser párrafos, fracciones o inci-
sos, atendiendo a los requerimientos de 
claridad indispensables para la correcta 
comprensión y aplicación de la ley.

En la legislación escrita de la moder-
nidad, los artículos constituyen una for-
ma sistemática y ordenada de organizar 
el contenido de un cuerpo normativo, 
que tiene como uno de sus requisitos 
indispensables, una adecuada confor-
mación. El propósito de los artículos es 
doble: por una parte, dividen en piezas 
el cuerpo normativo de que se trate y, 
por otra, le dan unidad, estableciendo 

de esta manera una estructura interna 
organizada que refleja la armonía entre 
las partes y el todo.

En los cuerpos normativos de 
México, el artículo corresponde a cada 
una de las fragmentaciones que se apli-
can a un código, un reglamento, o una 
ley, constituye la división elemental y 
fundamental; es decir, es la unidad bá-
sica en la estructura de sus disposicio-
nes, ordenadas numéricamente. DUTP

Artículo transitorio

Vid. supra: artículo. Por cuanto al voca-
blo transitorio, viene del latín transito-
rius, pasajero, temporal. En su segunda 
acepción significa caduco, perecedero, 
fugaz. DRAE citado por DUTP. 

En la práctica legislativa en gene-
ral, se observa que una ley o decreto 
están constituidos por dos tipos de 
artículos que se relacionan e interac-
túan, aun cuando cumplan propósitos 
distintos. El primer tipo está integrado 
por los artículos que regulan propia-
mente la materia que es objeto de la 
ley o código y que por tanto se cons-
tituyen en principales; este tipo de 
artículos poseen el carácter de per-
manente. El segundo tipo de artícu-
los son los transitorios y tienen una 
vigencia momentánea o temporal. El 
carácter de tales artículos es secun-
dario, en atención a la función que 
desempeñan, ya que actúan como 
complementarios de los principales, 
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particularmente en aquellos aspectos 
relativos a la aplicación de éstos.

Es una práctica común en la ela-
boración de las normas jurídicas en 
el mundo, separar las disposiciones 
permanentes de las transitorias. Esto 
se refleja en los tratados y convenios 
internacionales, especialmente cuan-
do se trata de documentos extensos 
en donde se requiere dejar claro as-
pectos como la vigencia de las dis-
posiciones, la anulación o abrogación 
de documentos normativos anteriores, 
etc. Sin embargo, ello no significa que 
en todos los cuerpos normativos pue-
da encontrarse esta distinción entre 
los artículos. 

En México, el término “artículo tran-
sitorio” hace referencia a una disposi-
ción que se agrega después de que la 
materia a legislar ha sido tratada en su 
propio articulado y su efecto jurídico 
está limitado en el tiempo. Es decir, es 
una disposición destinada a regir situa-
ciones temporales que son existentes 
con anterioridad a la fecha de vigen-
cia de una ley o reglamento, o que son 
creadas por virtud del mismo. Es por 
ello que sus efectos se agotan con el 
simple transcurso del tiempo o en cuan-
to se presenta la condición que regulan.

Cuando se trata de la promulgación 
de una nueva ley, los artículos de carác-
ter permanente y los transitorios quedan 
separados. Estos últimos son organiza-
dos bajo el título de “Transitorios” y 
se les asigna una numeración propia e 

independiente al orden consecutivo de 
los artículos principales. DUTP

Asamblea

Se denomina asamblea a la reunión 
numerosa de personas que comparten 
ciertos intereses o funciones y que son 
convocadas para algún fin específico, 
o al cuerpo colegiado que se integra 
con individuos dotados con una cierta 
calidad personal que les otorga la ley 
y que tienen funciones deliberantes y 
resolutorias.

En el derecho privado es la reunión 
de todas las personas interesadas en 
la solución de los problemas que les 
son comunes, y en el derecho público 
indica al cuerpo representativo de ese 
colectivo. Se utiliza el término asam-
blea para indicar el cuerpo legislativo, 
los consejos comunales, provinciales y 
regionales, el parlamento. En el dere-
cho internacional se utiliza para indicar 
el órgano en que están representados 
los gobiernos de las diversas nacio-
nes, como la Asamblea General de las 
Naciones Unidas.

En el lenguaje político, el térmi-
no asamblea posee tres significados: 
asamblea constituyente, como órgano 
al que se confiere la facultad de fundar 
el Estado; régimen de asamblea, como 
característica de democracias popu-
listas, en que todos los poderes están 
concentrados en una asamblea como 
expresión de la voluntad popular; y 
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asamblea como institución basada en la 
democracia directa, como la única sede 
del verdadero poder, en contraposición 
a las burocracias o a las representacio-
nes elegidas.

En el derecho público y en el ámbito 
parlamentario, se denomina asamblea al 
cuerpo representativo de todo ente co-
lectivo. El término es equivalente al de 
cuerpo legislativo, consejos comunales, 
provinciales y regionales, el parlamento. 

En los estados modernos, las asam-
bleas parlamentarias tienen el carácter 
de deliberativas y su función principal es 
la elaboración de las leyes y la determi-
nación de los asuntos públicos. Quienes 
participan en estas asambleas constitu-
yen un cuerpo político colegiado y re-
presentan a grupos de población que los 
han elegido mediante sufragio popular.

En el contexto de la vida política 
en México, el término se emplea es-
pecíficamente para designar al cuer-
po político y deliberante, es decir, a la 
Cámara de Diputados y a la Cámara de 
Senadores como órganos de represen-
tación regidos por las normas parla-
mentarias establecidas.

El vocablo se equipara con la palabra 
pleno que alude a la reunión de todos 
los representantes populares. Se trata 
de una reunión a la que con antelación 
se convoca a dichos representantes, 
con el objetivo de que tenga lugar una 
deliberación a través de la cual puedan 
lograrse ciertas decisiones o cumplir 
con alguna misión determinada.

Para cumplir sus objetivos la Asam-
blea requiere organizarse funcional-
mente y contar con un órgano general 
de gobierno, un reglamento, un orden 
del día así como del quórum. El órga-
no de gobierno, al que se denomina 
Mesa Directiva, se encarga de conducir 
el proceso legislativo vigilando que se 
respete el Reglamento y que se cum-
pla el procedimiento establecido a fin 
de orientar los trabajos hacia el fin pre-
visto. La Mesa Directiva se encarga de 
preparar la sesión dentro de los tiem-
pos previamente establecidos, reunir los 
asuntos a tratar, registrar a los oradores 
que intervendrán a favor o en contra de 
una propuesta que será sometida a vo-
tación, conducir los debates en un mar-
co de respeto mutuo entre las partes 
deliberantes y documentar válidamen-
te las resoluciones que sean tomadas. 
DUTP

Aseguramiento de bienes, 
instrumentos, objetos  
o productos del delito

Los instrumentos, objetos o productos 
del delito, así como los bienes en que 
existan huellas o pudieran tener rela-
ción con éste, siempre que guarden re-
lación directa con el lugar de los hechos 
o del hallazgo, serán asegurados du-
rante el desarrollo de la investigación, 
a fin de que no se alteren, destruyan 
o desaparezcan. Para tales efectos se 
establecerán controles específicos para 
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su resguardo, que atenderán como mí-
nimo a la naturaleza del bien y a la peli-
grosidad de su conservación. Art. 229. 
CNPP

Respecto del aseguramiento de bie-
nes, éste se realizará conforme a lo 
dispuesto en el artículo presente. Art. 
230. CNPP

Las reglas aplicables al asegura-
miento del objeto, instrumento o pro-
ducto del delito, atienden lo dispuesto 
en los apartados presentes. Arts. 231-
234. CNPP

Cuando se aseguren narcóticos pre-
vistos en cualquier disposición o bienes 
que impliquen un alto costo o peligro-
sidad por su conservación, así como 
hidrocarburos, petrolíferos o petroquí-
micos, se estará a lo dispuesto en este 
apartado. Art. 235. CNPP

Para lo concerniente al aseguramien-
to de objetos de gran tamaño, flora y 
fauna, vehículos, armas de fuego, explo-
sivos y bienes o derechos relacionados 
con operaciones financieras, se estará a 
lo establecido en estos artículos. Arts. 
236-242. CNPP

Aseguramiento en actividades 
lícitas, efectos del

El aseguramiento no será causa para el 
cierre o suspensión de actividades de 
empresas, negociaciones o estableci-
mientos con actividades lícitas.

Tratándose de los delitos que refiere 
la Ley Federal para Prevenir y Sancionar 

los Delitos Cometidos en Materia de 
Hidrocarburos, el Ministerio Público de 
la Federación, asegurará el estableci-
miento mercantil o empresa prestadora 
del servicio e inmediatamente notifi-
cará al Servicio de Administración y 
Enajenación de Bienes con la finalidad 
de que el establecimiento mercantil o 
empresa asegurada le sea transferida. 
Se deberá atender el procedimiento 
que este artículo señala al efecto. Art. 
243. CNPP

Aseguramiento, cosas no sujeta al

No estarán sujetas al aseguramiento las 
comunicaciones y cualquier información 
que se genere o intercambie entre el 
imputado y las personas que no están 
obligadas a declarar como testigos por 
razón de parentesco, secreto profesio-
nal o cualquiera otra establecida en la 
ley. En todo caso, serán inadmisibles 
como fuente de información o medio de 
prueba. Art. 244. CNPP

Asentamientos humanos

La nación tendrá en todo tiempo el de-
recho de imponer a la propiedad priva-
da las modalidades que dicte el interés 
público, así como el de regular, en be-
neficio social, el aprovechamiento de 
los elementos naturales susceptibles de 
apropiación, con objeto de hacer una 
distribución equitativa de la riqueza pú-
blica, cuidar de su conservación, lograr 
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un desarrollo equilibrado y el mejora-
miento de las condiciones de vida de 
la población rural y urbana. En conse-
cuencia, se dictarán las medidas nece-
sarias para ordenar los asentamientos 
humanos y establecer adecuadas pro-
visiones, usos, reservas y destinos de 
tierras, aguas y bosques, a efecto de 
ejecutar obras públicas y de planear y 
regular la fundación, conservación, me-
joramiento y crecimiento de los centros 
de población; para preservar y restaurar 
el equilibrio ecológico. Art. 27.

Asesor jurídico, designación de

En cualquier etapa del procedimiento, 
las víctimas u ofendidos podrán desig-
nar a un asesor jurídico, el cual deberá 
ser licenciado en derecho o abogado 
titulado, quien deberá acreditar su pro-
fesión desde el inicio de su interven-
ción mediante cédula profesional. Si la 
víctima u ofendido no puede designar 
uno particular, tendrá derecho a uno de 
oficio.

Cuando la víctima u ofendido per-
teneciere a un pueblo o comunidad in-
dígena, el Asesor jurídico deberá tener 
conocimiento de su lengua y cultura y, 
en caso de que no fuere posible, debe-
rá actuar asistido de un intérprete que 
tenga dicho conocimiento.

El Asesor jurídico intervendrá en 
representación de la víctima u ofendi-
do en igualdad de condiciones que el 
Defensor. Art. 110. CNPP

Asiento contable

Registro de una operación real o 
virtual en el libro correspondiente, 
actualmente, en la contabilidad guber-
namental. Registro de las operaciones 
financieras y presupuestarias ejerci-
das o devengadas que se realizan en 
los libros principales de las depen-
dencias y entidades gubernamentales. 
GTUAPF

Registro de las operaciones con-
tables de una empresa. CUNO

Asignación

Título que otorga el Ejecutivo Federal, a 
través de la CONAGUA o de la Dirección 
General del Organismo de Cuenca que 
corresponda, conforme a sus respecti-
vas competencias, para realizar la ex-
plotación, uso o aprovechamiento de 
las aguas nacionales, a los municipios, 
a los estados o a la Ciudad de México, 
destinadas a los servicios de agua con 
carácter público urbano o doméstico. 
CPFM

Asimilación social

Proceso mediante el cual individuos 
o grupos sociales son absorbidos por 
otros en lo económico, lo político y la 
vida en común. Esto Implica asimismo 
una adaptación de los individuos o gru-
pos que son objeto de la absorción. 
GTE



René Mariani Ochoa

132

Asistencia consular

En el caso de que el detenido sea ex-
tranjero, el Ministerio Público le hará 
saber sin demora y le garantizará su 
derecho a recibir asistencia consular, 
por lo que se le permitirá comunicarse 
a las Embajadas o Consulados del país 
respecto de los que sea nacional; y de-
berá notificar a las propias Embajadas o 
Consulados la detención de dicha per-
sona, registrando constancia de ello. El 
Ministerio Público y la Policía deberán 
informar a quien lo solicite, previa iden-
tificación, si un extranjero está detenido 
y, en su caso, la autoridad a cuya dis-
posición se encuentre y el motivo. Art. 
151. CNPP

Asistencia jurídica internacional  
en materia penal

Los Estados Unidos Mexicanos presta-
rán a cualquier Estado extranjero que 
lo requiera o autoridad ministerial o ju-
dicial, tanto en el ámbito federal como 
del fuero común, la más amplia ayuda 
relacionada con la investigación, el pro-
cesamiento y la sanción de delitos que 
correspondan a la jurisdicción de éste.

La ejecución de las solicitudes se 
realizará según la legislación mexicana, 
y será desahogada a la mayor brevedad. 
Las autoridades actuarán con la mayor 
diligencia para cumplir con lo solicita-
do en la asistencia jurídica. Art. 433. 
CNPP

De conformidad con los compro-
misos internacionales suscritos por el 
Estado mexicano en materia de asis-
tencia jurídica, así como de los res-
pectivos ordenamientos internos, se 
deberá prestar la mayor colaboración 
para la investigación y persecución de 
los delitos.

La asistencia jurídica sólo podrá ser 
invocada para la obtención de medios 
de prueba ordenados por la autoridad 
investigadora, o bien la judicial para 
mejor proveer, pero jamás para las ofre-
cidas por los imputados o sus defensas, 
aun cuando sean aceptadas favorable-
mente por las autoridades judiciales. 
Art. 434. CNPP

Los procedimientos establecidos en 
este Capítulo se aplicarán para el trámi-
te y resolución de cualquier solicitud de 
asistencia jurídica del extranjero, cuando 
no exista Tratado internacional. Si exis-
tiera Tratado, las disposiciones de éste, 
regirán el trámite y desahogo de la soli-
citud de asistencia jurídica. Todo aque-
llo que no esté contemplado de manera 
específica en un Tratado de asistencia 
jurídica, se aplicará lo dispuesto en este 
Código. Arts. 435-436. CNPP

La Autoridad Central en materia de 
asistencia jurídica internacional será la 
PGR quien ejercerá las atribuciones de 
este Código.

Cualquier solicitud de asistencia ju-
rídica formulada con base en los ins-
trumentos internacionales vigentes, de 
conformidad con el principio de reci- 
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procidad internacional, podrá presen-
tarse para su trámite y atención ante la 
Autoridad Central, o a través de la vía 
diplomática. Arts. 437-438 y 440-
442. CNPP

Asistencia técnica

Actividad profesional de carácter públi-
co y privado, por medio de la cual se 
facilitan las herramientas a los intere-
sados en la integración de un proyecto 
en su conformación, integración, formu-
lación del Proyecto Productivo, registro 
de la solicitud, entrega de documenta-
ción en ventanilla, implementación del 
mismo, otorgan la asesoría programada 
en el Anexo B, presentación del Informe 
General de la Aplicación del Recurso y 
su acompañamiento. CPFM

Asociación en participación (AP)

Se entenderá por AP al conjunto de per-
sonas que realicen actividades empre-
sariales con motivo de la celebración de 
un convenio y siempre que las mismas, 
por disposición legal o del propio con-
venio, participen de las utilidades o de 
las pérdidas, derivadas de dicha activi-
dad. La AP tendrá personalidad jurídi-
ca para los efectos del derecho fiscal 
cuando en el país realice actividades 
empresariales, cuando el convenio se 
celebre conforme a las leyes mexicanas 
o cuando se dé alguno de los supues-
tos establecidos en el artículo 9 de este 

Código. En los supuestos mencionados 
se considerará a la AP residente en 
México.

La AP estará obligada a cumplir 
con las mismas obligaciones fiscales, 
en los mismos términos y bajo las 
mismas disposiciones, establecidas 
para las personas morales en las leyes 
fiscales. Para tales efectos, cuando di-
chas leyes hagan referencia a persona 
moral, se entenderá incluida a la AP 
considerada en los términos de este 
precepto.

Para los efectos fiscales, y en los me-
dios de defensa que se interpongan en 
contra de las consecuencias fiscales de-
rivadas de las actividades empresariales 
realizadas a través de la AP, el asociante 
representará a dicha asociación.

La asociación en participación se 
identificará con una denominación o ra-
zón social, seguida de la leyenda AP. o 
en su defecto, con el nombre del aso-
ciante, seguido de las siglas antes ci-
tadas. Asimismo, tendrán, en territorio 
nacional, el domicilio del asociante. Art. 
17-B. CFF

Asociación municipal

Forma de participación de dos o más 
municipios para la prestación de servi-
cios públicos que requiere la aproba-
ción del Congreso del Estado, o de las 
Legislaturas de los Estados tratándose 
de municipios de diversas entidades fe-
derativas. DTMV
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Asociación público privada, 
conciliación, controversias, 

procedimiento arbitral,  
para proyectos de

Las partes de un contrato de APP po-
drán pactar en el mismo la posibilidad 
de acudir ante la SFP, a presentar una 
solicitud de conciliación por desave-
nencias derivadas del cumplimiento de 
dicho contrato, la cual se tramitará con-
forme al procedimiento previsto en la 
LAASSP, o bien, de la LOPSRM, según 
corresponda y sus reglamentos respec-
tivos. Art. 138. LAPP

Las partes de un contrato de APP 
podrán convenir un procedimiento arbi-
tral, para resolver las controversias que 
deriven sobre el cumplimiento del pro-
pio contrato en términos de lo dispues-
to en el título cuarto del libro quinto del 
Código de Comercio.

El procedimiento arbitral podrá con-
venirse en el propio contrato o en con-
venio independiente y ajustarse a las 
Leyes Federales Mexicanas, en idioma 
español y ser el laudo obligatorio y fir-
me para ambas partes. En su caso, sólo 
procederá el juicio de amparo.

No podrá ser materia de arbitraje la 
revocación de las concesiones y auto-
rizaciones en general, ni los actos de 
autoridad.

La solución de controversias relaciona-
das con la validez legal de cualquier acto 
administrativo sólo podrá dirimirse por los 
tribunales federales. Art. 139. LAPP

Corresponde a los tribunales federa-
les conocer de las controversias que se 
susciten de la interpretación o aplica-
ción de esta Ley, así como de los actos 
que se celebren con fundamento en ella 
o en las disposiciones que de la misma 
emanen. Art. 140. LAPP

Las autoridades que conozcan de 
las controversias que se susciten de la 
interpretación o aplicación de esta Ley, 
o de los actos que se celebren con fun-
damento en ella o en las disposiciones 
que de la misma emanen, proveerán lo 
necesario a efecto de que el desarrollo 
del proyecto, o la prestación del servi-
cio objeto del contrato, no se vean inte-
rrumpidos. Art. 141. LAPP

Para iniciar cualquier procedimiento 
administrativo o jurisdiccional, relativo a 
actos referidos a la presente Ley o a las 
disposiciones que de ella emanen, los 
particulares deberán otorgar garantía 
para cubrir las multas, daños y perjui-
cios que puedan llegar a originarse en 
términos de las disposiciones jurídicas 
que rigen dichos procedimientos. Arts. 
142-143. LAPP

Asociación público privada (APP), 
actos posteriores al fallo de un 

proyecto de

La formalización del contrato de APP se 
efectuará en los plazos que las bases 
de concurso señalen.

En el evento de que el contrato no 
se suscriba en el plazo señalado, por 
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causa injustificada imputable al gana-
dor, se harán efectivas las garantías 
correspondientes. En este supuesto, el 
proyecto podrá adjudicarse al segundo 
lugar y, de no aceptar, a los subsecuen-
tes lugares, siempre y cuando cumplan 
con todas las condiciones previstas en 
las bases del concurso. Art. 60. LAPP

Las propuestas desechadas, los me-
dios de defensa ordinarios y extraordi-
narios para impugnar el fallo, y en su 
caso, los reembolsos procedentes, son 
tratados en estos artículos. Arts. 61-
63. LAPP

En complemento, la responsabilidad 
de adquirir los inmuebles, bienes y de-
rechos necesarios para la ejecución de 
una APP podrá recaer en la convocante, 
en el desarrollador o en ambos, según 
se señale en las bases del concurso y 
se convenga en el contrato respectivo. 
Las bases siempre deberán considerar 
los montos necesarios para cubrir la ad-
quisición de los inmuebles, bienes y de-
rechos necesarios, cuidando que no se 
generen ventajas indebidas a los desa-
rrolladores que puedan ser previamente 
propietarios de los inmuebles destina-
dos a la ejecución del proyecto. La ad-
quisición de tales inmuebles, bienes y 
derechos se hará a través de la vía con-
vencional o mediante expropiación. Art. 
67. LAPP

Para proceder a la adquisición a tra-
vés de la vía convencional o, en su caso, 
a la expropiación de los inmuebles, 
bienes y derechos necesarios para el 

proyecto de APP, se solicitará avalúo de 
los mismos al Instituto de Administración 
y Avalúos de Bienes Nacionales o a las 
instituciones de crédito del país que se 
encuentren autorizadas, o a corredores 
públicos o profesionistas con postgrado 
en valuación. Art. 68. LAPP

Asociación público privada, 
autorización para la prestación  

de servicios 

Cuando en un proyecto de asociación 
público-privada el uso de bienes pú-
blicos o la prestación de los servicios 
por parte del o de los desarrolladores 
requieran de permisos, concesiones u 
otras autorizaciones, éstos se otorgarán 
conforme a las disposiciones que los re-
gulen, con las vigencias descritas en el 
artículo 87 y condiciones señaladas en 
estos numerales. Arts. 87-90. LAPP

Asociación público privada, 
contenido y requisitos de las 

propuestas para la adjudicación  
de los proyectoscontenido  

y requisitos de las propuestas para 
la adjudicación de los proyectos 

Para realizar proyectos de asociación 
público-privada se requiere cumplir con 
los requisitos señalados de forma espe-
cífica en estos artículos. Arts. 13-20. 
LAPP

Cualquier interesado en realizar un 
proyecto de APP podrá presentar su 
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propuesta a la dependencia o entidad 
federal competente.

Para efectos del párrafo anterior, las 
dependencias o entidades federales po-
drán publicar en el DOF y en su página 
de internet, un acuerdo mediante el cual 
determinen las propuestas de proyectos 
de APP que estarán dispuestas a recibir, 
especificando los sectores, subsectores, 
ámbitos geográficos, tipo de proyectos, 
metas físicas estimadas, fechas previs-
tas de inicio de operación, o beneficios 
esperados, así como su vinculación con 
los objetivos nacionales, estrategias y 
prioridades contenidas en el PND y en 
los programas sectoriales, instituciona-
les, regionales y especiales que de él 
deriven. En estos casos, sólo se anali-
zarán por las dependencias o entidades 
las propuestas recibidas que atiendan 
los elementos citados. Arts. 26-30. 
LAPP

Las dependencias y entidades que 
pretendan el desarrollo de un proyec-
to de APP convocarán a concurso, que 
deberá llevarse a cabo conforme a los 
principios de legalidad, libre concurren-
cia y competencia, objetividad e impar-
cialidad, transparencia y publicidad y, 
con las particularidades del artículo 31 
de esta Ley, en igualdad de condiciones 
para todos los participantes.

En tales concursos se buscará adju-
dicar los proyectos en las mejores con-
diciones disponibles en cuanto a precio, 
calidad, financiamiento, oportunidad y 
demás circunstancias pertinentes.

Las dependencias y entidades po-
drán contratar los servicios de un agente 
para que, por cuenta y orden de aqué-
llas, celebre el concurso de un proyecto 
de APP. En todo caso, los servidores pú-
blicos siempre serán responsables del 
cumplimiento de las bases del concurso 
en términos del sexto párrafo del artí-
culo 134 de la CPEUM. Art. 38. LAPP

No podrá realizarse la convocatoria 
correspondiente sin contar con las au-
torizaciones presupuestarias que, en su 
caso, se requieran.

La dependencia o entidad convo-
cante tomará en cuenta las recomen-
daciones que, en su caso, la COFECE 
emita en términos de la Ley Federal 
de Competencia Económica. Art. 39. 
LAPP

En los términos que señalen las 
bases, los actos del concurso podrán 
realizarse a través de medios electróni-
cos, con tecnologías que resguarden la 
autenticidad, confidencialidad e inviola-
bilidad de la información, siempre que 
tales tecnologías, se encuentren certifi-
cadas por tercero especializado de re-
conocida experiencia que la convocante 
contrate. Art. 40. LAPP 

En los concursos podrá participar 
toda persona, física o moral, nacional 
o extranjera, que cumpla los requisitos 
establecidos en la convocatoria, las ba-
ses y en las disposiciones aplicables al 
proyecto de que se trate. En caso de 
personas físicas, deberán obligarse a 
constituir, de resultar ganadoras, una 
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persona moral en términos del artículo 
91 de esta Ley. Dos o más personas 
podrán presentar, como consorcio, una 
propuesta conjunta, en cuyo caso de-
berán obligarse a constituir, una o más 
personas morales, en los términos del 
artículo 91 de esta Ley, así como desig-
nar a un representante común para par-
ticipar en el concurso. Art. 41. LAPP

Cualquier persona podrá asistir a los 
diferentes actos del concurso, en cali-
dad de observador, previo registro. Los 
observadores se abstendrán de interve-
nir en cualquier forma en el concurso.

El Reglamento de esta Ley estable-
cerá la figura de testigos sociales y pre-
verá los términos de su participación en 
el procedimiento de concurso. Art. 43. 
LAPP

La convocatoria al concurso conten-
drá, por lo menos, los elementos es-
pecificados en los presentes artículos. 
Arts. 44-47. LAPP

Para facilitar el concurso, previo al 
acto de presentación y apertura de las 
propuestas, la convocante podrá efec-
tuar el registro de participantes, así 
como realizar revisiones preliminares a 
la documentación distinta a la referida 
al importe de la oferta económica. Art. 
49. LAPP

Los concursos tendrán una o más 
etapas de consultas y aclaraciones, en 
las que la convocante contestará por 
escrito las dudas y preguntas que los 
participantes hayan presentado. Entre la 
última junta de aclaraciones y el acto de 

presentación de las propuestas deberá 
existir plazo suficiente para la presen-
tación de las posturas. Art. 50. LAPP

Para intervenir en el acto de pre-
sentación y apertura de las propuestas 
bastará que los participantes presenten 
un escrito en el que manifiesten, bajo 
protesta de decir verdad, que cuentan 
con las facultades suficientes para ello, 
sin que sea necesario que acrediten su 
personalidad. Art. 51.LAPP

Debe tenerse presente que no podrán 
participar en los concursos, ni recibir ad-
judicación para desarrollar un proyecto 
de APP, las personas concretamente se-
ñaladas en este artículo. Art. 42. LAPP

Asociación público privada,  
de los contratos de

El contrato de APP sólo podrá cele-
brarse con particulares personas mo-
rales cuyo objeto social o fines sean, 
de manera exclusiva, realizar aquellas 
actividades necesarias para desarrollar 
el proyecto respectivo. El objeto social 
también podrá incluir la participación en 
el concurso correspondiente.

Las bases del concurso señalarán el 
capital mínimo sin derecho a retiro, limi-
taciones estatutarias y demás requisitos 
que dicha sociedad deberá cumplir. Art. 
91. LAPP

El contrato de APP deberá contener, 
como mínimo, los requisitos especifica-
dos en estos numerales. Arts. 92-93. 
LAPP
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Asociación público privada, 
descalificación de un proyecto  

o declarado desierto

Serán causas de descalificación, ade-
más de las que se indiquen en las bases:

I)	 El incumplimiento de alguno de los 
requisitos establecidos en las bases, 
con las salvedades señaladas en el 
artículo 52 de esta Ley;

II)	 Las que hayan utilizado información 
privilegiada;

III)	Si iniciado el concurso sobreviene 
una causa de inhabilitación prevista 
en el artículo 42 de esta Ley; y

IV)	Si alguno de los participantes acuer-
da con otro u otros elevar el cos-
to de los trabajos, o cualquier otro 
acuerdo que tenga como fin obtener 
una ventaja indebida sobre los de-
más participantes. Art. 57. LAPP

La convocante procederá a declarar 
desierto el concurso, cuando todas las 
propuestas no reúnan los requisitos soli-
citados en las bases, o cuando sus ofer-
tas económicas no fueren aceptables.

La convocante podrá cancelar un 
concurso:

I)	 Por caso fortuito o fuerza mayor;
II)	 Cuando se modifiquen sustancial-

mente las condiciones para el desa-
rrollo del proyecto;

III)	Cuando se extinga la necesidad de 
ejecutarlo; o

IV)	Cuando se presenten circunstancias 
que, de continuarse con el procedi-
miento, pudieren ocasionar un daño o 
perjuicio a la propia convocante.

Salvo por las cancelaciones seña-
ladas por la fracción I, la convocante 
cubrirá a los licitantes, los gastos no 
recuperables que, en su caso, proce-
dan en términos de lo dispuesto por el 
Reglamento. Art. 58. LAPP

Contra el fallo que adjudique el con-
curso procederá, a elección del partici-
pante interesado:

I)	 El recurso administrativo de revisión, 
de conformidad con la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo; o

II)	 El juicio contencioso administra-
tivo federal, de conformidad con 
la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo.

Contra las demás resoluciones de 
la convocante emitidas durante el con-
curso no procederá instancia ni medio 
ordinario de defensa alguno y, en caso 
de alguna irregularidad en tales resolu-
ciones, ésta podrá ser combatida con 
motivo del fallo. Art. 59. LAPP

Asociación público privada, 
ejecución, intervención y prestación 

de servicios del proyecto de 

Salvo por las modificaciones determi-
nadas por la dependencia o entidad 
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contratante en términos del artículo 119 
de esta Ley, y en los demás supuestos 
expresamente previstos en el contrato 
respectivo, los riesgos de operación, 
prestación de los servicios, construc-
ción de la infraestructura y financia-
miento del proyecto, serán asumidos 
por el desarrollador. Las instalaciones 
para actividades complementarias y en 
su caso, los derechos derivados, debe-
rán estipularse en el contrato respectivo 
Arts. 108-110. LAPP

En caso de concurso mercantil del 
desarrollador, la autoridad que conozca 
del mismo, con apoyo de la dependencia 
o entidad contratante, dispondrá las me-
didas necesarias para asegurar la conti-
nuidad en la ejecución de la obra o en la 
prestación del servicio. Art. 111. LAPP

La dependencia o entidad contratan-
te podrá intervenir en la preparación, 
ejecución de la obra, prestación de los 
servicios o, en cualquier otra etapa del 
desarrollo de un proyecto de APP, cuan-
do a su juicio el desarrollador incumpla 
sus obligaciones, por causas imputa-
bles a éste, y ponga en peligro el desa-
rrollo mismo del proyecto. En su caso, 
se debe estar a lo dispuesto en estos 
numerales. Arts. 112-116. LAPP

Asociación público privada, 
excepciones de invitación a cuando 

menos tres personas

Las dependencias y entidades, bajo su 
responsabilidad, podrán adjudicar pro- 

yectos de APP, sin sujetarse al procedi-
miento de concurso a que se refiere el 
presente capítulo, a través de invitación 
a cuando menos tres personas o de  
adjudicación directa, cuando se pre-
senten las consideraciones y requisitos  
señalados en este artículo. Art. 64. 
LAPP

El dictamen de que la adjudicación 
se encuentra en alguno de los supues-
tos del artículo 64, de la procedencia 
de contratación y, en las circunstancias 
particulares que ameriten una adjudica-
ción directa, será responsabilidad del 
Titular de la dependencia o entidad que 
pretenda el desarrollo del proyecto de 
APP. Art. 65. LAPP

Los procedimientos de invitación 
a cuando menos tres personas y de 
adjudicación directa deberá realizarse 
conforme a los principios de legalidad, 
objetividad e imparcialidad, transpa-
rencia e igualdad de condiciones, así 
como prever las medidas para que los 
recursos públicos se administren con 
eficiencia, eficacia, transparencia y 
honradez.

A estos procedimientos les serán 
aplicables lo dispuesto en los artículos 
39-40 y 42 de la presente Ley.

En todo caso, se cuidará que en es-
tos procedimientos se invite a personas 
con posibilidad de respuesta adecuada, 
que cuenten con la capacidad finan-
ciera, técnica, operativa y demás ne-
cesarias para dar cumplimiento a sus 
obligaciones. Art. 66. LAPP
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Asociación público privada, 
expropiación y utilidad pública  

de un proyecto de

Son causas de utilidad pública, ade-
más de las previstas en la Ley de 
Expropiación, en la Ley Agraria y en 
otras disposiciones aplicables, la ad-
quisición de inmuebles, bienes y dere-
chos necesarios para la realización de 
un proyecto de APP en términos de la 
presente Ley.

Para acreditar la existencia de la uti-
lidad pública bastará el dictamen de la 
dependencia o entidad en que se de-
muestre la factibilidad técnica y rentabi-
lidad social del proyecto de APP.

La dependencia responsable pro-
cederá a hacer la declaración de 
utilidad pública. En el caso de una 
entidad, solicitará la declaratoria a la 
dependencia coordinadora de sector. 
Art. 76. LAPP

La declaratoria de utilidad pública se 
publicará en el DOF, en el órgano oficial 
de la localidad respectiva y se notifica-
rá personalmente a los titulares de los 
inmuebles, bienes y derechos de que 
se trate. También deberá atenderse lo 
señalado para el caso de que se ignore 
quienes son los titulares y en su caso, la 
inconformidad de éstos. Arts. 77-80.
LAPP

La expropiación se llevará a cabo 
conforme a las disposiciones previstas 
en los artículos presentes. Arts. 81-
85. LAPP

Si en cinco años contados los inmue-
bles, bienes y derechos expropiados no 
fueren destinados total o parcialmente 
al proyecto que dio origen a la expro-
piación, los afectados podrán solicitar a 
la autoridad que tramitó el expediente, 
la reversión o el pago de los daños y 
perjuicios causados. Al efecto, la soli-
citud de reversión deberá atender lo 
dispuesto en el presente artículo. Art. 
86. LAPP

Asociación público privada, 
modificación a los proyectos de

Durante la vigencia original de un pro-
yecto de APP, sólo podrán realizarse 
modificaciones a éste cuando tengan 
por objeto, alguna de las consideracio-
nes previstas en este artículo.

Ninguna modificación deberá impli-
car transferencia de riesgos, de una de 
las partes a la otra, en términos distintos 
a los pactados en el contrato original.

De modificarse el contrato de APP 
o las respectivas autorizaciones para el 
desarrollo del proyecto, deberán mo-
dificarse, en lo conducente, los demás 
de los citados documentos. Art. 117. 
LAPP

Las modificaciones se ajustarán a lo 
previsto en estos artículos. Arts. 118-
120. LAPP

Para las modificaciones a las bases 
del concurso de un proyecto de APP, 
deberá la convocante ajustarse a lo dis-
puesto en este numeral. Art. 48. LAPP
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Asociación público privada,  
plazo y prestación de los  
servicios de un proyecto

Los plazos de los contratos, con sus 
prórrogas, no deberán exceder, en su 
conjunto, de cuarenta años salvo lo dis-
puesto por el artículo 87, fracción II, de 
la Ley. Art. 98. LAPP

El desarrollador deberá prestar los 
servicios de manera continua, uniforme 
y regular, en condiciones que impidan 
cualquier trato discriminatorio, con los 
niveles de desempeño pactados, en los 
términos y condiciones previstos en el 
contrato, autorizaciones para la presta-
ción de los servicios, así como en las 
disposiciones aplicables. Art. 106. 
LAPP

La prestación de los servicios co-
menzará previa autorización de la de-
pendencia o entidad contratante.

No procederá la autorización antes 
citada sin la previa verificación técnica 
de que las instalaciones, cumplen las 
condiciones de seguridad según las es-
pecificaciones del proyecto y las reque-
ridas por las disposiciones aplicables. 
Art. 107. LAPP

Asociación público privada, 
procedimiento de negociación 

El procedimiento de contratación de un 
proyecto de asociación público-privada 
sólo podrá iniciarse conforme a lo dis-
puesto en el numeral presente que ya 

considera lo dispuesto por el dictamen 
de viabilidad, respaldo de la LFPRH y 
demás. Art. 23. LAPP

La dependencia o entidad responsa-
ble podrá adquirir los inmuebles, bienes 
y derechos necesarios para el proyecto 
aprobado, por la vía convencional con el 
o los legítimos titulares.

Las negociaciones podrán incluir 
a titulares de otros derechos reales, 
arrendatarios, derechos posesorios, de-
rechos litigiosos y cualquier otro dere-
cho que conste en título legítimo. Art. 
69. LAPP

Una vez en posesión, la dependen-
cia o entidad podrá cubrir anticipos adi-
cionales con cargo al precio pactado, 
para pagar por cuenta del enajenante 
los costos derivados de la enajenación. 
Art. 70. LAPP

En adición, deberán atenderse los 
lineamientos señalados en estos artícu-
los. Arts. 71-75. LAPP

Asociación público privada, 
prórroga a los proyectos de

Previo al vencimiento de la vigencia 
original del contrato, las partes podrán 
acordar prórrogas y, en su caso, revisar 
las condiciones del contrato.

Para efectos del otorgamiento de las 
prórrogas la dependencia o entidad de-
berá considerar cualquier cambio en las 
condiciones materiales, tecnológicas y 
económicas, bajo las cuales se lleva a 
cabo la prestación de los servicios, a fin 
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de determinar si es pertinente el otor-
gamiento de la prórroga, o en su caso la 
convocatoria a un nuevo concurso.

En dicho plazo también podrán soli-
citarse las prórrogas a las autorizacio-
nes para la prestación de los servicios 
relativos al proyecto de APP, indepen-
dientemente de lo que señalen las dis-
posiciones que los regulen. Art. 121. 
LAPP

Asociación público privada, 
supervisión de los proyectos de la

Corresponderá a la SFP, supervisar que 
la preparación, inicio y adjudicación de 
los proyectos de APP, así como de los 
demás actos regulados por la presente 
Ley, se ajusten a ella, salvo los aspec-
tos y actos señalados en los párrafos 
siguientes.

Los aspectos exclusivamente de 
naturaleza técnica de los proyectos de 
APP no serán objeto de la supervisión 
de la SFP.

La supervisión de la prestación de 
los servicios, en su caso, de la ejecu-
ción de la obra y, en general, del cum-
plimiento y desarrollo del proyecto de 
APP, corresponderá exclusivamente a 
la dependencia o entidad contratante 
y a las demás autoridades que resulten 
competentes.

La supervisión de las autorizacio-
nes para la ejecución de las obras, así 
como para la prestación de los servi-
cios, corresponderá a las autoridades 

que las hayan otorgado. Arts. 125-
126. LAPP

Las dependencias, entidades y de-
sarrolladores conservarán toda la do-
cumentación e información electrónica 
comprobatoria de los actos y contratos 
materia de esta Ley, durante la vigencia 
del contrato y por un plazo adicional de 
12 años, contados a partir de la fecha 
de terminación del propio contrato.

Transcurrido dicho plazo, podrá pro-
cederse a su destrucción conforme a 
las disposiciones aplicables. Art. 127. 
LAPP

Asociación público privada, 
terminación de la

Sin perjuicio de las demás previstas en 
cada contrato, serán causas de resci-
sión de los contratos de asociación pú-
blico-privada, las causales presentadas 
en este artículo. Art. 122. LAPP

A la terminación del contrato, los in-
muebles, bienes y derechos, de carácter 
público incorporados a la infraestructura 
o indispensables para la prestación del 
servicio, pasarán al control y administra-
ción de la dependencia o entidad con-
tratante. Los demás bienes necesarios 
para la prestación del servicio quedarán 
sujetos al régimen de dominio público 
de la Federación, dependencia o enti-
dad contratante, en los términos pacta-
dos en el contrato. Art. 123. LAPP

La dependencia o entidad contratan-
te tendrá opción de compra en relación 
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con los demás bienes propiedad del de-
sarrollador, que ésta haya destinado a la 
prestación de los servicios contratados. 
Art. 124. LAPP

Asociación público privadas (APP)

Los proyectos de APP regulados por 
esta Ley son aquellos que se realicen 
con cualquier esquema para establecer 
una relación contractual de largo plazo, 
entre instancias del sector público y del 
sector privado, para la prestación de 
servicios al sector público, mayoristas, 
intermediarios o al usuario final y en los 
que se utilice infraestructura proporcio-
nada total o parcialmente por el sector 
privado con objetivos que aumenten el 
bienestar social y los niveles de inver-
sión en el país.

En los términos previstos en esta 
Ley, los proyectos de APP deberán es-
tar plenamente justificados, especificar 
el beneficio social que se busca obtener 
y demostrar su ventaja financiera frente 
a otras formas de financiamiento. Art. 
2. LAPP

También podrán ser proyectos de 
APP los que se realicen en los términos 
de esta ley, con cualquier esquema de 
asociación para desarrollar proyectos 
de inversión productiva, investigación 
aplicada y/o de innovación tecnológica, 
en cuyo caso, las dependencias y en-
tidades optarán en igualdad de condi-
ciones, por el desarrollo de proyectos 
con instituciones de educación superior 

y centros de investigación científica-tec-
nológica públicos del país. Art. 3. LAPP

Las previstas en la Ley de APP o en 
las leyes de las entidades federativas, 
incluyendo los proyectos de prestación 
de servicios o cualquier esquema simi-
lar de carácter local, independientemen-
te de la denominación que se utilice. 
Art. 2. LDFEFM

Las Entidades Federativas deberán 
considerar en sus correspondientes  Pre- 
supuestos de Egresos, las previsiones 
de gasto necesarias para hacer frente a 
los compromisos de pago que se deri-
ven de los contratos de APP celebrados 
o por celebrarse durante el siguiente 
ejercicio fiscal.

Para el caso de APP con recursos fe-
derales, se observará lo dispuesto en el 
artículo 4, fracción IV de la Ley de APP. 
Art. 11. LDFEFM

Las disposiciones de la presente Ley 
son aplicables a proyectos de APP que 
realicen:

I)	 Las dependencias y entidades de la 
APF;

II)	 Fideicomisos públicos federales no 
considerados entidades paraesta- 
tales;

III)	Personas de derecho público fe-
deral, con autonomía derivada de 
la CPEUM, las cuales aplicarán los 
criterios y procedimientos previstos 
en esta Ley, sólo en lo no previsto 
en los ordenamientos que los rigen 
y siempre que no se contrapongan 
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con los mismos, en cuyo caso que-
darán sujetas a sus propios órganos 
de control; y

IV)	Las entidades federativas, munici-
pios y los entes públicos de unas 
y otros, con recursos federales, de 
conformidad con los convenios que 
celebren con dependencias o entida-
des de la APF.

Para estos efectos, se entenderá que 
los proyectos se realizan con recursos 
federales, cuando las aportaciones de 
las entidades federativas, municipios y 
entes públicos de unas y otros, en su 
conjunto, sean inferiores en relación con 
las aportaciones federales. Para efectos 
de dicho cómputo no quedan compren-
didos los recursos federales corres-
pondientes a los fondos previstos en el 
capítulo V de la LCF. Art. 4.LAPP

En caso de proyectos de APP a que 
se refiere la fracción IV del artículo 4 in-
mediato anterior, en los convenios para 
la aportación de recursos federales, en 
numerario o en especie, deberá pactar-
se expresamente que a las entidades 
federativas o municipios -según se tra-
te- les serán aplicables, en relación con 
dichos proyectos, las disposiciones de 
la presente Ley. Art. 5. LAPP

La LAASSP, así como la LOPSRM con 
las Mismas, sus reglamentos y disposi-
ciones que de ellas emanen, no serán 
aplicables a los proyectos de APP, salvo 
en lo que expresamente la presente Ley 
señale. Art. 7. LAPP

Asociaciones

Contratos que comprende toda asocia-
ción de personas físicas, realizada con 
un cierto propósito de permanencia, 
para el cumplimiento de una finalidad 
cualquiera, que no esté prohibida por 
la ley. DD

Asuntos jurisdiccionales

Aquellos que estén relacionados 
con el ejercicio de la función cons-
titucional de impartición de justicia 
competencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en los términos 
que precise la Ley Federal. Art. 195. 
LGTAIP

Atribuciones

Cada una de las facultades que corres-
ponden a una persona por razón de su 
cargo. DD

Atribuciones de las  
entidades federativas

En cada entidad federativa se dará 
entera fe y crédito de los actos públi-
cos, registros y procedimientos judicia-
les de todas las otras. El Congreso de 
la Unión, por medio de leyes generales, 
prescribirá la manera de probar dichos 
actos, registros y procedimientos, y el 
efecto de ellos, sujetándose a las bases 
siguientes:
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I)	 Las leyes de una entidad federati-
va sólo tendrán efecto en su propio 
territorio y, por consiguiente, no po-
drán ser obligatorias fuera de él;

II)	 Los bienes muebles e inmuebles se 
regirán por la ley del lugar de su 
ubicación;

III)	Las sentencias pronunciadas por los 
tribunales de una entidad federati-
va sobre derechos reales o bienes 
inmuebles ubicados en otra entidad 
federativa, sólo tendrán fuerza eje-
cutoria en ésta, cuando así lo dis-
pongan sus propias leyes;

IV)	Las sentencias sobre derechos per-
sonales sólo serán ejecutadas en otra 
entidad federativa, cuando la persona 
condenada se haya sometido expre-
samente o por razón de domicilio, a 
la justicia que las pronunció, y siem-
pre que haya sido citada personal-
mente para ocurrir al juicio;

V)	Los actos del estado civil ajustados 
a las leyes de una entidad federativa, 
tendrán validez en las otras; y

VI)	Los títulos profesionales expedidos 
por las autoridades de una entidad 
federativa con sujeción a sus leyes, 
serán respetados en las otras. Art. 
121. CPEUM

Audiencia de juicio y el 
descubrimiento probatorio

El descubrimiento probatorio consiste 
en la obligación de las partes de dar-
se a conocer entre ellas en el proceso, 

los medios de prueba que pretendan 
ofrecer en la audiencia de juicio. En el 
caso del Ministerio Público, el descubri-
miento comprende el acceso y copia a 
todos los registros de la investigación, 
así como a los lugares y objetos relacio-
nados con ella, incluso de aquellos ele-
mentos que no pretenda ofrecer como 
medio de prueba en el juicio. En el caso 
del imputado o su defensor, consiste 
en entregar materialmente copia de los 
registros al Ministerio Público a su cos-
ta, y acceso a las evidencias materiales 
que ofrecerá en la audiencia intermedia, 
lo cual deberá realizarse en los térmi-
nos de este Código. Art. 337. CNPP

Audiencia pública

Atención que concede la autoridad mu-
nicipal a la población que le expone di-
rectamente sus problemas. DTMV

Audiencias, ausencia de las partes

En el caso de que estuvieren asignados 
varios Defensores o varios Ministerios 
Públicos, la presencia de cualquiera de 
ellos bastará para celebrar la audiencia 
respectiva.

Al respecto, se atenderá lo fijado por 
el numeral presente. Art. 57. CNPP

Audiencias, deberes de los asistentes

Quienes asistan a la audiencia debe- 
rán permanecer en la misma respetuo- 
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samente, en silencio y no podrán intro-
ducir instrumentos que permitan grabar 
imágenes de video, sonidos o gráficas. 
Tampoco podrán portar armas ni adop-
tar un comportamiento intimidatorio, 
provocativo, contrario al decoro, ni alte-
rar o afectar el desarrollo de la audien-
cia. Art. 58. CNPP

Audiencias, disciplina en las

El orden en las audiencias estará a car-
go del Órgano jurisdiccional. Toda per-
sona que altere el orden en éstas podrá 
ser acreedora a una medida de apremio 
sin perjuicio de que se pueda solicitar 
su retiro de la sala de audiencias y su 
puesta a disposición de la autoridad 
competente.

Antes y durante las audiencias, el 
imputado tendrá derecho a comunicar-
se con su Defensor, pero no con el pú-
blico. Art. 53. CNPP

Previo a cualquier audiencia, se lle-
vará a cabo la identificación de toda 
persona que vaya a declarar, para lo 
cual deberá proporcionar su nombre, 
apellidos, edad y domicilio. Dicho regis-
tro lo llevará a cabo el personal auxiliar 
de la sala, dejando constancia de la ma-
nifestación expresa de la voluntad del 
declarante de hacer públicos, o no, sus 
datos personales. Art. 54. CNPP

Para asegurar el orden en las au-
diencias o restablecerlo cuando hubiere 
sido alterado, así como para garantizar 
la observancia de sus decisiones en 

audiencia, el Órgano jurisdiccional po-
drá aplicar indistintamente cualquiera 
de los medios de apremio establecidos 
en este Código. Art. 59. CNPP

Audiencias, disposiciones comunes

Los actos procedimentales que deban 
ser resueltos por el Órgano jurisdiccio-
nal se llevarán a cabo mediante audien-
cias, salvo los casos de excepción que 
prevea este Código. Las cuestiones de-
batidas en una audiencia deberán ser 
resueltas en ella. Art. 52. CNPP

El debate será público, pero el 
Órgano jurisdiccional podrá resolver ex-
cepcionalmente, aun de oficio, que se 
desarrolle total o parcialmente a puerta 
cerrada, cuando:

I)	 Pueda afectar la integridad de algu-
na de las partes, o de alguna perso-
na citada para participar en él;

II)	 La seguridad pública o la seguridad 
nacional puedan verse gravemente 
afectadas;

III)	Peligre un secreto oficial, particular, 
comercial o industrial, cuya revela-
ción indebida sea punible;

IV)	El Órgano jurisdiccional estime 
conveniente;

V)	Se afecte el Interés Superior del Niño 
y de la Niña en términos de lo esta-
blecido por los Tratados y las leyes 
en la materia; o

VI)	Esté previsto en este Código o en 
otra ley.
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La resolución que decrete alguna de 
estas excepciones será fundada y moti-
vada constando en el registro de la au-
diencia. Arts. 64-65. CNPP

Audiencias, presencia  
del imputado en las

Las audiencias se realizarán con la pre-
sencia ininterrumpida de quien o quie-
nes integren el Órgano jurisdiccional 
y de las partes que intervienen en el 
proceso, salvo disposición en contra-
rio. El imputado no podrá retirarse de 
la audiencia sin autorización del Órgano 
jurisdiccional. 

Respecto del imputado, deberán 
atenderse los lineamientos de este artí-
culo. Art. 56. CNPP

Si el imputado se encuentra privado 
de su libertad, el Órgano jurisdiccional 
determinará las medidas especiales de 
seguridad o los mecanismos necesarios 
para garantizar el adecuado desarrollo 
de la audiencia impedir la fuga o la rea-
lización de actos de violencia de parte 
del imputado o en su contra.

Si la persona está en libertad, asisti-
rá a la audiencia el día y hora en que se 
determine; en caso de no presentarse, 
el Órgano jurisdiccional podrá imponer-
le un medio de apremio y en su caso, 
previa solicitud del Ministerio Público, 
ordenar su comparecencia.

Cuando el imputado haya sido vincu-
lado a proceso, se encuentre en liber-
tad, deje de asistir a una audiencia, el 

Ministerio Público solicitará al Órgano 
jurisdiccional la imposición de una me-
dida cautelar o la modificación de la ya 
impuesta. Art. 62. CNPP

En las audiencias, el imputado podrá 
defenderse por sí mismo y deberá estar 
asistido por un licenciado en derecho 
o abogado titulado que haya elegido o 
se le haya designado como Defensor, 
atendiendo lo establecido en el artículo 
presente. Art. 66. CNPP

Audiencias, registro de las

Todas las audiencias previstas en este 
Código serán registradas por cualquier 
medio tecnológico que tenga a su dis-
posición el Órgano jurisdiccional.

La grabación o reproducción de 
imágenes o sonidos se considerará 
como parte de las actuaciones y re-
gistros y se conservarán en resguar-
do del Poder Judicial para efectos del 
conocimiento de otros órganos distin-
tos que conozcan del mismo procedi-
miento y de las partes, garantizando 
siempre su conservación. Art. 61. 
CNPP

Las resoluciones del Órgano jurisdic-
cional serán dictadas en forma oral, con 
expresión de sus fundamentos y moti-
vaciones, quedando los intervinientes 
en ellas y quienes estaban obligados 
a asistir formalmente notificados de su 
emisión, lo que constará en el registro 
correspondiente en los términos previs-
tos en este Código.
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Audiencias, restricciones  
de acceso a las

El Órgano jurisdiccional podrá, por razo-
nes de orden o seguridad en el desarro-
llo de la audiencia, prohibir el ingreso a:

I)	 Personas armadas, salvo que cumplan 
funciones de vigilancia o custodia;

II)	 Personas que porten distintivos gre-
miales o partidarios;

III)	Personas que porten objetos peli-
grosos o prohibidos o que no ob-
serven las disposiciones que se 
establezcan; o

IV)	Cualquier otra que el Órgano juris-
diccional considere como inapropia-
da para el orden o seguridad en el 
desarrollo de la audiencia.

El Órgano jurisdiccional podrá limitar el 
ingreso del público a una cantidad deter-
minada de personas, según la capacidad 
de la sala de audiencia, así como de con-
formidad con las disposiciones aplicables.

Los periodistas, o los medios de co-
municación acreditados, deberán informar 
de su presencia al Órgano jurisdiccional 
con el objeto de ubicarlos en un lugar 
adecuado para tal fin y deberán abste-
nerse de grabar y transmitir por cualquier 
medio la audiencia. Art. 55. CNPP

Auditoría

Proceso sistemático en el que de ma-
nera objetiva se obtiene y se evalúa 

evidencia para determinar si las ac-
ciones llevadas a cabo por los en-
tes sujetos a revisión se realizaron de 
conformidad con la normatividad esta-
blecida o con base en principios que 
aseguren una gestión pública adecuada. 
Art. 4. LFRCF

Auditoría administrativa

Es una revisión sistemática y evalua-
toria de una entidad o parte de ella, 
que se lleva a cabo con la finalidad de 
determinar si la organización está ope-
rando eficientemente. Constituye una 
búsqueda para localizar los problemas 
relativos a la eficiencia dentro de la or-
ganización. La auditoría administrativa 
abarca una revisión de los objetivos, 
planes y programas de la empresa; su 
estructura orgánica y funciones; sus 
sistemas, procedimientos y controles; 
el personal y las instalaciones de la 
empresa y el medio en que se desa-
rrolla, en función de la eficiencia de 
operación y el ahorro en los costos. El 
resultado de la auditoría administrativa 
es una opinión sobre la eficiencia ad-
ministrativa de toda la empresa o parte 
de ella. GTUAPF

Es la revisión analítica total o 
parcial de una organización con el 
propósito de precisar su nivel de 
desempeño y perfilar oportunidades 
de mejora para innovar valor y lograr 
una ventaja competitiva sustentable. 
AAGEC
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Auditoría al desempeño

Consiste en el examen objetivo, siste-
mático, multidisciplinario, propositivo, 
organizado y comparativo, tanto de las 
actividades gubernamentales enfocadas 
a la ejecución de una política pública 
general, sectorial o regional, como de 
aquellas inherentes al funcionamiento 
de los entes públicos federales, a nivel 
institucional, de programa, proyecto o 
unidad administrativa. Mide el impacto 
social de la gestión pública y comparan 
lo propuesto por las políticas públicas 
con lo realmente alcanzado. Dicho exa-
men incluye la identificación de forta-
lezas, debilidades y oportunidades de 
mejora. 

Verificación del cumplimiento de los 
objetivos contenidos en los programas 
federales mediante la estimación o cál-
culo de los resultados obtenidos en 
términos cualitativos o cuantitativos, o 
ambos. CTLFEF

La ASF tendrá la atribución de prac-
ticar auditorías sobre el desempeño en 
el cumplimiento de los objetivos conte-
nidos en los programas federales, con-
forme a los indicadores establecidos en 
el Presupuesto de Egresos y tomando 
en cuenta el PND, los programas sec-
toriales, regionales, operativos anuales, 
y demás programas de las entidades 
fiscalizadas, entre otros, a efecto de ve-
rificar el desempeño de los mismos y, 
en su caso, el uso de recursos públicos 
federales. Art. 17. LFRCF

Auditoría de campo

Es aquélla que se efectúa a través de per-
sonal propio expresamente comisionado 
o por despachos externos habilitados 
por el Órgano de Fiscalización Superior, 
en el caso municipal o estatal, para llevar 
a cabo la auditoría de los archivos en las 
instalaciones o en el sitio de la obra del 
ente fiscalizable. MERAPM

Auditoría de congruencia

Es aquélla en la que se revisará la co-
rrecta integración y procedencia de los 
documentos correspondientes a todas 
las etapas de la obra, mediante el análi-
sis del proyecto ejecutivo, presupuesto 
contratado y gastos cargados al costo 
de la obra, comparado con volúmenes 
y/o cantidades de obra obtenidos en la 
revisión física de la misma. MERAPM

Auditoría de cumplimiento

Es aquélla en que se revisará la correc-
ta integración y procedencia de los do-
cumentos correspondientes a todas las 
etapas de la obra. MERAPM

Auditoría de gabinete

Es aquélla en la que el ente fiscaliza-
ble presenta la documentación compro-
batoria en las oficinas del Órgano de 
Fiscalización Superior, donde se lleva a 
cabo la auditoría. MERAPM
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Auditoría de legalidad

La finalidad de este tipo de evaluación 
es promover gestiones públicas hones-
tas y productivas, fomentar la rendición 
de cuentas transparente y oportuna, im-
pulsar la adopción de mejores prácticas 
y reforzar la actitud responsable de los 
servidores públicos. Evalúa el avance 
de los procesos jurídicos generados por 
la operación institucional de la entidad 
fiscalizada, así como de la vigencia y 
aplicación de los instrumentos jurídicos 
que regulan la organización, las opera-
ciones y funciones de la entidad fiscali-
zada. La revisión se centra en el estudio 
pormenorizado del marco jurídico que 
regula la actividad sujeta a control in-
terno de la entidad y el cumplimiento 
de las disposiciones legales vigentes. 
CTLFEF

Es aquélla a través de la cual se 
comprueba que la recaudación, ad-
ministración, manejo y aplicación de 
recursos públicos; actos, contratos, 
licitaciones, convenios, concesiones 
u operaciones que los entes fiscaliza-
bles celebraron o realizaron, se ajus-
taron a la legalidad o, en su caso, no 
causaron daño o perjuicio ni existió 
desvío de recursos en contra de la 
Hacienda Pública o de su patrimonio, 
así como que, en todos aquellos actos 
de gobierno, el ejercicio de funciones 
y de atribuciones se haya apegado a 
derecho, y a la normativa administrati-
va aplicable. MERAPM

Auditoría de seguimiento

Es aquélla que tiene como objetivo 
mantener la permanencia entre un pro-
ceso de auditoría y otro, para compro-
bar si se atendieron las limitaciones, 
salvedades, recomendaciones y en su 
caso, observaciones determinadas en 
una auditoría anterior, así como verificar 
el avance y resultado de las acciones 
promovidas. MERAPM

Auditoría financiera

Es aquélla consistente en el análisis, 
revisión y examen para evaluar la ra-
zonabilidad de los estados financieros 
y determinar su correcta revelación, in-
tegración, presentación y oportunidad, 
así como el ejercicio y aplicación de los 
recursos públicos de parte de los entes 
fiscalizables. MERAPM

El objetivo fundamental de la audi-
toría financiera es expresar una opinión 
acerca de la razonabilidad de las cifras 
contenidas en los estados financieros 
de un ente económico, así como de 
que sus operaciones se sujetaron a las 
normas y leyes aplicables a una fecha 
determinada. La auditoría de estados fi-
nancieros no tiene por objetivo descubrir 
errores o irregularidades, por lo que de-
bido a las características propias de su 
realización y a las limitaciones que ofre-
ce cualquier sistema de control interno 
contable, existe un riesgo inevitable de 
que algunos errores o irregularidades 
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puedan permanecer sin descubrirse; sin 
embargo, la responsabilidad del auditor 
nace con el hecho de que los mismos 
debieron haber sido detectados y no lo 
fueron, por no haberse cumplido con 
las normas de auditoría generalmente 
aceptadas. MERAPM

Auditoría forense

Es una herramienta metodológica rela-
cionada con técnicas contables y jurídi-
cas que presentan una alternativa para 
combatir la corrupción, ya que permi-
te la participación de un experto que 
formula conceptos y opiniones de valor 
técnico con los que se actúa con mayor 
certeza en el ejercicio de la fiscaliza-
ción, especialmente en lo relativo a la 
vigilancia de la gestión fiscal. CTLFEF.

Auditoría gubernamental

Es el conjunto de normas, reglas, pro-
cedimientos y disposiciones legales y 
profesionales, cuya aplicación permitirá 
a las entidades facultadas por ley a ejer-
cerlas, el allegarse de una certeza ra-
zonable sobre los requisitos de calidad 
relativo a la personalidad y capacidad 
técnica de los auditores gubernamen-
tales, al trabajo que desempeñan y la 
forma como deben de llevarlo a cabo, 
y al rendimiento de informes resultado 
de sus intervenciones. Es una función 
independiente de apoyo a la función 
directiva y se oriente básicamente a la 

verificación, examen y evaluación de 
las operaciones y sistemas de control 
de las dependencias y entidades, con 
el propósito de determinar el grado de 
economía, eficiencia y eficacia con que 
se están alcanzando las metas y objeti-
vos; vigilando además, que el manejo y 
aplicación de los recursos públicos res-
ponda a las políticas dictadas en la ma-
teria por el Ejecutivo Federal. CTLFEF

Auditoría integral gubernamental

Revisión global de las actividades finan-
cieras, contables y administrativas que 
realizan las dependencias y entidades 
de la administración pública, que inclu-
ye auditoría financiera, operacional, de 
resultados de programas y de legalidad. 
MERAPM

Auditoría ocular

Es aquélla en que se verifica la ubica-
ción, existencia, estado y operación de 
una obra, registrando las características 
constructivas relevantes de la misma. 
MERAPM

Auditoría paramétrica

Es aquélla que tiene como finalidad 
determinar si las obras se ejecutaron 
a precios justos y con la calidad espe-
cificada. Para ello, se realiza el análisis 
y comparación de costos por paráme-
tros en precios unitarios e insumos de 
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conceptos preponderantes de los pre-
supuestos base y contratados, las esti-
maciones y los finiquitos. MERAPM

Auditoría social

Es aquélla que tiene como objeto pro-
mover el oportuno y correcto destino 
de los recursos públicos, así como pre-
venir irregularidades; igualmente trami-
tar y agilizar la resolución de problemas 
y quejas con la actuación e intervención 
directa de los beneficiarios por obras y 
servicios instrumentados por los entes 
fiscalizables. MERAPM

Auditoría Superior  
de la Federación (ASF) 

La Cámara de Diputados coordina y 
evalúa, sin perjuicio de su autonomía 
técnica y de gestión, el desempeño de 
las funciones de la ASF, en los términos 
que disponga la LFRCF.

La revisión de la Cuenta Pública la 
realizará la Cámara de Diputados a tra-
vés de la ASF. Si del examen que ésta 
realice aparecieran discrepancias entre 
los ingresos o los egresos, o con re-
lación a los conceptos y las partidas 
respectivas o no existiera exactitud o 
justificación en los ingresos obtenidos 
o en los gastos realizados, se determi-
narán las responsabilidades respecti-
vas. En el caso de la revisión sobre el 
cumplimiento de los objetivos de los 
programas, la ASF sólo podrá emitir las 

recomendaciones para la mejora en el 
desempeño de los mismos. Art. 74. 
CPEUM

Órgano técnico de fiscalización de 
la Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión a que se refieren los artí-
culos 74, fracciones II y VI, 79 y 109 
de la CPEUM. Art. 4. LFRCF (ver tam-
bién Fiscalización Superior de la 
Federación)

La autonomía técnica y de gestión 
de la ASF, la facultad para decidir sobre 
la planeación, programación, ejecución, 
informe y seguimiento en el proceso de 
la fiscalización superior y para disponer 
sobre su organización interna, estruc-
tura y funcionamiento, así como la ad-
ministración de sus recursos humanos, 
materiales y financieros que utilice para 
la ejecución de sus atribuciones, en los 
términos contenidos en la Constitución 
y esta Ley. Art. 4. LFRCF

La vigilancia de la ASF la lleva a cabo 
la Comisión de Vigilancia, a través de 
la Unidad de Evaluación y Control, UEC, 
vigilará que el Titular de la ASF, los audi-
tores especiales y los demás servidores 
públicos de la ASF en el desempeño de 
sus funciones, se sujetarán a lo estable-
cido en la LGRA y a las demás dispo-
siciones legales aplicables. Art. 102. 
LFRCF

Para el efecto de apoyar a la Comisión 
de Vigilancia en el cumplimiento de sus 
atribuciones existirá la UEC, encargada 
de vigilar el estricto cumplimiento de 
las funciones a cargo de los servidores 
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públicos de la ASF, la cual formará par-
te de la estructura de la Comisión de 
Vigilancia.

La UEC, en el caso de los servido-
res públicos de la ASF, podrá imponer 
las sanciones administrativas no gra-
ves previstas en la LGRA o, tratándose 
de faltas graves en términos de dicha 
ley, promover la imposición de sancio-
nes ante el Tribunal, por lo que contará 
con todas las facultades que dicha Ley 
otorga a las autoridades investigadoras 
y substanciadoras. Se deberá garantizar 
la estricta separación de las unidades 
administrativas adscritas a la UEC, en-
cargadas de investigar y substanciar 
los procedimientos administrativos san-
cionadores en términos de la LGRA. 
Asimismo, podrá proporcionar apoyo 
técnico a la Comisión de Vigilancia en 
la evaluación del desempeño de la ASF. 
Art. 103. LFRCF

Auditorías a los recursos federales

El propósito de estas auditorías es ve-
rificar y evaluar de acuerdo con las fa-
cultades de la ASF, que los recursos 
públicos federales fueron recibidos por 
las entidades federativas, los munici-
pios y las demarcaciones territoriales 
de la Ciudad de México, ya sea me-
diante reasignaciones hechas por las 
dependencias y entidades de la APF o 
a través de los ramos generales 23 y 
33, y que éstos se ejercieron y aplica-
ron de conformidad con lo dispuesto 

por la legislación y normativa aplica-
bles. También se incluyen las revisio-
nes sobre el ejercicio de los recursos 
del Programa de Fiscalización de 
Gasto Federalizado. Estas revisiones 
son practicadas por la ASF o por las 
Entidades de Fiscalización Superior 
Locales, con base en lo dispuesto por 
la LCF, otros ordenamientos jurídicos 
aplicables y los convenios estableci-
dos. Por su tipo, pueden ser audito-
rías de desempeño, financieras y de 
cumplimiento, o de inversiones físicas. 
CTLFEF

Auditorías de inversiones físicas

Su objetivo es constatar que las inver-
siones físicas realizadas para o por las 
entidades fiscalizadas fueron presu-
puestalmente aprobadas y que los re-
cursos asignados fueron correctamente 
utilizados; que existieron los estudios y 
proyectos respectivos y que éstos fue-
ron debidamente autorizados; que la 
contratación se sujetó a la normativa 
técnica y jurídica; que los costos fue-
ron acordes con los bienes, servicios 
o volúmenes de obra ejecutada, con 
el tipo y calidad de material utilizado, 
y que coincidieron con los precios au-
torizados; y que la ejecución y entrega 
de las obras se ajustaron a lo previs-
to en las leyes y contratos respectivos. 
Para llevar a cabo lo anterior, se realizan 
inspecciones físicas y pruebas técnicas. 
CTLFEF
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Auditorías de regularidad

Mediante estas auditorías la ASF verifica 
que las entidades fiscalizadas recauda-
ron, captaron, administraron, ejercieron 
y aplicaron los recursos públicos de 
conformidad con los programas y mon-
tos aprobados por la Honorable Cámara 
de Diputados, en cumplimiento de lo 
establecido en la LIF, en el PEF y demás 
disposiciones jurídicas y normativas 
aplicables. CTLFEF

Auditorías de seguimiento

Su objetivo es constatar y evaluar las 
gestiones realizadas por las entidades 
fiscalizadas para atender las observa-
ciones, recomendaciones y demás ac-
ciones emitidas por la ASF en ejercicios 
anteriores, a fin de fortalecer el control 
interno, evitar la recurrencia de errores 
y, en su caso, promover el fincamiento 
de responsabilidades ante las autorida-
des competentes. Los procedimientos 
aplicados en este tipo de revisiones se 
basan fundamentalmente en el análisis 
de la información y documentación que 
presentan las entidades fiscalizadas y la 
verificación en campo de las medidas 
instrumentadas para corregir lo obser-
vado. CTLFEF

Auditorías de sistemas

La finalidad de este tipo de revisio-
nes consiste en evaluar los sistemas y 

procedimientos utilizados y constatar 
que son confiables en su diseño y ope-
ración. Al practicar este tipo de audito-
rías se analizan, entre otros aspectos, 
los objetivos, políticas y procedimien-
tos; se selecciona el proceso o com-
ponente a revisar; se definen y aplican 
las rutinas de verificación; se identifican 
sus atributos y puntos de control; y se 
realizan las pruebas de cumplimiento a 
fin de comprobar su correcta operación. 
CTLFEF

Auditorías especiales

Su objetivo consiste en revisar los pro-
cedimientos y acciones de la APF para 
la creación y desincorporación, en sus 
diferentes modalidades, de empresas 
de participación estatal mayoritaria, 
fideicomisos y organismos descentra-
lizados. También se analiza y evalúa 
la ejecución de programas de apoyo 
financiero, la canalización de recursos 
por la vía de subsidios y transferen-
cias, el otorgamiento de permisos y 
concesiones para el desarrollo de 
programas o proyectos prioritarios y, 
eventualmente, problemas estructura-
les u operaciones singulares atípicas 
del Gobierno Federal. El enfoque de 
este tipo de revisiones es múltiple y 
puede incluir auditorías financieras, 
de sistemas, de cumplimiento legal 
y normativo, o bien, ocuparse de la 
evaluación de aspectos o proyectos 
específicos. CTLFEF
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Auditorías financieras  
y de cumplimiento

Por cuanto hace a los ingresos, su ob-
jetivo es constatar la forma y términos 
en que fueron recaudados, obtenidos, 
captados, registrados y administrados, 
así como verificar el cumplimiento de 
las disposiciones normativas aplicables. 
De manera particular, se revisa que 
los ingresos por concepto de impues-
tos, derechos, productos, aprovecha-
mientos y aportaciones de seguridad 
social, al igual que sus accesorios de-
nominados recargos, sanciones, gas-
tos de ejecución e indemnización, se 
recaudaron y registraron en la forma 
y términos establecidos por las dis-
posiciones normativas, y fueron pre-
sentados correctamente en la Cuenta 
Pública y en el Informe de Avance de 
la Gestión Financiera. Asimismo, que 
los recursos obtenidos a través de fi-
nanciamientos se contrataron, captaron 
y registraron de acuerdo con la legisla-
ción y normativa aplicable. De resultar 
procedente, se verifica que los ingresos 
propios correspondieron a los valores 
y volúmenes vendidos o a los servicios 
prestados, y que las transferencias reci-
bidas se registraron adecuadamente y 
se utilizaron para los fines autorizados. 
En materia de egresos, el propósito es 
examinar que los recursos presupuesta-
rios autorizados a las entidades fiscali-
zadas se aplicaron conforme al PEF en 
operaciones efectivamente realizadas, 

que fueron utilizados para el cumpli-
miento de las funciones y atribuciones 
que la ley les confiere, que su ejercicio 
se ajustó a las disposiciones normativas 
vigentes y que se registraron con base 
en los Principios, Normas y Postulados 
de Contabilidad aplicables a la natu-
raleza de las operaciones realizadas 
y al Clasificador por Objeto del Gasto. 
CTLFEF

Austeridad y disciplina 
presupuestaria

Los ejecutores de gasto, en el ejercicio 
de sus respectivos presupuestos, debe-
rán tomar medidas para racionalizar el 
gasto destinado a las actividades ad-
ministrativas y de apoyo, sin afectar el 
cumplimiento de las metas de los pro-
gramas aprobados en el Presupuesto 
de Egresos.

El Ejecutivo Federal, por conducto 
de las dependencias competentes, esta-
blecerá los criterios generales para pro-
mover el uso eficiente de los recursos 
humanos y materiales de la APF, a fin de 
reorientarlos al logro de objetivos, evitar 
la duplicidad de funciones, promover la 
eficiencia y eficacia en la gestión públi-
ca, modernizar y mejorar la prestación 
de los servicios públicos, promover la 
productividad en el desempeño de las 
funciones de las dependencias y entida-
des y reducir gastos de operación. 

A fin de lograr los objetivos a que 
se refiere el párrafo anterior, el Ejecutivo 
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Federal deberá emitir un programa, en 
concordancia con el PND el cual deberá 
publicarse en el DOF, el 30 de agosto 
del primer año de gobierno de la admi-
nistración del Ejecutivo Federal.

Las dependencias y entidades de-
berán cumplir con los compromisos e 
indicadores del desempeño de las me-
didas que se establezcan en el progra-
ma a que se refiere el párrafo anterior y 
formalizarse por los titulares de las de-
pendencias y entidades, presentando el 
avance en su cumplimiento en los infor-
mes trimestrales. Dicho programa será 
de observancia obligatoria para todas 
las dependencias y entidades. Art. 61. 
LFPRH

Austeridad, ajuste del gasto 
corriente, modernización de la 

gestión pública, disposiciones de

Las dependencias y entidades se suje-
tarán a las disposiciones de austeridad, 
ajuste del gasto corriente, mejora y mo-
dernización de la gestión pública que se 
establezcan en los términos del Título 
Tercero, Capítulo IV, de la LFPRH, y en 
las demás disposiciones aplicables, las 
cuales deberán prever como mínimo, las 
instrucciones descritas en este aparta-
do 14. Art. 14. PEF

Autarquía

Situación de autosuficiencia, lo cual es 
una utopía tratándose de un país o una 

región. El comercio surge precisamen-
te por la no autosuficiencia. DEZS

En economía, tendencia de un Esta- 
do a organizarse en tal forma que no ne- 
cesite de otros países para nutrir y  
acrecentar su vida económica. GTE

Autenticación

Es la confirmación de validez de docu-
mentos e información. MERAPM

Auto de vinculación  
a proceso

Ninguna detención ante autoridad judi-
cial podrá exceder del plazo de setenta 
y dos horas, a partir de que el indiciado 
sea puesto a su disposición, sin que se 
justifique con un auto de vinculación a 
proceso en el que se expresará el de-
lito que se impute al acusado; el lugar, 
tiempo y circunstancias de ejecución, 
así como los datos que establezcan 
que se ha cometido un hecho que la 
ley señale como delito y que exista la 
probabilidad de que el indiciado lo co-
metió o participó en su comisión. Art. 
19. CPEUM

El Juez de control, a petición del 
agente del Ministerio Público, dictará 
el auto de vinculación del imputado a 
proceso, siempre que se atiendan las 
especificaciones del presenta numeral. 
Art. 316. CNPP

El auto de vinculación a proceso de-
berá contener:
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I)	 Los datos personales del imputado;
II)	 Los fundamentos y motivos por los 

cuales se estiman satisfechos los re-
quisitos mencionados en el artículo 
anterior; y

III)	El lugar, tiempo y circunstancias de 
ejecución del hecho que se imputa. 
Art. 317. CNPP

El auto de vinculación a proceso 
establecerá el hecho o los hechos de-
lictivos sobre los que se continuará el 
proceso o se determinarán las formas 
anticipadas de terminación del proceso, 
la apertura a juicio o el sobreseimiento. 
Art. 318. CNPP

En caso de que no se reúna algu-
no de los requisitos previstos en este 
Código, el Juez de control dictará un 
auto de no vinculación del imputado a 
proceso y, en su caso, ordenará la liber-
tad inmediata del imputado, para lo cual 
revocará las providencias precautorias y 
las medidas cautelares anticipadas que 
se hubiesen decretado.

El auto de no vinculación a proceso 
no impide que el Ministerio Público con-
tinúe con la investigación y posterior-
mente formule nueva imputación, salvo 
que en el mismo se decrete el sobresei-
miento. Art. 319. CNPP

Autocracia

Concentración de poder en una sola 
unidad y su ejercicio sin límites ni con-
trol. DCPDN

Autonomía

Del griego autos, por sí mismo, y nó-
mos, ley. Facultad para regirse por fue-
ro propio. Sinónimo de emancipación, 
libertad, soberanía, separación e inde-
pendencia. Facultad de gobernarse por 
sus propias leyes. DPGAP

Capacidad de individuos, grupos, or-
ganizaciones, empresas y Estados, de 
determinar ellos mismos sus objetivos y 
premisas de decisión en relación con el 
entorno correspondiente. DCPDN

Autonomía de gestión

Mayor margen de maniobra otorgado a 
las empresas públicas que les permite 
tener más agilidad para adecuarse a las 
nuevas circunstancias para el desarrollo 
pleno de la capacidad gerencial de los 
niveles de dirección, reformulando el 
sistema de relaciones existentes entre 
sector central y paraestatal.

Proceso mediante el cual las empre-
sas públicas deciden responsablemente 
la adquisición o enajenación de produc-
tos, el ejercicio de los recursos propios, 
su estructura administrativa y los nive-
les de remuneración del personal cuya 
fijación no sea competencia de otras 
instancias, para cumplir más eficaz y 
eficientemente con los objetivos estra-
tégicos que le asigna el estado.

Supone el desarrollo de un sistema 
de evaluación que pone énfasis en los 
resultados para lo cual es necesario 
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establecer indicadores de gestión. De 
esta forma, la evaluación se convierte 
en apoyo sustancial de las funciones de 
dirección. GTUAPF

Autonomía municipal

La autonomía es un principio que se 
sustenta por la doctrina y que ha mere-
cido reconocimiento internacional. 

El término autonomía, de autos, por 
sí mismo, y nomos, ley, consiste en la 
facultad que una persona tiene para 
darse sus propias normas, sea un in-
dividuo, una comunidad o un órgano 
del Estado. En el derecho público, sirve 
para designar la “potestad que dentro 
del Estado pueden gozar municipios, 
provincias, regiones u otras entidades 
de él, para regir intereses de su vida 
interior, mediante normas y órganos de 
gobierno propios”, según Hugo Charni, 
citado en DMVC.

Se reconoce en nuestro derecho públi-
co que tanto los estados de la República 
como los municipios tienen el carácter de 
autónomos, aunque ejercen sus competen-
cias en un ámbito territorial determinado. 

A los municipios se les considera au-
tónomos porque encarnan un ámbito de 
gobierno propio, así como porque en 
ellos se sustenta la organización territo-
rial y administrativa del país. El principio 
autonómico del municipio se manifiesta 
en: a) autonomía de gobierno o política, 
que se ejerce a través de una corporación 
denominada ayuntamiento; b) autonomía 

jurídica, porque posee personalidad pro-
pia, así como puede expedir reglamentos 
y realizar otros actos jurídicos; c) autono-
mía administrativa, en cuanto tiene una 
estructura propia que se compone de 
diversas dependencias y unidades en-
cargadas de los servicios públicos, y d) 
autonomía financiera, en virtud de que 
cuenta con su patrimonio y su hacienda 
de carácter público. DMVC

Autonomía presupuestaria

Autonomía otorgada a los ejecutores de 
gasto por la CPEUM o en su caso, por 
disposición expresa en las leyes de su 
creación, que comprende aprobar sus 
proyectos de presupuesto y enviarlos a 
la SHCP para su integración al proyecto 
de PEF, observando los criterios gene-
rales de política económica; ejercer sus 
presupuestos, sin sujetarse a las dispo-
siciones generales emitidas por la SHCP 
y por la SFP; autorizar las adecuaciones 
a sus presupuestos sin requerir la auto-
rización de la SHCP; realizar sus pagos 
a través de sus respectivas tesorerías o 
sus equivalentes; determinar los ajustes 
que correspondan en sus presupues-
tos en caso de disminución de ingre-
sos y llevar la contabilidad y elaborar 
sus informes conforme a lo previsto en 
la LGCG, así como enviarlos a la SHCP 
para su integración a los informes tri-
mestrales y a la Cuenta Pública. CTLFEF

La autonomía presupuestaria otorga-
da a los ejecutores de gasto a través de 
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la CPEUM o, en su caso, de disposición 
expresa en las leyes de su creación, 
comprende las facultades compren-
didas en el numeral 5 de la Ley, para 
el caso de los Poderes Legislativo y 
Judicial; entes autónomos; entidades y 
órganos administrativos desconcentra-
dos con autonomía presupuestaria. Art. 
5. LFPRH

Autonomía técnica  
y de gestión de la ASF

El artículo 79, párrafo I de la CPEUM 
señala que la Entidad de Fiscalización 
Superior de la Federación, “tendrá au-
tonomía técnica y de gestión en el ejer-
cicio de sus atribuciones, y gozará de 
igual consideración para decidir sobre 
su organización interna, funcionamiento, 
y resoluciones, en los términos que dis-
ponga la ley”. La prescripción anotada 
identifica textualmente dos ámbitos de 
autonomía, al señalar que la Entidad de 
Fiscalización Superior de la Federación 
“tendrá” autonomía técnica y de ges-
tión en el ejercicio de sus atribuciones. 
Sin embargo, la interpretación armónica 
del precepto indica que en realidad se 
individualizan cinco ámbitos concretos 
en los que se proyecta el concepto de 
autonomía, pues el precepto estipu-
la de inmediato que “gozará de igual 
consideración” en lo concerniente a su 
organización interna, funcionamiento, y 
resoluciones. Los cinco ámbitos concre-
tos en los que se proyecta el concepto 

de autonomía, se pueden enlistar de la 
siguiente forma a) técnica; b) de ges-
tión; c) organizativa; d) funcional; y, e) 
decisoria. CTLFEF

Autonomía universitaria

Las universidades y las demás institu-
ciones de educación superior a las que 
la ley otorgue autonomía, tendrán la 
facultad y la responsabilidad de gober-
narse a sí mismas; realizarán sus fines 
de educar, investigar y difundir la cul-
tura de acuerdo con los principios de 
este artículo, respetando la libertad de 
cátedra e investigación y de libre exa-
men y discusión de las ideas; determi-
narán sus planes y programas; fijarán 
los términos de ingreso, promoción y 
permanencia de su personal académi-
co; y administrarán su patrimonio. Las 
relaciones laborales, tanto del personal 
académico como del administrativo, se 
normarán por el apartado A del artículo 
123 de esta Constitución, en los térmi-
nos y con las modalidades que establez-
ca la LFT conforme a las características 
propias de un trabajo especial, de ma-
nera que concuerden con la autonomía, 
la libertad de cátedra e investigación y 
los fines de las instituciones a que esta 
fracción se refiere. Art. 3. CPEUM

Autoridad 

Término crucial de la teoría política, 
donde se emplea en relación estrecha 
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con la noción de poder. Característica 
particular de las estructuras jerárquicas 
pero que puede existir en relaciones in-
formales de poder.

Tiene grandes implicaciones inclu-
sive entre sociólogos, politólogos y 
abogados, pues se habla de autoridad 
legítima que ejerce un poder conse-
cuentemente fundado, que se entrelaza 
con la eficacia y estabilidad de la misma, 
con su ideología, entre otros aspectos. 
Por ello, se sugiere la lectura completa 
de la referencia. DDP

Atribución conferida por la ley a 
ciertas personas, para que éstas pue-
dan ejercer la función de mando, en-
caminada a lograr el cumplimiento de 
la ley o funciones de las instituciones. 
GTUAPF

Autoridad administrativa

Compete a la autoridad administrativa la 
aplicación de sanciones por las infrac-
ciones de los reglamentos gubernativos 
y de policía, las que únicamente consis-
tirán en multa, arresto hasta por treinta 
y seis horas o en trabajo a favor de la 
comunidad; pero si el infractor no paga-
re la multa que se le hubiese impuesto, 
se permutará esta por el arresto corres-
pondiente, que no excederá en ningún 
caso de treinta y seis horas.

Si el infractor de los reglamentos 
gubernativos y de policía fuese jor-
nalero, obrero o trabajador, no podrá 
ser sancionado con multa mayor del 

importe de su jornal o salario de un 
día.

Tratándose de trabajadores no asa-
lariados, la multa que se imponga por 
infracción de los reglamentos guberna-
tivos y de policía, no excederá del equi-
valente a un día de su ingreso. Art. 21. 
CPEUM

Autoridad certificadora

Las dependencias y entidades de la 
APF y a los prestadores de servicios de 
certificación que, conforme a las dispo-
siciones jurídicas, tengan reconocida 
esta calidad y cuenten con la infraes-
tructura tecnológica para la emisión, 
administración y registro de certificados 
digitales, así como para proporcionar 
servicios relacionados con los mismos. 
Art. 836-B LFT

Autoridad fiscal

Representante del poder público fa-
cultado para recaudar impuestos, lle-
var un control de los contribuyentes, 
o imponer las sanciones previstas 
por el CFF, interpretar disposicio-
nes de la ley, entre otras funciones. 
GIFSAT

Autoridad intermedia

Aquella que con carácter administra-
tivo impide la relación directa entre el 
Ayuntamiento y la autoridad estatal, 
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prohibida a partir de la promulgación de 
la Constitución de 1917. DTMV

Autoridad investigadora

La autoridad en las Secretarías, los 
Órganos internos de control, la ASF y 
las entidades de fiscalización superior 
de las entidades federativas, así como 
las unidades de responsabilidades de 
las empresas productivas del Estado, 
encargada de la investigación de faltas 
administrativas. Art. 3. LGRA

Autoridad judicial

La ley determinará los casos en que los 
particulares podrán ejercer la acción 
penal ante la autoridad judicial. La im-
posición de las penas, su modificación 
y duración son propias y exclusivas de 
la autoridad judicial. Art. 21. CPEUM 

Autoridad militar

En tiempo de paz, ninguna autoridad 
militar puede ejercer más funciones 
que las que tengan exacta conexión 
con la disciplina militar. Solamente ha-
brá Comandancias Militares fijas y per-
manentes en los castillos, fortalezas y 
almacenes que dependan inmediata-
mente del Gobierno de la Unión; o en 
los campamentos, cuarteles o depósi-
tos que, fuera de las poblaciones, esta-
bleciere para la estación de las tropas. 
Art. 129. CPEUM

Autoridad recaudadora

La constituyen las oficinas de aduanas 
y federales de hacienda y las autorida-
des fiscales de las entidades federati-
vas coordinadas y de los organismos 
descentralizados y bancos comerciales 
competentes para recaudar la contribu-
ción federal de que se trate y para llevar 
a cabo el procedimiento administrativo 
de ejecución. GTUAPF

Autoridad resolutora

Tratándose de faltas administrativas no 
graves lo será la unidad de responsabi-
lidades administrativas o el servidor pú-
blico asignado en los Órganos internos 
de control. Para las faltas administrati-
vas graves, así como para las faltas de 
particulares, lo será el Tribunal compe-
tente. Art. 3. LGRA

Autoridad substanciadora

La autoridad en las Secretarías, los 
Órganos internos de control, la ASF 
y sus homólogas en las entidades 
federativas, así como las unidades 
de responsabilidades de las empre-
sas productivas del Estado que, en 
el ámbito de su competencia, dirigen 
y conducen el procedimiento de res-
ponsabilidades administrativas desde 
la admisión del Informe de presunta 
responsabilidad administrativa y hasta 
la conclusión de la audiencia inicial. La 
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función de la Autoridad substanciado-
ra, en ningún caso podrá ser ejercida 
por una Autoridad investigadora. Art. 
3. LGRA.

Autoridades administradoras

Son las autoridades fiscales de la 
SHCP, de las entidades federativas 
coordinadas y de los organismos des-
centralizados competentes para con-
ceder la autorización de que se trate. 
GTUAPF

Autoritarismo

Tiene muchos significados; el más ge-
neral se refiere a la vigencia de valores 
y al comportamiento según modelos de 
acción que se encuentran en oposición 
al liberalismo, pluralismo, individualis-
mo, en resumen en contra de todo lo 
moderno. DCPDN

El adjetivo autoritario y el sustanti-
vo autoritarismo que se deriva de él se 
emplean sobretodo en tres contextos: 
la estructura de los sistemas políticos, 
las disposiciones psicológicas relacio-
nadas con el poder y las ideologías 
políticas. 

Se suele llamar autoritarios a los re-
gímenes que privilegian el aspecto del 
mando y menosprecian el del consen-
so, concentrado el poder político en un 
hombre o en un solo órgano y restando 
valor a las instituciones representativas. 
DDP

Autos y sentencias,  
congruencia y contenido de

Los autos y las sentencias deberán 
ser congruentes con la petición o 
acusación formulada y contendrán de 
manera concisa los antecedentes, los 
puntos a resolver y que estén debida-
mente fundados y motivados; deberán 
ser claros, concisos y evitarán formu-
lismos innecesarios, privilegiando el 
esclarecimiento de los hechos. Art. 
68. CNPP

Las resoluciones escritas serán fir-
madas por los jueces o magistrados. 
Art. 70. CNPP

Autosuficiencia económica

Situación que permite a una sociedad 
satisfacer sus requerimientos económi-
cos utilizando únicamente sus recursos 
propios. GTE

Aval

Garantía que cubre total o parcialmente 
la deuda de una persona, prestada por 
un tercero, que se obliga solidariamente 
en caso de que el deudor no realice el 
pago. GIFSAT

La firma en un documento que ex-
presa compromiso de pago en caso de 
incumplimiento por el deudor. GTE

Garantía total o parcial de pago 
prestada por un tercero, que se obliga 
solidariamente con el deudor, para el 
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caso de que éste no lo realice. El aval 
se hace constar en los propios títulos 
de crédito o bien en un oficio, contrato 
o cualquier otro instrumento, en forma 
genérica.

La obligación contraída por alguno 
de los signatarios de un título de cré-
dito o por un extraño, de pagar dicho 
título en todo o en parte, en defecto de 
alguno de los obligados en el título mis-
mo. El aval se hace constar en el propio 
documento o en hoja que se le adhiera. 
Se expresa con la fórmula “por aval”, u 
otra equivalente y debe llevar la firma 
de quien lo presta. GTUAPF

Avalúo

Fijación mediante dictamen pericial del 
precio justo de una cosa. Valor asig-
nado a una cosa representado por su 
precio. Precio que corresponde con una 
apreciación equitativa al costo de pro-
ducción y a la legítima ganancia o be-
neficio del productor. DD 

Estimación o dictamen pericial que 
se hace del valor o precio de una cosa. 
GTUAPF

Estimación que se hace del valor 
o precio de una cosa. GIFSAT

Avalúo catastral

Especificación del valor de un bien 
inmueble hecho por las autoridades 
encargadas de fijar el impuesto corres-
pondiente. GTE

La valuación oficial de un inmueble 
para fines de contribuciones prediales. 
GTUAPF

Avance físico

Reporte que permite conocer en una 
fecha determinada el grado de cumpli-
miento en términos de metas que van 
teniendo cada uno de los programas de 
la administración pública y que posibili-
ta a los responsables de los mismos co-
nocer la situación que guardan durante 
su ejecución. GTUAPF

Porcentaje de obra ejecutado en re-
lación a la meta total aprobada para una 
obra o acción. MERAPM

Avance físico financiero

Reporte que permite conocer los re-
sultados de las metas programadas 
en relación con los recursos del gasto 
utilizados en un periodo determinado. 
GTUAPF

Porcentaje de recurso financiero 
ejercido en relación al monto total de la 
obra o acción. MERAPM

Ayuda social

Permite a las personas que no pue-
dan obtener su sustento a través de 
una actividad remunerada, con ayu-
da de otros ingresos por transferen-
cias, llevar una vida con dignidad. 
DCPDN
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Ayuntamiento

Órgano de representación popular encar-
gado del gobierno en el municipio. Se in-
tegra por el Presidente Municipal, Síndico 
y Regidores electos mediante voto libre, 
secreto y directo y las autoridades ad-
ministrativas que designe el alcalde o el 
cabildo. Artículos 2-3,10-12, 17-18, 21, 
27-29, 31, y 34-35. LOMLEV. DTMV

Corporación que rige al municipio, está 
integrado por regidores y síndicos que 
colaboran con el presidente municipal en 
la realización de las funciones públicas.

Derivación del término “ayuntar” que 
proviene del  latín ad a, y juntar, unión. 
El término se emplea también como si-
nónimo de alcaldía, municipio, municipa-
lidad. Constituye un órgano colegiado 
y deliberante que asume la representa-
ción del municipio. Está integrado por el 
Presidente Municipal el o los síndicos y 
los regidores, quien son electos por vo-
tación popular. La reunión de los ediles 
constituye el ayuntamiento. AGDM

El término se emplea también como 
sinónimo de alcaldía, municipio, concejo. 
Órgano colegiado y deliberante que asume 
la representación del Municipio. Está inte-
grado por el presidente municipal, el o los 
síndicos y los regidores. La reunión de los 
ediles constituye el ayuntamiento. DPGAP

Ayuntamiento, forma de gobierno

En el artículo 115 constitucional se de- 
clara que “cada municipio será gober- 

nado por un ayuntamiento de elección 
popular directa, integrado por un presi-
dente y el número de regidores y síndi-
cos que la ley determine”.

El término ayuntamiento proviene 
del latín adiunctum, surgido de adiun-
gere, juntar, unión de dos o más indivi-
duos para formar un grupo; de lo cual 
resulta que el ayuntamiento consiste en 
un cuerpo colegiado de carácter deli-
berante y naturaleza eminentemente 
democrática, en virtud de que toma sus 
decisiones por el voto de la mayoría de 
sus miembros. Se encuentra íntimamen-
te ligado el vocablo “ayuntamiento” con 
el de “cabildo”, del latín capitulum, cuer-
po de eclesiásticos pero que se diferen-
cia de su sentido original porque ahora 
designa a las personas que tienen una 
representación en el ayuntamiento, esto 
es, al presidente municipal, síndicos y 
regidores. DMVC

Ayuntamiento, funcionamiento del

Funcionan en Pleno como cuerpo cole-
giado o en comisiones para vigilar las 
actividades municipales. Las sesiones, 
ordinarias y al menos una vez al mes 
o extraordinarias, se celebran normal-
mente en el palacio municipal, en un 
local denominado “sala de cabildos”.

Las comisiones más comunes son:

•	 Gobernación y reglamentos;
•	 Hacienda y patrimonio municipal;
•	 Desarrollo municipal;
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•	 Obras y servicios públicos;
•	 Educación, cultura y recreación;
•	 Parques, jardines y ornato;
•	 Limpia pública, ecología y medio 

ambiente;
•	 Agua potable y alcantarillado;
•	 Alumbrado público y vialidad; y
•	 Seguridad pública y protección civil. 

DMVC

Ayuntamiento, miembros del

El presidente municipal es la figura pro-
minente, en virtud de que es el repre-
sentante nato del municipio, órgano de 
ejecución de los acuerdos del ayunta-
miento y jefe del gobierno y la adminis-
tración municipal. Es el presidente del 
cabildo, con voto de calidad en caso 
de empate. Propone al ayuntamiento 
la designación del secretario, tesore-
ro y contralor municipal; nombra a los 
titulares de las dependencias adminis-
trativas; supervisa la hacienda pública y 
los servicios públicos; otorga permisos, 
autorizaciones e impone infracciones 
reglamentarias. Representa al ayunta-
miento ante las instancias políticas y 
sociales y es el principal encargado del 
registro civil.

El o los síndicos, es el abogado de 
los intereses de una ciudad, por lo que 
es el representante jurídico del ayunta-
miento; preside comisiones importan-
tes del cabildo y actúa como su asesor 

legal, además, suple en sus ausencias, 
al presidente municipal.

Los regidores, cuyo número varía se-
gún la importancia del municipio, pueden 
ser de mayoría o de representación pro-
porcional. Participan en las sesiones del 
cabildo y participan en comisiones que 
conciernen a los ramos de la administra-
ción y de los servicios públicos. DMVC

Ayuntamiento, secretario del

Es un auxiliar directo del alcalde y el 
eje de la administración municipal. Le 
corresponde convocar a sesiones de 
cabildo y levantar las actas corres-
pondientes; el archivo general y la 
correspondencia; ocuparse de las dis-
posiciones jurídicas; trámite y despacho 
de los asuntos municipales y ayudar al 
presidente en lo que le requiera. DMVC

Ayuntamientos, revocación, 
desaparición y suspensión de

Atribuciones de las legislaturas locales, 
ya sea en lo general o en la revocación 
del mandato a algunos de sus miembros, 
pero siempre y cuando éstos hayan te-
nido la oportunidad de rendir pruebas y 
hacer los alegatos que a su juicio con-
vengan. Se exige para esas decisiones 
una mayoría calificada, consistente en el 
acuerdo de las dos terceras partes de 
los integrantes de la legislatura. DMVC
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No se puede formar el carácter y el valor 
mediante la eliminación de la iniciativa 

e independencia de las personas. 
No se puede ayudar a las personas 

de forma permanente haciendo por ellos 
lo que ellos pueden y deben hacer por sí mismos. 
		             		   Abraham Lincoln
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Baja documental

Eliminación de aquella documentación 
que haya prescrito en sus valores admi-
nistrativos, legales, fiscales o contables, 
y que no contenga valores históricos. 
Art. 4. LFA

Balance económico

Resultado positivo (superávit) o negativo 
(déficit) de la confrontación entre los in-
gresos y los egresos del Gobierno Federal 
y de las entidades paraestatales de con-
trol presupuestario directo e indirecto. El 
balance económico se divide en presu-
puestario y extrapresupuestario. CTLFEF

Balance general

Informe financiero que da cuenta del es-
tado de la economía y finanzas de una 
institución en un momento o durante un 
lapso determinado.

El balance general, también conocido 
como estado de situación patrimonial 

o balance de situación, es un conjunto 
de datos e informaciones presentados a 
modo de documento final que incluye un 
panorama de la situación financiera de 
una entidad o empresa y que a menudo 
tiene lugar una vez al año. BGDABC
Es uno de los principales estados finan-
cieros de toda persona física o moral, 
que detalla los importes de todos sus 
bienes, derechos y propiedades a una 
fecha determinada, agrupándolos en el 
Activo, y presentándolos según su dis-
ponibilidad. Informa también las fuen-
tes de financiamiento que permitieron 
la posesión de las pertenencias des-
critas, y que pueden ser originadas de 
manera externa, llamándolo Pasivo, que 
se muestra en base a su exigibilidad en 
corto y largo plazo; o bien, con recur-
sos propios que se manifiestan en el 
Patrimonio o Capital Contable. RMO

Balance presupuestario

La diferencia entre los Ingresos tota-
les incluidos en la Ley de Ingresos, y 

B
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los Gastos totales considerados en el 
Presupuesto de Egresos, con excepción 
de la amortización de la deuda. Art. 2. 
LDFEFM

En caso de que durante el ejercicio 
fiscal disminuyan los ingresos previstos 
en la Ley de Ingresos, el Ejecutivo de la 
Entidad Federativa, por conducto de la 
secretaría de finanzas o su equivalente, 
a efecto de cumplir con el principio de 
sostenibilidad del Balance presupues-
tario y del Balance presupuestario de 
recursos disponibles, deberá aplicar 
ajustes al Presupuesto de Egresos en los 
rubros de gasto en el siguiente orden: 
gastos de comunicación social; gasto 
corriente que no constituya un subsidio 
entregado directamente a la población, 
y gasto en servicios personales, priori-
tariamente las erogaciones por concep-
to de percepciones extraordinarias.

En caso de que los ajustes anterio-
res no sean suficientes para compensar 
la disminución de ingresos, podrán rea-
lizarse ajustes en otros conceptos de 
gasto, siempre y cuando se procure no 
afectar los programas sociales. Art. 15. 
LDFEFM

Balance presupuestario  
de recursos disponibles negativo 

en las entidades federativas

Debido a razones excepcionales, las 
iniciativas de Ley de Ingresos y de 
Presupuesto de Egresos podrán prever 
un Balance presupuestario de recursos 

disponibles negativo. En estos casos, el 
Ejecutivo de la Entidad Federativa, de-
berá dar cuenta a la Legislatura local de 
los siguientes aspectos:

I)	 Las razones excepcionales que jus-
tifican dicho Balance, conforme a lo 
dispuesto en el siguiente artículo;

II)	 Las fuentes de recursos necesarias 
y el monto específico para cubrir 
ese Balance presupuestario nega-
tivo; y

III)	El número de ejercicios fiscales y 
acciones requeridas para que dicho 
Balance presupuestario negativo sea 
eliminado y se restablezca el Balance 
presupuestario sostenible.

El Ejecutivo de la Entidad Federativa, 
a través de la secretaría de finanzas o 
su equivalente, reportará en informes 
trimestrales y en la Cuenta Pública que 
entregue a la Legislatura local y a través 
de su página oficial de internet, el avan-
ce de las acciones, hasta en tanto se 
recupere el presupuesto sostenible de 
recursos disponibles.

En caso de que la Legislatura lo-
cal modifique la Ley de Ingresos y el 
Presupuesto de Egresos de tal manera 
que genere un Balance presupuestario 
de recursos disponibles negativo, de-
berá motivar su decisión sujetándose 
a las fracciones I y II de este artículo. 
A partir de la aprobación del Balance 
presupuestario de recursos disponibles 
negativo a que se refiere este párrafo, el 
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Ejecutivo de la Entidad Federativa debe-
rá dar cumplimiento a lo previsto en la 
fracción III y el párrafo anterior de este 
artículo. Art. 6. LDFEFM

Se podrá incurrir en un Balance pre-
supuestario de recursos disponibles ne-
gativo cuando:

I)	 Se presente una caída en el PIB na-
cional en términos reales, y origine 
una caída en las participaciones fe-
derales con respecto a lo aprobado 
en el PEF, y ésta no logre compensar-
se con los recursos que, en su caso, 
reciban del Fondo de Estabilización 
de los Ingresos de las Entidades 
Federativas en los términos del artí-
culo 19 de la LFPRH;

II)	 Sea necesario cubrir el costo de la 
reconstrucción provocada por los 
desastres naturales declarados en 
los términos de la Ley General de 
Protección Civil; o

III)	Se tenga la necesidad de prever 
un costo mayor al 2 por ciento del 
Gasto no etiquetado observado en el 
Presupuesto de Egresos del ejercicio 
fiscal inmediato anterior, derivado de 
la implementación de ordenamien-
tos jurídicos o medidas de política 
fiscal que, en ejercicios posteriores, 
contribuyan a mejorar ampliamente 
el Balance presupuestario negati-
vo, ya sea porque generen mayores 
ingresos o menores gastos perma-
nentes; es decir, que el valor pre-
sente neto de dicha medida supere 

ampliamente el costo de la misma en 
el ejercicio fiscal que se implemente. 
Art. 7. LDFEFM

Debido a las razones excepcionales 
a que se refiere el artículo 7 de esta 
Ley, la Legislatura local podrá aprobar 
un Balance presupuestario de recursos 
disponibles negativo para el Municipio 
respectivo. Para tal efecto, el tesorero 
municipal o su equivalente, será respon-
sable de cumplir lo previsto en el artícu-
lo 6, párrafos terceros a quinto de esta 
Ley. Art. 19. LDFEFM

Balance presupuestario  
sostenible, estatal y municipal

El gasto total propuesto por el Ejecutivo 
de la Entidad Federativa en el proyec-
to de Presupuesto de Egresos, aquél 
que apruebe la Legislatura local y el 
que se ejerza en el año fiscal, deberá 
contribuir a un Balance presupuestario 
sostenible.

El Balance presupuestario de recur-
sos disponibles es sostenible, cuan-
do al final del ejercicio fiscal y bajo el 
momento contable devengado, dicho 
balance sea mayor o igual a cero. El 
Financiamiento Neto que, en su caso 
se contrate por parte de la Entidad 
Federativa y se utilice para el cálculo del 
Balance presupuestario de recursos dis-
ponibles sostenible, deberá estar dentro 
del Techo de Financiamiento Neto que 
resulte de la aplicación del Sistema de 
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Alertas, de acuerdo con el artículo 46 
de esta Ley. Art. 6. LDFEFM

El Gasto total propuesto por el 
Ayuntamiento del Municipio en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos, el 
aprobado y el que se ejerza en el año 
fiscal, deberán contribuir al Balance pre-
supuestario sostenible.

El Ayuntamiento del Municipio de-
berá generar Balances presupuestarios 
sostenibles. El Balance presupuestario 
de recursos disponibles es sostenible, 
cuando al final del ejercicio fiscal y bajo 
el momento contable devengado, dicho 
balance sea mayor o igual a cero. El 
Financiamiento Neto que, en su caso, 
se contrate por parte del Municipio y se 
utilice para el cálculo del Balance presu-
puestario de recursos disponibles sos-
tenible, deberá estar dentro del Techo 
de Financiamiento Neto que resulte de 
la aplicación del Sistema de Alertas, de 
acuerdo con el artículo 46 de esta Ley. 
Art. 19. LDFEFM

Balance primario del sector público

El balance primario es igual a la diferen-
cia entre los ingresos totales del sector 
público y sus gastos totales, excluyendo 
los intereses. Debido a que la mayor par-
te del pago de intereses de un ejercicio 
fiscal está determinado por la acumula-
ción de deuda de ejercicios anteriores, el 
balance primario mide el esfuerzo reali-
zado en el periodo corriente para ajustar 
las finanzas públicas. CTLFEF

Balanza comercial

Es la parte de la balanza de pagos 
que contempla las importaciones y 
exportaciones de mercancías o bie-
nes tangibles. Se utiliza para registrar 
el equilibrio o desequilibrio en el que 
se encuentran estas transacciones res-
pecto al exterior y se expresan en dé-
ficit o superávit, el primero cuando son 
mayores las importaciones y el segun-
do cuando son mayores las exportacio-
nes. CTLFEF

Se compone de las importaciones y 
exportaciones de un país. La compara-
ción que resulta puede ser favorable o no. 
Cuando la balanza comercial es favorable 
significa que las exportaciones fueron 
mayores que las importaciones. En caso 
contrario, la balanza es negativa. GTE

Balanza de comprobación

Es un estado contable que se formula 
periódicamente, por lo general al fin de 
cada mes, para comprobar que la totali-
dad de los cargos es igual a la totalidad 
de los abonos hechos en los libros du-
rante cierto periodo. La “balanza” casi 
siempre contiene los siguientes datos: 
a) folios de las cuentas; b) nombres de 
éstas; c) saldos deudores y acreedores 
debidamente clasificados y d) sumas de 
saldos deudores y acreedores, las cua-
les deben ser iguales entre sí. Conjunto 
de datos que arroja el libro mayor an-
tes de que se registren los asientos de 
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liquidación de cuentas de los presu-
puestos y de resultados. BCEJL

Informe contable auxiliar o secun-
dario que se elabora periódicamente, 
por lo general cada mes, para tener la 
certeza de que se conserva el principio 
de la partida doble. Incluye el número y 
nombre de todas las cuentas del catálo-
go respectivo, afectadas en el periodo, 
así como el total de los movimientos 
deudores y acreedores. El total de los 
cargos debe ser igual al total de los 
abonos. MERAPM

Balanza de pagos

Registro sistemático de todas las tran-
sacciones económicas efectuadas entre 
los residentes del país y los del resto del 
mundo, sus principales componentes son 
la cuenta corriente, la cuenta de capital 
y la cuenta de las reservas monetarias. 
Cada transacción se incorpora a la ba-
lanza de pagos como un crédito o un dé-
bito. Un crédito, es una transacción que 
lleva a recibir un pago de extranjeros; un 
débito es una transacción que conduce a 
un pago a extranjeros. CTLFEF

Esta balanza se integra con la balan-
za comercial, con los créditos y adeu-
dos contraídos en el extranjero con los 
gastos del turismo que viene al país, 
con los envíos de dinero hechos por 
los nacionales que se encuentran en 
el extranjero con los envíos de dinero 
que realizan los extranjeros a su país de 
origen. En general la balanza de pagos 

abarca todo el movimiento de salida y 
entrada de dinero en un determinado 
país. Puede ser favorable o desfavora-
ble. GTE

Banca comercial

Instituciones de crédito autorizadas por 
el Gobierno Federal para captar recur-
sos financieros del público y otorgar a su 
vez créditos, destinados a mantener en 
operación las actividades económicas. 
Por estas transacciones de captación y 
financiamiento, la banca comercial esta-
blece tasas de interés activas y pasivas. 
CTLFEF

Banca de desarrollo

Son entidades de la APF, con perso-
nalidad jurídica y patrimonio propio, 
que ejercen el servicio de banca y cré-
dito a largo plazo con sujeción a las 
prioridades del PND y en especial al 
Programa Nacional de Financiamiento 
del Desarrollo, para promover y finan-
ciar sectores que le son encomendados 
en sus leyes orgánicas. Por ejemplo, a 
Nacional Financiera se le encomienda 
promover el ahorro y la inversión; así 
como canalizar apoyos financieros y 
técnicos al fomento industrial y en ge-
neral al desarrollo económico nacional 
y regional del país. Las instituciones de 
banca de desarrollo tienen por objeto 
financiar proyectos prioritarios para el 
país. CTLFEF
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Banco central

Se dice del banco que controla un go-
bierno para desarrollar su política mone-
taria y por lo tanto guarda una situación 
de banco de bancos. Es el que emite el 
dinero y regula el crédito. En México se 
denomina Banco de México. GTE

Banco de México (BANXICO)

El Estado tendrá un banco central que 
será autónomo en el ejercicio de sus fun-
ciones y en su administración. Su objeti-
vo prioritario será procurar la estabilidad 
del poder adquisitivo de la moneda na-
cional, fortaleciendo con ello la rectoría 
del desarrollo nacional que corresponde 
al Estado. Ninguna autoridad podrá or-
denar al banco conceder financiamiento. 
El Estado contará con un fideicomiso 
público denominado Fondo Mexicano 
del Petróleo para la Estabilización y el 
Desarrollo, cuya Institución Fiduciaria 
será BANXICO y tendrá por objeto, en 
los términos que establezca la ley, reci-
bir, administrar y distribuir los ingresos 
derivados de las asignaciones y contra-
tos a que se refiere el párrafo séptimo 
del artículo 27 de esta Constitución, con 
excepción de los impuestos.

No constituyen monopolios las fun-
ciones que el Estado ejerza de manera 
exclusiva, a través de BANXICO en las 
áreas estratégicas de acuñación de mo-
neda y emisión de billetes. BANXICO en 
los términos que establezcan las leyes 

y con la intervención que corresponda 
a las autoridades competentes, regulará 
los cambios, así como la intermediación 
y los servicios financieros, contando 
con las atribuciones de autoridad ne-
cesarias para llevar a cabo dicha regu-
lación y proveer a su observancia. La 
conducción del banco estará a cargo de 
personas cuya designación será hecha 
por el Presidente de la República con la 
aprobación de la Cámara de Senadores; 
desempeñarán su encargo por perío-
dos cuya duración y escalonamiento 
provean al ejercicio autónomo de sus 
funciones; sólo podrán ser removidas 
por causa grave y no podrán tener nin-
gún otro empleo, cargo o comisión, con 
excepción de aquéllos que actúen en 
representación del banco y de los no 
remunerados en asociaciones docen-
tes, científicas, culturales o de benefi-
cencia. Las personas encargadas de la 
conducción de BANXICO, podrán ser 
sujetos de juicio político conforme a lo 
dispuesto por el artículo 110 de esta 
Constitución. Art. 28. CPEUM

El Ejecutivo Federal, por conducto de 
la SHCP, deberá destinar los ingresos 
que correspondan al importe del rema-
nente de operación que BANXICO entere 
al Gobierno Federal en términos de su 
Ley y este numeral. Art. 19-Bis. LFPRH

Banco Mundial

También se le denomina como Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fo- 
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mento. Sus fondos provienen de la ven-
ta de títulos a los países asociados y de 
la emisión de bonos en los mercados 
internacionales. GTE

Bando

Del latín bandir y éste a su vez del germá-
nico bandu, pregonar, condenar. Edicto o 
mandato solemnemente publicado de 
orden superior, DRAE citado por DUTP.

En la época contemporánea, el Bando 
se distingue igualmente por representar 
el símbolo de la soberanía del Estado, en 
tanto que estipula decisiones fundamen-
tales. Esta antigua costumbre del derecho 
se practica en un entorno de solemnidad 
popular, colocándolo en los lugares más 
significativos de la población.

En el Derecho Mexicano, se consagra 
por la Constitución en el artículo 115 la 
facultad que tienen los ayuntamientos y 
las autoridades de la Ciudad de México 
de emitir los bandos, entendiéndose és-
tos como una disposición administrativa 
de policía y buen gobierno cuyo objeto 
es atender las necesidades que se ma-
nifiesten entre los habitantes en materia 
de educación, salud y asistencia social; 
distribución de alimentos; mercados y 
rastros; agua y drenaje y seguridad pú-
blica, entre otros. DUTP

Bando de Gobierno

Norma emitida por la autoridad muni-
cipal en sesión de cabildo, de carácter 

reglamentario y administrativo, de inte-
rés público, de observancia general en 
el municipio y que tiende a regir el or-
den público dentro de la demarcación 
territorial del mismo, incluyendo aspec-
tos de seguridad y sana convivencia 
que garantice la armonía de sus habi-
tantes. DTMV

Bando: Edicto, mandato o reglamen-
to solemnemente publicado por el cabil-
do en lugares públicos, por el que se da 
a conocer disposiciones de tipo general 
y que son oponibles a terceros. DTMV

Bando de policía y buen gobierno

Sus antecedentes se encuentran en los 
edictos de los munícipes o curiales ro-
manos, transformándose en los bandos 
del municipio medieval que se prego-
naban en la ciudad, ante la carencia de 
órganos informativos regulares, para 
hacer saber las reglas de la gestión del 
gobierno comunal. 

Actualmente, por su evolución, se le 
da como sinónimo de reglamento y se 
le considera el de mayor importancia, 
dado el reconocimiento que del mismo 
hace el artículo 115 constitucional.

Es el “ordenamiento de carácter ge-
neral que expiden las autoridades ad-
ministrativas para preservar el orden, 
la seguridad y la tranquilidad públicos. 
Regula las actividades de la administra-
ción y de los particulares para asegurar 
esos objetivos, previendo las sanciones 
administrativas que corresponda aplicar 
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a los infractores del mismo”, de acuerdo 
a Nava Negrete en su Diccionario jurídi-
co mexicano, citado en DMVC.

Base en devengado

Es la forma de registro contable que re-
conoce como obtenidos o efectuados 
a los ingresos y gastos resultantes de 
transacciones mercantiles o financie-
ras, independientemente del momento 
de registro efectivo de la operación. 
En este caso, un ejemplo de ingresos 
devengados son las participaciones fe-
derales, pues las entidades saben que 
cuentan con recursos por este concep-
to al ser enterados por la federación al 
principio de un ejercicio, pero solamen-
te se tiene conocimiento de ellos en do-
cumentos, en forma estimada y no en 
caja. CTLFEF

Es un concepto fundamental para el 
control presupuestal y el flujo de efec-
tivo, que es señalado por la LGCG y re-
glamentado por el CONAC. RMO

Bases de concurso

Son los elementos necesarios para que 
los participantes estén en posibilidades 
de elaborar sus propuestas, que com-
prenderán, entre otras características y 
especificaciones técnicas de los servi-
cios a prestar, niveles mínimos de des-
empeño, especificaciones técnicas de 
construcción, inmuebles bienes y dere-
chos necesarios para el desarrollo del 

proyecto, plazos de prestación del ser-
vicio y garantías que los participantes 
deberán otorgar. Art. 45. LAPP

Beneficiarios de desarrollo social

Aquellas personas que forman parte de 
la población atendida por los programas 
de desarrollo social que cumplen los re-
quisitos de la normatividad correspon-
diente. Art. 5. LGDS

Personas que reciben beneficios di-
rectos o indirectos de las obras o accio-
nes ejecutadas. COLRF

Bienes asegurados,  
causales de procedencia  
para la devolución de

La devolución de bienes asegurados 
procede en los casos siguientes:

I)	 Cuando el Ministerio Público resuel-
va el no ejercicio de la acción penal, 
la aplicación de un criterio de opor-
tunidad, la reserva o archivo tempo-
ral, se abstenga de acusar, o levante 
el aseguramiento de conformidad 
con las disposiciones aplicables; o

II)	 Cuando la autoridad judicial levante el 
aseguramiento o no decrete el deco-
miso, de conformidad con las dispo-
siciones aplicables. Art. 245. CNPP

La entrega de bienes asegurados, se 
efectuará siguiendo lo mandatado en 
estos artículos. Arts. 246-249. CNPP
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Bienes de capital

Son los bienes que no se destinan al 
consumo, sino a seguir el proceso 
productivo en forma de auxiliares, o 
directamente para incrementar el pa-
trimonio material o financiero. Término 
que comúnmente se aplica al activo fijo. 
CTLFEF

Bienes de consumo

Son todas aquellas mercancías produci-
das por la sociedad en el territorio del 
país o importadas para satisfacer direc-
tamente una necesidad como son ali-
mentos, bebidas, habitación, servicios 
personales, mobiliario, vestido, entre 
otras. Cualquier mercancía que satis-
face una necesidad de consumo. Estos 
bienes constituyen lo opuesto a bienes 
de producción o de capital, que son los 
que se utilizan para producir otros bie-
nes, como la maquinaria de una fábrica. 
CTLFEF

Bienes embargables, orden  
al que deberán sujetarse los

La persona con quien se entienda la 
diligencia de embargo, tendrá derecho 
a señalar los bienes en que éste se 
deba trabar, siempre que los mismos 
sean de fácil realización o venta, suje-
tándose al orden que señala el presen-
te artículo, que atiende a la liquidez o 
disponibilidad.

La persona con quien se entienda la 
diligencia de embargo podrá designar 
dos testigos y, si no lo hiciere o al termi-
nar la diligencia los testigos designados 
se negaren a firmar, así lo hará constar 
el ejecutor en el acta, sin que tales cir-
cunstancias afecten la legalidad del em-
bargo. Art. 155. CFF

El ejecutor podrá señalar bienes 
sin sujetarse al orden legal estableci-
do, cuando el deudor o la persona con 
quien se entienda la diligencia:

I)	 No señale bienes suficientes a juicio 
del ejecutor o no haya seguido dicho 
orden al hacer el señalamiento;

II)	Cuando teniendo el deudor otros 
bienes susceptibles de embargo, 
señale:
a)	Bienes ubicados fuera de la cir- 

cunscripción de la oficina eje- 
cutora;

b)	Bienes que ya reporten cualquier 
gravamen real o algún embargo 
anterior; y

c)	Bienes de fácil descomposición o 
deterioro o materias inflamables.

El ejecutor deberá señalar, invaria-
blemente, bienes que sean de fácil rea-
lización o venta. En el caso de bienes 
inmuebles, el ejecutor solicitará al deu-
dor o a la persona con quien se entienda 
la diligencia que manifieste bajo protesta 
de decir verdad si dichos bienes repor-
tan cualquier gravamen real, embargo 
anterior, se encuentran en copropiedad o 



René Mariani Ochoa

178

pertenecen a sociedad conyugal alguna. 
Para estos efectos, el deudor o la perso-
na con quien se entienda la diligencia, 
deberá acreditar fehacientemente dichos 
hechos dentro de los 15 días siguien-
tes a aquél en que se inició la diligen-
cia correspondiente, haciéndose constar 
esta situación en el acta que se levante o 
bien, su negativa. Art. 156. CFF

Bienes embargados, base  
para la enajenación de los

La base para enajenación de los bie-
nes inmuebles embargados será el de 
avalúo y para negociaciones, el avalúo 
pericial, ambos conforme a las reglas 
que establezca el reglamento de este 
Código, en los demás casos, la autori-
dad practicará avalúo pericial. En todos 
los casos, la autoridad notificará perso-
nalmente o por medio del buzón tribu-
tario el avalúo practicado.

El embargado o terceros acreedores 
que no estén conformes con la valua-
ción hecha, podrán hacer valer el re-
curso de revocación a que se refiere la 
fracción II, inciso b) del artículo 117, 
en relación con el 127 de este Código, 
debiendo designar en el mismo como 
perito de su parte a cualquiera de los 
valuadores señalados en el Reglamento 
de este Código o alguna empresa o ins-
titución dedicada a la compraventa y su-
basta de bienes. Art. 175. CFF

Los bienes embargados podrán 
enajenarse fuera de remate, cuando: el 

embargado proponga comprador antes 
del día en que se finque el remate, se 
enajenen o adjudiquen los bienes a fa-
vor del fisco, siempre que el precio en 
que se vendan cubra el valor que se 
haya señalado a los bienes embarga-
dos o bien se trate de bienes de fácil 
descomposición o deterioro, o de ma-
teriales inflamables, siempre que en la 
localidad no se pueden guardar o de-
positar en lugares apropiados para su 
conservación. Art. 192. CFF

Bienes exceptuados de embargo

Quedan exceptuados de embargo los 
bienes señalados en el artículo presen-
te, de los que destacan respecto del 
deudor: el lecho cotidiano y vestidos; 
los muebles de uso indispensable del 
deudor y de sus familiares; los libros, 
instrumentos, útiles y mobiliario indis-
pensable para el ejercicio de la profe-
sión, arte y oficio a que se dedique; 
maquinaria, enseres y semovientes de 
las negociaciones; granos, mientras 
éstos no hayan sido cosechados, pero 
no los derechos sobre las siembras; 
el derecho de usufructo, pero no los 
frutos de éste; el patrimonio de fami-
lia; sueldos y salarios; pensiones de 
cualquier tipo; ejidos y los depósitos 
que una persona tenga en su cuenta 
individual de ahorro para el retiro, in-
cluidas las aportaciones voluntarias y 
complementarias hasta por un monto 
de 20 salarios mínimos elevados al 
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año, conforme a lo establecido en la 
Ley de los Sistemas de Ahorro para el 
Retiro. Art. 157. CFF

Bienes inmuebles

Bienes raíces, como casas, terrenos, 
etc., que se encuentran en un determi-
nado sitio. GTE

Bienes municipales  
de dominio privado

Bienes muebles e inmuebles que per-
tenecen a un ayuntamiento y que no 
están afectos al dominio público o han 
sido desincorporados de éste, los cua-
les son utilizados exclusivamente por la 
administración municipal para cumplir 
con sus fines u objetivos. DTMV

Bienes municipales  
de dominio público

Bienes muebles e inmuebles que perte-
necen a un Ayuntamiento y que están 
destinados al uso común o a la presta-
ción de una función o servicio público. 
DTMV

Bienestar social

Este término abarca las actividades 
conjuntas que realiza el gobierno para 
ayudar a cubrir las necesidades más ur-
gentes de los ciudadanos como son la 
salud, la seguridad, el trabajo, etc. GTE

Bitácora de obra

Es el instrumento de control y segui-
miento de una obra; es una libreta o 
carpeta con hojas foliadas donde se 
realizan anotaciones relacionadas con 
la obra por parte del representante 
designado por el Ayuntamiento, en su 
caso, el cual por lo general pertenece a 
una empresa externa de supervisión, o 
bien por el representante del contratis-
ta. COLRF

Boletín oficial

Del italiano bolletíno, de bolleta, y éste 
a su vez del latín bulla, cédula; y de la 
palabra officialis, de oficio, expresando 
que proviene del Estado y no del ámbito 
privado, particular. Boletín oficial es el 
periódico oficial publicado por algunas 
corporaciones del Estado, DRAE citado 
por DUTP.

La relación de los acontecimientos 
y debates que ocurren en las cámaras 
constituyen crónicas que pueden tomar 
la forma de un boletín oficial en el que 
se difunde al público en general las 
cuestiones que los propios parlamentos 
consideran pertinente, o de un diario 
de debates o diario de sesiones, que 
constituyen testimonios que pueden o 
no ser hechos de conocimiento general.

El Diario Oficial es en México, el 
instrumento empleado por el Poder 
Ejecutivo para dar a conocer y difun-
dir todas las disposiciones expedidas 
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por el Congreso de la Unión, alguna 
de sus Cámaras o por el Presidente 
de la República. Así, por ejemplo, la 
Constitución Política ordena que cuan-
do un proyecto de ley o decreto sea 
aprobado, y el Ejecutivo no tenga ob-
servaciones, ordenará su publicación 
inmediatamente. Cuando la propia Cons- 
titución incorpora algún decreto que la 
modifica, dicho decreto indica en el ar-
tículo primero o único de sus artículos 
transitorios, que “entrará en vigor al día 
siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación”.

En el ámbito parlamentario mexi-
cano, el Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, dispone 
que cada Cámara tenga un órgano ofi-
cial denominado Diario de los Debates. 
Éste constituye la publicación en donde 
se divulgan los documentos y activida-
des derivadas de la dinámica de trabajo 
llevada a cabo por el Poder Legislativo. 
El Diario de los Debates informa la fe-
cha y lugar de las sesiones, el sumario 
de los asuntos a ventilar, el nombre del 
legislador que preside la sesión, el acta 
de la sesión anterior, la transcripción de 
las discusiones y se insertan todos los 
documentos que sean leídos.

El problema que plantea el boletín 
oficial, es que su circulación es restrin-
gida y sólo llega al grupo de juristas o 
políticos y no a la mayoría ciudadana. 
Ello mantiene un alto nivel de ignoran-
cia, en general, sobre las nuevas leyes 

que emiten y publican los órganos de 
gobierno del Estado. DUTP

Bolsa de valores

Organizaciones que ofrecen un piso 
de remates donde las empresas ob-
tienen fondos a través de la venta de 
nuevos valores y donde los compra-
dores revenden los valores. PAF

Es la institución que está autorizada a 
vender y comprar valores emitidos por las 
empresas o por el Estado. Hay agentes 
o corredores de bolsa que se dedican a 
concertar las transacciones. Los valores 
suben o bajan, según la demanda. GTE

Es una institución que forma parte 
del mercado de capital en el que los 
intermediarios financieros no bancarios 
negocian títulos ya sea por cuenta propia 
o por cuenta de terceros. Organización 
creada para la compraventa de valores, 
que reúne los requisitos de un mercado 
organizado lugar físico, intermediarios, 
autoridades y reglas de inscripción, 
operación e información. Sus activida-
des están sujetas a la ley general de 
sociedades mercantiles y a la ley del 
mercado de valores. GTUAPF

La Bolsa Mexicana de Valores, insti-
tución sede del mercado mexicano de 
valores. Institución responsable de pro-
porcionar la infraestructura, la supervi-
sión y los servicios necesarios para la 
realización de los procesos de emisión, 
colocación e intercambio de valores y tí-
tulos inscritos en el Registro Nacional de 
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Valores y de otros instrumentos financie-
ros. Asimismo, hace pública la información 
bursátil, realiza el manejo administrativo 
de las operaciones y transmite la infor-
mación respectiva a Indeval, supervisa 
las actividades de las empresas emisoras 
y casas de bolsa, en cuanto al estricto 
apego a las disposiciones aplicable, y fo-
menta la expansión y competitividad del 
mercado de valores mexicanos. GGBMV

En julio del 2018 inició labores la 
Bolsa Institucional de Valores BIVA, se-
gunda bolsa en México. RMO

Buena práctica

Acción o conjunto de acciones que, fru-
to de la identificación de una necesidad, 
son sistemáticas, eficaces, eficientes, 
sostenibles, flexibles, y están pensadas 
y realizadas por los miembros de una 
organización o institución. CPFM

Burguesía

En términos generales, todos los 
sectores propietarios de bienes de 
producción, así como sus cercanos 
colaboradores, y los profesionistas, 
comerciantes, intelectuales, etc., con 
exclusión de obreros y campesinos su-
jetos a salario. GTE

Burocracia

Cuerpo profesional de funcionarios y 
empleados organizados en una pirámide 

jerárquica, que opera bajo normas, reglas 
y procedimientos impersonales y unifor-
mes que labora en un Ayuntamiento. 
Artículos 67-68. LOMLEV. DTMV 

Burócrata

Empleado de la administración pública. 
La ley sin distingo lo señala como servi-
dor público. DTMV

Bursatilización

Proceso de agrupar hipotecas u otros 
tipos de préstamos y luego vender 
las concesiones o los valores garan-
tizando ese conjunto de préstamos 
en un mercado secundario. PAF

Bursátil: Lo que concierne a la “bol-
sa de valores”. GTE

Bursatilización  
de Participaciones Federales

La Bursatilización, conocido en otros 
países como Securitization o Titulización, 
es un proceso estructurado en el cual, 
activos similares se agrupan en un fidei-
comiso emisor, quien a su vez, emite 
títulos de deuda entre el gran público 
inversionista, nacional y extranjero, en 
un mercado de valores organizado. 
Los activos agrupados generan flujos 
de efectivo que se utilizan para pagar 
los costos inherentes al mantenimien-
to de la bursatilización y el pago de 
rendimiento a los inversionistas. Los 
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gobiernos estatales y municipales fi-
nancian sus programas económicos a 
través de la bursatilización de sus par-
ticipaciones, ofreciéndolas como garan-
tía en la recuperación de los créditos. 
CTLFEF

Buzón tributario

Las personas físicas y morales ins-
critas en el registro federal de contri-
buyentes tendrán asignado un buzón 
tributario, consistente en un sistema 
de comunicación electrónico ubicado 
en la página de internet del SAT, a tra-
vés del cual:

I)	 La autoridad fiscal realizará la notifi-
cación de cualquier acto o resolución 
administrativa que emita, en docu-
mentos digitales, incluyendo cual-
quiera que pueda ser recurrido; y

II)	 Los contribuyentes presentarán pro-
mociones, solicitudes, avisos, o da-
rán cumplimiento a requerimientos 
de la autoridad, a través de docu-
mentos digitales, y podrán realizar 
consultas sobre su situación fiscal.

Las personas físicas y morales que 
tengan asignado un buzón tributario 
deberán consultarlo dentro de los tres 
días siguientes a aquél en que reciban 
un aviso electrónico enviado por el SAT 
mediante los mecanismos de comunica-
ción que el contribuyente elija de en-
tre los que se den a conocer mediante 

reglas de carácter general. La autoridad 
enviará por única ocasión, mediante el 
mecanismo elegido, un aviso de confir-
mación que servirá para corroborar la 
autenticidad y correcto funcionamiento 
de éste. Art. 17-K. CFF

Permite la comunicación entre el 
SAT y los contribuyentes, quienes pue-
den realizar trámites, presentar pro-
mociones, depositar información o 
documentación, atender requerimientos 
y obtener respuestas a sus dudas. A la 
vez, a través de este canal, les notifica 
actos administrativos y da respuesta a 
sus solicitudes, promociones o consul-
tas. Lo puede utilizar cualquier persona, 
física o moral, que tenga la necesidad 
de realizar trámites y desee hacerlo 
con facilidad desde la comodidad de su 
casa u oficina.

Para ingresar, las personas físicas lo 
pueden hacer con contraseña y sola-
mente en algunos trámites es necesario 
contar con e-firma; las personas mora-
les deben de contar con su e. firma. Los 
datos e información que se depositen 
en el buzón son confidenciales. BTSAT

Buzón tributario, requisitos  
de las promociones a través de

Toda promoción dirigida a las auto-
ridades fiscales, deberá presentarse 
mediante documento digital que con-
tenga firma electrónica avanzada. Los 
contribuyentes que exclusivamente se 
dediquen a las actividades agrícolas, 
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ganaderas, pesqueras o silvícolas que 
no queden comprendidos en el tercer 
párrafo del artículo 31 de este Código, 
podrán no utilizar firma electrónica 
avanzada. El SAT, mediante reglas de 
carácter general, podrá determinar las 
promociones que se presentarán me-
diante documento impreso.

Las promociones deberán enviarse a 
través del buzón tributario y deberán te-
ner por lo menos los siguientes requisitos:

I)	 El nombre, la denominación o razón 
social, y el domicilio fiscal manifes-
tado al registro federal de contri-
buyentes, para el efecto de fijar la 
competencia de la autoridad, y la 
clave que le correspondió en dicho 
registro;

II)	 Señalar la autoridad a la que se diri-
ge y el propósito de la promoción; y

III)	La dirección de correo electrónico para 
recibir notificaciones. Art. 18. CFF
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La corrupción… erosiona al Estado… 
contaminando el sistema judicial hasta que 

la justicia desaparece, envenenando las fuerzas 
policiales hasta que su presencia se convierte 

en una fuente de inseguridad y no de tranquilidad. 
						      Barack Obama 
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Cabecera municipal

Denominación que se da al centro de 
población en que se encuentran asen-
tados los poderes del municipio. Centro 
de población donde reside el ayunta-
miento. Arts. 2, 6, 10 y 17. LOMLEV. 
DTMV 

Cabildear

Verbo que deriva del sustantivo cabil-
do y éste a su vez del latín capitulum, 
comunidad.

Por cabildear se entiende la actividad 
que se realiza para ganarse voluntades 
en un cuerpo colegiado o corporación. 
DRAE citado por DUTP.

El uso de intermediarios o promoto-
res para inclinar hacia una cierta tenden-
cia que favorezca intereses personales 
o de grupo es tan antiguo como la 
existencia misma del Estado. Podemos 
encontrar sus rastros en las prácticas 
legislativas en Roma, Grecia, o cual-
quiera de los países que han adoptado 

una estructura formal con un cuerpo le-
gislativo creador de leyes. Con nombres 
diferentes en cada época y lugar, este 
tipo de intercesores han utilizado su in-
fluencia o conocimientos al servicio de 
quienes puedan pagar por ello.

En la práctica parlamentaria el térmi-
no se refiere a la acción de negociar o 
gestionar con habilidad y astucia para 
presionar a los legisladores a fin de in-
clinar a favor de algún grupo de interés 
específico la decisión en la discusión de 
las leyes. DUTP

Cabildo

Es la forma de reunión del Ayuntamiento 
donde se resuelven, de manera colegia-
da, los asuntos relativos al ejercicio de 
sus atribuciones de gobierno, políticas y 
administrativas. Sus sesiones serán or-
dinarias, extraordinarias o solemnes, se-
gún el caso, se efectuarán en el recinto 
municipal y podrán adoptar la modalidad 
de públicas o secretas, en los términos 
que disponga esta Ley. Los acuerdos de 

C
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Cabildo se tomarán por mayoría de vo-
tos de los presentes, salvo en aquellos 
casos en que la Constitución del Estado 
y la Ley Orgánica del Municipio Libre 
exijan mayoría calificada. En caso de 
empate, el Presidente Municipal tendrá 
voto de calidad. Art. 28. LOMLEV

Caducidad o extinción de facultades 
de las autoridades fiscales

Las facultades de las autoridades fisca-
les para determinar las contribuciones o 
aprovechamientos omitidos y sus acce-
sorios, así como para imponer sancio-
nes por infracciones a las disposiciones 
fiscales, se extinguen en el plazo de 
cinco años contados a partir del día 
siguiente a aquél en que se presente 
cualquiera de los cinco escenarios que 
contempla este artículo. Art. 67. CFF

Cámara

Actualmente, con este término se de-
signa el lugar adonde se reúnen los 
miembros que componen organismos 
colegiados para tratar los asuntos que 
les incumben por naturaleza, fines o por 
disposición legal; igualmente se emplea 
para referir a los propios organismos 
colegiados.

De acuerdo al sistema constitucional 
y al régimen político y representativo 
adoptado por cada país, ya unicameral 
o bicamarista, por Cámara se designa 
uno o alguno de los dos cuerpos de 

representantes, que integran el Poder 
Legislativo; así las Cámaras reciben, 
entre otras, denominaciones tales 
como: Asamblea Legislativa, Parla- 
mento, Congreso General, Dieta, Le- 
gislatura, Cortes, Consejo Federal, Cuer- 
pos Colegisladores o Cámara de 
Representantes. DUTP

Cámara de Diputados, requisitos 
exigibles para la elección e 

instalación de la

La Cámara de Diputados se compondrá 
de representantes de la Nación, electos 
en su totalidad cada tres años. Por cada 
diputado propietario, se elegirá un su-
plente. Art. 51. CPEUM

La Cámara de Diputados estará inte-
grada por 300 diputados electos según 
el principio de votación mayoritaria re-
lativa, mediante el sistema de distritos 
electorales uninominales, y 200 diputa-
dos que serán electos según el principio 
de representación proporcional, me-
diante el Sistema de Listas Regionales, 
votadas en circunscripciones plurinomi-
nales. Art. 52. CPEUM

La demarcación territorial de los 300 
distritos electorales uninominales será 
la que resulte de dividir la población to-
tal del país entre los distritos señalados. 
La distribución de los distritos electora-
les uninominales entre las entidades fe-
derativas se hará teniendo en cuenta el 
último censo general de población, sin 
que en ningún caso la representación 
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de una entidad federativa pueda ser 
menor de dos diputados de mayoría.

Para la elección de los 200 dipu-
tados según el principio de represen-
tación proporcional y el Sistema de 
Listas Regionales, se constituirán cinco 
circunscripciones electorales plurinomi-
nales en el país. La Ley determinará la 
forma de establecer la demarcación te-
rritorial de estas circunscripciones. Art. 
53. CPEUM

La elección de los 200 diputados se-
gún el principio de representación pro-
porcional y el sistema de asignación por 
listas regionales, se sujetará a las seis 
bases dispuestas en el artículo 54 y a 
lo que disponga la ley. Art. 54. CPEUM

Los requisitos para ser diputado, se 
especifican en este numeral. Art. 55. 
CPEUM

Los Senadores podrán ser electos 
hasta por dos periodos consecutivos y 
los Diputados al Congreso de la Unión 
hasta por cuatro periodos consecutivos. 
La postulación sólo podrá ser realizada 
por el mismo partido o por cualquiera 
de los partidos integrantes de la coali-
ción que los hubieren postulado, salvo 
que hayan renunciado o perdido su mili-
tancia antes de la mitad de su mandato. 
Art. 59. CPEUM

Cámara de Senadores y sus 
facultades exclusivas

El Senado tiene atribuciones constitu-
cionales específicas que se relacionan 

específicamente en este artículo. Enun- 
ciativamente corresponden a las si- 
guientes:

Analizar la política exterior y apro-
bar los tratados internacionales y con-
venciones diplomáticas que el Ejecutivo 
Federal suscriba y ratificar los nombra-
mientos del Secretario de Relaciones, 
embajadores y cónsules generales.

Sancionar en general, las designa-
ciones presidenciales de los Secretarios 
de Estado, de los integrantes de los 
órganos colegiados encargados de la 
regulación en materia de telecomunica-
ciones, energía, competencia económi-
ca, y coroneles y demás jefes superiores 
del Ejército, Armada y Fuerza Aérea 
Nacionales.

Declarar, la desaparición de poderes 
constitucionales de una entidad fede-
rativa, y nombrar un titular provisional 
del poder ejecutivo, con las observacio-
nes señaladas en este mismo artículo. 
Resolver las cuestiones políticas que 
surjan entre los poderes de una entidad 
federativa cuando se haya interrumpi-
do el orden constitucional, acatando la 
CPEUM y la de la entidad federativa.

Erigirse en Jurado de sentencia para 
conocer en juicio político de las faltas u 
omisiones cometidas por servidores pú-
blicos, que perjudiquen intereses públi-
cos fundamentales y su buen despacho, 
en términos del artículo 110 de esta 
Constitución.

Designar a los Ministros de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, 
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de entre la terna que someta a su consi-
deración el Presidente de la República, 
así como otorgar o negar su aprobación 
a las solicitudes de licencia o renuncia 
de los mismos.

Aprobar la Estrategia Nacional de 
Seguridad Pública en el plazo que dis-
ponga la ley. 

Nombrar a los comisionados del 
INAI.

Nombrar al Fiscal General de la 
República y conocer al respecto, lo se-
ñalado en el artículo 102, Apartado A, 
de esta Constitución. Art. 76 CPEUM

Cámara de Senadores, requisitos 
exigibles para la elección e 

instalación de la

La Cámara de Senadores se integrará 
por ciento veintiocho senadores, de los 
cuales, en cada Estado y en la Ciudad 
de México, dos serán elegidos según 
el principio de votación mayoritaria re-
lativa y uno será asignado a la primera 
minoría. Para estos efectos, los partidos 
políticos deberán registrar una lista con 
dos fórmulas de candidatos. La senadu-
ría de primera minoría le será asignada 
a la fórmula de candidatos que encabe-
ce la lista del partido político que, por sí 
mismo, haya ocupado el segundo lugar 
en número de votos en la entidad de 
que se trate.

Los treinta y dos senadores restan-
tes serán elegidos según el principio de 
representación proporcional, mediante 

el sistema de listas votadas en una sola 
circunscripción plurinominal nacional. 
La ley establecerá las reglas y fórmulas 
para estos efectos.

La Cámara de Senadores se renova-
rá en su totalidad cada seis años. Por 
cada senador propietario se elegirá un 
suplente. Para ser senador se requieren 
los mismos requisitos que para ser di-
putado, excepto el de la edad, que será 
la de 25 años cumplidos el día de la 
elección. Art. 56- 58. CPEUM

Los Senadores podrán ser electos 
hasta por dos periodos consecutivos y 
los Diputados al Congreso de la Unión 
hasta por cuatro periodos consecutivos. 
Art. 59. CPEUM

Camino rural

Vía de comunicación terrestre, costeada 
con fondos municipales, para enlazar con-
gregaciones o rancherías entre sí, o con la 
población principal del municipio. DTMV

Capacitación  
y adiestramiento laboral

Las empresas, cualquiera que sea su 
actividad, estarán obligadas a propor-
cionar a sus trabajadores, capacitación 
o adiestramiento para el trabajo. La ley 
reglamentaria determinará los sistemas, 
métodos y procedimientos conforme a 
los cuales los patrones deberán cum-
plir con dicha obligación. Art. 123, 
Apartado A. CPEUM
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Capital

Muchos economistas coinciden en que 
es cualquier medio que permite produ-
cir bienes o servicios. Capitalista es el 
propietario de cualquier medio de pro-
ducción, sea pequeño o grande. GTE

Capital social

Son los recursos sociales como la con-
fianza, las normas, la reciprocidad y la 
solidaridad, que contribuyen a incre-
mentar el bienestar de la población. 
CPFM

Es el valor dado a los elementos 
que conforman una empresa, institu-
ción o grupo social, es decir, personas, 
recursos económicos, materiales y ma-
quinaria, para hacer más eficientes​  y 
fomentar las actividades que generan 
bienes y servicios. CSS

Capitalismo

Término que se aplica al sistema eco-
nómico libre, también llamado libre em-
presa, economía de mercado o sistema 
de precios. Consiste básicamente en la 
libertad de producción, de concurrir al 
mercado de consumo y de trabajo. GTE

Carácter contencioso

Asunto en el que existe un conflic-
to de intereses, en su caso, entre un 
Ayuntamiento y un particular que debe 

ser ventilado ante autoridad competen-
te. DTMV

Carga de la prueba

La carga de la prueba para demostrar 
la culpabilidad corresponde a la parte 
acusadora, conforme lo establezca el 
tipo penal. Art. 130. CNPP

Carga fiscal

Es la parte del producto social gene-
rado que toma el Estado, mediante los 
impuestos federales, estatales y munici-
pales, así como los derechos, productos 
y aprovechamientos, para cumplir con 
sus funciones. Se mide comparando el 
total de Ingresos Fiscales (IF) con el 
valor del Producto Interno Bruto (PIB). 
Carga Fiscal=IF/PIB. CTLFEF

Cargo contable

Registro de una cantidad en la columna 
del debe (lado izquierdo de una cuen-
ta) con el fin de cumplir con la partida 
doble. Operación que refleja un aumen-
to en las cuentas de activo y de gastos, 
o una disminución en las cuentas de pa-
sivo, capital y de ingresos. DTMV

Movimiento inicial de la denomina-
da partida doble, realizado en cumpli-
miento de las normas contables, para 
registrar un incremento en el activo o en 
los gastos de operación, o en su caso, 
acorde a la naturaleza de las cuentas, 
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una mengua en el pasivo, ingresos o pa-
trimonio. RMO

Casa de la cultura

Centro de fomento para la cultura y el arte 
que con la participación de los habitantes 
del municipio, constituye un polo de atrac-
ción turística y de conocimientos. DTMV

Caserío

Conjunto de casas cuyo centro de po-
blación no exceda de quinientos habi-
tantes. Artículo 11de la LOMLEV. DTMV

Caso fortuito o de fuerza mayor  
en la prestación del servicio

Cuando en la prestación del servicio 
se presente caso fortuito o de fuerza 
mayor, la dependencia o entidad, bajo 
su responsabilidad podrá suspender la 
prestación del servicio, pagando sólo 
aquellos que hubiesen sido efectiva-
mente prestados y en su caso, se rein-
tegrarán los anticipos no amortizados.

Cuando la suspensión obedezca a 
causas imputables a la dependencia o 
entidad, previa petición y justificación del 
proveedor, ésta reembolsará al provee-
dor los gastos no durante el tiempo que 
dure la suspensión, siempre que sean 
razonables, estén debidamente compro-
bados y relacionados con el contrato.

En cualquiera de los casos previs-
tos en este artículo, se pactará por las 

partes el plazo de suspensión, a cuyo 
término podrá iniciarse la terminación 
anticipada del contrato. Art. 55-Bis. 
LAASSP

Catálogo de conceptos

Conjunto de conceptos que intervienen 
en una obra determinada. MERAPM

Catálogo de cuentas

Documento que tiene una lista analítica 
y ordenada de las cuentas o partidas 
que se emplean en el registro de las 
operaciones contables de una empresa. 
También es entendido como una lista 
ordenada y codificada de las cuentas 
empleadas en el sistema contable de 
una entidad con el fin de identificar sus 
nombres y/o números correspondien-
tes, regularmente sirve para sistema-
tizar la contabilidad de una empresa. 
CCHAC

Lista ordenada y codificada de 
las cuentas empleadas en el sistema 
contable de una entidad con el fin de 
identificar sus nombres y/o números 
correspondientes, regularmente sirve 
para sistematizar la contabilidad de una 
empresa. GTUAPF

El documento técnico integrado por 
la lista de cuentas, los instructivos de 
manejo de cuentas y las guías contabili-
zadoras. CTLFEF

Es el documento técnico integrado 
por la lista de cuentas, los instructivos 
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de manejo de cuentas y las guías con-
tabilizadoras. Art. 4. LGCG

Catálogo de disposición 
documental

Registro general y sistemático que es-
tablece los valores documentales, los 
plazos de conservación, la vigencia do-
cumental, la clasificación de reserva o 
confidencialidad y el destino final. Art. 
4. LFA

Catastro

Inventario de la tierra mediante procedi-
mientos técnicos para detallar, valorizar 
y registrar los bienes inmuebles públi-
cos y privados, ubicados en el territo-
rio que puede estar representado por 
una manzana, ranchería, congregación 
o municipio. DTMV

Cateo, formalidades para la 
aplicación del procedimiento de

Cuando en la investigación el Ministerio 
Público estime necesaria la práctica de 
un cateo, en razón de que el lugar a 
inspeccionar es un domicilio o una 
propiedad privada, solicitará la autori-
zación judicial para practicar la investi-
gación correspondiente. En la solicitud, 
se expresará el lugar a inspeccionarse, 
persona o personas a aprehenderse y 
objetos que se buscan, señalando los 
motivos e indicios que sustentan su 

solicitud, así como los servidores públi-
cos que podrán practicar o intervenir en 
dicho acto de investigación.

Si el lugar a inspeccionar es de ac-
ceso público y forma parte del domicilio 
particular, este último no será sujeto de 
cateo, a menos que así se haya ordena-
do. Art. 282. CNPP

La resolución judicial que ordena el 
cateo deberá contener los requisitos 
descritos en el presente apartado. Art. 
283. CNPP

Para la práctica de un cateo en la 
residencia u oficina de cualquiera de los 
Poderes Ejecutivo, Legislativo o Judicial 
de los tres órdenes de gobierno o en su 
caso organismos constitucionales autó-
nomos, la Policía o el Ministerio Público 
recabarán la autorización correspon-
diente en los términos previstos en este 
Código. Art. 286. CNPP

Cuando tenga que practicarse un 
cateo en buques, embarcaciones, aero-
naves o cualquier medio de transpor-
te extranjero en territorio mexicano se 
observarán además las disposiciones 
previstas en los Tratados, las leyes y re-
glamentos aplicables. Art. 287. CNPP

Las formalidades y circunstancias 
varias del cateo, se describen en estos 
artículos. Arts. 288-290. CNPP

Cédula catastral

Documento mediante el que se infor-
ma al propietario o poseedor el resul-
tado de las operaciones catastrales 
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practicadas a su predio. Documento en 
el que se hace constar que el inmueble 
quedó registrado en el catastro de la lo-
calidad. DTMV

Cédula Única de Registro de 
Población (CURP)

Instrumento que sirve para registrar 
en forma individual a cada uno de los 
habitantes de México, nacionales y ex-
tranjeros, así como a las mexicanas y 
mexicanos que radican en otros países.

Se conforma por un código alfa-
numérico de 18 elementos para cada 
ciudadano; 16 los constituyen la pri-
mer letra y primer vocal interna del 
primer apellido, primer letra del se-
gundo apellido, primer letra del primer 
nombre, año, mes y día de nacimien-
to; género, las dos letras del lugar de 
nacimiento de acuerdo al código de 
la Entidad Federativa; las primeras 
consonantes internas de cada uno de 
los apellidos y nombre; por último, 
los dos últimos dígitos que son asig-
nados por el Registro Nacional de la 
Población. PRER

Centrales de abasto

Unidades de distribución al mayoreo, 
ubicadas cerca de los grandes centros 
de consumo, destinadas a la concen-
tración de oferentes de productos ali-
menticios y de consumo generalizado. 
CPFM

Centros urbanos

Ciudades con 15 mil o más habitantes, 
que no reúnen características de conur-
bación o zona metropolitana. CPFM

Certeza, principio del derecho de 
acceso a la información

Principio que otorga seguridad y certi- 
dumbre jurídica a los particulares, en vir-
tud de que permite conocer si las acciones  
de los Organismos garantes son apega-
das a derecho y garantiza que los procedi-
mientos sean completamente verificables, 
fidedignos y confiables. Art. 8. LGTAIP

Certificado digital

Constancia digital emitida por una Au- 
toridad Certificadora que garantiza la  
autenticidad de los datos de identidad del 
titular del certificado. Art. 836-B. LFT

Certificar

Dar validez, en su caso, una autori-
dad municipal a un documento, estam-
pando sello y firma del Secretario del 
Ayuntamiento después de constatar su 
autenticidad, para que pueda ser em-
pleado por los particulares. DTMV 

Ciclos económicos

Periodos alternativos de alzas y bajas en 
los niveles de actividad económica que 
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guardan entre sí una relación de sucesión, 
crisis, depresión, recuperación y auge. 

Un tipo de fluctuaciones de la ac-
tividad económica agregada de las 
naciones que organizan su funciona-
miento en empresas comerciales. Un 
ciclo consiste en expansiones que ocu-
rren aproximadamente al mismo tiem-
po en muchas actividades económicas, 
seguidas generalmente de recesiones, 
contracciones y reactivaciones que se 
conectan con la fase de expansión del 
ciclo siguiente. Esta secuencia es recu-
rrente pero no periódica. CTLFEF

Es el tiempo que transcurre entre el 
inicio y la terminación de una operación 
financiera. GTE

Ciclo Ascendente –Auge. Descenden- 
te y Crisis, se deben a inversores crecien-
tes, saturación de mercado, reducción de 
inversiones y desempleo (Keynes, citado 
en GTE). Los ciclos económicos se deben 
a la expansión artificial de créditos auspi-
ciados por el Estado, y que no los genera 
el mercado libre, Von Mises y Hayek, cita-
do en GTE. GTE

Ciencia administrativa

El conjunto de conocimientos sistemá-
ticos sobre la administración de empre-
sas o negocios. GTE

Ciencia económica

Estudio de las causas y efectos de los 
fenómenos económicos con validez, en 

lo básico, para intentar establecer leyes 
económicas aplicables a todas las so-
ciedades y en cualquier tiempo. GTE

Circulares

Disposición de orden generalmente in-
terno que emite un superior jerárquico 
a sus subordinados para regular la prác-
tica administrativa. DTMV

Circulares municipales  
y otros actos jurídicos

Son de gran utilidad para implementar 
las actividades administrativas. Con- 
tienen normalmente, instrucciones o 
reglas para especificar interpretacio-
nes de normas, decisiones o proce- 
dimientos.

Las circulares y las disposicio-
nes generales a que alude la norma 
constitucional sirven a los municipios 
para llevar en detalle y a la práctica 
las disposiciones generales de los 
reglamentos.

Otros actos jurídico administrativos 
que realizan los ayuntamientos para 
facultar a los particulares en determi-
nadas actividades, son los permisos, 
licencias y autorizaciones. DMVC

Círculo familiar

Los parientes del menor, por consangui-
nidad, ascendientes o colaterales; hasta 
el segundo grado. Art. 23. LFT
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Citación ante el Órgano 
jurisdiccional o ante  
el Ministerio Público

Toda persona está obligada a presentar-
se ante el Órgano jurisdiccional o ante 
el Ministerio Público, cuando sea citada. 
Quedan exceptuados de esa obligación 
el Presidente de la República y los servi-
dores públicos a que se refieren los pá-
rrafos primero y quinto del artículo 111 
de la Constitución, el Consejero Jurídico 
del Ejecutivo, los magistrados y jueces y 
las personas imposibilitadas físicamen-
te ya sea por su edad, por enfermedad 
grave o alguna otra que dificulte su 
comparecencia.

Cuando haya que examinar a los ser-
vidores públicos o a las personas seña-
ladas en el párrafo anterior, el Órgano 
jurisdiccional dispondrá que dicho testi-
monio sea desahogado en el juicio por 
sistemas de reproducción a distancia 
de imágenes y sonidos o cualquier otro 
medio que permita su trasmisión, en se-
sión privada.

La citación a quien desempeñe un 
empleo, cargo o comisión en el servi-
cio público, distintos a los señalados en 
este artículo, se hará por conducto del 
superior jerárquico respectivo, a menos 
que para garantizar el éxito de la com-
parecencia se requiera que la citación 
se realice en forma distinta.

En el caso de cualquier persona que 
se haya desempeñado como servidor 
público y no sea posible su localización, 

el Órgano jurisdiccional solicitará a la 
institución donde haya prestado sus 
servicios la información del domicilio, 
número telefónico, y en su caso, los 
datos necesarios para su localización, a 
efecto de que comparezca a la audien-
cia respectiva. Art. 90. CNPP

Cuando sea necesaria la presencia 
de una persona, la autoridad deberá 
ordenar su citación mediante oficio, co-
rreo certificado o telegrama al domici-
lio proporcionado, con cuarenta y ocho 
horas de anticipación a la celebración 
del acto. Podrá citarse por teléfono al 
testigo o perito que haya manifestado 
expresamente su voluntad para que se 
le cite por este medio.

Si las partes ofrecen como prueba a 
un testigo o perito, deberán presentarlo 
el día y hora señalados. Si no asisten, se 
les tendrá por desistidos de la prueba, 
a menos que justifiquen la inasistencia. 
Art. 91. CNPP

Ciudad

Área de urbanización contigua o con-
junto de edificios, calles y áreas de 
esparcimiento, cuya población densa y 
numerosa se dedica por lo común a ac-
tividades no agrícolas.

El artículo 11 de la Ley Orgánica del 
Municipio Libre lo define como centro 
de población con más de treinta mil 
habitantes y la infraestructura urbana 
necesaria para la prestación de sus ser-
vicios públicos. DTMV
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Ciudad de México

La Ciudad de México es la entidad fe-
derativa sede de los Poderes de la 
Unión y Capital de los Estados Unidos 
Mexicanos; se compondrá del territo-
rio que actualmente tiene y, en caso de 
que los poderes federales se trasladen 
a otro lugar, se erigirá en un Estado de 
la Unión con la denominación de Ciudad 
de México. Art. 44. CPEUM

Los poderes federales tendrán 
respecto de la Ciudad de México, ex-
clusivamente las facultades que expre-
samente les confiere esta Constitución. 
Se complementa lo correspondiente 
en el Apartado B de este artículo. Art. 
122. CPEUM

La Ciudad de México es una entidad 
federativa que goza de autonomía en 
todo lo concerniente a su régimen in-
terior y a su organización política y ad-
ministrativa. Lo concerniente, se señala 
específicamente en este numeral. Art. 
122. Apartado A. CPEUM

Lo correspondiente a la Ciudad de 
México como zona metropolitana y a su 
Consejo de Desarrollo Metropolitano, se 
encuentra en los Apartados C y D del 
presente artículo. Art. 122 Apartado 
C y D. CPEUM

Ciudadanos

Son ciudadanos de la República los va-
rones y mujeres que, teniendo la calidad 
de mexicanos, hayan cumplido 18 años 

y tengan un modo honesto de vivir. Art. 
34. CPEUM

Voz derivada de cité; y del latín civi-
tas, sujeto de derechos políticos y que 
interviene, ejercitándolos, ya sea en el 
cuadro de las instituciones del gobier-
no representativo mediante el poder 
electoral, ya en el cuadro del gobier-
no directo mediante la asistencia a las 
asambleas populares o en el cuadro 
del gobierno semi-directo mediante el 
referéndum, la consulta pública, el veto 
popular, la iniciativa popular o el recall 
de las decisiones judiciales.

Los conceptos ciudadanos y ciu-
dadanía con frecuencia se confunden, 
aunque tienen significados y conse-
cuencias diferentes. El ciudadano es el 
sujeto, titular directo de una serie de 
derechos, obligaciones y prerrogativas, 
sin cuya existencia real y física no pue-
de ejercerse ninguno de los derechos 
que conforman el conjunto que derivan 
de la ciudadanía.

La calidad de ciudadano es condición 
jurídico político básica para el hombre 
dentro del Estado; en tanto que, la ciu-
dadanía, es la suma de prerrogativas a 
cuyo ejercicio se accede por el derecho 
de ser ciudadano, nacional del Estado 
y haber cumplido la edad requerida. En 
consecuencia, el ciudadano siempre es 
una persona y el hecho de que el orden 
jurídico constitucional le reconozca y 
atribuya esta calidad, deviene condición 
necesaria para que a tal individuo se le 
concedan para ejercerlos, por extensión 



René Mariani Ochoa

198

legal, todos los derechos, prerrogativas 
y obligaciones de la ciudadanía.

La ciudadanía indica la cualidad ge-
nérica que se atribuye a los ciudadanos 
y tiene claras diferencias conceptuales 
con la nacionalidad.

La declaración inglesa del Bill of  
Rights (1689) y la francesa, Declaración 
de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano (1789) terminaron con las 
vicisitudes medievales del feudalismo 
y el vasallaje ejercido por el despotis-
mo de reyes y señores feudales. Bajo 
el lema de la igualdad, libertad y frater-
nidad se encontró una nueva expresión 
y trato para el ciudadano. A partir de 
estas concepciones, el ciudadano se 
ubica como una calidad de derecho pú-
blico y social en oposición a las calida-
des derivadas del derecho privado y la 
regulación del estatuto personal para la 
conservación y pérdida de los derechos 
civiles.

Se puede ser ciudadano natural o 
naturalizado. La ciudadanía se refiere, 
en términos generales a las prerroga-
tivas políticas, capacidades necesarias 
para el reconocimiento de los derechos 
políticos y la existencia de procedimien-
tos electorales para su ejercicio. Son 
derechos esenciales del ciudadano: 
votar; ser electo para cargos de elec-
ción popular; derechos al empleo pú-
blico, a presentar proyectos de ley, a 
participar en los procesos de consulta 
pública, referéndum ejercer el veto po-
pular, la iniciativa popular o el recall de 

las decisiones judiciales, de petición 
política, de reunión y derechos de aso-
ciación política para constituir partidos 
políticos.

El ciudadano construye y es sujeto 
del régimen político; la ciudadanía es la 
herramienta para expresar su voluntad 
participativa. DUTP

Ciudades

Centros urbanos, conurbaciones y zo-
nas metropolitanas de al menos quince 
mil habitantes que conforma el Sistema 
Urbano Nacional. CPFM

Clasificación

El acto administrativo que consiste en 
dar a la información el carácter de re-
servada, conforme a la ley para impedir 
su divulgación. CTLFEF

Clasificación archivística

Proceso de identificación y agrupación 
de expedientes homogéneos con base 
en la estructura funcional de los sujetos 
obligados. Art. 4. LFA

Clasificación económica  
del Gasto Público

Elemento de programación presu-
puestaria que permite identificar cada 
renglón de gasto público según su na-
turaleza económica, en corriente o de 
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capital; los gastos corrientes no aumen-
tan los activos del Estado, mientras que 
los de capital son aquellos que incre-
mentan la capacidad de producción, 
como la inversión física directa y las in-
versiones financieras propiamente di-
chas. Esta distribución permite medir la 
influencia que ejerce el gasto público en 
la economía. CTLFEF

Clasificación funcional

Agrupa los gastos según los propósitos u 
objetivos socioeconómicos que persiguen 
los diferentes entes públicos. Presenta el 
gasto público según la naturaleza de los 
servicios gubernamentales brindados 
a la población. Con dicha clasificación, 
se identifica el presupuesto destinado a 
funciones de gobierno, desarrollo social, 
desarrollo económico y otras no clasifica-
das; permitiendo determinar los objetivos 
generales de las políticas públicas y los 
recursos financieros que se asignan para 
alcanzar estos. CTLFEF

Clasificación por objeto del gasto

Identifica los diversos bienes y servicios 
que las distintas dependencias y enti-
dades públicas necesitan adquirir para 
funcionar, tales como servicios per-
sonales, arrendamientos de edificios, 
adquisición de escritorios, tinta, papel 
y demás materiales necesarios para la 
operación, adquisición de bienes in-
muebles, pago de intereses. 

El instrumento que permite registrar 
de manera ordenada, sistemática y ho-
mogénea las compras, los pagos y las 
erogaciones autorizados en capítulos, 
conceptos y partidas con base en la 
clasificación económica del gasto. Este 
clasificador permite formular y aprobar 
el proyecto de PEF desde la perspectiva 
económica y dar seguimiento a su ejer-
cicio. CTLFEF

Clave catastral

Número con que un inmueble es iden-
tificado en el registro catastral. DTMV

Clave privada

El conjunto de caracteres que genera el 
titular del certificado digital de manera 
exclusiva y secreta para crear su firma 
electrónica avanzada. Art. 836-B. LFT

Clave pública

Los datos contenidos en un certificado 
digital que permiten la identificación del 
firmante y la verificación de la autentici-
dad de su firma electrónica avanzada. 
Art. 836-B. LFT

Clave Única  
de Inscripción (CLUNI)

Clave Única de Inscripción al Registro 
Federal de las Organizaciones de la 
Sociedad Civil. CPFM
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Cliente o Usuario

Cualquier persona física o moral, así 
como fideicomisos que celebren ac-
tos u operaciones con quienes reali-
cen Actividades Vulnerables. Art. 2. 
RLFPIORPI

Coalición

Es el acuerdo temporal de un grupo de 
trabajadores o de patrones para la de-
fensa de sus intereses comunes. Art. 
355. LFT

Coaliciones permanentes

Para los efectos de este Título, los sin-
dicatos de trabajadores son coaliciones 
permanentes. Art. 441. LFT

Cobertura

Este término se refiere a los riesgos que 
son cubiertos para una empresa afian-
zadora o aseguradora. GTE

Código

Del latín codicus, de codex, codicem, 
cuerpo ordenado y metódico de leyes; 
y también, recopilación de leyes o pre-
ceptos jurídicos de un país. Hoy en día 
se denomina código a la publicación 
escrita de alguna de las ramas del de-
recho positivo, organizado en unidad 
de materia, dividido de acuerdo con un 

plan, y ordenado bajo un sistema y mé-
todo apropiado.

El nombre de código se aplica al 
conjunto de disposiciones legislativas 
que se reúnen en un solo cuerpo y que 
están destinadas a regir materias con-
cretas que constituyen el objeto de una 
rama del Derecho positivo. 

La historia del derecho de los pue-
blos recoge la existencia de muy 
antiguas codificaciones o códigos, 
destacando entre ellos el código de 
Hammurabi, cuerpo legal puesto en vi-
gor en el siglo xx a. C. que tuvo una 
gran influencia en los pueblos vecinos a 
la antigua Babilonia.

El derecho romano refiere una enor-
me proyección jurídica nacida de los 
plebiscitos, los senado consultos, los 
edictos de los magistrados, las obras 
de los jurisconsultos y las constitucio-
nes imperiales, cuyas reglas de derecho 
llenaron millares de volúmenes y forma-
ban un verdadero caos.

Fue Justiniano quien ordena to-
dos estos materiales y en 529 publi-
ca el Codex Justinianeus, obra dividida 
en 12 libros que comprendía y reú-
ne en una sola obra los textos de los 
Códigos Gregoriano, Hermogeniano y 
Teodociano, añadiendo aquellos de las 
constituciones posteriores y tachando 
las repeticiones, contradicciones y las 
reglas caídas en desuso, respetando su 
orden cronológico para dar unidad al 
derecho así integrado. En el año 534 
se publica un nuevo código Justiniano, 
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llamado Codex Repetitae Praelectionix, 
obra dividida en 12 libros.

En 1547 se publica el primer regis-
tro editorial de un cuerpo de leyes de-
nominado código, cuyo nombre original 
es el de Codex Statutorum.

En México, la técnica legislativa mo-
derna respetando la tradición romana 
francesa organiza una parte importan-
te de la legislación en códigos. Éstos, 
a su vez, para efectos de presentación 
de los contenidos de las materias que 
norman, siguen una división convencio-
nal que se integra por libros, los cuales 
a su vez se dividen en títulos, éstos se 
subdividen en capítulos, secciones, artí-
culos, fracciones, incisos y párrafos.

Actualmente, en el derecho positi- 
vo nacional, se encuentran vigentes 
varios códigos de aplicación fede-
ral, tales como el Código Nacional de 
Procedimientos Penales y el Código 
Fiscal de la Federación. DUTP

Código fiscal

Ordenamiento jurídico que establece 
los principios generales, instituciones, 
procedimientos y normas del ordena-
miento jurídico-tributario. DTMV

Código Nacional de Procedimientos 
Penales, ámbito de aplicación

Las disposiciones de este Código son 
de orden público y de observancia ge-
neral en toda la República Mexicana, por 

los delitos que sean competencia de 
los órganos jurisdiccionales federales y 
locales en el marco de los principios y 
derechos consagrados en la CPEUM y 
en los Tratados Internacionales de los 
que el Estado mexicano sea parte. Art. 
1. CNPP

Tiene por objeto establecer las nor-
mas que han de observarse en la in-
vestigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer 
los hechos, proteger al inocente, procu-
rar que el culpable no quede impune 
y que se repare el daño, y así contri-
buir a asegurar el acceso a la justicia 
en la aplicación del derecho y resolver 
el conflicto que surja con motivo de la 
comisión del delito, en un marco de res-
peto a los derechos humanos reconoci-
dos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales. Art. 2. CNPP

Coeficiente

Factor numérico que hace las veces de 
multiplicador. Es el número que señala 
la magnitud de la relación de una uni-
formidad de respuestas. GTE

Cohecho a servidores  
públicos extranjeros

Se impondrán las penas previstas en el 
artículo anterior al que con el propósito 
de obtener o retener para sí o para otra 
persona ventajas indebidas en el desa-
rrollo o conducción de transacciones 
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comerciales internacionales, ofrezca, 
prometa o dé, por sí o por interpósita 
persona, dinero o cualquiera otra dádi-
va, ya sea en bienes o servicios:

I)	 A un servidor público extranjero, en 
su beneficio o el de un tercero, para 
que gestione o se abstenga de ges-
tionar la tramitación o resolución de 
asuntos relacionados con las funcio-
nes inherentes a su empleo, cargo o 
comisión;

II)	 A un servidor público extranjero, en 
su beneficio o el de un tercero, para 
que dicho servidor público gestione 
la tramitación o resolución de cual-
quier asunto que se encuentre fuera 
del ámbito de las funciones inheren-
tes a su empleo, cargo o comisión; o

III)	A cualquier persona para que acuda 
ante un servidor público extranjero 
y le proponga llevar a cabo la tra-
mitación o resolución de cualquier 
asunto relacionado con las funciones 
inherentes al empleo, cargo o comi-
sión de este último.

Para los efectos de este artículo se 
entiende por servidor público extran-
jero, toda persona que desempeñe un 
empleo, cargo o comisión en el poder 
legislativo, ejecutivo o judicial o en un 
órgano público autónomo en cualquier 
orden o nivel de gobierno de un Estado 
extranjero, sea designado o electo; 
cualquier persona en ejercicio de una 
función para una autoridad, organismo 

o empresa pública o de participación 
estatal de un país extranjero; y cualquier 
funcionario o agente de un organismo u 
organización pública internacional. 

Cuando alguno de los delitos com-
prendidos en este artículo se cometa en 
los supuestos a que se refiere el artícu-
lo 11 de este Código, el juez impondrá 
a la persona moral hasta mil días multa 
y podrá decretar su suspensión o di-
solución, tomando en consideración el 
grado de conocimiento de los órganos 
de administración respecto del cohecho 
en la transacción internacional y el daño 
causado o el beneficio obtenido por la 
persona moral. Art. 222-Bis. CPF

Cohecho de servidores públicos

Es un delito contra la administración 
que consiste en que una autoridad o 
funcionario público acepte o solicite un 
pago a cambio de realizar u omitir un 
acto. El cohecho recibe también el nom-
bre de soborno del latín sobornare que 
equivale a corromper. EJB14

Incurrirá en cohecho el servidor 
público que exija, acepte, obtenga o 
pretenda obtener, por sí o a través de 
terceros, con motivo de sus funciones, 
cualquier beneficio no comprendido 
en su remuneración como servidor pú-
blico, que podría consistir en dinero; 
valores; bienes muebles o inmuebles, 
incluso mediante enajenación en precio 
notoriamente inferior al que se tenga 
en el mercado; donaciones; servicios; 
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empleos y demás beneficios indebidos 
para sí o para su cónyuge, parientes 
consanguíneos, parientes civiles o para 
terceros con los que tenga relaciones 
profesionales, laborales o de negocios, 
o para socios o sociedades de las que 
el servidor público o las personas antes 
referidas formen parte. Art. 52. LGRA

Lo comete el servidor público que 
solicite o reciba ilícitamente, para sí o 
para otra persona, dinero o cualquier 
beneficio, o acepte una promesa, para 
hacer o dejar de realizar un acto propio 
de sus funciones inherentes a su em-
pleo, cargo o comisión. MSNASPF

Cometen el delito de cohecho:

I)	 El servidor público que por sí, o por 
interpósita persona solicite o reciba 
ilícitamente para sí o para otro, di-
nero o cualquier beneficio, o acepte 
una promesa, para hacer o dejar de 
realizar un acto propio de sus fun-
ciones inherentes a su empleo, car-
go o comisión;

II)	 El que dé, prometa o entregue 
cualquier beneficio a alguna de las 
personas que se mencionan en el 
artículo 212 de este Código, para 
que haga u omita un acto relaciona-
do con sus funciones, a su empleo, 
cargo o comisión, y

III)	El legislador federal que, en el ejerci-
cio de sus funciones o atribuciones, 
y en el marco del proceso de apro-
bación del presupuesto de egresos 
respectivo, gestione o solicite:

a)	 La asignación de recursos a fa-
vor de un ente público, exigiendo 
u obteniendo, para sí o para un 
tercero, una comisión, dádiva o 
contraprestación, en dinero o en 
especie, distinta a la que le co-
rresponde por el ejercicio de su 
encargo; y

b)	El otorgamiento de contratos de 
obra pública o de servicios a fa-
vor de determinadas personas fí-
sicas o morales.

Se aplicará la misma pena a cual-
quier persona que gestione, solicite a 
nombre o en representación del legis-
lador federal las asignaciones de recur-
sos u otorgamiento de contratos a que 
se refieren los incisos a) y b) de este 
artículo.

Al que comete el delito de cohe-
cho se le impondrán las siguientes 
sanciones:

Cuando la cantidad o el valor de la 
dádiva, de los bienes o la promesa no 
excedan del equivalente de quinientas 
veces el valor diario de la UMA, o no 
sea valuable, se impondrán de tres me-
ses a dos años de prisión y de treinta a 
cien días multa.

Cuando la cantidad o el valor de la 
dádiva, los bienes, promesa o presta-
ción exceda de quinientas veces el valor 
diario de la UMA en el momento de co-
meterse el delito, se impondrán de dos 
a catorce años de prisión y de cien a 
ciento cincuenta días multa.
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En ningún caso se devolverá a los 
responsables del delito de cohecho, 
el dinero o dádivas entregadas, las 
mismas se aplicarán en beneficio del 
Estado. Art. 222. CPF

Coinversión

Participación, conjunta o individual, de 
organizaciones de los sectores social y 
privado, mediante la aportación de recur-
sos humanos, materiales o financieros, 
en las acciones y programas guberna-
mentales de desarrollo social. CPFM

Colaboración procesal

Los actos de colaboración entre el 
Ministerio Público o la Policía con autori-
dades federales o de alguna Entidad fe-
derativa, se sujetarán a lo previsto en la 
Constitución, en el presente Código, así 
como a las disposiciones contenidas en 
otras normas y convenios de colabora-
ción que se hayan emitido o suscrito de 
conformidad con ésta. Art. 74. CNPP

Colindancia

Conjunto de linderos de un inmueble 
con respecto de los demás con quienes 
limita. DTMV

Colusión

Incurrirá en colusión el particular que 
ejecute con uno o más sujetos parti- 

culares, en materia de contrataciones 
públicas, acciones que impliquen o 
tengan por objeto o efecto obtener un 
beneficio o ventaja indebidos en las 
contrataciones públicas de carácter fe-
deral, local o municipal.

También se considerará colusión 
cuando los particulares acuerden o ce-
lebren contratos, convenios, arreglos 
o combinaciones entre competidores, 
cuyo objeto o efecto sea obtener un be-
neficio indebido u ocasionar un daño a 
la Hacienda Pública o al patrimonio de 
los entes públicos.

Cuando la infracción se hubiere rea-
lizado a través de algún intermediario 
con el propósito de que el particular 
obtenga algún beneficio o ventaja en 
la contratación pública de que se trate, 
ambos serán sancionados en términos 
de esta Ley.

Las faltas referidas en el presente ar-
tículo resultarán aplicables respecto de 
transacciones comerciales internaciona-
les. Art. 70. LGRA

Comentarios  
de la entidad fiscalizada

Apreciaciones de la entidad fiscalizada 
respecto de los resultados y observa-
ciones dadas a conocer. La LFRCF esta-
blece que la entidad fiscalizada contará 
con un plazo improrrogable de 30 días 
hábiles, contados a partir de la fecha de 
recibo de las observaciones, para sol-
ventarlas ante la ASF. CTLFEF
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Comercialización

Todas las etapas indispensables para 
poner productos al alcance de los con-
sumidores desde el estudio de merca-
do y la producción hasta las fases de 
publicidad, distribución, intermediación, 
etc. GTE

Comisión

Del latín commissionis, conjunto de indi-
viduos encargados de algún asunto por 
una corporación o autoridad. Facultad 
que se da o se concede a una perso-
na para ejercer, durante cierto tiempo 
una función. También se comprende por 
comisión aquel conjunto de personas, 
que por nombramiento o delegación de 
terceros o asumiendo por sí carácter 
colectivo, formula una petición, prepa-
ra una resolución, realiza un estudio o 
asiste a actos honoríficos.

Las asambleas actuales, con indepen-
dencia de su estructura de Parlamento 
o Congreso, dividen y atribuyen el ejer-
cicio de sus funciones en diversos ór-
ganos internos o externos, formados 
tanto por los propios legisladores de 
una cámara o de ambas, incluso, con 
representantes del Poder Ejecutivo y de 
la sociedad civil.

La compleja y especializada activi-
dad de las asambleas nacionales mo-
dernas, hoy en día requiere de una 
eficaz división del trabajo y de proce-
dimientos de control eficientes para 

preparar documentalmente la toma de 
las decisiones en las grandes plenarias, 
labor que se desarrolla más ágilmente 
en las comisiones.

Comisión, se refiere la integración 
de un grupo reducido de miembros per-
tenecientes a las cámaras quienes, por 
especial encargo de la misma, estudian 
con amplitud y detalle los asuntos para 
preparar.

La CPEUM faculta al Congreso para 
expedir la ley orgánica que regula su 
estructura y funcionamiento democrá-
tico interno, en atención a la composi-
ción política plural de cada una de sus 
cámaras. Reconoce la existencia de los 
grupos parlamentarios como formas 
de organización que pueden adoptar 
los diputados con igual afiliación de 
partido para realizar tareas específi-
cas en la cámara; y los reconoce como 
fracciones o grupos parlamentarios 
que coadyuvan al mejor desarrollo del 
proceso legislativo y facilitan la partici-
pación de los diputados en las tareas 
camerales y, además, de esta manera 
contribuyen, orientan y estimulan la 
formación de criterios comunes en las 
deliberaciones en la que participan sus 
integrantes.

Sobre la base de este reconocimien-
to de los grupos parlamentarios, se es-
tructura en la cámara de diputados, la 
división interna del trabajo legislativo

Las comisiones o comités se in-
tegran con un presidente y varios se-
cretarios, procurando siempre que su 
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organización tenga una representación 
plural. DUTP

Comisión de Presupuesto

La Comisión de Presupuesto y Cuenta 
Pública de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión. Art. 4. LFRCF

Comisión de Vigilancia de la ASF

Para los efectos de lo dispuesto en la 
fracción II y en el último párrafo de la 
fracción VI, del artículo 74 constitucio-
nal, la Cámara contará con la Comisión 
de Vigilancia, que tendrá las atribucio-
nes de coordinar las relaciones entre 
aquélla y la ASF; evaluar el desempeño 
de esta última; constituir el enlace que 
permita garantizar la debida coordina-
ción entre ambos órganos, y solicitarle 
que le informe sobre la evolución de 
sus trabajos de fiscalización. Art. 80. 
LFRCF

Son atribuciones de la Comisión de 
Vigilancia las que describe este artícu-
lo 81, en concordancia con el manda-
to constitucional respectivo. Art. 81. 
LFRCF

La Comisión de Vigilancia presentará 
directamente a la ASF un informe que 
contenga las observaciones y las reco-
mendaciones que se deriven del ejerci-
cio de las atribuciones que esta Ley le 
confiere en materia de evaluación de su 
desempeño a más tardar el 30 de mayo 
del año en que presente el Informe 

General. La ASF dará cuenta de su aten-
ción al presentar el Informe General del 
ejercicio siguiente. Art. 82. LFRCF

Comisión Federal  
de Competencia Económica 

(COFECE)

El Estado contará con una COFECE, que 
será un órgano autónomo, con perso-
nalidad jurídica y patrimonio propio, 
que tendrá por objeto garantizar la libre 
competencia y concurrencia, así como 
prevenir, investigar y combatir los mo-
nopolios, las prácticas monopólicas, 
las concentraciones y demás restric-
ciones al funcionamiento eficiente de 
los mercados, en los términos que es-
tablecen esta Constitución y las leyes. 
La Comisión contará con las facultades 
necesarias para cumplir eficazmente 
con su objeto, entre ellas las de ordenar 
medidas para eliminar las barreras a la 
competencia y la libre concurrencia; re-
gular el acceso a insumos esenciales, y 
ordenar la desincorporación de activos, 
derechos, partes sociales o acciones de 
los agentes económicos, en las propor-
ciones necesarias para eliminar efectos 
anticompetitivos.

La COFECE y el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones, serán indepen-
dientes en sus decisiones y funciona-
miento, profesionales en su desempeño 
e imparciales en sus actuaciones, y se 
regirán conforme a las determinaciones 
de este artículo. Art. 28. CPEUM
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Fue creada en 1993 como un órga-
no desconcentrado de la Secretaría de 
Economía, con autonomía técnica y ope-
rativa, encargado de aplicar la Ley Federal 
de Competencia Económica (LFCE) en 
México. El objetivo de la LFCE es promo-
ver la eficiencia económica y proteger al 
proceso de competencia y libre concu-
rrencia. Es decir, la posibilidad de incur-
sionar libremente en los mercados para 
ofrecer bienes y servicios. CTLFEF

Comisión Intersecretarial  
de Desarrollo Social

La Comisión Intersecretarial será el 
instrumento de coordinación de las 
acciones del Ejecutivo Federal para 
garantizar la integralidad en el diseño 
y ejecución de la PNDS. Estará inte-
grada por los titulares de la SEDESOL, 
quien lo presidirá; SEGOB; SHCP; SEP; 
Salud; SEMARNAT; SENER; Economía; 
SAGARPA; SCT; SFP; STPS; SRA y 
Turismo. Podrán ser invitados a parti-
cipar, con derecho a voz, los titulares 
de otras dependencias y entidades de 
la APF. La Comisión Intersecretarial se-
sionará bimestralmente. Art. 51. LGDS

La Comisión Intersecretarial tendrá 
las funciones que describe el presente 
artículo. Art. 52. LGDS

Los acuerdos de la Comisión In- 
tersecretarial serán obligatorios para las 
dependencias del Ejecutivo Federal y 
su vigilancia será responsabilidad de la 
SHCP y de la SFP. Art. 53. LGDS

Los acuerdos de la Comisión Inter- 
secretarial serán publicados en el DOF. 
Art. 54. LGDS

Comisión Legislativa

Es el órgano constituido por el Pleno, 
que a través de la elaboración de dictá-
menes, informes, opiniones o resolucio-
nes contribuye a que la Cámara cumpla 
sus atribuciones constitucionales y le-
gales. CTLFEF

Comisión Nacional Bancaria  
y de Valores (CNBV)

Órgano desconcentrado de la SHCP 
responsable de la supervisión y re- 
gulación de las entidades financieras 
del Sistema Financiero Mexicano, de 
las personas físicas y de las personas 
morales, cuando realicen actividades 
previstas en las leyes relativas al 
sistema financiero; el fin de la Comisión 
es proteger los intereses del público. 
CTLFEF

Comisión Nacional  
de Desarrollo Social

La Comisión Nacional es un instrumento 
de coordinación de los programas, ac-
ciones e inversiones que para el cum-
plimiento de los objetivos, estrategias y 
prioridades de la PNDS lleven a cabo, 
en el ámbito de sus competencias, las 
dependencias y entidades federales, 
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ya sea de manera directa o en concu-
rrencia con gobiernos de las entidades 
federativas y de los municipios o en 
concertación con los sectores social y 
privado. Art. 47. LGDS 

La Comisión Nacional tiene por ob-
jeto consolidar la integralidad y el fe-
deralismo sobre bases de coordinación, 
colaboración y concertación de estrate-
gias y programas de desarrollo social. 
Art. 48. LGDS

La Comisión Nacional será presidida 
por el titular de la SEDESOL y estará 
integrada por los titulares de las secre-
tarías, dependencias, asociaciones y 
diputados, que menciona este artículo 
49. Sus funciones, están descritas en el 
numeral 50. Arts. 49-50. LGDS

Comisión Nacional de 
Hidrocarburos y Comisión 
Reguladora de Energía

El Poder Ejecutivo contará con los órga-
nos reguladores coordinados en mate-
ria energética, denominados Comisión 
Nacional de Hidrocarburos y Comisión 
Reguladora de Energía, en los términos 
que determine la ley. Art. 28. CPEUM

Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos (CNDH)

El Congreso de la Unión y las legislatu-
ras de las entidades federativas, esta-
blecerán organismos de protección de 
los derechos humanos que ampara el 

orden jurídico mexicano, los que cono-
cerán de quejas en contra de actos u 
omisiones de naturaleza administrativa 
provenientes de cualquier autoridad o 
servidor público, con excepción de los 
del Poder Judicial de la Federación, que 
violen estos derechos.

Los organismos a que se refiere el 
párrafo anterior, formularán recomen-
daciones públicas, no vinculatorias, 
denuncias y quejas ante las autorida-
des respectivas. Todo servidor público 
está obligado a responder las reco-
mendaciones que les presenten estos 
organismos. Cuando las recomenda-
ciones emitidas no sean aceptadas o 
cumplidas por las autoridades o servi-
dores públicos, éstos deberán fundar, 
motivar y hacer pública su negativa; 
además, la Cámara de Senadores o las 
legislaturas de las entidades federa-
tivas, según corresponda, podrán lla-
mar, a solicitud de estos organismos, 
a las autoridades o servidores públi-
cos responsables para que comparez-
can ante dichos órganos legislativos, a 
efecto de que expliquen el motivo de 
su negativa.

Estos organismos no serán compe-
tentes tratándose de asuntos electora-
les y jurisdiccionales.

El organismo que establezca el 
Congreso de la Unión se denomina-
rá Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos; contará con autonomía de 
gestión y presupuestaria, personalidad 
jurídica y patrimonio propios.
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Las Constituciones de las entidades 
federativas establecerán y garantizarán 
la autonomía de los organismos de pro-
tección de los derechos humanos.

El artículo 102 constitucional inclu-
ye la descripción del Consejo Consultivo 
de la CNDH, la elección de sus inte-
grantes y de su Presidente, su duración 
en el cargo, comparecencia anual ante 
las Cámaras del Congreso y de su inter-
vención sobre inconformidades de los 
organismos estatales correspondientes, 
así como de violaciones graves de de-
rechos humanos. Art. 102. Apartado 
B. CPEUM

Comisión Nacional del Sistema de 
Ahorro para el Retiro (CONSAR)

Órgano desconcentrado de la SHCP, con 
autonomía técnica y facultades ejecutivas 
con competencia funcional propia en 
los términos de la Ley del Sistema de 
Ahorro para el Retiro. La Comisión tiene 
a su cargo la coordinación, regulación, 
supervisión y vigilancia de los sistemas 
de ahorro para el retiro. CTLFEF

Comisión Permanente de 
Funcionarios Fiscales

La Comisión Permanente de Fun- 
cionarios Fiscales se integrará confor-
me a las siguientes reglas:

I)	 Estará formada por la SHCP y por 
ocho entidades. Será presidida con- 

juntamente por el Titular de la SHCP, 
suplido por el Subsecretario de 
Ingresos de dicha Secretaría, y por 
el titular del órgano hacendario que 
elija la Comisión entre sus miem-
bros. En esta elección no participará 
la SHCP;

II)	 Las entidades estarán representadas 
por las ocho que al efecto elijan, las 
cuales actuarán a través del titular 
de su órgano hacendario o por la 
persona que éste designe;

III)	Las entidades que integren la Co- 
misión Permanente serán elegidas 
por cada uno de los grupos que a 
continuación se expresan, debiendo 
representarlos en forma rotativa:

Grupo Uno Baja California, Baja 
California Sur, Sonora y Sinaloa;

Grupo Dos Chihuahua, Coahuila, 
Durango y Zacatecas;

Grupo Tres Hidalgo, Nuevo León, 
Tamaulipas y Tlaxcala;

Grupo Cuatro Aguascalientes, 
Colima, Jalisco y Nayarit;

Grupo Cinco Guanajuato, 
Michoacán, Querétaro y San Luis 
Potosí;

Grupo Seis Ciudad de México, 
Guerrero, México y Morelos.

Grupo Siete Chiapas, Oaxaca, 
Puebla y Veracruz; y

Grupo Ocho Campeche, Quintana 
Roo, Tabasco y Yucatán.

Con base en un análisis de las 
características socio-económicas y 
geográficas que tengan las entida- 
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des federativas, cada 10 años, 
la Comisión Permanente de Fun- 
cionarios Fiscales podrá proponer a 
la Reunión Nacional de Funcionarios 
Fiscales una reclasificación de los 
ocho grupos señalados en esta 
fracción, que deberá ser aprobada 
mediante votación unánime de esta 
última.

IV)	Las entidades miembros de la 
Comisión Permanente durarán en 
su encargo dos años y se renovarán 
anualmente por mitad; pero conti-
nuarán en funciones, aún después 
de terminado su período, en tan-
to no sean elegidas las que deban 
sustituirlas;

V)	La Comisión Permanente será con- 
vocada por el Titular de la SHCP, 
por el Subsecretario de Ingresos o 
por tres de los miembros de dicha 
Comisión. En la convocatoria se se-
ñalarán los asuntos que deban tra-
tarse; y

VI)	Será invitado permanente a las 
reuniones de la Comisión Permanen- 
te de Funcionarios Fiscales, el Pre- 
sidente de la Conferencia Nacional 
de Municipios de México, siempre 
que las reuniones no correspondan 
a sesiones de trabajo con la partici-
pación exclusiva de los funcionarios 
a que se refiere la fracción II de este 
artículo. Art. 20. LCF

Serán facultades de la Comisión 
Permanente de Funcionarios Fiscales

I)	 Preparar las Reuniones Nacionales 
de Funcionarios Fiscales y establecer 
los asuntos de que deban ocuparse;

II)	 Preparar los proyectos de distribu-
ción de aportaciones ordinarias y 
extraordinarias que deban cubrir la 
Federación y las Entidades para el 
sostenimiento de los órganos de 
coordinación, los cuales someterá a 
la aprobación de la Reunión Nacional 
de Funcionarios Fiscales;

III)	Fungir como consejo directivo del 
Instituto para el Desarrollo Técnico 
de las Haciendas Públicas y formular 
informes de las actividades de di-
cho Instituto y de la propia Comisión 
Permanente, que someterá a la apro-
bación de la Reunión Nacional;

IV)	Vigilar la creación e incremento de 
los fondos señalados en esta Ley, 
su distribución entre las Entidades 
y las liquidaciones anuales que de 
dichos fondos formule la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, así 
como vigilar la determinación, liqui-
dación y pago de participaciones a 
los Municipios que de acuerdo con 
esta Ley deben efectuar la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público y las 
Entidades;

V)	Formular los dictámenes técnicos a 
que se refiere el artículo 11 de esta 
Ley; y

VI)	Las demás que le encomienden la 
Reunión Nacional de Funcionarios 
Fiscales, la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público y los titulares de los 
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órganos hacendarios de las entida-
des. Art. 21. LCF

Comisión Reguladora de Energía

Con relación a las actividades que con-
lleven a la venta al público de gas licua-
do de petróleo y propano, la Comisión 
Reguladora de Energía podrá establecer 
la regulación de precios máximos sobre 
dichos productos, previa resolución de la 
COFECE que determine que no existen 
condiciones de competencia efectiva en 
dichas actividades, conforme a la legisla-
ción y normatividad aplicable. Para ello, 
la Comisión Reguladora de Energía, den-
tro de los 30 días naturales siguientes 
a la resolución por parte de la COFECE, 
y previa audiencia con representantes 
del sector, establecerá la regulación de 
precios máximos, la cual se mantendrá 
únicamente mientras subsistan las con-
diciones que la motivaron. Los interesa-
dos o la Comisión Reguladora de Energía 
podrán solicitar a la COFECE que deter-
mine si subsisten las condiciones que 
motivaron la resolución. Art. 28. LIF

Comisionados de los Organismos 
garantes de acceso a la información

El Congreso de la Unión y los Congresos 
de las Entidades Federativas, a fin de 
garantizar la integración colegiada y 
autónoma de los Organismos garan-
tes, deberán prever en su conformación 
un número impar y sus integrantes se 

denominarán Comisionados. Procurarán 
en su conformación privilegiar la expe-
riencia en materia de acceso a la infor-
mación pública y protección de datos 
personales, así como procurar la igual-
dad de género. La duración del cargo 
no será mayor a siete años y se reali-
zará de manera escalonada para garan-
tizar el principio de autonomía. En los 
procedimientos para la selección de los 
Comisionados se deberá garantizar la 
transparencia, independencia y partici-
pación de la sociedad. Art. 38. LGTAIP

Los Comisionados sólo podrán ser re-
movidos de su cargo en los términos del 
Título Cuarto de la CPEUM y serán suje-
tos de juicio político. Art. 39. LGTAIP

Comisiones consultivas  
mixtas de abastecimiento

El Ejecutivo Federal, por conducto de 
la SFP, determinará las dependencias 
y entidades que deberán instalar co-
misiones consultivas mixtas de abas-
tecimiento, en función del volumen, 
características e importancia de las 
adquisiciones, arrendamientos y servi-
cios que contraten. Dichas comisiones 
tendrán por objeto, la consecución de 
los propósitos y objetivos listados en el 
presente artículo. Art. 23. LAASSP

Comisiones municipales

Organización colegiada de los ediles 
para atender ramos de la administración 
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municipal, sin funciones ejecutivas. Art. 
35. LOMLEV; DTMV 

Comisiones  
Ordinarias

Son órganos colegiados constituidos 
por el Pleno, que tienen como objeto la 
elaboración de dictámenes, informes, 
opiniones o resoluciones de los asun-
tos turnados por la Mesa Directiva para 
su análisis y estudio correspondiente. 
En el marco normativo se les ubica 
como órganos técnicos que cumplen 
con un papel importante en el proce-
so legislativo en materia de análisis 
y dictamen de las iniciativas de ley o 
Decreto, así como de los asuntos del 
ramo o área de su competencia y bajo 
el principio de una división de traba-
jo especializado en las Cámaras. La 
Cámara podrá contar con el número de 
comisiones ordinarias y especiales que 
requiera para el cumplimiento de sus 
funciones. Su competencia correspon-
de, en lo general, con las otorgadas a 
las dependencias y entidades de la APF 
con la materia propia de su denomina-
ción. Se constituyen a propuesta de la 
Junta de Coordinación Política y pre-
vio acuerdo del Pleno, durante el pri-
mer mes de ejercicio de la Legislatura 
y el encargo de sus integrantes durará 
una Legislatura. Para su integración se 
tomará en cuenta la proporcionalidad 
y pluralidad que existe en la Cámara. 
CTLFEF

Comité

Es el órgano auxiliar en actividades 
de la Cámara, distinto de las comisio-
nes, constituido para realizar tareas 
específicas y de apoyo a los órganos 
legislativos, de acuerdo a lo que dis-
pone el artículo 46 de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos. CTLFEF

Grupo de personas encargadas de 
coadyuvar en la solución de asuntos 
de interés general. La Ley orgánica del 
Municipio libre refiere la creación de 
diversos comités cuando regula la par-
ticipación ciudadana, que son cuerpos 
consultivos en materia de decisión de 
políticas públicas. El artículo 66 seña-
la que son organismos auxiliares de los 
Ayuntamientos los Comités y Patronatos 
que constituyan sus habitantes para la 
realización de obras de beneficio co-
lectivo. Arts. 40, 47, 52, 66, 75, 77. 
LOMLEV. DTMV

Comité comunitario

Instancia de participación ciudadana 
formada por los beneficiarios de los 
programas sociales y las autoridades 
relacionadas con el Programa. CPFM

Comité de adquisiciones

Órgano colegiado encargado de regular 
y vigilar los procedimientos establecidos 
en la Ley de Adquisiciones y que por la 
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disposición de la misma le compete al 
cabildo. DTMV

Comité de información

Instancia respectiva de cada sujeto obli-
gado, establecida en la LFTAIP. Art. 4. 
LFA

Comité de Planeación para el 
Desarrollo (COPLADE)

Instancia estatal que tiene entre sus 
objetivos compatibilizar a nivel regio-
nal los esfuerzos que realizan la APF, el 
Gobierno del Estado y los Ayuntamientos 
de la entidad en materia de la planeación, 
programación, ejecución, evaluación e 
información, propiciando la colaboración 
de los diversos sectores de la sociedad. 
En el caso de la Ciudad de México, la 
instancia será la que tenga funciones 
similares a las de los COPLADE de los 
Gobiernos Estatales. CPFM

Comité de transparencia,  
funciones del

Las funciones son:

I)	 Instituir, coordinar y supervisar, las 
acciones y procedimientos para 
asegurar la mayor eficacia en la 
gestión de las solicitudes en mate-
ria de acceso a la información;

II)	 Confirmar, modificar o revocar las 
determinaciones de ampliación del 

plazo de respuesta, clasificación 
de la información y declaración de 
inexistencia o de incompetencia 
realicen los titulares de las Áreas 
de los sujetos obligados;

III)	 Ordenar, en su caso, a las Áreas 
competentes que generen la infor-
mación que derivado de sus facul-
tades, competencias y funciones 
deban tener en posesión o que 
previa acreditación de la imposibili-
dad de su generación, exponga, de 
forma fundada y motivada, las ra-
zones por las cuales, no ejercieron 
dichas facultades, competencias o 
funciones;

IV)	 Establecer políticas para facilitar la 
obtención de información y el ejer-
cicio del derecho de acceso a la 
información;

V)	 Promover la capacitación y actua-
lización de los servidores públi-
cos o integrantes adscritos a las 
Unidades de Transparencia;

VI)	 Establecer programas de capa-
citación en la materia tratada, ac-
cesibilidad y protección de datos 
personales, para todos los servido-
res públicos o integrantes del suje-
to obligado;

VII)	Recabar y enviar al organismo ga-
rante, de conformidad con los li-
neamientos que estos expidan, los 
datos necesarios para la elabora-
ción del informe anual;

VIII)	Solicitar y autorizar la amplia-
ción del plazo de reserva de la 
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información referida en el artículo 
101 de la presente Ley; y

IX)	 Las demás que se desprendan de 
la normatividad aplicable. Art. 44. 
LGTAIP

Comité Técnico

Órgano colegiado rector y de máxima 
decisión en la valoración de proyectos 
y asuntos relacionados con la ejecución 
del Programa. CPFM

Comité Técnico  
Consultivo de Archivos  
del Ejecutivo Federal

Órgano consultivo en materia de admi-
nistración de documentos y archivos 
del Gobierno Federal del AGN. Las 
actividades del Comité deberán estar 
estrechamente vinculadas con las que 
correspondan al AGN, en su carác-
ter de entidad normativa del Ejecutivo 
Federal en materia de administración 
de documentos y archivos. El Comité 
operará y se conducirá de conformidad 
con las disposiciones previstas en el 
Reglamento. Art. 43. LFA

Comité Técnico  
del Programa

Instancia de coordinación interinstitucio-
nal en donde participan las autoridades 
de las dependencias gubernamentales 
federales. CPFM

Comparecencia

Acto de presentarse una persona ante 
la justicia de acuerdo con las normas 
procesales, bien sea personalmente, 
bien por medio de apoderado, y ya se 
haga, según el trámite de que se trate, 
verbalmente, ya por escrito. En determi-
nados casos y cuando la comparecen-
cia ha sido ordenada por la autoridad 
judicial, la incomparecencia puede dar 
lugar a la declaración de rebeldía o a 
sanciones por desobediencia. COLRF

Comparecencia de secretarios  
de Estado ante el Congreso  

de la Unión

Los Secretarios de Estado, una vez 
abierto el período de sesiones ordina-
rias, darán cuenta al Congreso de la 
Unión del estado que guarden sus res-
pectivos ramos y deberán informar, ade-
más, cuando cualquiera de las Cámaras 
los cite en los casos en que se discuta 
una ley o se estudie un negocio con-
cerniente a sus actividades. Esta última 
obligación será extensiva a los directo-
res de los organismos descentralizados 
y de las empresas de participación es-
tatal mayoritaria. Art. 23. LOAPF

Compensación de saldos a favor

Los contribuyentes obligados a pagar 
mediante declaración podrán optar por 
compensar las cantidades que tengan a 
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su favor contra las que estén obligados a 
pagar por adeudo propio o por retención 
a terceros, siempre que ambas deriven 
de impuestos federales distintos de los 
que se causen con motivo de la impor-
tación, los administre la misma autoridad 
y no tengan destino específico, inclu-
yendo sus accesorios. Al efecto, bastará 
que efectúen la compensación de di-
chas cantidades actualizadas, conforme 
a lo previsto en el artículo 17-A de este 
Código, desde el mes en que se realizó 
el pago de lo indebido o se presentó la 
declaración que contenga el saldo a fa-
vor, hasta aquel en que la compensación 
se realice. Los contribuyentes presenta-
rán el aviso de compensación, dentro de 
los cinco días siguientes a aquél en el 
que la misma se haya efectuado, con la 
documentación que al efecto se solicite 
en la forma oficial que para estos efectos 
se publique. Art. 23. CFF

Compensaciones de los organismos 
descentralizados y las empresas de 

participación estatal y la LIF

El Ejecutivo Federal, por conducto de 
la SHCP, queda autorizado para fijar o 
modificar las compensaciones que de-
ban cubrir los organismos descentrali-
zados y las empresas de participación 
estatal, por los bienes federales aporta-
dos o asignados a los mismos para su 
explotación o en relación con el monto 
de los productos o ingresos brutos que 
perciban. Art. 6. LIF

Competencia económica

Rivalidad entre empresas que buscan 
incrementar sus utilidades o participa-
ción de mercado. Los principales be-
neficiados por la competencia son los 
consumidores, es decir, los mexicanos, 
ya que genera una mayor diversidad 
de opciones de productos y servicios a 
menor costo. La competencia incremen-
ta también la eficiencia de las empresas 
y tiene un alto impacto en la competiti-
vidad internacional de México. CTLFEF

Competencia federal o estatal  
en el aspecto laboral

La aplicación de las leyes del trabajo 
corresponde a las autoridades de las 
entidades federativas, de sus respecti-
vas jurisdicciones, pero es de la com-
petencia exclusiva de las autoridades 
federales los asuntos manifestados en 
la Fracción XXXI del presente artículo. 
Art. 123, Apartado A. CPEUM

Competencia jurisdiccional

Para los efectos de este Código, la com-
petencia jurisdiccional comprende a los 
siguientes órganos:

I)	 Juez de control, con competencia 
para las atribuciones que este Có- 
digo le reconoce desde el inicio de 
la etapa de investigación hasta el 
dictado del auto de apertura a juicio;
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II)	 Tribunal de enjuiciamiento, que pre-
side la audiencia de juicio y dictará 
la sentencia; y

III)	Tribunal de alzada, que cono-
cerá de los medios de impugnación 
y demás asuntos que prevé este 
Código. Art. 133. CNPP

Competencia por razón  
de seguridad

Será competente para conocer de un 
asunto un Órgano jurisdiccional distinto 
al del lugar de la comisión del delito, o al 
que resultare competente cuando aten-
diendo a las características del hecho 
investigado, por razones de seguridad 
en las prisiones o por otras que impi-
dan garantizar el desarrollo adecuado 
del proceso. También para los casos en 
que la autoridad judicial, estime necesa-
rio trasladar a un imputado a algún cen-
tro de reclusión de máxima seguridad, 
siendo competente el Órgano jurisdic-
cional de dicho centro. Los centros pe-
nitenciarios atenderán lo dispuesto en 
este numeral. Art. 22. CNPP

Competitividad

La competitividad se entenderá como 
el conjunto de condiciones necesarias 
para generar un mayor crecimiento eco-
nómico, promoviendo la inversión y la 
generación de empleo. Art. 25. CPEUM

Cualidad de que goza un productor 
que tiene precios de costos menores 

y/o mejor calidad o mejor comercializa-
ción que sus competidores. GTE

Comportamiento de los precios

Tendencia que siguen los precios, ya 
sea hacia arriba o hacia abajo. GTE

Compra Net para los efectos  
de la LAASRM

Sistema electrónico de información 
pública gubernamental sobre adquisi-
ciones, arrendamientos y servicios, in-
tegrado entre otra información, por los 
programas anuales en la materia, de las 
dependencias y entidades; el registro 
único de proveedores; el padrón de tes-
tigos sociales; el registro de proveedo-
res sancionados; las convocatorias a la 
licitación y sus modificaciones; las invi-
taciones a cuando menos tres personas; 
las actas de las juntas de aclaraciones, 
del acto de presentación y apertura de 
proposiciones y de fallo; los testimonios 
de los testigos sociales; los datos de 
los contratos y los convenios modifica-
torios; las adjudicaciones directas; las 
resoluciones de la instancia de incon-
formidad que hayan causado estado, y 
las notificaciones y avisos correspon-
dientes. Dicho sistema será de consulta 
gratuita y constituirá un medio por el 
cual se desarrollarán procedimientos de 
contratación.

El sistema estará a cargo de la SFP, 
que establecerá los controles necesarios 
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para garantizar la inalterabilidad y con-
servación de la información que conten-
ga. Art. 2. LAASSP

Compra Net  
para los efectos de la LOPSRM

El sistema electrónico de información 
pública gubernamental sobre obras 
públicas y servicios relacionados con 
las mismas, integrado entre otra in-
formación, por los programas anuales 
en la materia, de las dependencias y 
entidades; el registro único de contra-
tistas; el padrón de testigos sociales; 
el registro de contratistas sanciona-
dos; las convocatorias a la licitación y 
sus modificaciones; las invitaciones a 
cuando menos tres personas; las actas 
de las juntas de aclaraciones, del acto 
de presentación y apertura de propo-
siciones y de fallo; los testimonios de 
los testigos sociales; los datos de los 
contratos y los convenios modificato-
rios; las adjudicaciones directas; las 
resoluciones de la instancia de incon-
formidad que hayan causado estado, y 
las notificaciones y avisos correspon-
dientes. Dicho sistema será de consul-
ta gratuita y constituirá un medio por 
el cual se desarrollarán procedimientos 
de contratación.

El sistema estará a cargo de la SFP, 
que establecerá los controles necesa-
rios para garantizar la inalterabilidad 
y conservación de la información que 
contenga. Art. 2. LOPSRM

Compra Net, sistema electrónico  
de información pública 

La SFP incluirá en el sistema electrónico 
de información pública gubernamental 
CompraNet, la información relativa a los 
proyectos de APP federales, así como 
de las propuestas no solicitadas que re-
ciban las dependencias y entidades de 
la APF a que se refiere la presente Ley. 
Este sistema será de consulta gratuita y 
medio por el cual podrán desarrollarse 
procedimientos de contratación.

La información en CompraNet, debe-
rá contener los datos necesarios para 
identificar plenamente las operaciones 
realizadas a través del esquema de APP, 
y permita realizar análisis sobre la via-
bilidad del proyecto. Deberá además, 
contener información para identificar 
los programas anuales en la materia, 
de las dependencias y entidades; el 
registro único de desarrolladores, en 
los términos en que los establezca el 
Reglamento de esta Ley; el registro 
de desarrolladores sancionados; las 
convocatorias a la licitación y sus mo-
dificaciones; las invitaciones a cuando 
menos tres personas; las actas de las 
juntas de aclaraciones, actos de pre-
sentación y apertura de proposiciones 
y de fallo; datos de los contratos y con-
venios modificatorios; adjudicaciones 
directas; las resoluciones de la instan-
cia de inconformidad que hayan causa-
do estado, y las notificaciones y avisos 
correspondientes.
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Este sistema será operado por la 
SFP, la que establecerá los controles 
necesarios para garantizar la inalterabi-
lidad y conservación de la información. 
Art. 11. LAPP

Compromisos plurianuales de gasto

En el proyecto de PEF se deberán pre-
ver, los compromisos plurianuales de 
gasto que se autoricen en los térmi-
nos del artículo 50 de esta LFPRH, los 
cuales se deriven de contratos de obra 
pública, adquisiciones, arrendamientos 
y servicios. En estos casos, los compro-
misos excedentes no cubiertos tendrán 
preferencia respecto de otras previsio-
nes de gasto, quedando sujetos a la 
disponibilidad presupuestaria anual.
Los proyectos pueden ser considerados:

I)	 Inversión directa, tratándose de pro-
yectos en los que, por la naturale-
za de los contratos, las entidades 
asumen una obligación de adquirir 
activos productivos construidos a su 
satisfacción; y

II)	 Inversión condicionada, tratándo-
se de proyectos en los que la ad-
quisición de bienes no es el objeto 
principal del contrato, sin embar-
go, pudiese existir la obligación de 
adquirirlos.

Los ingresos que genere cada pro-
yecto de infraestructura productiva de 
largo plazo, durante la vigencia de su 

financiamiento, sólo podrán destinarse al 
pago de las obligaciones fiscales atribui-
bles al propio proyecto, las de inversión 
física y costo financiero del mismo, así 
como de todos sus gastos de operación 
y mantenimiento y demás gastos asocia-
dos, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 18 de la LGDP. En coor-
dinación con la SHCP, las entidades que 
lleven a cabo proyectos de infraestruc-
tura productiva de largo plazo deberán 
establecer mecanismos para atenuar el 
efecto sobre las finanzas públicas deri-
vado de los incrementos previstos en los 
pagos de amortizaciones e intereses en 
ejercicios fiscales subsecuentes. 

En el proyecto de PEF se deberán 
prever, las erogaciones plurianuales para 
proyectos de inversión en infraestructu-
ra en términos del artículo 74, fracción 
IV, de la CPEUM. Art. 32. LFPRH

CONAC, atribuciones  
de los consejos de las  
entidades federativas:

Estas atribuciones son:

I)	 Brindar asesoría a los entes públicos 
de su entidad federativa y de sus 
municipios, para dar cumplimiento a 
las normas contables y lineamientos 
para la generación de información fi-
nanciera que emita el Consejo; 

II)	 Establecer acciones de coordinación 
entre el gobierno de su entidad fe-
derativa con sus municipios para dar 
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cumplimiento a lo dispuesto en la 
presente Ley;

III)	Requerir información a los entes pú-
blicos de su entidad federativa y de 
sus municipios, sobre los avances en 
la armonización de su contabilidad 
conforme a las normas contables 
emitidas por el Consejo;

IV)	Analizar la información que reciban 
de los entes públicos de su enti-
dad federativa y de sus municipios, 
e informar al Secretario Técnico del 
Consejo los resultados;

V)	Proponer recomendaciones al Secre- 
tario Técnico del Consejo respecto de 
las normas contables y de la emisión 
de información financiera; y

VI)	Las demás que determine el Consejo. 
Art. 10-Bis. LGCG

El Consejo sesionará, tres veces en un 
año calendario. Su presidente, con apo-
yo del secretario técnico, realizará las 
convocatorias que estime pertinentes o 
resulten necesarias. Al respecto, debe-
rán acatarse los lineamientos descritos 
en este numeral. Art. 10. LGCG

CONAC, funciones  
de su Comité Consultivo

El comité se integra por:

I)	 Los miembros de la Comisión Perma- 
nente de Funcionarios Fiscales, a que 
se refiere la LCF, con excepción del 
Titular de la SHCP;

II)	 Un representante de los municipios 
por cada grupo de las entidades fe-
derativas a que se refiere el artículo 
20, fracción III, de la LCF;

III)	 Un representante de la ASF;
IV)	 Un representante de las entidades 

estatales de fiscalización;
V)	 El Director General del Instituto 

para el Desarrollo Técnico de las 
Haciendas Públicas;

VI)	 Un representante de la Federación 
Nacional de la Asociación Mexicana 
de Colegios de Contadores Pú- 
blicos;

VII)	Un representante del Instituto Me- 
xicano de Contadores Públicos; y

VIII)	Los representantes de otras orga-
nizaciones de profesionales exper-
tos en materia contable que sean 
invitados por el consejo. Art. 12. 
LGCG

El comité tendrá las funciones especí-
ficas señaladas en el artículo presente. 
Art. 13. LGCG

CONAC,  
integrantes del

El consejo se integra por:

I)	 El Titular de la SHCP, quien presidi-
rá el consejo; 

II)	 Los subsecretarios de Egresos, In- 
gresos y de Hacienda y Crédito 
Público, de la Secretaría de Ha- 
cienda; 
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III)	 El Tesorero de la Federación;
IV)	 El titular de la unidad administra-

tiva de la SHCP responsable de 
la coordinación con las entidades 
federativas; 

V)	 Un representante de la SFP; 
VI)	 Cuatro gobernadores de las entida-

des federativas de los grupos a que 
se refiere el artículo 20, fracción III, 
de la LCF, conforme a lo dispuesto 
en este inciso;

VII)	Dos representantes de los ayunta-
mientos de los municipios o de los 
órganos político-administrativos de 
las demarcaciones territoriales de 
la Ciudad de México elegidos por 
los otros miembros del consejo, 
quienes deberán ser servidores 
públicos con atribuciones en ma-
teria de contabilidad gubernamen-
tal; y 

VIII)	Un secretario técnico, quien tendrá 
derecho a voz, pero no a voto. Las 
sesiones del consejo se desarrolla-
rán procurando invitar al Titular de 
la ASF. Art. 8. LGCG

CONAC, secretario  
técnico del

El titular de la unidad administrativa 
competente en materia de contabili-
dad gubernamental de la SHCP fungirá 
como secretario técnico del consejo y 
tendrá todas las amplias facultades que 
le son asignadas en el apartado presen-
te. Art. 11. LGCG

Concejo Municipal

Órgano colegiado, integrado por ve- 
cinos del municipio, nombrado por el 
Congreso del Estado para suplir a los 
miembros del ayuntamiento que se 
ha declarado desaparecido o iniciar 
el gobierno en un municipio de nueva 
creación. Figura jurídica que funciona 
excepcionalmente en sustitución de 
un Ayuntamiento que no se integra 
(inasistencia de los ediles a rendir la 
protesta constitucional), en cuyo caso el 
Congreso del Estado, mediante votación 
calificada designa al presidente y a los 
integrantes del Concejo. Arts. 125, 
129-130 y 169. LOMLEV. DTMV

Concentración de ingresos  
por el año fiscal 

Los ingresos que se recauden durante 
el ejercicio fiscal 2018 se concentrarán 
en términos del artículo 22 de la Ley de 
Tesorería de la Federación, salvo en los 
casos previstos en los presentes artícu-
los. Arts.12-14. LIF

Concertación

Acción y efecto de concertar. Su origen 
etimológico proviene del latín concer- 
tãre.

El verbo concertar, significa traer a 
identidad de fines o propósitos cosas di-
versas o intenciones distintas. Vinculado 
a concierto: ajuste o convenio entre dos 
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o más personas o entidades (gremios o 
corporaciones) sobre alguna cosa que 
reemplazan normas generales. Pactar, 
ajustar, tratar, acordar un negocio.

La concertación es un instrumento 
jurídico que busca eficacia y eficiencia 
y no una disposición de fuerza de los 
sectores económicos y/o políticos de 
un país frente al gobierno.

La concertación se refiere, fundamen-
talmente a los contextos, político, social y 
económico. La concertación económica, 
por ejemplo, consiste en la búsqueda del 
acuerdo entre sectores como el de los 
patrones, sindicatos de trabajadores y el 
gobierno, para llegar a puntos comunes 
o coincidentes que beneficien tanto a 
gobernantes como a gobernados, como 
lo es la estabilidad económica, en una 
época y lugar determinados.

En la tesitura anterior podemos en-
tender la concertación política, sólo que 
con la participación de partidos políti-
cos y gobierno que buscan un avance 
democrático.

La concertación social, por su parte 
abarcaría la participación de un sector 
más amplio, instituciones sociales, so-
ciedad civil, etc. en busca del bienestar 
general DUTP

Concesión

Título que otorga el Ejecutivo Federal 
para la explotación, uso o aprovecha-
miento de sus bienes. Diferente a los 
títulos de asignación. CPFM

Acto jurídico por el cual el Ayunta- 
miento cede a una persona el uso pri-
vativo de un bien de su propiedad o la 
prestación de un servicio público en pla-
zo determinado y bajo las condiciones 
que le fije, conservando el Ayuntamiento 
la capacidad de vigilar que se cumpla en 
todo momento con lo pactado.

Es un acto administrativo discre-
cional, ya que la autoridad a la que 
se dirige la solicitud de concesión se 
encuentra en la completa libertad de 
elegir, de conformidad a los elementos 
contenidos en la ley, a la persona de 
derecho privado cuya propuesta sea la 
más atractiva y adecuada a las necesi-
dades de la administración. Arts. 35, 
93-94, 96, 96-Bis, 96-ter, y 97-101. 
LOMLEV. DTMV

Concesiones otorgadas  
por el Ejecutivo Federal

El dominio de la Nación es inalienable 
e imprescriptible y la explotación, el 
uso o el aprovechamiento de los re-
cursos de que se trata, por los parti-
culares o por sociedades constituidas 
legalmente, no podrá realizarse sino 
mediante concesiones, otorgadas por 
el Ejecutivo Federal, salvo en radiodi-
fusión y telecomunicaciones, que se-
rán otorgadas por el Instituto Federal 
de Telecomunicaciones. Las normas 
legales relativas a obras o trabajos de 
explotación de los minerales, estarán 
a lo dispuesto en el presente artículo. 
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Corresponde a la Nación la planeación y 
el control del sistema eléctrico nacional, 
así como el servicio público de transmi-
sión y distribución de energía eléctrica; 
sin perjuicio de que el Estado pueda ce-
lebrar contratos con particulares, para 
participar en las demás actividades de 
la industria eléctrica. Art. 27. CPEUM

El Estado, sujetándose a las leyes, po-
drá en casos de interés general, conce-
sionar la prestación de servicios públicos 
o la explotación, uso y aprovechamiento 
de bienes de dominio de la Federación, 
salvo las excepciones que las mismas 
prevengan. Las leyes fijarán las moda-
lidades y condiciones que aseguren la 
eficacia de la prestación de los servicios 
y la utilización social de los bienes, y evi-
tarán fenómenos de concentración que 
contraríen el interés público.

La sujeción a regímenes de servicio 
público se apegará a lo dispuesto por 
la Constitución y sólo podrá llevarse a 
cabo mediante ley. Art. 28. CPEUM

Conclusión del encargo

Término del mandato o la comisión por 
haber llegado a su fin el periodo para 
el que fue elegido o el nombramiento 
otorgado. Art. 116. LOMLEV. DTMV

Condonación de multas 
por infracciones

La SHCP podrá condonar hasta el 100% 
las multas por infracción a las dispo- 

siciones fiscales y aduaneras, inclusive 
las determinadas por el propio contribu-
yente, para lo cual el SAT establecerá, 
mediante reglas de carácter general, los 
requisitos y supuestos por los cuales 
procederá la condonación, así como la 
forma y plazos para el pago de la parte 
no condonada.

La solicitud de condonación de 
multas en los términos de este ar- 
tículo, no constituirá instancia y las 
resoluciones que dicte la SHCP al res-
pecto no podrán ser impugnadas por 
los medios de defensa que establece 
este Código.

La solicitud dará lugar a la suspen-
sión del procedimiento administrativo 
de ejecución si se garantiza el interés 
fiscal. Sólo procederá la condonación 
de multas que hayan quedado firmes y 
siempre que un acto administrativo co-
nexo no sea materia de impugnación. 
Art. 74. CFF

Confederación Nacional de 
Gobernadores (CONAGO)

Como uno de los efectos de la transi-
ción política, los gobernadores de los 
estados constituyeron la CONAGO el 13 
de julio de 2002 en Cancún, Quintana 
Roo, teniendo como antecedente la 
Declaración de Mazatlán de agosto de 
2001. La CONAGO ha hecho importan-
tes pronunciamientos para la consoli-
dación de un auténtico sistema federal. 
DMVC
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Confidencialidad de las 
comunicaciones privadas 

Las comunicaciones privadas son in-
violables. La ley sancionará penalmen-
te cualquier acto que atente contra la 
libertad y privacía de las mismas, ex-
cepto cuando sean aportadas de forma 
voluntaria. El juez valorará el alcance de 
éstas. En ningún caso se admitirán co-
municaciones que violen el deber legal 
de confidencialidad.

Exclusivamente la autoridad judicial 
federal, a petición de la autoridad fe-
deral que faculte la ley o del titular del 
Ministerio Público de la entidad federa-
tiva correspondiente, podrá autorizar la 
intervención de cualquier comunicación 
privada. Para ello, deberá fundar y mo-
tivar las causas legales de la solicitud, 
expresando además, el tipo de inter-
vención, los sujetos de la misma y su 
duración. La autoridad judicial federal 
no podrá otorgar estas autorizaciones 
cuando se trate de materias de carácter 
electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral 
o administrativo, ni en el caso de las 
comunicaciones del detenido con su 
defensor.

Las intervenciones autorizadas se 
ajustarán a los requisitos y límites pre-
vistos en las leyes. Los resultados de las 
intervenciones que no cumplan con és-
tos, carecerán de todo valor probatorio. 
Art. 16. CPEUM

Las comunicaciones entre particu- 
lares podrán ser aportadas volunta- 

riamente a la investigación o al proce-
so penal, cuando hayan sido obtenidas 
directamente por alguno de los parti-
cipantes. Las mismas, deberán estar 
estrechamente vinculadas con el delito 
que se investiga, por lo que en ningún 
caso el juez admitirá comunicaciones 
que violen el deber de confidencialidad 
respecto de los sujetos a que se refiere 
este Código. No existe violación alguna 
cuando se cuente con el consentimien-
to expreso de la persona con quien se 
guarda dicho deber. Art. 276. CNPP

Confiscación  
de bienes

No se considerará confiscación la aplica-
ción de bienes de una persona cuando 
sea decretada para el pago de multas o 
impuestos, ni cuando la decrete una au-
toridad judicial para el pago de respon-
sabilidad civil derivada de la comisión de 
un delito. Tampoco se considerará con-
fiscación el decomiso que ordene la au-
toridad judicial de los bienes en caso de 
enriquecimiento ilícito en los términos 
del artículo 109, la aplicación a favor del 
Estado de bienes asegurados que cau-
sen abandono, ni la de aquellos bienes 
cuyo dominio se declare extinto en sen-
tencia. En el caso de extinción de domi-
nio se establecerá un procedimiento que 
se regirá por las siguientes reglas

I)	 Será jurisdiccional y autónomo del 
de materia penal;
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II)	 Procederá en los casos de delin-
cuencia organizada, delitos contra la 
salud, secuestro, robo de vehículos, 
trata de personas y enriquecimiento 
ilícito; y

III)	Toda persona que se considere 
afectada podrá interponer los re-
cursos respectivos para demostrar 
la procedencia lícita de los bienes y 
su actuación de buena fe, así como 
que estaba impedida para conocer la 
utilización ilícita de sus bienes. Art. 
22. CPEUM

Confiscar es la acción de expropiar por 
la cual el Estado asume la propiedad de 
algunos bienes. GTE

Conflicto de interés, actuación bajo

Se incurre al intervenir por motivo de su 
empleo, cargo o comisión en cualquier 
forma, en la atención, tramitación o re-
solución de asuntos en los que tenga 
interés o impedimento legal.

Al tener conocimiento de los asuntos 
mencionados, el servidor público debe 
informar tal situación a su jefe inmediato 
o al órgano que determine las disposi-
ciones aplicables de los entes públicos, 
solicitando sea excusado de participar 
en cualquier forma en la atención, tra-
mitación o resolución de los mismos. 
MSNASPF

Incurre en actuación bajo conflicto 
de Interés el servidor público que inter-
venga por motivo de su empleo, cargo 

o comisión en cualquier forma, en la 
atención, tramitación o resolución de 
asuntos en los que tenga impedimento 
legal, por lo que debe solicitar sea ex-
cusado de participar en cualquier forma 
en la atención, tramitación o resolución 
de los mismos. Arts. 2 y 58. LGRA

Al tener conocimiento de los asuntos 
mencionados en el párrafo anterior, el 
servidor público informará tal situación 
al jefe inmediato o al órgano que deter-
mine las disposiciones aplicables de los 
entes públicos, solicitando sea excusa-
do de participar en cualquier forma en 
la atención, tramitación o resolución de 
los mismos.

Será obligación del jefe inmediato 
determinar y comunicarle al servidor 
público, a más tardar 48 horas antes del 
plazo establecido para atender el asun-
to en cuestión, los casos en que no sea 
posible abstenerse de intervenir en los 
asuntos, así como establecer instruccio-
nes por escrito para la atención, trami-
tación o resolución imparcial y objetiva 
de dichos asuntos. Art. 58. LGRA

En las mismas circunstancias de con-
flicto de interés, se estará para el caso 
de obras públicas, a lo dispuesto en 
este numeral. Art. 51. LOPSRM

Conflictos individuales  
de seguridad social

Son los que tienen por objeto reclamar 
el otorgamiento de prestaciones en di-
nero o en especie, derivadas de los 
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diversos seguros que componen el ré-
gimen obligatorio del Seguro Social, 
organizado y administrado por el 
IMSS, y de aquellas que conforme a 
la Ley del Seguro Social y la Ley del 
INFONAVIT, deban cubrir el INFONAVIT 
y las Administradoras de Fondos para 
el Retiro, así como las que resulten apli-
cables en virtud de contratos colectivos 
de trabajo o contratos-Ley que conten-
gan beneficios en materia de seguridad 
social. Art. 899-A. LFT

Congregación

Área rural o urbana que comprende uno 
o más centros de población en la que 
residirá el agente municipal. Art. 10. 
LOMLEV. DTMV

Congreso de la Unión y sus 
sesiones extraordinarias

El Congreso o una sola de las Cámaras, 
cuando se trate de asunto exclusivo de 
ella, se reunirán en sesiones extraordi-
narias cada vez que los convoque para 
ese objeto la Comisión Permanente; 
pero en ambos casos sólo se ocupa-
rán del asunto o asuntos que la propia 
Comisión sometiese a su conocimiento, 
los cuales se expresarán en la convoca-
toria respectiva. Art. 67. CPEUM

En la apertura de las sesiones ex-
traordinarias del Congreso de la Unión, 
o de una sola de sus cámaras, el Pre- 
sidente de la Comisión Permanente 

informará acerca de los motivos o razo-
nes que originaron la convocatoria. Art. 
69. CPEUM

Congreso  
de la Unión  

y sus sesiones ordinarias

El Congreso se reunirá a partir del 1° 
de septiembre de cada año para cele-
brar un primer periodo de sesiones or-
dinarias, excepto cuando el Presidente 
de la República inicie su encargo en la 
fecha prevista en el artículo 83 de esta 
Constitución, en cuyo caso se reunirá a 
partir del 1° de agosto; y a partir del 
1° de febrero para celebrar un segundo 
periodo de sesiones ordinarias.

En ambos Períodos de Sesiones el 
Congreso se ocupará del estudio, discu-
sión y votación de las Iniciativas de Ley 
que se le presenten y de la resolución 
de los demás asuntos que le correspon-
dan conforme a esta Constitución.

En cada Período de Sesiones Ordi- 
narias el Congreso se ocupará de mane-
ra preferente de los asuntos que señale 
su Ley Orgánica. Art. 65. CPEUM

Cada período de sesiones ordina-
rias durará el tiempo necesario para 
tratar todos los asuntos menciona-
dos en el artículo anterior. El primer 
período no podrá prolongarse sino 
hasta el 15 de diciembre del mismo 
año, excepto cuando el Presidente de 
la República inicie su encargo en la 
fecha prevista por el artículo 83, en 
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cuyo caso las sesiones podrán exten-
derse hasta el 31 de diciembre de 
ese mismo año. El segundo período 
no podrá prolongarse más allá del 30 
de abril del mismo año.

Si las dos Cámaras no estuvieren 
de acuerdo para poner término a las 
Sesiones antes de las fechas indicadas, 
resolverá el Presidente de la República. 
Art. 66. CPEUM

En la apertura de Sesiones Ordinarias 
del Primer Periodo de cada año de ejer-
cicio del Congreso, el Presidente de la 
República presentará un informe por 
escrito, en el que manifieste el estado 
general que guarda la administración 
pública del país. Art. 69. CPEUM

Congreso de la Unión, apertura de 
sesiones de las Cámaras del

Las Cámaras no pueden abrir sus se-
siones ni ejercer su cargo sin la concu-
rrencia, en cada una de ellas, de más 
de la mitad del número total de sus 
miembros; pero los presentes de una 
y otra deberán reunirse el día señalado 
por la ley y compeler a los ausentes 
a que concurran dentro de los treinta 
días siguientes, con la advertencia de 
que si no lo hiciesen se entenderá por 
ese solo hecho, que no aceptan su en-
cargo, llamándose luego a los suplen-
tes, los que deberán presentarse en un 
plazo igual, y si tampoco lo hiciesen, 
se declarará vacante el puesto. Art. 
63. CPEUM

Congreso de la Unión,  
facultades del

El Congreso tiene las facultades que el 
artículo 73 señala en sus 55 fraccio-
nes vigentes actualmente, destacando 
las siguientes: admitir nuevos Estados 
o modificar los límites de los actuales; 
cambiar la residencia de los Poderes de 
la Federación; imponer las contribucio-
nes necesarias para integrar la LIF, que 
financiará el PEF, así como la deuda pú-
blica, que complementa a ambos. 

En materia de deuda pública, el 
Congreso posee las facultades para dar 
las bases para que el Ejecutivo pueda 
contraer empréstitos, y para reconocer 
y mandar pagar la deuda nacional. Todo 
empréstito debe celebrarse para la eje-
cución de obras que directamente pro-
duzcan un incremento en los ingresos 
públicos o con propósitos de regulación 
monetaria; los refinanciamientos o rees-
tructura de deuda se realizarán bajo las 
mejores condiciones de mercado. 

En cada ejercicio fiscal aprobará los 
montos de endeudamiento que requiera 
el Gobierno de la Ciudad de México y 
las entidades de su sector público. El 
Ejecutivo Federal informará anualmen-
te al Congreso de la Unión al respecto 
con el informe que le remita el Jefe de 
Gobierno, quien lo deberá incluir en la 
Cuenta Pública.

Con relación a los Entidades federa-
tivas y sus Municipios, el Congreso es-
tablecerá las bases generales para que 
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puedan incurrir en endeudamiento; los 
límites y modalidades para afectar sus 
participaciones y cubrir sus obligacio-
nes de pago; la obligación de dichos 
órdenes de gobierno de inscribir y pu-
blicar la totalidad de sus empréstitos y 
obligaciones de pago en un registro pú-
blico único, de manera oportuna y trans-
parente; un sistema de alertas sobre el 
manejo de la deuda; las sanciones apli-
cables a los servidores públicos que no 
cumplan sus disposiciones. Las leyes al 
respecto, deberán discutirse primero en 
la Cámara de Diputados conforme a lo 
dispuesto por la fracción H del artículo 
72 constitucional.

Además, el Congreso de la Unión, a 
través de la comisión legislativa bicame-
ral competente, analizará la estrategia 
de ajuste para fortalecer las finanzas 
públicas de los Estados, planteada en 
los convenios que pretendan celebrar 
con el Gobierno Federal para obtener 
garantías. Lo anterior aplicará en el caso 
de los Estados que tengan niveles ele-
vados de deuda en los términos de la 
ley. Asimismo, de manera inmediata a 
la suscripción del convenio correspon-
diente, será informado de la estrategia 
de ajuste para los Municipios que se 
encuentren en el mismo supuesto. 

En el mismo artículo 73, continúa 
la descripción de las facultades del 
Congreso destacando lo concerniente a 
la regulación comercial interestatal; le-
gislar sobre hidrocarburos, minería, sus-
tancias químicas, explosivos, pirotecnia, 

industria cinematográfica, comercio, jue- 
gos con apuestas y sorteos, interme-
diación y servicios financieros, energía 
eléctrica y nuclear; laboral; modificar 
la estructura de la APF; declaración de 
guerra y lo concerniente a las fuerzas 
armadas; derecho marítimo; leyes sobre 
nacionalidad, condición jurídica de los 
extranjeros, ciudadanía, naturalización, 
colonización, emigración e inmigración 
y salubridad general; vías generales de 
comunicación, tecnologías de la infor-
mación y la comunicación, radiodifusión, 
telecomunicaciones, banda ancha e in-
ternet, correos; uso y aprovechamiento 
de las aguas federales; casa de moneda 
y sistema general de pesas y medidas; 
y leyes de organización del Cuerpo 
Diplomático y del Cuerpo Consular. 

El Congreso puede expedir leyes pe-
nales, sus sanciones y procedimientos; 
de seguridad pública; del derecho a la 
información, libertad de expresión; am-
nistía; coordinación y competencias de 
la Federación, Estados y Municipios; le-
yes que regulen la actuación de la ASF y 
las que normen la gestión, control y eva-
luación de los Poderes de la Unión y de 
los entes públicos federales, así como la 
ley general que establezca las bases de 
coordinación del SNA a que se refiere el 
artículo 113 constitucional. Establecer 
el Servicio Profesional docente y esta-
blecer, organizar y sostener en toda la 
República escuelas rurales, elementa-
les, superiores, secundarias y profesio-
nales; de investigación científica, bellas 
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artes, enseñanza técnica, de agricul-
tura, minería, artes y oficios, museos, 
bibliotecas, observatorios e institutos 
de cultura general; monumentos ar-
queológicos, artísticos e históricos; así 
como dictar leyes para distribuir entre la 
Federación, las entidades federativas y 
los Municipios el ejercicio de la función 
educativa y sus aportaciones económi-
cas. Los Títulos que se expidan por los 
establecimientos de que se trata surti-
rán sus efectos en toda la República, y 
para legislar en materia de derechos de 
autor y propiedad intelectual. 

El aceptar la renuncia del Presidente 
de la República, o concederle licencia 
y constituirse en Colegio Electoral para 
designar al ciudadano que lo substituirá 
con el carácter de interino o substituto, 
en términos de los artículos 84 y 85 
constitucionales, es facultad exclusiva 
del Congreso. Lo es igualmente, la ex-
pedición de leyes sobre contabilidad gu-
bernamental que regirán la presentación 
homogénea de información financiera, 
de ingresos y egresos, así como patri-
monial, para la Federación, las entidades 
federativas, los Municipios y la Ciudad de 
México, a fin de garantizar su armoniza-
ción a nivel nacional, así como y emitir la 
ley general que establezca los principios 
y bases en materia de mecanismos alter-
nativos de solución de controversias, con 
excepción de la materia penal

La fracción XXIX del mismo artículo, 
establece contribuciones sobre comer-
cio exterior y otras muy diversas. 

El artículo 73 entre su fracción 
XXIX- B y XXIX- G, instaura faculta-
des del Congreso para legislar sobre 
las características y uso de la Bandera, 
Escudo e Himno Nacionales; expedir 
leyes sobre asentamientos humanos; 
planeación nacional del desarrollo 
económico y social, en materia de in-
formación estadística y geográfica; pro-
gramación, promoción, concertación y 
ejecución de acciones de orden econó-
mico, la producción suficiente y opor-
tuna de bienes y servicios; promoción 
de la inversión mexicana, la regulación 
de la inversión extranjera, la transfe-
rencia de tecnología y la generación, 
difusión y aplicación de conocimientos 
científicos y tecnológicos; leyes en ma-
teria de protección al ambiente y de 
preservación y restauración del equili-
brio ecológico. 

El artículo 73 entre su fracción 
XXIX-I y XXIX-Z, fija la coordinación, 
entre los tres niveles de gobierno, en 
casi todas las materias, destacando 
protección civil; cultura física y deporte; 
turismo; pesca y acuacultura; seguridad 
nacional; sociedades cooperativas; cul-
tura; protección de datos personales 
en posesión de particulares; derechos 
de infantes y adolescentes; iniciativa 
ciudadana y consultas populares; orga-
nización y funcionamiento de registros 
civiles, registros públicos inmobiliarios y 
de personas morales en las entidades 
federativas y los catastros municipales; 
transparencia gubernamental, acceso 
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a la información y protección de datos 
personales; archivos de la Federación, 
entidades federativas y Municipios; par-
tidos políticos; organismos electorales, 
y procesos electorales; responsabilida-
des administrativas de los servidores 
públicos, obligaciones y sanciones a los 
particulares vinculados con faltas admi-
nistrativas graves; expedir leyes en ma-
teria de responsabilidad hacendaria que 
tengan por objeto el manejo sostenible 
de las finanzas públicas en los tres ni-
veles de gobierno; sobre derechos de 
las víctimas; mejora regulatoria y justicia 
cívica e itinerante.

Finalmente, el Congreso tiene facul-
tad para expedir todas las leyes que 
sean necesarias para hacer efectivas 
sus facultades descritas y todas las 
otras concedidas por esta Constitución 
a los Poderes de la Unión. Art. 73. 
CPEUM

Conocimiento  
público útil

Aquél valor agregado que ofrece la in-
formación procesada o sistematizada, 
que articula datos, ideas, conceptos y 
experiencias, a fin de hacerlos del do-
minio público de manera simple, capaz 
de permitir el entendimiento y atención 
de problemas públicos, así como pro-
piciar una toma de decisiones informa-
da, mejorar la calidad de vida de los 
ciudadanos, fomentar su participación 
pública y empoderarlos. CONAIPL

Consecuencias  
jurídicas de las personas

A las personas jurídicas, con personali-
dad jurídica propia, se les podrá aplicar 
una o varias de las sanciones que es-
pecifica el presente artículo. Art. 422. 
CNPP

Cuando el Ministerio Público tenga 
conocimiento de la posible comisión 
de un delito en los que se encuen-
tre involucrada alguna persona ju-
rídica, en los términos previstos en 
este Código, iniciará la investigación 
correspondiente. Si durante la inves-
tigación se ejecuta el aseguramiento 
de bienes, el Ministerio Público, dará 
vista al representante de la persona 
jurídica a efecto de hacerle saber sus 
derechos y manifieste lo que a su de-
recho convenga.

Para los efectos de este Capítulo, 
el Órgano jurisdiccional podrá dictar 
como medidas cautelares la suspen-
sión de las actividades, la clausura tem-
poral de los locales o establecimientos, 
así como la intervención judicial. Art. 
423. CNPP

Durante el proceso, para deter-
minar la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas a que se refiere este 
Capítulo, se podrán aplicar las solucio-
nes alternas y las formas anticipadas 
de terminación del proceso y, en lo 
conducente, los procedimientos espe-
ciales previstos en este Código. Arts. 
424-425. CNPP
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Consejería Jurídica  
del Ejecutivo Federal

A la Consejería Jurídica del Ejecutivo 
Federal corresponde, en consonancia 
con el mandato constitucional al res-
pecto, el despacho de los asuntos se-
ñalados en estos artículos. Arts. 4, 43 
y 43-Bis. LOAPF

La función de Consejero Jurídico del 
Gobierno estará a cargo de la depen-
dencia del Ejecutivo Federal que, para 
tal efecto, establezca la ley.

El Ejecutivo Federal representará a la 
Federación en los asuntos en que ésta 
sea parte, por conducto de la dependen-
cia que tenga a su cargo la función de 
Consejero Jurídico del Gobierno o de las 
Secretarías de Estado, en los términos 
que establezca la ley. Art. 90. CPEUM

Consejo académico asesor del AGN

Es el integrado por académicos y exper-
tos destacados en disciplinas afines a la 
archivística, al que refiere el artículo 36 
de la presente Ley. Arts. 4 y 42. LFA

Consejo ciudadano

El término consejo deriva del latín consilium 
que significa cónsul, consultar. Es el orga-
nismo formado por un conjunto de per- 
sonas, que tiene a su cargo la administra-
ción o dirección de una empresa o entidad, 
 una función del Estado o el mismo gobier-
no de la nación, DRAE citado por DUTP.

El consejo ciudadano es el órgano de 
representación vecinal y de participa-
ción ciudadana para la atención de los 
intereses de la comunidad delegacional 
en relación a las necesidades y calidad 
de los servicios públicos relativos a 
esta. DUTP

Consejo Consultivo  
de Desarrollo Social

El Consejo es el órgano consultivo de la 
SEDESOL, de participación ciudadana 
y conformación plural, que tendrá por 
objeto analizar y proponer programas y 
acciones que inciden en el cumplimien-
to de la PNDS. Art. 55. LGDS

El Consejo tendrá las funciones y 
atribuciones señaladas en los presentes 
artículos. Arts. 56-60. LGDS

Consejo Consultivo de los 
Organismos garantes

Está integrado por consejeros que se-
rán honoríficos y por un plazo que no 
exceda a siete años. La Ley Federal y 
la de las Entidades Federativas con-
templarán lo relativo a la integración, 
funcionamiento, procedimientos trans-
parentes de designación, temporalidad 
en el cargo y su renovación. En la in-
tegración del Consejo Consultivo se 
deberá garantizar la igualdad de géne-
ro y la inclusión de personas con ex-
periencia en la materia de esta Ley y 
en derechos humanos, provenientes de 
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organizaciones de la sociedad civil y la 
academia. Art. 47. LGTAIP

Consejo de la Judicatura Federal

El Consejo de la Judicatura Federal 
determinará el número, división en cir-
cuitos, competencia territorial y espe-
cialización por materias, entre las que se 
incluirá la de radiodifusión, telecomuni-
caciones y competencia económica, de 
los Tribunales Colegiados y Unitarios de 
Circuito y de los Juzgados de Distrito.

Asimismo, mediante acuerdos ge-
nerales establecerá Plenos de Circuito, 
atendiendo al número y especializa-
ción de los Tribunales Colegiados que 
pertenezcan a cada Circuito. Las leyes 
determinarán su integración y funciona-
miento. Art. 94. CPEUM

Los Magistrados de Circuito y los 
Jueces de Distrito serán nombrados y 
adscritos por el Consejo de la Judicatura 
Federal, con base en criterios objetivos 
y de acuerdo a los requisitos y procedi-
mientos que establezca la ley. Durarán 
seis años en el ejercicio de su encargo, 
al término de los cuales, si fueran ra-
tificados o promovidos a cargos supe-
riores, sólo podrán ser privados de sus 
puestos en los casos y conforme a los 
procedimientos que establezca la ley.

La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación podrá solicitar al Consejo de la 
Judicatura Federal que averigüe la con-
ducta de algún juez o magistrado fede-
ral. Art. 97. CPEUM

El Consejo de la Judicatura Federal 
será un órgano del Poder Judicial de la 
Federación con independencia técni-
ca, de gestión y para emitir sus reso- 
luciones.

El Consejo se integrará por siete  
miembros de los cuales, uno será el 
Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, quien también lo será del Consejo; 
tres Consejeros designados por el Pleno 
de la Corte, por mayoría de cuando me-
nos ocho votos, de entre los Magistrados 
de Circuito y Jueces de Distrito; dos 
Consejeros designados por el Senado, y 
uno por el Presidente de la República.

Todos los Consejeros deberán reunir 
los requisitos señalados en el artículo 
95 de esta Constitución y ser personas 
que se hayan distinguido por su capaci-
dad profesional y administrativa, hones-
tidad y honorabilidad en el ejercicio de 
sus actividades, en el caso de los desig-
nados por la Suprema Corte, deberán 
gozar, además con reconocimiento en 
el ámbito judicial.

El Consejo estará a lo dispuesto en 
el presente artículo. Art. 100. CPEUM

Los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia, los Magistrados de Circuito, 
los Jueces de Distrito, los respecti-
vos secretarios, y los Consejeros de 
la Judicatura Federal, así como los 
Magistrados de la Sala Superior del 
Tribunal Electoral, no podrán, en ningún 
caso, aceptar ni desempeñar empleo o 
encargo de la Federación, de las entida-
des federativas o de particulares, salvo 
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los cargos no remunerados en asocia-
ciones científicas, docentes, literarias o 
de beneficencia.

De manera similar, deberán acatar 
lo dispuesto en los últimos párrafos del 
presente artículo. Art. 101. CPEUM 
(Ver también Poder Judicial de la 
Federación)

Consejo Nacional  
de Archivos

El integrado por los representantes de 
los archivos de los tres niveles de go-
bierno, de los órganos constitucionales 
autónomos, de instituciones académi-
cas y de archivos privados Art. 4. LFA

Órgano colegiado que tiene por ob-
jeto establecer una política nacional de 
archivos públicos y privados, así como 
las directrices nacionales para la ges-
tión de documentos y la protección de 
la memoria documental nacional

I)	 El Consejo Nacional de Archivos será 
presidido por el Director General del 
AGN; y

II)	 El funcionamiento del Consejo Nacio- 
nal de Archivos será conforme a lo  
dispuesto en esta Ley y, en su caso, 
en su Reglamento Art. 35. LFA

Estará integrado acorde a lo señala-
do en el presente artículo. Art. 37. LFA

Las facultades y atribuciones del 
Consejo Nacional de Archivos están 
descritas en este numeral. Art. 36. LFA

Consejo Nacional de Armonización 
Contable (CONAC)

Es el órgano de coordinación para la 
armonización de la contabilidad guber-
namental y tiene por objeto la emisión 
de las normas contables y lineamientos 
para la generación de información fi-
nanciera que aplicarán los entes públi-
cos. Art. 6. LGCG

En los términos de la LGCG, emitirá 
las normas contables necesarias para 
asegurar su congruencia con la presen-
te Ley, incluyendo los criterios a seguir 
para la elaboración y presentación ho-
mogénea de la información financiera 
referida en la misma. Art. 4. LDFEFM

Órgano de coordinación para la ar- 
monización de la contabilidad guber- 
namental y tiene por objeto la emisión 
de las normas contables y lineamientos 
para la generación de información fi- 
nanciera que aplicarán los entes pú- 
blicos. CTLFEF

Sus facultades son:

I)	 Emitir el marco conceptual, los postu-
lados básicos, el plan de cuentas, los 
elementos mínimos que deben con-
tener los manuales de contabilidad 
gubernamental, los reclasificadores 
de catálogos de cuentas para los co-
rrespondientes al sector paraestatal; 
así como las normas contables y de 
emisión de información financiera, 
generales y específicas, formuladas y 
propuestas por el secretario técnico;
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II)	 Emitir los requerimientos de infor-
mación adicionales y los conver-
tidores de las cuentas contables 
y complementarias, para la gene-
ración de información necesaria,  
en materia de finanzas públicas, para 
el sistema de cuentas nacionales y 
otros requerimientos de información 
de organismos internacionales de 
los que México es miembro;

III)	 Emitir lineamientos para el estable-
cimiento de un sistema de costos;

IV)	 Emitir las reglas de operación del 
Consejo, del comité y de los con-
sejos de armonización contable de 
las entidades federativas; 

V)	 Emitir su programa anual de tra-
bajo para el cumplimiento de esta 
Ley y elaborar y publicar el informe 
correspondiente;

VI)	 Solicitar la elaboración de estudios 
al secretario técnico;

VII)	Emitir el marco metodológico para 
llevar a cabo la integración y aná-
lisis de los componentes de las 
finanzas públicas a partir de los 
registros contables y el proceso 
presupuestario, considerando los 
principales indicadores sobre la 
postura fiscal y los elementos de 
las clasificaciones de los ingresos 
y gastos;

VIII)	Nombrar a los representantes de los 
municipios y demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México que 
integren el consejo y el comité, en 
términos de las reglas de operación 

y ajustándose a los requisitos que 
establece esta Ley;

IX)	 Analizar y, en su caso, aprobar los 
proyectos que le someta a consi-
deración el secretario técnico, in-
cluyendo aquéllos de asistencia 
técnica, así como el otorgamien-
to de apoyos financieros para los 
entes públicos estatales y muni-
cipales que lo requieran, a efecto 
de implementar lo dispuesto en 
esta Ley. Para el cumplimiento de 
lo antes referido, los municipios 
con menos de 25,000 habitan-
tes, así como aquellos de usos y 
costumbres accederán a recursos 
federales durante los plazos para 
la implementación de la ley, desti-
nados a capacitación y desarrollo 
técnico, en los términos resultantes 
del diagnóstico que para tal efecto 
elabore el consejo;

X)	 Analizar y, en su caso, aprobar las 
disposiciones para el registro con-
table de los esquemas de deuda 
pública u otros pasivos que con-
traten u operen los entes públicos, 
y su calificación conforme a lo dis-
puesto en esta Ley;

XI)	 Determinar las características de los 
sistemas que se aplicarán de forma 
simplificada por los municipios con 
menos de veinticinco mil habitantes;

XII)	 Realizar ajustes a los plazos para la 
armonización progresiva del sistema;

XIII)	Determinar los plazos para que la 
Federación, las entidades federa- 
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tivas, los municipios adopten las 
decisiones que emita el consejo; y

XIV)	Las demás establecidas en esta 
Ley. Art. 9. LGCG

Consejo Nacional  
de Evaluación de la Política  

de Desarrollo Social  
(CONEVAL)

El Estado contará con el CONEVAL, que 
es un órgano autónomo, con persona-
lidad jurídica y patrimonio propios, a 
cargo de la medición de la pobreza y 
de la evaluación de los programas, ob-
jetivos, metas y acciones de la política 
de desarrollo social, así como de emi-
tir recomendaciones en los términos 
que disponga la ley, la cual establecerá 
las formas de coordinación del órgano 
con las autoridades federales, locales 
y municipales para el ejercicio de sus 
funciones.

El CONEVAL estará integrado por un 
Presidente y seis Consejeros, ciudada-
nos mexicanos de reconocido prestigio; 
con experiencia mínima de diez años en 
materia de desarrollo social, y no perte-
necer a algún partido político o haber 
sido candidato a ocupar un cargo públi-
co de elección popular. Serán nombra-
dos por un lapso de cuatro años con el 
voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes de la Cámara de 
Diputados.

El Presidente del CONEVAL será ele-
gido por cinco años y sólo podrá ser 

removido de sus funciones en los tér-
minos del Título Cuarto de esta Cons- 
titución y presentará anualmente a los 
Poderes de la Unión un informe de acti-
vidades. Art. 26. CPEUM

La evaluación de la Política de Desa- 
rrollo Social estará a cargo del CONEVAL, 
que podrá realizarla por sí mismo o a 
través de uno o varios organismos inde-
pendientes del ejecutor del programa, y 
tiene por objeto, revisar periódicamente 
el cumplimiento del objetivo social de 
los programas, metas y acciones de 
dicha Política, para corregirlos, modifi-
carlos, adicionarlos, reorientarlos o sus-
penderlos total o parcialmente. Art. 72. 
LGDS

Los organismos evaluadores inde-
pendientes que podrán participar serán 
instituciones de educación superior, de 
investigación científica u organizacio-
nes no lucrativas. Cuando las evaluacio-
nes se lleven a cabo por un organismo 
distinto del Consejo, éste emitirá la con-
vocatoria correspondiente y designará 
al adjudicado. Art. 73. LGDS

Para la evaluación de resultados, 
los programas sociales de manera in-
variable deberán incluir los indicadores 
de resultados, gestión y servicios para 
medir su cobertura, calidad e impacto. 
Las dependencias del Ejecutivo Federal, 
estatales o municipales, ejecutoras de 
los programas a evaluar, proporcionarán 
toda la información y las facilidades ne-
cesarias para la realización de la evalua-
ción. Art. 74. LGDS
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Los indicadores de resultados que 
se establezcan deberán reflejar el cum-
plimiento de los objetivos sociales de 
los programas, metas y acciones de la 
PNDS. Art. 75. LGDS

Los indicadores de gestión y servi-
cios que se establezcan deberán reflejar 
los procedimientos y la calidad de los 
servicios de los programas, metas y ac-
ciones de la PNDS. Art. 76. LGDS

El CONEVAL, antes de aprobar los 
indicadores a que se refiere este artícu-
lo, los someterá a la consideración de la 
SHCP y a la Cámara de Diputados por 
conducto de la ASF, para que emitan las 
recomendaciones que estimen perti-
nentes. Art. 77. LGDS

La evaluación será anual, definiendo 
como periodo del primero de mayo al 
treinta de abril y podrá también ser mul-
tianual en los casos que así se determi-
ne. Art. 78. LGDS

Los resultados de las evaluaciones 
serán publicados en el DOF y deberán 
ser entregados a las Comisiones de 
Desarrollo Social de las Cámaras de 
Diputados y de Senadores del Congreso 
de la Unión. Art. 79. LGDS

De acuerdo con los resultados de las 
evaluaciones, el CONEVAL podrá emi-
tir las sugerencias y recomendaciones 
que considere pertinentes al Ejecutivo 
Federal y hacerlas del conocimiento pú-
blico. Art. 80. LGDS

El CONEVAL es un organismo públi-
co descentralizado, con personalidad 
jurídica, patrimonio propio, autonomía 

técnica y de gestión de conformidad 
con la Ley Federal de las Entidades 
Paraestatales. Tiene por objeto normar 
y coordinar la evaluación de las Políticas 
y Programas de Desarrollo Social, que 
ejecuten las dependencias públicas, y 
establecer los lineamientos y criterios 
para la definición, identificación y me-
dición de la pobreza, garantizando la 
transparencia, objetividad y rigor técni-
co en dicha actividad. Art. 81. LGDS

El Consejo estará integrado por las 
personas que señala el artículo 82 y 83 
de la Ley, teniendo su sede en la Ciudad 
de México y atendiendo a lo establecido 
en estos numerales. Arts. 82-85. LGDS

Consejo Nacional de Población 
(CONAPO)

El Consejo Nacional de Población, por 
mandato de la Ley de Población, tiene 
la misión de regular los fenómenos que 
afectan a la población en cuanto a su 
volumen, estructura, dinámica y distri-
bución en el territorio nacional, con el 
fin de lograr que ésta participe justa y 
equitativamente de los beneficios del 
desarrollo económico y social. CPFM

Consejo Nacional de transparencia

El Consejo del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Perso-
nales al que hace referencia el artículo 
32 de la LGTAIP. CONAIPL
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Consejo Nacional del Sistema 
Nacional de Transparencia

Está conformado por los integrantes 
que señala el artículo 32 de la Ley y 
será presidido por el Presidente del 
Instituto. Los Organismos garantes se-
rán representados por sus titulares o 
a falta de éstos, por un Comisionado 
del organismo garante designado por 
el Pleno del mismo. Los demás inte-
grantes estarán representados por sus 
titulares o un suplente que deberá te-
ner nivel mínimo de Director General o 
similar, quienes tendrán las mismas fa-
cultades que los propietarios. Se aten-
derá a las reglas y procedimientos que 
señalan estos artículos. Arts. 3 y 32-
35. LGTAIP

Consenso

Conformidad de una persona con una 
cosa o acuerdo de varías personas; en-
tre sí. 

No todo conflicto se resuelve nece-
sariamente mediante un consenso; bas-
ta con que existan reglas comúnmente 
aceptadas de solución, para encontrar-
nos frente al consenso básico que re-
quiere la convivencia humana. 

En consecuencia, consenso se iden-
tifica con el agreement on fundamen-
tals, tan bien desarrollado por Carl J. 
Friedrich, citado en DUP, en su obra La 
democracia como forma política y como 
forma de vida y, en buena medida, con 

el pacto originario o el contrato social 
de Juan Jacobo Rousseau. Esto significa 
igualmente que consenso, constitución 
y soberanía tienen vínculos aceptados 
muy estrechos que los identifican como 
elementos legitimadores del poder y la 
política, de lo que puede confirmarse 
que sin soberanía (en este caso po-
pular), sin constitución (en este caso 
como acuerdo en lo fundamental) y sin 
consenso, no es posible la legitimación 
de origen del pueblo.

El consenso, igualmente, puede ex-
plicarse como el arreglo necesario para 
el establecimiento de un cierto orden 
social o político. El consenso requiere 
en esta hipótesis el acuerdo entre fuer-
zas que se reconocen entre sí como 
esencialmente igualitarias.

En política puede hablarse del con- 
senso relativo a los asuntos básicos del 
régimen, lo que en una teoría constitu-
cional se llama las decisiones políticas 
fundamentales, y el consenso sobre 
los aspectos instrumentales. Así el fe-
deralismo, la democracia representati-
va, y la división de los poderes caerán 
en aquella categoría, mientras que los 
asuntos electorales o las cuestiones 
económicas formarán parte del últi-
mo. Sin embargo, puede darse el caso, 
como ocurre en el México contempo-
ráneo, en el que la materia electoral y 
la política económica afectan las partes 
substanciales del sistema y constituyen 
por ello el tema primordial del consen-
so básico.
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En las sociedades democráticas, es 
frecuente que más que el consenso, se 
valora la diversidad y el pluralismo y por 
ende la tolerancia. El consenso puede 
identificar valores y objetivos que no 
requieren de una decisión electoral, 
puesto que provocan la unanimidad de 
las voluntades políticas expresadas por 
los partidos. En este caso, el consenso 
debe de expresarse en leyes y conver-
tirse en el acuerdo de los grupos par-
lamentarios que actúan en los poderes 
legislativos. DUTP

Conservación de archivos

Conjunto de procedimientos y medidas 
destinados a asegurar la preservación 
y la prevención de alteraciones físicas 
de la información de los documentos de 
archivo 

Adoptar las medidas de índole técni-
ca, administrativa, ambiental y tecnoló-
gica para la adecuada preservación de 
los archivos. Arts. 4-5. LFA

Consulta ciudadana

Procedimiento por el cual se convoca 
a todos los ciudadanos vecinos de una 
congregación o comunidad, para que 
en forma expresa y pública elijan a los 
ciudadanos que deban ser Agentes o 
Subagentes municipales según el caso 
y manifiesten su voto, logrando el triun-
fo los candidatos que obtengan mayo-
ría. Arts. 172 y 177. LOMLEV. DTMV 

Consulta directa

La prerrogativa que tiene toda persona 
para acceder a la información en la ofi-
cina habilitada para tal efecto. Art. 4. 
LFTAIP

Consulta popular

Forma de participación democrática 
directa que puede organizar el Ayun- 
tamiento cuando se requiera tomar deci-
siones que por su naturaleza afecten el 
interés público del municipio. DTMV

Consumo  
del gobierno

Comprende el gasto corriente total del 
gobierno en todos sus niveles institu-
cionales, es decir, la compra de bienes 
y servicios de uso intermedio más la re-
muneración a sus asalariados; también 
se incluyen montos poco significativos 
del consumo de capital fijo e impuestos 
indirectos que algunas dependencias 
consignan en sus registros contables. 
CTLFEF

Consumo privado

Engloba el valor de todas las compras 
en el mercado interior, cualquiera que 
sea su duración, así como de servicios 
realizados por las unidades familiares 
y las instituciones privadas sin fines 
de lucro. Incluye la remuneración de 
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asalariados recibida en especie, la pro-
ducción de artículos para autoconsumo 
y el valor imputado por las viviendas 
ocupadas por sus propietarios. Se ex-
cluyen las compras de tierra y edificios 
para viviendas. CTLFEF

Contabilidad gubernamental

Es la técnica que sustenta los siste-
mas de contabilidad gubernamental y 
que se utiliza para el registro de las 
transacciones que llevan a cabo los 
entes públicos, expresados en térmi-
nos monetarios, captando los diversos 
eventos económicos identificables y 
cuantificables que afectan los bienes 
e inversiones, las obligaciones y pa-
sivos, así como el propio patrimonio, 
con el fin de generar información fi-
nanciera que facilite la toma de de-
cisiones y un apoyo confiable en la 
administración de los recursos públi-
cos. Art. 4. LGCG

Técnica destinada a captar, clasificar, 
registrar, resumir, comunicar e interpre-
tar la actividad económica, financiera, 
administrativa, patrimonial y presupues-
taria del estado. Registro sistematizado 
de operaciones derivadas de recursos 
financieros asignados a instituciones 
de la administración pública, se orienta 
a la obtención e interpretación de los 
resultados y sus respectivos estados 
financieros que muestran la situación 
patrimonial de la administración públi-
ca. GTUAPF

La técnica que sustenta los sistemas 
de contabilidad gubernamental y que se 
utiliza para el registro de las transaccio-
nes que llevan a cabo los entes públicos, 
expresados en términos monetarios, 
captando los diversos eventos econó-
micos identificables y cuantificables 
que afectan los bienes e inversiones, las 
obligaciones, pasivos y patrimonio, con 
el fin de generar información financiera 
que facilite la toma de decisiones y un 
apoyo confiable en la administración de 
los recursos. Se basa en un marco con-
ceptual que representa los conceptos 
para la elaboración de normas, la con-
tabilización, valuación y presentación 
de la información financiera confiable y 
comparable y permite ser reconocida e 
interpretada. Debe permitir la expresión 
fiable de las transacciones en los esta-
dos financieros y considerar las mejores 
prácticas contables nacionales e inter-
nacionales en apoyo a las tareas de pla-
neación financiera, control de recursos, 
análisis y fiscalización. CTLFEF

Técnica destinada a captar, clasificar, 
registrar, resumir, comunicar e interpre-
tar la actividad económica, financiera, 
administrativa, patrimonial y presupues-
taria del Estado. CGEJL

Contabilidad municipal

Es la técnica que registra sistemática-
mente las operaciones económicas u 
operaciones cuantitativas expresadas 
en unidades monetarias que realiza un 
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Municipio, así como los eventos eco-
nómicos identificables y cuantificables 
que le afecten, con el objeto de gene-
rar información financiera, presupuestal, 
programática y económica que facilite 
a las autoridades municipales la toma 
de decisiones y la emisión de informes. 
MERAPM; COLRF

Contabilidad nacional

Es la técnica contable que permite el 
análisis del desarrollo de una nación, 
por medio de una estructura conceptual 
que muestra en forma sencilla y esque-
mática los elementos implicados en una 
problemática dada, y permite la forma-
ción de criterios que coadyuven a re-
solverla adecuadamente. Presenta las 
cuentas de ingreso y gasto nacionales 
en una forma que muestra las transac-
ciones que se realizan durante un pe-
ríodo determinado entre los diferentes 
sectores de la economía. Las tabulacio-
nes se efectúan en la forma de una ma-
triz que muestra las fuentes de insumo 
de cada sector o parte de éste y la dis-
tribución de su producción. Por ejem-
plo el sector de producción muestra 
qué cantidad de los insumos de una in-
dustria se compraron a otras industrias 
domésticas, cuánto importó y cuánto 
gastó en salarios, sueldos y dividendos. 
Al mismo tiempo, muestra qué cantidad 
de su producción vendió a otras indus-
trias, cuánto exportó y cuánto se con-
sumió por individuos privados o por el 

sector gobierno. Estas transacciones 
del sector productivo se balancean por 
las transacciones correspondientes de 
los otros sectores. Por ejemplo el sector 
personal muestra el valor de las fuentes 
de ingreso que obtienen los individuos 
en el sector productivo y otros sectores, 
así como la forma en que esos ingresos 
se ahorran o gastan en la producción 
de las diversas industrias o en importa-
ciones. GTUAPF

Contabilidad para efectos fiscales

La contabilidad, para efectos fiscales, 
se integra por los libros, sistemas y re-
gistros contables, papeles de trabajo, 
estados de cuenta, cuentas especia-
les, libros y registros sociales, control 
de inventarios y método de valuación, 
discos y cintas o cualquier otro medio 
procesable de almacenamiento de da-
tos, los equipos o sistemas electróni-
cos de registro fiscal y sus respectivos 
registros, además de la documentación 
comprobatoria de los asientos respec-
tivos, así como toda la documentación 
e información relacionada con el cum-
plimiento de las disposiciones fiscales, 
la que acredite sus ingresos y deduc-
ciones, y la que obliguen otras leyes; 
en el Reglamento de este Código se 
establecerá la documentación e in-
formación con la que se deberá dar 
cumplimiento a esta fracción, y los 
elementos adicionales que integran la 
contabilidad. Art. 28. CFF
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Contenido de los anteproyectos 
para la programación y 

presupuestación

Los anteproyectos de las entidades 
comprenderán un flujo de efectivo que 
deberá contener los requisitos exigidos 
por estos artículos, entre los que des-
taca, su previsión de ingresos; del gas-
to corriente; endeudamiento neto y su 
estructura programática. Arts. 26-29. 
LFPRH

Contexto territorial

Son los aspectos que trascienden el 
ámbito individual e influyen en las op-
ciones de vida de las personas. Su aná-
lisis considera elementos comunitarios 
o locales, cuya identificación descansa 
en criterios territoriales. Considera el 
entorno en el cual se desenvuelven los 
procesos sociales que comprenden u 
originan la pobreza. CPFM

Contingencias inflacionarias

Relativo a los posibles fenómenos eco-
nómicos que pudieran presentarse y 
ocasionar incrementos sostenidos y ge-
neralizados en precios que afectan di-
rectamente al presupuesto. MERAPM

Contingencias y gastos urgentes

Las dependencias y entidades po-
drán solicitar a la SHCP recursos que 

les permitan atender contingencias o, 
en su caso, gastos urgentes de ope-
ración, a través de acuerdos de mi-
nistración, siempre y cuando éstos se 
regularicen con cargo a sus respec-
tivos presupuestos invariablemente 
mediante la expedición de una cuen-
ta por liquidar certificada. Art. 46. 
LFPRH

Contrabando, conductas 
equiparables al

Será sancionado con las mismas penas 
del contrabando, quien incurra en algu-
na o algunas de las acciones que des-
cribe el numeral 105 del CFF. Art. 105 
CFF

Contrabando, delito de

Comete el delito de contrabando quien 
introduzca al país o extraiga de él 
mercancías:

I)	 Omitiendo el pago total o parcial de 
las contribuciones o cuotas compen-
satorias que deban cubrirse;

II)	 Sin permiso de autoridad competen-
te, cuando sea necesario este requi-
sito; y

III)	De importación o exportación pro- 
hibida.

También comete delito de contra-
bando quien interne mercancías extran-
jeras procedentes de las zonas libres 
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al resto del país en cualquiera de los 
casos anteriores, así como quien las ex-
traiga de los recintos fiscales o fiscali-
zados sin que le hayan sido entregados 
legalmente por las autoridades o por 
las personas autorizadas para ello. Art. 
102. CFF

El delito de contrabando será califi-
cado cuando se cometa:

I)	 Con violencia física o moral en las 
personas;

II)	 De noche o por lugar no autorizado 
para la entrada o salida del país de 
mercancías;

III)	Ostentándose el autor como funcio-
nario o empleado público;

IV)	Usando documentos falsos; y
V)	Por tres o más personas.

Las calificativas a que se refieren las 
fracciones III, IV y V anteriores, también 
serán aplicables al delito previsto en el 
artículo 105 de este Código.

Cuando los delitos a que se refiere 
este artículo sean calificados, la sanción 
correspondiente se aumentará de tres 
meses a tres años de prisión. Si la ca-
lificativa constituye otro delito, se apli-
carán las reglas de la acumulación. Art. 
107. CFF

Contrabando, penas  
de prisión por el delito de 

El delito de contrabando se sancionará 
con pena de prisión, que puede ir de 

tres meses a nueve años, dependiendo 
del monto de las contribuciones o cuo-
tas omitidas, las que sólo tomarán en 
cuenta los daños ocasionados antes del 
contrabando. Art. 104. CFF

Contrabando, presunción  
del delito de

Se presume cometido el delito de con-
trabando cuando se actualice alguna 
de las circunstancias o condiciones que 
contempla el presente artículo. Art. 
103. CFF

Contralor interno

Servidor Público encargado de vigilar 
que se cumplan los lineamientos e ins-
peccionar que se observe la normativa 
en materia de planeación, programa-
ción, presupuestación, registro, control, 
evaluación y auditoría así como de vi-
gilar que su operación se realice con 
eficacia, eficiencia y economía, ya que 
debe emitir y recomendar las medidas 
correctivas con oportunidad y, en caso 
de haber anomalías, señalar las respon-
sabilidades que procedan con base en 
las leyes aplicables. GTUAPF

Contraloría

Órgano de control interno autónomo 
encargado de la supervisión y eva- 
luación de los gastos públicos del 
Ayuntamiento. DTMV
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Contraloría ciudadana

El conjunto de acciones de control, vi-
gilancia y evaluación que realizan las 
personas de manera organizada o in-
dependiente, en un modelo de dere-
chos y compromisos ciudadanos, con el 
propósito de contribuir a que la gestión 
gubernamental y el manejo de los re-
cursos públicos se realicen en términos 
de transparencia, eficacia, legalidad y 
honradez, así como para exigir la ren-
dición de cuentas a sus gobernantes. 
DSFP

Contraloría social

Es el conjunto de acciones de control, 
vigilancia y evaluación que realizan las 
personas, de manera organizada o in-
dependiente, en un modelo de dere-
chos y compromisos ciudadanos, con el 
propósito de contribuir a que la gestión 
gubernamental y el manejo de los recur-
sos públicos se realicen en términos de 
transparencia, eficacia, legalidad y hon-
radez, así como para exigir la rendición 
de cuentas a sus gobernantes. CPFM

Se reconoce a la Contraloría Social 
como el mecanismo de los beneficia-
rios, de manera organizada, para ve-
rificar el cumplimiento de las metas y 
la correcta aplicación de los recursos 
públicos asignados a los programas de 
desarrollo social. Art. 69. LGDS

El Gobierno Federal impulsará la 
Contraloría Social y le facilitará el acce- 

so a la información necesaria para el 
cumplimiento de sus funciones. Art. 
70. LGDS

Son funciones de la Contraloría 
Social:

I)	 Solicitar la información a las autori-
dades federales, estatales y munici-
pales responsables de los programas 
de desarrollo social que considere 
necesaria para el desempeño de sus 
funciones;

II)	 Vigilar el ejercicio de los recursos pú-
blicos y la aplicación de los progra-
mas de desarrollo social conforme a 
la Ley y a las reglas de operación;

III)	Emitir informes sobre el desempe- 
ño de los programas y ejecución de 
los recursos públicos;

IV)	Atender e investigar las quejas y de-
nuncias presentadas sobre la aplica-
ción y ejecución de los programas; y

V)	Presentar ante la autoridad compe-
tente las quejas y denuncias que 
puedan dar lugar al fincamiento de 
responsabilidades administrativas, 
civiles o penales relacionadas con 
los programas sociales. Art. 71. 
LGDS

Contratación indebida

La comete el servidor público que auto-
riza cualquier tipo de contratación, así 
como la selección, nombramiento o de-
signación, de quien se encuentre impe-
dido por disposición legal o inhabilitado 
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por resolución de autoridad compe-
tente para ocupar un empleo, cargo o 
comisión en el servicio público o inha-
bilitado para realizar contrataciones con 
los entes públicos, siempre que en el 
caso de las inhabilitaciones, al momen-
to de la autorización, éstas se encuen-
tren inscritas en el Sistema Nacional 
de Servidores Públicos y Particulares 
Sancionados de la Plataforma Digital 
Nacional. MSNASPF

Contratación y/o condiciones  
de pago, modalidades

Las dependencias y entidades deberán 
incorporar en las convocatorias a las li-
citaciones, las modalidades de contrata-
ción que tiendan a garantizar al Estado 
las mejores condiciones en la ejecución 
de los trabajos, ajustándose a las con-
diciones de pago señaladas en este 
artículo.

Las condiciones de pago en los con-
tratos podrán pactarse conforme a lo 
siguiente:

I)	 Sobre la base de precios unitarios, 
en cuyo caso el importe de la re-
muneración o pago total que deba 
cubrirse se hará por unidad de con-
cepto de trabajo terminado;

II)	 A precio alzado, en cuyo caso el 
importe de la remuneración o pago 
total fijo que deba cubrirse será por 
los trabajos totalmente terminados y 
ejecutados en el plazo establecido;

Las proposiciones que presen-
ten los contratistas para la celebra-
ción de estos contratos, tanto en 
sus aspectos técnicos como econó-
micos, deberán estar desglosadas 
por lo menos en cinco actividades 
principales;

III)	Mixtos, cuando contengan una parte 
de los trabajos sobre la base de pre-
cios unitarios y otra, a precio alzado; y

IV)	Amortización programada, en cuyo 
caso el pago total acordado en el 
contrato de las obras públicas rela-
cionadas con proyectos de infraes-
tructura, se efectuará en función del 
presupuesto aprobado para cada 
proyecto.

Los trabajos cuya ejecución com-
prenda más de un ejercicio fiscal, debe-
rán formularse en un solo contrato, por 
el costo total y la vigencia que resulte 
necesaria para la ejecución de los tra-
bajos, sujetos a la autorización presu-
puestaria en los términos de la LFPRH. 
Art. 45. LOPSRM

En otros casos, como los de mante-
nimiento y los de caso fortuito o fuerza 
mayor, deberá estarse a lo dispuesto en 
los artículos presentes. Arts. 45-Bis y 
45 Ter. LOPSRM

Contratista

La persona que celebre contratos de 
obras públicas o de servicios relaciona-
dos con las mismas. Art. 2. LOPSRM
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Contrato colectivo  
de trabajo

Es el convenio celebrado entre uno o 
varios sindicatos de trabajadores y uno 
o varios patrones, o uno o varios sindi-
catos de patrones, con objeto de esta-
blecer las condiciones según las cuales 
debe prestarse el trabajo en una o 
más empresas o establecimientos. Art. 
386. LFT

Contrato de arrendamiento

Instrumento jurídico a través del cual se 
cede el uso o aprovechamiento tempo-
ral, ya sea de cosas, obras, servicios, a 
cambio de un valor. CPFM

Contrato de comodato

Instrumento jurídico a través del cual 
se cede el préstamo de algún bien, el 
cual se entrega gratuitamente, para 
que haga uso de él y con la obligación 
de regresarlo en las mismas condicio-
nes después de terminar de utilizarlo. 
CPFM

Contrato individual  
de trabajo

Cualquiera que sea su forma o denomi-
nación, es aquel por virtud del cual una 
persona se obliga a prestar a otra un 
trabajo personal subordinado, mediante 
el pago de un salario. Art. 20. LFT

Contrato, circunstancias de orden 
económico no previstas en el

Cuando a partir del acto de la presen-
tación y apertura de proposiciones ocu-
rran circunstancias de orden económico 
no previstas en el contrato que deter-
minen un aumento o reducción de los 
costos directos de los trabajos aún no 
ejecutados conforme al programa con-
venido, dichos costos, cuando proce-
dan, deberán ser ajustados atendiendo 
al procedimiento acordado en el contra-
to, de acuerdo con lo establecido por 
el artículo 57 de esta Ley. El aumento 
o reducción correspondiente deberá 
constar por escrito.

El procedimiento de ajustes de cos-
tos, sólo procederá para los contratos a 
base de precios unitarios o la parte de 
los mixtos de esta naturaleza. En los ca-
sos en que parte o todo el contrato sea 
en moneda extranjera se deberá aplicar 
el mecanismo de ajuste de costos y pe-
riodos de revisión establecido desde la 
convocatoria.

Cuando el porcentaje del ajuste de 
los costos sea al alza, será el contratista 
quien lo promueva. Si es a la baja, será 
la dependencia o entidad quien lo deter-
minará, con base en la documentación 
comprobatoria que lo justifique, salvo 
en el caso del procedimiento de ajuste 
señalado en la fracción III del artículo 
57 de esta Ley, conforme al cual, inva-
riablemente la dependencia o entidad 
deberá efectuarlo, con independencia 
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de que sea a la alza o a la baja. En su 
caso, podría darse la afirmativa ficta. 
Art. 56. LOPSRM

Contrato-ley

Es el convenio celebrado entre uno o 
varios sindicatos de trabajadores y va-
rios patrones, o uno o varios sindicatos 
de patrones, con objeto de establecer 
las condiciones según las cuales debe 
prestarse el trabajo en un rama de-
terminada de la industria, y declarado 
obligatorio en una o varias Entidades 
Federativas, en una o varias zonas eco-
nómicas que abarquen una o más de 
dichas Entidades, o en todo el territorio 
nacional. Art. 404. LFT

Contratos abiertos para adquirir 
bienes, arrendamientos o servicios

Las dependencias y entidades podrán 
celebrar contratos abiertos para adqui-
rir bienes, arrendamientos o servicios 
que requieran de manera reiterada con-
forme a lo señalado en este artículo. 
Art. 47. LAASSP

Contratos plurianuales y sus 
requisitos o justificación

Los ejecutores de gasto podrán cele-
brar contratos plurianuales de obras 
públicas, adquisiciones, y arrendamien-
tos o servicios durante el ejercicio fiscal 
siempre que satisfagan los requisitos 

que se detallan en el presente artículo. 
Art. 50. LFPRH

Contratos sujetos a disponibilidad 
presupuestaria 

Las dependencias y entidades podrán 
realizar todos los trámites necesarios 
para realizar contrataciones de ad-
quisiciones, arrendamientos, servicios 
y obra pública, con el objeto de que 
los recursos se ejerzan oportunamen-
te a partir del inicio del ejercicio fis-
cal correspondiente. En los términos 
del Reglamento de la LFPRH, podrán 
solicitar a la SHCP autorización espe-
cial para convocar, adjudicar y, en su 
caso, formalizar tales contratos, cuya 
vigencia inicie en el ejercicio fiscal 
inmediato. 

Los contratos estarán sujetos a la 
disponibilidad presupuestaria del año 
en el que se prevé el inicio de su vigen-
cia, estando sus efectos condicionados 
a la existencia de los recursos presu-
puestarios respectivos, sin que la no 
realización de la referida condición sus-
pensiva origine responsabilidad alguna 
para las partes.

Las dependencias y entidades po-
drán obtener la autorización a que se 
refiere este artículo en relación con los 
contratos plurianuales a que se refie-
re el artículo 50 de esta Ley, confor-
me al procedimiento que establezca 
el Reglamento de la LFPRH. Art. 35. 
LFPRH
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Contribuciones de mejoras

Son las establecidas en Ley a cargo de 
las personas físicas y morales que se 
beneficien de manera directa por obras 
públicas. Art. 2. CFF

Aportaciones en dinero que los pro-
pietarios o poseedores deben cubrir 
por la mejora o beneficio que tengan 
sus bienes inmuebles por la realización 
de obras públicas. Aportaciones que re-
cauda el Ayuntamiento a los vecinos de 
las colonias que carecen de servicios, 
como una cooperación para la realiza-
ción de mejoras y obra pública. DTMV

Contribuciones,  
accesorios de las

Son los ingresos que el Estado tiene 
derecho a percibir en virtud de una si-
tuación particular derivada del incumpli-
miento, o cumplimiento extemporáneo, 
de las obligaciones relativas a impues-
tos, aportaciones de seguridad social, 
contribuciones de mejoras y derechos, 
por lo que participan de la naturaleza 
y privilegios de estas contribuciones. 
DJM

Son accesorios de las contribuciones 
y participan de la naturaleza de éstas, los 
recargos, las sanciones, los gastos de eje-
cución y la indemnización a que se refie-
re el séptimo párrafo del artículo 21 de 
este Código. Siempre que en este Código 
se haga referencia únicamente a contri-
buciones no se entenderán incluidos los 

accesorios, con excepción de lo dispues-
to en el artículo 1. Art. 2. CFF

Ingresos captados por el Gobierno 
Federal derivados del incumplimiento 
de las obligaciones fiscales por parte 
de los contribuyentes tales como recar-
gos y multas.

Dicho concepto se integra por las frac-
ciones siguientes: gastos de ejecución, 
recargos, sanciones e indemnizaciones, 
por los cheques girados por los contribu-
yentes y no cobrados por las autoridades 
fiscales correspondientes. GTUAPF

Contribuciones, actualización de

Cuando no se cubran las contribuciones 
o los aprovechamientos en la fecha o 
dentro del plazo fijado por las disposi-
ciones fiscales, su monto se actualizará 
desde el mes en que debió hacerse el 
pago y hasta que el mismo se efectúe, 
además deberán pagarse recargos por 
concepto de indemnización al fisco 
federal por la falta de pago oportuno. 
Dichos recargos se calcularán aplican-
do al monto de las contribuciones o de 
los aprovechamientos actualizados por 
el periodo a que se refiere este párrafo, 
la tasa que resulte de sumar las aplica-
bles en cada año para cada uno de los 
meses transcurridos en el periodo de 
actualización de la contribución o apro-
vechamiento de que se trate. La tasa de 
recargos para cada uno de los meses 
de mora será la que resulte de incre-
mentar en 50% a la que mediante Ley 
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fije anualmente el Congreso de la Unión. 
Art. 21. CFF

Las cantidades actualizadas conser-
van la naturaleza jurídica que tenían an-
tes de la actualización. El monto de ésta, 
determinado en los pagos provisionales, 
definitivos y del ejercicio, no será deduci-
ble ni acreditable. Art. 17-A. CFF

Contribuciones, causación de las

Las contribuciones se causan conforme 
se realizan las situaciones jurídicas o de 
hecho, previstas en las leyes fiscales vi-
gentes durante el lapso en que ocurran.

Dichas contribuciones se determinarán 
conforme a las disposiciones vigentes en 
el momento de su causación, pero les se-
rán aplicables las normas sobre procedi-
miento que se expidan con posterioridad.

Corresponde a los contribuyentes la 
determinación de las contribuciones a su 
cargo, salvo disposición expresa en con-
trario. Si las autoridades fiscales deben 
hacer la determinación, los contribuyen-
tes les proporcionarán la información ne-
cesaria dentro de los 15 días siguientes 
a la fecha de su causación. Art. 6 CFF

Contribuciones, fecha  
de pago de las

Las contribuciones se pagan en la fecha 
o dentro del plazo señalado en las dis-
posiciones respectivas. A falta de dispo-
sición expresa el pago deberá hacerse 
mediante declaración que se presentará 

ante las oficinas autorizadas, dentro del 
plazo que a continuación se indica:

I)	 Si la contribución se calcula por pe-
ríodos establecidos en Ley y en los 
casos de retención o de recaudación 
de contribuciones, los contribuyentes, 
retenedores o las personas a quienes 
las leyes impongan la obligación de 
recaudarlas, las enterarán a más tar-
dar el día 17 del mes de calendario 
inmediato posterior al de terminación 
del período de la retención o de la 
recaudación, respectivamente; y

II)	 En cualquier otro caso, dentro de los 
5 días siguientes al momento de la 
causación.

En el caso de contribuciones que 
se deben pagar mediante retención, 
aun cuando quien deba efectuarla no 
retenga o no haga pago de la contra-
prestación relativa, el retenedor estará 
obligado a enterar una cantidad equiva-
lente a la que debió haber retenido.

Cuando los retenedores deban ha-
cer un pago en bienes, solamente harán 
la entrega del bien de que se trate si 
quien debe recibirlo provee los fondos 
necesarios para efectuar la retención en 
moneda nacional. Art. 6. CFF

Contribuyente

Es todo individuo que por tener una ac-
tividad económica está obligado a con-
tribuir para el financiamiento del gasto 
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público, de acuerdo con las leyes fisca-
les. Dicho individuo puede ser nacional 
o extranjero, persona física o moral o 
bien ser una entidad pública o privada. 
GIFSAT

Persona física o moral obligada al 
pago de la contribución. GTUAPF

Contribuyentes acreedores  
a multas y la LIF 

Durante el ejercicio fiscal de 2018, los 
contribuyentes a los que se les impon-
gan multas por infracciones derivadas 
del incumplimiento de obligaciones 
fiscales federales distintas a las obliga-
ciones de pago, entre otras, las relacio-
nadas con el RFC, con la presentación 
de declaraciones, solicitudes o avisos y 
con la obligación de llevar contabilidad, 
así como aquéllos a los que se les im-
pongan multas por no efectuar los pa-
gos provisionales de una contribución, 
de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 81, fracción IV del CFF, acorde 
con lo establecido en el presente artícu-
lo. Art. 15. LIF

Control presupuestario  
de los servicios personales

La SHCP será responsable de estable-
cer y operar un sistema, con el fin de 
optimizar y uniformar el control presu-
puestario de los servicios personales.

La SFP contará con un sistema de 
administración de los recursos humanos 

de las dependencias y entidades y para 
tal efecto estará facultada para dic-
tar las normas de su funcionamiento 
y operación. El registro del personal 
militar lo llevarán las Secretarías de la 
Defensa Nacional y de Marina, según 
corresponda.

Los Poderes Legislativo y Judicial y 
los entes autónomos, por conducto de 
sus respectivas unidades de administra-
ción, convendrán con la SHCP y la SFP 
la manera de coordinarse en el registro 
del personal de dichos ejecutores de 
gasto, a efecto de presentar periódica-
mente la información correspondiente. 
Art. 70. LFPRH

Controversias  
constitucionales, 

inconstitucionalidad  
y recursos de apelación

La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación conocerá, en los términos que 
señale la ley reglamentaria, de los asun-
tos descritos en el artículo presente, 
destacando controversias constitucio-
nales entre la Federación; una enti-
dad federativa; un municipio; el Poder 
Ejecutivo; el Congreso de la Unión y los 
órganos constitucionales autónomos.

Las acciones de inconstitucionalidad 
tienen por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de ca-
rácter general y esta Constitución.

Los recursos de apelación serán 
en contra de sentencias de Jueces de 
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Distrito dictadas en aquellos procesos 
en que la Federación sea parte y que 
por su interés y trascendencia así lo 
ameriten. Art. 105. CPEUM

Controversias en los proyectos  
de la APP, Comité de Expertos

En caso de divergencias de naturaleza 
técnica o económica, las partes del con-
trato de APP tratarán de resolverlas de 
mutuo acuerdo y con apego al principio 
de buena fe.

La etapa de negociación y, en su 
caso, acuerdo sobre el particular tendrá 
un plazo que al efecto convengan las 
partes. En el evento de que las partes no 
lleguen a acuerdo en el plazo pactado y, 
en su caso, en su prórroga, someterán 
la divergencia a un comité integrado por 
tres expertos en la materia de que se 
trate, designados uno por cada parte y 
el tercero por estos últimos.

El comité conocerá de aquellas di-
vergencias de naturaleza técnica o 
económica, sin poder conocer de cues-
tiones jurídicas, atendiendo los plazos y 
procedimiento que señalan estos artícu-
los. Arts. 134-137. LAPP

Conurbación

Determinada por la vecindad física de 
dos o más localidades geo-estadísticas 
o centros urbanos, constituyendo una 
sola unidad urbana de por lo menos 15 
mil habitantes. CPFM

Agrupamiento de dos o más centros 
urbanos que constituyen una unidad 
geográfica urbana de intereses comu-
nes. Conjunto de dos o más núcleos 
urbanos inicialmente independientes y 
contiguos por sus márgenes, que al cre-
cer acaban formando una unidad fun-
cional. DTMV

Convalidación de actos ejecutados 
sin observancia de formalidades 

del CNPP

Los actos ejecutados con inobservan-
cia de las formalidades previstas en 
este Código que afectan al Ministerio 
Público, la víctima u ofendido o el im-
putado, quedarán convalidados cuando 
se efectué alguna de las circunstancias 
previstas en este artículo. Art. 100. 
CNPP

Convención Nacional Hacendaria

Es quizá uno de los logros de la 
CONAGO. Se emitió la convocatoria 
para realizar la Convención el 28 de 
octubre del 2003, siendo suscrita por 
los Ejecutivos federal y los de las en-
tidades federativas, conjuntamente con 
los presidentes de las organizaciones 
que integran la Conferencia Nacional de 
Municipios de México, los presidentes 
de las Cámaras de Diputados y la de 
Senadores del Congreso de la Unión, 
de sus Juntas de Coordinación Política y 
del Consejo Directivo de la Conferencia 
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Mexicana de Congresos y legisladores 
estatales.

Sus antecedentes remotos son las 
convenciones fiscales de 1925, 1943 
y 1947, aunque con objetivos más am-
plios, de ahí que sea denominada ha-
cendaria y no solo fiscal. Plantea que 
los tres órdenes de gobierno analicen el 
ingreso en forma vinculada con el gasto 
público, manejo de la deuda y sus efec-
tos en el patrimonio público; moderni-
zación y simplificación administrativa; 
coordinación y colaboración interguber-
namentales; fiscalización, transparencia 
y rendición de cuentas.

La inauguración de trabajos fue el 5 
de febrero de 2004, extendiéndose los 
programas de trabajo hasta el 25 de ju-
nio. El 17 de agosto de 2004, se dio 
a conocer la Declaratoria a la Nación y 
los Acuerdos de la Primera Convención 
Nacional Hacendaria. DMVC

Convenio de adhesión

Instrumento jurídico que será suscri-
to entre el ente federal y/o la instancia 
ejecutora, el organismo promotor en su 
caso y el beneficiario, en el que se es-
tablecerá el proyecto a desarrollar y los 
montos de apoyo a otorgar por parte de 
los involucrados. CPFM

Convenio de concertación

Documento en el cual se formalizan 
los derechos y obligaciones entre las 

partes para la ejecución, administra-
ción, seguimiento y evaluación del pro-
yecto. CPFM

Convenio de coordinación

Instrumento jurídico que celebran las 
partes para establecer los compromi-
sos generales y acciones cuya ejecu-
ción corresponderá para su atención a 
cada una de ellas. CPFM

Convocatoria

Documento que contiene las bases pla-
zos, requisitos y condiciones para parti-
cipar en el Programa. CPFM

Es la cita formal que realizan los ór-
ganos facultados para ello en la Cámara, 
a efecto de llevar a cabo una Sesión o 
Reunión. CTLFEF

Convocatoria para el nombramiento 
de Comisionados del INAI

El Senado de la República deberá emitir 
la convocatoria, con el objeto de reali-
zar una amplia consulta pública nacional 
dirigida a toda la sociedad en general, 
para que presenten sus postulaciones 
de aspirantes a ocupar el cargo. Art. 
19. LFTAIP

Convocatoria para el remate

El remate deberá ser convocado al 
día siguiente de haberse efectuado 
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la notificación del avalúo, para que 
tenga verificativo dentro de los vein-
te días siguientes. La convocatoria se 
hará cuando menos diez días antes del 
inicio del período señalado para el re-
mate y la misma se mantendrá en los 
lugares o medios en que se haya fijado 
o dado a conocer hasta la conclusión 
del remate.

La convocatoria se publicará en la 
página electrónica de las autoridades 
fiscales, en la cual se darán a conocer 
los bienes objeto del remate, el valor 
que servirá de base para su enajena-
ción, así como los requisitos que debe-
rán cumplir los postores para concurrir 
al mismo. Art. 176. CFF

Convocatorias mixtas para la 
realización de proyectos

Las dependencias podrán emitir con-
vocatorias mixtas para la realización 
de proyectos, con base en los ordena-
mientos del ámbito de su competencia 
y en esta Ley, con el fin de licitar en 
un mismo concurso el otorgamiento de 
una concesión para construir, explotar, 
conservar o mantener proyectos de in-
fraestructura; y la adjudicación de un 
contrato de obra pública asociada a 
proyectos de infraestructura.

Para ello, las dependencias emiti-
rán una sola convocatoria que incluirá 
las bases, procedimientos, condiciones 
y demás características conforme a las 
cuales se desarrollará el procedimiento, 

debiendo observar, para cada etapa del 
mismo, lo dispuesto en el ordenamiento 
que resulte aplicable. Al efecto, se esta-
rá a lo que dispone el presente artículo. 
Art. 40-Bis. LOPSRM

Coordinación de la ASF con los 
órganos internos de control y las 

entidades estatales de fiscalización

Cuando conforme a esta Ley, los órga-
nos internos de control o las entidades 
fiscalizadoras locales deban colaborar 
con la ASF en lo que concierne a la revi-
sión de la Cuenta Pública, deberá esta-
blecerse una coordinación entre ambos 
a fin de garantizar el debido intercam-
bio de información que al efecto se re-
quiera, y otorgar las facilidades que 
permitan a los auditores llevar a cabo 
el ejercicio de sus funciones. Asimismo, 
deberán proporcionar la documentación 
que les solicite la ASF sobre los resul-
tados de la fiscalización que realicen o 
cualquier otra que se les requiera, para 
realizar la auditoría correspondiente. 
Arts. 24-25. LFRCF

Coordinación federal  
con estados y municipios

El Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos podrá celebrar convenios 
de coordinación de acciones con los 
Gobiernos Estatales, y con su par-
ticipación, en los casos necesarios, 
con los Municipios, satisfaciendo las 
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formalidades legales que en cada caso 
procedan, a fin de favorecer el desarro-
llo integral de las propias entidades fe-
derativas. Art. 22. LOAPF

Coordinación fiscal

Sistema fiscal de coordinación de la 
Federación con la Ciudad de México, 
los estados y los municipios que solici-
ten adherirse al mismo y que se forma-
liza mediante convenio, con la finalidad 
de obtener la participación que corres-
ponda a sus haciendas públicas en la 
distribución del total de los impuestos 
federales y de los otros ingresos que 
señale la Ley de la materia, mediante la 
asignación de los fondos que en la mis-
ma se establecen. DTMV

Coordinación interinstitucional

Proceso a través del cual se da orden al 
esfuerzo institucional, ya sean gobier-
nos estatales, municipales, dependen-
cias o entidades federales y la sociedad 
civil. El propósito es evitar duplicida-
des y eficientar el uso de los recursos. 
CPFM

Corresponsabilidad

Participación conjunta de los actores 
sociales y el Gobierno Federal y, en su 
caso estatal o municipal, para la reali-
zación de los proyectos convenidos. 
CPFM

Corrupción, delitos por hechos de

Para los efectos de este Título Décimo 
del Código Penal Federal y el subse-
cuente, es servidor público toda perso-
na que desempeñe un empleo, cargo 
o comisión de cualquier naturaleza en 
la APF centralizada, en la Ciudad de 
México, organismos descentralizados, 
empresas de participación estatal ma-
yoritaria, organizaciones y sociedades 
asimiladas a éstas, fideicomisos públi-
cos, empresas productivas del Estado, 
en los órganos constitucionales autóno-
mos, en el Congreso de la Unión, o en 
el Poder Judicial Federal, o que mane-
jen recursos económicos federales. Las 
disposiciones contenidas en el presente 
Título, son aplicables a los Gobernadores 
de los Estados, a los Diputados, a las 
Legislaturas Locales y a los Magistrados 
de los Tribunales de Justicia Locales, por 
la comisión de los delitos previstos en 
este Título, en materia federal.

Se impondrán las mismas sanciones 
previstas para el delito de que se trate 
a cualquier persona que participe en la 
perpetración de alguno de los delitos 
previstos en este Título o el subsecuente.

De manera adicional a dichas sancio-
nes, se impondrá a los responsables de 
su comisión, la pena de destitución y la 
inhabilitación para desempeñar empleo, 
cargo o comisión públicos, así como 
para participar en adquisiciones, arren-
damientos, servicios u obras públicas, 
concesiones de prestación de servicio 
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público o de explotación, aprovecha-
miento y uso de bienes de dominio de 
la Federación por un plazo de uno a 
veinte años, atendiendo a los siguientes 
criterios:

I)	 Será por un plazo de uno hasta 
diez años cuando no exista daño o 
perjuicio o cuando el monto de la 
afectación o beneficio obtenido por 
la comisión del delito no exceda de 

doscientas veces el valor diario de 
la UMA; y

II)	 Será por un plazo de diez a veinte 
años si dicho monto excede el límite 
señalado en la fracción anterior.

Para efectos de lo anterior, el juez 
deberá considerar, en caso de que el 
responsable tenga el carácter de ser-
vidor público, además de lo previsto 
en el artículo 213 de este Código, los 

CORRUPCIÓN
Añoso y 

endémico cáncer

¿Es integral y alcanza 
a todos los niveles y 
servidores públicos?

¿Es oriunda y exclusiva 
de la administración 

pública?

¿Quiénes las permiten 
y/o promueven?

¿Está tan extendida y 
sistematizada?

¿Como operan?

Tipos de corrupción
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elementos del empleo, cargo o comi-
sión que desempeñaba cuando incurrió 
en el delito.
Cuando el responsable tenga el carác-
ter de particular, el juez deberá imponer 
la sanción de inhabilitación para des-
empeñar un cargo público, participar en 
adquisiciones, arrendamientos, conce-
siones, servicios u obras públicas, con-
siderando lo siguiente:

I)	 Los daños y perjuicios patrimoniales 
causados por los actos u omisiones;

II)	 Las circunstancias socioeconómicas 
del responsable;

III)	Las condiciones exteriores y los me-
dios de ejecución: y

IV)	El monto del beneficio que haya ob-
tenido el responsable.

Sin perjuicio de lo anterior, la ca-
tegoría de funcionario o empleado de 
confianza será una circunstancia que 
podrá dar lugar a una agravación de 
la pena.

Cuando los delitos a que se refieren 
los artículos 214, 217 y 221 al 224, 
del presente Código sean cometidos 
por servidores públicos electos popu-
larmente o cuyo nombramiento esté 
sujeto a ratificación de alguna de las 
Cámaras del Congreso de la Unión, las 
penas previstas serán aumentadas has-
ta en un tercio. Art. 212. CPF

Para la individualización de las 
sanciones previstas en este Título, el 
juez tomará en cuenta, en su caso, 

el nivel jerárquico del servidor públi-
co y el grado de responsabilidad del 
encargo, su antigüedad en el empleo, 
sus antecedentes de servicio, sus per-
cepciones, su grado de instrucción, la 
necesidad de reparar los daños y per-
juicios causados por la conducta ilíci-
ta y las circunstancias especiales de 
los hechos constitutivos del delito. Sin 
perjuicio de lo anterior, la categoría de 
funcionario o empleado de confianza 
será una circunstancia que podrá dar 
lugar a una agravación de la pena. 
Art. 213. CPF

Cuando los delitos a que se refie-
ren los artículos 215, 219 y 222 del 
presente Código, sean cometidos por 
servidores públicos miembros de al-
guna corporación policiaca, aduanera 
o migratoria, las penas previstas serán 
aumentadas hasta en una mitad. Art. 
213-Bis. CPF

Costo financiero de la deuda

Es el que se integra por los gastos 
derivados de allegarse fondos de fi-
nanciamiento por lo cual representa 
las erogaciones destinadas a cubrir en 
moneda nacional o extranjera, los in-
tereses, comisiones y gastos que deri-
ven de un título de crédito o contrato 
respectivo, donde se definen las con-
diciones específicas y los porcentajes 
pactados; se calculan sobre el monto 
del capital y deben ser cubiertos du-
rante un cierto periodo de tiempo. 
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Incluye las fluctuaciones cambiarias y 
el resultado de la posición monetaria. 
CTLFEF

El costo financiero de la deuda se 
integra por los intereses, comisiones u 
otros gastos, derivados del uso de cré-
ditos. Art. 4. LGCG

Costo-beneficio

Valorización que relaciona las utilidades 
con el capital invertido o el valor de la 
producción con los recursos empleados 
y el beneficio generado. CTLFEF

Coyuntura económica

Describe la evolución de la economía 
en intervalos temporales menores a 
un año, mediante la estimación de las 
principales variables macroeconómicas, 
permitiendo evaluar el desarrollo de la 
economía de un país, es decir, si pre-
senta crecimiento, estancamiento o re-
troceso. CTLFEF

Crecimiento económico

Incremento del producto nacional sin 
que implique necesariamente mejoría 
en el nivel de vida de la población, se 
expresa en la expansión del empleo, 
capital, volumen comercial y consu-
mo en la economía nacional. Aumento 
de la producción de bienes y servicios 
de una sociedad en un periodo deter-
minado. El crecimiento económico se 

define, generalmente como el resulta-
do que se obtiene, por ejemplo, al re-
lacionar el valor del PIB de un periodo 
respecto al mismo u otros periodos an-
teriores. CTLFEF

Créditos fiscales

Son los que tiene derecho a percibir el 
Estado o sus organismos descentraliza-
dos que provengan de contribuciones, de 
sus accesorios o de aprovechamientos, 
incluyendo los que deriven de responsa-
bilidades que el Estado tenga derecho a 
exigir de sus funcionarios o empleados 
o de los particulares, así como aquellos 
a los que las leyes les den ese carácter 
y el Estado tenga derecho a percibir por 
cuenta ajena. Art. 4. CFF

Créditos y deudas laborales

Los créditos en favor de los trabajadores 
por salario o sueldos devengados en el 
último año, y por indemnizaciones, ten-
drán preferencia sobre cualquiera otros 
en los casos de concurso o de quiebra.

De las deudas contraídas por los tra-
bajadores a favor de sus patronos, de 
sus asociados, familiares o dependien-
tes, sólo será responsable el mismo tra-
bajador, y en ningún caso y por ningún 
motivo se podrá exigir a los miembros 
de su familia, ni serán exigibles dichas 
deudas por la cantidad excedente del 
sueldo del trabajador en un mes. Art. 
123, Apartado A. CPEUM



René Mariani Ochoa

256

Crisis

Ruptura del orden, hábitos o condicio-
nes de vida, en el aspecto político o en 
el económico. Crisis eventual es la cau-
sada por un fenómeno totalmente aje-
no a la intervención del hombre como 
un terremoto o una inundación. Crisis 
recurrente es la que suele presentarse 
más o menos periódicamente y que es 
precedida por algunos síntomas que la 
anuncian. GTE

Crisis económica

En los mercados globales, se carac-
teriza por un exceso de producción 
de ciertas mercancías en relación con 
la demanda y falta de producción en 
algunas ramas. Hay una creciente di-
ficultad para vender dichas mercan-
cías. Muchas empresas quiebran. Se 
incrementa el desempleo y subempleo. 
CTLFEF

Criterios  
Generales  

de Política Económica

Dentro del proceso de planeación, son 
las directrices fundamentales que asu-
mirá la política económica y social en un 
año. Establecen la estrategia, objetivos 
y metas macroeconómicas generales 
que fundamentan la formulación de la 
LIF, el PEF y los Programas Operativos 
Anuales respectivos. CTLFEF

Criterios relativos a la ejecución  
de auditorías de parte de la ASF

La ASF deberá emitir los criterios re-
lativos a la ejecución de auditorías, 
mismos que deberán sujetarse a las 
disposiciones establecidas en la pre-
sente Ley y publicarse en el DOF. Art. 
8. LFRCF

Crónica parlamentaria

Crónica proviene del latín chronica, que 
a su vez se deriva del griego khronikós, 
khrónos que significa tiempo. La crónica 
se refiere a la “narración histórica ajus-
tada al curso del tiempo”.

Cuando se habla de crónica par-
lamentaria en cualquier país, se hace 
referencia a los sucesos, acontecimien-
tos, actuaciones de los parlamentos, 
intervenciones de sus miembros en 
diferentes épocas, registrados en pu-
blicaciones oficiales o particulares, que 
sirven de memoria histórica a las ge-
neraciones futuras a fin de que conoz-
can el sentir y el pensar de quienes 
en tiempos pasados tuvieron las res-
ponsabilidades propias de este órgano 
legislativo. DUTP

Cronista municipal

Cargo generalmente honorífico que 
otorga el Cabildo a una persona con ex-
periencia en el registro literario, etno-
gráfico y documental de los personajes 
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y acontecimientos históricos, cívicos, 
sociales, culturales y políticos más rele-
vantes de la comunidad, así como en el 
rescate, registro, estudio, preservación y 
difusión de las costumbres, tradiciones 
y vivencias cotidianas de la localidad y 
la descripción de las transformaciones 
urbanas del Municipio. Arts. 35-36. 
LOMLEV. DTMV 

Croquis

Representación gráfica de un predio di-
bujado sin escala métrica, debidamente 
acotado. DTMV

Cuadro general  
de clasificación archivística

Instrumento técnico que refleja la es-
tructura de un archivo con base en las 
atribuciones y funciones de cada sujeto 
obligado. Art. 4. LFA

Cuenta Pública

La Cuenta Pública Federal a que se 
refiere el artículo 74, fracción VI de la 
CPEUM y cuyo contenido se establece 
en el artículo 53 de la LGCG. Art. 4. 
LFRCF y Art. 2. LFPRH

Es el documento a que se refiere el 
artículo 74, fracción VI de la CPEUM; 
así como el informe que, conforme 
a las constituciones locales, rinden 
los estados y los municipios. Art. 4. 
LGCG

Cuenta Pública, conclusión  
de la revisión de la

La Comisión de Vigilancia, realizará un 
análisis de los informes individuales, en 
su caso, de los informes específicos, 
y del Informe General y lo enviará a la 
Comisión de Presupuesto. A este efec-
to, se podrá solicitar a las comisiones 
ordinarias de la Cámara una opinión 
sobre aspectos o contenidos específi-
cos de dichos informes, en términos de 
la Ley Orgánica del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos y el 
Reglamento Interior de la Cámara de 
Diputados.

El análisis de la Comisión de Vigi- 
lancia podrá incorporar aquellas su- 
gerencias que juzgue conveniente y 
que haya hecho la ASF, para modificar 
disposiciones legales que pretendan 
mejorar la gestión financiera y el des-
empeño de las entidades fiscalizadas. 
Art. 44. LFRCF

En aquellos casos en que la Comisión 
de Vigilancia detecte errores en el 
Informe General o bien, considere nece-
sario aclarar o profundizar el contenido 
del mismo, podrá solicitar a la ASF la 
entrega por escrito de las explicaciones 
pertinentes, así como la comparecencia 
del Titular de la ASF o de otros servido-
res públicos de la misma, las ocasiones 
que considere necesarias, a fin de rea-
lizar las aclaraciones correspondientes, 
sin que ello implique la reapertura del 
Informe General.
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La Comisión de Vigilancia podrá for-
mular recomendaciones a la ASF, las cua-
les serán incluidas en las conclusiones 
sobre el Informe General. Art. 45. LFRCF

La Comisión de Presupuesto estu-
diará el Informe General, el análisis de 
la Comisión a que se refiere esta Ley 
y el contenido de la Cuenta Pública. 
Asimismo, someterá a votación del Pleno 
el dictamen correspondiente a más tar-
dar el 31 de octubre del año siguiente al 
de la presentación de la Cuenta Pública.

El dictamen deberá contar con el 
análisis pormenorizado de su conteni-
do y estar sustentado en conclusiones 
técnicas del Informe General y recupe-
rando las discusiones técnicas realiza-
das en la Comisión de Vigilancia, para 
ello acompañará a su Dictamen, en un 
apartado de antecedentes, el análisis 
realizado por esa Comisión.

La aprobación del dictamen no sus-
pende el trámite de las acciones promo-
vidas por la ASF, mismas que seguirán 
el procedimiento previsto en esta Ley. 
Art. 46. LFRCF

Cuenta Pública, contenido

Los estados financieros y demás infor-
mación presupuestaria, programática y 
contable que emanen de los registros de 
los entes públicos, serán la base para la 
emisión de informes periódicos y para la 
formulación de la cuenta pública anual.

Los entes públicos deberán elabo-
rar los estados de conformidad con las 

disposiciones normativas y técnicas 
que emanen de esta Ley o que emita 
el CONAC.

Los estados correspondientes a los 
ingresos y gastos públicos presupues-
tarios se elaborarán sobre la base de 
devengado y, adicionalmente, se pre-
sentarán en flujo de efectivo. Art. 52. 
LGCG

La cuenta pública del Gobierno 
Federal, que será formulada por la 
SHCP, y las de las entidades federativas 
deberán atender en su cobertura a lo 
establecido en su marco legal vigente y 
contendrá como mínimo

I)	 Información contable, conforme a lo 
señalado en la fracción I del artículo 
46 de esta Ley;

II)	 Información presupuestaria, confor-
me a lo señalado en la fracción II del 
artículo 46 de esta Ley;

III)	Información programática, de acuer-
do con la clasificación establecida en 
la fracción III del artículo 46 de esta 
Ley;

IV)	Análisis cualitativo de los indicado-
res de la postura fiscal, establecien-
do su vínculo con los objetivos y 
prioridades definidas en la materia, 
en el programa económico anual:
a)	 Ingresos presupuestarios;
b)	Gastos presupuestarios;
c)	 Postura Fiscal;
d)	Deuda pública; y

V)	La información a que se refieren las 
fracciones I a III de este artículo, 
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organizada por dependencia y enti-
dad. Art. 53. LGCG
La información presupuestaria y pro-

gramática que forme parte de la cuen-
ta pública deberá relacionarse, con los 
objetivos y prioridades de la planeación 
del desarrollo. Asimismo, deberá incluir 
los resultados de la evaluación del des-
empeño de los programas federales, de 
las entidades federativas, municipales y 
de las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, respectivamente, así 
como los vinculados al ejercicio de los 
recursos federales que les hayan sido 
transferidos.

Para ello, deberán utilizar indicado-
res que permitan determinar el cum-
plimiento de las metas y objetivos de 
cada uno de los programas, así como 
vincular los mismos con la planeación 
del desarrollo.

Adicionalmente se deberá presentar 
información por dependencia y entidad, 
de acuerdo con la clasificación estable-
cida en la fracción IV del artículo 46 de 
esta Ley. Art. 54. LGCG

Las cuentas públicas de los ayun-
tamientos de los municipios deberán 
contener la información contable y pre-
supuestaria a que se refiere el artículo 

CUENTA
PÚBLICA

ASF (LFyRCF)
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Impunidad y 
Cinismo

Pleno de la Cámara 
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Presupuesto y 
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48 de la presente Ley conforme a lo 
que determine el CONAC, en atención 
a las características de los mismos. Art. 
55. LGCG

Cuentas contables

Son las cuentas necesarias para el re-
gistro contable de las operaciones pre-
supuestarias y contables, clasificadas 
en activo, pasivo y hacienda pública o 
patrimonio, y de resultados de los entes 
públicos. Art. 4. LGCG

Cuentas presupuestarias

Son las cuentas que conforman los cla-
sificadores de ingresos y gastos públi-
cos. Art. 4. LGCG

Cuentas públicas  
de ayuntamientos

Las cuentas públicas de los ayunta-
mientos de los municipios deberán 
contener la información contable y pre-
supuestaria a que se refiere el artículo 
48 de la presente Ley conforme a lo 
que determine el CONAC, en atención 
a las características de los mismos. 
Art. 55. LGCG

Cuestionario Único de Información  
Socioeconómica (CUIS)

Es un instrumento de recolección de in-
formación que sirve para conocer las 

características socioeconómicas de los 
hogares y evaluar la situación de pobre-
za de personas u hogares de los posi-
bles beneficiarios de los programas de 
la SEDESOL. CPFM

Cultura

Conjunto de símbolos, valores, actitu-
des, habilidades, conocimientos, sig-
nificados, formas de comunicación y 
organización social, y bienes materia-
les que hacen posible la vida de una 
sociedad determinada y le permiten 
transformarse y reproducirse como 
tal de una generación a las siguientes. 
CPFM

Cultura  
de la transparencia  

y acceso a la información

Entre los habitantes de los Estados 
Unidos Mexicanos, los Organismos ga-
rantes deberán promover, en colabo-
ración con instituciones educativas y 
culturales del sector público o privado, 
actividades, mesas de trabajo, exposi-
ciones y concursos relativos a la trans-
parencia y acceso a la información. Art. 
53. LGTAIP

Cuota

Cantidad establecida a enterar a la 
Hacienda Municipal por parte de los 
contribuyentes derivada de impuestos, 



C

261

derechos, productos o aprovechamien-
tos que se determina aplicando la par-
te alícuota tributaria que corresponde 
a la base liquidable previamente fijada. 
DTMV 

Cuotas de acceso

Dichas cuotas, de existir, deberán cu-
brirse de manera previa a la entrega y 
atenderán a las indicaciones señaladas 
en este numeral. Art. 141. LGTAIP
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… la ineficiencia gubernamental 
es el peor de los dispendios.

		    Diego Petersen Farah

Si a los oídos de los príncipes 
llegase la verdad desnuda, 

sin los vestidos de la lisonja, 
otros siglos correrían.

	 Don Quijote a Sancho
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Daño patrimonial

Se denominan como tales aquéllas irre-
gularidades voluntarias o involuntarias 
que al presentarse ocasionan un perjui-
cio económico o detrimento a la hacien-
da pública. MERAPM

Daños y perjuicios contra  
la Hacienda Pública o al  

patrimonio de entes públicos

Si de la fiscalización que realice la ASF 
se detectaran irregularidades que per-
mitan presumir la existencia de res-
ponsabilidades a cargo de servidores 
públicos o particulares, la ASF procede-
rá a promover el procedimiento previsto 
en estos artículos. Arts. 67-74. LFRCF

Datos abiertos  
de libre uso

Son los datos digitales de carácter pú-
blico que son accesibles en línea, que 
pueden ser usados, reutilizados y 

redistribuidos por cualquier interesado y 
que tienen las siguientes características:

a)	Accesibles: Los datos están dispo-
nibles para la gama más amplia de 
usuarios, para cualquier propósito;

b)	Integrales: Contienen el tema que 
describen a detalle y con los meta-
datos necesarios;

c)	Gratuitos: Se obtienen sin entregar a 
cambio contraprestación alguna;

d)	No discriminatorios: Los datos están 
disponibles para cualquier persona, 
sin necesidad de registro;

e)	Oportunos: Son actualizados, perió-
dicamente, conforme se generen;

f)	 Permanentes: Se conservan en el 
tiempo, para lo cual, las versiones 
históricas relevantes para uso públi-
co se mantendrán disponibles con 
identificadores adecuados al efecto;

g)	Primarios: Provienen de la fuente de 
origen con el máximo nivel de desa-
gregación posible;

h)	Legibles por máquinas: Estructura- 
dos, total o parcialmente, para ser 

D
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procesados e interpretados por equi- 
pos electrónicos de manera automá- 
tica;

i)	 En formatos abiertos: Disponibles con 
el conjunto de características técnicas 
y de presentación que corresponden 
a la estructura lógica usada para al-
macenar datos en un archivo digital, 
cuyas especificaciones técnicas están 
disponibles públicamente, que no su-
ponen una dificultad de acceso y que 
su aplicación y reproducción no estén 
condicionadas a contraprestación al-
guna; y

j)	 De libre uso: Citan la fuente de ori-
gen como único requerimiento para 
ser utilizados libremente. CONAIPL

Los datos están disponibles para 
la gama más amplia de usuarios, para 
cualquier propósito. Citar la fuente de 
origen como único requerimiento para 
ser utilizados libremente. Contienen el 
tema que describen a detalle y con los 
metadatos necesarios. Art. 3. LGTAIP

Datos abiertos en formatos 
abiertos y legibles por máquinas

Los datos estarán disponibles con el 
conjunto de características técnicas y 
de presentación que corresponden a la 
estructura lógica usada para almacenar 
datos en un archivo digital, cuyas espe-
cificaciones técnicas están disponibles 
públicamente, que no suponen una di-
ficultad de acceso y que su aplicación 

y reproducción no estén condicionadas 
a contraprestación alguna. Deberán es-
tar estructurados, total o parcialmente, 
para ser procesados e interpretados por 
equipos electrónicos de manera auto-
mática. Art. 3. LGTAIP

Datos abiertos oportunos, 
permanentes y no discriminatorios

Provienen de la fuente de origen con el 
máximo nivel de desagregación posible. 
Son actualizados, periódicamente, con-
forme se generen. Se conservan en el 
tiempo, para lo cual, las versiones his-
tóricas relevantes para uso público se 
mantendrán disponibles con identifica-
dores adecuados al efecto. Los datos 
están disponibles para cualquier perso-
na, sin necesidad de registro. Art. 3. 
LGTAIP

Datos y medios de prueba

Cualquier hecho puede ser probado por 
cualquier medio, siempre y cuando sea 
lícito. Las pruebas serán valoradas por 
el Órgano jurisdiccional de manera libre 
y lógica.

Los antecedentes de la investigación 
recabados con anterioridad al juicio ca-
recen de valor probatorio para fundar la 
sentencia definitiva, salvo las excepcio-
nes expresas previstas por este Código 
y en la legislación aplicable.

Para efectos del dictado de la sen-
tencia definitiva, sólo serán valoradas 
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aquellas pruebas que hayan sido des-
ahogadas en la audiencia de juicio, sal-
vo las excepciones previstas en este 
Código. Art. 259. CNPP

El antecedente de investigación es 
todo registro incorporado en la carpeta 
de investigación que sirve de susten-
to para aportar datos de prueba. Art. 
260- 264. CNPP

De la capacitación  
y cultura archivística

Los sujetos obligados deberán promo-
ver la capacitación en las competencias 
laborales en la materia y la profesionali-
zación de los responsables de las áreas 
de archivo. Deberán atender en adición, 
lo dispuesto en estos artículos. Arts. 
99- 103. LGA

De la conservación de archivos

Los sujetos obligados deberán adoptar 
las medidas y procedimientos que ga-
ranticen la conservación de la informa-
ción, independientemente del soporte 
documental en que se encuentre, ob-
servando lo dispuesto. Artículo 60- 
63. LGA

De la organización y 
funcionamiento del Archivo  

General de la Nación

Lo relativo a la organización y funciona-
miento del Archivo General de la Nación, 

se encuentra en el Libro Segundo de 
esta Ley, que comprende los artícu-
los aquí mencionados, reglamentando 
sus atribuciones, relaciones laborales, 
Órganos de Gobierno y de Vigilancia, 
Dirección general y Consejo Técnico. 
Arts. 104- 114. LGA

De la protección del patrimonio 
documental de la Nación

Para los efectos de la protección del 
patrimonio documental de la Nación se 
deberá atender lo dispuesto en los ar-
tículos presentes. Arts. 89- 94. LGA

De las infracciones administrativas 
a la LGA, por servidores públicos y 

particulares

Se consideran infracciones a la presen-
te Ley, las siguientes:

I)	 Transferir a título oneroso o gratuito 
la propiedad o posesión de archivos 
o documentos de los sujetos obli-
gados, salvo aquellas transferencias 
que estén previstas o autorizadas en 
las disposiciones aplicables;

II)	 Impedir u obstaculizar la consulta 
de documentos de los archivos sin 
causa justificada;

III)	 Actuar con dolo o negligencia en 
la ejecución de medidas de índole 
técnica, administrativa, ambiental o 
tecnológica, para la conservación 
de los archivos;
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IV)	 Usar, sustraer, divulgar, ocultar, alte-
rar, mutilar, destruir o inutilizar, total 
o parcialmente, sin causa legítima 
conforme a las facultades corres-
pondientes, y de manera indebida, 
documentos de archivo de los suje-
tos obligados;

V)	 Omitir la entrega de algún docu-
mento de archivo bajo la custodia 
de una persona al separarse de un 
empleo, cargo o comisión;

VI)	 No publicar el catálogo de disposi-
ción documental, el dictamen y el 
acta de baja documental autoriza-
dos por el Archivo General o, en su 
caso, las entidades especializadas 
en materia de archivos a nivel local, 
así como el acta que se levante en 
caso de documentación siniestrada 
en los portales electrónicos, y

VII)	Cualquier otra acción u omisión 
que contravenga lo dispuesto en 
esta Ley y demás disposiciones 
aplicables que de ellos deriven. 
Art. 116. LGA

Las infracciones administrativas a 
que se refiere este título o cualquier 
otra derivada del incumplimiento de 
las obligaciones establecidas en la pre-
sente Ley, cometidas por servidores 
públicos, serán sancionadas ante la au-
toridad competente en términos de la 
ley aplicable en materia de responsabili-
dades administrativas de los servidores 
públicos, según corresponda. Art. 117. 
LGA

Las infracciones administrativas co-
metidas por personas que no revistan 
la calidad de servidores públicos serán 
sancionadas por las autoridades que 
resulten competentes de conformidad 
con las normas aplicables.

La autoridad competente podrá im-
poner multas de diez y hasta mil qui-
nientas veces el valor diario de la UMA 
e individualizará las sanciones conside-
rando los siguientes criterios:

I)	 La gravedad de la conducta constitu-
tiva de la infracción;

II)	 Los daños o perjuicios ocasionados 
por la conducta constitutiva de la in-
fracción, y

III)	La reincidencia, en su caso, de la con-
ducta constitutiva de la infracción.

En caso de reincidencia, las multas 
podrán duplicarse, dependiendo de la 
gravedad de la infracción cometida.

Se considerará reincidente al que 
habiendo incurrido en una infracción 
que haya sido sancionada, cometa otra 
del mismo tipo o naturaleza.

Se considera grave el incumplimien-
to a las fracciones I, II, III, IV y V del 
artículo 116 de la Ley; asimismo las 
infracciones serán graves si son co-
metidas en contra de documentos que 
contengan información relacionada con 
graves violaciones a derechos huma-
nos. Art. 118. LGA

Las sanciones administrativas se-
ñaladas en esta Ley son aplicables sin 
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perjuicio de la responsabilidad civil o 
penal de quienes incurran en ellas.

En caso de que existan hechos que 
pudieran ser constitutivos de algún de-
lito, las autoridades estarán obligadas 
a realizar la denuncia ante el Ministerio 
Público correspondiente, coadyuvando 
en la investigación y aportando todos 
los elementos probatorios con los que 
cuente. Art. 119. LGA

Los congresos locales emitirán las 
disposiciones que establezcan las in-
fracciones, procedimientos y órganos 
competentes que conocerán del incum-
plimiento de esta Ley. Art. 120. LGA

De los archivos históricos,  
sus documentos y plazos aplicables

Los sujetos obligados podrán contar 
con un archivo histórico que tendrá las 
funciones analizadas conjuntamente 
con las respectivas obligaciones y res-
ponsabilidades, en los artículos presen-
tes. Los lapsos que deben atenderse 
para la conservación de la documenta-
ción, también se incluyen aquí. Artículo 
32- 40. LGA

De los incidentes  
de responsabilidad

Aquellos incidentes que no tengan 
señalado una tramitación especial se 
promoverán mediante un escrito de 
cada parte. En caso de que se ofrez-
can pruebas, se hará en el escrito de 

presentación respectivo. Si tales pruebas 
no tienen relación con los hechos con-
trovertidos en el incidente, la Autoridad 
substanciadora o resolutora del asunto, 
las desechará. En caso de admitir las 
pruebas se fijará una audiencia dentro 
de los diez días hábiles siguientes a la 
admisión del incidente donde se recibi-
rán las pruebas, se escucharán los ale-
gatos de las partes y se les citará para 
oír la resolución que corresponda. Art. 
182- 184. LGRA

Debate parlamentario

Proviene del francés débat que significa 
argumentación. En cuanto a su significa-
do debate quiere decir: controversia so-
bre una cosa entre dos o más personas; 
así como contienda, lucha, combate.

El debate parlamentario está sujeto a 
reglas en todos los Congresos. El debate 
es la parte fundamental de las sesiones 
en los Congresos, sus reglas pretenden 
evitar la monopolización de la participa-
ción en las Cámaras y ofrecer la riqueza 
argumentativa sobre todos los puntos 
de vista sobre los dictámenes y puntos 
a resolver y a someter a votación. DUTP

Debe

Columna izquierda de una cuenta del 
libro mayor en la cual y de acuerdo al 
método de la partida doble se regis-
tran los aumentos de cuentas de activo, 
de gastos v de pérdidas así como las 
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disminuciones de cuentas de pasivo, 
de capital, de ingresos y remanentes. 
DTMV

En contabilidad, para efectos de la 
partida doble, el registro realizado en 
primer lugar con el nombre de débito 
o cargo, se efectúa en el Debe o lado 
izquierdo del instrumento o medio de 
asentar que, se denomina cuenta de 
mayor. Acorde a la naturaleza de las 
cuentas, los cargos, incrementan el 
saldo del activo y de los gastos; por el 
contrario, decrementan los del pasivo y 
del patrimonio o hacienda pública. RMO

Deber de denunciar

Toda persona a quien le conste que se 
ha cometido un hecho probablemente 
constitutivo de un delito está obligada 
a denunciarlo ante el Ministerio Público 
y en caso de urgencia ante cualquier 
agente de la Policía.

Quien en ejercicio de funciones pú-
blicas tenga conocimiento de la proba-
ble existencia de un hecho que la ley 
señale como delito, está obligado a de-
nunciarlo inmediatamente al Ministerio 
Público, proporcionándole todos los 
datos que tuviere, poniendo a su dis-
posición a los imputados, si hubieren 
sido detenidos en flagrancia. Quien ten-
ga el deber jurídico de denunciar y no 
lo haga, será acreedor a las sanciones 
correspondientes.

Cuando el ejercicio de las funcio-
nes públicas a que se refiere el párrafo 

anterior, correspondan a la coadyuvan-
cia con las autoridades responsables de 
la seguridad pública, además de cum-
plir con lo previsto en dicho párrafo, la 
intervención de los servidores públicos 
respectivos deberá limitarse a preservar 
el lugar de los hechos hasta el arribo 
de las autoridades competentes y, en su 
caso, adoptar las medidas a su alcance 
para que se brinde atención médica de 
urgencia a los heridos si los hubiere, así 
como poner a disposición de la autori-
dad a los detenidos por conducto o en 
coordinación con la policía.

No estarán obligados a denunciar 
quienes al momento de la comisión 
del delito detenten el carácter de tutor, 
curador, pupilo, cónyuge, concubina o 
concubinario, conviviente del imputado, 
los parientes por consanguinidad o por 
afinidad en la línea recta ascendente o 
descendente hasta el cuarto grado y en 
la colateral por consanguinidad o afini-
dad, hasta el segundo grado inclusive. 
Art. 222. CNPP

Deber de testificar

Toda persona tendrá la obligación de 
concurrir al proceso cuando sea cita-
do y de declarar la verdad de cuanto 
conozca y le sea preguntado; asimis-
mo, no deberá ocultar hechos, circuns-
tancias o cualquier otra información 
que sea relevante para la solución de 
la controversia, salvo disposición en 
contrario.
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El testigo no estará en la obligación 
de declarar sobre hechos por los que 
se le pueda fincar responsabilidad pe-
nal. Art. 360. CNPP

Deberes comunes de los jueces

En el ámbito de sus respectivas compe-
tencias y atribuciones, son deberes co-
munes de los jueces y magistrados, los 
que señala el numeral presente, desta-
cando la resolución diligente y oportuna 
de los asuntos sometidos a su conside-
ración; respetar, garantizar y velar por la 
salvaguarda de los derechos de quienes 
intervienen en el procedimiento; guar-
dar reserva sobre los asuntos relacio-
nados con su función, aun después de 
haber cesado en el ejercicio del cargo; 
y no presentar en público al imputado o 
acusado como culpable si no existiera 
condena. Art. 134. CNPP

Procederá queja en contra del juz-
gador de primera instancia por no rea-
lizar un acto procesal dentro del plazo 
señalado por este Código. Al efecto, se 
deberá atender lo señalado en este artí-
culo. Art. 135. CNPP

Debido procedimiento

Derechos y garantías inherentes al pro-
cedimiento administrativo de que gozan 
los ciudadanos para exponer sus argu-
mentos, ofrecer y producir pruebas y 
obtener una decisión motivada y funda-
da en derecho. DTMV

Declaración de nulidad de actos 
ejecutados sin observancia de las 

formalidades previstas

Cuando haya sido imposible sanear o 
convalidar un acto, en cualquier momen-
to el Órgano jurisdiccional, a petición de 
parte, en forma fundada y motivada, de-
berá declarar su nulidad, señalando los 
efectos de la declaratoria de nulidad, 
debiendo especificar los actos a los que 
alcanza la nulidad por su relación con el 
acto anulado. Para decretar la nulidad 
de un acto y disponer su reposición, no 
basta la simple infracción de la norma, 
sino que se requiere se haya ocasiona-
do una afectación real a alguna de las 
partes, y que la reposición resulte esen-
cial para garantizar el cumplimiento de 
los derechos o los intereses del sujeto 
afectado. Arts. 101-102. CNPP

Declaración de procedencia, 
procedimiento para la

Cuando se presente denuncia o que-
rella por particulares o requerimiento 
del Ministerio Público cumplidos los 
requisitos procedimentales respectivos 
para el ejercicio de la acción penal, a 
fin de que pueda procederse penal-
mente en contra de algunos de los 
servidores públicos a que se refiere el 
primer párrafo del artículo 111 cons-
titucional, se actuará, en lo pertinente, 
de acuerdo con el procedimiento pre-
visto en materia de juicio político ante 
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la Cámara de Diputados. En este caso, 
la Sección Instructora practicará todas 
las diligencias conducentes a estable-
cer la existencia del delito y la probable 
responsabilidad del imputado, así como 
la subsistencia del fuero constitucional 
cuya remoción se solicita. Concluida 
esta averiguación, la Sección dictamina-
rá si ha lugar a proceder penalmente en 
contra del inculpado. Art. 25. LFRSP

Dada cuenta del dictamen corres-
pondiente, se continuará con el pro-
cedimiento descrito en los artículos 
presentes. Arts. 26-27 y 29. LFRSP

Si la Cámara de Diputados declara 
que ha lugar a proceder contra el in-
culpado, éste quedará inmediatamente 
separado de su empleo, cargo o comi-
sión y sujeto a la jurisdicción de los tri-
bunales competentes. En caso negativo, 
no habrá lugar a procedimiento ulterior 
mientras subsista el fuero, pero tal de-
claración no será obstáculo para que el 
procedimiento continúe su curso cuan-
do el servidor público haya concluido 
el desempeño de su empleo, cargo o 
comisión.

Por lo que toca a gobernadores, 
Diputados a las Legislaturas Locales 
y Magistrados de los Tribunales Su- 
periores de Justicia de los Estados a 
quienes se les hubiere atribuido la co-
misión de delitos federales, la declara-
ción de procedencia que al efecto dicte 
la Cámara de Diputados, se remitirá a 
la Legislatura Local respectiva, para 
que en ejercicio de sus atribuciones 

proceda como corresponda y, en su 
caso, ponga al inculpado a disposición 
del Ministerio Público Federal o del 
Órgano Jurisdiccional respectivo. Art. 
28. LFRSP

Declaración de situación 
patrimonial de servidores públicos

Los servidores públicos estarán obliga-
dos a presentar, bajo protesta de decir 
verdad, su declaración patrimonial y de 
intereses ante las autoridades compe-
tentes y en los términos que determine 
la ley. Art. 108. CPEUM

Deberán presentar las declaraciones 
de situación patrimonial y de intereses, 
bajo protesta de decir verdad ante las 
Secretarías o su respectivo Órgano in-
terno de control, todos los servidores 
públicos, en los términos previstos en la 
LGRA. Asimismo, deberán presentar su 
declaración fiscal anual, en los términos 
que disponga la legislación de la mate-
ria. Art. 32. LGRA

La declaración de situación patrimo-
nial deberá presentarse en los siguien-
tes plazos:

I)	 Declaración inicial, dentro de los se-
senta días naturales siguientes a la 
toma de posesión con motivo del:
a)	 Ingreso al servicio público por 

primera vez;
b)	Reingreso al servicio público des-

pués de sesenta días naturales de 
la conclusión de su último encargo;
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II)	 Declaración de modificación patri-
monial, durante el mes de mayo de 
cada año; y

III)	Declaración de conclusión del encar-
go, dentro de los sesenta días natu-
rales siguientes a la conclusión.

En el caso de cambio de depen-
dencia o entidad en el mismo orden de 
gobierno, únicamente se dará aviso de 
dicha situación y no será necesario pre-
sentar la declaración de conclusión.

La Secretaría o los Órganos internos 
de control, según corresponda, podrán 
solicitar a los servidores públicos una 
copia de la declaración del Impuesto 
Sobre la Renta del año que correspon-
da, si éstos estuvieren obligados a pre-
sentarla o, en su caso, de la constancia 
de percepciones y retenciones que les 
hubieren emitido alguno de los entes 
públicos, la cual deberá ser remitida en 
un plazo de tres días hábiles a partir de 
la fecha en que se reciba la solicitud. 
Además, se deberá atender lo dispues-
to en las siguientes fracciones de este 
artículo. Art. 33. LGRA

Las declaraciones de situación patri-
monial deberán ser presentadas a través 
de medios electrónicos, empleándose 
medios de identificación electrónica. En 
el caso de municipios que no cuenten 
con las tecnologías de la información y 
comunicación necesarias para cumplir 
lo anterior, podrán emplearse formatos 
impresos, siendo responsabilidad de 
los Órganos internos de control y las 

Secretarías verificar que dichos forma-
tos sean digitalizados e incluir la infor-
mación que corresponda en el sistema 
de evolución patrimonial y de declara-
ción de intereses.

Las Secretarías tendrán a su cargo el 
sistema de certificación de los medios 
de identificación electrónica que utili-
cen los servidores públicos, y llevarán 
el control de dichos medios.

Asimismo, el Comité Coordinador, a 
propuesta del Comité de Participación 
Ciudadana, emitirá las normas y los 
formatos impresos; de medios magné-
ticos y electrónicos, bajo los cuales los 
Declarantes deberán presentar las de-
claraciones de situación patrimonial, así 
como los manuales e instructivos, ob-
servando lo dispuesto por el artículo 29 
de esta Ley.

Para los efectos de los procedimien-
tos penales que se deriven de la aplica-
ción de las disposiciones del presente 
Título, son documentos públicos aque-
llos que emita la Secretaría para ser pre-
sentados como medios de prueba, en 
los cuales se contenga la información 
que obre en sus archivos documentales 
y electrónicos sobre las declaraciones 
de situación patrimonial de los servido-
res públicos.

Los servidores públicos compe-
tentes para recabar las declaraciones 
patrimoniales deberán resguardar la 
información a la que accedan obser-
vando lo dispuesto en la legislación en 
materia de transparencia, acceso a la 
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información pública y protección de da-
tos personales. Art. 34. LGRA

En la declaración inicial y de con-
clusión del encargo se manifestarán los 
bienes inmuebles, con la fecha y valor 
de adquisición. En las declaraciones de 
modificación patrimonial se manifesta-
rán sólo las modificaciones al patrimo-
nio, con fecha y valor de adquisición. 
En todo caso se indicará el medio por 
el que se hizo la adquisición. Art. 35. 
LGRA

Las Secretarías y los Órganos inter-
nos de control, estarán facultadas para 
llevar a cabo investigaciones o audito-
rías para verificar la evolución del pa-
trimonio de los Declarantes. Art. 36. 
LGRA

En los casos en que la declaración 
de situación patrimonial del Declarante 
refleje un incremento en su patrimonio 
que no sea explicable o justificable en 
virtud de su remuneración como servi-
dor público, las Secretarías y los Órganos 
internos de control inmediatamente so-
licitarán sea aclarado el origen de dicho 
enriquecimiento; de no justificarse, pro-
cederán a integrar el expediente corres-
pondiente para darle trámite conforme a 
lo establecido en esta Ley, y formularán, 
en su caso, la denuncia correspondiente 
ante el Ministerio Público.

Los servidores públicos de los cen-
tros públicos de investigación, institu-
ciones de educación y las entidades 
de la APF a que se refiere el artículo 
51 de la Ley de Ciencia y Tecnología, 

que realicen actividades de investiga-
ción científica, desarrollo tecnológico e 
innovación podrán realizar actividades 
de vinculación con los sectores público, 
privado y social, y recibir beneficios, en 
los términos que para ello establezcan 
los órganos de gobierno de dichos cen-
tros, instituciones y entidades, con la 
previa opinión de la Secretaría, sin que 
dichos beneficios se consideren como 
tales para efectos de lo contenido en el 
artículo 52 de esta Ley.

Las actividades de vinculación a las 
que hace referencia el párrafo ante-
rior, además de las previstas en el ci-
tado artículo 51 de la Ley de Ciencia 
y Tecnología, incluirán la participación 
de investigación científica y desarrollo 
tecnológico con terceros; transferen-
cia de conocimiento; licenciamientos; 
participación como socios accionistas 
de empresas privadas de base tecno-
lógica o como colaboradores o bene-
ficiarios en actividades con fines de 
lucro derivadas de cualquier figura de 
propiedad intelectual perteneciente a 
la propia institución, centro o entidad, 
según corresponda. Dichos servidores 
públicos incurrirán en conflicto de inte-
reses cuando obtengan beneficios por 
utilidades, regalías o por cualquier otro 
concepto en contravención a las dispo-
siciones aplicables en la Institución. Art. 
37. LGRA

Los Declarantes estarán obligados 
a proporcionar a las Secretarías y los 
Órganos internos de control, la infor- 
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mación que se requiera para verificar la 
evolución de su situación patrimonial, 
incluyendo la de sus cónyuges, concu-
binas o concubinarios y dependientes 
económicos directos.

Sólo los titulares de las Secretarías o 
los servidores públicos en quien dele-
guen esta facultad podrán solicitar a las 
autoridades competentes, en los térmi-
nos de las disposiciones aplicables, la 
información en materia fiscal, o la rela-
cionada con operaciones de depósito, 
ahorro, administración o inversión de 
recursos monetarios. Art. 38. LGRA

Para los efectos de la presente Ley 
y de la legislación penal, se compu-
tarán entre los bienes que adquieran 
los Declarantes o con respecto de los 
cuales se conduzcan como dueños, los 
que reciban o de los que dispongan 
su cónyuge, concubina o concubinario 
y sus dependientes económicos direc-
tos, salvo que se acredite que éstos 
los obtuvieron por sí mismos. Art. 39. 
LGRA

En caso de que los servidores públi-
cos, sin haberlo solicitado, reciban de un 
particular de manera gratuita la trans-
misión de la propiedad o el ofrecimien-
to para el uso de cualquier bien, con 
motivo del ejercicio de sus funciones, 
deberán informarlo inmediatamente a 
las Secretarías o al Órgano interno de 
control. En el caso de recepción de bie-
nes, los servidores públicos procederán 
a poner los mismos a disposición de las 
autoridades competentes en materia de 

administración y enajenación de bienes 
públicos. Art. 40. LGRA

Las Secretarías y los Órganos in-
ternos de control, según corresponda, 
tendrán la potestad de formular la de-
nuncia al Ministerio Público, en su caso, 
cuando el sujeto a la verificación de la 
evolución de su patrimonio no justifi-
que la procedencia lícita del incremen-
to notoriamente desproporcionado de 
éste, representado por sus bienes, o 
de aquéllos sobre los que se conduz-
ca como dueño, durante el tiempo de 
su empleo, cargo o comisión. Art. 41. 
LGRA

Cuando las Autoridades investigado-
ras, en el ámbito de sus competencias, 
llegaren a formular denuncias ante el 
Ministerio Público correspondiente, és-
tas serán coadyuvantes del mismo en 
el procedimiento penal respectivo. Art. 
42. LGRA

Declaratoria de procedencia

Determinación del Congreso del Estado 
por medio de la cual se retira la protec-
ción constitucional denominada común-
mente “fuero” para que un presidente 
municipal, de concejo municipal o el 
síndico de un ayuntamiento pueda ser 
procesado por delitos del orden común 
cometidos durante el desempeño de 
su encargo. La moción correspondiente 
debe ser aprobada por el voto de las 
dos terceras partes de los integrantes 
del Congreso. DTMV
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Decomiso

La autoridad judicial mediante sentencia 
en el proceso penal correspondiente, 
podrá decretar el decomiso de bienes, 
con excepción de los que hayan causa-
do abandono en los términos de este 
Código o respecto de aquellos sobre 
los cuales haya resuelto la declaratoria 
de extinción de dominio.

El numerario decomisado y los re-
cursos que se obtengan por la enaje-
nación de los bienes decomisados, una 
vez satisfecha la reparación a la víctima, 
serán entregados en partes iguales al 
Poder Judicial, a la Procuraduría, a la 
Secretaría de Salud y al fondo previs-
to en la Ley General de Víctimas. Art. 
250. CNPP

Decreto

Resolución o disposición de un órgano 
del Estado, sobre un asunto o negocio 
de su competencia, que crea situacio-
nes jurídicas concretas referidas a un 
caso particular relativo a un determina-
do lugar, institución, tiempo o individuo, 
que requiere de cierta formalidad. Se 
emite con la finalidad de que sea cono-
cido por las personas a las que va dirigi-
do. Esta resolución puede ser expedida 
por el titular del órgano legislativo en 
ejercicio de sus funciones legislativas. 
CTLFEF

El término proviene del latín decre-
tum, cuyo significado hace referencia 

a aquella resolución de carácter le-
gislativo, proveniente de una institu-
ción del Estado, que contempla un 
precepto o disposiciones de carácter 
particular, es decir, que se refieren a 
situaciones particulares, determina-
dos lugares, tiempos, corporaciones o 
establecimientos.

El decreto es una resolución de ca-
rácter legislativo expedida ya sea por el 
titular del órgano ejecutivo, en uso de 
sus facultades legislativas, o bien por el 
órgano legislativo realizando su activi-
dad sustantiva. Tiene como caracterís-
ticas la concreción, la particularidad e, 
incluso, la personificación.

La función específica del decreto la 
encontramos al establecer la diferencia 
entre éste y la ley; la última contiene 
disposiciones generales y abstractas, 
que se aplican a situaciones generales. 
Mientras que el decreto contiene dispo-
siciones de carácter particular y su vi-
gencia está limitada en espacio, tiempo, 
lugares, corporaciones, establecimien-
tos y/o personas.

La CPEUM prevé que “toda resolu-
ción del Congreso tendrá el carácter de 
ley o decreto”. De tal forma, constitu-
cionalmente se establece la diferencia 
entre una y otra, la ley es un precepto 
o disposiciones con la característica 
de generalidad, abstracción y obliga-
toriedad, mientras que el decreto es un 
precepto de disposiciones de carácter 
particular, es decir, relativas a determi-
nados tiempos, lugares, corporaciones, 
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establecimientos o personas. Sin em-
bargo, el procedimiento para la crea-
ción de un decreto es igual al que se 
realiza para una ley. Al respecto, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha emitido un criterio en cuanto a lo 
que debe considerarse como promul-
gación y aprobación, pero sólo referen-
te al procedimiento para la elaboración 
de las leyes. DUTP

Defensor público

La Federación y las entidades federati-
vas garantizarán la existencia de un ser-
vicio de defensoría pública de calidad 
para la población y asegurarán las con-
diciones para un servicio profesional de 
carrera para los defensores. Las percep-
ciones de los defensores no podrán ser 
inferiores a las que correspondan a los 
agentes del Ministerio Público. Art. 17. 
CPEUM

El defensor público federal, defensor 
público o de oficio de las Entidades fe-
derativas, o defensor particular. Art. 3. 
CNPP

El nombramiento del defensor pú-
blico, se asignará cuando el imputa-
do no pueda o se niegue a designar 
un Defensor particular, el Ministerio 
Público solicitará a la autoridad compe-
tente se nombre un defensor público; 
si es ante el Órgano jurisdiccional éste 
designará al defensor público, que lleve 
la representación de la defensa desde 
el primer acto en que intervenga. Será 

responsabilidad del defensor la oportu-
na comparecencia. Art. 122. CNPP

Déficit o superávit  
operacional

Es el que se obtiene al restar del su-
perávit económico primario la amortiza-
ción inflacionaria del saldo de la deuda 
pública en moneda nacional. CTLFEF

Déficit presupuestario

Es el saldo negativo o positivo que resul-
ta de comparar los gastos e ingresos del 
Gobierno Federal y de los organismos y 
empresas de control presupuestario di-
recto, cuyas previsiones financieras están 
contenidas en el PEF, sin considerar amor-
tización y el resultado en cuentas ajenas.

El financiamiento que cubre la dife-
rencia entre los montos previstos en la 
LIF y el PEF y aquella entre los ingresos 
y los gastos en los presupuestos de las 
entidades. CTLFEF

Deficiencia entre lo recaudado por 
el estado y su presupuesto de egresos. 
Según la escuela económica austriaca, 
todo déficit presupuestario que para 
cubrirse grava las rentas más elevadas 
es un déficit que consume capital, ca-
pital que en otro caso se hubiera dedi-
cado a la inversión. GTE

El financiamiento que cubre la di-
ferencia entre los montos previstos en 
la Ley de Ingresos y el Presupuesto de 
Egresos y aquélla entre los ingresos y 
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los gastos en los presupuestos de las 
entidades. Art. 2. LFPRH

Circunstancialmente, y debido a las 
condiciones económicas y sociales que 
priven en el país, las iniciativas de Ley 
de Ingresos y de Presupuesto de Egre- 
sos podrán prever un déficit presupues-
tario. Art. 17. LFPRH

Déficit primario financiero

Resultado que se obtiene al comparar 
los ingresos totales sin financiamiento 
y los gastos totales sin amortización de 
las dependencias y entidades públicas. 
En cuanto a las entidades involucradas; 
se incluye a las de control directo e in-
directo, así como a los intermediarios 
financieros. CTLFEF.

Deflación

Fenómeno económico consistente en 
el descenso general de precios causa-
do por la disminución de la cantidad de 
circulante monetario, lo cual a su vez 
origina una disminución en el ritmo de 
la actividad económica en general, afec-
tando entre otros aspectos el empleo 
y la producción de bienes y servicios. 
Proceso sostenido y generalizado de 
disminución de precios en un país; es 
un fenómeno contrario a la inflación. 
CTLFEF

Disminución de las actividades eco-
nómicas en general, con baja de pre-
cios y ventas y aumento de desempleo. 

Parcialmente es lo opuesto a inflación, o 
bien al auge. GTE

Defraudación fiscal, conductas 
equiparables al delito deconductas 

equiparables al delito de

Será sancionado con las mismas penas 
del delito de defraudación fiscal, quien 
cometa o infrinja alguna o algunas de 
las acciones que describe el artículo 
presente. Art. 109. CFF

Del área coordinadora de archivos

El área coordinadora de archivos pro-
moverá que las áreas operativas lleven 
a cabo las acciones de gestión docu-
mental y administración de los archivos, 
de manera conjunta con las unidades 
administrativas o áreas competentes de 
cada sujeto obligado.

El área coordinadora de archivos 
tendrá las funciones descritas en estos 
artículos. Arts. 27- 28. LGA

Del patrimonio  
documental de la Nación

El patrimonio documental de la Nación 
es propiedad del Estado mexicano, de 
dominio e interés público y, por lo tanto, 
inalienable, imprescriptible, inembarga-
ble y no está sujeto a ningún gravamen 
o afectación de dominio, en términos 
de la Ley General de Bienes Nacionales 
y de la Ley Federal sobre Monumentos 
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y Zonas Arqueológicos, Artísticos e 
Históricos. Art. 84. LGA.

El patrimonio documental de la 
Nación está sujeto a la jurisdicción de 
los poderes federales, en los términos 
prescritos por esta Ley y las disposicio-
nes jurídicas aplicables. Art. 85. LGA

Son parte del patrimonio documen-
tal de la Nación, por disposición de ley, 
los documentos de archivo considera-
dos como Monumentos históricos por la 
Ley Federal sobre Monumentos y Zonas 
Arqueológicos, Artísticos e Históricos.

Las entidades federativas y los or-
ganismos a los que la Constitución les 
otorga autonomía deberán determinar 
los documentos que constituyen su pa-
trimonio documental. Art. 86. LGA

El Ejecutivo Federal, a través del 
Archivo General, podrá emitir declara-
torias de patrimonio documental de la 
Nación en los términos previstos por 
las disposiciones jurídicas aplicables, 
las cuales serán publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación.

Los organismos a los que la 
Constitución les otorga autonomía, en 
coordinación con el Archivo General, 
podrán emitir declaratorias de patri-
monio documental de la Nación en las 
materias de su competencia y debe-
rán publicarse en el Diario Oficial de la 
Federación. Art. 87. LGA

Todos los documentos de archivo 
con valor histórico y cultural son bienes 
muebles y formarán parte del patrimonio 
documental de la Nación. Art. 88. LGA

Del patrimonio documental de la 
Nación en posesión de particulares

Los particulares en posesión de do-
cumentos de archivo que constituyan 
patrimonio documental de la Nación, 
podrán custodiarlos, siempre y cuando 
apliquen las medidas técnicas, admi-
nistrativas, ambientales o tecnológicas 
para la conservación y divulgación de 
los archivos, conforme a los criterios que 
emita el Archivo General y el Consejo 
Nacional. Existen otras condicionantes 
que se describen en los numerales pre-
sentes. Arts. 95- 98. LGA

Del Registro Nacional de Archivos

El Sistema Nacional contará con el 
Registro Nacional, cuyo objeto es obte-
ner y concentrar información sobre los 
sistemas institucionales y de los archivos 
privados de interés público, así como 
difundir el patrimonio documental res-
guardado en sus archivos, el cual será 
administrado por el Archivo General. 
Deberá atenderse lo dispuesto en es-
tos numerales y tener presente que la 
información del Registro Nacional será 
de acceso público y de consulta gratuita, 
disponible a través del portal electrónico 
del Archivo General. Arts. 78- 81. LGA

Delegación

Extensión de la Secretaría de Estado 
que corresponda a fin de atender los 
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asuntos materia de su competencia 
en la Entidad Federativa en la que la 
Delegación sea instalada. Éstas pue-
den ser por Estado o por regiones. 
CPFM

Deliberación  
y emisión de fallo

Inmediatamente después de concluido 
el debate, el Tribunal de enjuiciamiento 
ordenará un receso para deliberar en 
forma privada, continua y aislada, hasta 
emitir el fallo correspondiente. La deli-
beración atenderá las circunstancias y 
lapsos previstos en estos artículos. Art. 
400- 401. CNPP

Delictivas, acciones  
u omisiones dolosas o culposas

Las acciones u omisiones delictivas 
solamente pueden realizarse dolosa o 
culposamente. Art. 8°. CPF

Obra dolosamente el que, cono-
ciendo los elementos del tipo penal, 
o previendo como posible el resultado 
típico, quiere o acepta la realización 
del hecho descrito por la ley, y obra 
culposamente el que produce el resul-
tado típico, que no previó siendo pre-
visible o previó confiando en que no 
se produciría, en virtud de la violación 
a un deber de cuidado, que debía y 
podía observar según las circunstan-
cias y condiciones personales. Art. 
9°. CPF

Delincuencia organizada

Organización de tres o más personas, 
para cometer delitos en forma perma-
nente o reiterada, en los términos de la 
ley de la materia. Art. 16. CPEUM

Para la reclusión preventiva y la eje-
cución de sentencias en materia de 
delincuencia organizada se destinarán 
centros especiales. Las autoridades 
competentes podrán restringir las comu-
nicaciones de los inculpados y senten-
ciados por delincuencia organizada con 
terceros, salvo el acceso a su defensor, e 
imponer medidas de vigilancia especial 
a quienes se encuentren internos en es-
tos establecimientos. Lo anterior podrá 
aplicarse a otros internos que requieran 
medidas especiales de seguridad, en 
términos de la ley. Art. 18. CPEUM

El juez ordenará la prisión preventi-
va, oficiosamente, en los casos de delin-
cuencia organizada, homicidio doloso, 
violación, secuestro, trata de personas, 
delitos cometidos con medios violen-
tos como armas y explosivos, así como 
delitos graves que determine la ley en 
contra de la seguridad de la nación, el 
libre desarrollo de la personalidad y de 
la salud. Art. 19. CPEUM

Delito

Es el acto u omisión que sancionan las 
leyes penales.

En los delitos de resultado mate-
rial también será atribuible el resultado 
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típico producido al que omita impedirlo, 
si éste tenía el deber jurídico de evitar-
lo. En estos casos se considerará que 
el resultado es consecuencia de una 
conducta omisiva, cuando se determi-
ne que el que omite impedirlo tenía el 
deber de actuar para ello, derivado de 
una ley, de un contrato o de su propio 
actuar precedente.

El delito es:

I)	 Instantáneo, cuando la consumación 
se agota en el mismo momento en 
que se han realizado todos los ele-
mentos de la descripción penal;

II)	 Permanente o continuo, cuando la 
consumación se prolonga en el tiem-
po; y

III)	Continuado, cuando con unidad de 
propósito delictivo, pluralidad de 
conductas y unidad de sujeto pasi-
vo, se viola el mismo precepto legal. 
Art. 7°. CPF

Delito  
continuado

En el caso de delito continuado, la pena 
podrá aumentarse hasta por una mitad 
más de la que resulte aplicable.

Para los efectos de este Código, el 
delito es continuado cuando se eje-
cuta con pluralidad de conductas o 
hechos, con unidad de intención de-
lictuosa e identidad de disposición le-
gal, incluso de diversa gravedad. Art. 
99. CFF

Delito de defraudación fiscal  
y sus sanciones

Comete el delito de defraudación fiscal 
quien con uso de engaños o aprovecha-
miento de errores, omita total o parcial-
mente el pago de alguna contribución, 
sean pagos provisionales o definitivos 
o el impuesto del ejercicio u obtenga 
un beneficio indebido con perjuicio del 
fisco federal.

El delito de defraudación fiscal y el 
delito previsto en el artículo 400 Bis del 
CPF, se podrán perseguir simultánea-
mente. Se presume cometido el delito 
de defraudación fiscal cuando existan 
ingresos o recursos que provengan de 
operaciones con recursos de proceden-
cia ilícita.

El delito de defraudación fiscal se 
sancionará con las penas señaladas 
en el artículo 108 del CFF, y que en 
síntesis, dependiendo del monto de lo 
defraudado, oscilan entre dos meses a 
nueve años, dependiendo del monto de 
lo defraudado.

El delito de defraudación fiscal y los 
previstos en el artículo 109 de este 
Código, serán calificados cuando se ori-
ginen por:

a)	Usar documentos falsos;
b)	Omitir reiteradamente la expedición 

de comprobantes fiscales cuando 
sea obligatoria su expedición. Existe 
una conducta reiterada cuando en un 
lapso de cinco años el contribuyente 



René Mariani Ochoa

282

haya sido sancionado por esa con-
ducta dos o más veces;

c)	Manifestar datos falsos para obte-
ner de la autoridad fiscal la devo-
lución de contribuciones que no le 
correspondan;

d)	No llevar los sistemas o registros 
contables a que se esté obligado 
conforme a las disposiciones fisca-
les o asentar datos falsos en dichos 
sistemas o registros;

e)	Omitir contribuciones retenidas, re-
caudadas o trasladadas;

f)	 Manifestar datos falsos para realizar 
la compensación de contribuciones 
que no le correspondan;

g)	Utilizar datos falsos para acreditar o 
disminuir contribuciones; y

h)	Declarar pérdidas fiscales inexis- 
tentes.

Cuando los delitos sean calificados, 
la pena que corresponda se aumentará 
en una mitad.

No se formulará querella si quien 
hubiere omitido el pago total o parcial 
de alguna contribución u obtenido el 
beneficio indebido, lo entera espontá-
neamente con sus recargos y actuali-
zación antes de que la autoridad fiscal 
descubra la omisión o el perjuicio, me-
die requerimiento, orden de visita u otra 
gestión tendiente a la comprobación 
del cumplimiento de las disposiciones 
fiscales.

Se tomará en cuenta el monto de 
las contribuciones defraudadas en un 

mismo ejercicio fiscal, aun cuando se 
trate de contribuciones diferentes y de 
diversas acciones u omisiones. Lo an-
terior no será aplicable tratándose de 
pagos provisionales. Art. 108. CFF

Delito, autores o partícipes del

Son autores o partícipes del delito:

I)	 Los que acuerden o preparen su 
realización;

II)	 Los que los realicen por sí;
III)	 Los que lo realicen conjuntamente;
IV)	 Los que lo lleven a cabo sirviéndo-

se de otro;
V)	 Los que determinen dolosamente a 

otro a cometerlo;
VI)	 Los que dolosamente presten ayuda 

o auxilien a otro para su comisión;
VII)	Los que con posterioridad a su eje-

cución auxilien al delincuente, en 
cumplimiento de una promesa an-
terior al delito; y

VIII)	Los que sin acuerdo previo, inter-
vengan con otros en su comisión, 
cuando no se pueda precisar el re-
sultado que cada quien produjo.

Los autores o partícipes a que se 
refiere el presente artículo responde-
rán cada uno en la medida de su propia 
culpabilidad.

Para los sujetos a que se refieren las 
fracciones VI, VII y VIII, se aplicará la 
punibilidad dispuesta por el artículo 64 
bis de este Código. Art. 13.CPF
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Delito, tentativa punible

Existe tentativa punible, cuando la reso-
lución de cometer un delito se exteriori-
za realizando en parte o totalmente los 
actos ejecutivos que deberían producir 
el resultado, u omitiendo los que debe-
rían evitarlo, si aquél no se consuma por 
causas ajenas a la voluntad del agente.

Para imponer la pena de la tentativa 
el juez tomará en cuenta, lo señalado en 
este artículo. Art. 12. CPF

Delitos contra los archivos

Será sancionado con pena de tres a diez 
años de prisión y multa de tres mil a cin-
co mil veces la UMA a la persona que:

I)	 Sustraiga, oculte, altere, mutile, des-
truya o inutilice, total o parcialmen-
te, información y documentos de los 
archivos que se encuentren bajo su 
resguardo, salvo en los casos que no 
exista responsabilidad determinada 
en esta Ley;

II)	 Transfiera la propiedad o pose-
sión, transporte o reproduzca, sin 
el permiso correspondiente, un do-
cumento considerado patrimonio 
documental de la Nación;

III)	Traslade fuera del territorio nacional 
documentos considerados patrimo-
nio documental de la Nación, sin au-
torización del Archivo General;

IV)	Mantenga, injustificadamente, fuera 
del territorio nacional documentos 

considerados patrimonio documen-
tal de la Nación, una vez fenecido el 
plazo por el que el Archivo General 
le autorizó la salida del país, y

V)	Destruya documentos considerados 
patrimonio documental de la Nación.

La facultad para perseguir dichos 
delitos prescribirá en los términos pre-
vistos en la legislación penal aplicable.

En tratándose del supuesto previsto 
en la fracción III, la multa será hasta por 
el valor del daño causado.

Será sancionado con pena de tres a 
diez años de prisión y multa de tres mil 
veces la unidad de medida y actualiza-
ción hasta el valor del daño causado, 
a la persona que destruya documentos 
relacionados con violaciones graves a 
derechos humanos, alojados en algún 
archivo, que así hayan sido declarados 
previamente por autoridad competente. 
Art. 121. LGA

Las sanciones contempladas en esta 
Ley se aplicarán sin perjuicio de las pre-
vistas en otras disposiciones jurídicas 
aplicables. Art. 122. LGA

Los Tribunales Federales serán los 
competentes para sancionar los delitos 
establecidos en esta Ley. Art. 123. LGA

Delitos de operaciones con 
recursos de procedencia ilícita

Son los tipificados en el Capítulo II del 
Título Vigésimo Tercero del Código 
Penal Federal. Art. 3LFPIORPI
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Delitos electorales y en materia de 
registro nacional de ciudadanos

Para los efectos del Título Vigesimocuarto 
del Código Penal Federal en lo concer-
niente a delitos electorales, se entiende 
por:

I)	 Servidores públicos, las personas 
que se encuentren en los supuestos 
establecidos por el artículo 212 de 
este Código;

II)	 Se entenderá también como servido-
res públicos a los funcionarios y em-
pleados de la Administración Pública 
Estatal y Municipal;

III)	Funcionarios electorales, quienes 
en los términos de la legislación fe-
deral electoral integren los órganos 
que cumplen funciones electorales;

IV)	Funcionarios partidistas, los dirigen-
tes de los partidos políticos naciona-
les y de las agrupaciones políticas, y 
sus representantes ante los órganos 
electorales, en los términos de la le-
gislación federal electoral; y

V)	Candidatos, los ciudadanos regis-
trados formalmente como tales por 
la autoridad competente. Art. 401. 
CPF

Delitos fiscales, tentativa de

La tentativa de los delitos previstos en 
este Código es punible, cuando la reso-
lución de cometer un hecho delictivo se 
traduce en un principio de su ejecución 

o en la realización total de los actos 
que debieran producirlo. La tentativa se 
sancionará con prisión de hasta las dos 
terceras partes de la que corresponda 
por el delito de que se trate, si éste se 
hubiese consumado.

Si el autor desistiere de la ejecución 
o impidiere la consumación del delito, 
no se impondrá sanción alguna, a no 
ser que los actos ejecutados constitu-
yan por sí mismos delito. Art. 98. CFF

Delitos, concurso ideal o real de

Existe concurso ideal, cuando con una 
sola conducta se cometen varios deli-
tos. Existe concurso real, cuando con 
pluralidad de conductas se cometen va-
rios delitos. Art. 18. CPF

No hay concurso cuando las conduc-
tas constituyen un delito continuado. 
Art. 19. CPF

Delitos, consecuencias jurídicas  
en la comisión de los

Para los efectos de lo previsto en el 
Título X, Capítulo II, del CNPP, a las per-
sonas jurídicas podrán imponérseles 
algunas o varias de las consecuencias 
jurídicas cuando hayan intervenido en la 
comisión de los siguientes delitos:

a)	De los previstos en el presente 
Código:
V)	Tráfico de influencia previsto en 

el artículo 221;
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VI)	 Cohecho, previsto en los artícu-
los 222, fracción II, y 222 bis;

XII)	 Fraude, previsto en el artículo 
388;

XIII)	 Encubrimiento, previsto en el 
artículo 400;

XIV)	 Operaciones con recursos de 
procedencia ilícita, previsto en 
el artículo 400-Bis;

XV)	 En materia de derechos de 
autor, previsto en el artículo 
424-Bis;

b)	De los delitos establecidos en los si-
guientes ordenamientos:
VIII)	 Defraudación fiscal y su equi-

parable, previstos en los ar-
tículos 108 y 109, del CFF. 
Art. 11-Bis. CPF

Demanda agregada

Es la cantidad de bienes y servicios que 
las familias, las empresas, el gobierno y 
el resto del mundo pueden y desean ob-
tener a un determinado nivel de precios 
y en un periodo determinado en el país. 
El Sistema de Cuentas Nacionales des-
glosa la demanda agregada de acuerdo 
a la función económica que realizan los 
compradores en la demanda intermedia 
y demanda final. CTLFEF

Demanda o necesidad  
de información

Aquella información que la sociedad 
requiere, sin hacerlo a través de una 

solicitud de acceso en el marco de las 
leyes General, Federal o Local en la ma-
teria. CONAIPL

Demérito por fondo

Coeficiente de ajuste al valor de un 
predio que lleva a cabo la autoridad 
catastral, tomando en consideración 
la relación frente y fondo. Este demé-
rito se incrementa más en razón de la 
mayor diferencia entre frente y fondo. 
DTMV

Demérito por frente

Coeficiente de ajuste al valor de un 
predio que lleva a cabo la autoridad 
catastral, tomando en consideración 
su frente con acceso a una vía pública. 
DTMV

Demérito  
por irregularidad

Coeficiente de ajuste al valor de un pre-
dio que lleva a cabo la autoridad catas-
tral, tomando en consideración la forma 
no rectangular, aproximada, del predio. 
DTMV

Demérito por topografía

Coeficiente de ajuste al valor de un 
predio que lleva a cabo la autoridad 
catastral, tomando en consideración lo 
accidentado de éste. DTMV
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Democracia

Estructura jurídica, régimen político, y 
sistema de vida fundado en el constante 
mejoramiento económico, social y cul-
tural del pueblo. Art. 3. CPEUM

Gobierno del pueblo. Sistema polí-
tico que considera iguales a todos los 
hombres, con los mismos derechos, sin 
importar diferencias de cultura, de po-
sición económica, de origen social, etc. 
GTE

Cuando Rousseau afirmaba que na-
die tiene derecho a gobernar a otro a 
menos que éste manifieste su acepta-
ción para que así sea, no sólo enaltecía 
el principio de la igualdad natural ra-
cional de todos los individuos, ni única-
mente sustentaba las bases del sufragio 
universal, sino que ponía los cimientos 
teóricos de lo que implica el gobierno 
por consentimiento, o sea, aquel que 
resuelve que el derecho a gobernar de 
unos, tenga como contrapartida el de-
ber de obediencia de todos.

A ese respecto, Sartori (1991) ex-
plica: ... aquellos gobiernos que han 
sido elegidos, que reflejan las opinio-
nes del electorado y que son, además, 
considerados responsables (a través de 
la repetición de elecciones libres) ante 
sus electorados, pueden denominarse 
gobiernos a los que se ha otorgado con-
sentimiento. Si la democracia concede 
como lo hace el derecho de decidir su 
destino a todo el pueblo, las opiniones 
que indican un consenso general o, a 

la inversa, un disenso general respecto 
al gobierno son las expresadas por los 
votantes en general en las elecciones, y 
solamente vía elecciones.

En el marco de las sociedades de-
mocráticas y dentro de éstas en el ám-
bito de la política, las elecciones son la 
expresión suprema del consenso, mo-
mento en que se manifiesta y se ejerce 
la Soberanía popular. Esto quiere decir 
que ningún acuerdo o convención, por 
más representativo que parezca, pue-
de superar las elecciones en materia 
de consenso que logran las elecciones 
y las votaciones. Por ello, cuando los 
partidos políticos, por conducto de sus 
élites dirigentes, formulan y adoptan 
acuerdos sin la sanción del electorado 
en una votación que exprese la opinión 
de éste al respecto, lo que hacen es for-
mar un consenso parcial, coyuntural, im-
perfecto, que necesita la sanción fiscal 
del sufragio. DUTP

Democracia municipal

En cuanto a la democracia y la eficacia 
son principios que en todo municipio 
precisan conciliarse. Acorde a Adolfo 
Posada, debe haber democracia en el 
gobierno y eficacia en los servicios pú-
blicos. La democracia implica que no 
debe hacerse “el mero gobierno des-
de arriba o desde afuera”, sino con la 
participación de la comunidad que re-
quiere de instrumentos jurídicos para 
manifestarse.
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Se propone la participación inmedia-
ta y constante de los gobernados en la 
gestión del ente comunal. No basta el 
solo hecho de que la ciudadanía elija a 
sus representantes, sino que es menes-
ter que se involucre en las actividades 
mismas de gobierno y efectúe sobre 
ellas una supervisión cercana.

Los organismos más comunes para 
promover la participación popular están 
los comités de manzana, asociación de 
colonos, junta de vecinos y consejos de 
obras o acciones.

Los “procedimientos de democracia 
semi-directa” que pueden permitir a los 
ciudadanos ejercer control sobre las ac-
tividades municipales, son la consulta, 
que es una auscultación para conocer 
el sentir de la ciudadanía; la iniciativa, 
propuesta ciudadana para reglamen-
tar o reformar una norma; plebiscito, 
acto por el cual se somete al electora-
do cuestiones de naturaleza política o 
administrativa; referéndum, se pone a 
consideración del electorado asuntos 
de naturaleza jurídica; y la revocatoria 
del mandato, posibilidad de relevar del 
cargo a los servidores públicos munici-
pales en ejercicio. DMVC

Denuncia ciudadana

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta 
responsabilidad y mediante la presenta-
ción de elementos de prueba, podrá formu-
lar denuncia ante la Cámara de Diputados 
del Congreso de la Unión respecto de las 

conductas a las que se refiere el presente 
artículo. Art. 109. CPEUM (También ver 
Denuncias ante la ASF)

Denuncia de hechos

Acción mediante la cual la ASF hace del 
conocimiento del Ministerio Público de la 
Federación una irregularidad detectada 
en el ejercicio de sus funciones de fisca-
lización, que pudiera ser constitutiva de 
un delito imputable a un servidor público 
o a un particular por actos u omisiones 
en el desempeño de su empleo, cargo, 
comisión o actividad. CTLFEF

Denuncia de juicio político

Acción mediante la cual la ASF presenta 
denuncia ante la Cámara de Diputados 
del H. Congreso de la Unión, con motivo 
de la presunción de actos u omisiones 
de los servidores públicos a que se re-
fiere el artículo 110 de la CPEUM, que 
redunden en perjuicio de los intereses 
públicos fundamentales o de su buen 
despacho; a efecto de que se sustan-
cie el procedimiento relativo al juicio 
político y resuelva sobre las responsa-
bilidades correspondientes mediante la 
declaratoria respectiva. CTLFEF

Denuncia popular

Toda persona u organización podrá pre-
sentar denuncia ante la autoridad com-
petente sobre cualquier hecho, acto u 
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omisión, que produzca o pueda producir 
daños al ejercicio de los derechos estable-
cidos en esta LGDS o contravengan sus 
disposiciones y de los demás ordenamien-
tos que regulen materias relacionadas con 
el desarrollo social. Art. 67. LGDS

La denuncia popular podrá ejercitar-
se por cualquier persona, bastando que 
se presente por escrito y contenga:

I)	 El nombre o razón social, domicilio 
y demás datos que permitan la iden-
tificación del denunciante y, en su 
caso, de su representante legal;

II)	 Los actos, hechos u omisiones de- 
nunciados;

III)	Los datos que permitan identificar a 
la presunta autoridad infractora; y

IV)	Las pruebas que en su caso ofrez- 
ca el denunciante. Art. 68. LGDS

Denuncia por incumplimiento a 
obligaciones de transparencia

Cualquier persona podrá denunciar ante 
los Organismos garantes la falta de pu-
blicación de las obligaciones de trans-
parencia previstas en los artículos 70 a 
83 de esta Ley y demás disposiciones 
aplicables, en sus respectivos ámbitos 
de competencia. Art. 89. LGTAIP

Denunciante

Es la persona física o moral, o el ser-
vidor público que acude ante las 
Autoridades investigadoras a que se 

refiere la presente Ley, con el fin de de-
nunciar actos u omisiones que pudieran 
constituir o vincularse con faltas admi-
nistrativas, en términos de los artículos 
91 y 93 de esta Ley. Art. 3. LGRA

Denuncias ante la ASF

Para los efectos de lo previsto en el pá-
rrafo quinto de la fracción I, del artículo 
79 de la CPEUM, cualquier persona po-
drá presentar denuncias fundadas cuan-
do se presuma el manejo, aplicación o 
custodia irregular de recursos públicos 
federales, o de su desvío.

Las denuncias podrán presentarse a 
la Cámara, a la Comisión o directamente 
a la ASF. Art. 59. LFRCF

Las denuncias que se presenten de-
berán estar fundadas con documentos y 
evidencias mediante los cuales se pre-
suma el manejo, aplicación o custodia 
irregular de recursos públicos o de su 
desvío, en los supuestos establecidos 
en esta Ley.

El escrito de denuncia deberá contar 
con los elementos y pruebas que señala 
el artículo 60 de la Ley, y referirse a pre-
suntos daños o perjuicios a la Hacienda 
Pública Federal o al patrimonio de los 
entes públicos. Arts. 60-61. LFRCF

La ASF, deberá reportar en los infor-
mes correspondientes en los términos 
del artículo 38 de esta Ley, el estado 
que guarden las observaciones, deta-
llando las acciones relativas a dichas 
auditorías, así como la relación que 



D

289

contenga la totalidad de denuncias re-
cibidas. Art. 65. LFRCF

Lo dispuesto en el presente Capítulo, 
no excluye la imposición de las sancio-
nes que conforme a la LGRA procedan 
ni de otras que se deriven de la revisión 
de la Cuenta Pública. Art. 66. LFRCF

Dependencias

Son las Secretarías de Estado, inclu-
yendo a sus respectivos órganos admi-
nistrativos desconcentrados; órganos 
reguladores coordinados en materia 
energética y la Consejería Jurídica del 
Ejecutivo Federal conforme a lo dis-
puesto en la LOAPF. Asimismo, aquellos 
ejecutores de gasto a quienes se les 
otorga un tratamiento equivalente en 
los términos del artículo 4 de esta Ley. 
Art. 2. LFPRH

Dependencias  
coordinadoras de sector

Son las dependencias que designe el 
Ejecutivo Federal en los términos de la 
LOAPF, para orientar y coordinar la pla-
neación, programación, presupuestación, 
ejercicio y evaluación del gasto de las en-
tidades que queden ubicadas en el sec-
tor bajo su coordinación. Art. 2. LFPRH

Dependencias y entidades

Las señaladas en la LOAPF, incluidas la 
Presidencia de la República, los órganos 

administrativos desconcentrados, y la 
Procuraduría General de la República 
Art. 4. LFA

Dependencias  
y entidades con programas  

presupuestarios  
de desarrollo social

Las dependencias y entidades que ten-
gan a su cargo programas presupues-
tarios considerados por el CONEVAL 
como programas o acciones federales 
de desarrollo social deberán enviar a 
la SHCP, en los términos y plazos que 
esta disponga, información sobre su 
población potencial, población objetivo 
y población atendida, misma que hará 
pública en el Portal de Transparencia 
Presupuestaria. Art. 30. PEF

Depreciación

Es la pérdida del valor original de 
una inversión después del transcur-
so del tiempo, o por el deterioro o 
merma en la vida de servicio de un 
bien. GIFSAT

La que va perdiendo de valor algu-
na cosa debido al uso o al transcurso 
del tiempo. Los activos fijos se depre-
cian y los activos diferidos se amorti-
zan. GTE

Financieramente, puede afirmarse 
que la depreciación, es la recuperación 
de la inversión hecha en un activo tan-
gible. RMO
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Depresión

Abatimiento de las actividades econó-
micas. Épocas en que los negocios se 
vuelven más difíciles o menos produc-
tivos. GTE

Derecho a defensa  
y asesoría jurídica  

adecuada e inmediata

La defensa es un derecho fundamen-
tal e irrenunciable que asiste a todo 
imputado, no obstante, deberá ejer-
cerlo siempre con la asistencia de 
su Defensor o a través de éste. El 
Defensor deberá ser licenciado en de-
recho o abogado titulado, con cédula 
profesional.

Se entenderá por una defensa téc-
nica, la que debe realizar el Defensor 
particular que el imputado elija libre-
mente o el Defensor público que le 
corresponda, para que le asista desde 
su detención y a lo largo de todo el 
procedimiento, sin perjuicio de los ac-
tos de defensa material que el propio 
imputado pueda llevar a cabo.

La víctima u ofendido tendrá de-
recho a contar con un Asesor jurídico 
gratuito en cualquier etapa del procedi-
miento, en los términos de la legislación 
aplicable.

Corresponde al Órgano jurisdiccio-
nal velar sin preferencias ni desigualda-
des por la defensa adecuada y técnica 
del imputado. Art. 17. CNPP

Derecho a la información

El derecho a la información será garan-
tizado por el Estado. Toda persona tiene 
derecho al libre acceso a información 
plural y oportuna, así como a buscar, 
recibir y difundir información e ideas 
de toda índole por cualquier medio de 
expresión.

El Estado garantizará también el de-
recho de acceso a las tecnologías de la 
información y comunicación, así como 
a los servicios de radiodifusión y tele-
comunicaciones, incluido el de banda 
ancha e internet. Para tales efectos, 
el Estado establecerá condiciones de 
competencia efectiva en la prestación 
de dichos servicios. Art. 6. CPEUM

Derecho a la intimidad  
y a la privacidad

En todo procedimiento penal se respe-
tará el derecho a la intimidad de cual-
quier persona que intervenga en él, 
asimismo se protegerá la información 
que se refiere a la vida privada y los da-
tos personales, en los términos y con las 
excepciones que fijan la Constitución, 
este Código y la legislación aplicable. 
Art. 15. CNPP

Derecho a poseer armas

Toda persona tiene derecho a poseer 
armas en su domicilio, para su seguri-
dad y legítima defensa, con excepción 
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de las prohibidas por la Ley Federal y 
de las reservadas para el uso exclusi-
vo del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y 
Guardia Nacional. Art. 10. CPEUM

Derecho al respeto  
a la libertad personal

Toda persona tiene derecho a que se 
respete su libertad personal, por lo que 
nadie podrá ser privado de la misma, 
sino en virtud de mandamiento dictado 
por la autoridad judicial o de conformi-
dad con las demás causas y condicio-
nes que autorizan la Constitución y este 
Código.

La autoridad judicial sólo podrá au-
torizar como medidas cautelares, o pro-
videncias precautorias restrictivas de la 
libertad, las que estén establecidas en 
este Código y en las leyes especiales. 
La prisión preventiva será de carácter 
excepcional y su aplicación se regirá en 
los términos previstos en este Código. 
Art. 19. CNPP

Derecho constitucional

Normas que regulan las diversas ramas 
del poder público, sus relaciones entre 
sí y sus relaciones con el pueblo en ge-
neral. GTE

Derecho consuetudinario

Normas establecidas por la costumbre 
y por el sentir general de la sociedad 

que no se halla previsto en la legisla-
ción, pero cuya aceptación es espontá-
nea. GTE

Derecho de asociación

No se podrá coartar el derecho de aso-
ciarse o reunirse pacíficamente con 
cualquier objeto lícito; pero solamente 
los ciudadanos de la República podrán 
hacerlo para tomar parte en los asun-
tos políticos del país. No se conside-
rará ilegal, y no podrá ser disuelta una 
asamblea o reunión que tenga por ob-
jeto hacer una petición o presentar una 
protesta por algún acto, a una autori-
dad, si no se profieren injurias contra 
ésta, ni se hiciere uso de violencias o 
amenazas para intimidarla u obligarla 
a resolver en el sentido que se desee. 
Art. 9. CPEUM

Derecho de identidad

Toda persona tiene derecho a la iden-
tidad y a ser registrado de manera in-
mediata a su nacimiento. El Estado 
garantizará el cumplimiento de estos 
derechos. La autoridad competente ex-
pedirá gratuitamente la primera copia 
certificada del acta de registro de naci-
miento. Art. 4. CPEUM

Derecho de juicio

Nadie puede ser juzgado por leyes 
privativas ni por tribunales especiales. 
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Ninguna persona o corporación puede 
tener fuero. Nadie podrá ser privado de 
la libertad o de sus propiedades, pose-
siones o derechos, sino mediante juicio 
seguido ante los tribunales previamen-
te establecidos, en el que se cumplan 
las formalidades esenciales del proce-
dimiento y conforme a las Leyes expe-
didas con anterioridad al hecho. Arts. 
13-14. CPEUM

Ninguna persona podrá hacerse jus-
ticia por sí misma, ni ejercer violencia 
para reclamar su derecho. Toda perso-
na tiene derecho a que se le administre 

justicia por tribunales que estarán expe-
ditos para impartirla en los plazos y tér-
minos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, comple-
ta e imparcial. Su servicio será gratuito, 
quedando, en consecuencia, prohibidas 
las costas judiciales. Art. 17. CPEUM

Derecho de petición

Los funcionarios y empleados públi-
cos respetarán el ejercicio del dere-
cho de petición, siempre que ésta se 
formule por escrito, de manera pacífica 

Alfabeto de potestades individuales:

a) Educación ñ) Agua

b) Equidad o) Deporte

c) No discriminación p) Trabajo

d) Cultura q) Libertad de profesión

e) Pensamiento r) Privacidad

f) Religión s) Derechos ARCO

g) Niñez prioritaria t) Seguridad

h) Petición de información u) Personalidad jurídica

i) Acceso a la información v) No retroactividad legal

j) Alimentación w) Asociación

k) Medio ambiente sano x) Libre tránsito

l) Salud y) Residencia

m) Seguridad social z) Elección de representantes

n) Vivienda
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y respetuosa; pero en materia política 
sólo podrán hacer uso de ese derecho 
los ciudadanos de la República. A toda 
petición deberá recaer un acuerdo es-
crito de la autoridad a quien se haya 
dirigido, la cual tiene obligación de ha-
cerlo conocer en breve término al peti-
cionario. Art. 8. CPEUM

Derecho de réplica

La manifestación de las ideas no será 
objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, sino en el caso de que 
ataque a la moral, la vida privada o los 
derechos de terceros, provoque algún 
delito, o perturbe el orden público; el 
derecho de réplica será ejercido en los 
términos dispuestos por la ley. Art. 6. 
CPEUM

Al emplear al término derecho, en 
esta voz, se hace desde un punto de 
vista su objetivo, es decir, como la fa-
cultad o potestad individual de hacer, 
permitir o no hacer. La palabra derecho 
deriva del latín directur, directo, de diri-
gere, enderezar o alinear. Por su parte, 
el vocablo réplica proviene del verbo re-
plicar y éste a su vez del latín replicare 
que significa contestar.

Esta voz tiene distintas aplicaciones 
en el campo del derecho, la más usual, 
en el derecho procesal que hace refe-
rencia al derecho concedido al actor 
en una demanda civil o de trabajo, de 
aclarar su contenido una vez conocida 
por él la contestación del demandado, a 

efecto de precisar las cuestiones de he-
cho y de derecho en que haya fundado 
su acción, antes de que sea fijada por 
el juez la litis.

En el derecho parlamentario, la ré-
plica es la facultad de un parlamenta-
rio para repreguntar a un miembro del 
gobierno durante su comparecencia. 
La réplica forma parte de la secuen-
cia de un debate: a la pregunta de 
un legislador, sucede la respuesta del 
miembro de gobierno, a la que pue-
de seguir la réplica del parlamentario. 
DUTP

Derecho de veto sobre la ley

Proviene la palabra veto del latín vetare, 
que significa prohibir.

Aunque impropiamente denomina-
do derecho, la facultad o atribución de 
vetar corresponde a los poderes ejecu-
tivos y simbolizan su participación en 
los procesos de creación normativa. Si 
bien al Poder Legislativo le correspon-
de la discusión y aprobación de las le-
yes, éstas deben igualmente contar con 
la facultad de los ejecutivos de hacer 
observaciones a los proyectos aproba-
dos por el Congreso. El veto es la fa-
cultad contraria a la de promulgado, el 
Ejecutivo, cuando aprueba los proyec-
tos remitidos por el Congreso, los pro-
mulga y publica; sin embargo, cuando 
dicho proyecto no cuenta con la acepta-
ción del Ejecutivo, entonces éste se en-
cuentra facultado, por una sola ocasión, 
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para interponer un veto cuyo efecto es 
suspender la promulgación del mismo y 
no publicarlo, así como para reenviarlo 
al Congreso con el objeto de que sea 
discutido de nueva cuenta, tomando en 
consideración las observaciones conte-
nidas en el veto, y proceder a votar una 
vez desahogada la segunda discusión 
del proyecto. La votación es calificada 
y requiere de las dos terceras partes 
de los integrantes del Congreso, para 
superar el veto y hacer prevalecer el 
proyecto en los términos aprobados 
inicialmente por el Congreso. En caso 
de que el Congreso no logre dicha vo-
tación, entonces, el proyecto vetado 
será suspendido de cualquier discusión 
y trámite hasta el siguiente periodo de 
sesiones.

Cuando un proyecto vetado es apro-
bado nuevamente por el Congreso, con 
las formalidades prescritas, el Poder 
Ejecutivo tiene la obligación de promul-
gar y publicar dicha ley, sin posibilidad 
de hacer observaciones. DUTP

Derecho electoral

El derecho electoral puede ser definido 
como “el conjunto de normas que regu-
lan el procedimiento por medio del voto 
de la designación de los gobernantes, 
que conforme a la ley deban ser elec-
tos por el pueblo y que determinan las 
condiciones de su participación a través 
del cuerpo electoral en las decisiones 
gubernativas”. DUTP

Derecho humano de acceso  
a la información

Comprende solicitar, investigar, difun-
dir, buscar y recibir información. Art. 4. 
LGTAIP

Derecho internacional

Conjunto de normas que rigen las rela-
ciones entre los países. GTE

Derecho legislativo

El derecho legislativo es el conjunto de 
normas que regulan las funciones de 
uno de los órganos del poder público: 
el Poder Legislativo y precisa el proce-
so de la actividad legislativa. Por lo tan-
to, puede considerarse que esta rama 
del conocimiento jurídico posee dos 
vertientes, una orgánica que se encar-
ga de describir la organización y atri-
buciones del Poder Legislativo, y otra 
funcional que es la relativa a describir 
y explicar el procedimiento de creación 
de las leyes o normas. Asimismo, se 
encarga de analizar las características 
de las leyes en sus distintos ámbitos 
de aplicación: territorial, personal y 
temporal.

En el ámbito territorial, el derecho 
legislativo explica las delimitaciones es- 
paciales de validez de las normas, den-
tro de los contextos variados en los 
que se pueden dar dichas reglas. Tales 
contextos toman en cuenta la forma de 
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gobierno, federal o unitaria, el fenóme-
no de extrapolaciones como la extrate-
rritorialidad de las normas, la dimensión 
internacional de la legislación interna a 
través de los tratados.

En el ámbito personal, el derecho le-
gislativo toma en consideración aspec-
tos de nacionalidad, mayoría de edad, 
fenómenos de generalidad o de leyes 
privativas, entre otras circunstancias. En 
el ámbito temporal, esta rama del dere-
cho explica la entrada en vigencia y la 
abrogación y derogación de las disposi-
ciones legales. DUTP

Derecho municipal

Tiene como objeto de conocimiento al 
municipio, al cual se le atribuye el ca-
rácter de institución pública. Ejerce su 
jurisdicción sobre los ciudadanos que 
están asentados en su demarcación, 
mismos que deberán subordinarse a 
sus mandatos legítimos inspirados en el 
interés público, por lo que no hay pro-
blema para ubicarlo en el ámbito dere-
cho público. DMVC

Derecho municipal  
y la sistemática jurídica

Existe entre el derecho municipal y el 
derecho constitucional, administrativo y 
financiero, una relación de antecedente 
a consecuente; de conocimientos gene-
rales a conocimientos específicos, de 
ahí que los conceptos e instituciones 

que utilizan pueden ser aprovechados 
por aquél de manera legítima.

El derecho municipal se relaciona 
no sólo con las disciplinas jurídicas 
mencionadas, sino con todas las de-
más. El fundamento se encuentra en la 
“sistemática jurídica” que se encarga 
de organizar dentro de la ciencia del 
derecho a sus diferentes disciplinas e 
interrelacionarlas. Todas las disciplinas 
que integran el saber jurídico están es-
trechamente unidas, no son comparti-
mentos estancos.

El derecho municipal se relaciona 
con otras disciplinas y en virtud de que 
el conocimiento se ha vuelto forzosa-
mente interdisciplinario, se auxilia de 
la sociología, la ciencia política, la eco-
nomía o la administración, cuyos plan-
teamientos le son de gran utilidad para 
estudiar a su objeto de manera unitaria 
y más integral. DMVC

Derecho municipal, derecho 
administrativo y financiero y el

Las relaciones entre los tres, son ínti-
mas, porque le aportan conocimientos 
para poder estudiar su objeto del co-
nocimiento. Muchas de las instituciones 
del derecho administrativo, la centrali-
zación y la descentralización, los servi-
cios públicos, el acto administrativo o la 
justicia administrativa, se emplean tam-
bién en el ámbito municipal. De manera 
parecida, el derecho financiero aporta al 
municipal sus conceptos de patrimonio, 
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hacienda pública, ingresos y egresos 
municipales, cuenta pública, entre otros. 
DMVC

Derecho natural

Sistemas filosóficos, religiosos o políti-
cos han considerado desde la antigüe-
dad que el derecho natural precede al 
derecho formal y que éste debe tomarlo 
en cuenta siempre. GTE

Derecho para iniciar  
leyes o decretos

El derecho de iniciar leyes o decretos 
compete al Presidente de la República; a 
los Diputados y Senadores al Congreso 
de la Unión; a las Legislaturas de los 
Estados y de la Ciudad de México; y a 
los ciudadanos en un número equiva-
lente, al cero punto trece por ciento de 
la lista nominal de electores, en los tér-
minos que señalen las leyes.

La Ley del Congreso determinará el 
trámite que deba darse a las iniciativas. 
Art. 71. CPEUM

Derecho parlamentario

Francisco Berlín Valenzuela ha definido 
acertadamente al derecho parlamenta-
rio como “el conjunto de normas que 
crean, establecen, impulsan, garantizan 
y rigen las acciones de los parlamentos, 
las interrelaciones sociopolíticas que 
mantienen con los otros poderes del 

Estado, los partidos políticos, las instan-
cias de la sociedad civil y los individuos, 
así como con los valores y principios 
que animan su existencia institucional 
y lo motivan a procurar su realización, 
por haber sido instituidos por el pue-
blo como expresión de su querer ser 
político”.

El concepto de derecho legislati-
vo está incluido en el más genérico y 
omnicomprensivo de derecho parla-
mentario; el primero se concentra en la 
organización de los parlamentos como 
legisladores, mientras que el segundo, 
además de esta dimensión tradicional 
y técnica, estudia a los parlamentos 
en sus interrelaciones con los demás 
órganos de gobierno y organizaciones 
sociales, así como en su estructura polí-
tica con la determinante de los partidos 
y organizaciones políticos que los for-
man. DUTP

Derecho privado

En este derecho, los sujetos son los par-
ticulares que mantienen relaciones de 
coordinación y se guían por el interés 
individual. El derecho civil y el mercantil, 
forman parte del derecho privado, en el 
que las personas están colocadas en un 
plano de igualdad; cada individuo puede 
adquirir derechos o contraer obligacio-
nes de manera libre, y poniéndose de 
acuerdo con otros. Impera aquí el llama-
do “principio de la autonomía de la volun-
tad” o libertad de estipulaciones. DMVC
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Derecho público

Es el apartado del ordenamiento jurídi-
co que tiene como objetivo regular las 
relaciones entre los individuos y las en-
tidades privadas en relación con las ins-
tituciones públicas del estado. DD

En el derecho público el sujeto prin-
cipal es el Estado, a cuyas directrices 
están sujetos los gobernados y se ins-
pira en el más elevado interés de la co-
munidad toda, o sea, el interés público. 
Es el derecho del Estado en relación 
con los particulares o incluso vincula-
do con los demás Estados. Su campo lo 
constituyen los vínculos entre las perso-
nas que detentan la autoridad (gober-
nantes) y las personas que obedecen 
(gobernados). Se han ubicado dentro 
del derecho público al derecho cons-
titucional, derecho administrativo, de-
recho procesal, derecho internacional, 
derecho fiscal y derecho penal. DMVC

Derecho social

Aquí privan los entes de naturaleza co-
lectiva; se caracteriza por sus relaciones 
de colaboración y se orienta por el inte-
rés grupal. Entraña una ruptura profun-
da de la clásica distinción entre derecho 
privado y derecho público. En nuestro 
siglo, se abrió paso al derecho social 
como un tercer género, destinado a co-
nocer una serie de organismos interme-
dios (asociaciones, entes comunitarios 
e instituciones), típicos de una sociedad 

pluralista que ha superado ya la simple 
ecuación del individuo y el Estado. Las 
normas del derecho social se fundan en 
el interés colectivo que prevalece en el 
tipo de agrupaciones comunitarias que 
regula, que para subsistir requieren de 
la estrecha colaboración de sus miem-
bros. Le pertenecen aquellas disciplinas 
cuyo factor determinante es el sentido 
comunitario: derecho del trabajo, dere-
cho agrario, derecho burocrático, dere-
cho cooperativo, de la seguridad social 
y derecho de la familia. DMVC

Derecho supletorio

Aquellas normas de un ordenamiento 
jurídico que tienen la facultad de re-
gir situaciones que no le son especí-
ficamente propias, obligadas por el 
hecho de que la rama específica del 
ordenamiento que debería haberla re-
gulado no lo ha hecho; por lo tanto, 
el Derecho supletorio completa la au-
sencia producida dentro de una norma 
específica y sirve para cubrir la laguna 
jurídica. Se extiende a todos aquellos 
aspectos no regulados por un Derecho 
específico. DSWP

Derecho, clasificación del

Se clasifica en tres grandes sectores de-
recho privado, derecho social y derecho 
público, clasificación a la que se le han 
hecho objeciones, pero que conserva 
un gran valor práctico y pedagógico 
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para explicar la compleja realidad jurí-
dica. DMVC

Derechos

Son las contribuciones establecidas en 
ley por servicios que presta el Estado en 
sus funciones de derecho público. Por lo 
tanto, corresponden a los ingresos de los 
gobiernos provenientes de los pagos rea-
lizados por los causantes como contra-
prestación por los servicios que reciben 
del poder público en los términos y condi-
ciones contenidas en la ley respectiva. El 
gobierno estatal y municipal, también ob-
tienen ingresos por concepto de los ser-
vicios que cada uno de ellos proporciona 
a las personas que los solicitan. CTLFEF

Contraprestaciones fijadas por la 
Ley de Ingresos, en este caso munici-
pales en pago de servicios públicos. 
Contraprestaciones establecidas en la 
Ley de Ingresos Municipales, por el uso 
o aprovechamiento por parte de los 
ciudadanos, de los servicios (en ras-
tros, panteones, Registro Civil, por ex-
pedición de licencias y construcciones, 
registros de planos de construcción, 
deslinde de predios urbanos, conexión 
de albañales, agua potable, etc.) que 
presta el Ayuntamiento en sus distincio-
nes de derecho público. DTMV

Derechos ARCO

Toda persona tiene derecho a la pro-
tección de sus datos personales, al 

acceso, rectificación y cancelación de 
los mismos, así como a manifestar su 
oposición, en los términos que fije la 
ley, la cual establecerá los supuestos 
de excepción a los principios que rijan 
el tratamiento de datos, por razones de 
seguridad nacional, disposiciones de 
orden público, seguridad y salud pú-
blicas o para proteger los derechos de 
terceros. Art. 16. CPEUM

Derechos de autor, regalías, 
asistencia técnica

Ver Regalías. Art. 15-B. CFF

Derechos de la víctima u ofendido

En los procedimientos previstos en este 
Código, la víctima u ofendido tendrán 
los derechos que son señalados en ex-
tenso, en el artículo presente, en sus 29 
fracciones. Art. 109. CNPP

Derechos del ciudadano

Los principales derechos del ciudadano 
son votar en las elecciones populares; 
de ser el caso, poder ser votado para 
todos los cargos de elección popular. El 
derecho de solicitar el registro de candi-
datos ante la autoridad electoral corres-
ponde a los partidos políticos así como 
a los ciudadanos que soliciten su regis-
tro de manera independiente y siempre 
que cumplan con los requisitos, con-
diciones y términos legales; asociarse 
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individual y libremente para tomar parte 
en forma pacífica en los asuntos políti-
cos del país. Ejercer en toda clase de 
negocios el derecho de petición y po-
der ser nombrado, de cumplir las con-
diciones legales, para cualquier empleo 
o comisión del servicio público. Iniciar 
leyes, votar en las consultas populares 
sobre temas de trascendencia nacio-
nal, convocadas por el Congreso de la 
Unión. Art. 35. CPEUM

Derechos del imputado

El imputado tendrá los derechos que, 
en forma analítica, describe el presente 
apartado, de los que se destacan ser 
considerado y tratado como inocente 
hasta que se demuestre su responsa-
bilidad; comunicarse con un familiar y 
con su Defensor cuando sea detenido; 
declarar o a guardar silencio; estar asis-
tido de su Defensor; que se le informe, 
tanto en el momento de su detención 
como en su comparecencia ante el 
Ministerio Público o el Juez de control, 
los hechos que se le imputan y los de-
rechos que le asisten; no ser sometido 
en ningún momento del procedimiento 
a técnicas ni métodos que atenten con-
tra su dignidad, induzcan o alteren su 
libre voluntad; el motivo de la privación 
de su libertad y el servidor público que 
la ordenó; tener acceso él y su defensa, 
salvo las excepciones previstas en la ley, 
a los registros de la investigación, así 
como a obtener copia gratuita, registro 

fotográfico o electrónico de los mis-
mos, en términos de los artículos 218 
y 219 de este Código; que se le reci-
ban los medios pertinentes de prueba 
que ofrezca; ser juzgado en audiencia 
por un Tribunal de enjuiciamiento, antes 
de cuatro meses si se tratare de delitos 
cuya pena máxima no exceda de dos 
años de prisión, y antes de un año si 
la pena excediere de ese tiempo; tener 
una defensa adecuada por parte de un 
licenciado en derecho; en su caso, ser 
asistido gratuitamente por un traductor 
o intérprete; no ser expuesto a los me-
dios de comunicación; tendrá derecho 
a declarar durante cualquier etapa del 
procedimiento. Arts. 113-114. CNPP

Derechos humanos

Todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en la 
CPEUM y en los tratados internaciona-
les de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para 
su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los 
casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece. Al respecto, las 
normas relativas se interpretarán favore-
ciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia. Todas las autori-
dades, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los dere-
chos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad. 
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En consecuencia, el Estado deberá pre-
venir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en 
los términos que establezca la ley. Art. 
1. CPEUM

Se incluyen derechos políticos de la 
mujer, supresión de esclavitud, preven-
ción y castigo del crimen, etc. GTE

Derechos humanos, principio de 
interdependencia e indivisibilidad

Los derechos humanos están relaciona-
dos entre sí, esto es, no puede hacerse 
ninguna separación ni pensar que unos 
son más importantes que otros, deben 
interpretarse y tomarse en su conjunto y 
no como elementos aislados. PUIIPDH

Derechos laborales  
y empresariales, conciliación  
de diferencias y conflictos

Las leyes reconocerán como un dere-
cho de los obreros y de los patronos, 
las huelgas y los paros.

Las huelgas serán lícitas cuando ten-
gan por objeto conseguir el equilibrio 
entre los diversos factores de la pro-
ducción, armonizando los derechos del 
trabajo con los del capital. En los servi-
cios públicos será obligatorio para los 
trabajadores dar aviso, con diez días de 
anticipación, a los tribunales laborales, 
de la fecha señalada para la suspensión 
del trabajo. Las huelgas serán conside-
radas como ilícitas únicamente cuando 

la mayoría de los huelguistas ejerciera 
actos violentos contra las personas o 
las propiedades, o en caso de guerra, 
cuando aquéllos pertenezcan a los es-
tablecimientos y servicios que depen-
dan del Gobierno.

Los paros serán lícitos únicamente 
cuando el exceso de producción haga 
necesario suspender el trabajo para 
mantener los precios en un límite cos-
teable, previa aprobación de los tribuna-
les laborales.

La resolución de las diferencias o los 
conflictos entre trabajadores y patrones 
estará a cargo de los tribunales labora-
les del Poder Judicial de la Federación 
o de las entidades federativas. Sus 
sentencias y resoluciones deberán ob-
servar los principios de legalidad, im-
parcialidad, transparencia, autonomía e 
independencia.

Antes de acudir a los tribunales la-
borales, los trabajadores y patrones 
deberán asistir a la instancia conci-
liatoria correspondiente. En el orden 
local, la función conciliatoria estará a 
cargo de los Centros de Conciliación, 
especializados e imparciales que se 
instituyan en las entidades federati-
vas. Dichos centros tendrán perso-
nalidad jurídica y patrimonio propios. 
Contarán con plena autonomía técnica, 
operativa, presupuestaria, de deci-
sión y de gestión. Se regirán por los 
principios de certeza, independencia, 
legalidad, imparcialidad, confiabilidad, 
eficacia, objetividad, profesionalismo, 
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transparencia y publicidad. Su integra-
ción y funcionamiento se determinará 
en las leyes locales.

La ley determinará el procedimiento 
que se deberá observar en la instancia 
conciliatoria y las reglas para que los 
convenios laborales adquieran condi-
ción de cosa juzgada, así como para su 
ejecución.

En el orden federal, la función conci-
liatoria estará a cargo de un organismo 
descentralizado que le corresponderá 
el registro de todos los contratos co-
lectivos de trabajo y las organizacio-
nes sindicales y de todos los procesos 
administrativos relacionados. Contará 
con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, plena autonomía técnica, ope-
rativa, presupuestaria, de decisión y 
de gestión. Se regirá por los principios 
de certeza, independencia, legalidad, 
imparcialidad, confiabilidad, eficacia, 
objetividad, profesionalismo, transpa-
rencia y publicidad. Su integración y 
funcionamiento se determinará en la ley 
de la materia. Art. 123, Apartado A. 
CPEUM

Derechos que asisten al detenido

Las autoridades que ejecuten una de-
tención por flagrancia o caso urgente 
deberán asegurarse de que la persona 
tenga pleno y claro conocimiento del 
ejercicio de los derechos citados a con-
tinuación, en cualquier etapa del perío-
do de custodia:

I)	 El derecho a informar a alguien de 
su detención;

II)	 El derecho a consultar en privado 
con su Defensor;

III)	 El derecho a recibir una notificación 
escrita que establezca los derechos 
establecidos en las fracciones ante-
riores y las medidas que debe to-
mar para la obtención de asesoría 
legal;

IV)	 El derecho a ser colocado en una 
celda en condiciones dignas y con 
acceso a aseo personal;

V)	 El derecho a no estar detenido des-
nudo o en prendas íntimas;

VI)	 Cuando, para los fines de la in-
vestigación sea necesario que el 
detenido entregue su ropa, se le 
proveerán prendas de vestir; y

VII)	El derecho a recibir atención clínica 
si padece una enfermedad física, 
se lesiona o parece estar sufriendo 
de un trastorno mental. Art. 152. 
CNPP

Derechos, para efectos fiscales

Son las contribuciones establecidas en 
Ley por el uso o aprovechamiento de 
los bienes del dominio público de la 
Nación, así como por recibir servicios 
que presta el Estado en sus funciones 
de derecho público, excepto cuando se 
presten por organismos descentraliza-
dos u órganos desconcentrados cuando 
en este último caso, se trate de con-
traprestaciones que no se encuentren 
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previstas en la Ley Federal de Derechos. 
También son derechos las contribucio-
nes a cargo de los organismos públicos 
descentralizados por prestar servicios 
exclusivos del Estado. Art. 2. CFF

Derogación de leyes o decretos

La palabra derogación, deriva del verbo 
derogar “anular oficialmente una ley”, el 
cual tiene un origen latino en la voz de-
rogare, de de- “apartar, alejar”.

Según Cabanellas, se entiende por 
derogación la abolición, anulación o re-
vocación de una norma jurídica por otra 
posterior, procedente de autoridad legí-
tima. Desde un punto de vista estricto, 
la modificación parcial de una ley o re-
glamentación vigente.

Se ha distinguido doctrinariamente 
la abrogación de la derogación, en el 
sentido de que la primera abarca a la 
totalidad de un texto legal, mientras que 
la segunda se refiere a algunas disposi-
ciones del mismo texto; por lo que se 
podría afirmar que la abrogación es la 
sustitución de una norma por otra, vuel-
ta a expedir en su integridad, mientras 
que la segunda se reduce a ser una re-
forma parcial del texto de la ley, que no 
amerita reexpedir todo el resto del or-
denamiento que no ha sido reformado. 
Específicamente, la derogación se refie-
re, a la supresión de una disposición en 
concreto sin ulterior adición; es decir, se 
trata de la eliminación de algún pasaje 
de la ley o decreto.

Como sutil diferencia, se encuentra 
la reforma, que no siempre consiste 
en una derogación, sino que puede 
consistir en una modificación o adi-
ción, bien sustituyendo una disposi-
ción o frase dentro del texto para el 
primer caso, o bien agregando alguna 
disposición o frase para el segundo 
caso.

En la derogación existen algunas 
reglas que la doctrina utiliza para fijar 
sus límites. El decreto promulgatorio de 
la reforma debe contener la referencia 
específica al numeral, inciso, fracción o 
párrafo que se deroga. Como se trata 
de una eliminación del texto, la simple 
referencia al dispositivo derogado con-
suma la derogación, sin necesidad de 
referirse al texto completo afectado. 
DUTP

Desacato del servidor público

Cometerá desacato el servidor públi-
co que, tratándose de requerimientos 
o resoluciones de autoridades fiscali-
zadoras, de control interno, judiciales, 
electorales o en materia de defensa 
de los derechos humanos o cualquier 
otra competente, proporcione informa-
ción falsa, así como no dé respuesta 
alguna, retrase deliberadamente y sin 
justificación la entrega de la informa-
ción, a pesar de que le hayan sido im-
puestas medidas de apremio conforme 
a las disposiciones aplicables. Art. 63. 
LGRA
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Desaparición de Ayuntamientos

Declaración, cuando menos por las dos 
terceras partes de los integrantes del 
Congreso del Estado, en la cual se de-
termina que la autoridad elegida para 
gobernar un municipio ha quedado di-
suelta, por haber incurrido en actos u 
omisiones que constituyan perjuicio a 
los intereses públicos fundamentales y 
a su correcto despacho; que por cual-
quier causa exista falta de propietarios 
o suplentes y no hubiere el quórum 
quo permita celebrar sesiones; que se 
haya perdido el orden y la paz pública 
del municipio, cuando el Ayuntamiento 
abandone sus funciones, o por renuncia 
o separación mayoritaria de los ediles, 
declarada procedente por el Congreso 
del Estado con designación del Concejo 
Municipal. Arts. 124 y 128. LOMLEV. 
DTMV

Desarrollo

Unos afirman que el desarrollo tiende 
a fines económicos para asegurar un 
creciente estándar de vida. Otros dicen 
que el desarrollo debe girar alrededor 
de “fines sociales” y reducción de las 
desigualdades de ingreso, riqueza y po-
der económico. GTE

Desarrollo comunitario

Constituye el mejoramiento de las con-
diciones socio-económicas y culturales 

de las comunidades, mediante el involu-
cramiento de la participación de la po-
blación, instituciones gubernamentales 
y organizaciones de la sociedad civil. 
CPFM

Desarrollo cultural

La Comisión Mundial del Cultura y 
Desarrollo de la UNESCO. No solamen-
te enriquece espiritual e históricamente 
a las sociedades sino que contribuye a 
afirmar su identidad, a elevar la autoes-
tima, a cultivar valores y transmitirlos, a 
generar respeto por las instituciones y 
a integrar la familia y la sociedad civil. 
CPFM

Desarrollo económico

Es el incremento cuantitativo y cualita-
tivo, de los recursos, capacidades y de 
la calidad de vida de la población, re-
sultado de la transición de un nivel eco-
nómico concreto a otro, que se logra 
mediante un proceso de transformación 
estructural del sistema económico a lar-
go plazo, con el aumento de los facto-
res productivos disponibles y su óptimo 
aprovechamiento, el crecimiento equi-
tativo entre los factores y sectores de 
la producción, así como de las regiones 
del país, aunado a mayores oportunida-
des y bienestar para la población. CPFM

Transición de un nivel económico 
concreto a otro más avanzado, el cual 
se logra a través de un proceso de 
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transformación estructural del sistema 
económico a largo plazo, con el con-
siguiente aumento de los factores pro-
ductivos disponibles y orientados a su 
mejor utilización; teniendo como resul-
tado un crecimiento equitativo entre los 
sectores de la producción. El desarrollo 
implica mejores niveles de vida para la 
población y no sólo un crecimiento del 
producto, por lo que representa cam-
bios cuantitativos y cualitativos. CTLFEF

Desarrollo integral de los pueblos y 
comunidades indígenas y el PEF

El ejercicio de las erogaciones para el 
desarrollo integral de los pueblos y co-
munidades indígenas a que se refiere el 
Anexo 10 del presente Decreto, se diri-
girá al cumplimiento de las obligaciones 
que señala el artículo 2°, Apartado B, 
fracciones I a IX, de la CPEUM.

Para tal efecto, de conformidad con 
los artículos 42, fracción VII, y 77 de la 
LFPRH, las dependencias y entidades, 
al ejecutar dichas erogaciones y emitir 
reglas de operación, se ajustarán a lo 
que establece este numeral. Art. 24. 
PEF

Desarrollo nacional

Corresponde al Estado la rectoría del 
desarrollo nacional para garantizar que 
éste sea integral y sustentable, que for-
talezca la Soberanía de la Nación y su 
régimen democrático y que, mediante 

la competitividad, el fomento del cre-
cimiento económico y el empleo y una 
más justa distribución del ingreso y la 
riqueza, permita el pleno ejercicio de la 
libertad y la dignidad de los individuos, 
grupos y clases sociales, cuya seguridad 
protege esta Constitución. La competiti-
vidad se entenderá como el conjunto de 
condiciones necesarias para generar un 
mayor crecimiento económico, promo-
viendo la inversión y la generación de 
empleo. Art. 25. CPEUM

Desarrollo regional

Se le nombra a la estrategia de desa-
rrollo orientada a una distribución más 
competitiva, incluyente, equitativa, equi-
librada, sostenible y sustentable de la ri-
queza, el bienestar y las oportunidades 
socioeconómicas en el territorio. CPFM

Desarrollo rural integral

El Estado promoverá las condiciones 
para el desarrollo rural integral, con el 
propósito de generar empleo y garan-
tizar a la población campesina el bien-
estar y su participación e incorporación 
en el desarrollo nacional, y fomentará 
la actividad agropecuaria y forestal para 
el óptimo uso de la tierra, con obras 
de infraestructura, insumos, créditos, 
servicios de capacitación y asistencia 
técnica. Asimismo expedirá la legisla-
ción reglamentaria para planear y or-
ganizar la producción agropecuaria, 
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su industrialización y comercialización, 
considerándolas de interés público; te-
niendo entre sus fines que el Estado ga-
rantice el abasto suficiente y oportuno 
de alimentos básicos. Art. 27. CPEUM

Desarrollo social, derechos para el

Son derechos para el desarrollo social 
la educación, la salud, la alimentación 
nutritiva y de calidad, la vivienda, el dis-
frute de un medio ambiente sano, el tra-
bajo y la seguridad social y los relativos 
a la no discriminación en los términos 
de la CPEUM. Art. 6. LGDS

Toda persona tiene derecho a parti-
cipar y a beneficiarse de los programas 
de desarrollo social, de acuerdo con 
los principios rectores de la Política de 
Desarrollo Social, en los términos que 
establezca la normatividad de cada pro-
grama. Art. 7. LGDS

Toda persona o grupo social en si-
tuación de vulnerabilidad tiene derecho 
a recibir acciones y apoyos tendientes a 
disminuir su desventaja. Art. 8. LGDS

Desarrollo social, equidad  
y eficacia de los programas de

Con el propósito de asegurar la equidad 
y eficacia de los programas de desarro-
llo social, el Gobierno Federal y los go-
biernos de las entidades federativas y 
de los municipios, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, integrarán el 
Padrón. Art. 27. LGDS

La publicidad y la información rela-
tiva a los programas de desarrollo so-
cial deberán identificarse con el Escudo 
Nacional en los términos que estable-
ce la ley correspondiente e incluir la 
siguiente leyenda “Este programa es 
público, ajeno a cualquier partido polí-
tico. Queda prohibido el uso para fines 
distintos al desarrollo social”. Art. 28. 
LGDS

Desarrollo social,  
la administración pública federal  

y la planeación nacional del

A las dependencias de la APF les co-
rresponde intervenir en lo conducente, 
según este artículo. Art. 16. LP

Las entidades paraestatales deberán 
participar, acorde a lo mandatado en el 
presente numeral. Art. 17. LP

Desarrollo social,  
presupuesto irreductible para el

El presupuesto federal destinado al gas-
to social no podrá ser inferior, en térmi-
nos reales, al del año fiscal anterior. Este 
gasto se deberá incrementar cuando 
menos en la misma proporción en que 
se prevea el crecimiento del producto 
interno bruto en los Criterios Generales 
de Política Económica y en congruen-
cia con la disponibilidad de recursos a 
partir de los ingresos que autorice el 
Congreso al Gobierno Federal. Art. 20. 
LGDS
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La distribución de los fondos de 
aportaciones federales y de los ra-
mos generales relativos a los progra-
mas sociales de educación, salud, 
alimentación, infraestructura social y 
generación de empleos productivos y 
mejoramiento del ingreso se hará con 
criterios de equidad y transparencia, 
conforme a la normatividad aplicable. 
Art. 21. LGDS

En el PEF, se establecerán las par-
tidas presupuestales específicas para 
los programas de desarrollo social y no 
podrán destinarse a fines distintos. Art. 
22. LGDS

Los recursos presupuestales fede-
rales asignados a los programas de 
desarrollo social podrán ser comple-
mentados con recursos provenientes 
de los gobiernos estatales y munici-
pales, así como con aportaciones de 
organismos internacionales y de los 
sectores social y privado. Art. 24. 
LGDS

El Ejecutivo Federal podrá establecer 
y administrar un Fondo de Contingencia 
Social como respuesta a fenómenos 
económicos y presupuestales imprevis-
tos. En el PEF se determinará el monto 
y las reglas mínimas a las que quedará 
sujeta su distribución y aplicación, inclu-
yendo las previsiones correspondientes 
para garantizar que los recursos del 
fondo sean utilizados en el ejercicio fis-
cal. Art. 25. LGDS

El Gobierno Federal deberá elabo-
rar y publicar en el DOF las reglas de 

operación de los programas de desarro-
llo social incluidos en el PEF, así como 
la metodología, normatividad, calenda-
rización y las asignaciones correspon-
dientes a las entidades federativas. Por 
su parte, los gobiernos de las entidades 
federativas publicarán en sus respecti-
vos periódicos oficiales, la distribución 
a los municipios de los recursos federa-
les. Art. 26. LGDS

Desarrollo social, prioritario  
y de interés público

Los programas, fondos y recursos des-
tinados al desarrollo social son priori-
tarios y de interés público, por lo cual 
serán objeto de seguimiento y evalua-
ción de acuerdo con esta Ley; y no po-
drán sufrir disminuciones en sus montos 
presupuestales, excepto en los casos y 
términos que establezca la Cámara de 
Diputados al aprobar el PEF. Arts. 18-
19. LGDS

Desarrollo sustentable

Se refiere a la satisfacción de las ne-
cesidades de las sociedades presentes, 
sin poner en riesgo la de las genera-
ciones futuras, indica que además de 
asignar racional y eficientemente los 
escasos recursos hacia fines alternos 
de utilización, también debe hacerse 
sin degradar la base biofísica sobre la 
cual se erige todo el circuito económi-
co. CTLFEF



D

307

Descentralización

División en una o varias entidades de 
una dependencia oficial o institución 
civil. Generalmente la descentralización 
se efectúa cuando parte de dicha de-
pendencia cambia de ciudad, aun cuan-
do su control siga dependiendo del 
mismo centro. GTE

Desempleo

Situación de uno o varios individuos 
que forman parte de la población en 
edad de trabajar y con disposición de 
hacerlo, pero que no tienen una ocupa-
ción remunerada; es decir, no desempe-
ñan actividad económica alguna. Ocio 
involuntario de una persona que desea 
trabajar a los tipos de salarios actuales, 
pero que no puede encontrar empleo, el 
término se puede aplicar a otro tipo de 
factores tales como capital, tierra, aho-
rro y otros. CTLFEF

Desincorporados, bienes 
considerados

Bienes del dominio público que median-
te previo acuerdo del Cabildo y siempre 
que la ley lo permita, han sido retirados 
de los registros contables por diver-
sas razones (desgaste, obsolescencia, 
daños mayores, hurto, etc.) debido a 
que se determinó que no serían usa-
dos en el futuro en las operaciones del 
Ayuntamiento, pudiendo disponerse de 

ellos por la vía de la venta, la donación 
o la liquidación, según las condiciones 
del mismo. DTMV

Desistimiento de la acción penal

El Ministerio Público podrá solicitar el 
desistimiento de la acción penal en 
cualquier etapa del procedimiento, has-
ta antes de dictada la resolución de 
segunda instancia, atendiendo lo dis-
puesto en estos artículos. Arts. 144-
145. CNPP

Desregulación

Estrategia para eliminar la excesiva nor-
matividad o dar flexibilidad a procesos 
que atañen a todos los sectores de la 
economía como normas, requerimien-
tos de calidad, reglas operativas de las 
comunicaciones y transportes, hasta eli-
minar monopolios cuyas prácticas per-
judican fundamentalmente a grupos de 
menores ingresos. La desregulación es 
un requisito indispensable para que los 
impactos de la liberalización comercial 
se puedan absorber con facilidad y se 
avance en la obtención de la estabilidad 
de precios. CTLFEF

Destino final

Selección de los expedientes de los 
archivos de trámite o concentración 
cuyo plazo de conservación o uso ha 
prescrito, con el fin de darlos de baja o 
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transferirlos a un archivo histórico. Art. 
4. LFA

Desvío de recursos  
por un servidor público

Será responsable de desvío de recursos 
públicos el servidor público que autori-
ce, solicite o realice actos para la asig-
nación o desvío de recursos públicos, 
sean materiales, humanos o financieros, 
sin fundamento jurídico o en contrapo-
sición a las normas aplicables. Art. 54. 
LGRA

Detención en caso de flagrancia

Cualquier persona podrá detener a otra 
en la comisión de un delito flagrante, 
debiendo entregar inmediatamente al 
detenido a la autoridad más próxima y 
ésta con la misma prontitud al Ministerio 
Público, observando lo establecido en 
este artículo. Art. 147. CNPP

Si se detiene a una persona por un 
hecho que pudiera constituir un delito 
que requiera querella de la parte ofen-
dida, se estará a lo señalado en este 
apartado. Art. 148. CNPP

En los casos de flagrancia, el 
Ministerio Público deberá examinar las 
condiciones en las que se realizó la 
detención inmediatamente después de 
que la persona sea puesta a su dispo-
sición. Si la detención no fue realizada 
conforme a lo previsto en la Constitución 
y en este Código, dispondrá la libertad 

inmediata de la persona y, en su caso, 
velará por la aplicación de las sanciones 
disciplinarias o penales que correspon-
dan. Art. 149. CNPP

Deuda contingente

Cualquier financiamiento sin fuente o 
garantía de pago definida, que sea asu-
mida de manera solidaria o subsidiaria 
por las Entidades Federativas con sus 
Municipios, organismos descentraliza- 
dos y empresas de participación esta 
tal mayoritaria y fideicomisos, locales 
o municipales y, por los propios Mu- 
nicipios con sus respectivos organismos 
descentralizados y empresas de parti-
cipación municipal mayoritaria. Art. 2. 
LDFEFM

Deuda estatal garantizada

El financiamiento de los Estados y 
Municipios con garantía del Gobierno 
Federal, de acuerdo con lo establecido 
en el Capítulo IV del Título Tercero de la 
presente Ley. Art. 2. LDFEFM

El Ejecutivo Federal, por conducto 
de la SHCP, podrá otorgar la garantía 
del Gobierno Federal a las Obligaciones 
constitutivas de Deuda Pública de los 
Estados y los Municipios.

Sólo podrán adherirse al mecanis-
mo de contratación de Deuda Estatal 
Garantizada, los Estados y Municipios 
que cumplan con lo fijado en este artí-
culo. Art. 34. LDFEFM
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En ningún momento, el saldo de la 
Deuda Estatal Garantizada podrá exce-
der el 3.5 por ciento del PIB nominal 
nacional determinado para el ejercicio 
fiscal anterior por el INEGI.

Deuda estatal garantizada por 
Estado y por Municipio, límites

El límite de será de hasta un monto 
equivalente al 100 por ciento de la 
suma de sus ingresos de libre disposi-
ción aprobados en su respectiva Ley de 
Ingresos del ejercicio correspondiente, 
con la gradualidad siguiente:

I)	 Durante el primer año de vigencia 
del convenio, el Gobierno Federal 
podrá garantizar Deuda Pública de 
los Estados y, en su caso, de los 
Municipios, hasta por el equivalente 
al 25 por ciento de sus ingresos de 
libre disposición;

II)	 En el segundo año de vigencia del 
convenio, el Gobierno Federal po-
drá garantizar Deuda Pública de 
los Estados y, en su caso, de los 
Municipios, hasta por el equivalente 
al 50 por ciento de sus ingresos de 
libre disposición;

III)	En el tercer año de vigencia del 
convenio, el Gobierno Federal po-
drá garantizar Deuda Pública de 
los Estados y, en su caso, de los 
Municipios, hasta por el equivalente 
al 75 por ciento de sus ingresos de 
libre disposición; y

IV)	A partir del cuarto año de vigencia 
del convenio, el Gobierno Federal 
podrá garantizar Deuda Pública de 
los Estados y, en su caso, de los 
Municipios, hasta el equivalente al 
100 por ciento de sus ingresos de 
libre disposición.

Para efectos del límite establecido 
en el primer párrafo de este artículo, se 
atenderán las solicitudes de los Estados 
y Municipios, una vez obtenida la auto-
rización referida en el siguiente artículo, 
estrictamente conforme al orden en que 
hayan sido presentadas, hasta agotar 
dicho límite. Art. 35. LDFEFM

La autorización para celebrar los 
convenios a que se refiere este Capí- 
tulo deberá ser emitida por las Legis- 
laturas locales y, en su caso, por los 
Ayuntamientos. Los convenios deberán 
ser publicados en el DOF, así como en 
el medio de difusión oficial del Estado 
correspondiente.

En caso de que el Estado incluya 
a sus Municipios en el mecanismo de 
coordinación previsto en este Capítulo, 
deberá contar con el aval del propio 
Estado y suscribir un convenio adicio-
nal y único con la Federación respecto a 
sus Municipios. Art. 36. LDFEFM

Los convenios a los que se refiere 
el presente Capítulo, contendrán al me-
nos, los límites de endeudamiento, y 
objetivos de finanzas públicas, como 
disminución gradual del Balance pre-
supuestario de recursos disponibles 
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negativo y, reducción del gasto corrien-
te y aumento de los ingresos locales. 
Art. 37. LDFEFM

Cuando el Estado en cuestión se u- 
bique en un nivel de endeudamiento 
elevado, según el Sistema de Alertas 
previsto en el siguiente Capítulo del 
presente Título de esta Ley, el Con- 
 greso de la Unión, a través de una 
comisión legislativa bicameral, anali-
zará la estrategia de ajuste para for-
talecer las finanzas públicas, planteada 
en los convenios a que hace referen-
cia el presente Capítulo. La comisión 
legislativa bicameral que se estable-
cerá para estos fines, deberá estar 
integrada por ocho miembros, cuatro 
de la Comisión de Hacienda y Crédito 
Público del Senado de la República y 
cuatro de la Comisión de Hacienda y 
Crédito Público o de la Comisión de 
Presupuesto y Cuenta Pública de la 
Cámara de Diputados.

Adicionalmente, la comisión legis-
lativa bicameral tendrá las atribucio-
nes que le otorgue la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos. Art. 38. LDFEFM

La totalidad de los convenios que se 
suscriban por parte de la Federación 
con los Estados, así como los que inclu-
yan a los Municipios que se encuentren 
en un nivel de endeudamiento elevado, 
según el Sistema de Alertas, deberán 
ser entregados a la comisión legislati-
va bicameral de manera inmediata. Art. 
39. LDFEFM

La SHCP realizará periódicamente la 
evaluación del cumplimiento de las obli-
gaciones específicas de responsabilidad 
hacendaria a cargo de los Estados; a su 
vez, los Estados realizarán dicha evalua-
ción de las obligaciones a cargo de los 
Municipios, en términos de lo establecido 
en los propios convenios. Para ello, los 
Estados y Municipios enviarán trimestral-
mente a la SHCP y al Estado, respectiva-
mente, la información que se especifique 
en el convenio correspondiente para 
efectos de la evaluación periódica de 
cumplimiento. En todo caso, el Estado, a 
través de la secretaría de finanzas o su 
equivalente, deberá remitir la evaluación 
correspondiente de cada Municipio a la 
Secretaría. Los Estados y Municipios serán 
plenamente responsables de la validez y 
exactitud de la documentación e informa-
ción que respectivamente entreguen.

La Secretaría y los Estados deberán 
publicar, a través de su respectiva pá-
gina oficial de internet, las evaluacio-
nes que realicen en términos de este 
artículo. Los Estados y Municipios 
deberán incluir en un apartado de su 
respectiva cuenta pública y en los infor-
mes que periódicamente entreguen a la 
Legislatura local, la información relativa 
al cumplimiento de los convenios. Art. 
40. LDFEFM

En el caso de que un Estado o 
Municipio incumpla el convenio respec-
tivo, no podrán contratar Deuda Estatal 
Garantizada adicional y dependiendo 
del grado de incumplimiento, deberán 
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pagar a la Federación el costo asocia-
do a la Deuda Estatal Garantizada o 
acelerar los pagos del Financiamiento 
respectivo, o realizar ambas acciones, 
según las condiciones que se establez-
can en el propio convenio.

En todo momento, la SHCP podrá 
dar por terminado el convenio suscrito 
en términos del presente Capítulo, en 
el caso de que el Estado o Municipio 
incumpla el convenio respectivo.

La terminación anticipada de los con-
venios referidos en el presente Capítulo 
no podrá afectar derechos adquiridos 
por terceros en lo que corresponde al 
Financiamiento. Art. 41. LDFEFM

El Ejecutivo Federal informará al 
Congreso de la Unión la Deuda Estatal 
Garantizada otorgada o finiquitada en 
términos de este Capítulo, a través de 
los informes trimestrales a que se re-
fiere la LFPRH. La SHCP enviará un re-
porte a la comisión legislativa bicameral 
sobre el resultado de las evaluaciones 
que realicen de los convenios de los 
Estados y de los Municipios que repor-
te cada Estado, en términos del artícu-
lo 40 de la presente Ley. Igualmente, 
enviará un reporte sobre el Registro 
Público Único de acuerdo al artículo 56 
de la presente Ley. Art. 42. LDFEFM

El Ejecutivo Federal, podrá otorgar 
la garantía del Gobierno Federal a las 
obligaciones constitutivas de deuda pú-
blica de los Estados y Municipios, siem-
pre y cuando el Estado y, en su caso 
Municipio correspondiente, cumpla con 

la publicación de su información finan-
ciera de acuerdo con las disposiciones 
de la LGCG y las normas expedidas por 
el CONAC. Para tal efecto, los entes pú-
blicos deberán presentar la opinión de 
la entidad de fiscalización superior de 
la entidad federativa correspondiente, 
en la que manifieste si el ente público 
cumple con dicha disposición.

Adicionalmente, en tanto entra en 
operación el Sistema de Alertas en los 
términos establecidos en el siguiente 
artículo transitorio, los convenios que 
se formalicen con la Deuda Estatal 
Garantizada deberán remitirse a la co-
misión legislativa bicameral para su 
análisis y opinión correspondiente. Una 
vez que entre en operación el Sistema 
de Alertas se aplicará lo dispuesto en 
el artículo 38 de la LDFEFM. Décimo 
Cuarto Transitorio. LDFEFM

Deuda exterior

Lo que se debe al extranjero. Adeudo 
total con otros países. GTE

Deuda flotante

En varios países se le llama así a la deu-
da que el gobierno tiene a corto plazo. 
GTE

Deuda municipal

Instrumento financiero utilizado por los 
ayuntamientos para traer al presente 
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recursos públicos futuros con el objeti-
vo de impulsar la infraestructura para el 
desarrollo, financiando obras de gran-
des alcances. Los ayuntamientos no 
podrán contraer obligaciones o emprés-
titos sino cuando se destinen a inversio-
nes públicas productivas. DTMV

Deuda pública

Son las obligaciones de pasivo, direc-
tas o contingentes, derivadas de finan-
ciamientos a cargo de los gobiernos 
federal, de las entidades federativas o 
municipales, en términos de las dispo-
siciones legales aplicables, sin perjui-
cio de que dichas obligaciones tengan 
como propósito operaciones de canje o 
refinanciamiento. Art. 4 LGCG

La deuda está integrada por las obli-
gaciones de pasivo, directas o contin-
gentes derivadas de financiamientos y 
a cargo del Ejecutivo Federal y sus de-
pendencias; el Gobierno de la Ciudad 
de México; los organismos descentra-
lizados; las empresas de participación 
estatal mayoritaria; las instituciones de 
banca de desarrollo, las organizacio-
nes nacionales auxiliares de crédito; las 
instituciones nacionales de seguros y 
las de fianzas; los fideicomisos en los 
que el fideicomitente sea el Gobierno 
Federal y las empresas productivas del 
Estado y sus empresas productivas sub-
sidiarias. Art. 1. LFDP

Cualquier Financiamiento contratado 
por los Entes Públicos. Art. 2. LDFEFM

Suma de obligaciones asumidas o 
contraídas por el Ayuntamiento como 
consecuencia de empréstitos, internos 
o externos, que reconoce mediante tí-
tulos que devengan intereses y que 
pueden ser amortizables o consolida-
bles. Capítulo de gasto del Presupuesto 
Municipal que agrupa las asignaciones 
destinadas a cubrir obligaciones del 
Ayuntamiento, provenientes de su deu-
da pública interna o externa, emanadas 
de la contratación de empréstitos con-
certados de acuerdo a los criterios y 
límites establecidos en la ley y autoriza-
dos por el Congreso estatal, en el caso 
de un municipio. DTMV

Las obligaciones de pasivo, directas 
o contingentes, derivadas de financia-
mientos a cargo de los gobiernos fede-
ral, estatales, de la Ciudad de México 
o municipales, en términos de las dis-
posiciones legales aplicables, sin perjui-
cio de que dichas obligaciones tengan 
como propósito operaciones de canje o 
refinanciamiento. CTLFEF

Suma de las obligaciones insolutas 
del sector público, derivadas de la ce-
lebración de empréstitos internos y ex-
ternos, sobre el crédito de la Nación, 
Estados o Municipios. Total de présta-
mos que reciben el Estado o Municipios, 
para satisfacer sus necesidades; según 
el Poder Público que contrate, se iden-
tifica como deuda pública de la Nación, 
del Estado o Entidad Federativa o de los 
Municipios, respectivamente. De acuer-
do con la doctrina, la deuda pública 
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es aquella que es emitida y garantiza-
da por el Estado, cuya subscripción se 
ofrece pública y libremente a los parti-
culares, sean nacionales o extranjeros, 
a los establecimientos bancarios, socie-
dades y personas abstractas en general. 
Atendiendo al país y a la moneda que es 
utilizada para hacer los pagos, la deu-
da pública se divide en deuda exterior 
y deuda interior. Generalmente este tipo 
de deuda se hace constar en títulos que 
devengan intereses y de acuerdo con los 
plazos que considere, pueden ser amor-
tizables o no. Para que un gobierno con-
traiga deuda pública, suele requerirse 
la autorización de los miembros de los 
parlamentos, asambleas o Cámaras del 
Congreso, a fin de evitar compromisos 
exagerados que rebasen la capacidad 
de pago de un Estado y pueda poner en 
peligro la estabilidad económica, social y 
política del mismo. DUTP

Deuda pública  
de la Ciudad de México

Los financiamientos de la Ciudad de 
México se sujetarán a lo dispuesto en 
este numeral. Art. 33. LDFEFM

Deuda pública federal

Total de obligaciones insolutas del sec-
tor público, derivadas de la contratación 
de empréstitos, internos y externos, 
sobre el crédito de la nación. Capítulo 
del clasificador por objeto del gasto 

(9000) que agrupa las asignaciones 
destinadas a cubrir obligaciones del 
Gobierno Federal por concepto de su 
deuda pública interna y externa, deri-
vada de la contratación de emprésti-
tos concertados a plazos, autorizados 
o ratificados por el H. Congreso de la 
Unión. Incluye los adeudos de ejerci-
cios fiscales anteriores, por conceptos 
distintos de servicios personales y por 
devolución de ingresos percibidos inde-
bidamente. CTLFEF

Deudores diversos

Cuenta contable colectiva de activo 
cuyo saldo representa el monto total 
de créditos a cargo de varias personas, 
los cuales no están clasificados como 
clientes, documentos por cobrar u otro 
concepto similar. GTUAPF

Son las entidades que le deben a la 
empresa por un concepto distinto al de 
venta de mercancías. PCC

Devaluación

Reconocimiento oficial de que una mo-
neda ha perdido cierto valor. Es una 
desvalorización. Se realiza en un deter-
minado porcentaje respecto a la mone-
da extranjera. GTE

Devolución de pago indebido

Las autoridades fiscales devolverán las 
cantidades pagadas indebidamente y 
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las que procedan conforme a las leyes 
fiscales. En el caso de contribuciones 
que se hubieran retenido, la devolu-
ción se efectuará a los contribuyentes a 
quienes se les hubiera retenido la con-
tribución de que se trate. Tratándose de 
los impuestos indirectos, la devolución 
por pago de lo indebido se efectuará 
a las personas que hubieran pagado el 
impuesto trasladado a quien lo causó, 
siempre que no lo hayan acreditado; por 
lo tanto, quien trasladó el impuesto, ya 
sea en forma expresa y por separado o 
incluido en el precio, no tendrá derecho 
a solicitar su devolución. Tratándose de 
los impuestos indirectos pagados en la 
importación, procederá la devolución al 
contribuyente siempre y cuando la can-
tidad pagada no se hubiere acreditado. 
Art. 22. CFF

Días y horas hábiles para 
diligencias fiscales

La práctica de diligencias por las auto-
ridades fiscales deberá efectuarse en 
días y horas hábiles, que son las com-
prendidas entre las 7.30 y las 18.00 
horas. Una diligencia de notificación ini-
ciada en horas hábiles podrá concluirse 
en hora inhábil sin afectar su validez. 
Tratándose de la verificación de bienes 
y de mercancías en transporte, se con-
siderarán hábiles todos los días del año 
y las 24 horas del día. Art. 13. CFF 
(Ver también Práctica de diligencias 
fiscales)

Dictamen

Opinión o pronunciamiento que emite la 
ASF respecto del objeto fiscalizado, con 
base en los resultados obtenidos en la 
revisión. En general, los criterios para la 
emisión de los dictámenes son:

a)	Opinión limpia: Cuando no existan 
observaciones, o bien, cuando las 
que se determinen sean únicamente 
de carácter administrativo, de control 
interno o normativas, que no afecten 
de manera sustancial la gestión de 
las operaciones revisadas;

b)	Opinión con salvedad: Cuando los 
resultados evidencien deficiencias 
administrativas y/o de control inter-
no que impliquen errores y omisio-
nes en la información financiera u 
operaciones cuyos montos obser-
vados sean de importancia relativa-
mente menor, en comparación con 
el tamaño de la muestra auditada; 
asimismo, cuando los resultados de 
la ejecución de los programas pre-
senten debilidades que no afecten el 
razonable cumplimiento de sus me-
tas y objetivos;

c)	Opinión negativa. Cuando los resul-
tados impliquen errores y omisiones 
en la información financiera y/o pre-
suntos daños o perjuicios, o ambos, 
al Estado en su Hacienda Pública 
Federal o al patrimonio de los entes 
públicos federales, de importancia 
significativa, en comparación con el 
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tamaño de la muestra auditada; asi-
mismo, cuando los resultados de la 
ejecución de los programas eviden-
cien un incumplimiento de las metas 
previstas que impidan lograr el obje-
tivo del programa; y

d)	Abstención de opinión: Cuando la 
entidad fiscalizada no proporcione la 
información suficiente para realizar 
la auditoría conforme a las normas y 
procedimientos aplicables. CTLFEF

Proviene esta palabra del latín dice-
re, dictare. De sus acepciones interesa 
destacar la de opinión y juicio que se 
emite sobre una cosa, así como opinión, 
consejo o juicio que en determinados 
asuntos debe oírse por los tribunales, 
corporaciones o autoridades.

En términos parlamentarios, el dic-
tamen es una resolución acordada por 
la mayoría de los integrantes de algún 
comité o comisión de un parlamento o 
Congreso, con respecto a una iniciativa, 
asunto o petición sometida a su consi-
deración por acuerdo de la Asamblea, 
la cual está sujeta a lecturas previas y 
a una posterior discusión y aprobación 
del Pleno de la Cámara respectiva de-
biendo contener, para ello, una parte 
expositiva de las razones en que se fun-
de la resolución. Los dictámenes se de-
ben emitir dentro de los plazos fijados 
por los reglamentos respectivos. Por lo 
general los legisladores que dictaminan, 
son los miembros de la comisión res-
pectiva. DUTP

Dictamen de Comisiones

Los dictámenes legislativos son los 
documentos preparados, discutidos y 
aprobados por la mayoría absoluta de 
los miembros de una comisión o comi-
siones y reflejan la opinión sobre las ini-
ciativas o proyectos de ley turnados por 
la Mesa Directiva. El artículo 190 del 
Reglamento de la Cámara de Senadores 
determina que todo dictamen deberá 
contener los siguientes elementos: en-
cabezado o título, nombre de las comi-
siones cuyos integrantes lo suscriben, 
fundamento legal y reglamentario, an-
tecedentes generales, objeto y descrip-
ción de la iniciativa o proyecto, método 
de trabajo, análisis, discusión y valora-
ción de las propuestas, consideraciones 
de orden general y específico, texto 
normativo y régimen transitorio, firmas 
y lugar y fecha de la reunión de las co-
misiones unidas. Para que una comisión 
pueda emitir un dictamen, éste deberá 
ser presentado firmado por la mayoría 
de los individuos que la componen. Si 
alguno o algunos de ellos disintiesen del 
parecer de dicha mayoría podrá indicar-
lo al asentar su firma o, si lo prefiere, se 
abstendrá de firmar el dictamen y podrá 
presentar voto particular por escrito. En 
el caso de comisiones unidas no hay 
norma que indique el procedimiento 
para computar las firmas aprobatorias 
de un dictamen, sin embargo, el dicta-
men debe ser suscrito por la mayoría 
absoluta de los integrantes de cada una 
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de las comisiones que dictaminan. Los 
dictámenes legislativos son los docu-
mentos formulados en comisiones, por 
los cuales se propone al Pleno una de-
cisión sobre las iniciativas o proyectos 
turnados por el Presidente. Los dictá-
menes emitidos deberán publicarse en 
la Gaceta, en la edición correspondiente 
a la Sesión plenaria en que sean dados 
a conocer y en la que serán puestos a 
discusión y votación. CTLFEF

Dictamen para fallo de adjudicación

Es el documento en el que se asien-
ta la elección de la propuesta técnica 
y económica solvente más idónea en 
cuanto a precio, calidad, eficiencia, 
para la adjudicación de un contrato. Es 
el documento en el que se asienta la 
elección de la propuesta técnica y eco-
nómica, que cumpla con los requisitos 
de la convocatoria y las bases respec-
tivas, que garantice satisfactoriamen-
te el cumplimiento del contrato, y que 
además, haya presentado las mejores 
condiciones en cuanto a precio, calidad 
y eficiencia, para la adjudicación de un 
contrato. COLRF

Dictaminación

Análisis que realiza el equipo dictamina-
dor o técnico sobre la solicitud registra-
da del Proyecto y sus anexos, mediante 
el cual se determina su elegibilidad, de 
acuerdo a su viabilidad técnica, me- 

todológica y financiera y su contribu-
ción con el desarrollo. CPFM

Dieta

Es la remuneración irrenunciable por 
el desempeño del cargo de Legislador 
Federal. CTLFEF

Diligencia

Es el acto procesal que practican los 
servidores públicos en los actos de fis-
calización. La diligencia es una especie 
del género actuaciones, que comprende 
todos los actos procesales de la autori-
dad administrativa. MERAPM y COLRF

Diligencias urgentes,  
autorización judicial para

El Juez de control que resulte competen-
te para conocer de los actos o cualquier 
otra medida que requiera de control 
judicial previo, se pronunciará al res-
pecto durante el procedimiento corres-
pondiente; sin embargo, cuando estas 
actuaciones debieran efectuarse fuera 
de su jurisdicción y se tratare de dili-
gencias que requieran atención urgente, 
el Ministerio Público podrá pedir la au-
torización directamente al Juez de con-
trol competente en aquel lugar; en este 
caso, una vez realizada la diligencia, el 
Ministerio Público lo informará al Juez de 
control competente en el procedimiento 
correspondiente. Art. 24. CNPP
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Dinero

Es el equivalente de todos los bienes 
y servicios de una colectividad. Por su 
aspecto externo puede ser moneda 
cuando es de metal, o billete cuando 
es de papel o polímero. Tiene cua-
tro funciones: como instrumento de 
cambio, como medida de valor, como 
instrumento de capitalización y de mo-
vilización de valor, y como instrumento 
de liberación de deudas y obligacio-
nes. CTLFEF

Disciplina de los  
servidores públicos

Los servidores públicos observarán en 
el desempeño de su empleo, cargo o 
comisión, los principios de disciplina, 
legalidad, objetividad, profesionalis-
mo, honradez, lealtad, imparcialidad, 
integridad, rendición de cuentas, efi-
cacia y eficiencia que rigen el servi-
cio público. Para la efectiva aplicación 
de dichos principios, los servidores 
públicos observarán las siguientes 
directrices:

I)	 Actuar conforme a lo que las le-
yes, reglamentos y demás disposi-
ciones jurídicas les atribuyen a su 
empleo, cargo o comisión, por lo 
que deben conocer y cumplir las 
disposiciones que regulan el ejer-
cicio de sus funciones, facultades 
y atribuciones;

II)	 Conducirse con rectitud sin utilizar 
su empleo, cargo o comisión para 
obtener o pretender obtener al-
gún beneficio, provecho o ventaja 
personal o a favor de terceros, ni 
buscar o aceptar compensaciones, 
prestaciones, dádivas, obsequios 
o regalos de cualquier persona u 
organización;

III)	 Satisfacer el interés superior de las 
necesidades colectivas por encima 
de intereses particulares, perso-
nales o ajenos al interés general y 
bienestar de la población;

IV)	 Dar a las personas en general el 
mismo trato, por lo que no conce-
derán privilegios o preferencias a 
organizaciones o personas, ni per-
mitirán que influencias, intereses 
o prejuicios indebidos afecten su 
compromiso para tomar decisiones 
o ejercer sus funciones de manera 
objetiva;

V)	 Actuar conforme a una cultura de 
servicio orientada al logro de re-
sultados, procurando en todo mo-
mento un mejor desempeño de 
sus funciones a fin de alcanzar las 
metas institucionales según sus 
responsabilidades;

VI)	 Administrar los recursos públicos 
que estén bajo su responsabili-
dad, sujetándose a los principios 
de eficiencia, eficacia, economía, 
transparencia y honradez para sa-
tisfacer los objetivos a los que es-
tén destinados;



René Mariani Ochoa

318

VII)	Promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos es-
tablecidos en la Constitución;

VIII)	Corresponder a la confianza que la 
sociedad les ha conferido; tendrán 
una vocación absoluta de servicio 
a la sociedad, y preservarán el in-
terés superior de las necesidades 
colectivas por encima de intereses 
particulares, personales o ajenos al 
interés general;

IX)	 Evitar y dar cuenta de los intereses 
que puedan entrar en conflicto con 
el desempeño responsable y obje-
tivo de sus facultades y obligacio-
nes; y

X)	 Abstenerse de realizar cualquier 
trato o promesa privada que com-
prometa al Estado mexicano. Art. 
7. LGRA

Disciplina en la audiencia de juicio

El juzgador que preside la audiencia de 
juicio velará por que se respete la dis-
ciplina en la audiencia cuidando que se 
mantenga el orden, para lo cual solicitará 
al Tribunal de enjuiciamiento o a los asis-
tentes, el respeto y las consideraciones 
debidas, corrigiendo en el acto las faltas 
que se cometan, para lo cual podrá apli-
car cualquiera de las siguientes medidas: 
apercibimiento; multa de veinte a cinco 
mil salarios mínimos; expulsión de la sala 
de audiencia; arresto hasta por treinta y 
seis horas o desalojo público de la sala 
de audiencia. Art. 355. CNPP

Disciplina financiera

La observancia de los principios y las 
disposiciones en materia de responsa- 
bilidad hacendaria y financiera, la apli-
cación de reglas y criterios en el ma-
nejo de recursos y contratación de 
obligaciones por los Entes Públicos, 
que aseguren una gestión responsable 
y sostenible de sus finanzas públicas, 
generando condiciones favorables para 
el crecimiento económico y el empleo y 
la estabilidad del sistema financiero.

Discriminación

Queda prohibida toda discriminación 
motivada por origen étnico o nacional, 
género, edad, discapacidades, condi-
ción social, condiciones de salud, reli-
gión, opiniones, preferencias sexuales, 
estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los dere-
chos y libertades de las personas. Art. 
1. CPEUM

Toda distinción, exclusión o restric-
ción que, basada en el origen étnico 
o nacional, sexo, edad, discapacidad, 
condición social o económica, condi-
ciones de salud, embarazo, lengua, re-
ligión, opiniones, preferencias sexuales, 
estado civil o cualquier otra, tenga por 
efecto impedir o anular el reconocimien-
to o el ejercicio de los derechos y la 
igualdad real de oportunidades de las 
personas. CPFM
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Disponibilidades financieras

Son aquellas cantidades de dinero que 
los gobiernos contabilizan al iniciarse 
un nuevo año o ejercicio fiscal como 
“Existencia de Entrada”, debido a que 
en el año anterior que termina no fue-
ron gastadas y por ende quedan como 
disponibilidades en caja o en bancos 
para su aplicación en el nuevo ejercicio 
fiscal y que se registran contablemente 
como “Existencias de Salida” al final del 
año que termina y cuyo monto deberá 
de ser igual a la “Existencia de Entrada” 
del año que sigue. Si la “Existencia 
de Entrada” se resta de los Ingresos 
Brutos, se obtendrá una cantidad que 
representa el monto de los recursos 
como Ingresos Netos que obtuvieron 
los gobiernos durante el ejercicio fiscal 
o año que se examina. CTLFEF

Disposiciones de los lineamientos 
generales para el ejercicio fiscal

Los lineamientos generales aplicables 
al respecto, están contemplados en el 
artículo presente. Art. 13. PEF

Disposiciones obligatorias en 
materia de servicios personales

Las dependencias y entidades obser-
varán las disposiciones en materia de 
servicios personales, contenidas en el 
texto del presente artículo. Art. 19. 
PEF

Disposiciones para los Fondos: 
Regional, Accesibilidad en el 

Transporte Público para Personas 
con Discapacidad y Capitalidad

La SHCP, a más tardar el 31 de enero, 
emitirá las disposiciones para la apli-
cación de los recursos de los fondos 
citados, para dar cumplimiento a lo dis-
puesto en el PEF 2018, en el presente 
artículo. Art. 9. PEF

Distinciones  
no discriminatorias

Exclusiones o preferencias que se sus-
tenten en las calificaciones particulares 
que exija una labor determinada. Art. 
3. LFT

Distribución de la riqueza

Término muy controvertido en el campo 
político-económico. Los partidarios del 
sistema de libre empresa lo conciben 
como consecuencia del desarrollo eco-
nómico del país y basado en el aumen-
to de productividad y de generación de 
recursos propiciado por el sistema de 
mercado. GTE

Distribución del gasto neto total, 
Anexos del Decreto del PEF  

y sus Tomos

El gasto neto total se distribuye confor-
me a lo establecido en los Anexos de 
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este Decreto y Tomos del Presupuesto 
de Egresos y se observará lo siguiente:

I)	 Las erogaciones de los ramos 
autónomos, administrativos y ge-
nerales, así como los capítulos es-
pecíficos que incorporan los flujos 
de efectivo de las entidades, se 
distribuyen en el Anexo 1 del pre-
sente Decreto y los Tomos II a IX, 
de este Presupuesto. En el Tomo I 
se incluye la información estable-
cida en el artículo 41, fracción II, 
de la LFPRH;

II)	 El gasto corriente estructural en el 
Anexo 2;

III)	 El capítulo con las erogaciones 
correspondientes a los gastos 
obligatorios, en el Anexo 3 de 
este Decreto;

IV)	 El capítulo de proyectos de inver-
sión en infraestructura con apro-
bación para realizar erogaciones 
plurianuales en términos del artí-
culo 74, fracción IV, párrafo pri-
mero, de la CPEUM, se incluye en 
el Anexo 4 de este Decreto;

V)	 El capítulo con las erogaciones a 
los compromisos plurianuales su-
jetos a disponibilidad presupues-
taria de los años subsecuentes, en 
el Anexo 5 de este Decreto;

VI)	 El capítulo con el monto máximo 
anual de gasto programable para 
atender los compromisos de pago 
para los nuevos proyectos de APP 
y para aquellos autorizados en 

ejercicios fiscales anteriores, así 
como la información de cada uno 
de ellos, en términos del artículo 
24 de la Ley de APP, se incluye 
en el Anexo 5.A de este Decreto 
y en el Tomo VIII del Presupuesto 
de Egresos;

VII)	 El capítulo específico que incor-
pora las erogaciones de los com-
promisos derivados de proyectos 
de infraestructura productiva de 
largo plazo se incluye en el Anexo 
6 de este Decreto y en el Tomo VII 
del Presupuesto de Egresos;

VIII)	 El capítulo con las previsiones 
salariales y económicas, se inclu-
ye en los Anexos 7 y 25 de este 
Decreto y en los Tomos III a VI del 
Presupuesto de Egresos;

IX)	 El costo financiero de la deuda 
pública del Gobierno Federal, 
aquél correspondiente a la deuda 
de las empresas productivas del 
Estado incluidas en el Anexo 1, 
inciso E, de este Decreto; las ero-
gaciones derivadas de operacio-
nes y programas de saneamiento 
financiero, así como aquéllas para 
programas de apoyo a ahorra-
dores y deudores de la banca, 
se distribuyen conforme a lo es-
tablecido en el Anexo 8 de este 
Decreto;

X)	 Para los efectos de los artícu-
los 42 de la LAASSP, y 43 de la 
LOPSRM, los montos máximos 
de adjudicación directa y los de 
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adjudicación mediante invitación a 
cuando menos tres personas, de 
las adquisiciones, arrendamien-
tos, prestación de servicios, obras 
públicas y servicios relacionados 
con éstas, serán los señalados en 
el Anexo 9 de este Decreto;

XI)	 Los recursos para el desarrollo in-
tegral de los pueblos y comunida-
des indígenas están en el Anexo 
10, en los términos del artículo 
2°, Apartado B, de la CPEUM y al 
artículo 41, fracción II, inciso j), 
de la LFPRH, se presentan des-
glosados por ramo y programa 
presupuestario;

XII)	 Los recursos que conforman el 
Programa Especial Concurrente 
para el Desarrollo Rural Sus- 
tentable se señalan en el Anexo 
11, conforme a los artículos 16 y 
69 de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable;

XIII)	 El monto total de los recursos 
previstos para el programa de 
ciencia, tecnología e innovación, 
conforme a lo previsto en el ar-
tículo 22 de la Ley de Ciencia y 
Tecnología, se señala en el Anexo 
12 de este Decreto;

XIV)	 Las erogaciones de los programas 
para la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres, se señalan en el Anexo 
13;

XV)	 El presupuesto consolidado de 
la Estrategia de Transición para 
Promover el Uso de Tecnologías y 

Combustibles más Limpios, con-
forme al artículo 24 de la Ley de 
Transición Energética, se señala 
en el Anexo 15 de este Decreto;

XVI)	 Las erogaciones para el Ramo 
General 23 Provisiones Salariales 
y Económicas se distribuyen con-
forme a lo previsto en el Anexo 21 
de este Decreto;

XVII)	Las erogaciones para el Ramo 
General 25 Previsiones y Apor- 
taciones para los Sistemas de 
Educación Básica, Normal, Tecno- 
lógica y de Adultos se distribu-
yen conforme a lo previsto en el 
Anexo 22 de este Decreto;

XVIII)	Las erogaciones para el Ramo 
General 33 Aportaciones Fede- 
rales para Entidades Federativas 
y Municipios se distribuyen con-
forme a lo previsto en el Anexo 
23;

XIX)	 Los límites de las remuneracio-
nes de los servidores públicos 
de la Federación se señalan en el 
Anexo 24 de este Decreto y en el 
Tomo IX de este Presupuesto;

XX)	 Las previsiones para sufragar las 
erogaciones por las medidas sa-
lariales y económicas para los 
Ramos Generales 25 Previsiones 
y Aportaciones para los Sistemas 
de Educación Básica, Normal, 
Tecnológica y de Adultos, y 33 
Aportaciones Federales para Enti- 
dades Federativas y Municipios, 
se distribuyen en el Anexo 25;
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XXI)	 Los programas sujetos a reglas de 
operación se señalan en el Anexo 
26 de este Decreto;

XXII)	Los principales programas pre-
vistos en este Presupuesto de 
Egresos se detallan en el Anexo 
27 de este Decreto; y

XXIII)	El presupuesto de PROSPERA 
Programa de Inclusión Social se 
distribuye en el Anexo 28 de este 
Decreto.

Los Anexos 14, 16 al 20 y 29 al 
31 de este Decreto, comprenden los 
recursos para la atención de grupos 
vulnerables; la adaptación y mitigación 
de los efectos del cambio climático; el 
desarrollo de los jóvenes; la atención 
de niñas, niños y adolescentes; la pre-
vención del delito, combate a las adic-
ciones, rescate de espacios públicos y 
promoción de proyectos productivos; 
la prevención, detección y sanción de 
faltas administrativas y hechos de co-
rrupción, así como para la fiscalización 
y control de recursos públicos; la con-
servación y mantenimiento carretero; 
subsidios para organismos descentra-
lizados estatales, y la distribución del 
programa hidráulico subsidios para en-
tidades federativas.

Dichos recursos deberán ser ejerci-
dos de forma tal que permitan su de-
bido seguimiento, evaluación y difusión 
para conocer su impacto conforme al 
PND y las políticas públicas derivadas 
del mismo.

Con cargo al Ramo General 23 Pro- 
visiones Salariales y Económicas, se au-
torizan $150,000,000 para los trabajos 
y actividades asociados al Presidente 
Electo, en términos de lo dispuesto en 
los artículos 43 de la LFPRH y 63 A 
de su Reglamento, a efecto de llevar a 
cabo la elaboración y presentación del 
PND; la iniciativa de Ley de Ingresos y 
el proyecto de Presupuesto de Egresos; 
programas gubernamentales; seguridad 
pública y nacional; trabajos de enlace 
con la administración saliente; difusión 
y actividades preparatorias que permi-
tan crear las condiciones propicias para 
el inicio de su encargo. Art. 3. PEF

Distribución del gasto social

La distribución del gasto social con el 
que se financiará el desarrollo social, se 
sujetará a los siguientes criterios:

I)	 El gasto social per cápita no será 
menor en términos reales al asigna-
do el año inmediato anterior;

II)	 Estará orientado a la promoción de 
un desarrollo regional equilibrado;

III)	Se basará en indicadores y li-
neamientos generales de eficacia y 
de cantidad y calidad en la presta-
ción de los servicios sociales, y

IV)	En el caso de los presupuestos 
federales descentralizados, las enti-
dades federativas y municipios acor-
darán con la APF el destino y los 
criterios del gasto, a través de los 
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convenios de coordinación. Art. 23. 
LGDS

Distribución del ingreso

Se refiere al pago que reciben los fac-
tores de la producción y los beneficios 
de una reasignación de recursos en una 
economía. El ingreso que se genera, se 
distribuye según la aportación que a la 
producción hacen los agentes propie-
tarios de los medios de la producción 
Al inversionista le corresponde el be-
neficio, al trabajador el sueldo o sala-
rio, al propietario de la tierra la renta. 
Así dentro de cada economía coexisten 
estratos sociales diferentes, los cuales 
se clasifican de acuerdo a su ingreso. 
CTLFEF

Diversidad cultural

Toda persona tiene derecho al acceso 
a la cultura y al disfrute de los bienes 
y servicios que presta el Estado en la 
materia, así como el ejercicio de sus de-
rechos culturales. El Estado promoverá 
los medios para la difusión y desarrollo 
de la cultura, atendiendo a la diversi-
dad cultural en todas sus manifestacio-
nes y expresiones con pleno respeto a 
la libertad creativa. La ley establecerá 
los mecanismos para el acceso y parti-
cipación a cualquier manifestación cul-
tural. Toda persona tiene derecho a la 
cultura física y a la práctica del deporte. 
Corresponde al Estado su promoción, 

fomento y estímulo conforme a las leyes 
en la materia. Art. 4. CPEUM

Divisa

Cualquier moneda o efecto mercantil 
(cheques, giros, letras de cambio, ór-
denes de pago y derechos especiales 
de giro) aceptado internacionalmente 
como medio de pago. CTLFEF

Monedas extranjeras que se necesi-
tan en un país a fin de adquirir bienes 
o servicios en el extranjero. Entre las di-
versas divisas figuran principalmente el 
dólar, la libra esterlina, etc. GTE

División de Poderes

El Supremo Poder de la Federación se 
divide para su ejercicio en Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial.

No podrán reunirse dos o más de es-
tos Poderes en una sola persona o cor-
poración, ni depositarse el Legislativo 
en un individuo, salvo el caso de facul-
tades extraordinarias al Ejecutivo de la 
Unión, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 29. En ningún otro caso, salvo 
lo dispuesto en el segundo párrafo del 
artículo 131, se otorgarán facultades 
extraordinarias para legislar. Art. 49. 
CPEUM

La expresión división de poderes, tan 
estrechamente ligada a los enunciados 
de separación, colaboración o distribu-
ción de poderes, es un tema de obliga-
do tratamiento en todas las disciplinas 
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que tienen que ver con el fenómeno po-
lítico, pues su importancia es manifiesta 
en el estudio del poder y de la naturale-
za y estructura del gobierno.

En México, el principio constitucio-
nal de que la soberanía reside esencial 
y originariamente en el pueblo, y de 
que todo poder público dimana de él 
y se instituye para su beneficio, fun-
da la división del Supremo Poder de 
la Federación en Legislativo, Ejecutivo 
y Judicial como órganos institucionales 
para su cabal ejercicio. De esta forma, 
la Constitución mexicana localiza y pre-
cisa las diversas funciones del Estado 
mexicano en tres órganos distintos e 
independientes, como principio de limi-
tación y colaboración de un poder de 
la Federación, mediante fórmulas cons-
titucionales de competencia, función y 
equilibrio de los citados órganos para 
garantizar la vida y libertad del Estado. 
DUTP

División del trabajo

Sistema que atiende a la especificación 
de cada individuo para situarlo en don-
de sea más alta su producción y menor 
su costo, a fin de lograr óptimos resul-
tados en el proceso moderno de pro-
ducción. GTE

Doble nacionalidad

La Ley regulará el ejercicio de los dere-
chos que la legislación mexicana otorga 

a los mexicanos que posean otra nacio-
nalidad y establecerá normas para evi-
tar conflictos por doble nacionalidad.

El ejercicio de los cargos y funciones 
para los cuales, por disposición de la 
presente Constitución, se requiera ser 
mexicano por nacimiento, se reserva 
a quienes tengan esa calidad y no ad-
quieran otra nacionalidad.

Los mexicanos serán preferidos a los 
extranjeros en igualdad de circunstan-
cias, para toda clase de concesiones y 
para todos los empleos, cargos o comi-
siones de gobierno en que no sea indis-
pensable la calidad de ciudadano. Art. 
32. CPEUM

Documento

Se considerará documento a todo so-
porte material que contenga informa-
ción sobre algún hecho. Quien cuestione 
la autenticidad del documento tendrá la 
carga de demostrar sus afirmaciones. El 
Órgano jurisdiccional, a solicitud de los 
interesados, podrá prescindir de la lec-
tura íntegra de documentos o informes 
escritos, o de la reproducción total de 
una videograbación o grabación, para 
leer o reproducir parcialmente el docu-
mento o la grabación en la parte condu-
cente. Art. 380. CNPP

Los expedientes, reportes, estudios, 
actas, resoluciones, oficios, correspon-
dencia, acuerdos, directivas, directrices, 
circulares, contratos, convenios, instruc-
tivos, notas, memorandos, estadísticas 
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o bien, cualquier otro registro que do-
cumente el ejercicio de las facultades, 
funciones y competencias de los suje-
tos obligados, sus servidores públicos 
e integrantes, sin importar su fuente o 
fecha de elaboración. Los documentos 
podrán estar en cualquier medio, sea 
escrito, impreso, sonoro, visual, electró-
nico, informático u holográfico. Art. 3. 
LGTAIP

Documento de archivo

El que registra un acto administrativo, 
jurídico, fiscal o contable, creado, reci-
bido, manejado y usado en el ejercicio 
de las facultades y actividades de los 
sujetos obligados, independientemente 
del soporte en el que se encuentren. 
Art. 4. LFA

Documento electrónico

Aquél que almacena la información en 
un medio que precisa de un dispositi-
vo electrónico para su lectura Art. 4. 
LFA

Documento histórico

Aquél que posee valores secundarios y 
de preservación a largo plazo por conte-
ner información relevante para la institu-
ción generadora pública o privada, que 
integra la memoria colectiva de México 
y es fundamental para el conocimiento 
de la historia Nacional. Art. 4. LFA

Documentos clasificados como 
reservados serán públicos cuando

Esta situación se dará cuando:

I)	 Se extingan las causas que dieron 
origen a su clasificación;

II)	 Expire el plazo de clasificación;
III)	Exista resolución de una autori-

dad competente que determine que 
existe una causa de interés público 
que prevalece sobre la reserva de la 
información; o

IV)	El Comité de Transparencia con-
sidere pertinente la desclasificación, 
de conformidad con lo señalado en 
el presente Título.

La información clasificada como re-
servada, según el artículo 113 de esta 
Ley, podrá permanecer con tal carácter 
hasta por un periodo de cinco años. El 
periodo de reserva correrá a partir de la 
fecha en que se clasifica el documento.

Excepcionalmente, los sujetos obli-
gados, con la aprobación de su Comité 
de Transparencia, podrán ampliar el pe-
riodo de reserva hasta por un plazo de 
cinco años adicionales, siempre y cuan-
do justifiquen que subsisten las causas 
que dieron origen a su clasificación, 
mediante la aplicación de una prueba 
de daño.

Para los casos previstos por la frac-
ción II, cuando se trate de informa-
ción cuya publicación pueda ocasionar 
la destrucción o inhabilitación de la 
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infraestructura de carácter estratégico 
para la provisión de bienes o servicios 
públicos, o bien se refiera a las circuns-
tancias expuestas en la fracción IV del 
artículo 113 de esta Ley y que a juicio 
de un sujeto obligado sea necesario 
ampliar nuevamente el periodo de re-
serva de la información; el Comité de 
Transparencia respectivo deberá hacer 
la solicitud correspondiente al organis-
mo garante competente, debidamente 
fundada y motivada, aplicando la prue-
ba de daño y señalando el plazo de re-
serva, por lo menos con tres meses de 
anticipación al vencimiento del periodo. 
Art. 101. LGTAIP

Documentos digitales

La información que sólo puede ser ge-
nerada, consultada, modificada y proce-
sada por medios electrónicos, y enviada 
a través de un mensaje de datos. Art. 
836-B. LFT

Cuando las disposiciones fiscales 
obliguen a presentar documentos, éstos 
deberán ser digitales y contener una 
firma electrónica avanzada del autor, 
salvo los casos que establezcan una re-
gla diferente. Las autoridades fiscales, 
mediante reglas de carácter general, 
podrán autorizar el uso de otras firmas 
electrónicas.

Para los efectos mencionados en 
el párrafo anterior, se deberá contar 
con un certificado que confirme el vín-
culo entre un firmante y los datos de 

creación de una firma electrónica avan-
zada, expedido por el SAT cuando se 
trate de personas morales y de los se-
llos digitales previstos en el artículo 29 
de este Código, y por un prestador de 
servicios de certificación autorizado por 
el Banco de México cuando se trate de 
personas físicas. El Banco de México 
publicará en el DOF la denominación de 
los prestadores de los servicios men-
cionados que autorice y, en su caso, la 
revocación correspondiente.

En los documentos digitales, una fir-
ma electrónica avanzada amparada por 
un certificado vigente sustituirá a la firma 
autógrafa del firmante, garantizará la in-
tegridad del documento y producirá los 
mismos efectos que las leyes otorgan a 
los documentos con firma autógrafa, te-
niendo el mismo valor probatorio.

Se entiende por documento digital 
todo mensaje de datos que contiene 
información o escritura generada, en-
viada, recibida o archivada por medios 
electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología. Art. 17-D. CFF

Documentos privados

Los que no reúnen las condiciones pre-
vistas por el artículo 795 de esta Ley. 
Art. 796. LFT

Documentos públicos

Aquellos cuya formulación está enco-
mendada por la Ley a un funcionario 
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investido de fe pública, así como los que 
expida en ejercicio de sus funciones.

Los documentos públicos expedidos 
por las autoridades de la Federación, 
de los Estados, de la Ciudad de México 
o de los municipios, harán fe en el jui-
cio sin necesidad de legalización. Art. 
795. LFT

Domicilio fiscal

Se considera domicilio fiscal:

I)	 Tratándose de personas físicas:
a)	Cuando realizan actividades em-

presariales, el local en que se 
encuentre el principal asiento de 
sus negocios;

b)	Cuando no realicen las activida-
des señaladas en el inciso ante-
rior, el local que utilicen para el 
desempeño de sus actividades; y

c)	Únicamente en los casos en que 
la persona física, que realice acti-
vidades señaladas en los incisos 
anteriores no cuente con un local, 
su casa habitación.

Siempre que los contribuyentes no 
hayan manifestado alguno de los domi-
cilios citados en los incisos anteriores 
o no hayan sido localizados en los mis-
mos, se considerará como domicilio el 

que hayan manifestado a las entidades 
financieras o a las sociedades coopera-
tivas de ahorro y préstamo, si son usua-
rios de sus servicios.

II)	 En el caso de personas morales:
b)	Cuando sean residentes en el 

país, el local en donde se encuen-
tre la administración principal del 
negocio; y

c)	Si se trata de establecimientos 
de personas morales residentes 
en el extranjero, dicho estable-
cimiento; en el caso de varios 
establecimientos, el local en 
donde se encuentre la adminis-
tración principal del negocio en 
el país, o en su defecto el que 
designen.

Cuando los contribuyentes no hayan 
designado un domicilio fiscal estando 
obligados a ello, o hubieran designado 
como domicilio fiscal un lugar distinto 
al que les corresponda de acuerdo con 
lo dispuesto en este mismo precepto o 
cuando hayan manifestado un domicilio 
ficticio, las autoridades fiscales podrán 
practicar diligencias en cualquier lugar 
en el que realicen sus actividades o en 
el lugar que conforme a este artículo se 
considere su domicilio, indistintamente. 
Art. 10. CFF
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El más importante 
y principal negocio público 

es la buena educación de la juventud.
					     Platón
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Economía

La economía se ocupa de problemas 
sociales muy diversos y de gran impor-
tancia para la nación y para el mundo. 
Teniendo presente que las necesidades 
materiales de la sociedad son virtual-
mente ilimitadas o insaciables y que los 
recursos económicos son limitados o 
escasos, la economía puede definirse 
como la ciencia social que se ocupa del 
problema de utilizar o administrar unos 
recursos escasos (los medios de pro-
ducción) con vistas a alcanzar la mayor 
o máxima satisfacción de las ilimitadas 
necesidades de la sociedad (meta de la 
producción). GTE

Economías son los remanentes de 
recursos no devengados del presupues-
to modificado. Art. 2. LFPRH

Economía  
presupuestaria

Es el gasto autorizado no ejercido, o 
bien el remanente de recursos no de- 

vengados durante el periodo de vigen-
cia del presupuesto. CTLFEF

Edil

Persona elegida para integrar un Ayun- 
tamiento, bajo denominación de presi-
dente, síndico o regidor. DTMV

Educación básica u obligatoria

La educación preescolar, primaria y 
secundaria conforman la educación 
básica; ésta y la media superior serán 
obligatorias y gratuitas.

La educación que imparta el Estado 
tenderá a desarrollar armónicamente, 
todas las facultades del ser humano y 
fomentará en él, a la vez, el amor a la 
Patria, el respeto a los derechos huma-
nos y la conciencia de la solidaridad in-
ternacional, en la independencia y en la 
justicia.

El Estado garantizará la calidad en 
la educación obligatoria de manera que 
los materiales y métodos educativos, la 

E



René Mariani Ochoa

332

organización escolar, la infraestructura 
educativa y la idoneidad de los docen-
tes y los directivos garanticen el máximo 
logro de aprendizaje de los educandos. 
Art. 3. CPEUM

Educación bilingüe

Garantizar e incrementar los niveles de 
escolaridad, favoreciendo la educación 
bilingüe e intercultural, la alfabetización, 
la conclusión de la educación básica, la 
capacitación productiva y la educación 
media superior y superior. Establecer un 
sistema de becas para los estudiantes 
indígenas en todos los niveles. Definir 
y desarrollar programas educativos de 
contenido regional que reconozcan la 
herencia cultural de sus pueblos, de 
acuerdo con las leyes de la materia y en 
consulta con las comunidades indíge-
nas. Impulsar el respeto y conocimiento 
de las diversas culturas existentes en la 
nación. Art. 2. CPEUM

Educación laica

La educación se mantendrá por comple-
to ajena a cualquier doctrina religiosa; 
se basará en los resultados del progreso 
científico, luchará contra la ignorancia y 
sus efectos, las servidumbres, los fana-
tismos y los prejuicios. Tendrá un crite-
rio democrático, nacional y atenderá a la 
comprensión de nuestros problemas, al 
aprovechamiento de nuestros recursos, 
a la defensa de nuestra independencia 

política, al aseguramiento de nuestra 
independencia económica y a la con-
tinuidad y acrecentamiento de nuestra 
cultura. Contribuirá a la mejor conviven-
cia humana, a fin de fortalecer el apre-
cio y respeto por la diversidad cultural, 
la dignidad de la persona, la integridad 
de la familia, la convicción del interés 
general de la sociedad, los ideales de 
fraternidad e igualdad de derechos de 
todos, evitando los privilegios de razas, 
de religión, de grupos, de sexos o de in-
dividuos, y será de calidad, con base en 
el mejoramiento constante y el máximo 
logro académico de los educandos. Art. 
3. CPEUM

Eficacia

Mide el logro de los objetivos y metas 
programadas con los recursos disponi-
bles en un tiempo determinado. COLRF

Capacidad de lograr los objetivos y 
metas programados con los recursos 
asignados en el tiempo preestablecido. 
GTPPPPEAP

Capacidad para cumplir en el lugar, 
tiempo, calidad y cantidad las metas y 
objetivos establecidos. GTUAPF

Lograr en el ejercicio fiscal los ob-
jetivos y las metas programadas en los 
términos de esta Ley y demás disposi-
ciones aplicables. Art. 2. LFPRH

Obligación de los Organismos ga-
rantes para tutelar, de manera efectiva, 
el derecho de acceso a la información. 
Art. 8. LGTAIP



E

333

Eficacia en la aplicación  
del gasto público

Lograr en el ejercicio fiscal los objetivos 
y las metas programadas en los térmi-
nos de esta Ley y demás disposiciones 
aplicables. Art. 2. LFPRH

Eficacia municipal

La eficacia entraña una administración 
municipal sobre bases técnicas. Los 
servidores públicos deben ser seleccio-
nados privilegiando el profesionalismo 
para evitar la improvisación.

Procurar que los órganos de la muni-
cipalidad desarrollen sus funciones con 
el máximo rendimiento, lo que presupo-
ne que debe haber en los titulares, una 
buena capacidad administrativa, técnica 
y política. Se incluyen los conceptos de 
eficacia y eficiencia que maneja la admi-
nistración, refiriéndose respectivamente, 
al logro de los programas de gobierno y 
a hacer las cosas bien, aspecto cualita-
tivo en términos de servicio, producción 
y gastos en bienestar social, lo que se 
ve afectado por el escaso profesionalis-
mo en los cuadros de los funcionarios y 
empleados, mismos que son relevados 
en cada elección municipal. DMVC

Eficiencia en el ejercicio  
del gasto público

El ejercicio del Presupuesto de Egresos 
en tiempo y forma, en los términos de 

esta Ley y demás disposiciones aplica-
bles. Art. 2. LFPRH

El uso racional de los medios con 
que se cuenta para alcanzar un objeti-
vo predeterminado, es el requisito para 
evitar o cancelar dispendios y errores. 
Capacidad de alcanzar los objetivos y 
metas programadas con el mínimo de 
recursos y tiempo. Es el cumplimiento 
de los objetivos y metas programadas 
con el mínimo de recursos disponibles, 
logrando la optimización de los mismos. 
GTUAPF

Ejecución de los trabajos 
contratados y sus peculiaridades

La ejecución de los trabajos debe-
rá iniciarse en la fecha señalada en el 
contrato respectivo, y la dependencia 
o entidad contratante oportunamente 
pondrá a disposición del contratista el 
o los inmuebles en que deban llevarse 
a cabo. El incumplimiento de la depen-
dencia o entidad prorrogará en igual 
plazo la fecha originalmente pactada 
para la conclusión de los trabajos. La 
entrega deberá constar por escrito.

El programa de ejecución conveni-
do en el contrato y sus modificaciones, 
será la base conforme al cual se medirá 
el avance en la ejecución de los traba-
jos. Art. 52. LOPSRM

En el caso previsto en el artículo 
19 bis, el contratista deberá realizar 
las gestiones conducentes para adqui-
rir los bienes inmuebles o constituir los 
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derechos reales que sean necesarios 
para ejecutar la obra pública, según los 
términos y condiciones establecidos en 
el contrato.

Una vez formalizada la adquisición 
de los bienes inmuebles o la constitución 
de derechos reales, el contratista deberá 
transmitir la propiedad o la titularidad de 
los derechos a la dependencia o entidad 
contratante. Art. 52-Bis. LOPSRM

Las dependencias y entidades de-
signarán a un servidor público como re-
sidente de obra, antes del inicio de la 
misma, quien fungirá como su represen-
tante ante el contratista y será el respon-
sable directo de la supervisión, vigilancia, 
control y revisión de los trabajos, inclu-
yendo la aprobación de las estimaciones 
presentadas por los contratistas. La resi-
dencia de obra deberá estar ubicada en 
el sitio de ejecución de los trabajos.

Cuando la supervisión sea realizada 
por contrato, la aprobación de las esti-
maciones para efectos de pago deberá 
ser autorizada por la residencia de obra 
de la dependencia o entidad. Los con-
tratos de supervisión con terceros, de-
berán ajustarse a los lineamientos que 
para tal efecto determine la SFP.

Por su parte, de manera previa al 
inicio de los trabajos, los contratistas 
designarán a un superintendente de 
construcción o de servicios facultado 
para oír y recibir toda clase de notifi-
caciones relacionadas con los trabajos, 
así como tomar las decisiones que se 
requieran al efecto. Art. 53. LOPSRM

Ejecución de un proyecto de 
asociación público privada

En los proyectos de APP, el desarrolla-
dor será responsable de la prestación 
de los servicios con los niveles de des-
empeño pactados y, en su caso, de la 
construcción, equipamiento, manteni-
miento, conservación y reparación -me-
nores y mayores-, de la infraestructura, 
necesarios para la prestación de los ci-
tados servicios. Art. 104. LAPP

La construcción, equipamiento, man-
tenimiento, conservación y reparación 
de la infraestructura de un proyecto 
de APP deberán realizarse conforme al 
programa, características y especifica-
ciones técnicas pactadas en el contrato, 
así como observar las disposiciones de 
protección ambiental, preservación y 
conservación del equilibrio ecológico, 
asentamientos humanos, desarrollo ur-
bano y demás aplicables, en los ámbi-
tos federal, estatal y municipal.

No estarán sujetos a la LOPSRM, a la 
LAASSP, ni a las disposiciones que de 
ellas emanan, las obras y servicios que 
realicen los particulares para cumplir 
con sus obligaciones en un proyecto de 
APP. Art. 105. LAPP

Ejecución fiscal municipal

Procedimiento que sigue la tesorería 
municipal, después de que surte sus 
efectos legales una notificación para 
requerir un pago, asegurando éste por 
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medio de embargo y posterior remate 
del bien del particular en caso de in-
cumplimiento del pago del crédito fis-
cal. DTMV

Ejecutores de gasto y las cuentas 
por liquidar certificadas

Los ejecutores de gasto, conforme a 
las disposiciones aplicables, realizarán 
los cargos al PEF, a través de los gastos 
efectivamente devengados en el año 
fiscal y registrado en los sistemas con-
tables correspondientes. Dichos ejecu-
tores solicitarán el pago de esos gastos, 
a través de cuentas por liquidar certifi-
cadas, en los términos del Reglamento 
de la LFPRH y atendiendo lo señalado 
por este numeral. Deberán también in-
formar a la SHCP en febrero de cada 
año el monto y características de su 
deuda pública flotante o pasivo circulan-
te al cierre del ejercicio fiscal anterior. 
Arts. 52-53. LFPRH

Ejecutores del gasto público, 
responsables de los resultados

Los ejecutores del gasto público, y 
consecuentes responsables del mis-
mo y sus resultados, son los Poderes 
Legislativo y Judicial, los entes autóno-
mos a los que se asignen recursos del 
PEF a través de los ramos autónomos, 
así como las dependencias y entidades, 
que realizan las erogaciones a que se 
refiere el artículo 4 de la LFPRH y con 

cargo al Presupuesto de Egresos. Art. 
2. LFPRH

Ejercicio abusivo de funciones de 
los servidores públicos

Comete el delito de ejercicio abusivo de 
funciones:

I)	 El servidor público que en el desem-
peño de su empleo, cargo o comi-
sión, ilícitamente otorgue por sí o por 
interpósita persona, concesiones, 
permisos, licencias, autorizaciones, 
contratos, franquicias, exenciones o 
efectúe compras o ventas o realice 
cualquier acto jurídico que produzca 
beneficios económicos a él mismo, 
su cónyuge, descendientes o ascen-
dientes, parientes por consanguini-
dad o afinidad hasta el cuarto grado, 
a cualquier tercero con el que tenga 
vínculos afectivos, económicos o de 
dependencia administrativa directa, 
socios o sociedades de las que el 
servidor público o las personas an-
tes referidas formen parte; y

II)	 El servidor público que valiéndose 
de la información que posea por ra-
zón de su empleo, cargo o comisión, 
sea o no materia de sus funciones, 
y que no sea del conocimiento pú-
blico, haga por sí, o por interpósita 
persona, inversiones, enajenaciones 
o adquisiciones, o cualquier otro 
acto que le produzca algún benefi-
cio económico indebido al servidor 



René Mariani Ochoa

336

público o a alguna de las personas 
mencionadas en la primera fracción.

Al que cometa el delito de ejercicio 
abusivo de funciones se le impondrán 
las siguientes sanciones:

a)	Cuando la cuantía a que asciendan 
las operaciones a que hace referen-
cia este artículo no exceda del equi-
valente a quinientas veces el valor 
diario de la UMA, se impondrán de 
tres meses a dos años de prisión y 
de treinta a cien días multa; y

b)	Cuando la cuantía a que asciendan 
las operaciones a que hace referen-
cia este artículo exceda de quinien-
tas veces el valor diario de la UMA, 
se impondrán de dos años a doce 
años de prisión y de cien a ciento 
cincuenta días multa. Art. 220. CPF

Ejercicio de la acción penal y 
responsabilidad penal autónoma

Las personas jurídicas serán penal-
mente responsables, de los delitos co-
metidos a su nombre, por su cuenta, 
en su beneficio o a través de los me-
dios que ellas proporcionen, cuando se 
haya determinado que además existió 
inobservancia del debido control en su 
organización. Lo anterior con indepen-
dencia de la responsabilidad penal en 
que puedan incurrir sus representan-
tes o administradores de hecho o de 
derecho.

El Ministerio Público podrá ejercer la 
acción penal en contra de las personas 
jurídicas con excepción de las institu-
ciones estatales, independientemente 
de la acción penal que pudiera ejercer 
contra las personas físicas involucradas 
en el delito cometido.

No se extinguirá la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas cuando 
se transformen, fusionen, absorban o 
escindan. La responsabilidad penal de la 
persona jurídica tampoco se extinguirá 
mediante su disolución aparente, cuan-
do continúe su actividad económica y 
se mantenga la identidad sustancial de 
sus clientes, proveedores, empleados, o 
la parte más relevante de todos ellos.

Las causas de exclusión del delito o 
de extinción de la acción penal, atende-
rán lo establecido en el numeral presen-
te. Art. 421. CNPP

Ejercicio del gasto  
de inversión y su contratación

El ejercicio de recursos previstos en el 
gasto de inversión aprobado en el PEF, 
se autoriza por las dependencias y enti-
dades, en los términos del Reglamento 
de la LFPRH.

En el ejercicio del gasto de inversión, 
exclusivamente en infraestructura y ser-
vicios relacionados con la misma, las 
dependencias y entidades observarán, 
además de lo dispuesto por la LAASSP 
y la LOPSRM, lo establecido en este ar-
tículo. Art. 48. LFPRH
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Ejercicio del gasto público federal y 
la administración por resultados

Los responsables de la administración 
en los ejecutores de gasto serán res-
ponsables de la administración por re-
sultados; para ello deberán cumplir con 
oportunidad y eficiencia las metas y 
objetivos previstos en sus respectivos 
programas, conforme a lo dispuesto en 

esta LFPRH y las demás disposiciones 
generales aplicables.

Con base en lo anterior, la SHCP y la 
Función Pública podrán suscribir con las 
dependencias y entidades, convenios o 
bases de desempeño, cuya vigencia po-
drá exceder el ejercicio fiscal correspon-
diente, a fin de establecer compromisos 
de resultados y medidas presupuesta-
rias que promuevan un ejercicio más 
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eficiente y eficaz del gasto público, así 
como una efectiva rendición de cuentas. 
Las dependencias y entidades que sus-
criban dichos convenios o bases se su-
jetarán a los controles presupuestarios 
establecidos en dichos instrumentos, 
conforme al marco jurídico aplicable, 
a sus presupuestos autorizados y a las 
medidas que determine la SHCP, en los 
términos del Reglamento de la LFPRH y 
en lo dispuesto en el presente artículo. 
Art. 45. LFPRH

Ejercicio fiscal

Cuando las leyes fiscales establezcan 
que las contribuciones se calcularán por 
ejercicios fiscales, éstos coincidirán con 
el año de calendario. Cuando las perso-
nas morales inicien sus actividades con 
posterioridad al 1 de enero, en dicho 
año el ejercicio fiscal será irregular, de-
biendo iniciarse el día en que comien-
cen actividades y terminarse el 31 de 
diciembre del año de que se trate.

En los casos en que una sociedad 
entre en liquidación, sea fusionada o se 
escinda, siempre que la sociedad es-
cindente desaparezca, el ejercicio fiscal 
terminará anticipadamente en la fecha 
en que entre en liquidación, sea fusio-
nada o se escinda, respectivamente. En 
el primer caso, se considerará que ha-
brá un ejercicio por todo el tiempo en 
que la sociedad esté en liquidación.

Cuando las leyes fiscales establez-
can que las contribuciones se calculen 

por mes, se entenderá que corresponde 
al mes de calendario. Art. 11. CFF

Ejercicio ilícito del servicio público

Lo comete el servidor público que:

•	 Ejerza las funciones de un empleo, 
cargo o comisión, sin haber tomado 
posesión legítima o sin satisfacer to-
dos los requisitos legales;

•	 Continúe ejerciendo las funciones 
de un empleo, cargo o comisión 
después de conocer la revocación 
su nombramiento, su suspensión o 
destitución;

•	 Teniendo conocimiento de que pue- 
den resultar gravemente afecta-
dos el patrimonio o los intereses 
de alguna dependencia o entidad 
de la APF centralizada, organismos 
descentralizados, empresa de par-
ticipación estatal mayoritaria, aso-
ciaciones y sociedades asimiladas 
a éstas y fideicomisos públicos, de 
empresas productivas del Estado, 
de órganos constitucionales autó-
nomos, del Congreso de la Unión 
o del Poder Judicial, por cualquier 
acto u omisión y no informe por 
escrito a su superior jerárquico 
o lo evite si está dentro de sus 
facultades;

•	 Por sí o por interpósita persona, 
sustraiga, destruya, oculte, utilice o 
inutilice ilícitamente información o  
documentación bajo su custodia o a 
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 la cual tenga acceso, o de la que 
tenga conocimiento en virtud de su 
empleo, cargo o comisión;

•	 Por sí o por interpósita persona, 
cuando legalmente le sean requeri-
dos, rinda informes en los que mani-
fieste hechos o circunstancias falsos 
o niegue la verdad en todo o en par-
te; y

•	 Teniendo obligación por razones de 
empleo, cargo o comisión, de custo-
diar, vigilar, proteger o dar seguridad 
a personas, lugares, instalaciones u 
objetos, incumpliendo su deber, en 
cualquier forma propicie daño a las 
personas, o a los lugares, instalacio-
nes u objetos, o pérdida o sustrac-
ción de objetos que se encuentren 
bajo su cuidado. MSNASPF

Ejercicio indebido  
del propio derecho

Al que para hacer efectivo un derecho 
o pretendido derecho que deba ejer-
citar, empleare violencia, se le aplicará 
prisión de tres meses a un año o de 30 
a 90 días multa. En estos casos sólo 
se procederá por querella de la parte 
ofendida. Art. 226. CPF

Las disposiciones anteriores se apli-
carán a todos los funcionarios o em-
pleados de la administración pública, 
cuando en el ejercicio de su encargo 
ejecuten los hechos o incurran en las 
omisiones expresadas en los propios 
artículos. Art. 227. CPF

El Consejo Nacional de Archivos

El Consejo Nacional es el órgano de 
coordinación del Sistema Nacional de 
Archivos, que estará integrado por los 
servidores públicos que se señalan en 
estos numerales, al igual que lo con-
cerniente a sus sesiones y atribuciones. 
Arts. 65- 69. LGA

El derecho de acceso a la 
información y protección de datos 

personales en los Estados

Las Constituciones de los Estados es-
tablecerán organismos autónomos, es-
pecializados, imparciales y colegiados, 
responsables de garantizar el derecho 
de acceso a la información y de protec-
ción de datos personales en posesión 
de los sujetos obligados, conforme a 
los principios y bases establecidos por 
el artículo 6° de esta Constitución y la 
ley general que emita el Congreso de la 
Unión para establecer las bases, prin-
cipios generales y procedimientos del 
ejercicio de este derecho. Art. 116. 
CPEUM

El gasto en servicios personales 
aprobado en el PEF

Los servicios personales están integra-
dos por:

I)	 Las remuneraciones que constitu-
cional y legalmente correspondan 
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a los servidores públicos por con-
cepto de percepciones ordinarias y 
extraordinarias;

II)	 Las aportaciones de seguridad 
social;

III)	Las primas de los seguros que se 
contratan en favor de los servido-
res públicos y demás asignaciones 
autorizadas en los términos de las 
normas aplicables; y

IV)	Las obligaciones fiscales que gene-
ren los pagos a que se refieren las 
fracciones anteriores, conforme a las 
disposiciones generales aplicables. 
Art. 64. LFPRH

Los ejecutores de gasto, al realizar 
pagos por concepto de servicios perso-
nales, deberán observar lo dispuesto en 
estos artículos. Arts. 65 y 69. LFPRH

El Instituto Nacional Electoral (INE) 
y el Tribunal Electoral

El INE, de acuerdo con lo que disponga 
la ley, declarará la validez de las eleccio-
nes de diputados y senadores en cada 
uno de los distritos electorales unino-
minales y en cada una de las entidades 
federativas; otorgará las constancias 
respectivas a las fórmulas de candida-
tos que hubiesen obtenido mayoría de 
votos y hará la asignación de senado-
res de primera minoría de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 56 de 
esta Constitución y en la ley. Asimismo, 
hará la declaración de validez y la 

asignación de diputados según el prin-
cipio de representación proporcional de 
conformidad con el artículo 54 de esta 
Constitución y la ley.

Las determinaciones sobre la de-
claración de validez, el otorgamiento 
de las constancias y la asignación de 
diputados o senadores podrán ser im-
pugnadas ante las salas regionales del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación, en los términos que se-
ñale la ley. Las resoluciones de las salas 
podrán ser revisadas exclusivamente 
por la Sala Superior del propio Tribunal, 
a través del medio de impugnación que 
los partidos políticos podrán interponer 
únicamente cuando por los agravios 
esgrimidos se pueda modificar el re-
sultado de la elección. Los fallos de la 
Sala serán definitivos e inatacables. La 
ley establecerá los presupuestos, requi-
sitos de procedencia y el trámite para 
este medio de impugnación. Art. 60. 
CPEUM

El medio ambiente  
y la ejecución de obras públicas

Las dependencias y entidades estarán 
obligadas a considerar los efectos so-
bre el medio ambiente que pueda cau-
sar la ejecución de las obras públicas 
con sustento en la evaluación de impac-
to ambiental prevista por la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente. Los proyectos deberán in-
cluir las obras necesarias para que se 
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preserven o restituyan en forma equi-
valente las condiciones ambientales 
cuando éstas pudieren deteriorarse y se 
dará la intervención que corresponda a 
la SEMARNAT, y a las dependencias y 
entidades que tengan atribuciones en la 
materia. Art. 20. LOPSRM

El patrimonio  
del Archivo General de la Nación

El patrimonio del Archivo General estará 
integrado por:

I)	 Los recursos que le sean asignados 
anualmente conforme al Presupuesto 
de Egresos de la Federación corres- 
pondiente;

II)	 Los ingresos que perciba por los 
servicios que proporcione y los que 
resulten del aprovechamiento de sus 
bienes, y

III)	Los demás ingresos, bienes, dere-
chos y obligaciones que adquiera, 
se le asignen, transfieran o adjudi-
quen por cualquier título jurídico. 
Art. 115. LGA

El seguro social, de utilidad pública

Es de utilidad pública la Ley del Seguro 
Social, y ella comprenderá seguros de 
invalidez, de vejez, de vida, de cesa-
ción involuntaria del trabajo, de enfer-
medades y accidentes, de servicios 
de guardería y cualquier otro encami-
nado a la protección y bienestar de los 

trabajadores, campesinos, no asalaria- 
dos y otros sectores sociales y sus 
familiares.

Asimismo serán consideradas de 
utilidad social, las sociedades coope-
rativas para la construcción de casas 
baratas e higiénicas, destinadas a ser 
adquiridas en propiedad, por los traba-
jadores en plazos determinados. Art. 
123, apartado A. CPEUM

El Servicio de Administración y 
Enajenación de Bienes (SAE)

Los productos por concepto de penas 
convencionales, los que se establez-
can como contraprestación derivada 
de una licitación, subasta o remate, los 
intereses, así como aquellos productos 
que provengan de arrendamientos o 
enajenaciones efectuadas tanto por el 
Instituto de Administración y Avalúos de 
Bienes Nacionales como por el SAE, y 
los accesorios de los productos, no re-
quieren de autorización por parte de la 
SHCP para su cobro.

De los ingresos provenientes de las 
enajenaciones realizadas por el SAE, 
respecto de los bienes propiedad del 
Gobierno Federal que hayan sido trans-
feridos por la TESOFE, el SAE deberá 
descontar los importes necesarios para 
financiar otras transferencias o manda-
tos de la propia Tesorería; del monto 
restante hasta la cantidad que deter-
mine la Junta de Gobierno de dicho or-
ganismo, se depositará en un fondo, 
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manteniéndolo en una subcuenta espe-
cífica, que se destinará a financiar otras 
transferencias o mandatos, y el rema-
nente será enterado a la TESOFE.

En lo concerniente a las demás acti-
vidades del SAE, se estará a lo dispues-
to en este artículo. Art. 11. LIF

El Sistema Nacional  
de Archivos,  

el Sistema Nacional  
de Transparencia y el SNA

El Sistema Nacional estará coordinado 
con el Sistema Nacional de Transparen- 
cia y el Sistema Nacional Anticorrupción 
y deberá:

I)	 Fomentar en los sistemas, la capa-
citación y la profesionalización del 
personal encargado de la organiza-
ción y coordinación de los sistemas 
de archivo con una visión integral;

II)	 Celebrar acuerdos interinstitucionales 
para el intercambio de conocimien-
tos técnicos en materia archivística, 
transparencia, acceso a la informa-
ción y rendición de cuentas;

III)	Promover acciones coordinadas de 
protección del patrimonio documen-
tal y del derecho de acceso a los ar-
chivos, y

IV)	Promover la digitalización de la 
información generada con motivo del 
ejercicio de las funciones y atribucio-
nes de los sujetos obligados, que se 
encuentre previamente organizada, 

así como garantizar el cumplimiento 
de los lineamientos que para el efec-
to se emitan. Artículo 74. LGA

El Tribunal de enjuiciamiento  
y la reparación del daño

Cuando la prueba producida no per-
mita establecer con certeza el monto 
de los daños y perjuicios, o de las in-
demnizaciones correspondientes, el 
Tribunal de enjuiciamiento podrá con-
denar genéricamente a reparar los da-
ños y los perjuicios y ordenar que se 
liquiden en ejecución de sentencia por 
vía incidental, siempre que éstos se 
hayan demostrado, así como su deber 
de repararlos.

El Tribunal de enjuiciamiento sola-
mente dictará sentencia condenatoria 
cuando exista convicción de la culpabi-
lidad del sentenciado, bajo el principio 
general de que la carga de la prueba 
para demostrar la culpabilidad corres-
ponde a la parte acusadora, conforme 
lo establezca el tipo penal de que se 
trate.

Deberá atenderse lo dispuesto en el 
artículo presente. Art. 406. CNPP

Elecciones

Para definir a este vocablo debemos 
partir del término elección, el cual se 
entiende como una selección, prefe-
rencia, escogimiento y hasta una liber-
tad para actuar. En este sentido, las 
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elecciones son el proceso a través del 
cual los ciudadanos escogen a los indi-
viduos que deben ocupar los cargos de 
elección popular, conforme a los tiem-
pos y formas que establezcan las nor-
mas jurídicas. Al respecto, numerosos 
tratadistas han abordado el tema, se-
ñalando además de su concepto otros 
puntos sobresalientes, como sus tipos, 
clasificaciones y patologías.

Para el autor alemán Dieter Nohlen, 
citado en DUTP, las elecciones son una 
“técnica” de designación de los repre-
sentantes, ya que, el hecho de que 
existan elecciones no es presupues-
to de democracia; a través de éstas 
se sustituye a otros procedimientos 
como la designación de representan-
tes mediante sucesión, por oficio o por 
nombramiento, por lo que, apunta “las 
elecciones representan el método de-
mocrático para designar a los represen-
tantes del pueblo”.

Así definidas, las elecciones son el 
medio a través del cual, los ciudadanos 
que aspiren a ser parte de un parlamen-
to, tendrán que sujetarse a un proceso 
con reglas definidas, a fin de obtener el 
apoyo popular, que los conduzca a la 
victoria y a convertirse en legisladores. 
DUTP

Emprendedores

Las mujeres y hombres en proceso de 
crear, desarrollar o consolidar una em-
presa. CPFM

Empresa

La unidad económica de producción o 
distribución de bienes o servicios y por 
establecimiento la unidad técnica que 
como sucursal, agencia u otra forma 
semejante, sea parte integrante y con-
tribuya a la realización de los fines de la 
empresa. Art. 16. LFT

La unión de capital, trabajo y bienes 
de capital, o sea, factores de produc-
ción, que luego generan un valor eco-
nómico agregado. GTE

Empresa estatal

Es la que pertenece al gobierno. La teo-
ría socialista sostiene que todas las em-
presas deben ser oficiales para lograr el 
bien común. GTE

Empresario rural

Aquella persona emprendedora que 
pone en marcha un proyecto de produc-
ción rural involucrando el propósito de 
contribuir al mejoramiento de la produc-
tividad del agua mediante un manejo 
eficiente, eficaz y sustentable del recur-
so en la agricultura de riego. CPFM

Empresas  
de participación municipal

Son aquellas que instituye el Ayun- 
tamiento con participación de los parti-
culares, sin tener mayoría y que tienen 
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el objetivo de satisfacer necesidades 
del municipio. DTMV

Empresas productivas del Estado

El sector público tendrá a su cargo, de 
manera exclusiva, las áreas estratégicas 
que se señalan en el artículo 28, párrafo 
cuarto de la Constitución, manteniendo 
siempre el Gobierno Federal la propie-
dad y el control sobre los organismos 
y empresas productivas del Estado que 
en su caso se establezcan. Tratándose 
de la planeación y el control del sistema 
eléctrico nacional, y del servicio público 
de transmisión y distribución de energía 
eléctrica, así como de la exploración y 
extracción de petróleo y demás hidro-
carburos, la Nación llevará a cabo dichas 
actividades en términos de lo dispuesto 
por los párrafos sexto y séptimo del ar-
tículo 27 de esta Constitución. Art. 25. 
CPEUM

Tratándose del petróleo y de los hi-
drocarburos sólidos, líquidos o gaseo-
sos, en el subsuelo, la propiedad de la 
Nación es inalienable e imprescriptible 
y no se otorgarán concesiones. Con el 
propósito de obtener ingresos para el 
Estado que contribuyan al desarrollo de 
largo plazo de la Nación, ésta llevará 
a cabo las actividades de exploración 
y extracción del petróleo y demás hi-
drocarburos mediante asignaciones a 
empresas productivas del Estado o a 
través de contratos con éstas o con 
particulares, en los términos de la Ley 

Reglamentaria. Para cumplir con el ob-
jeto de dichas asignaciones o contratos 
las empresas productivas del Estado 
podrán contratar con particulares. En 
cualquier caso, los hidrocarburos en el 
subsuelo son propiedad de la Nación y 
así deberá afirmarse en las asignacio-
nes o contratos. Art. 27. CPEUM

Empréstitos

En general todo préstamo, anticipo o 
crédito.

En ámbito del derecho privado, el 
empréstito se refiere al contrato de  
préstamo, que de acuerdo con Guillermo 
Cabanellas, tiene dos formas: “tanto el 
de las cosas que cabe usar sin destruir-
las, que se denomina comodato o em-
préstito de uso, como el de cesión de 
las mismas para un empleo o en que 
se consumen, denominado mutuo o em-
préstito de consumo”.

Para el derecho público, es la ope-
ración financiera que realiza el Estado, 
normalmente mediante la emisión de 
títulos de crédito, para atender sus 
necesidades u obligaciones. Para Mar- 
cos Kaplan el empréstito es una mo-
dalidad de deuda pública, que tiene 
diferentes formas: “comercializables 
o no en el mercado; de plazos de 
vencimiento variables; consolidadas 
o flotantes; certificados impositivos, 
certificados del tesoro, bonos de te-
sorería, bonos gubernamentales, etcé-
tera”. DUTP
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Enajenación de bienes embargados

La enajenación de bienes embargados, 
procederá:

I)	 A partir del día siguiente a aquél en 
que se hubiese fijado la base en los 
términos del artículo 175 de este 
Código;

II)	 En los casos de embargo precauto-
rio a que se refiere el artículo 145 
de este Código, cuando los créditos 
se hagan exigibles y no se paguen al 
momento del requerimiento;

III)	Cuando el embargado no proponga 
comprador dentro del plazo a que se 
refiere la fracción I del artículo 192 
de este Código; y

IV)	Al quedar firme la resolución 
confirmatoria del acto impugnado, 
recaído en los medios de defensa 
que se hubieren hecho valer. Art. 
173. CFF

Enajenación de bienes o 
transmisión de propiedad

Se entiende por enajenación de bie-
nes o transmisión de propiedad, para 
efectos fiscales, todos los actos y bajo 
las formas o condiciones que prevé 
este numeral, sin interesar la reserva 
de dominio o si se trata de arrenda-
miento o factoraje financiero, fideico-
miso, fusión o escisión de sociedades 
pagos diferido o en parcialidades. Art. 
14. CFF

Enajenación  
de la negociación intervenida

Las autoridades fiscales podrán proceder 
a la enajenación de la negociación inter-
venida o a la enajenación de los bienes 
o derechos que componen la misma de 
forma separada, cuando lo recaudado en 
tres meses no alcance a cubrir por lo me-
nos el 24% del crédito fiscal, salvo que 
se trate de negociaciones que obtengan 
sus ingresos en un determinado período 
del año, en cuyo caso el porciento será 
el que corresponda al número de meses 
transcurridos a razón del 8% mensual 
y siempre que lo recaudado no alcance 
para cubrir el porciento del crédito que 
resulte. Art. 172. CFF

Encaje legal

Porcentaje que los bancos deben enviar 
a la banca central y que toman de los 
ingresos que captan del público. Las 
autoridades del país fijan dicho porcen-
taje. GTE

Encubrimiento  
de un servidor público

Será responsable de encubrimiento el 
servidor público que cuando en el ejer-
cicio de sus funciones advirtiera actos 
u omisiones que pudiesen ser faltas ad-
ministrativas, y realice deliberadamente 
alguna conducta para su ocultamiento. 
Art. 62. LGRA
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Endeudamiento

El término endeudamiento es una pala-
bra compuesta que proviene del latín 
in, en, que se utiliza como prefijo para 
significar el inicio de una acción; mien-
tras, que deuda deriva del latín debita, 
plural de debitus, débito, que significa 
deuda; es decir, endeudamiento implica 
tener deudas u obligaciones de carácter 
financiero.

Esta voz va ligada a deuda públi-
ca, por lo que hace a la temática de 
este diccionario, debido a que endeu-
damiento también podría utilizarse en 
las esferas del derecho privado. En 
este sentido, endeudamiento significa 
el monto de activo u obligaciones que 
debe un estado a otro, o bien, a alguna 
institución bancaria. Las causas por las 
cuales un estado contrae empréstitos, 
ya sea en el extranjero o en su propio 
país, van ligadas a sus labores guber-
namentales de impulsar el desarrollo, 
mediante la realización de obras, crea-
ción de fuentes de empleo o en otros 
casos, para hacer frente a situaciones 
económicas de emergencia o para el 
pago de estatizaciones. El endeuda-
miento de una nación, más que ser un 
alivio temporal a la falta de recursos, 
es a mediano o largo plazo un proble-
ma político, económico y social para 
ese estado.

Para cualquier estado contar con una 
economía sólida le permite tener una 
política nacional estable y viceversa; 

pero, cuando la economía o la política 
no son efectivas ni tiene solidez, se 
da una descomposición en la estructu-
ra estatal, de ahí, que al momento de 
aprobar o rechazar un empréstito, el 
órgano legislativo atienda primero a la 
situación nacional. DUTP

Endeudamiento neto

Es la diferencia entre las disposiciones 
y amortizaciones efectuadas de las obli-
gaciones constitutivas de deuda públi-
ca, al cierre del ejercicio fiscal. Art. 2. 
LFPRH

Es la diferencia entre el uso del fi-
nanciamiento y las amortizaciones efec-
tuadas de las obligaciones constitutivas 
de deuda pública, durante el período 
que se informa. Art. 4. LGCG

Diferencia entre el monto de la colo-
cación de títulos de crédito y la amorti-
zación de la deuda, cuando el primero 
es mayor; en el caso de que el monto 
de la amortización sea superior al de la 
colocación, la diferencia se denomina 
Desendeudamiento Neto. CTLFEF

Energía nuclear

Corresponde a la Nación el aprovecha-
miento de los combustibles nucleares 
para la generación de energía nuclear 
y la regulación de sus aplicaciones en 
otros propósitos. El uso de la energía 
nuclear sólo podrá tener fines pacíficos. 
Art. 27. CPEUM
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Enfermedad de trabajo

Es todo estado patológico derivado de 
la acción continuada de una causa que 
tenga su origen o motivo en el trabajo o 
en el medio en que el trabajador se vea 
obligado a prestar sus servicios. Art. 
475. LFT

Enfermedades  
endógenas

Son las afecciones derivadas de la fati-
ga industrial. Al respecto, se recomien-
da consultar la Tabla de Enfermedades 
de Trabajo. Art. 513. LFT

Enfoque de las revisiones  
de la ASF

En relación con la cobertura y alcance 
de las revisiones, la ASF ha definido los 
siguientes enfoques:

a)	Integral. Comprende la evaluación 
de los principales procesos de la 
entidad fiscalizada para obtener 
una visión completa de su ges-
tión; y

b)	Horizontal. Corresponde a las audi-
torías en las que el objeto de la fis-
calización lo constituye una política, 
programa, actividad institucional, 
régimen, concepto de gasto o siste-
ma, cuya ejecución o aplicación es 
concurrente en diversas entidades 
fiscalizadas. CTLFEF

Enriquecimiento ilícito  
de un servidor público

Delito previsto por la legislación penal 
para sancionar al servidor público que 
no puede acreditar el legítimo aumento 
de su patrimonio o legítima procedencia 
de los bienes a su nombre o de aque-
llos respecto de los cuales se conduzca 
como dueño. EISJF y DTMV

Incurre en enriquecimiento ilícito el 
servidor público que no pudiere acre-
ditar el legítimo aumento de su patri-
monio o la legítima procedencia de los 
bienes a su nombre o de aquéllos res-
pecto de los cuales se conduzca como 
dueño. MSNASPF

Se sancionará a quien con motivo de 
su empleo, cargo o comisión en el ser-
vicio público, haya incurrido en enrique-
cimiento ilícito. Existe enriquecimiento 
ilícito cuando el servidor público no pu-
diere acreditar el legítimo aumento de 
su patrimonio o la legítima procedencia 
de los bienes a su nombre o de aque-
llos respecto de los cuales se conduzca 
como dueño. Se computarán entre esos 
bienes, los que reciban o de los que 
dispongan su cónyuge y sus depen-
dientes económicos directos, salvo que 
el servidor público acredite que éstos 
los obtuvieron por sí mismos.

No será enriquecimiento ilícito en 
caso de que el aumento del patrimo-
nio sea producto de una conducta que 
encuadre en otra hipótesis del presen-
te Título. En este caso se aplicará la 
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hipótesis y la sanción correspondiente, 
sin que dé lugar al concurso de delitos.

•	 Al que cometa el delito de enrique-
cimiento ilícito se le impondrán las 
siguientes sanciones:

•	 Decomiso en beneficio del Estado 
de aquellos bienes cuya proceden-
cia no se logre acreditar;

•	 Cuando el monto a que ascienda el 
enriquecimiento ilícito no exceda del 
equivalente de cinco mil veces el va-
lor diario de la UMA se impondrán 
de tres meses a dos años de prisión 
y de treinta a cien días multa; y

•	 Cuando el monto a que ascienda el 
enriquecimiento ilícito exceda del 
equivalente de cinco mil veces el va-
lor diario de la UMA se impondrán de 
dos años a catorce años de prisión y 
multa de cien a ciento cincuenta días 
multa. Art. 224. CPF

Enriquecimiento oculto  
de un servidor público

Incurrirá en enriquecimiento oculto u 
ocultamiento de Conflicto de Interés el 
servidor público que falte a la veraci-
dad en la presentación de las decla-
raciones de situación patrimonial o de 
intereses, que tenga como fin ocultar, 
respectivamente, el incremento en su 
patrimonio o el uso y disfrute de bie-
nes o servicios que no sea explicable 
o justificable, o un Conflicto de Interés. 
Art. 60. LGRA

Entes autónomos

Son las personas de derecho público 
de carácter federal con autonomía en el 
ejercicio de sus funciones y en su admi-
nistración, creadas por disposición ex-
presa de la CPEUM a las que se asignen 
recursos del PEF a través de los ramos 
autónomos. Art. 2. LFPRH

Entes públicos

Son los poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial de la Federación y de las enti-
dades federativas; los órganos autóno-
mos de la Federación y de las entidades 
federativas; los ayuntamientos de los 
municipios; los órganos político-admi-
nistrativos de las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México; y las 
entidades de la administración pública 
paraestatal federal, estatal o municipal; 
Art. 4. LGCG

Los Poderes Legislativo y Judicial, 
los organismos constitucionales autó-
nomos, las dependencias y entidades 
de la APF y sus homólogos de las enti-
dades federativas; los municipios y las 
alcaldías de la Ciudad de México y sus 
dependencias y entidades; la PGR y las 
fiscalías o procuradurías locales; los ór-
ganos jurisdiccionales que no formen 
parte de los poderes judiciales; las em-
presas productivas del Estado, así como 
cualquier otro ente sobre el que tenga 
control cualquiera de los poderes y ór-
ganos públicos antes citados de los tres 
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órdenes de gobierno. Art. 3. LGSNA; 
Art. 4. LFRCF; Art. 3. LGRA y Art. 2. 
LDFEFM

Por extensión, podría designarse co- 
mo Ente público, todo aquel que perci-
be recursos cuyo origen está en el PEF, 
en opinión del coordinador de este tra-
bajo. RMO

Entes públicos federales

Los organismos públicos constitucional-
mente autónomos para el desempeño 
de sus funciones sustantivas, y las de-
más personas de derecho público de 
carácter federal autónomas por dispo-
sición legal, así como los órganos ju-
risdiccionales que determinen las leyes. 
CTLFEF

Entes públicos y principales 
obligaciones

Los Municipios y sus Entes Públicos de-
berán observar las disposiciones esta-
blecidas en los artículos 8, 10, 11, 13 
al 15 y 17 de esta Ley, con excepción 
de la fracción III del numeral 13, segun-
do párrafo, la cual sólo será aplicable 
para los Municipios de más de 200,000 
habitantes, de acuerdo al INEGI.

Las autorizaciones a las que se hace 
mención en dichos artículos serán rea-
lizadas por las autoridades municipales 
competentes. Art. 21. LDFEFM

Los Entes Públicos se sujetarán a 
la LGCG para presentar la información 

financiera en los informes periódicos 
correspondientes y en su respecti-
va Cuenta Pública. Lo anterior, sin 
perjuicio de las obligaciones de in-
formación establecidas en la LCF, la 
LFPRH, y el Título Tercero Bis de la 
Ley General de Salud, relativas a las 
Transferencias federales etiquetadas. 
Art. 58. LDFEFM

Los Entes Públicos deberán entregar 
la información financiera que solicite 
la SHCP para dar cumplimiento a esta 
Ley, en los términos de las disposicio-
nes que para tal efecto emita. Art. 59. 
LDFEFM

Entes públicos, facilidades  
e información que brindarán  

a la ASF

Los entes públicos facilitarán los auxi-
lios que requiera la ASF para el ejer-
cicio de sus funciones. Los servidores 
públicos, así como cualquier entidad, 
persona física o moral, pública o pri-
vada, fideicomiso, mandato o fondo, 
o cualquier otra figura jurídica, que 
reciban o ejerzan recursos públicos 
federales o participaciones federales, 
deberán proporcionar la información 
y documentación que solicite la ASF 
para efectos de sus auditorías e in-
vestigaciones, de conformidad con los 
procedimientos establecidos en las le-
yes y sin perjuicio de la competencia 
de otras autoridades y de los derechos 
de los usuarios del sistema financiero. 
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De no proporcionar la información, los 
responsables serán sancionados en 
los términos de la LGRA y, en su caso, 
en términos de la legislación penal 
aplicable.

Cuando esta Ley no prevea plazo, la 
ASF podrá fijarlo. Cuando derivado de 
la complejidad de los requerimientos 
de información formulados por la ASF, 
las entidades fiscalizadas podrán solici-
tar por escrito fundado, un plazo mayor 
para atenderlo.

Las personas a que se refiere este 
artículo deberán acompañar a la infor-
mación solicitada, los anexos, estudios 
soporte, memorias de cálculo y demás 
documentación soporte relacionada con 
la solicitud. Art. 9. LFRCF

Entidades

Los organismos públicos descentrali-
zados, las empresas de participación 
estatal mayoritaria y los fideicomisos 
públicos que tengan el carácter de en-
tidad paraestatal a que se refieren los 
artículos 3, 45, 46 y 47 de la LOAPF 
y sus correlativas en las entidades fe-
derativas y municipios. Art. 3. LGRA; 
Arts. 1-2. LOPSRM y Art. 2. LFPRH

Entidades coordinadas

Son las entidades que el Ejecutivo 
Federal agrupe en los sectores coordi-
nados por las dependencias, en los tér-
minos de la LOAPF. Art. 2. LFPRH

Entidades de control directo

Son las entidades cuyos ingresos están 
comprendidos en su totalidad en la Ley 
de Ingresos y sus egresos forman parte 
del gasto neto total. Art. 2. LFPRH

Entidades de control indirecto

Son las entidades cuyos ingresos 
propios no están comprendidos en la 
Ley de Ingresos, y sus egresos no for-
man parte del gasto neto total, salvo 
aquellos subsidios y transferencias que 
en su caso reciban. Art. 2. LFPRH

Entidades de control 
presupuestario directo

Las entidades de la Administración 
Pública Paraestatal, cuyos ingresos y 
egresos están comprendidos en su to-
talidad en la LIF y en el Decreto de PEF 
y que en términos de su balance pri-
mario, intervienen en los resultados del 
Balance Presupuestario o cumplimiento 
de la meta de déficit (superávit) públi-
co presupuestario como porcentaje del 
PIB. CTLFEF

Entidades de control 
presupuestario indirecto

Las entidades de la Administración 
Pública Paraestatal, cuyos ingresos pro-
pios no están comprendidos en la LIF 
ni en el Decreto de PEF, salvo aquellos 
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recursos fiscales a través de subsidios 
y/o transferencias que en su caso reci-
ban del PEF. CTLFEF

Entidades de fiscalización superior 
de las entidades federativas (ENFIS)

Son los órganos que referencia el sexto 
párrafo de la fracción segunda del artí-
culo 116 y el sexto párrafo de la frac-
ción II del Apartado A del artículo 122, 
de la CPEUM. Art. 2. LGRA

Las legislaturas de los estados con-
tarán con ENFIS, que serán órganos con 
autonomía técnica y de gestión en el 
ejercicio de sus atribuciones y organi-
zación interna, funcionamiento y resolu-
ciones, en los términos que dispongan 
sus leyes. La función de fiscalización 
se desarrollará conforme a los princi-
pios de legalidad, imparcialidad y con-
fiabilidad. Fiscalizarán las acciones de 
Estados y Municipios en materia de fon-
dos, recursos locales y deuda pública. 
Los informes de auditoría de las ENFIS 
tendrán carácter público.

El titular de la ENFIS será electo por 
las dos terceras partes de los miembros 
presentes en las legislaturas locales, 
por periodos no menores a siete años y 
contar con experiencia de cinco años en 
materia de control, auditoría financiera y 
de responsabilidades.

La cuenta pública del año anterior 
deberá ser enviada a la Legislatura del 
Estado, a más tardar el 30 de abril. 
Sólo se podrá ampliar el plazo de 

presentación cuando medie solicitud 
del Gobernador, suficientemente jus-
tificada a juicio de la Legislatura. Art. 
116. CPEUM

En los términos que establezca la ley, 
la ASF fiscalizará, en coordinación con 
las ENFIS o de manera directa, las par-
ticipaciones federales. Art. 79. CPEUM

Entidades facultadas para 
interpretar la LAPP

La SHCP estará facultada para interpre-
tar la presente Ley para efectos admi-
nistrativos, para lo cual deberá requerir 
y considerar la opinión de la dependen-
cia o entidad interesada. Tratándose de 
asuntos relacionados con el régimen de 
propiedad inmobiliaria federal, avalúos y 
de responsabilidades de los servidores 
públicos, la interpretación de esta Ley 
corresponderá a la SFP. Art. 8. LAPP

Entidades federativas

Son los estados de la Federación y la 
Ciudad de México. Art. 4. LGCG

La entidad federativa puede enten-
derse como una unidad, más o menos 
autónoma política y territorialmente, 
que compone o forma parte de una 
federación con gobierno soberano. En 
México, las entidades federativas, son 
los estados miembros que integran el 
Estado federal, a las cuales se conside-
ran como partes integrantes de la fede-
ración; estará integrado por 32 estados, 
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los cuales conservan la extensión y lími-
tes que hasta hoy han tenido.

Para distintos teóricos, la autonomía, 
o relativa soberanía, que gozan las dis-
tintas entidades federativas, es su ca-
racterística esencial. Dicha autonomía, 
se hace patente cuando se observa que 
cada entidad puede elaborar su propia 
Constitución y el o los procedimientos 
para su reforma. DUTP

Entidades federativas, coordinación 
con los gobiernos de las

El Ejecutivo Federal podrá convenir con 
los órganos constitucionales autónomos 
y los gobiernos de las entidades fede-
rativas, satisfaciendo las formalidades 
que en cada caso procedan, la coor-
dinación que se requiera a efecto de 
que estos participen en la planeación 
nacional del desarrollo; coadyuven, en 
el ámbito de sus respectivas competen-
cias, a la consecución de los objetivos 
de la planeación nacional, y para que 
las acciones a realizarse por dichas ins-
tancias se planeen de manera conjunta. 
En los casos de coordinación con los 
gobiernos de las entidades federativas 
se deberá considerar la participación 
que corresponda a los municipios. Arts. 
33-36, 40, y 42-43. LP

Entidades financieras

Son aquellas reguladas en los artícu-
los 115 de la Ley de Instituciones de 

Crédito; 87-D, 95 y 95 Bis de la Ley 
General de Organizaciones y Actividades 
Auxiliares del Crédito; 129 de la Ley de 
Uniones de Crédito; 124 de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular; 71 y 72 de 
la Ley para Regular las Actividades de 
las Sociedades Cooperativas de Ahorro 
y Préstamo; 212 de la Ley del Mercado 
de Valores; 91 de la Ley de Fondos 
de Inversión; 108 Bis de la Ley de los 
Sistemas de Ahorro para el Retiro; 492 
Ley de Instituciones de Seguros y de 
Fianzas y 58 de la Ley para Regular las 
Instituciones de Tecnología Financiera. 
Art. 3. LFPIORPI

Se entenderá como entidad financiera 
a las instituciones de crédito, institucio-
nes de seguros que ofrecen seguros de 
vida, administradoras de fondos para el 
retiro, uniones de crédito, casas de bol-
sa, sociedades financieras populares, so-
ciedades de inversión en renta variable, 
sociedades de inversión en instrumentos 
de deuda, sociedades operadoras de so-
ciedades de inversión y sociedades que 
presten servicios de distribución de ac-
ciones de sociedades de inversión.

Para ser consideradas como en-
tidades financieras, las sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo au-
torizadas para operar en los términos 
de la Ley para Regular las Actividades 
de las Sociedades Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo deberán cumplir con 
todas las obligaciones aplicables a las 
entidades financieras señaladas en el 
párrafo anterior. Art. 15-C. CFF
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Entidades financieras,  
sanciones a las

La Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores sancionará a las entidades fi-
nancieras por el incumplimiento de los 
plazos para la atención de los reque-
rimientos de información, documenta-
ción, aseguramiento, desbloqueo de 
cuentas, transferencia o situación de 
fondos formulados por las autoridades 
competentes, con una multa administra-
tiva del equivalente en moneda nacional 
de 1 hasta 15,000 veces el valor diario 
de la UMA.

Las infracciones a las disposiciones 
de carácter general en materia de pre-
vención de operaciones con recursos 
de procedencia ilícita y, en su caso, fi-
nanciamiento al terrorismo, cometidas 
por las entidades financieras, centros 
cambiarios, transmisores de dinero, so-
ciedades financieras de objeto múltiple 
no reguladas y asesores en inversio-
nes, serán sancionadas por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores con mul-
ta del 10 por ciento al 100 por ciento 
del monto del reporte de la operación 
inusual que no se hubiera enviado, del 
10 por ciento al 100 por ciento del 
monto del acto, operación o servicio 
que se realice con un cliente o usua-
rio de la que se haya informado que se 
encuentra en la lista de personas blo-
queadas conforme a las disposiciones 
señaladas anteriormente, o bien con 
multa equivalente en moneda nacional 

de 10 hasta 100,000 veces el valor 
diario de la UMA, en el caso de cual-
quier otro incumplimiento a las referidas 
disposiciones. Art. 22. LIF

Entidades fiscalizadas o 
fiscalizables

Las entidades fiscalizadas son los entes 
públicos; las entidades de interés pú-
blico distintas a los partidos políticos; 
los mandantes, mandatarios, fideico-
mitentes, fiduciarios, fideicomisarios o 
cualquier otra figura jurídica análoga, 
así como los mandatos, fondos o fidei-
comisos, públicos o privados, cuando 
hayan recibido por cualquier título, re-
cursos públicos federales o las parti-
cipaciones federales, no obstante que 
sean o no considerados entidades pa-
raestatales por la Ley Federal de las 
Entidades Paraestatales y aun cuando 
pertenezcan al sector privado o social 
y, en general, cualquier entidad, perso-
na física o moral, pública o privada, que 
haya captado, recaudado, administrado, 
manejado, ejercido, cobrado o recibido 
en pago directo o indirectamente recur-
sos públicos federales o participaciones 
federales, incluidas aquellas personas 
morales de derecho privado que tengan 
autorización para expedir recibos de-
ducibles de impuestos por donaciones 
destinadas para el cumplimiento de sus 
fines. Art. 4. LFRCF

Los Poderes de la Unión, los en-
tes públicos federales y los órganos 
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jurisdiccionales que no formen parte 
del Poder Judicial de la Federación; las 
entidades federativas, los municipios 
y los órganos político-administrativos 
de las demarcaciones territoriales de 
la Ciudad de México que administren 
o ejerzan recursos públicos federales; 
incluyendo a sus respectivas depen-
dencias y entidades paraestatales y 
paramunicipales; las entidades de in-
terés público distintas a los partidos 
políticos; los mandantes, mandata-
rios, fideicomitentes, fiduciarios, fi-
deicomisarios o cualquier otra figura 
jurídica análoga, así como los manda-
tos, fondos o fideicomisos públicos o 
privados cuando hayan recibido por 
cualquier título, recursos públicos fe-
derales, no obstante que no sean con-
siderados entidades paraestatales por 
la ley de la materia y aun cuando per-
tenezcan al sector privado o social y, 
en general, cualquier entidad, persona 
física o moral, pública o privada, que 
haya captado, recaudado, adminis-
trado, manejado o ejercido recursos 
públicos federales, incluidas aquellas 
personas morales de derecho privado 
que tengan autorización para expedir 
recibos deducibles de impuestos por 
donaciones destinadas para el cumpli-
miento de sus fines. CTLFEF

Son todas aquellas instituciones, 
entidades, personas físicas o morales, 
o cualesquier figura jurídica, que reci-
ba o ejerza recursos públicos o bien, 
tenga funciones de autoridad. En el 

caso de los Estados y los Municipios 
cuyos empréstitos cuenten con la 
garantía de la Federación, la ASF fis-
calizará el destino y ejercicio de los 
recursos que hayan realizado los go-
biernos locales. Asimismo, fiscalizará 
los recursos federales que se desti-
nen y se ejerzan por cualquier enti-
dad, persona física o moral, pública o 
privada, y los transferidos a fideico-
misos, fondos y mandatos, públicos o 
privados, o cualquier otra figura jurí-
dica, de conformidad con los proce-
dimientos establecidos en las leyes 
y sin perjuicio de la competencia de 
otras autoridades y de los derechos 
de los usuarios del sistema financiero.

Las entidades fiscalizadas a que se 
refiere el párrafo anterior deberán llevar 
el control y registro contable, patrimo-
nial y presupuestario de los recursos de 
la Federación que les sean transferidos 
y asignados, de acuerdo con los crite-
rios que establezca la Ley.

La ASF podrá solicitar y revisar, de 
manera casuística y concreta, infor-
mación de ejercicios anteriores al de 
la Cuenta Pública en revisión, sin que 
por este motivo se entienda, para todos 
los efectos legales, abierta nuevamen-
te la Cuenta Pública del ejercicio al que 
pertenece la información solicitada, ex-
clusivamente cuando el programa, pro-
yecto o la erogación, contenidos en el 
presupuesto en revisión abarque para 
su ejecución y pago diversos ejercicios 
fiscales o se trate de revisiones sobre 
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el cumplimiento de los objetivos de los 
programas federales. Las observacio-
nes y recomendaciones que, dicha ASF 
emita, sólo podrán referirse al ejercicio 
de los recursos públicos de la Cuenta 
Pública en revisión.

Sin perjuicio de lo previsto en el pá-
rrafo anterior, en las situaciones que de-
termine la Ley, derivado de denuncias, 
esa ASF, podrá revisar durante el ejerci-
cio fiscal en curso a las entidades fisca-
lizadas, así como respecto de ejercicios 
anteriores. Las entidades fiscalizadas 
proporcionarán la información que se 
solicite para la revisión, en los plazos y 
términos señalados por la Ley y, en caso 
de incumplimiento, serán aplicables las 
sanciones previstas en la misma. La 
ASF rendirá un informe específico a la 
Cámara de Diputados y, en su caso, 
promoverá las acciones que correspon-
dan ante el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, la Fiscalía Especializada 
en Combate a la Corrupción o las auto-
ridades competentes.

Para completar lo concerniente a la 
ASF y su actuación ante la Cámara de 
Diputados en relación a los informes 
individuales de auditoría que debe pre-
sentarle, conjuntamente con su Informe 
General Ejecutivo del Resultado de la 
Fiscalización Superior de la Cuenta 
Pública, se recomienda consultar la 
Fracción II del artículo 79 constitucio-
nal, o el apartado destinado a la ASF 
o a la fiscalización superior. Art. 79. 
CPEUM

Entidades no coordinadas

Son las entidades que no se encuentren 
agrupadas en los sectores coordinados 
por las dependencias. Art. 2. LFPRH

Entrega y recepción  
de archivos, procesos de

En el ámbito federal, en caso de que al-
gún sujeto obligado, se fusione, extinga 
o cambie de adscripción, el responsable 
de la transformación dispondrá lo nece-
sario para asegurar que todos los do-
cumentos de archivo y los instrumentos 
de control y consulta archivísticos sean 
trasladados a los archivos que corres-
pondan, de conformidad con esta Ley 
y demás disposiciones jurídicas aplica-
bles. En ningún caso, la entidad recep-
tora podrá modificar los instrumentos 
de control y consulta archivísticos.

Las leyes locales y los instrumentos 
jurídicos en que se sustenten los proce-
sos de transformación deberán prever 
el tratamiento que se dará a los archivos 
e instrumentos de control y consulta ar-
chivísticos de los sujetos obligados en 
el ámbito local y municipal.

Tratándose de la liquidación o extin-
ción de una entidad de la Administración 
Pública Federal será obligación del li-
quidador remitir copia del inventario do-
cumental, del fondo que se resguardará, 
al Archivo General.

Tratándose de la liquidación o ex-
tinción de un sujeto obligado de los 
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gobiernos estatales, será obligación del 
liquidador remitir copia del inventario 
de los expedientes, del fondo que se 
resguardará, a los respectivos archivos 
generales o entes especializados en 
materia de archivos a nivel local. Arts. 
18- 19. LGA

Equidad de género

Principio conforme el cual las mujeres 
y los hombres acceden con justicia e 
igualdad al uso, control y beneficio de 
los bienes, servicios, recursos y opor-
tunidades de la sociedad, así como a la 
toma de decisiones en todos los ámbi-
tos de la vida social, económica, políti-
ca, cultural y familiar. CPFM

Equilibrio presupuestal  
entre gasto e ingreso

A toda propuesta de aumento o crea-
ción de gasto del proyecto de PEF, de-
berá agregarse la iniciativa de ingreso 
distinta al financiamiento o compensar-
se con otras previsiones de gasto.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 54, no procederá pago alguno 
que no esté comprendido en el PEF o 
determinado por ley posterior; en este 
último caso primero se tendrá que apro-
bar la fuente de ingresos adicional para 
cubrir los nuevos gastos.

Las comisiones correspondientes 
del Congreso de la Unión, al elaborar 
los dictámenes respectivos, realizarán 

una valoración del impacto presupues-
tario de las iniciativas de ley o decreto.

El Ejecutivo Federal realizará una 
evaluación del impacto presupuesta-
rio de las iniciativas de ley o decreto 
que presente a la consideración del 
Congreso de la Unión. Art. 18. LFPRH

Equilibrio presupuestario en los 
años fiscales 2017 y 2018

Las disposiciones relacionadas con el 
equilibrio presupuestario y la respon-
sabilidad hacendaria de las Entidades 
Federativas a que se refiere el Capítulo 
I del Título Segundo de la LDFEFM, en-
trarán en vigor para efectos del ejercicio 
fiscal 2017, con las salvedades previs-
tas en los transitorios Quinto al Noveno. 
Cuarto Transitorio. LDFEFM

Las disposiciones relacionadas con 
el equilibrio presupuestario y la respon-
sabilidad hacendaria de los Municipios 
a que se refiere el Capítulo II del Título 
Segundo de la LDFEFM, entrarán en 
vigor para efectos del ejercicio fiscal 
2018, con las salvedades previstas en 
los transitorios Décimo Primero y los 
que apliquen de acuerdo al artículo 
21 de dicha Ley. Décimo Transitorio. 
LDFEFM

Equipo Urbano

Conjunto de instalaciones, construccio-
nes y mobiliario destinados a prestar 
servicios a la población. DTMV
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Erogaciones e ingresos 
extraordinarios en los Poderes 

Legislativo y Judicial

Los Poderes Legislativo y Judicial y los 
entes autónomos podrán autorizar ero-
gaciones adicionales a las aprobadas 
en sus respectivos presupuestos, con 
cargo a los ingresos excedentes que en 
su caso generen, siempre y cuando:

I)	 Registren ante la SHCP dichos ingre-
sos en los conceptos correspondien-
tes de la Ley de Ingresos; y

II)	 Informen a la SHCP sobre la obten-
ción y la aplicación de dichos ingre-
sos, para efectos de la integración 
de los informes trimestrales y la 
Cuenta Pública. Art. 20. LFPRH

Erogaciones  
extra-presupuestales,  

autorización de

El Ejecutivo Federal, por conducto de la 
SHCP, podrá autorizar erogaciones adi-
cionales a las aprobadas en el PEF, con 
cargo a los excedentes que, resulten de 
los ingresos autorizados en la LIF o de 
excedentes de ingresos propios de las 
entidades, conforme a lo que establece 
el presente artículo. Art. 19. LFPRH

Erogaciones plurianuales

Podrá autorizar la Cámara de Diputados 
en el PEF correspondiente, las ero- 

gaciones plurianuales para aquellos 
proyectos de inversión en infraestruc-
tura, mismas que deberán incluirse 
en los subsecuentes Presupuestos de 
Egresos. Art. 74. CPEUM

Escala de necesidades

Debe abordar a todo lo referente pro-
ducción, demanda y precio de los artí-
culos. Se dice que en economía se toma 
al hombre tal cual es y actúa y que no se 
puede partir de suposiciones de cómo 
debería ser en forma perfecta. GTE

Escasez

Fenómeno económico que se presenta 
cuando la oferta de una mercancía es 
inferior a la demanda. GTE

Escisión de sociedades

Es la transmisión de la totalidad o parte 
de los activos, pasivos y capital de una 
sociedad residente en el país, a la cual 
se le denominará escindente, a otra u 
otras sociedades residentes en el país 
que se crean expresamente para ello, 
denominadas escindidas. Art. 15-A. 
CFF

Esclavitud

Está prohibida la esclavitud en los 
Estados Unidos Mexicanos. Los escla- 
vos del extranjero que entren al territorio 
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nacional alcanzarán, por este solo he-
cho, su libertad y la protección de las 
leyes. Art. 1. CPEUM

Escrito del recurso  
sobre seguridad nacional

El Consejero Jurídico del Gobierno 
Federal deberá señalar la resolución 
que se impugna, los fundamentos y 
motivos por los cuales considera que se 
pone en peligro la seguridad nacional, 
así como los elementos de prueba ne-
cesarios. Art. 190. LGTAIP

Espacios públicos

Espacio geográfico reservado para la 
convivencia y recreación de la población 
en general. CPFM

Especular

Se entiende como el acto de obtener 
una utilidad exagerada mediante cierta 
operación artificiosa. GTE

Estabilidad de precios

Situación en que no se alteran los pre-
cios de los bienes o servicios o se alte-
ran en forma moderada. GTE

Estado de Derecho

Una de las bases del Estado moder-
no es el reconocimiento político de los 

derechos de los gobernados. Todo ser 
humano es libre e igual ante los demás y 
nadie puede atentar contra su persona o 
sus bienes. Se trata, pues, de un Estado 
que reconoce los límites marcados por 
esos derechos; tal reconocimiento de las 
formas y de los límites de la autoridad es 
el acuerdo fundamental por el que se de-
ben construir las comunidades políticas. 
Con este acuerdo tácito quedan estable-
cidas las fronteras de las relaciones entre 
gobernantes y gobernados.

La concepción del Estado limitado 
es conocida como Estado de derecho, 
en el cual el poder público es ejercido a 
partir de preceptos normativos genera-
les y circunscritos a las leyes que deri-
van de aquéllos. La idea de un Estado de 
derecho incluye la recuperación de los 
derechos humanos para su formulación 
jurídica, lo que lleva inmerso el compro-
miso del poder público de reconocerlos 
como acotamiento de su propio actuar. 
Es entonces un Estado de derecho 
aquel que, impedido constitucionalmen-
te para ejercer arbitrariamente el poder 
en contra de sus gobernados, se erige 
por y para la sociedad en su conjunto. 
Un Estado como el descrito representa 
el compromiso de equilibrar la relación 
entre el poder público y la libertad indi-
vidual. DUTP

Estancias infantiles

Es un sito enfocado al cuidado y la aten-
ción infantil. CPFM
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Estatuto

En el Diccionario de Términos Consti- 
tucionales y Parlamentarios, publicado 
en la India en 1991, se expresa que el 
estatuto “es una ley aprobada por un 
cuerpo legislativo y promulgada en un 
documento formal; una ley o decreto de 
una autoridad legislativa” y que en su 
significado original fue empleada como 
sinónimo de Act of  Parliament.

Los estatutos son la manifestación 
de la autonomía de los entes jurídicos 
y contienen las normas fundamentales 
sobre organización de los mismos, re-
gulando los derechos y deberes de sus 
componentes. DUTP

Estimaciones de obras ejecutadas

Precio de los trabajos ejecutados por 
un contratista en determinado periodo 
de tiempo, de los conceptos de trabajo 
pactados en el contrato. MERAPM

Las estimaciones de los trabajos 
ejecutados se deberán formular con 
una periodicidad no mayor de un mes. 
El contratista deberá presentarlas a 
la residencia de obra para el pago de 
las estimaciones que hubiere fijado la 
dependencia o entidad en el contrato, 
acompañadas de la documentación que 
acredite la procedencia de su pago; y 
atender los lapsos y requisitos que se-
ñala este artículo y el siguiente.

Las dependencias y entidades reali-
zarán preferentemente, el pago a con- 

tratistas a través de medios de comuni-
cación electrónica.

En los proyectos de infraestructu-
ra productiva de largo plazo, la forma 
de estimar los trabajos y los plazos 
para su pago, deberán establecerse 
en las bases de licitación y en el con-
trato correspondiente. Arts. 54-55. 
LOPSRM

Estímulo fiscal

Conjunto de medidas económicas ofi-
ciales tendientes a promover la produc-
ción de diversas ramas industriales, o 
bien, las exportaciones. GTE

Estímulos fiscales en el año

Durante el ejercicio fiscal de 2018, se 
estará a lo que dispone el artículo 16 
de la Ley, en materia tanto de estímulos 
fiscales como de exenciones, para lo 
cual los contribuyentes deben de aten-
der y cumplir lo señalado en el precepto 
antes destacado.

Se faculta al SAT para emitir las re-
glas generales que sean necesarias 
para la aplicación del contenido previsto 
en este artículo. Art. 16. LIF

Los estímulos fiscales y las facili-
dades administrativas que prevea la 
Iniciativa de LIF para el Ejercicio Fiscal 
de 2019 se otorgarán con base en cri-
terios de eficiencia económica, no dis-
criminación, temporalidad definida y 
progresividad.
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Para el otorgamiento de los estímu-
los fiscales deberá tomarse en cuenta 
si los objetivos pretendidos pudiesen 
alcanzarse de mejor manera con la 
política de gasto. Los costos para las 
finanzas públicas de las facilidades ad-
ministrativas y los estímulos fiscales 
se especificarán en el Presupuesto de 
Gastos Fiscales. Art. 30. LIF

Estímulos fiscales  
para personas físicas en la LIF

Los contribuyentes personas físicas 
que opten por tributar en el Régimen 
de Incorporación Fiscal, previsto en la 
Sección II del Capítulo II del Título IV 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
y cumplan con las obligaciones que se 
establecen en dicho régimen durante el 
periodo que permanezcan en el mismo, 
por las actividades que realicen con el 
público en general, podrán optar por 
pagar el impuesto al valor agregado y 
el impuesto especial sobre producción 
y servicios que, en su caso, corres-
ponda a las actividades mencionadas, 
mediante la aplicación del esquema de 
estímulos previsto en este numeral. Art. 
23. LIF

Estímulos fiscales, acreditación de

Los contribuyentes obligados a pagar 
mediante declaración periódica podrán 
acreditar el importe de los estímulos 
fiscales a que tengan derecho, contra 

las cantidades que están obligados a 
pagar, siempre que presenten aviso 
ante las autoridades competentes en 
materia de estímulos fiscales y, en su 
caso, cumplan con los demás requi-
sitos formales que se establezcan en 
las disposiciones que otorguen los 
estímulos, inclusive el de presentar 
certificados de promoción fiscal o de 
devolución de impuestos. Los contribu-
yentes podrán acreditar el importe de 
los estímulos a que tengan derecho, en 
un plazo de cinco años para presentar 
la declaración del ejercicio en que na-
ció el derecho a obtener el estímulo. 
Art. 25. CFF

Estrados electrónicos

Mecanismo mediante el cual se publi-
can los avisos de las resoluciones en el 
portal de la Cámara de Diputados con 
lo que se notifica legalmente al solici-
tante. CTLFEF

Estrategia Integral de Asistencia 
Social Alimentaria

Estrategia de Coordinación entre el 
Sistema Nacional DIF y los Sistemas 
Estatales DIF orientada establecer la 
línea operativa de los programas ali-
mentarios a nivel nacional mediante 
esquemas de calidad nutricional, ac-
ciones de orientación alimentaria, ase-
guramiento de la calidad alimentaria y 
producción de alimentos. CPFM
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Estrategia Nacional  
de Seguridad Pública

En el primer año de su mandato, en 
la apertura del segundo periodo de 
sesiones ordinarias del Congreso, el 
Presidente de la República presentará 
ante la Cámara de Senadores, para su 
aprobación, la Estrategia Nacional de 
Seguridad Pública e informará anual-
mente sobre el estado que guarde. Art. 
69. CPEUM

Estructura programática

Es el conjunto de categorías y elemen-
tos programáticos ordenados en forma 
coherente, el cual define las acciones 
que efectúan los ejecutores de gasto 
para alcanzar sus objetivos y metas de 
acuerdo con las políticas definidas en el 
PND y en los programas y presupues-
tos, así como ordena y clasifica las ac-
ciones de los ejecutores de gasto para 
delimitar la aplicación del gasto y per-
mite conocer el rendimiento esperado 
de la utilización de los recursos públi-
cos. Art. 2. LFPRH

Estudio actuarial de las pensiones a 
cargo de Estados y Municipios

El estudio referido deberá actualizarse 
cada tres años para las entidades fede-
rativas y cada cuatro, para los munici-
pios. Deberá incluir la población afiliada, 
la edad promedio, las características 

de las prestaciones otorgadas por la 
ley aplicable, el monto de reservas de 
pensiones, así como el periodo de su-
ficiencia y el balance actuarial en valor 
presente. Art. 5 y 18. LDFEFM

Estudio de ingreso-gasto y la LIF

Con el propósito de coadyuvar a cono-
cer los efectos de la política fiscal en 
el ingreso de los distintos grupos de la 
población, la SHCP deberá realizar un 
estudio de ingreso-gasto con base en la 
información estadística disponible que 
muestre por decil de ingreso de las fa-
milias su contribución en los distintos 
impuestos y derechos que aporte, así 
como los bienes y servicios públicos 
que reciben con recursos federales, es-
tatales y municipales.

La realización del estudio referi-
do será responsabilidad de la SHCP y 
deberá ser entregado a las comisio-
nes de Hacienda y Crédito Público y 
de Presupuesto y Cuenta Pública de la 
Cámara de Diputados y publicado en la 
página de internet de dicha Secretaría, 
a más tardar el 15 de marzo de 2018. 
Art. 29. LIF

Estudios de factibilidad o costo 
beneficio para una adquisición

Las dependencias y entidades, pre-
viamente al arrendamiento de bienes 
muebles, deberán realizar los estudios 
de factibilidad a efecto de determinar 
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la conveniencia para su adquisición, 
mediante arrendamiento con opción a 
compra. Art. 12. LAASSP

Para determinar la conveniencia 
de la adquisición de bienes muebles 
usados o reconstruidos, las depen-
dencias y entidades deberán realizar 
un estudio de costo beneficio, con 
el que se demuestre la conveniencia 
de su adquisición comparativamente 
con bienes nuevos. Deberá efectuar-
se mediante avalúo expedido dentro 
de los seis meses previos, cuando el 
bien tenga un valor superior a cien 
mil veces el salario mínimo general vi-
gente en la Ciudad de México, el cual 
deberá integrarse al expediente de la 
contratación respectiva. Art. 12- Bis. 
LAASSP

Evaluación de impacto en el 
resultado de la fiscalización

Conjunto de herramientas cuantitati-
vas, construidas mediante el diseño de 
modelos estadísticos y desarrollo de 
bases de datos, que permiten generar 
indicadores de evaluación del desem-
peño de la fiscalización superior. Mide 
el costo financiero implícito de la ac-
tuación de la entidad de fiscalización 
en la práctica de su programa anual 
de auditorías y, al propio tiempo, se 
aproxima a determinar el impacto eco-
nómico y financiero de la fiscalización 
en los programas y políticas sujetas a 
revisión. CTLFEF

Evaluación de resultados en la 
inversión de recursos públicos

Los recursos económicos de que dis-
pongan la Federación, las entidades 
federativas, los Municipios y las demar-
caciones territoriales de la Ciudad de 
México, se administrarán con eficiencia, 
eficacia, economía, transparencia y hon-
radez para satisfacer los objetivos a los 
que estén destinados.

Los resultados del ejercicio de dichos 
recursos serán evaluados por las instan-
cias técnicas que establezcan, respecti-
vamente, la Federación y las entidades 
federativas, con el objeto de propiciar 
que los recursos económicos se asig-
nen en los respectivos presupuestos en 
los términos del párrafo precedente. Lo 
anterior, sin menoscabo de lo dispues-
to en los artículos 26, Apartado C, 74, 
fracción VI y 79 de esta Constitución.

El manejo de recursos económicos 
federales por parte de las entidades 
federativas, los municipios y las demar-
caciones territoriales de la Ciudad de 
México, se sujetará a las bases de este 
artículo y a las leyes reglamentarias. La 
evaluación sobre el ejercicio de dichos 
recursos se realizará por las instancias 
técnicas de las entidades federativas a 
que se refiere el párrafo segundo de 
este artículo.

Los servidores públicos serán res-
ponsables del cumplimiento de estas 
bases en los términos del Título Cuarto 
de esta Constitución.
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Los servidores públicos de la 
Federación, las entidades federativas, los 
Municipios y las demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México, tienen en 
todo tiempo la obligación de aplicar con 
imparcialidad los recursos públicos que 
están bajo su responsabilidad, sin influir 
en la equidad de la competencia entre 
los partidos políticos. Art. 134. CPEUM

Evaluación del desempeño  
de la fiscalización

Procedimiento a través del cual se di-
señan herramientas cuantitativas y cua-
litativas para determinar el grado de 
cumplimiento de los objetivos del órgano 
de fiscalización superior. Los indicadores 
de desempeño, estratégicos y de gestión, 
permiten evaluar los resultados del Plan 
Estratégico y programas anuales de la 
entidad de fiscalización, en un horizonte 
de corto y largo plazo. La evaluación del 
desempeño, también hace posible deter-
minar el impacto de la función de fiscali-
zación en la política de transparencia del 
gobierno federal, al revisar los resultados 
de la ejecución del gasto público en pro-
gramas y políticas con una elevada expo-
sición al riesgo. CTLFEF

Evaluación del desempeño  
de programas presupuestarios  

y el PEF

La evaluación de los programas presu-
puestarios a cargo de las dependencias 

y entidades, derivados del sistema de 
planeación democrática del desarrollo 
nacional, se sujetará a lo establecido 
en la LFPRH, a los lineamientos emi-
tidos por la SHCP y el CONEVAL, y a 
las demás disposiciones aplicables, y 
se llevará a cabo en los términos del 
Programa Anual de Evaluación, que 
emitan, de manera conjunta, dichas 
instituciones.

Las dependencias y entidades res-
ponsables de los programas, deberán 
observar lo destacado en el artículo 27 
del PEF, entre las que destaca la actua-
lización de las matrices de indicadores 
para resultados de los programas presu-
puestarios que atenderán a los objetivos 
derivados de los programas sectoriales y 
metas derivadas del PND 2013-2018, 
las Reglas de Operación de los progra-
mas y atender el procedimiento descrito 
en el Manual de Operación del Sistema 
Integral de Información de Padrones 
de Programas Gubernamentales. Dicha 
información será publicada por las de-
pendencias, entidades y la SFP en sus 
respectivas páginas de internet.

Las entidades federativas, munici-
pios y demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, a más tardar a los 
20 días naturales posteriores al término 
del segundo trimestre de 2018, debe-
rán enviar, en los términos que esta-
blezca la SHCP y mediante el sistema 
al que hace referencia el artículo 85 de 
la LFPRH, informes definitivos sobre el 
ejercicio, destino, resultados y, en su 
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caso, reintegros, de los recursos fede-
rales que les fueron transferidos duran-
te 2017. Lo anterior, sin perjuicio de la 
información que deben reportar al fina-
lizar cada trimestre de 2018.

La SHCP deberá incluir en el segun-
do Informe Trimestral la información de-
finitiva anual a que hace referencia el 
párrafo anterior.

Las entidades federativas, munici-
pios y demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México serán responsables 
de la información de su competencia 
que se entregue a la SHCP, incluyendo 
su veracidad y calidad. Art. 27. PEF

Evaluación económica  
de ingresos, egresos  

y desempeño, en el cumplimiento 
de objetivos y metas

La SHCP realizará trimestralmente la 
evaluación económica de los ingresos 
y egresos en función de los calendarios 
de presupuesto de las dependencias y 
entidades. Las metas de los programas 
aprobados serán analizadas y evalua-
das por las Comisiones Ordinarias de la 
Cámara de Diputados.

Para efectos del párrafo anterior, el 
Ejecutivo Federal enviará trimestralmen-
te a la Cámara de Diputados la informa-
ción necesaria.

El CONEVAL coordinará las evalua-
ciones en materia de desarrollo social 
en términos de lo dispuesto en la LGDS 
y lo dispuesto en esta LFPRH.

La evaluación del desempeño se 
realizará a través de la verificación del 
grado de cumplimiento de objetivos y 
metas, con base en indicadores estra-
tégicos y de gestión que permitan co-
nocer los resultados de la aplicación de 
los recursos públicos federales. Para tal 
efecto, las instancias públicas a cargo 
de la evaluación del desempeño se su-
jetarán al procedimiento detallado en el 
presente artículo. Art. 110. LFPRH

La SHCP verificará periódicamente, 
al menos cada trimestre, los resultados 
de recaudación y de ejecución de los 
programas y presupuestos de las de-
pendencias y entidades, con base en el 
sistema de evaluación del desempeño, 
entre otros, para identificar la eficiencia, 
economía, eficacia, y la calidad en la APF 
y el impacto social del ejercicio del gas-
to público, así como aplicar las medidas 
conducentes. Igual obligación y para los 
mismos fines, tendrán las dependencias, 
respecto de sus entidades coordinadas.

El sistema de evaluación del desem-
peño incorporará indicadores para eva-
luar los resultados presentados en los 
informes trimestrales, enfatizando en la 
calidad de los bienes y servicios públi-
cos, la satisfacción del ciudadano y el 
cumplimiento de los criterios estableci-
dos en el párrafo segundo del artículo 
1 de esta LFPRH. La SHCP emitirá las 
disposiciones para la aplicación y eva-
luación de los indicadores estratégicos 
en las dependencias y entidades. Los 
Poderes Legislativo y Judicial y los entes 
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autónomos emitirán sus respectivas dis-
posiciones por conducto de sus unida-
des de administración.

En la elaboración de los anteproyec-
tos de presupuesto a los que se refiere 
el artículo 25 de esta LFPRH, las de-
pendencias y entidades deberán con-
siderar los indicadores del sistema de 
evaluación de desempeño, mismos que 
formarán parte del PEF e incorporarán 
sus resultados en la Cuenta Pública, ex-
plicando en forma detallada las causas 
de las variaciones y su correspondiente 
efecto económico.

El sistema de evaluación del des-
empeño deberá incorporar indicadores 
específicos que permitan evaluar la in-
cidencia de los programas presupues-
tarios en la igualdad entre mujeres y 
hombres, la erradicación de la violencia 
de género y de cualquier forma de dis-
criminación de género.

Los resultados a los que se refiere 
este artículo deberán ser considerados 
para efectos de la programación, presu-
puestación y ejercicio de los recursos. 
Art. 111. LFPRH

Evasión fiscal y la LIF,  
estudios sobre la

En el ejercicio fiscal de 2018, la SHCP 
a través del SAT deberá publicar estu-
dios sobre la evasión fiscal en México. 
En la elaboración de dichos estu-
dios deberán participar instituciones 
académicas de prestigio en el país, 

instituciones académicas extranjeras, 
centros de investigación, organismos o 
instituciones nacionales o internaciona-
les que se dediquen a la investigación 
o que sean especialistas en la materia. 
Sus resultados deberán darse a cono-
cer a las Comisiones de Hacienda y 
Crédito Público de ambas Cámaras del 
Congreso de la Unión, a más tardar 35 
días después de terminado el ejercicio 
fiscal de 2018. Art. Décimo Tercero 
Transitorio. LIF

Exhortos y requisitorias

Cuando tengan que practicarse actos 
procesales fuera del ámbito territorial 
del Órgano jurisdiccional que conozca 
del asunto, éste solicitará su cumpli-
miento por medio de exhorto, si la auto-
ridad requerida es de la misma jerarquía 
que la requirente, o por medio de requi-
sitoria, si ésta es inferior. La comunica-
ción que deba hacerse a autoridades no 
judiciales se hará por cualquier medio 
de comunicación expedito y seguro que 
garantice su autenticidad, siendo apli-
cable en lo conducente lo previsto en el 
artículo siguiente. Arts. 75-80. CNPP

Expediente

Unidad documental constituida por uno 
o varios documentos de archivo, ordena-
dos y relacionados por un mismo asunto, 
actividad o trámite de los sujetos obliga-
dos. Art. 4. LFA y Art. 3. LGTAIP
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Expediente de presunta 
responsabilidad administrativa

El expediente derivado de la investiga-
ción que las Autoridades Investigadoras 
realizan, al tener conocimiento de un 
acto u omisión posiblemente constitu-
tivo de faltas administrativas. Art. 2. 
LGRA

Expediente técnico

Carpeta que integra el proyecto solici-
tante, así como la documentación re-
querida para la elegibilidad, la cual es 
indicada dentro de los lineamientos o 
reglas de operación del programa de 
que se trate. CPFM

Exposición de motivos

En derecho parlamentario, la exposición 
de motivos es, como dice Gil Robles y 
Pérez Serrano: “La parte no normativa 
que precede a un proyecto o proposi-
ción de ley en la que se explican las 
razones que han movido a su autor a le-
gislar sobre una determinada materia o a 
cambiar la normativa ya existente sobre 
la misma.” En la práctica parlamentaria, 
se considera en términos generales a 
esta parte introductoria, conocida como 
exposición de motivos, como no discu-
tible ni enmendable, dado el carácter no 
normativo que se le atribuye.

Cabanellas, considera que la exposi-
ción de motivos “es la parte preliminar 

de una ley, reglamento o decreto, donde 
se razonan en forma doctrinal y técnica 
los fundamentos del texto legal que se 
promulga y la necesidad de la innova-
ción o de la reforma. Constituye ésta 
una característica de la legislación mo-
derna (...)”.

La exposición de motivos, no consti-
tuye parte integrante del texto de la ley, 
por lo cual las consideraciones que lo 
forman no tienen fuerza de ley ni pro-
ducen obligación alguna.

La exposición de motivos es vista 
como una parte fundamental de las le-
yes, que mucho ayuda a interpretar y 
desentrañar las razones que llevaron 
a los legisladores a la presentación y 
aprobación de las mismas. De ahí que 
resulte una fuente obligada de consulta 
para quienes desean conocer la inten-
ción del legislador y la finalidad que se 
persigue con la creación de las normas 
jurídicas. DUTP

Expropiación

La Nación tendrá en todo tiempo el de-
recho de imponer a la propiedad priva-
da las modalidades que dicte el interés 
público, así como el de regular, en be-
neficio social, el aprovechamiento de 
los elementos naturales susceptibles 
de apropiación, con objeto de hacer 
una distribución equitativa de la rique-
za pública, cuidar de su conservación, 
lograr el desarrollo equilibrado del país 
y el mejoramiento de las condiciones 
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de vida de la población rural y urbana. 
Sin embargo, las expropiaciones sólo 
podrán hacerse por causa de utilidad 
pública y mediante indemnización, con-
virtiéndose un bien privado en un activo 
público con determinado fin.

Las leyes de la Federación y de las 
entidades federativas en sus respectivas 
jurisdicciones, determinarán los casos en 
que sea de utilidad pública la ocupación 
de la propiedad privada, y de acuerdo 
con dichas leyes la autoridad administra-
tiva hará la declaración correspondiente. 
El precio que se fijará como indemniza-
ción a la cosa expropiada, se basará en 
la cantidad que como valor fiscal de ella 
figure en las oficinas catastrales o recau-
dadoras, ya sea que este valor haya sido 
manifestado por el propietario o simple-
mente aceptado por él de un modo táci-
to por haber pagado sus contribuciones 
con esta base. El exceso de valor o el 
demérito que haya tenido la propiedad 
particular por las mejoras o deterioros 
ocurridos con posterioridad a la fecha de 
la asignación del valor fiscal, será lo úni-
co que deberá quedar sujeto a juicio pe-
ricial y a resolución judicial. Esto mismo 
se observará cuando se trate de objetos 
cuyo valor no esté fijado en las oficinas 
rentísticas. Art. 27. CPEUM

Extinción de la acción  
penal, causas de

La pretensión punitiva y la potestad 
para ejecutar las penas y medidas de 

seguridad se extinguirán por las si-
guientes causas:

I)	 Cumplimiento de la pena o medida 
de seguridad;

II)	 Muerte del acusado o sentenciado;
III)	 Reconocimiento de inocencia del 

sentenciado o anulación de la sen- 
tencia;

IV)	 Perdón de la persona ofendida en 
los delitos de querella;

V)	 Indulto;
VI)	 Amnistía;
VII)	Prescripción;
VIII)	Supresión del tipo penal;
IX)	 Existencia de una sentencia ante-

rior dictada en proceso instaurado 
por los mismos hechos; o

X)	 El cumplimiento del criterio de 
oportunidad o la solución alterna 
correspondiente. Art. 485. CNPP

Procederá cuando después de dic-
tada la sentencia aparezcan pruebas de 
las que se desprenda, en forma plena, 
que no existió el delito por el que se 
dictó la condena o que, existiendo éste, 
el sentenciado no participó en su co-
misión, o bien cuando se desacrediten 
formalmente, en sentencia irrevocable, 
las pruebas en las que se fundó la con-
dena. Art. 486. CNPP

La anulación de la sentencia ejecutoria 
procederá en los casos y situaciones des-
critas en este artículo. Art. 487. CNPP

En caso de que se dicte reconoci-
miento de inocencia, en ella misma se 
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resolverá de oficio sobre la indemniza-
ción que proceda en términos de las 
disposiciones aplicables. La indemniza-
ción sólo podrá acordarse a favor del 
beneficiario o de sus herederos, según 
el caso. Art. 490. CNPP

Extinción del crédito fiscal  
por prescripción

El crédito fiscal se extingue por pres-
cripción en el término de cinco años. 
El término de la prescripción se inicia a 
partir de la fecha en que el pago pudo 
ser legalmente exigido y se podrá opo-
ner como excepción en los recursos 
administrativos o a través del juicio con-
tencioso administrativo. El término para 
que se consuma la prescripción se inte-
rrumpe con cada gestión de cobro que 
el acreedor notifique o haga saber al 
deudor o por el reconocimiento expre-
so o tácito de éste respecto de la exis-
tencia del crédito. Se considera gestión 
de cobro cualquier actuación de la au-
toridad dentro del procedimiento admi-
nistrativo de ejecución, siempre que se 
haga del conocimiento del deudor.

Cuando se suspenda el procedi-
miento administrativo de ejecución en 
los términos del artículo 144 de este 
Código, también se suspenderá el plazo 
de la prescripción.

Asimismo, se suspenderá el plazo a 
que se refiere este artículo cuando el 
contribuyente hubiera desocupado su 
domicilio fiscal sin haber presentado 

el aviso de cambio correspondiente o 
cuando hubiere señalado de manera in-
correcta su domicilio fiscal.

El plazo para que se configure la 
prescripción, en ningún caso, incluyen-
do cuando este se haya interrumpido, 
podrá exceder de diez años contados 
a partir de que el crédito fiscal pudo 
ser legalmente exigido. En dicho plazo 
no se computarán los periodos en los 
que se encontraba suspendido por las 
causas previstas en este artículo.

La declaratoria de prescripción de los 
créditos fiscales podrá realizarse de ofi-
cio por la autoridad recaudadora o a pe-
tición del contribuyente. Art. 146. CFF

Extorsión

Al que sin derecho obligue a otro a dar, 
hacer, dejar de hacer o tolerar algo, ob-
teniendo un lucro para sí o para otro o 
causando a alguien un perjuicio patri-
monial, se le aplicarán de dos a ocho 
años de prisión y de cuarenta a ciento 
sesenta días multa.

Las penas se aumentarán hasta un 
tanto más si el constreñimiento se reali-
za por una asociación delictuosa, o por 
servidor público o ex-servidor público, 
o por miembro o ex-miembro de algu-
na corporación policial o de las Fuerzas 
Armadas Mexicanas. En este caso, se 
impondrá además al servidor o ex-servi-
dor público y al miembro o ex-miembro 
de alguna corporación policial, la desti-
tución del empleo, cargo o comisión y la 
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inhabilitación de uno a cinco años para 
desempeñar cargo o comisión público, 
y si se tratare de un miembro de las 
Fuerzas Armadas Mexicanas en situa-
ción de retiro, de reserva o en activo, 

la baja definitiva de la Fuerza Armada 
a que pertenezca y se le inhabilitará 
de uno a cinco años para desempeñar 
cargos o comisión públicos. Art. 390. 
CPF





F
fo

od
an

dt
ra

ve
l.m

x/
m

ex
ic

o-
pa

is
-p

al
ac

io
s/

Palacio de Veracruz



El éxito no es el final. 
El fracaso no es la ruina. 

El coraje de continuar, es lo que cuenta.
	    		  Winston Churchill
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Facilidades administrativas  
y beneficios fiscales

En los casos de prórroga para el pago de 
créditos fiscales se causarán recargos, en 
la proporción que señala el artículo 8 de 
la LIF que van del 0.98% hasta 1.82% 
mensual en plazos. Arts. 8-9.LIF

Para establecer el monto de los apro-
vechamientos se tomarán en considera-
ción criterios de eficiencia económica y 
de saneamiento financiero y, en su caso, 
atender lo previsto en el artículo 10 de 
la Ley.

Durante el ejercicio fiscal de 2018, 
la SHCP, mediante resoluciones de ca-
rácter particular, aprobará los montos 
de los aprovechamientos que cobren las 
dependencias de la APF, salvo cuando 
su determinación y cobro se encuentre 
previsto en otras leyes. Para tal efecto 
se estará a lo que señala el presente 
artículo. Art. 10. LIF

El Ejecutivo Federal, por conducto de 
la SHCP, queda autorizado para fijar o mo-
dificar, mediante resoluciones de carácter 

particular, las cuotas de los productos 
que pretendan cobrar las dependencias 
durante el ejercicio fiscal de 2018, aun 
cuando su cobro se encuentre previsto 
en otras leyes y, en su caso, autorizará el 
destino específico para los productos que 
perciba la dependencia correspondiente.

Para los efectos del párrafo anterior, 
se estará a lo que señala el presente 
artículo. Art. 11. LIF

Factibilidad de obra

Es la resolución que emite la dependen-
cia normativa correspondiente, cuando 
es posible llevar a cabo la ejecución de 
la obra. MERAPM; COLRF

Factores de producción

Tierra, capital, empresa y trabajo. GTE

Facultad

Poder, derecho para hacer alguna cosa. 
Aptitud o legitimación que se concede 

F
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a una persona física (funcionario o em-
pleado público) para actuar según la 
competencia del órgano por cuenta del 
cual externa su voluntad. Es, pues, la 
posibilidad legal que posee un servidor 
público de realizar los actos de compe-
tencia de un ente estatal. DDAB

Facultad de abstención  
y deber de guardar secreto

Podrán abstenerse de declarar el tutor, 
curador, pupilo, cónyuge, concubina o 
concubinario, conviviente del imputado, 
la persona que hubiere vivido de forma 
permanente con el imputado durante por 
lo menos dos años anteriores al hecho, 
sus parientes por consanguinidad en la 
línea recta ascendente o descendente 
hasta el cuarto grado y en la colateral por 
consanguinidad hasta el segundo grado 
inclusive, salvo que fueran denunciantes.

Deberá informarse a las personas 
mencionadas de la facultad de absten-
ción antes de declarar, pero si aceptan 
rendir testimonio no podrán negarse a 
contestar las preguntas formuladas. Art. 
361. CNPP

Es inadmisible el testimonio de per-
sonas que respecto del objeto de su 
declaración, tengan el deber de guardar 
secreto con motivo del conocimiento 
que tengan de los hechos en razón del 
oficio o profesión, tales como ministros 
religiosos, abogados, visitadores de de-
rechos humanos, médicos, psicólogos, 
farmacéuticos y enfermeros, así como los 

funcionarios públicos sobre información 
que no es susceptible de divulgación se-
gún las leyes de la materia. No obstante, 
estas personas no podrán negar su testi-
monio cuando sean liberadas por el inte-
resado del deber de guardar secreto.

En caso de ser citadas, deberán com-
parecer y explicar el motivo del cual sur-
ge la obligación de guardar secreto y de 
abstenerse de declarar. Art. 362. CNPP

Facultades constitucionales 
reservadas a las entidades 

federativas

Las facultades que no están expresa-
mente concedidas por esta Constitución 
a los funcionarios federales, se entien-
den reservadas a los Estados o a la 
Ciudad de México, en los ámbitos de 
sus respectivas competencias. Art. 
124. CPEUM

Facultades de la SHCP  
según la LFDP

Corresponde al Ejecutivo Federal, por 
conducto de la SHCP, realizar las atribu-
ciones que le señala los artículos pre-
sentes. Arts. 4-8. LFDP

Facultades de las  
autoridades fiscales

Las autoridades fiscales para el mejor 
cumplimiento de sus facultades, estarán 
a lo siguiente:
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I)	 Proporcionarán asistencia gratuita a 
los contribuyentes;

II)	 Establecerán Programas de Preven- 
ción y Resolución de Problemas del 
Contribuyente, a fin de que los con-
tribuyentes designen síndicos que 
los representen ante las autoridades 
fiscales, quienes podrán solicitar opi-
niones o recomendaciones a las au-
toridades fiscales; y

III)	La autoridad fiscal, para el mejor 
ejercicio de sus facultades y las de 
asistencia al contribuyente, podrá 
generar la clave de RFC con base en 
la información de la Clave Única de 
Registro de Población; podrá reali-
zar recorridos, invitaciones y censos 
para informar y asesorar a los con-
tribuyentes acerca del exacto cum-
plimiento de sus obligaciones. Art. 
33. CFF

Falsedad en declaraciones 
judiciales e informes  

dados a una autoridad

Se impondrán de cuatro a ocho años 
de prisión y de cien a trescientos días 
de multa:

I)	 Al que interrogado por alguna autori-
dad pública distinta de la judicial en 
ejercicio de sus funciones o con mo-
tivo de ellas, faltare a la verdad;

...
III)	Al que soborne a un testigo, a un 

perito o a un intérprete, para que 

se produzca con falsedad en juicio 
o los obligue o comprometa a ello 
intimándolos o de otro modo;

IV)	Al que, con arreglo a derecho, con 
cualquier carácter excepto el de tes-
tigo, sea examinado y faltare a la 
verdad en perjuicio de otro, negan-
do ser suya la firma con que hubiere 
suscrito el documento o afirmando 
un hecho falso o alternando o ne-
gando uno verdadero, o sus circuns-
tancias sustanciales; y

V)	Al que en juicio de amparo rinda in-
formes como autoridad responsable, 
en los que afirmare una falsedad o 
negare la verdad en todo o en parte. 
Art. 247. CPF

Falta  
de particulares

Son los actos de personas físicas o mo-
rales privadas que estén vinculados con 
faltas administrativas graves a que se 
refieren los Capítulos III y IV del Título 
Tercero de esta Ley, cuya sanción co-
rresponde al Tribunal en los términos de 
la misma. Art. 3. LGRA

Faltas  
administrativas

Son las faltas administrativas graves, 
las faltas administrativas no graves; así 
como las faltas de particulares, confor-
me a lo dispuesto en esta Ley. Art. 2. 
LGRA
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Faltas administrativas graves  
de servidores públicos  

y de particulares

Los actos de particulares previstos en 
el presente Capítulo se consideran vin-
culados a faltas administrativas graves, 
por lo que su comisión será sancionada 
en términos de esta Ley. Art. 65. LGRA

Incurrirá en soborno el particular que 
prometa, ofrezca o entregue cualquier 
beneficio indebido a que se refiere el 
artículo 52 de esta Ley a uno o varios 
servidores públicos, directamente o a 
través de terceros, a cambio de que rea-
licen o se abstengan de realizar un acto 
relacionado con sus funciones o con las 
de otro servidor público, o bien, abusen 
de su influencia real o supuesta, con el 
propósito de obtener o mantener, para 
sí mismo o para un tercero, un benefi-
cio o ventaja, con independencia de la 
aceptación o recepción del beneficio o 
del resultado obtenido. Art. 66. LGRA

Incurrirá en participación ilícita en 
procedimientos administrativos el parti-
cular que realice actos u omisiones para 
participar en los mismos sean federales, 
locales o municipales, no obstante que 
por disposición de ley o resolución de 
autoridad competente, se encuentren 
impedido o inhabilitado para ello.

También se considera participación 
ilícita en procedimientos administrati-
vos, cuando un particular intervenga en 
nombre propio pero en interés de otra 
u otras personas que se encuentren 

impedidas o inhabilitadas para partici-
par en procedimientos administrativos 
federales, locales o municipales, con 
la finalidad de que ésta o éstas últi-
mas obtengan, total o parcialmente, los 
beneficios derivados de dichos proce-
dimientos. Ambos particulares serán 
sancionados en términos de esta Ley. 
Art. 67. LGRA

Incurrirá en tráfico de influencias 
para inducir a la autoridad el particular 
que use su influencia, poder económico 
o político, real o ficticio, sobre cualquier 
servidor público, con el propósito de 
obtener para sí o para un tercero un be-
neficio o ventaja, o para causar perjuicio 
a alguna persona o al servicio público, 
con independencia de la aceptación del 
servidor o de los servidores públicos o 
del resultado obtenido. Art. 68. LGRA

Será responsable de utilización de 
información falsa el particular que pre-
sente documentación o información fal-
sa o alterada, o simulen el cumplimiento 
de requisitos o reglas establecidos en 
los procedimientos administrativos, con 
el propósito de lograr una autorización, 
un beneficio, una ventaja o de perjudi-
car a persona alguna.

Incurrirán en obstrucción de faculta-
des de investigación el particular que, 
teniendo información vinculada con una 
investigación de faltas administrativas, 
proporcione información falsa, retrase 
deliberada e injustificadamente la entre-
ga de la misma, o no dé respuesta algu-
na a los requerimientos o resoluciones 
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de autoridades investigadoras, substan-
ciadoras o resolutoras, siempre y cuan-
do le hayan sido impuestas previamente 
medidas de apremio conforme a las dis-
posiciones aplicables. Art. 69. LGRA

Incurrirá en colusión el particular 
que ejecute con uno o más sujetos 
particulares, en materia de contratacio-
nes públicas, acciones que impliquen 
o tengan por objeto o efecto obtener 
un beneficio o ventaja indebidos en las 
contrataciones públicas de carácter fe-
deral, local o municipal.

También se considerará colusión 
cuando los particulares acuerden o ce-
lebren contratos, convenios, arreglos 
o combinaciones entre competidores, 
cuyo objeto o efecto sea obtener un be-
neficio indebido u ocasionar un daño a 
la Hacienda Pública o al patrimonio de 
los entes públicos.

Cuando la infracción se hubiere rea-
lizado a través de algún intermediario 
con el propósito de que el particular 
obtenga algún beneficio o ventaja en 
la contratación pública de que se trate, 
ambos serán sancionados en términos 
de esta Ley.

Las faltas referidas en el presente ar-
tículo resultarán aplicables respecto de 
transacciones comerciales internaciona-
les. En estos supuestos la SFP será la 
autoridad competente para realizar las 
investigaciones que correspondan y po-
drá solicitar a las autoridades compe-
tentes la opinión técnica referida en el 
párrafo anterior, así como a un estado 

extranjero la información que requiera 
para la investigación y substanciación 
de los procedimientos a que se refiere 
esta Ley, en los términos previstos en 
los instrumentos internacionales de los 
que ambos estados sean parte y demás 
ordenamientos aplicables.

Para efectos de este artículo se 
entienden como transacciones co-
merciales internacionales, los actos y 
procedimientos relacionados con la 
contratación, ejecución y cumplimien-
to de contratos en materia de adqui-
siciones, arrendamientos, servicios de 
cualquier naturaleza, obra pública y 
servicios relacionados con la misma; 
los actos y procedimientos relativos al 
otorgamiento y prórroga de permisos 
o concesiones, así como cualquier otra 
autorización o trámite relacionados con 
dichas transacciones, que lleve a cabo 
cualquier organismo u organización pú-
blicos de un estado extranjero o que in-
volucre la participación de un servidor 
público extranjero y en cuyo desarrollo 
participen, de manera directa o indirec-
ta, personas físicas o morales de nacio-
nalidad mexicana. Art. 70. LGRA

Será responsable por el uso inde-
bido de recursos públicos el particular 
que realice actos mediante los cuales se 
apropie, haga uso indebido o desvíe del 
objeto para el que estén previstos los re-
cursos públicos, sean materiales, huma-
nos o financieros, cuando por cualquier 
circunstancia maneje, reciba, administre 
o tenga acceso a estos recursos.
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También se considera uso indebido 
de recursos públicos la omisión de ren-
dir cuentas que comprueben el destino 
que se otorgó a dichos recursos. Art. 
71. LGRA

Será responsable de contratación in-
debida de ex servidores públicos el par-
ticular que contrate a quien haya sido 
servidor público durante el año previo, 
que posea información privilegiada que 
directamente haya adquirido con moti-
vo de su empleo, cargo o comisión en 
el servicio público, y directamente per-
mita que el contratante se beneficie en 
el mercado o se coloque en situación 
ventajosa frente a sus competidores. En 
este supuesto también será sancionado 
el ex servidor público contratado. Art. 
72. LGRA

Faltas administrativas  
graves y no graves

Son faltas administrativas de los servi-
dores públicos catalogadas como gra-
ves en los términos de la presente Ley, 
cuya sanción corresponde al Tribunal 
de Justicia Administrativa y sus homó-
logos en las entidades federativas. Art. 
3. LGRA

Las faltas administrativas graves en 
que puede incurrir un servidor público 
están previstas en los artículos 52 a 64 
de la LGRA y son cohecho, peculado, 
desvío de recursos públicos, utiliza-
ción indebida de información, abuso de 
funciones, actuación bajo conflicto de 

interés, contratación indebida, enrique-
cimiento oculto u ocultamiento de con-
flicto de interés, tráfico de influencias, 
encubrimiento, desacato y obstrucción 
de la justicia. MSNASPF

Las faltas administrativas no graves 
son actos u omisiones con los que se 
incumplan o transgredan las obligacio-
nes previstas en los artículos 49 y 50 
de la LGRA siguientes:

•	 Cumplir con las funciones, atribucio-
nes y comisiones encomendadas, 
observando en su desempeño disci-
plina y respeto;

•	 Denunciar los actos u omisiones que 
en ejercicio de sus funciones llegare 
a advertir, que puedan constituir fal-
tas administrativas;

•	 Atender las instrucciones de sus su-
periores, que sean acordes con las 
disposiciones relacionadas con el 
servicio público;

•	 Presentar en tiempo y forma las de-
claraciones de situación patrimonial 
y de intereses;

•	 Registrar, integrar, custodiar y cuidar 
la documentación e información que 
por razón de su empleo tenga bajo 
su responsabilidad e impedir su uso 
indebido;

•	 Supervisar que las y los servido-
res públicos sujetos a su dirección, 
cumplan con las obligaciones que 
los rigen;

•	 Rendir cuentas sobre el ejercicio de 
las funciones;
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•	 Colaborar en los procedimientos ju-
diciales y administrativos en los que 
sea parte;

•	 Cerciorarse antes de la celebra-
ción de contratos de adquisiciones, 
arrendamientos, servicios, obra pú-
blica o para la enajenación de todo 
tipo de bienes que no se actualice 
un conflicto de interés; y

•	 Evitar causar daños y perjuicios a la 
Hacienda Pública o al patrimonio de 
un ente público, de manera culposa 
o negligente y sin incurrir en alguna 
de las faltas administrativas graves.

Las faltas administrativas graves en 
que puede incurrir un servidor público 
están previstas en los artículos 52 a 64 
de la LGRA. MSNASPF

Faltas administrativas no graves  
de los servidores públicos

Las faltas administrativas de los servi-
dores públicos en los términos de la 
presente Ley, cuya sanción corresponde 
a las Secretarías y a los Órganos inter-
nos de control. Art. 3. LGRA

Incurrirá en falta administrativa no 
grave el servidor público cuyos actos 
u omisiones incumplan o transgre-
dan lo contenido en las obligaciones 
siguientes:

I)	 Cumplir con las funciones, atribu-
ciones y comisiones encomenda-
das, observando en su desempeño 

disciplina y respeto, tanto a los de-
más servidores públicos como a los 
particulares con los que llegare a 
tratar, en los términos que se esta-
blezcan en el código de ética a que 
se refiere el artículo 16 de esta Ley;

II)	 Denunciar los actos u omisiones 
que en ejercicio de sus funcio-
nes llegare a advertir, que puedan 
constituir faltas administrativas, en 
términos del artículo 93 de la pre-
sente Ley;

III)	 Atender las instrucciones de sus 
superiores, siempre que éstas sean 
acordes con las disposiciones rela-
cionadas con el servicio público;

En caso de recibir instrucción o 
encomienda contraria a dichas dis-
posiciones, deberá denunciar esta 
circunstancia en términos del artí-
culo 93 de la presente Ley;

IV)	 Presentar en tiempo y forma las 
declaraciones de situación patrimo-
nial y de intereses, en los términos 
establecidos por esta Ley;

V)	 Registrar, integrar, custodiar y cui-
dar la documentación e informa-
ción que por razón de su empleo, 
cargo o comisión, tenga bajo su 
responsabilidad, e impedir o evitar 
su uso, divulgación, sustracción, 
destrucción, ocultamiento o inutili-
zación indebidos;

VI)	 Supervisar que los servidores pú-
blicos sujetos a su dirección, cum-
plan con las disposiciones de este 
artículo;
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VII)	Rendir cuentas sobre el ejercicio de 
las funciones, en términos de las 
normas aplicables;

VIII)	Colaborar en los procedimientos 
judiciales y administrativos en los 
que sea parte; y

IX)	 Cerciorarse, antes de la celebra-
ción de contratos de adquisiciones, 
arrendamientos o para la enajena-
ción de todo tipo de bienes, pres-
tación de servicios de cualquier 
naturaleza o la contratación de 
obra pública o servicios relacio-
nados con ésta, que el particular 
manifieste bajo protesta de decir 
verdad que no desempeña empleo, 
cargo o comisión en el servicio pú-
blico o, en su caso, que a pesar de 
desempeñarlo, con la formalización 
del contrato correspondiente no se 
actualiza un Conflicto de Interés. 
Las manifestaciones respectivas 
deberán constar por escrito y ha-
cerse del conocimiento del Órgano 
interno de control, previo a la ce-
lebración del acto en cuestión. En 
caso de que el contratista sea per-
sona moral, dichas manifestaciones 
deberán presentarse respecto a los 
socios o accionistas que ejerzan 
control sobre la sociedad.

Para efectos de esta Ley se entiende 
que un socio o accionista ejerce control 
sobre una sociedad cuando sean admi-
nistradores o formen parte del consejo 
de administración, o bien conjunta o 

separadamente, directa o indirectamen-
te, mantengan la titularidad de derechos 
que permitan ejercer el voto respecto 
de más del 50% del capital, tengan po-
der decisorio en sus asambleas, estén 
en posibilidades de nombrar a la ma-
yoría de los miembros de su órgano 
de administración o por cualquier otro 
medio tengan facultades de tomar las 
decisiones fundamentales de dichas 
personas morales. Art. 49. LGRA.

También se considerará falta ad-
ministrativa no grave, los daños y 
perjuicios que, de manera culposa o 
negligente y sin incurrir en alguna de 
las faltas administrativas graves se-
ñaladas en el Capítulo siguiente, cau-
se un servidor público a la Hacienda 
Pública o al patrimonio de un Ente 
público.

Los entes públicos o los particulares 
que, en términos de este artículo, hayan 
recibido recursos públicos sin tener de-
recho a los mismos, deberán reintegrar 
los mismos a la Hacienda Pública o al 
patrimonio del Ente público afectado en 
un plazo no mayor a 90 días, contados a 
partir de la notificación correspondiente 
de la ASF o de la Autoridad resolutora. 
En caso de que no se realice ese reinte-
gro, será considerado crédito fiscal, por 
lo que el SAT y sus homólogos de las 
entidades federativas deberán ejecutar 
el cobro de los mismos en términos de 
las disposiciones jurídicas aplicables.

La Autoridad resolutora podrá abs-
tenerse de imponer la sanción que 
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corresponda conforme al artículo 75 de 
esta Ley, cuando el daño o perjuicio a la 
Hacienda Pública o al patrimonio de los 
entes públicos no exceda de dos mil ve-
ces el valor diario de la UMA y el daño 
haya sido resarcido o recuperado. Art. 
50. LGRA.

Faltas administrativas no graves, 
abstención de sanciones

Los Órganos internos de control podrán 
abstenerse de imponer la sanción que 
corresponda siempre que el servidor 
público:

I)	 No haya sido sancionado previamen-
te por la misma falta administrativa 
no grave; y

II)	 No haya actuado de forma dolosa.

Las secretarías o los órganos inter-
nos de control dejarán constancia de la 
no imposición de la sanción a que se re-
fiere el párrafo anterior. Art. 77. LGRA

Faltas administrativas  
no graves, elementos  
a considerar en las  

sanciones por

Para la imposición de las sanciones a 
que se refiere el artículo 75 se deberán 
considerar los elementos del empleo, 
cargo o comisión que desempeñaba el 
servidor público cuando incurrió en la 
falta, así como los siguientes:

I)	 El nivel jerárquico y los antecedentes 
del infractor, entre ellos, la antigüe-
dad en el servicio;

II)	 Las condiciones exteriores y los me-
dios de ejecución; y

III)	La reincidencia en el incumplimiento 
de obligaciones.

En caso de reincidencia de faltas ad-
ministrativas no graves, la sanción que 
imponga el Órgano interno de control 
no podrá ser igual o menor a la impues-
ta con anterioridad.

Se considerará reincidente al que ha-
biendo incurrido en una infracción que 
haya sido sancionada y hubiere causa-
do ejecutoria, cometa otra del mismo 
tipo. Art. 76. LGRA

Faltas administrativas no graves, 
revocación por la comisión de

Los servidores públicos que resulten 
responsables por la comisión de faltas 
administrativas no graves en los térmi-
nos de las resoluciones administrativas 
que se dicten conforme a lo dispuesto 
en el presente Título por las Secretarías 
o los Órganos internos de control, po-
drán interponer el recurso de revo-
cación ante la autoridad que emitió la 
resolución dentro de los quince días há-
biles siguientes a la fecha en que surta 
efectos la notificación respectiva.

Las resoluciones que se dicten en 
el recurso de revocación serán im-
pugnables ante los Tribunales, vía el 



René Mariani Ochoa

382

juicio contencioso administrativo para 
el caso del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, o el juicio que dispon-
gan las leyes que rijan en esa materia 
en las entidades federativas según co-
rresponda. Art. 210. LGRA

La tramitación del recurso de revoca-
ción se sujetará a las normas señaladas 
en los artículos presentes. Arts. 211-
212. LGRA

Faltas administrativas,  
calificación de

Se consideran faltas administrativas: 
Las faltas administrativas graves, las fal-
tas administrativas no graves; así como 
las faltas de particulares, conforme a lo 
dispuesto en esta Ley.

La falta administrativa no grave son 
las faltas administrativas de los servido-
res públicos en los términos de la pre-
sente Ley, cuya sanción corresponde a 
las Secretarías y a los Órganos internos 
de control.

Las faltas administrativas de los ser-
vidores públicos catalogadas como gra-
ves en los términos de la presente Ley, 
cuya sanción corresponde al Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa y sus 
homólogos en las entidades federativas;

Las faltas de particulares, son los 
actos de personas físicas o morales pri-
vadas que estén vinculados con faltas 
administrativas graves a que se refieren 
los Capítulos III y IV del Título Tercero 
de esta Ley, cuya sanción corresponde 

al Tribunal en los términos de la misma. 
Art. 3. LGRA

Concluidas las diligencias de inves-
tigación, las autoridades investigadoras 
procederán al análisis de los hechos, 
así como de la información recabada, 
a efecto de determinar la existencia o 
inexistencia de actos u omisiones que 
la ley señale como falta administrativa 
y, en su caso, calificarla como grave o 
no grave.

Una vez calificada la conducta en los 
términos del párrafo anterior, se inclui-
rá la misma en el Informe de Presunta 
Responsabilidad Administrativa y este se 
presentará ante la autoridad substancia-
dora a efecto de iniciar el procedimien-
to de responsabilidad administrativa.

Si no se encontraren elementos sufi-
cientes para demostrar la existencia de 
la infracción y la presunta responsabili-
dad del infractor, se emitirá un acuerdo 
de conclusión y archivo del expediente, 
sin perjuicio de que pueda abrirse nue-
vamente la investigación si se presentan 
nuevos indicios o pruebas y no hubie-
re prescrito la facultad para sancionar. 
Dicha determinación, en su caso, se 
notificará a los servidores públicos y 
particulares sujetos a la investigación, 
así como a los denunciantes cuando és-
tos fueren identificables, dentro los diez 
días hábiles siguientes a su emisión. 
Art. 100. LGRA

Las autoridades substanciadoras, 
o en su caso, las resolutoras se abs-
tendrán de iniciar el procedimiento de 
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responsabilidad administrativa previsto 
en esta Ley o de imponer sanciones 
administrativas a un servidor público, 
según sea el caso, cuando de las inves-
tigaciones practicadas o derivado de la 
valoración de las pruebas aportadas en 
el procedimiento referido, adviertan que 
no existe daño ni perjuicio a la Hacienda 
Pública Federal, local o municipal, o al 
patrimonio de los entes públicos y que 
se actualiza alguna de las siguientes 
hipótesis:

I)	 Que la actuación del servidor públi-
co, en la atención, trámite o reso-
lución de asuntos a su cargo, esté 
referida a una cuestión de criterio o 
arbitrio opinable o debatible, en la 
que válidamente puedan sustentarse 
diversas soluciones, siempre que la 
conducta o abstención no constituya 
una desviación a la legalidad y obren 
constancias de los elementos que 
tomó en cuenta el servidor público 
en la decisión que adoptó; o

II)	 Que el acto u omisión fue corregido 
o subsanado de manera espontánea 
por el servidor público o implique 
error manifiesto y en cualquiera de 
estos supuestos, los efectos que, 
en su caso, se hubieren producido, 
desaparecieron.

La autoridad investigadora o el de-
nunciante, podrán impugnar la absten-
ción, en los términos de lo dispuesto por 
el siguiente Capítulo. Art. 101. LGRA

Faltas de particulares

Los actos de personas físicas o mora-
les privadas que estén vinculados con 
faltas administrativas graves a que se 
refieren los Capítulos III y IV del Título 
Tercero de esta Ley, cuya sanción co-
rresponde al Tribunal en los términos de 
la misma. Art. 2. LGRA

Faltas de particulares  
en situación especial

Se consideran faltas de particulares 
en situación especial, aquéllas realiza-
das por candidatos a cargos de elec-
ción popular, miembros de equipos de 
campaña electoral o de transición entre 
administraciones del sector público, y 
líderes de sindicatos del sector público, 
que impliquen exigir, solicitar, aceptar, 
recibir o pretender recibir alguno de los 
beneficios a que se refiere el artículo 
52 de esta Ley, ya sea para sí, para su 
campaña electoral o para alguna de las 
personas a las que se refiere el citado 
artículo, a cambio de otorgar u ofrecer 
una ventaja indebida en el futuro en 
caso de obtener el carácter de servidor 
público.

A los particulares que se encuentren 
en situación especial conforme al pre-
sente Capítulo, incluidos los directivos 
y empleados de los sindicatos, podrán 
ser sancionados cuando incurran en las 
conductas a que se refiere el Capítulo 
anterior. Art. 73. LGRA
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Fascismo

Sus principios son unificación de las 
diversas clases sociales; dictadura del 
Estado; disciplina militar; acreditamiento 
de la fuerza nacional. GTE

Fe de erratas

Del latín erratas, equivocaciones. Falta 
que se deja en un impreso. Lista de 
las faltas olvidadas en la corrección de 
pruebas, y que se suele colocar al final 
de un libro. FEPL

Lista de las erratas observadas en 
un libro, inserta en él al final o al co-
mienzo, con la enmienda que de cada 
una debe hacerse. DLE

Del latín errata (cosas erradas), una 
errata es una equivocación material que 
aparece en un impreso o en un manus-
crito. Se conoce como fe de erratas al 
listado de erratas que se inserta al co-
mienzo o al final de un libro y que el 
lector debe tener en cuenta respecto a 
las enmiendas necesarias del texto. En 
el caso de los diarios o las publicacio-
nes periódicas, la fe de erratas suele 
publicarse al día o edición siguiente de 
cometido el error. La fe de erratas sue-
le utilizarse para corregir errores poco 
importantes (como un fallo de tipeo o 
equivocaciones ortográficas) Cuando 
los errores son conceptuales o afec-
tan la construcción de una oración, la 
fe de erratas no es suficiente y la obra 
debe reimprimirse. Es importante dejar 

patente que en muchas ocasiones suele 
confundirse lo que es la fe de erratas 
con la fe de errores y son cuestiones 
diferentes. Así, la primera viene a ser 
ese conjunto de infracciones, básica-
mente de tipo tipográfico, que se come-
ten en la impresión de una publicación 
de diversa tipología y que se intentan 
solventar añadiendo una hoja donde se 
da cuenta de las mismas. Por el contra-
rio, la fe de errores es todo aquel grupo 
de informaciones erróneas que suelen 
versar sobre el contenido y que donde 
aparecen es en los periódicos, diarios 
y revistas. Aquellas llevan a que la pu-
blicación en sí se vea en la necesidad 
imperiosa de publicar las rectificaciones 
y aclaraciones oportunas. DEDD

Fechas programadas

Son las fechas posibles de inicio y tér-
mino de obras y/o acciones de acuer-
do a la planeación general de éstas. 
MERAPM

Fechas reales

Son las fechas en que se iniciaron y 
terminaron físicamente las obras y en 
las que se ejecutaron las acciones. 
MERAPM

Fedatarios públicos

Son los notarios o corredores públi-
cos, así como los servidores públicos 
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a quienes las Leyes les confieran la fa-
cultad de dar fe pública en el ejercicio 
de sus atribuciones establecidas en las 
disposiciones jurídicas correspondien-
tes, que intervengan en la realización 
de Actividades Vulnerables. Art. 3. 
LFPIORPI

Federación y Entidades 
Federativas, colaboración 

administrativa

El Gobierno Federal, por conducto de la 
SHCP y los Gobiernos de las Entidades 
que se hubieran adherido al Sistema 
Nacional de Coordinación Fiscal, podrán 
celebrar convenios de coordinación en 
materia de administración de ingresos 
federales, que comprenderán las funcio-
nes del RFC, recaudación, fiscalización y 
administración, que serán ejercidas por 
las autoridades fiscales de las Entidades 
o de los Municipios cuando así se pacte 
expresamente.

En estos convenios se especificarán 
los ingresos de que se trate, las facul-
tades que ejercerán y las limitaciones 
de las mismas. Dichos convenios se 
publicarán en el Periódico Oficial de 
la Entidad y en el DOF, y surtirán sus 
efectos a partir de las fechas que en el 
propio convenio se establezcan o, en su 
defecto, a partir del día siguiente de la 
publicación en el DOF.

En los convenios se fijarán las per-
cepciones que recibirán las Entidades o 
sus Municipios, por las actividades de 

administración fiscal que realicen. Art. 
13. LCF

Las autoridades fiscales de las en-
tidades que se encuentren adheridas 
al Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal y las de sus Municipios, serán 
consideradas, en el ejercicio de las fa-
cultades a que se refieren los convenios 
o acuerdos, como autoridades fiscales 
federales. En contra de los actos que 
realicen cuando actúen de conformidad 
con este precepto, sólo procederán los 
recursos y medios de defensa que esta-
blezcan las leyes federales.

La SHCP conservará la facultad de 
fijar a las entidades y a sus Municipios 
los criterios generales de interpretación 
y de aplicación de las disposiciones fis-
cales y de las reglas de colaboración 
administrativa que señalen dichos con-
venios y acuerdos. Art. 14. LCF

La recaudación de los ingresos fe-
derales se hará por las oficinas auto-
rizadas por la SHCP o por las oficinas 
autorizadas por las entidades, según se 
establezca en los convenios o acuerdos.

Cuando la entidad recaude ingre-
sos federales, los concentrará a dicha 
Secretaría y rendirá cuenta pormenori-
zada. La Secretaría, hará el pago a las 
entidades de las cantidades que les co-
rrespondan en el Fondo establecido en 
el artículo 2° y 2-A, fracción III y pondrá 
a su disposición la información adecua-
da. Se podrá establecer, un procedi-
miento de compensación permanente. 
Art. 15. LCF
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Federación y partes integrantes

Cuando se habla de federación, nos dice 
Rafael de Pina, se alude a un “sistema 
de organización política en el cual di-
versas entidades o grupos humanos 
dotados de personalidad jurídica y eco-
nómica propia se asocian sin perder 
su autonomía en lo que les es peculiar, 
para formar un solo Estado (denomina-
do federal) con el propósito de realizar 
en común los fines característicos de 
esta institución”.

Desde el punto de vista jurídico 
una federación está organizada so-
bre la base de reconocer dos órdenes 
normativos distintos: uno que tiene 
validez para todo el territorio de un 
Estado y otro, en que las normas son 
válidas para distintas partes del terri-
torio, es decir, existe un orden jurídico 
nacional con normas que son recono-
cidas por todas las partes federadas 
y un orden jurídico local, con validez 
limitada a cada una de las entidades 
integrantes de la federación. En la 
creación de estas normas intervienen 
órganos legislativos diferentes pues 
unas son originadas en un parlamento 
nacional y las otras por un parlamento 
regional.

El federalismo describe una forma 
de organización política en la que exis-
ten unidades políticas vinculadas entre 
sí que son distintas en el sistema políti-
co general de un país, las cuales man-
tiene su integridad política esencial.

Existen en los sistemas federales 
una distribución del poder entre el 
gobierno nacional o central y los go-
biernos regionales constitutivos de la 
federación, cuya finalidad se encuen-
tra en la protección existencial y el 
respeto a todos los gobiernos, pues 
con la exigencia de “que las directri-
ces políticas básicas sean formuladas 
y puestas en práctica mediante una 
forma de organización, el sistema 
permite que todos participen en los 
procesos de adopción y ejecución de 
las decisiones”.

Las entidades integrantes del sis-
tema federal son consideradas como 
partes del todo nacional, que permite 
al federalismo orientar el desarrollo 
en todos los órdenes de un gobierno 
nacional con vínculos directos con el 
pueblo y con los gobiernos constituti-
vos que conforman la federación. Como 
organización política, la federación se 
caracteriza por estar integrada por 
una población heterogénea que unifica 
para el logro de objetivos fundamen-
tales, sin atentar contra los vínculos 
que mantienen unidas a las partes in-
tegrantes de la federación misma. Es 
esta la razón por la que los poderes 
y funciones de un gobierno federal 
se encuentran limitados, generalmen-
te en la Constitución Política de los 
Estados, respetando la autonomía que 
es propia de los gobiernos regiona-
les constitutivos (vid. supra, asamblea 
constituyente).
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El federalismo mexicano cuenta con 
un sistema bicameral compuesto por la 
Cámara de Diputados y de Senadores 
que integran el Congreso de la Unión, 
y con un sistema unicameral en las 
entidades federativas en donde el ór-
gano legislativo recibe el nombre de 
Legislaturas. DUTP

Las partes integrantes de la Fede- 
ración son los Estados de Aguas- 
calientes, Baja California, Baja California 
Sur, Campeche, Coahuila de Zaragoza, 
Colima, Chiapas, Chihuahua, Durango, 
Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, 
México, Michoacán, Morelos, Nayarit, 
Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, 
Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, 
Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, 
Veracruz, Yucatán y Zacatecas; así como 
la Ciudad de México. Art. 43. CPEUM

Fianza

Compromiso de pagar lo que otra per-
sona debe, en caso de que no pague en 
el término convenido. GTE

Fianza de anticipo

Es la garantía que otorga el contratista 
o proveedor para la correcta aplicación 
del anticipo. MERAPM y COLRF

Fianza de cumplimiento

Es aquélla que otorga el contratista 
o proveedor, para garantizar el cum- 

plimiento del contrato de obra pública. 
MERAPM y COLRF

Fianza de vicios ocultos

Es la garantía que otorga el contratista 
para responder de los defectos o vicios 
ocultos de la obra terminada. MERAPM 
y COLRF

Ficha técnica

Documento de carácter técnico que 
muestra el comportamiento presupues-
tal de una obra en las etapas de pla-
neación y programación, ejecución y 
terminación de la misma. En él se rela-
cionan los costos directos de los con-
ceptos de obra preponderantes y de los 
insumos y/o equipo de instalación defi-
nitiva, el presupuesto base que elabora, 
en su caso, el Municipio, el presupuesto 
contratado con el que se ejecutará la 
obra, así como los costos reales de la 
misma. MERAPM y COLRF

La descripción detallada de la pro-
blemática o necesidades a resolver con 
el programa o proyecto de inversión, así 
como las razones para elegir la solución 
presentada. CPFM

Fideicomiso

Encargo, debidamente legalizado, que 
se le hace a una institución para que 
maneje los bienes especificados que se 
le encomiendan. GTE
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Fideicomiso público

Entidad de la Administración Pública 
establecida para un fin reglamentado y 
concreto a efecto de fomentar el desa-
rrollo económico y social por medio del 
usufructo de determinados recursos que 
son aportados por el Gobierno Federal, 
Estatal o Municipal, administrados por 
una institución bancaria (Fiduciaria) y 
destinados al apoyo de programas y 
proyectos específicos. DTMV

Son fideicomisos públicos los que 
constituye el Gobierno Federal, por 
conducto de la SHCP en su carácter 
de fideicomitente única de la adminis-
tración pública centralizada, o las en-
tidades, con el propósito de auxiliar al 
Ejecutivo Federal en las atribuciones 
del Estado para impulsar las áreas prio-
ritarias y estratégicas del desarrollo. 
Asimismo, son fideicomisos públicos 
aquéllos que constituyan los Poderes 
Legislativo y Judicial y los entes autóno-
mos a los que se asignen recursos del 
Presupuesto de Egresos a través de los 
ramos autónomos.

Los fideicomisos públicos conside-
rados entidades en términos de lo dis-
puesto por la LOAPF y la Ley Federal 
de las Entidades Paraestatales podrán 
constituirse o incrementar su patri-
monio con autorización de la SHCP, la 
que en su caso, propondrá al titular del 
Ejecutivo Federal la modificación o ex-
tinción de los mismos cuando así con-
venga al interés público.

Los fideicomisos públicos no consi-
derados entidades sólo podrán consti-
tuirse con la autorización de la SHCP 
en los términos del Reglamento de la 
LFPRH. Las dependencias y entidades 
sólo podrán otorgar recursos públicos 
a fideicomisos observando lo siguiente:

I)	 Con autorización indelegable de su 
titular;

II)	 Previo informe y autorización de 
la SHCP, en los términos del Regla- 
mento de la LFPRH; y

III)	A través de las partidas específi-
cas que para tales fines prevea el 
Clasificador por objeto del gasto.

La unidad responsable de la de-
pendencia o entidad con cargo a cuyo 
presupuesto se hayan otorgado los re-
cursos o que coordine su operación será 
responsable de reportar en los informes 
trimestrales, conforme lo establezca el 
Reglamento de la LFPRH, los ingresos, 
incluyendo rendimientos financieros del 
periodo, egresos, así como su destino 
y el saldo.

Los fideicomisos públicos que ten-
gan como objeto principal financiar 
programas y proyectos de inversión de-
berán sujetarse a las disposiciones ge-
nerales en la materia.

Los fondos a que se refiere la Ley 
de Ciencia y Tecnología, se constituirán 
y operarán conforme a lo previsto en la 
misma, sin perjuicio de lo dispuesto en 
esta LFPRH. Arts. 9 y 11-12. LFPRH
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Fideicomitente

Persona que hace u ordena un fideico-
miso. GTE

Fiduciario

El heredero o legatario de un fideico-
miso. GTE

Financiamiento bancario

Son los créditos concedidos por el sis-
tema bancario a las familias, empresas 
privadas y sector público, así como va-
lores emitidos por empresas privadas, 
sector público y banco central adquiri-
dos por el sistema bancario. CTLFEF

Financiamiento  
con créditos externos

Podrán contratarse créditos externos 
para financiar total o parcialmente pro-
gramas y proyectos cuando cuenten con 
la autorización de la SHCP y los montos 
para ejercerlos estén previstos en el 
PEF en los términos del Reglamento de 
la LFPRH.

Las dependencias y entidades se-
rán responsables de prever los recur-
sos presupuestarios suficientes para la 
ejecución de los programas y proyectos 
financiados con crédito externo, confor-
me a lo acordado con la fuente de finan-
ciamiento. El monto de crédito externo 
será parte del techo de presupuesto 

aprobado para estos programas y pro-
yectos, por lo que la totalidad del gasto 
a ejercerse deberá incluir tanto la parte 
financiada con crédito externo como la 
contraparte nacional.

Las dependencias y entidades infor-
marán a la SHCP del ejercicio de estos 
recursos, conforme a lo dispuesto en el 
Reglamento de la LFPRH.

La SHCP establecerá un comité de 
crédito externo como instancia de coor-
dinación para que sus integrantes ana-
licen la programación, presupuestación, 
ejercicio y seguimiento de los progra-
mas y proyectos financiados con crédito 
externo. Art. 36. LFPRH

Financiamiento de obras para la 
Ciudad de México y la LIF

Se autoriza para la Ciudad de México 
la contratación y ejercicio de créditos, 
empréstitos y otras formas de crédito 
público para un endeudamiento neto 
de 5.5 mil millones de pesos para el 
financiamiento de obras contempla-
das en el Presupuesto de Egresos de 
la Ciudad de México para el Ejercicio 
Fiscal 2018. Se autoriza la contrata-
ción y ejercicio de créditos, emprésti-
tos y otras formas de crédito público 
para realizar operaciones de canje o 
refinanciamiento de la deuda pública 
de la Ciudad de México.

El ejercicio del monto de endeuda-
miento autorizado se sujetará a lo dis-
puesto en la LDFEFM. Art. 3. LIF



René Mariani Ochoa

390

Financiamiento educativo, 
concurrencia del Ejecutivo Federal 

y los gobiernos estatales  
en su operación

El Ejecutivo Federal y los gobiernos de 
las entidades federativas, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 25 de la Ley 
General de Educación, concurrirán en 
el financiamiento del gasto en servicios 
personales para la educación pública, 
conforme a lo dispuesto en estos artí-
culos. Art. 27-28. LCF

Financiamiento neto

La suma de las disposiciones realiza-
das de un financiamiento, y las dispo-
nibilidades, menos las amortizaciones 
efectuadas de la Deuda Pública. Art. 2. 
LDFEFM.

Financiamiento o endeudamiento 
de las entidades federativas y 

municipios

Los Estados y los Municipios no podrán 
contraer obligaciones o empréstitos 
sino cuando se destinen a inversiones 
públicas productivas y a su refinan-
ciamiento o reestructura, mismas que 
deberán realizarse bajo las mejores con-
diciones del mercado, inclusive los que 
contraigan organismos descentraliza-
dos, empresas públicas y fideicomisos 
y, en el caso de los Estados, adicional-
mente para otorgar garantías respecto 

al endeudamiento de los Municipios. Lo 
anterior, conforme a las bases que esta-
blezcan las legislaturas en la ley corres-
pondiente, en el marco de lo previsto en 
esta Constitución, y por los conceptos 
y hasta por los montos que las mismas 
aprueben. Los ejecutivos informarán de 
su ejercicio al rendir la cuenta pública. 
En ningún caso podrán destinar em-
préstitos para cubrir gasto corriente.

Las legislaturas locales, por el voto de 
las dos terceras partes de sus miembros 
presentes, deberán autorizar los montos 
máximos para, en las mejores condicio-
nes del mercado, contratar dichos em-
préstitos y obligaciones, previo análisis 
de su destino, capacidad de pago y, en 
su caso, el otorgamiento de garantía o 
el establecimiento de la fuente de pago.

Sin perjuicio de lo anterior, los 
Estados y Municipios podrán contratar 
obligaciones para cubrir sus necesi-
dades de corto plazo, sin rebasar los 
límites máximos y condiciones que es-
tablezca la ley general que expida el 
Congreso de la Unión. Las obligaciones 
a corto plazo, deberán liquidarse a más 
tardar tres meses antes del término del 
periodo de gobierno correspondiente y 
no podrán contratarse nuevas obliga-
ciones durante esos últimos tres meses. 
Art. 117. CPEUM

Financiamiento y otras obligaciones

Toda operación constitutiva de un pa-
sivo, directo o contingente, de corto, 
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mediano o largo plazo, derivada de 
un crédito, empréstito o préstamo, in-
cluyendo arrendamientos y factorajes 
financieros o cadenas productivas, inde-
pendientemente de la forma mediante 
la que se instrumente, u obligación de 
pago, en los términos de la Ley Federal 
de Deuda Pública y de la LDFEFM. Art. 
4. LFRCF

Financiamiento,  
refinanciamiento o reestructura

Es toda operación constitutiva de 
un pasivo, directo o contingente, de 
corto, mediano o largo plazo, a car-
go de los Entes Públicos, derivada de 
un crédito, empréstito o préstamo, 
incluyendo arrendamientos y factora-
jes financieros o cadenas productivas, 
independientemente de la forma me-
diante la que se instrumente. Art. 2. 
LDFEFM

La Legislatura local, por el voto de 
las dos terceras partes de sus miem-
bros presentes, autorizará los montos 
máximos para la contratación de fi-
nanciamientos y obligaciones. Para di-
cha autorización, la Legislatura deberá 
realizar un análisis de la capacidad de 
pago del Ente Público a cuyo cargo es-
taría la deuda pública u obligaciones 
respectivas, del destino del financia-
miento u obligación y, en su caso, del 
otorgamiento de recursos como fuente 
o garantía de pago. Lo anterior no será 
aplicable para la Ciudad de México, en 

cuyo caso, estará obligado al cumpli-
miento de lo establecido en el Capítulo 
III del presente Título.

Las operaciones de refinanciamiento 
o reestructura no requerirán autoriza-
ción específica de la Legislatura local, 
siempre y cuando cumplan con las si-
guientes condiciones:

I)	 Exista una mejora en la tasa de inte-
rés, incluyendo los costos asociados, 
lo cual deberá estar fundamentado 
en el cálculo de la tasa efectiva que 
se realice de acuerdo con lo dis-
puesto por el artículo 26, fracción IV 
de esta Ley, o tratándose de rees-
tructuraciones exista una mejora en 
las condiciones contractuales;

II)	 No se incremente el saldo insoluto; y
III)	No se amplíe el plazo de vencimien-

to original de los financiamientos 
respectivos, no se otorgue plazo o 
periodo de gracia, ni se modifique el 
perfil de amortizaciones del principal 
del financiamiento durante el perio-
do de la administración en curso, ni 
durante la totalidad del periodo del 
financiamiento.

Dentro de los 15 días naturales si-
guientes a la celebración del refinan-
ciamiento o reestructuración, el Ente 
Público informará a la Legislatura local 
lo conducente, y presentará la solicitud 
de inscripción de dicho refinanciamien-
to o reestructuración ante el Registro 
Público Único. Art. 23. LDFEFM
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La autorización de los financia-
mientos y obligaciones por parte de la 
Legislatura local deberá especificar por 
lo menos lo siguiente:

I)	 Monto autorizado de la deuda públi-
ca u obligación a incurrir;

II)	 Plazo máximo autorizado para el 
pago;

III)	Destino de los recursos;
IV)	En su caso, la fuente de pago o la 

contratación de una garantía de pago 
de la deuda pública u obligación; y

V)	En caso de autorizaciones espe-
cíficas, establecer la vigencia de la 
autorización, en cuyo caso no podrá 
exceder el ejercicio fiscal siguiente. 
De no establecer una vigencia, se 
entenderá que la autorización sólo 
se podrá ejercer en el ejercicio fiscal 
en que fue aprobada.

Los requisitos a que se refiere este 
artículo deberán cumplirse, para la au-
torización de la Legislatura local en 
el otorgamiento de avales o garantías 
que pretendan otorgar los Estados o 
Municipios. Por su parte, el presente 
artículo no será aplicable a la Ciudad 
de México, en cuyo caso se aplicará lo 
previsto en el Capítulo III del presente 
Título. Art. 24. LDFEFM

Los Entes Públicos estarán obliga-
dos a contratar los financiamientos y 
obligaciones a su cargo bajo las mejo-
res condiciones de mercado. Además 
de publicar lo correspondiente en su 

página oficial de internet. Asimismo, 
presentará en sus informes trimestra-
les y en su respectiva cuenta pública, 
la información detallada de cada finan-
ciamiento u obligación contraída inclu-
yendo como mínimo, el importe, tasa, 
plazo, comisiones y demás accesorios 
pactados. Art. 25. LDFEFM.

En adición, se deberán atender los 
mandatos establecidos en los artículos 
presentes. Arts. 26-29 LDFEFM

Los financiamientos de la Ciudad de 
México se sujetarán a lo dispuesto en 
el artículo presente. Art. 33. LDFEFM

Para los efectos de la Ley Federal 
de Deuda Pública se entiende por finan-
ciamiento la contratación dentro o fue-
ra del país, de créditos, empréstitos o 
préstamos derivados de:

I)	 La suscripción o emisión de títulos 
de crédito o cualquier otro docu-
mento pagadero a plazo;

II)	 La adquisición de bienes, así como 
la contracción de obras o servicios 
cuyo pago se pacte a plazos;

III)	Los pasivos contingentes relaciona-
dos con los actos mencionados; y

IV)	La celebración de actos jurídicos aná-
logos a los anteriores. Art. 2. LFDP

Financiamientos del Gobierno 
Federal, contratación de los

El Ejecutivo Federal y sus dependencias 
sólo podrán contratar financiamientos a 
través de la SHCP. Art. 17. LFDP
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Los proyectos a cargo de las depen-
dencias del Gobierno Federal que requie-
ran financiamientos para su realización, 
deberán producir los recursos suficientes 
para su amortización y las obligaciones 
que se asuman, en razón de que dichos fi-
nanciamientos, no deberán ser superiores 
a la capacidad de pago de las entidades 
del sector público que los promuevan. La 
capacidad de pago de las dependencias 
del Gobierno Federal se establecerá en 
función de su disponibilidad presupuestal 
para los ejercicios subsecuentes.

Tratándose de obligaciones deriva-
das de financiamientos de proyectos 
de infraestructura productiva de largo 
plazo, referidos a actividades prioritarias 
y mediante los cuales las entidades ad-
quieran bienes o servicios bajo cualquier 
modalidad, cuya fuente de pago sea el 
suficiente flujo de recursos que el mismo 
proyecto genere, y en los que se cuente 
con la previa aprobación de la SHCP en 
los términos de la LGCG, sólo se consi-
derará, para efectos de la presente Ley, 
como pasivo directo, a los montos de fi-
nanciamiento a pagar durante el ejercicio 
anual corriente y el ejercicio siguiente y 
el resto del financiamiento se conside-
rará como pasivo contingente hasta el 
pago total del mismo. Art. 18. LFDP

Financiar

Es el acto de procurar dinero para una em-
presa económica, ya sea en la forma de 
crédito de capital o de subvención. GTE

Finanzas públicas

El Estado velará por la estabilidad de 
las finanzas públicas y del sistema fi-
nanciero para coadyuvar a generar con-
diciones favorables para el crecimiento 
económico y el empleo. El PND y los 
planes estatales y municipales debe-
rán observar dicho principio. Art. 25. 
CPEUM

Disciplina que trata de la captación 
de los ingresos, su administración y 
gasto, la deuda pública y la política de 
precios y tarifas que realiza el Estado 
a través de diferentes instituciones del 
sector público. Su estudio se refiere a la 
naturaleza y efectos económicos, políti-
cos y sociales en el uso de instrumentos 
fiscales ingresos, gastos, empréstitos, y 
precios y tarifas de los bienes y/o servi-
cios producidos por el sector paraesta-
tal. COLRF y CTLFEF

Fincamiento  
de responsabilidad resarcitoria

Procedimiento que se origina cuando 
la entidad fiscalizada no solventa to-
talmente, un pliego de observaciones 
y mediante el cual la ASF finca a los 
servidores públicos o a los particulares 
el pliego definitivo de responsabilida-
des en el que se determina la indem-
nización correspondiente por los daños 
y perjuicios estimables en dinero, que 
causaron al Estado en su Hacienda 
Pública Federal o al patrimonio de los 
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entes públicos federales. La indemni-
zación correspondiente (resarcimiento) 
se constituye en un crédito fiscal, cuyo 
cobro efectúa la TESOFE mediante el 
procedimiento administrativo de ejecu-
ción. CTLFEF

Finiquito

Es la estimación final de los trabajos reali-
zados por el contratista donde por lo ge-
neral, se ajustan diferencias de pagos y se 
amortiza totalmente el anticipo. MERAPM

Firma electrónica

Conjunto de datos que en forma elec-
trónica son vinculados o asociados a un 
mensaje de datos por cualquier tecnolo-
gía y que son utilizados para identificar 
al firmante en relación con el mensaje 
de datos para indicar que aprueba la in-
formación contenida en el mensaje de 
datos. Art. 836-B LFT.

Firma electrónica avanzada

Es el conjunto de caracteres que per-
mite la identificación del firmante en 
los documentos electrónicos o en los 
mensajes de datos, como resultado de 
utilizar su certificado digital y clave pri-
vada y que produce los mismos efectos 
jurídicos que la firma autógrafa. Art. 
836-B LFT

Certificado digital con el que deben 
contar las personas físicas y morales, 

conforme a lo dispuesto por el artículo 
17-D del CFF. Art. 2. RLFPIORPI

Firmante

Toda persona que utiliza su firma elec-
trónica o firma electrónica avanzada 
para suscribir documentos digitales y, 
en su caso, mensajes de datos. Art. 
836-B LFT.

Fiscalía anticorrupción  
y sus atribuciones

La Fiscalía Especializada en materia 
de delitos relacionados con hechos de 
corrupción contará con las siguientes 
atribuciones:

I)	 Ejercer las atribuciones que 
la Constitución, las leyes, los 
Reglamentos y demás disposicio-
nes jurídicas confieren al Ministerio 
Público de la Federación en lo 
relativo a los hechos que la ley 
considera como delitos en mate-
ria de corrupción, con excepción 
de los cometidos por servidores 
públicos de la PGR, supuesto en 
el cual se estará a lo dispuesto en 
el artículo 21 de esta ley;

II)	 Participar como integrante en 
el Comité Coordinador del SNA, 
atendiendo las bases estable-
cidas en el artículo 113 de 
la CPEUM y en la ley general 
correspondiente;
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III)	 Nombrar, previo acuerdo con 
el Procurador General de la 
República, a los titulares de las 
unidades administrativas y direc-
ciones generales de la Fiscalía 
anticorrupción, salvo aquellas que 
no realicen funciones sustantivas;

IV)	 Contar con los agentes del Mi- 
nisterio Público de la Federación 
y policías de investigación, miem-
bros del servicio profesional de 
carrera, que le estarán adscritos y 
resulten necesarios para la aten-
ción de los casos que correspon-
dan a la Fiscalía, sobre los que 
ejercerá mando directo;

V)	 Proponer al Procurador General 
de la República el nombramien-
to de los agentes del Ministerio 
Público por designación especial 
que reúnan amplia experiencia 
profesional en la materia de co-
rrupción, en términos de lo dis-
puesto por los artículos 37 y 38 
de esta ley;

VI)	 Proponer a la unidad adminis-
trativa competente el contenido 
teórico práctico de los programas 
de capacitación, actualización y 
especialización a que se refiere 
el artículo 33 de esta ley, respec-
to de los agentes del Ministerio 
Público adscritos a esta Fiscalía;

VII)	 Coordinar y supervisar la actua-
ción de la policía de investigación 
en los términos de lo dispuesto 
en el artículo 21 Constitucional;

VIII)	 Diseñar e implementar estrategias 
y líneas de acción para combatir los 
hechos que la ley considera como 
delitos en materia de corrupción;

IX)	 Implementar planes y programas 
destinados a detectar la comisión 
de los hechos que la ley consi-
dera como delitos en materia de 
corrupción en el ámbito de su 
competencia. Dichos planes y 
programas deberán ser aproba-
dos por el Procurador General de 
la República;

X)	 Instrumentar mecanismos de co-
laboración con otras autoridades 
para la elaboración de estrategias 
y programas tendientes a com-
batir los hechos que la ley consi-
dera como delitos en materia de 
corrupción;

XI)	 Emitir los acuerdos, circulares, ins-
tructivos, bases y demás normas 
administrativas necesarias que ri-
jan la actuación de la Fiscalía en el 
ámbito de su competencia y que 
en ningún caso podrán contrade-
cir las normas administrativas emi-
tidas por el Procurador General de 
la República;

XII)	 Fortalecer e implementar, en el 
ámbito de su competencia, me-
canismos de cooperación y cola-
boración con autoridades de los 
tres órdenes de gobierno para la 
investigación de los hechos que 
la ley considera como delitos en 
materia de corrupción;
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XIII)	 Diseñar e implementar proyectos, 
estudios y programas permanen-
tes de información y fomento de 
la cultura de la denuncia y de la 
legalidad en materia de los he-
chos que la ley considera como 
delitos en materia de corrupción;

XIV)	 Implementar mecanismos de co-
laboración con autoridades que 
ejerzan facultades de fiscaliza-
ción a fin de fortalecer el desa-
rrollo de las investigaciones;

XV)	 Requerir a las instancias de go-
bierno la información que resulte 
útil o necesaria para sus investi-
gaciones, la que por ningún mo-
tivo le podrá ser negada, incluso 
anteponiendo el secreto banca-
rio, fiduciario o cualquiera otro de 
similar naturaleza;

XVI)	 Diseñar, integrar e implementar 
sistemas y mecanismos de análi-
sis de la información fiscal, finan-
ciera y contable para que pueda 
ser utilizada por ésta y otras uni-
dades competentes de la PGR, 
en especial la relacionada con la 
investigación de los hechos que 
la ley considera como delitos en 
materia de corrupción;

XVII)	 Coadyuvar con otras áreas com-
petentes de la Procuraduría, en 
el desarrollo de herramientas 
de inteligencia con metodologías 
interdisciplinarias de análisis e in-
vestigación de las distintas varia-
bles criminales, socioeconómicas 

y financieras, para conocer la 
evolución de las actividades re-
lacionadas con los hechos que 
la ley considera como delitos en 
materia de corrupción;

XVIII)	Generar sus propias herramien-
tas metodológicas para el efec-
to de identificar los patrones de 
conducta que pudieran estar re-
lacionados con operaciones con 
recursos de procedencia ilícita;

XIX)	 Emitir guías y manuales técnicos, 
en conjunto con la Coordinación 
General de Servicios Periciales 
y la Unidad Especializada en 
Análisis Financiero para la formu-
lación de dictámenes en mate-
ria de análisis fiscal, financiero y 
contable que requieran los agen-
tes del Ministerio Público de la 
Federación en el cumplimiento 
de sus funciones de investigación 
y persecución de los hechos que 
la ley considera como delitos en 
materia de corrupción;

XX)	 Conducir la investigación para la 
obtención de datos o medios de 
prueba vinculados a hechos que 
la ley considera como delitos en 
materia de corrupción;

XXI)	 Suscribir programas de trabajo y 
proponer al Procurador General 
de la República la celebración 
de convenios con las entidades 
federativas para tener acceso di-
recto a la información disponible 
en los Registros Públicos de la 
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Propiedad así como de las uni-
dades de inteligencia patrimonial 
de las entidades federativas, para 
la investigación y persecución 
de los hechos que la ley consi-
dera como delitos en materia de 
corrupción;

XXII)	 Ejercer la facultad de atracción 
de los delitos del orden común 
en términos de las disposiciones 
jurídicas aplicables;

XXIII)	Dirigir, coordinar y realizar la in-
vestigación de los hechos que 
presuntamente constituyan deli-
tos del fuero federal en materia 
de su competencia y del orden 
común, en los que ejerza la fa-
cultad de atracción, en términos 
de las disposiciones jurídicas 
aplicables;

XXIV)	Ordenar el aseguramiento de bie-
nes propiedad del imputado, así 
como de aquellos respecto de 
los cuales se conduzcan como 
dueños, o dueños beneficiarios 
o beneficiario controlador, cuyo 
valor equivalga al producto, los 
instrumentos u objetos del he-
cho delictivo cuando éstos hayan 
desaparecido o no se localicen 
por causa atribuible al imputado;

XXV)	Promover la extinción de dominio 
de los bienes de los imputados o 
sentenciados, así como de aque-
llos respecto de los cuales se 
conduzcan como dueños, o due-
ños beneficiarios o beneficiario 

controlador, cuyo valor equivalga 
a los bienes desaparecidos o no 
localizados por causa atribuible 
al imputado o sentenciado, cuan-
do estos bienes estén vinculados 
con hechos que la ley considera 
como delitos en materia de co-
rrupción que sean susceptibles 
de la acción de extinción de 
dominio;

XXVI)	Decidir sobre el destino de los 
recursos que le sean asignados, 
a fin de cubrir todas las necesida-
des que surjan en el desempeño 
de sus facultades;

XXVII)	Someter a consideración del Pro- 
curador General de la República 
el ejercicio de las facultades que 
le otorga el artículo 107 Cons- 
titucional a efecto de solicitar a la 
Suprema Corte de Justicia de la 
Nación el ejercicio de su facultad 
de atracción, en los casos que 
ésta proceda y que sean de su 
competencia; y

XXVIII)	Las demás que en su caso le con-
fieran otras disposiciones legales 
aplicables. Art. 10-Ter. LOPGR

Fiscalía Especializada en materia de 
delitos relacionados con hechos de 
corrupción o Fiscalía anticorrupción

La Fiscalía Especializada en mate-
ria de delitos relacionados con he-
chos de corrupción es el órgano con 
autonomía técnica y operativa para 
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investigar y perseguir los hechos que la 
ley considera como delitos por hechos 
de corrupción.

Contará con el personal sustanti-
vo, directivo, administrativo y auxiliar 
capacitados para el debido cumpli-
miento de sus funciones, así como 
con las unidades administrativas ne-
cesarias para el seguimiento de las 
investigaciones.

Para el desarrollo de sus funciones 
se auxiliará de la unidad administrati-
va en materia de Servicios Periciales, 
la cual en su caso, deberá dar trámi-
te y desahogo al peritaje solicitado en 
el término que al efecto establezca el 
Ministerio Público y que resulte acor-
de con la complejidad del peritaje a 
realizar.

Asimismo, esta Fiscalía contará con 
agentes del Ministerio Público especia-
lizados en combate a los hechos que la 
ley considera como delitos en materia 
de corrupción.

Su titular presentará anualmente al 
Procurador General de la República un 
informe sobre actividades sustantivas 
y sus resultados, el cual será público, 
en términos de lo previsto en la LGTAIP 
y demás disposiciones aplicables en la 
materia. Dicho informe será remitido a 
su vez, al Comité Coordinador del SNA 
y al Senado de la República.

El titular de la Fiscalía, al igual que 
su personal de confianza, agentes del 
Ministerio Público de la Federación, 
agentes de la Policía Federal Ministerial 

y peritos miembros del Servicio 
Profesional de Carrera o de desig-
nación especial, estarán sujetos a la 
LGRA, así como al régimen especial de 
la materia, previsto en esta ley. Su ac-
tuación será fiscalizada por la ASF, la 
Visitaduría General y el Órgano Interno 
de Control.

El titular de la Fiscalía anticorrup-
ción elaborará su anteproyecto de pre-
supuesto para enviarlo a la SHCP por 
conducto de la PGR, para que se inte-
gre en el Proyecto de PEF correspon-
diente que envíe para su aprobación a 
la Cámara de Diputados.

En el PEF se identificará el monto 
aprobado a esta Fiscalía para el res-
pectivo ejercicio fiscal. Art. 10-Bis. 
LOPGR

Fiscalía General de la República o 
Ministerio Público de la Federación

El Ministerio Público de la Federación 
se organizará en una Fiscalía General 
de la República como órgano público 
autónomo, dotado de personalidad ju-
rídica y patrimonio propio.

Para ser Fiscal General de la 
República se requiere cumplir con los 
requisitos señalados en este artículo. 
El plazo que durará en su encargo será 
de nueve años, según el Apartado A 
del artículo 102 constitucional, donde 
además pueden examinarse las carac-
terísticas que en su actuación existirán 
y deberá atender.
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Corresponde al Ministerio Público 
de la Federación la persecución, ante 
los tribunales, de todos los delitos del 
orden federal; y, por lo mismo, solici-
tará las medidas cautelares contra los 
imputados; buscará y presentará las 
pruebas que acrediten la participación 
de éstos en hechos que las leyes se-
ñalen como delito; procurará que los 
juicios federales en materia penal se 
sigan con toda regularidad para que la 
impartición de justicia sea pronta y ex-
pedita; pedirá la aplicación de las pe-
nas e intervendrá en todos los asuntos 
que la ley determine.

La ley establecerá las bases para 
la formación y actualización de los 
servidores públicos de la Fiscalía, así 
como para el desarrollo de la carrera 
profesional de los mismos, la cual se 
regirá por los principios de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalis-
mo, honradez y respeto a los derechos 
humanos.

El Fiscal General presentará anual-
mente a los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo de la Unión un informe de ac-
tividades. Comparecerá ante cualquie-
ra de las Cámaras cuando se le cite a 
rendir cuentas o a informar sobre su 
gestión.

El Fiscal General de la República 
y sus agentes, serán responsables de 
toda falta, omisión o violación a la ley 
en que incurran con motivo de sus 
funciones. Art. 102, Apartado A. 
CPEUM

Fiscalías especializadas  
en materia electoral  

y de combate a la corrupción

La Fiscalía General contará, al menos, 
con las fiscalías especializadas en ma-
teria de delitos electorales y de comba-
te a la corrupción, cuyos titulares serán 
nombrados y removidos por el Fiscal 
General de la República. El nombra-
miento y remoción de los fiscales es-
pecializados antes referidos podrán ser 
objetados por el Senado de la República 
por el voto de las dos terceras partes 
de los miembros presentes, en el pla-
zo que fije la ley; si el Senado no se 
pronunciare en este plazo, se enten-
derá que no tiene objeción. Art. 102, 
Apartado A. CPEUM

Fiscalización de la Cuenta Pública 
que realiza la ASF, normas legales  

y características de la

La fiscalización de la Cuenta Pública 
que realiza la ASF se lleva a cabo de 
manera posterior al término de cada 
ejercicio fiscal, una vez que el programa 
anual de auditoría esté aprobado y pu-
blicado en su página de internet; tiene 
carácter externo y por lo tanto se efec-
túa de manera independiente y autóno-
ma de cualquier otra forma de control 
o fiscalización que realicen los órganos 
internos de control. Art. 6. LFRCF

A falta de disposición expresa en 
esta Ley, se aplicarán en forma suple- 
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toria y en lo conducente, la LFPRH; 
la LGCG; la LDFEFM; la LCF; la LIF; el 
CFF; la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo; la LGRA; la LGSNA, y el 
PEF, así como las disposiciones relativas 
del derecho común federal, sustantivo y 
procesal, en ese orden. Art. 7. LFRCF

Fiscalización de la Cuenta Pública, 
atribuciones de la ASF

Para la fiscalización de la Cuenta Pú- 
blica, la ASF tendrá las atribuciones 
siguientes:

I)	 Realizar, conforme al programa 
anual de auditorías aprobado, las 
auditorías e investigaciones. La 
ASF podrá solicitar información y 
documentación durante el desarro-
llo de las mismas.

La ASF podrá iniciar el proceso 
de fiscalización a partir del primer 
día hábil del ejercicio fiscal siguien-
te, sin perjuicio de que las observa-
ciones o recomendaciones que, en 
su caso realice, deberán referirse a 
la información definitiva presentada 
en la Cuenta Pública. Una vez que 
le sea entregada la Cuenta Pública, 
podrá realizar modificaciones al 
programa anual de las auditorías 
y lo hará del conocimiento de la 
Comisión de Vigilancia;

II)	 Establecer los lineamientos técni-
cos y criterios para las auditorías 
y su seguimiento, procedimientos, 

investigaciones, encuestas, méto-
dos y sistemas necesarios para la 
fiscalización superior;

III)	 Proponer, en los términos de la 
LGCG y la LFA las modificaciones 
a los principios, normas, procedi-
mientos, métodos y sistemas de re-
gistro y contabilidad; disposiciones 
para el archivo, guarda y custodia 
de los libros y documentos justifi-
cativos y comprobatorios del ingre-
so, gasto y deuda pública; así como 
todos aquellos elementos que po-
sibiliten la adecuada rendición de 
cuentas y la práctica idónea de las 
auditorías;

IV)	 Proponer al CONAC, en los tér-
minos de la LGCG, modificaciones 
a la forma y contenido de la infor-
mación de la Cuenta Pública y a sus 
formatos de integración;

V)	 Practicar auditorías sobre el des-
empeño en el cumplimiento de 
los objetivos contenidos en los 
programas federales, conforme a 
los indicadores establecidos en el 
PEF y tomando en cuenta el PND, 
los programas sectoriales, regio-
nales, operativos anuales, y demás 
programas de las entidades fis-
calizadas, a efecto de verificar el 
desempeño de los mismos y, en su 
caso, el uso de recursos públicos 
federales;

VI)	 Verificar que las entidades fisca-
lizadas que hubieren captado, re-
caudado, custodiado, manejado, 
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administrado, aplicado o ejercido 
recursos públicos, lo hayan reali-
zado conforme a los programas 
aprobados y montos autorizados, 
así como en el caso de los egresos, 
con cargo a las partidas correspon-
dientes; además, con apego a las 
disposiciones legales, reglamenta-
rias y administrativas aplicables;

VII)	Verificar que las operaciones que 
realicen las entidades fiscaliza-
das sean acordes con la LIF y el 
PEF y se efectúen con apego a 
las disposiciones respectivas del 
CFF y leyes fiscales sustantivas; 
la ley Federal de Deuda Pública, 
ley General de Partidos Políticos; 
LFPRH, orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos 
Mexicanos, LAPF, del Poder Judi- 

cial de la Federación; LAPP, de 
Petróleos Mexicanos y de la CFE 
y LDFEFM, las correspondientes a 
obras públicas y adquisiciones de 
las entidades federativas, y demás 
disposiciones legales, reglamenta-
rias y administrativas aplicables a 
estas materias;

VIII)	Verificar obras, bienes adquiridos y 
servicios contratados por las enti-
dades fiscalizadas para comprobar 
si los recursos de las inversiones 
y los gastos autorizados a las en-
tidades fiscalizadas se ejercieron 
en términos de las disposiciones 
aplicables;

IX)	 Requerir a los auditores externos 
copia de todos los informes y dic-
támenes de las auditorías y revi-
siones por ellos practicadas a las 
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entidades fiscalizadas y de ser re-
querido, el soporte documental;

X)	 Requerir a terceros que hubie-
ran contratado con las entidades 
fiscalizadas obra pública, bienes 
o servicios mediante cualquier tí-
tulo legal y a cualquier entidad o 
persona física o moral, pública 
o privada, o aquellas que hayan 
sido subcontratados por terceros, 
la información relacionada con la 
documentación justificativa y com-
probatoria del ejercicio de recursos 
públicos a efecto de realizar las 
compulsas correspondientes;

XI)	 Solicitar, obtener y tener acceso 
a toda la información y documen-
tación, que a juicio de la ASF sea 
necesaria para llevar a cabo la audi-
toría correspondiente, sin importar 
el carácter de confidencial o reser-
vado de la misma, que obren en 
poder de:
a)	 Las entidades fiscalizadas;
b)	Los órganos internos de control;
c)	 Las entidades de fiscalización 

superior locales;
d)	Los auditores externos de las 

entidades fiscalizadas;
e)	 Instituciones de crédito, fideico-

misos u otras figuras del sector 
financiero; y

f)	 Autoridades hacendarias fede-
rales y locales.
La ASF tendrá acceso a la infor-

mación que las disposiciones lega-
les consideren como de carácter 

reservado o confidencial cuando 
esté relacionada directamente con 
la captación, recaudación, admi-
nistración, manejo, custodia, ejer-
cicio, aplicación de los ingresos y 
egresos federales y la deuda pú-
blica, estando obligada a mante-
ner la misma reserva, en términos 
de las disposiciones aplicables. 
Cuando derivado de la práctica 
de auditorías se entregue a la ASF 
información de carácter reservado 
o confidencial, ésta deberá garan-
tizar que no se incorpore en los 
resultados, observaciones, reco-
mendaciones y acciones de los 
informes de auditoría respectivos, 
información o datos que tengan 
esta característica en términos de 
la legislación aplicable. Dicha in-
formación será conservada por la 
ASF en sus documentos de trabajo 
y sólo podrá ser revelada a la auto-
ridad competente, en términos de 
las disposiciones aplicables.

El incumplimiento a lo dispuesto 
en esta fracción será motivo del fin-
camiento de las responsabilidades 
administrativas y penales estableci-
das en las leyes correspondientes;

XII)	Fiscalizar los recursos públicos 
federales que la Federación haya 
otorgado a entidades federativas, 
municipios y alcaldías de la Ciudad 
de México, fideicomisos, fondos, 
mandatos o, cualquier otra figura 
análoga, personas físicas o morales, 
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públicas o privadas, cualesquiera 
que sean sus fines y destino, así 
como verificar su aplicación al ob-
jeto autorizado;

XIII)	Investigar, en el ámbito de su com-
petencia, los actos u omisiones 
que impliquen alguna irregularidad 
o presunta conducta ilícita, o comi-
sión de faltas administrativas, en 
los términos establecidos en esta 
Ley y en la LGRA;

XIV)	Efectuar visitas domiciliarias, para 
exigir la exhibición de los libros, 
papeles, contratos, convenios, 
nombramientos, dispositivos mag-
néticos o electrónicos de almacena-
miento de información, documentos 
y archivos indispensables para la 
realización de sus investigaciones, 
sujetándose a las leyes respecti-
vas y a las formalidades prescritas 
para los cateos, realizar entrevistas 
y reuniones con particulares o con 
los servidores públicos de las enti-
dades fiscalizadas, necesarias para 
conocer directamente el ejercicio 
de sus funciones;

XV)	Formular recomendaciones, soli-
citudes de aclaración, pliegos de 
observaciones, promociones del 
ejercicio de la facultad de com-
probación fiscal, promociones de 
responsabilidad administrativa san-
cionatoria, informes de presunta 
responsabilidad administrativa, de-
nuncias de hechos y denuncias de 
juicio político;

XVI)	 Promover las responsabilidades 
administrativas, para lo cual la 
Unidad Administrativa a cargo 
de las investigaciones de la ASF 
presentará el informe de presun-
ta responsabilidad administrativa, 
ante la autoridad substanciadora 
de la misma ASF, para que ésta, 
de considerarlo procedente, tur-
ne y presente el expediente, ante 
el Tribunal o, en el caso de las no 
graves, ante el órgano interno de 
control;

Cuando detecte posibles res-
ponsabilidades no graves dará 
vista a los órganos internos de 
control competentes, para que 
continúen la investigación res-
pectiva y, en su caso, promuevan 
la imposición de las sanciones 
que procedan;

XVII)	 Promover y dar seguimiento ante 
las autoridades competentes 
para la imposición que las san-
ciones que correspondan a los 
servidores públicos federales, de 
las entidades federativas, de los 
municipios y de las alcaldías de la 
Ciudad de México; y los particu-
lares, a las que se refiere el Título 
Cuarto de la CPEUM y presentará 
denuncias y querellas penales;

XVIII)	Recurrir, a través de la unidad 
administrativa a cargo de las 
investigaciones de la ASF, las 
determinaciones del Tribunal y 
de la Fiscalía Especializada, en 



René Mariani Ochoa

404

términos de las disposiciones le-
gales aplicables;

XIX)	 Conocer y resolver sobre el re-
curso de reconsideración que se 
interponga en contra de las mul-
tas que imponga;

XX)	 Participar en el SNA así como 
en su Comité Coordinador, en 
los términos de lo dispuesto por 
el artículo 113 fracción III de la 
CPEUM y de la ley general en la 
materia, así como celebrar conve-
nios con organismos cuyas fun-
ciones sean acordes o guarden 
relación con sus atribuciones y 
participar en foros nacionales e 
internacionales;

XXI)	 Podrá solicitar a las entidades 
fiscalizadas información del ejer-
cicio en curso, respecto de proce-
sos concluidos, para la planeación 
de la fiscalización de la Cuenta 
Pública. Lo anterior sin perjuicio 
de la revisión y fiscalización que 
la ASF lleve a cabo conforme a 
lo contenido en la fracción II del 
artículo 1 de esta Ley;

XXII)	 Obtener durante el desarrollo de las 
auditorías e investigaciones copia 
de los documentos originales que 
se tengan a la vista, y certificarlas 
mediante cotejo con sus originales 
así como solicitar la documenta-
ción en copias certificadas;

XXIII)	Expedir certificaciones de los do-
cumentos que obren en los archi-
vos de la ASF;

XXIV)	 Solicitar la comparecencia de las 
personas que se considere, en 
los casos concretos que así se 
determine en esta Ley;

XXV)	 Comprobar la existencia, proce-
dencia y registro de los activos 
y pasivos de las entidades fisca-
lizadas, de los fideicomisos, fon-
dos y mandatos o cualquier otra 
figura análoga, para verificar la 
razonabilidad de las cifras mos-
tradas en los estados financie-
ros consolidados y particulares 
de la Cuenta Pública;

XXVI)	 Fiscalizar el financiamiento pú-
blico en los términos estableci-
dos en esta Ley así como en las 
demás disposiciones aplicables;

XXVII)	 Solicitar la información finan-
ciera, incluyendo los registros 
contables, presupuestarios, pro-
gramáticos y económicos, así 
como los reportes instituciona-
les y de los sistemas de conta-
bilidad gubernamental que los 
entes públicos están obligados 
a operar con el propósito de 
consultar la información conte-
nida en los mismos; y

XXVIII)	Las demás que le sean confe-
ridas por esta Ley o cualquier 
otro ordenamiento para la fis-
calización de la Cuenta Pública. 
Art. 17. LFRCF

La ASF tendrá acceso a contratos, 
convenios, documentos, datos, libros, 
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archivos y documentación justificativa y 
comprobatoria relativa al ingreso, gasto 
público y cumplimiento de los objetivos 
de los programas de los entes públicos, 
así como a la demás información que 
resulte necesaria para la revisión y fis-
calización de la Cuenta Pública siempre 
que al solicitarla se expresen los fines a 
que se destine dicha información. Art. 
23. LFRCF

La información y datos que para el 
cumplimiento de lo previsto se propor-
cionen, estarán afectos exclusivamente 
al objeto de esta Ley. Art. 25. LFRCF

Fiscalización de la Cuenta Pública, 
su razón de ser y para qué

La fiscalización de la Cuenta Pública 
tiene por objeto evaluar los resultados 
de la gestión financiera, evaluando la 
ejecución del PEF y de la LIF, del cum-
plimiento de disposiciones jurídicas 
aplicables, criterios y reglas de opera-
ción señaladas, así como el cumplimien-
to de objetivos programáticos, además 
de lo específicamente señalado en los 
numerales de la Ley que se resaltan 
de manera inmediata. Arts. 2-3 y 14. 
LFRCF.

Fiscalización de las Participaciones 
Federales por la ASF

La ASF fiscalizará las participaciones 
federales conforme a la facultad es-
tablecida en el artículo 79, fracción I, 

párrafo segundo, de la CPEUM, acorde 
a lo dispuesto en estos artículos. Arts. 
50-51. LFRCF

Fiscalización del acatamiento de 
la Ley de Disciplina Financiera de 
las Entidades Federativas y los 

Municipios (LDFEFM)

La ASF respecto de las reglas pre-
supuestarias y de ejercicio, y de la 
contratación de deuda pública y obliga-
ciones previstas en la LDFEFM, deberá 
fiscalizar:

I)	 La observancia de las reglas de dis-
ciplina financiera, de acuerdo a los 
términos establecidos en la LDFEFM;

II)	 La contratación de los financiamien-
tos y otras obligaciones de acuerdo 
a las disposiciones previstas en la 
LDFEFM y dentro de los límites esta-
blecidos por el sistema de alertas de 
dicha Ley; y

III)	El cumplimiento de inscribir y 
publicar la totalidad de sus financia-
mientos y otras obligaciones en el 
registro público único establecido en 
la LDFEFM. Art. 58. LFRCF

Fiscalización del gasto  
federalizado por la ASF

La ASF fiscalizará, conforme al progra-
ma anual de auditoría que deberá apro-
bar y publicar en el DOF, directamente 
los recursos federales que administren 
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o ejerzan las entidades federativas, los 
municipios y las alcaldías de la Ciudad 
de México; asimismo, fiscalizará direc-
tamente los recursos federales que se 
destinen y se ejerzan por cualquier en-
tidad, persona física o moral, pública o 
privada, y los transferidos a fideicomi-
sos, mandatos, fondos o cualquier otra 
figura jurídica, sin perjuicio de la com-
petencia de otras autoridades y de los 
derechos de los usuarios del sistema 
financiero.

Revisará el origen de los recursos 
con los que se pagan los sueldos y sa-
larios del personal que preste o desem-
peñe un servicio personal subordinado 
en dichos órdenes de gobierno, para 
determinar si fueron cubiertos con re-
cursos federales o locales, en términos 
de lo dispuesto en el artículo 3-B de la 
LCF y las disposiciones aplicables. Para 
tal efecto la ASF determinará en su pro-
grama anual de auditorías la muestra a 
fiscalizar para el año correspondiente. 
Arts. 47-49. LFRCF

Fiscalización durante el ejercicio 
fiscal en curso o de ejercicios 

anteriores

Para los efectos de lo previsto en el pá-
rrafo quinto de la fracción I, del artícu-
lo 79 de la CPEUM, cualquier persona 
podrá presentar denuncias fundadas 
cuando se presuma el manejo, aplica-
ción o custodia irregular de recursos 
públicos federales, o de su desvío, en 

los supuestos previstos en esta Ley, la 
ASF, podrá revisar la gestión financiera 
de las entidades fiscalizadas, durante el 
ejercicio fiscal en curso, así como res-
pecto a ejercicios fiscales distintos al de 
la Cuenta Pública en revisión.

Las denuncias podrán presentarse a 
la Cámara, a la Comisión de Vigilancia 
o directamente a la ASF, en escritos 
fundados y motivados, acompañando 
los elementos de prueba. Se deberá 
atenderla normatividad señalada en los 
artículos de la Ley que se destacan in-
mediatamente. Arts. 59-66. LFRCF

Fiscalización superior

Facultad ejercida por la ASF para la re-
visión de la Cuenta Pública, incluyen-
do el Informe de Avance de Gestión 
Financiera, a cargo de la Cámara de 
Diputados. La actividad de los Poderes 
de la Unión y de los entes públicos fe-
derales, respecto de la administración, 
manejo, custodia y aplicación de los in-
gresos, egresos, fondos y, en general, 
de los recursos públicos que éstos uti-
licen para la ejecución de los objetivos 
contenidos en los programas federales 
aprobados, en el periodo que corres-
ponda a la Cuenta Pública, sujeta a la 
revisión posterior de la Cámara, a través 
de la ASF, a fin de verificar que dicha 
gestión se ajusta a las disposiciones le-
gales, reglamentarias y administrativas 
aplicables, así como el cumplimiento de 
los programas señalados. CTLFEF
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La revisión que realiza la ASF, en los 
términos constitucionales y de esta ley. 
Art. 4, LFRCF y Art. 60. LDFEFM

La función de fiscalización supe-
rior, es la revisión, análisis, auditoría y 
evaluación que ejecuta la ASF, de los 
ingresos, egresos y deuda; de las ga-
rantías que otorgue el Gobierno Federal 
respecto a empréstitos de los Estados 
y Municipios; del manejo, custodia y 
aplicación de fondos y recursos de 
los Poderes de la Unión y de los en-
tes públicos federales, así como realizar 
auditorías sobre el desempeño en el 
cumplimiento de los objetivos conteni-
dos en los programas federales.

La ASF de la Cámara de Diputados, 
tendrá autonomía técnica y de gestión 
en el ejercicio de sus atribuciones y 
para decidir sobre su organización in-
terna, funcionamiento y resoluciones, 
en los términos que disponga la ley. La 
función de fiscalización será ejercida 
conforme a los principios de legalidad, 
definitividad, imparcialidad y confiabili-
dad. La definitividad, es el principio que 
hace superior a la ASF y a la función de 
fiscalización.

La ASF podrá iniciar el proceso de 
fiscalización a partir del primer día 
hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin 
perjuicio de que las observaciones o 
recomendaciones que llegase a realizar, 
deberán referirse a la información defi-
nitiva presentada en la Cuenta Pública. 
Asimismo, por lo que corresponde a los 
trabajos de planeación de las auditorías, 

la ASF podrá solicitar información del 
ejercicio en curso, respecto de proce-
sos concluidos.

La ASF tiene a su cargo todas las 
trascendentes atribuciones, y conse-
cuentes responsabilidades, que se des-
criben en el artículo presente, del cual 
se destaca en su segunda fracción, el 
entregar a la Cámara de Diputados, el 
último día hábil de los meses de junio 
y octubre, así como el 20 de febrero 
del año siguiente al de la presentación 
de la Cuenta Pública, los informes indi-
viduales de auditoría que concluya du-
rante el periodo respectivo. Asimismo, 
en esta última fecha, entregar el Informe 
General Ejecutivo del Resultado de la 
Fiscalización Superior de la Cuenta 
Pública, el cual se someterá a la consi-
deración del Pleno de dicha Cámara. El 
Informe General Ejecutivo y los informes 
individuales serán de carácter público y 
tendrán el contenido que determine la 
ley; estos últimos incluirán como míni-
mo el dictamen de su revisión, un apar-
tado específico con las observaciones 
de la ASF, así como las justificaciones 
y aclaraciones que, en su caso, las en-
tidades fiscalizadas hayan presentado 
sobre las mismas.

Para tal efecto, de manera previa 
a la presentación del Informe General 
Ejecutivo y de los informes individuales 
de auditoría, se darán a conocer a las 
entidades fiscalizadas la parte que les 
corresponda de los resultados de su re-
visión, a efecto de que éstas presenten 
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las justificaciones y aclaraciones que co-
rrespondan, las cuales deberán ser valo-
radas por la ASF para la elaboración de 
los informes individuales de auditoría.

La ASF deberá entregar a la Cámara 
de Diputados, los días 1 de los meses 
de mayo y noviembre de cada año, un 
informe sobre la situación que guardan 
las observaciones, recomendaciones y 
acciones promovidas, correspondientes 
a cada uno de los informes individuales 
de auditoría que haya presentado en los 
términos de esta fracción. En dicho in-
forme, el cual tendrá carácter público, 
la Auditoría incluirá los montos efectiva-
mente resarcidos a la Hacienda Pública 
Federal o al patrimonio de los entes 
públicos federales, como consecuencia 
de sus acciones de fiscalización, las de-
nuncias penales presentadas y los pro-
cedimientos iniciados ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa.

La ASF deberá guardar reserva de 
sus actuaciones y observaciones hasta 
que rinda los informes individuales de 
auditoría y el Informe General Ejecutivo 
a la Cámara de Diputados a que se re-
fiere esta fracción; la Ley establecerá 
las sanciones aplicables a quienes in-
frinjan esta disposición.

Los Poderes de la Unión, las entida-
des federativas y las demás entidades 
fiscalizadas facilitarán los auxilios que 
requiera la ASF para el ejercicio de 
sus funciones y, en caso de no hacer-
lo, se harán acreedores a las sanciones 
que establezca la Ley. Asimismo, los 

servidores públicos federales y loca-
les, así como cualquier entidad, per-
sona física o moral, pública o privada, 
fideicomiso, mandato o fondo, o cual-
quier otra figura jurídica, que reciban 
o ejerzan recursos públicos federales, 
deberán proporcionar la información y 
documentación que solicite la ASF, de 
conformidad con los procedimientos 
establecidos en las leyes y sin perjuicio 
de la competencia de otras autoridades 
y de los derechos de los usuarios del 
sistema financiero. En caso de no pro-
porcionar la información, los responsa-
bles serán sancionados en los términos 
que establezca la Ley.

El Poder Ejecutivo Federal aplicará el 
procedimiento administrativo de ejecu-
ción para el cobro de las indemnizaciones 
y sanciones pecuniarias a que se refiere 
la fracción IV del presente artículo. Art. 
79. CPEUM (ver también Auditoría 
Superior de la Federación, ASF)

Fiscalización superior de la deuda 
pública de las entidades  
federativas y municipios

La ASF, respecto de las garantías que 
en términos de la LDFEFM, otorgue el 
Gobierno Federal sobre los financia-
mientos y otras obligaciones contra-
tados por los Estados y Municipios, 
deberá fiscalizar:

I)	 Las garantías que, en su caso, otor-
gue el Gobierno Federal; y
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II)	 El destino y ejercicio de los recur-
sos correspondientes a la deuda 
pública contratada que hayan reali-
zado dichos gobiernos estatales y 
municipales.

La fiscalización de todos los ins-
trumentos de crédito público y de los 
financiamientos y otras obligaciones 
contratados por las entidades federati-
vas y municipios que cuenten con la ga-
rantía de la Federación, tiene por objeto 
verificar si dichos ámbitos de gobierno, 
acataron lo dispuesto en los artículos 
de la Ley que se destacan en forma in-
mediata. Arts. 52-58. LFRCF

Fiscalización,  
acciones, recomendaciones, 

procedimiento y plazos

El Titular de la ASF enviará a las entida-
des fiscalizadas, dentro de un plazo de 
10 días hábiles siguientes a que haya 
sido entregado a la Cámara, el informe 
individual que contenga las acciones y 
las recomendaciones que les correspon-
dan, para que, en un plazo de 30 días 
hábiles, presenten la información y reali-
cen las consideraciones pertinentes.

Con la notificación del informe in-
dividual a las entidades fiscalizadas 
quedarán formalmente promovidas y 
notificadas las acciones y recomenda-
ciones contenidas en dicho informe, sal-
vo en los casos del informe de presunta 
responsabilidad administrativa y de las 

denuncias penales y de juicio político, 
los cuales se notificarán a los presun-
tos responsables en los términos de las 
leyes que rigen los procedimientos res-
pectivos. Art. 39. LFRCF

La ASF al promover o emitir las ac-
ciones a que se refiere esta Ley, obser-
vará el procedimiento, plazos y medios 
que se establecen en los en estos artí-
culos. Arts. 40-43. LFRCF

Fisco federal, abandono  
de bienes en favor del

Causarán abandono en favor del fisco 
federal los bienes, en los casos que 
contempla específicamente este artícu-
lo y en las circunstancias y condiciones 
señaladas en el mismo. Art. 196-A. 
CFF

Flujo de efectivo

Se refiere al monto de los recursos au-
torizados a la entidad en términos del 
dinero que se estima entrará y saldrá de 
su caja. CTLFEF

El registro de las entradas y salidas 
de recursos efectivos en un ejercicio fis-
cal. Art. 2. LFPRH

Fomento del sector social de la 
economía, empresas sociales o 
proyectos de desarrollo social

Los municipios, los gobiernos de las 
entidades federativas y el Gobierno 
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Federal fomentarán las actividades pro-
ductivas para promover la generación 
de empleos e ingresos de personas, 
familias, grupos y organizaciones pro-
ductivas. De manera similar, estimularán 
la organización de personas, familias 
y grupos sociales, destinando recur-
sos públicos para promover proyectos 
productivos; identificar oportunidades 
de inversión, y brindar capacitación, 
asistencia técnica y asesoría para la or-
ganización y el diseño de proyectos y 
apoyo legal para la realización de estas 
actividades. También podrán aportar 
recursos como capital de riesgo para 
dar viabilidad a las empresas sociales 
y destinar recursos para apoyar a per-
sonas, familias y organizaciones socia-
les cuyo objeto sea el financiamiento 
de proyectos de desarrollo social. Arts. 
33- 35. LGDS

Fondo de Aportaciones  
en materia de Salud (FAS)

Sin perjuicio de lo dispuesto en esta 
Ley y en otros ordenamientos, las en-
tidades federativas deberán presentar 
información relativa a las aportaciones 
federales en materia de salud; confor-
me a lo señalado en el artículo presen-
te. Art. 74. LGCG

Con cargo a las aportaciones que 
del FAS les correspondan, los Estados 
y la Ciudad de México recibirán los 
recursos económicos que los apoyen 
para ejercer las atribuciones que en los 

términos de los artículos 3, 13 y 18 de 
la Ley General de Salud les competan. 
Art. 29. LCF

El monto del FAS se determinará 
cada año en el PEF correspondiente, 
exclusivamente a partir de los elemen-
tos que se mencionan en los presentes 
artículos. Arts. 30-31. LCF

Fondo de Aportaciones  
Múltiples (FAM)

El FAM se determinará anualmente en 
el PEF por un monto equivalente, al 
0.814% de la recaudación federal par-
ticipable a que se refiere el artículo 2 
de esta Ley, según estimación que de 
la misma se realice en el propio presu-
puesto, con base a lo que al efecto es-
tablezca la LIF. Art. 39. LCF

Las aportaciones federales que con 
cargo al FAM reciban los Estados de la 
Federación y la Ciudad de México se 
destinarán en un 46% al otorgamiento 
de desayunos escolares; apoyos alimen-
tarios; y de asistencia social a través de 
instituciones públicas, con base en lo 
señalado en la Ley de Asistencia Social. 
Asimismo, se destinará el 54% restante 
a la construcción, equipamiento y re-
habilitación de infraestructura física de 
los niveles de educación básica, media 
superior y superior en su modalidad 
universitaria según las necesidades de 
cada nivel.

Las entidades tendrán la obliga-
ción de hacer del conocimiento de sus 
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habitantes, los montos que reciban, las 
obras y acciones realizadas, el costo de 
cada una, su ubicación y beneficiarios. 
Asimismo, deberán informar a sus ha-
bitantes, al término de cada ejercicio, 
sobre los resultados alcanzados. Art. 
40. LCF

El FAM se distribuirá entre las enti-
dades federativas de acuerdo a las asig-
naciones y reglas que se establezcan en 
el PEF. Art. 41. LCF

Fondo de Aportaciones para el 
Fortalecimiento de las Entidades 

Federativas (FAFEF)

El FAFEF se determinará anualmente en 
el PEF correspondiente con recursos 
federales por un monto equivalente al 
1.40% de la recaudación federal parti-
cipable a que se refiere el artículo 2 de 
esta Ley. Para mayor información con-
sultar las formulas y procedimientos se-
ñalados en este artículo. Art. 46. LCF

Los recursos del FAFEF se destina-
rán a cualquiera de los potenciales des-
tinos que autoriza el numeral presente, 
destacando infraestructura física, sanea-
miento financiero, saneamiento de pen-
siones, modernización de los registros 
públicos de la propiedad y del comer-
cio locales, modernizar los sistemas de 
recaudación locales, fortalecimiento de 
los proyectos de investigación científi-
ca y desarrollo tecnológico, sistemas de 
protección civil y para apoyar la educa-
ción pública, pero no podrán destinarse 

para erogaciones de gasto corriente o 
de operación. Las Entidades Federativas 
deberán presentar a la SHCP un informe 
trimestral detallado sobre la aplicación 
de los recursos a más tardar 20 días 
naturales después de terminado el tri-
mestre. Art. 47. LCF

Fondo de Aportaciones para el 
Fortalecimiento de los Municipios 

(FORTAMUN)

Asignación presupuestal concedida 
por la Federación a los ayuntamientos, 
destinada a la satisfacción de sus re-
querimientos, dando prioridad al cumpli-
miento de sus obligaciones financieras 
y a la atención de las necesidades di-
rectamente vinculadas a la Seguridad 
Publica de sus habitantes. Fondo cuyo 
destino específico se determina en se-
sión de Cabildo que para tal efecto se 
realice, señalándose en el acta corres-
pondiente los conceptos y montos de 
cada acción, siguiendo el mismo proce-
dimiento tantas veces como sea modi-
ficado el proyecto de inversión. DTMV

El FORTAMUN se determinará anual-
mente en el PEF con recursos federales, 
por un monto equivalente, como sigue:

a)	Con el 2.35% de la recaudación fe-
deral participable a que se refiere el 
artículo 2 de esta Ley, con base en lo 
que al efecto establezca la LIF para 
ese ejercicio. Este Fondo se enterará 
mensualmente por partes iguales a 
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los Municipios, por conducto de los 
Estados, de manera ágil y directa sin 
más limitaciones ni restricciones, in-
cluyendo aquellas de carácter admi-
nistrativo, que las correspondientes 
a los fines que se establecen en el 
artículo 37 de este ordenamiento; y

b)	A la Ciudad de México y a sus 
Demarcaciones Territoriales, los fon-
dos correspondientes les serán en-
tregados en la misma forma que al 
resto de los Estados y Municipios, 
pero calculados como el 0.2123% 
de la recaudación federal participa-
ble, con base en lo que al efecto es-
tablezca la LIF para ese ejercicio.

Al efecto, los Gobiernos Estatales y 
de la Ciudad de México deberán publi-
car en su respectivo Periódico Oficial 
las variables y fórmulas utilizadas para 
determinar los montos que correspon-
dan a cada Municipio o Demarcación 
Territorial por concepto de este Fondo, 
así como el calendario de ministracio-
nes, a más tardar el 31 de enero de 
cada año. Art. 36. LCF

Las aportaciones federales que, con 
cargo al FORTAMUN, reciban los muni-
cipios, se destinarán a la satisfacción 
de sus requerimientos, dando priori-
dad al cumplimiento de sus obligacio-
nes financieras, al pago de derechos 
y aprovechamientos por concepto de 
agua, descargas de aguas residuales, 
a la modernización de los sistemas de 
recaudación locales, mantenimiento de 

infraestructura, y a la atención de las 
necesidades directamente vinculadas 
con la seguridad pública de sus habi-
tantes. Art. 37. LCF

El Ejecutivo Federal, a través de la 
SHCP, distribuirá el FORTAMUN a que 
se refiere el inciso a) del artículo 36 de 
esta Ley, en proporción directa al núme-
ro de habitantes con que cuente cada 
Entidad Federativa, de acuerdo con la 
información estadística más reciente 
que al efecto emita el INEGI.

Para el caso de las Demarcaciones 
Territoriales de la Ciudad de México, 
su distribución se realizará conforme 
al inciso b) del artículo 36 antes seña-
lado; el 75% correspondiente a cada 
Demarcación Territorial será asignado 
conforme al criterio del factor de po-
blación residente y el 25% restante al 
factor de población flotante de acuerdo 
con las cifras publicadas por el INEGI.

Las Entidades a su vez distribui-
rán los recursos que correspondan a 
sus Municipios y las Demarcaciones 
Territoriales de la Ciudad de México, 
en proporción directa al número de 
habitantes con que cuente cada uno 
de los Municipios y Demarcaciones 
Territoriales antes referidos. Art. 38. 
LCF

Los municipios, las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México 
y en su caso, las entidades federati-
vas, previo convenio de colaboración 
administrativa, difundirán en Internet 
la información relativa al Fondo de 
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Aportaciones para el Fortalecimiento de 
los Municipios y de las Demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, es-
pecificando cada uno de los destinos 
señalados para dicho Fondo en la LCF. 
Art. 76. LGCG

Fondo de Aportaciones  
para la Educación Tecnológica  

y de Adultos (FAETA)

Sin perjuicio de lo dispuesto en esta 
Ley y en otros ordenamientos, las 
entidades federativas deberán pre-
sentar información relativa al Fondo 
de Aportaciones para la Educación 
Tecnológica y de Adultos, conforme a 
lo dispuesto en el numeral presente. 
Art. 73. LGCG

Con cargo a las aportaciones del 
FAETA que les correspondan, los 
Estados y la Ciudad de México, recibi-
rán los recursos económicos comple-
mentarios para prestar los servicios de 
educación tecnológica y de educación 
para adultos, cuya operación asuman 
de conformidad con los convenios de 
coordinación suscritos con el Ejecutivo 
Federal, para la transferencia de recur-
sos humanos, materiales y financieros 
necesarios para la prestación de dichos 
servicios. Art. 42. LCF

El monto del FAETA se determinará 
anualmente en el PEF con recursos fe-
derales, exclusivamente a partir de los 
elementos descritos en las fracciones 
del artículo 43 de esta Ley.

La información que presenten las 
entidades y la Secretaría de Educación 
Pública, por este Fondo, deberá sujetar-
se al artículo 73 de la LGCG. Art. 43. 
LCF

Fondo de Aportaciones  
para la Infraestructura Social 

Municipal (FISM)

Los municipios enviarán a las entida-
des federativas información sobre la 
aplicación de los recursos del Fondo 
de Aportaciones para la Infraestructura 
Social Municipal, en las obras y accio-
nes establecidas en la LCF que bene-
ficien directamente a la población en 
rezago social y pobreza extrema para 
que por su conducto se incluya en los 
informes trimestrales a que se refieren 
los artículos 48 de la LCF y 46 y 47 de 
esta Ley.

La SEDESOL del Gobierno Federal 
remitirá trimestralmente a la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, la 
información que reciba correspondiente 
al FISM, misma que estará disponible en 
su página de internet, debiendo actua-
lizarla con la misma periodicidad. Art. 
75. LGCG

Fondo de Aportaciones  
para la Infraestructura Social, 

estatal y municipal (FISE)

El FISE se determinará anualmente en 
el PEF con recursos federales por un 
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monto equivalente, al 2.5294% de la 
recaudación federal participable a que 
se refiere el artículo 2 de esta Ley, con 
base en lo que al efecto establezca la LIF 
para ese ejercicio. Del total de la recau-
dación federal participable el 0.3066% 
corresponderá al FISE de las Entidades 
y el 2.2228% al FISE Municipal y de 
las Demarcaciones Territoriales de la 
Ciudad de México.

Este fondo se enterará mensualmen-
te en los primeros diez meses del año 
por partes iguales a las entidades por 
conducto de la Federación y, a los mu-
nicipios y demarcaciones territoriales a 
través de las entidades, de manera ágil 
y directa, sin más limitaciones ni restric-
ciones, incluyendo las de carácter ad-
ministrativo, que las correspondientes a 
los fines que se establecen en el artícu-
lo 33 de esta Ley. Art. 32. LCF

Las aportaciones federales que con 
cargo al FISE reciban las entidades, los 
municipios y las demarcaciones territo-
riales, se destinarán exclusivamente al 
financiamiento de obras, acciones so-
ciales básicas y a inversiones que be-
neficien directamente a población en 
pobreza extrema, localidades con alto 
o muy alto nivel de rezago social con-
forme a lo previsto en la LGDS, y en las 
zonas de atención prioritaria, como lo 
describe este artículo. Art. 33. LCF

El Ejecutivo Federal, a través de la 
Secretaría de Desarrollo Social, distri-
buirá el FAIS entre las entidades, con-
forme a la fórmula y procedimientos 

que señala este artículo. Art. 34. LCF
Las entidades distribuirán entre los 

municipios y las demarcaciones terri-
toriales los recursos del FAIS, con una 
fórmula igual a la señalada en el artículo 
34 de la Ley, que enfatice el carácter re-
distributivo de estas aportaciones hacia 
aquellos municipios y demarcaciones 
territoriales con mayor magnitud y pro-
fundidad de pobreza extrema. Para ello, 
utilizarán la información de pobreza 
extrema más reciente a nivel municipal 
y de las demarcaciones territoriales, a 
que se refiere el artículo anterior, publi-
cada por el CONEVAL.

Las entidades deberán entregar a 
sus respectivos municipios y demar-
caciones territoriales, los recursos que 
les corresponden conforme al calenda-
rio de enteros en que la Federación lo 
haga a las entidades, en los términos 
del último párrafo del artículo 32 de la 
presente Ley. Dicho calendario deberá 
comunicarse a los gobiernos municipa-
les y de las demarcaciones territoriales 
por parte de los gobiernos de las enti-
dades y publicarse por estos últimos a 
más tardar el día 31 de enero de cada 
ejercicio fiscal, en su respectivo órgano 
de difusión oficial. Art. 35. LCF

Fondo de Aportaciones para 
la Nómina Educativa y Gasto 

Operativo (FAEB)

El FAEB será administrado por la SHCP, 
y la transferencia de los recursos de 
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dicho Fondo se realizará en los térmi-
nos previstos en el artículo 26-A de 
esta Ley. Art. 25. LCF

Con cargo a las aportaciones del 
FAEB que les correspondan, los Estados 
y la Ciudad de México serán apoyados 
con recursos económicos complemen-
tarios para ejercer las atribuciones, en 
materia de educación básica y normal, 
que de manera exclusiva se les asignan, 
respectivamente, en los artículos 13 y 
16 de la Ley General de Educación.

Asimismo, el Fondo incluirá recursos 
para apoyar a las entidades federativas 
a cubrir gastos de operación relaciona-
dos exclusivamente con las atribuciones 
a que se refiere el párrafo primero de 
este artículo. Art. 26. LCF

El ejercicio de los recursos en materia 
de servicios personales a que se refiere 
el artículo anterior, se sujetará al sistema 
de administración de nómina que se des-
cribe en este artículo. Art. 26-A. LCF

El monto del FAEB se determinará 
cada año en el PEF correspondiente, 
exclusivamente a partir de los elemen-
tos y consideraciones que se analizan 
en este artículo. Art. 27. LCF

Fondo de Aportaciones para la 
Seguridad Pública (FASP)

El FASP se constituirá con cargo a re-
cursos federales, mismos que serán 
determinados anualmente en el PEF. 
La Secretaría de Gobernación formu-
lará a la SHCP una propuesta para la 

integración de dicho Fondo, cuya dis-
tribución se hará entre los distintos 
rubros de gasto del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública aprobados por 
el Consejo Nacional de Seguridad 
Pública.

Para la distribución de los recursos 
del FASP y su destino específico, se es-
tará a lo dispuesto en los numerales 44 
y 45 de la Ley.

Las entidades federativas, muni-
cipios y demarcaciones territoriales 
deberán informar a sus habitantes tri-
mestralmente y al término de cada ejer-
cicio, entre otros medios, a través de la 
página oficial de internet de la entidad 
correspondiente, los montos que reci-
ban, el ejercicio, destino y resultados 
obtenidos respecto de este Fondo. Lo 
anterior, en términos de la LGCG y con-
forme a los formatos aprobados por el 
CONAC. Arts. 44-45. LCF

Las entidades federativas incluirán en 
los reportes periódicos a que se refiere 
el artículo 46 de esta Ley y difundirán en 
internet la información relativa a los fon-
dos de ayuda federal para la seguridad 
pública, incluyendo lo establecido en el 
artículo presente. Art. 77. LGCG

Fondo de Compensación

La recaudación derivada de la aplica-
ción de las cuotas previstas en el artícu-
lo 2-A, fracción II de la Ley del Impuesto 
Especial sobre Producción y Servicios, 
se dividirá en dos partes:
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I)	 Del total recaudado 9/11 correspon-
derá a las entidades federativas en 
función del consumo efectuado en su 
territorio, de acuerdo con la informa-
ción que PEMEX y los demás permi-
sionarios para el expendio al público 
y la distribución de gasolinas y diésel 
proporcione a la SHCP, complementa-
da, en su caso, con la información del 
SAT y de la Comisión Reguladora de 
Energía, siempre y cuando se encuen-
tren adheridas al Sistema Nacional de 
Coordinación Fiscal; y

II)	 Del total recaudado con motivo de la 
aplicación de las cuotas, 2/11 se des-
tinarán a un Fondo de Compensación, 
el cual se distribuirá entre las 10 en-
tidades federativas que, de acuerdo 
con la última información oficial del 
INEGI, tengan los menores niveles de 
PIB per cápita no minero y no petro-
lero. Éste se obtendrá de la diferen-
cia entre el PIB Estatal total y el PIB 
Estatal Minero, incluyendo todos los 
rubros contenidos en el mismo.

El Fondo de Compensación se distri-
buirá conforme lo señala la fórmula este 
artículo. Art. 4-A. LCF

Fondo de Desastres Naturales 
(FONDEN)

El Presupuesto de Egresos de las 
Entidades Federativas deberá prever 
recursos para atender a la población 
afectada y los daños causados a la 

infraestructura pública estatal ocasio-
nados por la ocurrencia de desastres 
naturales, así como para llevar a cabo 
acciones para prevenir y mitigar su im-
pacto a las finanzas estatales. El monto 
de dichos recursos deberá estar deter-
minado por cada Entidad Federativa, 
atendiendo a lo dispuesto en el artículo 
9 de la Ley y Quinto Transitorio de la 
misma. Art. 9. LDFEFM

Fondo de Extracción de 
Hidrocarburos

El Fondo de Extracción de Hidrocarburos 
estará conformado por los recursos 
que le transfieran el Fondo Mexicano 
del Petróleo para la Estabilización y 
el Desarrollo, en términos del artículo 
91 de la LFPRH. Será distribuido entre 
aquellas entidades que formen parte de 
la clasificación de extracción de petró-
leo y gas definida en el último censo 
económico realizado por el INEGI, con-
forme a lo señalado en la fórmula de 
este artículo. Art. 4-B. LCF

Fondo de Fiscalización y 
Recaudación (FOFIR)

El FOFIR estará conformado por un 
monto equivalente al 1.25% de la re-
caudación federal participable de cada 
ejercicio.

Las entidades que se ajusten a lo 
establecido en el artículo 10-A de esta 
Ley, recibirán mensualmente un anticipo 
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por concepto del Fondo a que se re-
fiere este artículo, que ascenderá a la 
cantidad mensual promedio que corres-
ponda a lo que la entidad recibió en 
el ejercicio de 2013 por concepto del 
Fondo de Fiscalización.

Adicionalmente, de forma trimes-
tral, se distribuirán los recursos de este 
Fondo, disminuyendo las cantidades en-
tregadas mediante los anticipos señala-
dos en el párrafo anterior, conforme a lo 
señalado en la fórmula de este artículo. 
Art. 4. LCF

Fondo General de Participaciones y 
la Recaudación Federal Participable

El Fondo General de Participaciones se 
constituirá con el 20% de la recauda-
ción federal participable que obtenga la 
Federación en un ejercicio.

La recaudación federal participable 
será la que obtenga la Federación por 
todos sus impuestos, así como por los 
derechos de minería, disminuidos con 
el total de las devoluciones por dichas 
contribuciones y excluyendo los con-
ceptos que se relacionan en este artícu-
lo, mismo que establece la fórmula de 
distribución de este Fondo. Art. 2. LCF

La SHCP tiene la obligación de publi-
car en el DOF el calendario de entrega, 
porcentaje, fórmulas y variables utiliza-
das, así como el monto, estimados, que 
recibirá cada Entidad Federativa del 
fondo general y del fondo de fomento 
municipal, para cada ejercicio fiscal a 

más tardar el 31 de enero del ejercicio 
de que se trate.

En los informes trimestrales sobre 
las finanzas públicas que la SHCP en-
trega a la Cámara de Diputados deberá 
incluir la evolución de la recaudación fe-
deral participable, el importe de las par-
ticipaciones entregadas de cada fondo 
a las entidades en ese lapso y, en su 
caso, el ajuste realizado al término de 
cada ejercicio fiscal. Art. 3. LCF

El Fondo General de Participaciones 
se determinará por cada ejercicio fis-
cal de la Federación, la cual en forma 
provisional hará un cálculo mensual 
considerando la recaudación federal 
participable obtenida en el mes inme-
diato anterior. En igual forma se proce-
derá con las participaciones a que se 
refieren los artículos 2-A, fracciones I y 
III, y 3-A de esta Ley.

A más tardar dentro de los 30 días 
posteriores a que el Ejecutivo Federal 
presente la Cuenta Pública del año an-
terior a la Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión para su revisión, 
la Federación determinará las participa-
ciones que correspondan a la recauda-
ción obtenida en el ejercicio, aplicará 
las cantidades que hubiera afectado 
provisionalmente a los Fondos y formu-
lará de inmediato las liquidaciones que 
procedan. Art. 7. LCF

Para los efectos de las partici-
paciones a que esta Ley se refiere 
y de los incentivos que se establez-
can en los convenios de colaboración 
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administrativa, las Entidades, los Mu- 
nicipios y la Federación estarán al resul-
tado de la determinación y pago, que 
hubieren efectuado de créditos fiscales 
derivados de la aplicación de leyes so-
bre ingresos federales. Art. 8. LCF

Fondo Metropolitano

Los recursos federales que se asignan 
en el PEF para el Fondo Metropolitano 
se aplicarán a través del instrumento ju-
rídico y mecanismo presupuestario que 
determine la SHCP.

Los Consejos para el Desarrollo 
Metropolitano o los órganos equivalen-
tes de carácter estatal propondrán la 
aprobación de los programas o proyec-
tos de infraestructura a un comité pre-
sidido por la SHCP, que contará con la 
participación de la SEMARNAT y de la 
SEDATU. La SHCP emitirá las disposi-
ciones específicas que establecerán los 
criterios, requisitos y procedimientos 
para el otorgamiento de los recursos 
del Fondo.

Los recursos del Fondo Metro- 
politano se destinarán a programas y 
proyectos de infraestructura; los cuales 
demuestren ser viables y sustentables, 
orientados a promover la adecuada 
planeación del desarrollo regional, ur-
bano, el transporte público y la movili-
dad no motorizada y del ordenamiento 
del territorio para impulsar la compe-
titividad económica, la sustentabilidad 
y las capacidades productivas de las 

zonas metropolitanas, coadyuvar a su 
viabilidad y a mitigar su vulnerabili-
dad o riesgos por fenómenos natura-
les, ambientales y los propiciados por 
la dinámica demográfica y económica, 
así como a la consolidación urbana y al 
aprovechamiento óptimo de las venta-
jas competitivas de funcionamiento re-
gional, urbano y económico del espacio 
territorial de las zonas metropolitanas.

Los programas y proyectos de in-
fraestructura a los que se destinen 
los recursos federales del Fondo 
Metropolitano deberán guardar con-
gruencia con el PND 2013-2018, el 
Programa Nacional de Infraestructura 
2014-2018, así como con los progra-
mas en materia de desarrollo regional y 
urbano correspondientes.

Para la determinación de los progra-
mas y proyectos de infraestructura que 
someterán a consideración del comité 
a que se refiere este artículo, los go-
biernos de las entidades federativas a 
través de su Consejo para el Desarrollo 
Metropolitano o el órgano equivalente 
de carácter estatal deberán observar 
criterios objetivos de evaluación de 
costo y beneficio, así como de impac-
to metropolitano, económico, social y 
ambiental, de acuerdo con las dispo-
siciones del Fondo Metropolitano y las 
demás aplicables, tomando en cuenta 
la movilidad no motorizada considera-
da en estudios, planes, evaluaciones, 
programas, proyectos, acciones, obras 
de infraestructura y su equipamiento, 
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en cualquiera de sus componentes, ya 
sean nuevos o en proceso.

El Consejo para el Desarrollo Me- 
tropolitano o el órgano equivalente de 
carácter estatal establecerá los meca-
nismos de participación y de presen-
tación de programas y proyectos de 
infraestructura por parte de los munici-
pios o demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México.

El Consejo para el Desarrollo Metro- 
politano, o su equivalente, estará presi-
dido por el gobernador o gobernadores 
e integrado por los representantes que 
señalen las disposiciones del Fondo 
Metropolitano. En el caso de zonas me-
tropolitanas en territorio de dos o más 
entidades federativas la presidencia será 
rotativa y con duración de por lo menos 
un año, pudiendo acordar el estableci-
miento de una presidencia conjunta, en 
cuyo caso no tendrá término de duración.

Los municipios y las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, por 
conducto de sus representantes, podrán 
participar en las sesiones del Consejo 
para el Desarrollo Metropolitano pos-
tulando programas y proyectos de in-
fraestructura, presentando iniciativas 
y propuestas en el marco del objeto y 
fines del Fondo Metropolitano, en tér-
minos de las disposiciones aplicables al 
Fondo.

Dicho Consejo deberá quedar insta-
lado a más tardar el tercer mes del año 
de ejercicio, salvo cuando se trate del 
inicio de un nuevo mandato de gobierno 

estatal, en cuyo caso dispondrá de hasta 
30 días naturales contados a partir de 
la fecha de toma de posesión del cargo.

Las entidades federativas deberán 
reportar trimestralmente el informe del 
destino y aplicación de los recursos, del 
avance físico y financiero y de la eva-
luación de los resultados alcanzados, a 
la SHCP y a la Cámara de Diputados, 
en los términos del artículo 85 de la 
LFPRH y las demás disposiciones lega-
les aplicables al Fondo Metropolitano.

Las entidades federativas que con-
forman cada zona metropolitana de-
berán publicar trimestralmente en sus 
páginas de internet la información ac-
tualizada respecto de la autorización 
de la asignación de recursos del Fondo 
Metropolitano. Art. 10. PEF

Fondo Mexicano del Petróleo

El Fondo Mexicano del Petróleo para 
la Estabilización y el Desarrollo, es al 
que se refieren el artículo 28, párrafo 
sexto de la Constitución y los transito-
rios Décimo Cuarto y Décimo Quinto 
del Decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la 
CPEUM en Materia de Energía, publica-
do en el DOF el 20 de diciembre de 
2013. Art. 2. LFPRH

Fondo Monetario Internacional

Dependencia de la ONU creada en 
1945 para fomentar la estabilidad de 
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los cambios de moneda; es un sistema 
multilateral con sede en Washington. 
GTE

Fondo para Inversiones y 
Desarrollo Tecnológico

También podrán ser proyectos de APP 
los que se realicen en los términos 
de la LAPP, con cualquier esquema de 
asociación para desarrollar proyectos 
de inversión productiva, investigación 
aplicada y/o de innovación tecnológica. 
En este último caso, las dependencias y 
entidades optarán en igualdad de con-
diciones, por el desarrollo de proyectos 
con instituciones de educación superior 
y centros de investigación científica-tec-
nológicas públicas del país.

A estos esquemas de APP les re-
sultarán aplicables los principios 
orientadores del apoyo a la investiga-
ción científica, desarrollo Tecnológico 
e Innovación previstos en la Ley de 
Ciencia y Tecnología. Los proyectos 
de inversión productiva se sujetarán a 
las disposiciones aplicables a la mate-
ria específica que comprenda. Art. 3. 
LAPP

Fondo para la Prevención  
de Desastres

En el proyecto del PEF deberán incluir-
se las previsiones para el Fondo para la 
Prevención de Desastres así como para 
el Fondo de Desastres, y el Fondo para 

Atender a la Población Rural Afectada 
por Contingencias Climatológicas, con 
el propósito de constituir reservas para, 
llevar a cabo acciones preventivas o 
atender oportunamente los daños oca-
sionados por fenómenos naturales.

Las asignaciones en el PEF para estos 
fondos, sumadas a las disponibilidades 
existentes en las reservas correspon-
dientes, en su conjunto no podrán ser 
inferiores a una cantidad equivalente al 
0.4% del gasto programable.

La aplicación de los recursos de los 
Fondos se sujetará a las respectivas re-
glas de operación. Art. 37. LFPRH

Fondos de Aportaciones Federales

Con independencia de lo establecido en 
los capítulos I a IV de esta Ley, respec-
to de la participación de los Estados, 
Municipios y la Ciudad de México en 
la recaudación federal participable, se 
establecen las aportaciones federa-
les, como recursos que la Federación 
transfiere a las haciendas públicas de 
los Estados, Ciudad de México, y en su 
caso, de los Municipios, condicionando 
su gasto a la consecución y cumpli-
miento de los objetivos que para cada 
tipo de aportación establece esta Ley, 
para los Fondos siguientes:

I)	 Fondo de Aportaciones para la 
Nómina Educativa y Gasto Operativo;

II)	 Fondo de Aportaciones para los 
Servicios de Salud;
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III)	 Fondo de Aportaciones para la In- 
fraestructura Social;

IV)	 Fondo de Aportaciones para el 
Fortalecimiento de los Municipios y 
de las Demarcaciones Territoriales 
de la Ciudad de México;

V)	 Fondo de Aportaciones Múltiples;
VI)	 Fondo de Aportaciones para la 

Educación Tecnológica y de Adul- 
tos;

VII)	Fondo de Aportaciones para la 
Seguridad Pública de los Estados y 
de la Ciudad de México; y

VIII)	Fondo de Aportaciones para el 
Fortalecimiento de las Entidades 
Federativas.

Dichos Fondos se integrarán, distri-
buirán, administrarán, ejercerán y su-
pervisarán, de acuerdo a lo dispuesto 
en el presente Capítulo.

El Fondo de Aportaciones para la 
Nómina Educativa y Gasto Operativo 
será administrado por la SHCP, y la 
transferencia de los recursos de dicho 
Fondo se realizará en los términos pre-
vistos en el artículo 26-A de esta Ley. 
Art. 25. LCF

Fondos de apoyo  
para los archivos

Lo concerniente a los fondos de apoyo 
económico para los archivos locales y 
la participación del Gobierno Federal al 
respecto, está descrito en los artículos 
presentes. Arts. 82- 83. LGA

Fondos de estabilización de 
Ingresos para las Entidades 

Federativas y de Estabilización de 
Ingresos Presupuestarios

En la operación de los fondos de 
Estabilización de los Ingresos de las 
Entidades Federativas y de Estabilización 
de los Ingresos Presupuestarios a que 
se refieren los incisos a) y c) de la frac-
ción IV del artículo 19 de esta LFPRH, 
se deberán observar, al menos, las di-
rectrices descritas en esta Ley, en el 
presente numeral. Art. 21 Bis. LFPRH

Forma, trámite y contenido  
de la denuncia

La denuncia podrá formularse por cual-
quier medio y deberá contener, salvo 
los casos de denuncia anónima o re-
serva de identidad, la identificación del 
denunciante, su domicilio, la narración 
circunstanciada del hecho, la indicación 
de quién o quiénes lo habrían cometido 
y de las personas que lo hayan presen-
ciado o que tengan noticia de él y todo 
cuanto le constare al denunciante. Si la 
denuncia es oral, se levantará un regis-
tro en presencia del denunciante, quien 
lo firmará junto con el servidor público 
que la reciba. Si el denunciante no pu-
diere firmar, estampará su huella digital, 
previa lectura que se le haga de la mis-
ma. Art. 223. CNPP

Cuando la denuncia sea presentada 
directamente ante el Ministerio Público, 
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éste iniciará la investigación conforme 
a las reglas previstas en este Código. 
Si es presentada ante la Policía, ésta 
informará de dicha circunstancia al 
Ministerio Público en forma inmediata 
y por cualquier medio, sin perjuicio de 
realizar las diligencias urgentes que se 
requieran. Art. 224. CNPP

Formalidades

Principios esenciales del procedimien-
to administrativo municipal, con apego 
a las garantías de legalidad, seguridad 
jurídica, audiencia o irretroactividad, es-
tablecidos en las leyes, que deben ob-
servarse para que los interesados o las 
partes obtengan una decisión ajustada 
a derecho. DTMV

Formas de gobierno

Se entiende por forma de gobierno, 
“el complejo de instrumentos que se 
articulan para conseguir finalidades es-
tatales y, por tanto, los elementos que 
miran a la titularidad y el ejercicio de las 
funciones soberanas atribuidas a los ór-
ganos constitucionales”. Dicho de otra 
manera, el gobierno es lo que “mate-
rializa el poder en el Estado teniendo a 
su cargo la dirección jurídica y política 
en sus instancias de decisión, acción y 
decisión”, y puede enmarcarse en de-
terminada forma de Estado

Aristóteles dividía las formas de 
gobierno en formas puras y formas 

corrompidas o degeneradas, según se 
buscara el bien de toda la colectividad 
o solamente de quienes ostentaban el 
poder. En L’esprit de lois, Montesquieu, 
citado en DUTP, hizo una distinción en-
tre gobiernos despóticos (monarquías 
absolutas), monárquicos (monarquías 
constitucionales) y republicanos (go-
biernos tanto democráticos como aris-
tocráticos sin jefe hereditario).

Se sostiene que las doctrinas sobre 
las formas de gobierno se desarrolla-
ron atendiendo a las experiencias del 
Estado democrático de derivación libe-
ral caracterizado por la separación de 
poderes, el pluralismo y la garantía de 
la oposición.

Las formas de gobierno más comu-
nes en nuestros días son: la monarquía, 
con sus variantes autocrática y parla-
mentaria, la democracia o república, 
con sus variantes presidencialista y par-
lamentaria y la forma de gobierno de 
asamblea.

Si nos apegamos a la clasificación 
de Horacio Sanguinetti, podremos cali-
ficar al régimen de gobierno de México 
como republicano-democrático. Es una 
república representativa, porque así 
considerarlo el sistema de gobierno 
en el cual el poder reside en el pueblo, 
quien lo ejerce directamente, por medio 
de sus representantes y por un término 
limitado. Por lo que respecta a la de-
mocracia, éste es un sistema o régimen 
político, una forma de gobierno o modo 
de vida social, en que el pueblo dispone 
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de los medios idóneos y eficaces para 
determinar su destino, la integración 
de su órganos fundamentales o para 
expresar la orientación ideológica y la 
sustentación de sus instituciones, se-
ñala Serra Rojas; atendiendo, además, 
a que el titular de la soberanía, es el 
pueblo. DUTP

Formas de notificación  
del Código Nacional de 
Procedimientos Penales

Las notificaciones se practicarán perso-
nalmente, por lista, estrado o boletín ju-
dicial según corresponda y por edictos:

I)	 Personalmente podrán ser:
a)	En Audiencia;
b)	Por alguno de los medios tecno-

lógicos señalados por el interesa-
do o su representante legal;

c)	 En las instalaciones del Órgano 
jurisdiccional; o

d)	En el domicilio que éste establez-
ca para tal efecto.

II)	 Lista, Estrado o Boletín Judicial se-
gún corresponda, y

III)	Por edictos, cuando se desconozca la 
identidad o domicilio del interesado, 
en cuyo caso se publicará por una 
sola ocasión en el medio de publica-
ción oficial de la Federación o de las 
Entidades federativas y en un periódi-
co de circulación nacional, los cuales 
deberán contener un resumen de la 
resolución que deba notificarse.

Las notificaciones previstas en la 
fracción I de este artículo surtirán efec-
tos al día siguiente en que hubieren 
sido practicadas y las efectuadas en las 
fracciones II y III surtirán efectos el día 
siguiente de su publicación. Art. 82. 
CNPP

Formas para presentar la 
denuncia por incumplimiento a las 

obligaciones de transparencia

Se pueden presentar:

I)	 Por medio electrónico;
a)	A través de la Plataforma Nacio- 

nal; o
b)	Por correo electrónico, dirigido 

a la dirección electrónica que al 
efecto se establezca; y

II)	 Por escrito, presentado físicamente, 
 ante la Unidad de Transparencia de 
los Organismos garantes, según co-
rresponda. Art. 92. LGTAIP

Formatos abiertos

Conjunto de características técnicas 
y de presentación de la información 
que corresponden a la estructura ló-
gica usada para almacenar datos de 
forma integral y facilitan su procesa-
miento digital, cuyas especificaciones 
están disponibles públicamente y que 
permiten el acceso sin restricción de 
uso por parte de los usuarios. Art. 3. 
LGTAIP
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Formatos accesibles

Cualquier manera o forma alternati-
va que dé acceso a los solicitantes 
de información, en forma tan viable y 
cómoda como la de las personas sin 
discapacidad ni otras dificultades para 
acceder a cualquier texto impreso y/o 
cualquier otro formato convencional en 
el que la información pueda encontrar-
se. Art. 3. LGTAIP

Fortalecimiento

Son las capacidades humana, física y fi-
nanciera así como de generación de si-
nergias o vínculos de una organización 
o institución para el desarrollo y cumpli-
miento de sus objetivos. CPFM

Fraude

Comete el delito de fraude el que en-
gañando a uno o aprovechándose del 
error en que éste se halla se hace ilí-
citamente de alguna cosa o alcanza un 
lucro indebido.

El delito de fraude se castigará con 
las penas siguientes:

I)	 Con prisión de 3 días a 6 meses o 
de 30 a 180 días multa, cuando el 
valor de lo defraudado no exceda de 
diez veces el salario;

II)	 Con prisión de 6 meses a 3 años y 
multa de 10 a 100 veces el salario, 
cuando el valor de lo defraudado 

excediera de 10, pero no de 500 
veces el salario; y

III)	Con prisión de tres a doce años 
y multa hasta de ciento veinte veces 
el salario, si el valor de lo defrauda-
do fuere mayor de quinientas veces 
el salario. Art. 386. CPF

Las mismas penas señaladas en el 
artículo anterior, se impondrán:

I)	 Al que obtenga dinero, valores o 
cualquiera otra cosa ofreciendo en-
cargarse de la defensa de un proce-
sado o de un reo, o de la dirección o 
patrocinio en un asunto civil o admi-
nistrativo, si no efectúa aquélla o no 
realiza ésta, sin motivo justificado;

II)	 Al que por título oneroso enajene al-
guna cosa con conocimiento de que 
no tiene derecho para disponer de 
ella, o la arriende, hipoteque, empe-
ñe o grave de cualquier otro modo, 
si ha recibido el precio, el alquiler, la 
cantidad en que la gravó, parte de 
ellos o un lucro equivalente;

III)	Al que obtenga de otro una cantidad 
de dinero u otro lucro, otorgándole 
o endosándole a nombre propio o 
de otro, un documento nominativo, 
a la orden o al portador contra una 
persona supuesta o que el otorgante 
sabe que no ha de pagarle;

IV)	Al que se haga servir alguna cosa o 
admita un servicio en cualquier es-
tablecimiento comercial y no pague 
el importe;
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V)	 Al que compre una cosa mueble 
ofreciendo pagar su precio al con-
tado y rehúse después de recibirla, 
hacer el pago o devolver la cosa;

VI)	 Al que hubiere vendido una cosa 
mueble y recibido su precio, si no 
la entrega dentro de los quince 
días del plazo convenido o no 
devuelve su importe en el mismo 
término;

VII)	 Al que vende a dos personas una 
misma cosa, sea mueble o raíz 
y recibe el precio de la primera 
o de la segunda enajenación, de 
ambas o parte de él, o cualquier 
otro lucro con perjuicio del pri-
mero o del segundo comprador;

VIII)	 Al que valiéndose de la ignoran-
cia o de las malas condiciones 
económicas de una persona, ob-
tenga de ésta ventajas usuarias 
por medio de contratos o con-
venios en los cuales se estipulen 
réditos o lucros superiores a los 
usuales en el mercado;

IX)	 Al que para obtener un lucro in-
debido, ponga en circulación fi-
chas, tarjetas, planchuelas u otros 
objetos de cualquier materia 
como signos convencionales en 
substitución de la moneda legal;

X)	 Al que simulare un contrato, un 
acto o escrito judicial, con perjui-
cio de otro o para tener cualquier 
beneficio indebido;

XI)	 Al que por sorteos, rifas, loterías, 
promesas de venta u otro medio, 

se quede en todo o en parte 
con las cantidades recibidas, sin 
entregar la mercancía u objeto 
ofrecido;

XII)	 Al fabricante, empresario, contra-
tista, o constructor de una obra 
cualquiera, que emplee en su 
construcción, materiales en can-
tidad o calidad inferior a la con-
venida o mano de obra inferior a 
la estipulada, siempre que haya 
recibido el precio o parte de él;

XIII)	 Al vendedor de materiales de 
construcción o cualquiera es-
pecie, que habiendo recibido el 
precio de los mismos, no los en-
tregare en su totalidad o calidad 
convenido;

XIV)	 Al que venda o traspase una ne-
gociación sin autorización de los 
acreedores de ella, o sin que el 
nuevo adquirente se comprome-
ta a responder de los créditos. 
Cuando la enajenación sea hecha 
por una persona moral, serán pe-
nalmente responsables los que 
autoricen aquella y los dirigentes, 
administradores o mandatarios 
que la efectúen;

XV)	 Al que explote las preocupacio-
nes, la superstición o la igno-
rancia del pueblo, por medio de 
supuesta evocación de espíritus, 
adivinaciones o curaciones;

...
XVII)	 Al que valiéndose de la ignoran-

cia o de las malas condiciones 
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económicas de un trabajador a 
su servicio, le pague cantidades 
inferiores a las que legalmente le 
corresponden por las labores que 
ejecuta o le haga otorgar recibos 
o comprobantes de pago de cual-
quier clase que amparen sumas 
de dinero superiores a las que 
efectivamente entrega;

XVIII)	Al que habiendo recibido mer-
cancías con subsidio o franquicia 
para un destino determinado, las 
distrajere de este destino o en 
cualquier forma desvirtúe los fi-
nes perseguidos con el subsidio 
o la franquicia;

XIX)	 A los intermediarios en operacio-
nes de traslación de dominio de 
bienes inmuebles o de graváme-
nes reales sobre éstos, que ob-
tengan dinero, títulos o valores 
por el importe de su precio, a 
cuenta de él o para constituir ese 
gravamen, si no los destinaren, 
en todo o en parte, al objeto de 
la operación concertada, por su 
disposición en provecho propio o 
de otro.

Para los efectos de este deli-
to se entenderá que un interme-
diario no ha dado su destino, o a 
dispuesto, en todo o en parte, del 
dinero, títulos o valores obtenidos 
por el importe del precio o a cuen-
ta del inmueble objeto de la tras-
lación de dominio o del gravamen 
real, si no realiza un depósito en 

Nacional Financiera, S. A. o en 
cualquier Institución de Depósito, 
dentro de los treinta días siguien-
tes a su recepción a favor de su 
propietario o poseedor, a menos 
que lo hubiese entregado, dentro 
de ese término, al vendedor o al 
deudor del gravamen real, o de-
vuelto al comprador o al acreedor 
del mismo gravamen.

Las mismas sanciones se im-
pondrán a los gerentes, directi-
vos, mandatarios con facultades 
de dominio o de administración, 
administradores de las personas 
morales que no cumplan o hagan 
cumplir la obligación a que se re-
fiere el párrafo anterior.

El depósito se entregará por 
Nacional Financiera, S. A. o la 
Institución de Depósito de que 
se trate, a su propietario o al 
comprador.

Cuando el sujeto activo del 
delito devuelva a los interesados 
las cantidades de dinero obteni-
das con su actuación, antes de 
que se formulen conclusiones 
en el proceso respectivo, la pena 
que se le aplicará será la de tres 
días a seis meses de prisión;

XX)	 A los constructores o vendedores 
de edificios en condominio que 
obtengan dinero, títulos o valores 
por el importe de su precio o a 
cuenta de él, si no los destinaren, 
en todo o en parte, al objeto de 
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la operación concertada por su 
disposición en provecho propio o 
de otro; y

XXI)	 Al que libre un cheque contra 
una cuenta bancaria, que sea 
rechazado por la institución o 
sociedad nacional de crédito co-
rrespondiente, en los términos 
de la legislación aplicable, por no 
tener el librador cuenta en la ins-
titución o sociedad respectiva o 
por carecer éste de fondos sufi-
cientes para el pago.

Las instituciones, sociedades na-
cionales y organizaciones auxiliares de 
crédito, las de fianzas y las de seguros, 
así como los organismos oficiales y des-
centralizados, autorizados legalmente 
para operar con inmuebles, quedan ex-
ceptuados de la obligación de constituir 
el depósito a que se refiere la fracción 
XIX. Art. 387. CPF

Al que por cualquier motivo teniendo 
a su cargo la administración o el cuida-
do de bienes ajenos, con ánimo de lucro 
perjudique al titular de éstos, alterando 
las cuentas o condiciones de los con-
tratos, haciendo aparecer operaciones 
o gastos inexistentes o exagerando los 
reales, ocultando o reteniendo valores 
o empleándolos indebidamente, o a sa-
biendas realice operaciones perjudicia-
les al patrimonio del titular en beneficio 
propio o de un tercero, se le impondrán 
las penas previstas para el delito de 
fraude. Art. 388. CPF

Al que se coloque en estado de in-
solvencia, con el objeto de eludir las 
obligaciones a su cargo con respecto a 
sus acreedores, se le impondrá pena de 
seis meses a cuatro años de prisión y 
de cincuenta a trescientos días multa.

En caso de quiebra se atenderá a lo 
previsto por la ley especial. Art. 388-
Bis. CPF

Se equipara al delito de fraude y se 
sancionará con prisión de seis meses 
a diez años y multa de cuatrocientos a 
cuatro mil pesos, el valerse del cargo 
que se ocupe en el gobierno, en una 
empresa descentralizada o de participa-
ción estatal, o en cualquiera agrupación 
de carácter sindical, o de sus relaciones 
con los funcionarios o dirigentes de di-
chos organismos, para obtener dinero, 
valores, dádivas, obsequios o cualquier 
otro beneficio, a cambio de prometer o 
proporcionar un trabajo, un ascenso o 
aumento de salario en tales organismos. 
Art. 389. CPF

Comete delito de fraude el que por 
sí o por interpósita persona, cause per-
juicio público o privado al fraccionar y 
transferir o prometer transferir la pro-
piedad, la posesión o cualquier otro de-
recho sobre un terreno urbano o rústico, 
propio o ajeno, con o sin construcciones 
sin el previo permiso de las autoridades 
administrativas competentes, o cuando 
existiendo éste no se hayan satisfecho 
los requisitos en él señalados. Este deli-
to se sancionará aún en el caso de falta 
de pago total o parcial.
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Para los efectos penales se entiende 
por fraccionar la división de terrenos en 
lotes.

Este delito se sancionará con las 
penas previstas en el artículo 386 de 
este Código, con la salvedad de la mul-
ta mencionada en la fracción tercera de 
dicho precepto, que se elevará hasta 
cincuenta mil pesos. Art. 389-Bis. CPF

Fuente de pago

Los recursos utilizados por los Entes 
Públicos para el pago de cualquier fi-
nanciamiento u obligación. Art. 2. 
LDFEFM

Fuentes de ingreso

Origen de los ingresos que obtiene el 
Estado para financiar el gasto público, 
tales como renta nacional, creación de 
dinero y crédito exterior. CTLFEF

Fuero constitucional

Comentario pertinente y conveniente al 
respecto. En la actualidad, mayo de 
2018, ya se ha aprobado en la Cámara 
de Diputados la eliminación total del fuero 
constitucional, y se está discutiendo en la 
Cámara de Senadores lo correspondiente, 
por lo que sigue teniendo vigencia, y por 
lo mismo, se incluye como existe. (Nota 
del coordinador del libro). RMO

Los diputados y senadores son invio-
lables por las opiniones que manifiesten 

en el desempeño de sus cargos, y ja-
más podrán ser reconvenidos por ellas. 
El Presidente de cada Cámara velará 
por el respeto al fuero constitucional de 
los miembros de la misma y por la invio-
labilidad del recinto donde se reúnan a 
sesionar. Art. 61. CPEUM

Privilegio con que comúnmente se 
conocen al que gozan los alcaldes o 
presidentes del Concejo Municipal y los 
síndicos de los municipios de Veracruz 
para no ser privados de su libertad, si no 
media decreto emitido por el Congreso 
del Estado en el sentido de ha lugar a 
proceder. Artículo 78 de la Constitución 
de Veracruz. DTMV

Fuerza mayor

Todo acontecimiento que no ha podido 
preverse o que, previsto, no ha podido 
resistirse, y que impide hacer lo que 
se debía o era posible y lícito. Aparece 
como obstáculo, ajeno a las fuerzas na-
turales, que se opone al ejercicio de un 
derecho o al espontáneo cumplimiento 
de una obligación. GTDF

Función financiera

En el derecho parlamentario, la función 
financiera constituye una importante 
actividad del parlamento, relacionada a 
los aspectos generales y concretos de 
la Hacienda Pública y de la economía 
de un país, ejerciendo sobre el Poder 
Ejecutivo una labor de vigilancia y 
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control sobre lo que son los ingresos y 
egresos del gobierno.

En un Estado de derecho, esta fun-
ción es otorgada al órgano parlamenta-
rio, para ser ejercida soberanamente, ya 
que de él va a depender la autorización 
al gobierno del presupuesto para hacer 
frente a sus necesidades, la vigilancia 
sobre su ejercicio y el análisis sobre la 
forma en que se ha realizado el gasto 
público. Del ejercicio de esta importan-
te función sobre el manejo de las finan-
zas de la nación, ejercida celosamente, 
dependerá que el órgano legislativo 
apruebe o rechace la forma en que el 
Ejecutivo proceda en esta materia. Esta 
función en sus orígenes parlamentarios 
tuvo un carácter fiscal y ha venido am-
pliándose con el transcurso del tiempo, 
para ser ejercida por los órganos par-
lamentarios de diversos países con la 
finalidad de vigilar la actividad guberna-
mental en torno a los fenómenos eco-
nómicos y a sus interrelaciones con las 
economías de otros países, como pue-
de observarse en asuntos relacionados 
con los empréstitos y condicionamien-
tos de organismos internacionales al 
gasto público, que generalmente origi-
nan profundos debates entre los grupos 
parlamentarios.

Dentro de la función financiera del 
parlamento, está la de examinar y eva-
luar los gastos que implica para la na-
ción, la aprobación de cualquier reforma 
o ley, pues se deben de conocer las 
disponibilidades de los recursos que se 

requieren para su realización, y en qué 
medida puede llegar a afectar la econo-
mía nacional y la de los contribuyentes.

El catálogo de asuntos que podrían 
formar parte de esta función financiera 
es muy extenso, pudiendo citarse entre 
otros los siguientes: la imposición de 
contribuciones, la aprobación del presu-
puesto anual del gobierno y de la cuenta 
pública, la distribución detallada de los 
caudales públicos, la adquisición, venta 
o concesiones de bienes y servicios de 
la nación, los tratados internacionales 
en materia económica y comercial, así 
como los empréstitos que el país re-
quiere para su desarrollo. DUTP

Función social

Cada organismo o institución tiene una 
función social que le es inherente. GTE

Funciones de confianza

Las de dirección, inspección, vigilancia 
y fiscalización, cuando tengan carácter 
general, y las que se relacionen con tra-
bajos personales del patrón dentro de 
la empresa o establecimiento. Art. 9. 
LFT

Funciones de los responsables  
de los archivos de trámite

Sus funciones son:

I)	 Integrar los expedientes de archivo;
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II)	 Conservar la documentación que 
se encuentre activa y aquélla que 
ha sido clasificada como reservada 
de acuerdo con la LFTAIP, mientras 
conserve tal carácter;

III)	 Coadyuvar con el área coordina-
dora de archivos en la elaboración 
del cuadro general de clasificación 
archivística, el catálogo de dispo-
sición documental y el inventario 
general;

IV)	 Asegurar la integridad y debida 
conservación de los archivos que 
contengan documentación clasifi-
cada; y

V)	 Las demás que señale el Regla 
mento, los lineamientos y demás 
disposiciones aplicables Art. 14. 
LFA

Funciones parlamentarias

Las funciones actuales del parlamento 
se dan en el contexto anterior, en que 
existe un Poder Ejecutivo, siempre dis-
puesto a mantener en segundo plano 
las actividades parlamentarias, frente 
a un Poder Legislativo que pugna por 
no dejarse subyugar o absorber por 
la fuerte presencia de los titulares de 
los gobiernos. En este sentido, las fun-
ciones parlamentarias más comunes 
pueden ser clasificadas en: represen-
tativas, deliberativas, financieras, legis-
lativas, de control, políticas (en sentido 
estricto, dado que todas las funciones 
del parlamento tienen este carácter), 

de inspección, jurisdiccionales, de in-
dagación, de comunicación y educati-
vas, entre otras.

Como es evidente, estas funciones 
no siempre son ejercidas en el orden 
mencionado y algunas de las acciones 
que sirven para una de ellas pueden 
también ser aplicadas en otras, de tal 
manera que se entretejen en la reali-
dad los fenómenos políticos inherentes 
al ejercicio de una representación au-
téntica del electorado y de las distintas 
fuerzas sociales y económicas que cada 
nación genera, mismas que han de ser 
evaluadas, controladas, conciliadas y 
coordinadas con el fin de que perma-
nezcan integrando un todo coherente, 
constituido por la nación soberana.

En el Congreso mexicano, en térmi-
nos generales, las funciones parlamen-
tarias son ejercidas sin la amplitud que 
tienen en otros países, en virtud del sui 
generis sistema presidencial que carac-
teriza al régimen político de México y la 
escasa tradición parlamentaria que po-
see, lo que ha dado lugar a la improvi-
sación y falta de profesionalismo de los 
miembros del mismo. DUTP

Fundamentación y motivación legal

Nadie puede ser molestado en su per-
sona, familia, domicilio, papeles o pose-
siones, sino en virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad competente, que 
funde y motive la causa legal del proce-
dimiento. Art. 16. CPEUM
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Fundamentos de la Ley  
de Ingresos (LIF) y del  

Presupuesto de Egresos (PEF)

La LIF y el PEF se elaborarán con base 
en objetivos y parámetros cuantificables 
de política económica, acompañados de 
sus correspondientes indicadores del 
desempeño, los cuales, junto con los 
criterios generales de política económi-
ca y los objetivos, estrategias y metas 
anuales, en el caso de la APF, deberán 
ser congruentes con el PND y los pro-
gramas que derivan del mismo, e inclui-
rán cuando menos lo siguiente:

I)	 Las líneas generales de política eco- 
nómica;

II)	 Los objetivos anuales, estrategias y 
metas;

III)	Las proyecciones de las finan- 
zas públicas, incluyendo los reque-
rimientos financieros del sector pú-
blico y las premisas empleadas para 
las estimaciones. Las proyecciones 
abarcarán un periodo de 5 años en 
adición al ejercicio fiscal en cuestión, 
las que se revisarán anualmente en 
los ejercicios subsecuentes;

IV)	Los resultados de las finanzas pú-
blicas, incluyendo los requerimien-
tos financieros del sector público, 
que abarquen un periodo de los 5 
últimos años y el ejercicio fiscal en 
cuestión;

V)	La meta anual de los requerimientos 
financieros del sector público, la cual 

estará determinada por la capacidad 
de financiamiento del sector público 
federal; y

VI)	El límite máximo del gasto corrien-
te estructural para el ejercicio fis-
cal, así como proyecciones de este 
límite para un periodo de 5 años 
adicionales.

Los criterios generales de política 
económica explicarán las medidas de 
política fiscal que se utilizarán para el 
logro de los objetivos, las estrategias y 
metas, así como las acciones que co-
rrespondan a otras políticas que impac-
ten directamente en el desempeño de 
la economía. Asimismo, se deberán ex-
poner los costos fiscales futuros de las 
iniciativas de ley o decreto relacionadas 
con las líneas generales de política los 
riesgos más relevantes que enfrentan 
las finanzas públicas en el corto plazo, 
acompañados de propuestas de acción 
para enfrentarlos. Art. 16. LFPRH

El gasto neto total propuesto por 
el Ejecutivo Federal en el proyecto de 
PEF, aquél que apruebe la Cámara de 
Diputados y el que se ejerza en el año 
fiscal, deberá contribuir al equilibrio 
presupuestario, el cual se dará cuan-
do el balance presupuestario permita 
cumplir con el techo de endeudamiento 
aprobado en la LIF. Circunstancialmente, 
debido a condiciones económicas y so-
ciales que priven en el país, las iniciati-
vas de LIF y de PEF podrán prever un 
déficit presupuestario. En estos casos, 
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el Ejecutivo Federal, por conducto de la 
SHCP, al comparecer ante el Congreso 
de la Unión con motivo de la presen-
tación de dichas iniciativas, deberá dar 
cuenta de los siguientes aspectos:

I)	 El monto específico de financiamien-
to necesario para cubrir el déficit 
presupuestario;

II)	 Las razones excepcionales que justi-
fican el déficit presupuestario; y

III)	El número de ejercicios fiscales y las 
acciones requeridas para que dicho 
déficit sea eliminado y se restablez-
ca el equilibrio presupuestario.

El Ejecutivo Federal reportará en 
los informes trimestrales y la Cuenta 
Pública, el avance de las acciones, has-
ta en tanto no se recupere el equilibrio 
presupuestario.

El gasto en inversión de PEMEX y 
sus empresas productivas subsidiarias 
no se contabilizará para efectos del 
equilibrio presupuestario anterior, sin 
perjuicio de que los requerimientos fi-
nancieros del sector público deberán 
contribuir a mantener la salud financiera 

de la APF. Asimismo, el balance finan-
ciero de las empresas productivas del 
Estado deberá contribuir a mantener la 
salud financiera de la APF y a una evo-
lución ordenada del saldo histórico de 
dichos requerimientos financieros.

Los Poderes Legislativo y Judicial y 
los entes autónomos, en la programa-
ción y presupuestación de sus respecti-
vos proyectos, así como en la ejecución 
de sus presupuestos aprobados deberán 
cumplir con el límite máximo del gasto 
corriente estructural. Art. 17. LFPRH

A toda propuesta de aumento o 
creación de gasto del proyecto de 
Presupuesto de Egresos, deberá agre-
garse la correspondiente iniciativa de 
ingreso distinta al financiamiento o 
compensarse con reducciones en otras 
previsiones de gasto. Art. 18. LFPRH

Fundo legal

Extensión territorial necesaria para uso 
urbano de los habitantes de los Muni- 
cipios. Para realizar cualquier operación 
sobre el fundo legal se necesita autori-
zación del Congreso del estado. DTMV
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La prudencia es una virtud que debe ser 
cualidad principal de todo gobernante.

	             		  Fernando Savater

...la multitud de leyes, 
frecuentemente presta excusas a los vicios
	             		  René Descartes
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Gabela

Tributo, impuesto o contribución que se 
paga al Estado. También, carga, servi-
dumbre o gravamen. Para algunos au-
tores, gabela se llamaba en Derecho 
Romano el impuesto o tributo que gra-
vaba la sal. DCJPS

Gaceta o Periódico Oficial

Órgano informativo del Gobierno del 
Estado, de carácter permanente e inte-
rés público, cuyo objetivo es publicitar 
las disposiciones normativas de obser-
vancia general y demás actos jurídicos 
que expidan:

I)	 Las dependencias centralizadas y 
las entidades paraestatales de la 
administración pública del Poder 
Ejecutivo;

II)	 Los poderes Legislativo y Judicial;
III)	Los Ayuntamientos de los municipios 

del Estado, así como la Administración 
Pública Paramunicipal; y

IV)	Las personas de derecho público con 
autonomía derivada de la Constitución, 
en este caso de Veracruz, o de la ley. 
Artículo 2 de la Ley de la Gaceta 
Oficial del Gobierno del Estado. DTMV

Gaceta Parlamentaria  
de la Cámara de Diputados

Es la publicación a través de la cual se 
difunden las actividades, comunicacio-
nes, documentos o acuerdos que tienen 
que ver con la Cámara de Diputados del 
H. Congreso de la Unión. CTLFEF

Ganancia bruta

Beneficio que se logra considerando 
únicamente los gastos y costos direc-
tos, sin tomar en cuenta los gastos y 
costos indirectos. GTE

Ganancia neta

La utilidad que se obtiene en cualquier 
empresa después de restar del ingreso, 

G
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los costos de producción y los gastos 
totales, directos e indirectos, los im-
puestos y en su caso participación de 
utilidades. GTE

A los ingresos totales se le disminu-
yen los costos completos y gastos ínte-
gros sin importar su origen, y quedará 
el resultado neto, que de ser positivo 
se considerará ganancia o utilidad neta 
sujeta a reparto a los accionistas o a los 
propietarios de la unidad empresarial. 
RMO

Garantía

Acción y efecto de afianzar por medio 
de documentos, prenda o hipoteca lo 
estipulado. Aval que asegura y prote-
ge contra algún riesgo o eventualidad. 
Forma establecida por la ley para que 
la APF asegure el cumplimiento de las 
obligaciones contraídas con ella por 
los proveedores, arrendadores, pres-
tadores de servicios o contratistas. 
GTUAPF

Aseguramiento del cumplimiento de 
una obligación mediante la afectación 
de cosa determinada o del compromiso 
de pago por un tercero para el caso de 
incumplimiento de la misma por el deu-
dor original. DD

Garantía de pago

Mecanismo que respalda el pago de un 
financiamiento u obligación contratada. 
Art. 2. LDFEFM

Garantía de ser informado  
de sus derechos

Todas las autoridades que intervengan 
en los actos iniciales del procedimiento 
deberán velar porque tanto el imputado 
como la víctima u ofendido conozcan 
los derechos que le reconocen en ese 
momento procedimental la Constitución, 
los Tratados y las leyes que de ellos 
emanen, en los términos establecidos 
en el presente Código. Art. 18. CNPP

Garantía del interés fiscal,  
casos en que procede

Procede garantizar el interés fiscal, 
cuando:

I)	 Se solicite la suspensión del proce-
dimiento administrativo de ejecución, 
inclusive si dicha suspensión se soli-
cita ante el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa en los términos 
de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo;

II)	 Se solicite prórroga para el pago to-
tal o en parcialidades de los créditos 
fiscales;

III)	Se solicite la aplicación del pro-
ducto en los términos del artículo 
159 de este Código; y

IV)	En los demás casos que señalen este 
ordenamiento y las leyes fiscales.

No se otorgará garantía respecto 
de gastos de ejecución, salvo que el 
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interés fiscal esté constituido únicamen-
te por éstos. Art. 142. CFF

Garantías a favor de la  
Tesorería de la Federación 

(TESOFE)

La TESOFE expedirá las disposiciones 
generales a que se sujetarán las garan-
tías que deban constituirse a favor de 
las dependencias y entidades en los ac-
tos y contratos que celebren. Será la be-
neficiaria de todas las garantías que se 
otorguen a favor de las dependencias. 
Dicha Tesorería conservará la documen-
tación respectiva y, en su caso, ejercitará 
los derechos que correspondan, a cuyo 
efecto y con la debida oportunidad se 
le habrán de remitir las informaciones y 
documentos necesarios. En el caso de 
las entidades, sus propias tesorerías se-
rán las beneficiarias.

Los Poderes Legislativo y Judicial y 
los entes autónomos, por conducto de 
sus respectivas unidades de administra-
ción, establecerán en el ámbito de su 
competencia los requisitos aplicables a 
las garantías que se constituyan a su fa-
vor. Art. 55. LFPRH

Garantías de los  
contratistas y sus  

características

Los contratistas que celebren los con-
tratos a que se refiere esta Ley deberán 
garantizar:

I)	 Los anticipos que reciban. Estas ga-
rantías deberán presentarse en la 
fecha y lugar establecidas en la con-
vocatoria a la licitación; y

II)	 El cumplimiento de los contratos. 
Esta garantía deberá presentarse en 
la fecha y lugar establecidos en la 
convocatoria de la licitación.

Para los efectos de este artículo, 
los titulares de las dependencias o 
los órganos de gobierno de las enti-
dades, fijarán las bases, la forma y el 
porcentaje a los que deberán sujetar-
se las garantías que deban constituir-
se, considerando los antecedentes de 
cumplimiento de los contratistas en los 
contratos celebrados con las depen-
dencias y entidades, a efecto de de-
terminar montos menores para éstos, 
de acuerdo a los lineamientos que al 
efecto emita la SFP. En los casos seña-
lados en los artículos 42 fracciones IX 
y X, y 43 de esta Ley, el servidor pú-
blico facultado para firmar el contrato, 
bajo su responsabilidad, podrá excep-
tuar a los contratistas de presentar la 
garantía del cumplimiento del contrato 
respectivo. Art. 48. LOPSRM

Las garantías que deban otorgarse 
conforme a esta Ley se constituirán en 
favor de:

I)	 La TESOFE, por actos o contratos que 
se celebren con las dependencias;

II)	 Las entidades, cuando los actos o 
contratos se celebren con ellas; y
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III)	Las tesorerías de las entidades fede-
rativas o de los municipios, en los 
casos de los contratos celebrados al 
amparo de la fracción VI del artículo 
1 de esta Ley. Art. 49. LOPSRM

Gasto comprometido

Es el momento contable del gasto que 
refleja la aprobación por autoridad com-
petente de un acto administrativo u otro 
instrumento jurídico que formaliza una 
relación jurídica con terceros para la ad-
quisición de bienes y servicios o ejecu-
ción de obras. En el caso de las obras 
a ejecutarse o de bienes y servicios a 
recibirse durante varios ejercicios, el 
compromiso será registrado por la par-
te que se ejecutará o recibirá, durante 
cada ejercicio. Art. 4. LGCG

Gasto corriente

Erogaciones que no tienen como con-
trapartida la creación de un activo, inclu-
yendo, de manera enunciativa, el gasto 
en servicios personales, materiales y 
suministros, y los servicios generales, 
así como las transferencias, asignacio-
nes, subsidios, donativos y apoyos. Art. 
2. LDFEFM

Erogación que realiza el sector pú-
blico y que no tiene como contrapartida 
la creación de un activo, sino que cons-
tituye un acto de consumo; esto es, los 
gastos que se destinan a la contratación 
de los recursos humanos y a la compra 

de los bienes y servicios necesarios 
para el desarrollo propio de las funcio-
nes administrativas. CTLFEF

Gasto corriente estructural

Es el monto correspondiente al gasto 
neto total, excluyendo los gastos por 
concepto de costo financiero, partici-
paciones a las entidades federativas, a 
los municipios y demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México, adeudos 
de ejercicios fiscales anteriores, com-
bustibles utilizados para la generación 
de electricidad, pago de pensiones y 
jubilaciones del sector público, y la in-
versión física y financiera directa de la 
APF. Art. 2. LFPRH

Gasto de capital

Asignaciones destinadas a la creación 
de bienes de capital y conservación 
de los ya existentes, a la adquisición 
de bienes inmuebles y valores por 
parte del Gobierno Federal, así como 
los recursos transferidos a otros sec-
tores para los mismos fines, que con-
tribuyen a acrecentar y preservar los 
activos fijos patrimoniales o financie-
ros de la nación. Comprende también 
las erogaciones destinadas a cubrir la 
amortización de la deuda derivada de 
la contratación de créditos o financia-
mientos al Gobierno Federal por ins-
tituciones nacionales o extranjeras. 
CTLFEF
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Gasto de deuda  
municipal

Son las erogaciones que efectúa el 
Municipio relacionadas directamente 
con la contratación de obligaciones di-
ferentes a los intereses y comisiones. 
MERAPM

Gasto  
de inversión

Son las erogaciones destinadas a la eje-
cución de obra pública. MERAPM

Gasto devengado

Forma de registro contable que reco-
noce como obtenidos o efectuados los 
gastos resultantes de transacciones 
mercantiles o financieras, indepen-
dientemente del momento de regis-
tro efectivo de la operación. El gasto 
devengado implica compromisos de 
pagos reflejados en documentos y pa-
gaderos a fechas futuras, por ejemplo 
el interés sobre un documento por pa-
gar. CTLFEF

Es el momento contable del gasto 
que refleja el reconocimiento de una 
obligación de pago a favor de terceros 
por la recepción de conformidad de 
bienes, servicios y obras oportunamen-
te contratados; así como de las obliga-
ciones que derivan de tratados, leyes, 
decretos, resoluciones y sentencias de-
finitivas. Art. 4. LGCG

Gasto ejercido

Es el momento contable del gasto que re-
fleja la emisión de una cuenta por liquidar 
certificada debidamente aprobada por la 
autoridad competente. Art. 4. LGCG

Gasto en servicios personales  
y requisitos aplicables

En el proyecto del PEF se deberán pre-
sentar en una sección específica las ero-
gaciones correspondientes al gasto en 
servicios personales, el cual comprende:

I)	 Las remuneraciones de los servido-
res públicos y las erogaciones a car-
go de los ejecutores de gasto por 
concepto de obligaciones de carác-
ter fiscal y de seguridad social inhe-
rentes a dichas remuneraciones; y

II)	 Las previsiones salariales y económi-
cas para cubrir los incrementos sala-
riales, la creación de plazas y otras 
medidas económicas de índole labo-
ral. Dichas previsiones serán incluidas 
en un capítulo específico del PEF.

Una vez aprobada la asignación glo-
bal de servicios personales en el PEF, 
ésta no podrá incrementarse. Art. 33. 
LFPRH

Gasto etiquetado

Erogaciones que realizan las Entidades 
Federativas y los Municipios con cargo 
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a las Transferencias federales etiqueta-
das. En el caso de los Municipios, adi-
cionalmente se incluyen las erogaciones 
que realizan con recursos de la Entidad 
Federativa con un destino específico. 
Art. 2. LDFEFM

Gasto federalizado

Gasto que se ha descentralizado a 
los estados y municipios para el cum-
plimiento de programas prioritarios 
en materia de educación, salud e in-
fraestructura a través del Ramo 33 
Aportaciones Federales para Entidades 
Federativas y Municipios. CTLFEF

Gasto neto

Total de las erogaciones reales que 
afectan el erario federal, deduciendo 
del gasto las erogaciones virtuales y 
compensadas. Resulta de restar al gasto 
bruto total, la amortización de la deuda 
pública y el gasto autorizado que no se 
ejerció ni pagó. CTLFEF

Gasto  
neto total

Es la totalidad de las erogaciones apro-
badas en el PEF con cargo a los ingre-
sos previstos en la LIF, las cuales no 
incluyen las amortizaciones de la deuda 
pública y las operaciones que darían 
lugar a la duplicidad en el registro del 
gasto. Art. 2. LFPRH

Gasto no etiquetado

Erogaciones que realizan las Entidades 
Federativas y los Municipios con car-
go a sus ingresos de libre disposición 
y financiamientos. En el caso de los 
Municipios, se excluye el gasto que 
realicen con recursos de la Entidad 
Federativa con un destino específico. 
Art. 2. LDFEFM

Gasto  
no programable

Erogaciones que no corresponden di-
rectamente a los programas para pro-
veer bienes y servicios públicos a la 
población. Tales como los intereses, co-
misiones y amortizaciones de la deuda, 
participaciones y estímulos fiscales, los 
apoyos a ahorradores y deudores de la 
banca y los adeudos sobre ejercicios 
fiscales anteriores. CTLFEF

Las erogaciones a cargo de la 
Federación que derivan del cumplimien-
to de obligaciones legales o del Decreto 
de PEF, que no corresponden directa-
mente a los programas para proveer 
bienes y servicios públicos a la pobla-
ción. Art. 2. LFPRH

Gasto pagado

Es el momento contable del gasto 
que refleja la cancelación total o par-
cial de las obligaciones de pago, que 
se concreta mediante el desembolso 
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de efectivo o cualquier otro medio de 
pago. Art. 4. LGCG

Gasto programable

Son las erogaciones que la Federación 
realiza en cumplimiento de sus atribu-
ciones conforme a los programas para 
proveer bienes y servicios públicos a la 
población. Art. 2. LFPRH

Conjunto de erogaciones destinadas 
al cumplimiento de las atribuciones de las 
instituciones, dependencias y entidades 
del Gobierno Federal entre las cuales se 
considera a los Poderes de la Unión; los 
Órganos Autónomos; la Administración 
Pública Central y las entidades de la 
Administración Pública Paraestatal suje-
tas a control presupuestario directo, con-
signadas en programas específicos para 
su mejor control y evaluación. CTLFEF

Gasto programable y obligaciones 
presupuestarias del IMSS

Conforme al artículo 272 de la Ley del 
Seguro Social, el gasto programable 
del IMSS será el descrito en el artículo 
presente, en el cual aparece también la 
aportación del Gobierno Federal al IMSS, 
así como el destino de las reservas fi-
nancieras y actuariales, al igual que lo 
relativo al Fondo para el Cumplimiento 
de Obligaciones Laborales de Carácter 
Legal o Contractual.

El IMSS deberá sujetarse a las nor- 
mas de austeridad y disciplina presu- 

puestaria contenidas en este Decreto, 
en los términos propuestos por el 
Consejo Técnico de dicho Instituto las 
cuales se aplicarán sin afectar con ellas 
el servicio público que está obligado a 
prestar a sus derechohabientes.

El uso de reservas de cualquier na-
turaleza y tipo deberá ser registrado 
invariablemente como gasto programa-
ble. Asimismo, las reservas del Seguro 
de Invalidez y Vida y de Riesgos de 
Trabajo, únicamente podrán destinarse 
para las prestaciones monetarias de 
esos seguros, y no para financiar 
gasto corriente del Instituto, salvo en 
los casos que así lo prevea la Ley del 
Seguro Social.

El titular y los servidores públicos 
competentes del IMSS serán respon-
sables de que el ejercicio del gasto se 
sujete a los montos autorizados para 
cubrir su gasto programable, para las 
reservas y el fondo a que se refiere este 
artículo. Art. 6. PEF

Gasto público

Es toda erogación que realiza el Estado 
para efectuar sus fines y sostener su es-
tructura, los recursos que emplea pro-
vienen de las contribuciones que dan los 
ciudadanos a través de los impuestos.

En virtud de la importancia que en-
cierra el término gasto público, no sólo 
para un Estado, sino para la sociedad 
en su conjunto, es que existen una se-
rie de mecanismos e instancias que se 
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encargan de elaborar, aprobar y supervi-
sar su utilización. De ahí, que el órgano 
legislativo intervenga para los efectos 
de aprobación y supervisión, debido a 
la transparencia que se requiere en este 
rubro.

Cabe anotar, que el gasto público es 
materia de la función de control finan-
ciero de todo parlamento.

El punto neurálgico de la teoría del 
gasto público radica en distribuir co-
rrectamente los recursos disponibles 
entre las necesidades propias del esta-
do y las sociales; por ello, la formulación 
del gasto público tiene que manifestar 
objetivos, metas, costos y órganos res-
ponsables. Para que al momento de 
revisar el parlamento la cuenta pública 
exista claridad, justificación y empleo 
adecuado de los recursos.

La Cámara de Diputados en México, 
tiene la facultad exclusiva de examinar, 
discutir y aprobar el PEF, discutiendo 
primero las contribuciones que, a su jui-
cio, deben decretarse para cubrirlo, así 
como revisar la Cuenta pública del año 
anterior. DUTP

El gasto público federal comprende 
las erogaciones por concepto de gasto 
corriente, incluyendo los pagos de pasi-
vo de la deuda pública; inversión física; 
inversión financiera; así como respon-
sabilidad patrimonial; que realizan los 
siguientes ejecutores de gasto:

I)	 El Poder Legislativo;
II)	 El Poder Judicial;

III)	 Los entes autónomos;
IV)	 Los tribunales administrativos;
V)	 La Procuraduría General de la Re- 

pública;
VI)	 La Presidencia de la República;
VII)	Las dependencias; y
VIII)	Las entidades.

Los ejecutores de gasto antes men-
cionados están obligados a rendir cuen-
tas por la administración de los recursos 
públicos en los términos de la presente 
Ley y demás disposiciones aplicables.

Las disposiciones presupuestarias 
y administrativas fortalecerán la ope-
ración y la toma de decisiones de los 
ejecutores, procurando que exista un 
adecuado equilibrio entre el control, el 
costo de la fiscalización, el costo de la 
implantación y la obtención de resulta-
dos en los programas y proyectos.

La Presidencia de la República se su-
jetará a las mismas disposiciones que 
rigen a las dependencias. Asimismo, la 
PGR y los tribunales administrativos se 
sujetarán a las disposiciones aplicables 
a las dependencias, así como a lo dis-
puesto en sus leyes específicas dentro 
del margen de autonomía previsto en el 
artículo 5 de esta LFPRH.

Los ejecutores de gasto contarán 
con una unidad de administración, en-
cargada de planear, programar, presu-
puestar, en su caso establecer medidas 
para la administración interna, controlar 
y evaluar sus actividades respecto al 
gasto público. Art. 4. LFPRH
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Gasto público municipal

Conjunto de erogaciones que de acuer-
do a ley re aliza en el ejercicio de sus 
funciones el Ayuntamiento, para adqui-
rir bienes o servicios destinados a la 
satisfacción de necesidades públicas 
conforme a las metas plasmadas en sus 
respectivos presupuestos. DTMV

Gasto público, administración del

Conjunto articulado de procesos que 
van desde la planeación y programa-
ción del gasto público, hasta su ejer-
cicio, control y evaluación. Abarca los 
egresos por concepto de gasto corrien-
te, inversión pública física e inversión 
financiera, así como pago de pasivos o 
deuda pública contraídos por el estado, 
las empresas públicas, las instituciones 
financieras públicas y los fideicomisos. 
GTUAPF

Gasto total

La totalidad de las erogaciones aproba-
das en el PEF, con cargo a los ingresos 
previstos en la LIF, las cuales no inclu-
yen las operaciones que darían lugar a 
la duplicidad en el registro del gasto. 
Art. 2. LDFEFM

La totalidad de las erogaciones apro-
badas en el PEF, con cargo a los ingre-
sos previstos en la LIF y, adicionalmente, 
las amortizaciones de la deuda pública 
y las operaciones que darían lugar a la 

duplicidad en el registro del gasto. Art. 
2. LFPRH

El Gasto total propuesto por el 
Ejecutivo de la Entidad Federativa en el 
proyecto de Presupuesto de Egresos, 
aquél que apruebe la Legislatura local y 
el que se ejerza en el año fiscal, deberá 
contribuir a un Balance presupuestario 
sostenible. Art. 6. LDFEFM

Gasto, clasificador por objeto del

Instrumento que permite registrar de ma-
nera ordenada, sistemática y homogénea 
las compras, los pagos y las erogaciones 
autorizados en capítulos, conceptos y 
partidas con base en la clasificación eco-
nómica del gasto. Este clasificador per-
mite formular y aprobar el proyecto de 
Presupuesto de Egresos desde la pers-
pectiva económica y dar seguimiento a 
su ejercicio. Art. 2. LFPRH

Gastos de orden social o análogos

Los titulares de los ejecutores de gasto 
autorizarán las erogaciones por concepto 
de gastos de orden social, congresos, con-
venciones, exposiciones, seminarios, es-
pectáculos culturales o cualquier otro tipo 
de foro o evento análogo, en los términos 
de las disposiciones generales aplicables.

Los ejecutores de gasto deberán in-
tegrar expedientes que incluyan, entre 
otros, los documentos con los que se 
acredite la contratación u organización 
requerida, la justificación del gasto, los 
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beneficiarios, los objetivos y programas 
a los que se dará cumplimiento.

En materia de gastos de vehículos, 
viajes oficiales, bienes y servicios, los 
ejecutores de gasto deberán observar 
lo dispuesto en el presente artículo.

Las dependencias y entidades se 
abstendrán de realizar adquisiciones de 
inmuebles sin la previa justificación cos-
to-beneficio y autorización en los térmi-
nos de las disposiciones aplicables. Art. 
63. LFPRH

Gastos de seguridad  
pública y nacional

Los gastos de seguridad pública y na-
cional son erogaciones destinadas a los 
programas que realizan las dependen-
cias en cumplimiento de funciones ofi-
ciales de carácter estratégico.

La comprobación y demás informa-
ción relativa a dichos gastos se sujeta-
rán a lo dispuesto en el Reglamento de 
la LFPRH sin perjuicio de su fiscaliza-
ción por la ASF.

La adquisición de bienes destinados 
a las actividades de seguridad pública 
y nacional se entenderá devengada al 
momento en que se contraiga el com-
promiso de pago correspondiente. Art. 
49. LFPRH

Geopolítica

Los fenómenos económicos, sociales y 
culturales de un pueblo están original- 

mente determinados por el suelo en 
donde nace y se desarrolla. Es decir, 
que el desarrollo de la humanidad se 
rige por la geografía. GTE

Gestión administrativa municipal

Conjunto de acciones mediante las 
cuales el servidor público municipal 
desarrolla sus actividades a través del 
cumplimiento de las fases del proceso 
administrativo: planear, organizar, dirigir, 
coordinar y controlar. DTMV

Gestión de negocios

En ningún trámite administrativo se 
admitirá la gestión de negocios. La re-
presentación de las personas físicas 
o morales ante las autoridades fisca-
les se hará mediante escritura pública 
o mediante carta poder firmada ante 
dos testigos y ratificadas las firmas del 
otorgante y testigos ante las autorida-
des fiscales, notario o fedatario público, 
acompañando copia de la identificación 
del contribuyente o representante legal, 
previo cotejo con su original. Art. 19. 
CFF

Gestión financiera

Las acciones, tareas y procesos que, en 
la ejecución de los programas, realizan 
las entidades fiscalizadas para captar, 
recaudar u obtener recursos públicos 
conforme a la LIF y el PEF, así como las 
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demás disposiciones aplicables, para 
administrar, manejar, custodiar, ejercer 
y aplicar los mismos y demás fondos, 
patrimonio y recursos, en términos del 
PEF y las demás disposiciones aplica-
bles. Art. 4. LFRCF

Gestión pública

Es la función que llevan a cabo las au-
toridades federales, estatales y munici-
pales respecto a la administración del 
gasto público. MERAPM

Gestión y control de documentos, 
creación y uso de sistemas 

automatizados de

Documentos en formato físico y elec-
trónico, aplicables a las dependencias y 
entidades, los cuales deberán contener 
como mínimo disposiciones que tengan 
por objeto:

I)	 Aplicar invariablemente a los docu-
mentos de archivo electrónico los 
mismos instrumentos técnicos archi-
vísticos que corresponden a los so-
portes tradicionales;

II)	 Mantener y preservar los metadatos 
que sean creados para el sistema;

III)	Incorporar las normas y medidas 
que garanticen la autenticidad, se-
guridad, integridad y disponibilidad 
de los documentos de archivo elec-
trónico, así como su control y admi-
nistración archivística; y

IV)	Establecer los procedimientos que 
registren la actualización, migración, 
respaldo u otro proceso que afecte 
a los documentos electrónicos y que 
documenten cambios jurídico-ad-
ministrativos, tecnológicos en siste-
mas y programas o en dispositivos 
y equipos, que se lleven a cabo e 
influyan en el contenido de los docu-
mentos de archivo electrónico. Art. 
21. LFA

Glosa de documentos

Para el derecho parlamentario, la glo-
sa de documentos es todo comenta-
rio, explicación e interpretación que los 
parlamentarios hacen a un texto que 
consideran obscuro o difícil de com-
prender, ya sea que se trate de una ini-
ciativa de ley, reforma o decreto, como 
también, aquellos documentos que son 
de su conocimiento.

En el Congreso de la Unión de 
México, se utiliza el término glosa del 
informe presidencial, para hacer refe-
rencia al análisis del informe presen-
tado por el titular del Poder Ejecutivo 
Federal, por parte de las Cámaras de 
Diputados y Senadores; aunque, cabe 
señalar, que en sentido estricto, no se 
realizan anotaciones ni se hacen co-
mentarios que aclaren alguna parte 
obscura, insuficientemente planteada o 
difícil de comprender, sino más bien se 
vierten críticas por parte de los partidos 
opositores a la gestión gubernamental 
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y argumentos tendentes a defender el 
documento del Ejecutivo por quienes 
son miembros del partido mayoritario. 
DUTP

Gobernabilidad

Esta palabra se deriva de un vocablo 
griego que significa guía. La goberna-
bilidad es considerada como la capaci-
dad de las instituciones políticas de un 
país para dirigir la economía y la so-
ciedad. Está estrechamente relaciona-
da con la legitimidad, la autoridad del 
gobierno y la eficacia para encontrar 
soluciones a problemas y su capacidad 
operativa.

Para algunos autores, es un fenóme-
no propio de los países democráticos 
en los cuales los gobiernos tienen difi-
cultades para llevar a cabo el mandato 
de los votantes o electores y traducir-
lo en políticas realizables. Aunque es-
trictamente hablando ningún país está 
exento de la existencia de problemas de 
ingobernabilidad.

En un sistema parlamentario como 
el inglés, el parlamento es el centro de 
gravedad política y su relación con el 
gabinete es muy grande, ya que ésta 
procede del parlamento al que está 
sujeto y, en reciprocidad, el gabinete 
puede decretar la disolución del parla-
mento. En el caso de los modelos pre-
sidenciales, se persigue una estricta 
separación de poderes, su diversifica-
ción y sus propias legitimidades.

Dieter Nohlen, considera que el con-
cepto de gobernabilidad se refiere a la 
interacción entre gobernantes y gober-
nados, entre capacidades de gobierno y 
demandas políticas de gobierno. Hace 
referencia a la tensión que existe entre 
las dos partes y pone en cuestión el sis-
tema de gobierno, como productor de 
decisiones políticas y encargado de su 
ejecución, y su capacidad para estar a 
la altura de los problemas a resolver. El 
parlamento puede contribuir a articular 
los mecanismos para que la “cultura de 
la gobernabilidad” (de acuerdo a Dieter 
Nohlen), sea una realidad constante. 
Para ello es necesario que el Poder 
Legislativo participe en el diseño per-
manente de garantías constitucionales 
que aseguren derechos políticos univer-
sales, como los concernientes al voto y 
a la conformación de grupos políticos, 
en procesos democratizadores que 
cuente con la aceptación de las mayo-
rías. Asimismo, debe contribuir a la ge-
neración de espacios de representación 
regidos por criterios constitucionales no 
restrictivos y por una correcta valora-
ción política de las minorías.

Algunas definiciones sobre goberna-
bilidad aluden a ella como un conjunto 
de condiciones que aseguran el ejercicio 
del poder en una sociedad, sin excesivo 
riesgo de que ésta llegue a desarticu-
larse violentamente; otras la entienden 
como la situación en que “concurren 
un conjunto de condiciones favorables 
para la acción de gobierno de carácter 
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medio-ambiental o intrínsecas a éste”; o 
bien, como la acción de gobierno a la 
que se le da un carácter positivo, cuando 
no moralmente satisfactorio. Asimismo, 
se afirma que es la propensión a (o la 
posibilidad de) ser gobernado, es decir 
de adoptar un comportamiento confor-
me a reglas de un buen gobierno.

En México, es de señalarse que, 
como fue previsto por los Constituyentes 
de 1917, la gobernabilidad, hasta el día 
de hoy, se ha sustentado en las siguien-
tes bases:

a)	En nuestra forma de gobierno, y la 
voluntad del pueblo mexicano de 
“constituirse en una República re-
presentativa, democrática, federal 
compuesta de Estados libres y sobe-
ranos en todo lo concerniente a su 
régimen interior; pero unidos en una 
Federación establecida según los 
principios de esta ley fundamental”;

b)	En el “ejercicio de la soberanía por 
medio de los Poderes de la Unión, 
en los casos de la competencia de 
éstos, y por los de los Estados, en 
lo que toca a sus regímenes interio-
res, en los términos respectivamen-
te establecidos por la Constitución 
Federal y las particulares de los 
Estados”;

c)	 En el equilibrio de poderes, dividi-
do para su ejercicio en Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial;

d)	en el reconocimiento de los partidos 
políticos como entidades de interés 

público, cuyos fines de promover la 
participación del pueblo en la vida 
democrática, contribuir a la integra-
ción de la representación nacional y 
como organizaciones de ciudadanos 
hacer posible el acceso de éstos al 
ejercicio del poder público mediante 
el sufragio universal, libre, secreto y 
directo; y

e)	El concepto de democracia entendi-
do como un sistema de vida fundado 
en el constante mejoramiento eco-
nómico, social y cultural del pueblo.

Por lo que respecta al importante 
papel del parlamento mexicano en ma-
teria de gobernabilidad, debe destacar-
se que es el recinto por excelencia de la 
expresión del pluralismo político, y por 
lo mismo, el escenario donde coexisten 
civilizadamente las distintas corrientes 
ideológicas, las cuales participan en la 
discusión de los grandes temas políticos 
nacionales, haciendo posible la disten-
sión de las posiciones más encontradas 
y el encuentro de soluciones consen-
suales a los problemas que confronta el 
país. Las implicaciones del órgano le-
gislativo en materia de gobernabilidad 
son de gran importancia, en virtud de 
que es el órgano encargado de atender 
las múltiples demandas de la sociedad. 
El parlamento en México, contribuye a 
que la gobernabilidad transite por las 
mejores condiciones políticas, económi-
cas y sociales, mediante la orientación 
de políticas públicas adecuadas, como 
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corresponde a la función de orienta-
ción política, propia de esta institución. 
DUTP

Gobernanza

Ejercicio de autoridad política, econó-
mica y administrativa para manejar los 
asuntos de la nación. Es un complejo 
de mecanismos, procesos, relaciones e 
instituciones por medio de los cuales 
los ciudadanos y los grupos articulan 
sus intereses, ejercen sus derechos y 
obligaciones y median sus diferencias. 
COGO

Gobierno

La palabra designa la acción de gober-
nar entendida como actividad práctica. 
El vocablo es empleado para referir-
se en concreto a un conjunto de altos 
funcionarios situados en la cúspide del 
Poder Ejecutivo y que normalmente tie-
nen a su cargo los distintos departa-
mentos de la administración. Dicho de 
otra manera, este grupo de individuos 
tienen en común el compartir una de-
terminada responsabilidad en el ejerci-
cio del poder.

El gobierno es la expresión de la 
autoridad del Estado, entre cuyas fun-
ciones formales, en este sentido, se 
encuentran: la redacción, aprobación y 
ejecución de las leyes, así como la inter-
pretación y aplicación del derecho. Las 
funciones del gobierno se corresponden 

en líneas generales con las funciones 
legislativas, administrativas y judiciales. 
DUTP

Gobierno abierto

Es la nueva forma de relacionarse entre 
la Administración Pública y los ciudada-
nos, que se caracteriza por el estable-
cimiento de canales de comunicación a 
través de diversas tecnologías para esta-
blecer contacto directo entre ellos. DSFP

Gobierno local

Autoridad que ejercita la función norma-
tiva y ejecutiva de una entidad federa-
tiva. Normalmente se le identifica con 
los gobiernos estatales frente al nivel 
federal. DTMV

Gobierno municipal

El integrado por el Presidente Municipal, 
el síndico y el número de regidores 
que la ley determine. Lo ejercerá el 
Ayuntamiento y no habrá autoridad in-
termedia alguna entre éste y el gobier-
no del Estado, residirá en la cabecera 
del Municipio y sólo podrá trasladar-
se a otro lugar dentro del mismo, por 
decreto del Congreso del Estado, 
cuando el interés público justifique la 
medida. Artículos 115 párrafo primero 
Constitucional, 68 de la Constitución de 
Veracruz y 17-18 de la Ley Orgánica 
del Municipio Libre. DTMV
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Para el gobierno municipal se es-
tablecen lineamientos generales en la 
parte inicial del artículo 115 constitu-
cional. Se expresa que los estados “han 
adoptado para su régimen interior, la 
forma de gobierno republicano, repre-
sentativo, popular teniendo como base 
de su división territorial y de organiza-
ción ´política y administrativa, el muni-
cipio libre”.

Con lo transcrito, se afirma la pos-
tulación de la autonomía municipal, los 
vínculos del municipio para con los es-
tados y su importancia.

Nuestro constitucionalismo visualiza 
hoy a la institución municipal como una 
verdadera instancia de gobierno, dota-
da de una esfera de atribuciones y acti-
vidades que le son propias. DMVC

Government  
Accountability Office (GAO)

Oficina de Fiscalización del Gobierno 
de EUA. Agencia independiente y 
no partidaria que trabaja para el 
Congreso, cuya función principal es 
contribuir a mejorar el desempeño y 
asegurar la rendición de cuentas del 
Gobierno Federal, a través del ejerci-
cio de las siguientes actividades apo-
yar la supervisión del Congreso para 
determinar si los fondos federales se 
gastan de manera eficiente y eficaz; in-
vestigar las denuncias de actividades 
ilegales; informar sobre el desempeño 
de programas y políticas del Gobierno; 

realizar análisis de políticas y esbozar 
opciones para la consideración del 
Congreso y emitir resoluciones judicia-
les y opiniones en materia de licitacio-
nes y normas de la agencia. CTLFEF

Gravámenes a exportaciones e 
importaciones de mercancías

Es facultad privativa de la Federación 
gravar las mercancías que se impor-
ten o exporten, o que pasen de trán-
sito por el territorio nacional, así como 
reglamentar en todo tiempo y aún pro-
hibir, por motivos de seguridad o de 
policía, la circulación en el interior de 
la República de toda clase de efectos, 
cualquiera que sea su procedencia.

El Ejecutivo podrá ser facultado por 
el Congreso de la Unión para aumentar, 
disminuir o suprimir las cuotas de las 
tarifas de exportación e importación, 
expedidas por el propio Congreso, y 
para crear otras; así como para res-
tringir y para prohibir las importacio-
nes, las exportaciones y el tránsito de 
productos, artículos y efectos, cuan-
do lo estime urgente, a fin de regular 
el comercio exterior, la economía del 
país, la estabilidad de la producción 
nacional, o de realizar cualquiera otro 
propósito, en beneficio del país. El pro-
pio Ejecutivo al enviar al Congreso el 
Presupuesto Fiscal de cada año, some-
terá a su aprobación el uso que hubie-
se hecho de la facultad concedida. Art. 
131. CPEUM
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Grupo parlamentario

Podemos definir al grupo parlamentario 
como el conjunto de parlamentarios (di-
putados o senadores) vinculados polí-
ticamente, que ejercen influencia en la 
Asamblea, parlamento o Congreso.

Se distinguen dos posturas que defi-
nen al grupo parlamentario: una teórica 
y otra formalista; la primera es aportada 
por el tratadista italiano Di Ciolo, citado 
en DUTP, que lo considera como aquella 
organización estable de senadores y di-
putados pertenecientes al mismo parti-
do, o profesantes de la misma ideología 
política, y provisto de una sólida disci-
plina. La segunda es de Waline, citado 
en DUTP, que lo define como aquella 
reunión en el seno de una Asamblea 
parlamentaria, según las reglas estable-
cidas por el reglamento de ésta, de un 
cierto número de elegidos, que tienen 
en común cierto ideal político, cuya ta-
rea es dar soluciones concurrentes a los 
diferentes problemas que se susciten 
en determinados momentos.

El elemento cualitativo, que origina 
la formación de todo tipo de grupo, es 

la afinidad que guardan sus miembros, 
misma que lo mantiene estable y unido. 
El nexo causal del grupo parlamentario 
es su proximidad político-ideológica. 
DUTP

Grupos sociales en situación  
de vulnerabilidad

Aquellos núcleos de población y per-
sonas que por diferentes factores o la 
combinación de ellos, enfrentan situa-
ciones de riesgo o discriminación que 
les impiden alcanzar mejores niveles 
de vida, y por lo tanto, requieren de la 
atención e inversión del gobierno para 
lograr su bienestar. CPFM y Art. 5. 
LGDS

Guía simple de archivo

Esquema general de descripción de 
las series documentales de los archi-
vos de un sujeto obligado, que indi-
ca sus características fundamentales 
conforme al cuadro general de clasi-
ficación archivística y sus datos gene-
rales Art. 4. LFA
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El respeto se gana, la honestidad se aprecia, 
la confianza se adquiere, la lealtad se devuelve.

		          				    Anónimo

...que la mujer comparta los derechos 
del hombre y emulará sus virtudes.

		          	 Mary Wollstonecraft
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Habeas Corpus

Consiste en que un tribunal examine si 
un individuo ha sido detenido legalmen-
te y que le diera su protección. Esto rige 
en todos los países occidentales con ré-
gimen democrático. GTE

Derecho de todo detenido a com-
parecer ante un juez, en el marco de 
un proceso constitucional, ya por vía 
de acción, recursos o excepción, el que 
deberá resolver sobre la legalidad de su 
detención. DJMSFAL

Derecho de un preso de ser llevado 
ante un juez dentro de un plazo deter-
minado, para impedir detenciones arbi-
trarias, por lo que cubre también otras 
restricciones de la libertad de movi-
miento físico. DCPDN

Habeas data

Derecho individual de exigir ante un 
tribunal información sobre los datos 
personales registrados por depen-
dencias privadas o públicas y, en tal 

caso, solicitar la corrección de éstos. 
DCPDN

Haber

Columna derecha de una cuenta del li-
bro mayor en la cual y de acuerdo al 
método de la partida doble se registran 
las disminuciones de cuentas de activo, 
de gastos y de pérdidas así como los 
aumentos de cuentas de pasivo, de ca-
pital, de ingresos y remanentes. DTMV

Parte derecha de la cuenta en la que 
se registran los movimientos llamados 
créditos o abonos. Su complemento, lado 
izquierdo, se denomina Debe. La cuenta 
es el medio empleado por la contabilidad 
para aplicar su teoría de la partida do-
ble, misma que señala que a todo cargo 
debe corresponder uno o más abonos 
por la misma cantidad y viceversa. RMO

Hábitat

Conjunto de condiciones indispensa-
bles para que subsista cierto grupo 

H
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humano o social, o una organización. 
GTE

Término sociológico que se refiere 
a las condiciones ambientales naturales 
en las que se realizan las actividades de 
los seres humanos. DCPDN

Hacienda municipal, sus elementos

Para la hacienda municipal, la norma 
constitucional hace dos declaraciones 
terminantes que la administrarán libre-
mente y que manejarán su patrimonio 
conforme a la ley.

Comprende la hacienda municipal 
cuatro principales elementos de carác-
ter financiero:

a)	 Los ingresos municipales;
b)	Los egresos respectivos;
c)	 El patrimonio municipal; y
d)	La deuda pública

Para articular dichos elementos, el 
municipio tiene que tomar decisiones y 
aplicar estrategias pertinentes para su 
buen desempeño y eficiencia, que se 
reflejarán en las denominadas políticas 
tributaria, de gasto, de financiamiento y 
crediticia. DMVC

Es de advertir que, deberá atender-
se lo dispuesto en el amplio marco legal 
aplicable al municipio, en particular para 
este punto, se resaltan enunciativamen-
te la LCF, la LGCG, la LGTAIF, la LGRA, 
el CFF, la LFRCF, la LFPRH, la LGDS, 
la LGSNA y la LDFEFM, así como las 

respectivas Leyes Locales. Además por 
supuesto de la CPEUM, la Constitución 
Local y su propia Ley Orgánica. RMO

Hacienda pública

Función gubernamental orientada a ob-
tener recursos monetarios de diversas 
fuentes para financiar el desarrollo del 
país. Consiste en recaudar directamen-
te los impuestos, derechos, productos 
y aprovechamientos; así como captar 
recursos complementarios, mediante la 
contratación de créditos y empréstitos 
en el interior del país y en el extranjero. 
GTPPPPEAP y GTUAPF

Finanzas del Estado. DCPDN

Hacienda pública federal

Conjunto de bienes y derechos de titu-
laridad de la Federación. Art. 4. LFRCF

Hacienda pública municipal

Conjunto de haberes, bienes, rentas e 
impuestos que un Municipio posee en 
un momento dado para la realización de 
sus atribuciones, así como de las deu-
das que son a su cargo por el mismo 
motivo. DTMV

Los municipios administrarán libre-
mente su hacienda, la cual se formará de 
los rendimientos de los bienes que les 
pertenezcan, así como de las contribucio-
nes y otros ingresos que las legislaturas 
establezcan a su favor, y en todo caso:
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a)	Percibirán las contribuciones, in-
cluyendo tasas adicionales, que 
establezcan los Estados sobre la 
propiedad inmobiliaria, de su frac-
cionamiento, división, consolidación, 
traslación y mejora así como las que 
tengan por base el cambio de valor 
de los inmuebles.

Los municipios podrán celebrar 
convenios con el Estado para que 
éste se haga cargo de algunas de 
las funciones relacionadas con la ad-
ministración de esas contribuciones;

b)	Las participaciones federales, que 
serán cubiertas por la Federación a 
los Municipios con arreglo a las ba-
ses, montos y plazos que anualmen-
te se determinen por las Legislaturas 
de los Estados; y

c)	 Los ingresos derivados de la pres-
tación de servicios públicos a su 
cargo.

Las leyes federales no limitarán la 
facultad de los Estados para estable-
cer las contribuciones a que se refieren 
los incisos a) y c), ni concederán exen-
ciones en relación con las mismas. Las 
leyes estatales no establecerán exen-
ciones o subsidios en favor de persona 
o institución alguna respecto de dichas 
contribuciones. Sólo estarán exentos 
los bienes de dominio público de la 
Federación, de las entidades federa-
tivas o los Municipios, salvo que tales 
bienes sean utilizados por entidades 
paraestatales o por particulares, bajo 

cualquier título, para fines administrati-
vos o propósitos distintos a los de su 
objeto público.

Los ayuntamientos, en el ámbito de 
su competencia, propondrán a las le-
gislaturas estatales las cuotas y tarifas 
aplicables a impuestos, derechos, con-
tribuciones de mejoras y las tablas de 
valores unitarios de suelo y construccio-
nes que sirvan de base para el cobro de 
las contribuciones sobre la propiedad 
inmobiliaria.

Las legislaturas de los Estados 
aprobarán las leyes de ingresos de los 
municipios, revisarán y fiscalizarán sus 
cuentas públicas. Los presupuestos de 
egresos serán aprobados por los ayun-
tamientos con base en sus ingresos 
disponibles, y deberán incluir en los 
mismos, los tabuladores desglosados 
de las remuneraciones que perciban 
los servidores públicos municipales, su-
jetándose a lo dispuesto en el artículo 
127 de esta Constitución.

Los recursos que integran la hacien-
da municipal serán ejercidos en forma 
directa por los ayuntamientos, o bien, 
por quien ellos autoricen, conforme a la 
ley. Art. 115. CPEUM

Hecho delictivo, técnicas de 
investigación

Al respecto, deben atenderse los requi-
sitos y lineamientos señalados en estos 
artículos, tal y como es la cadena de 
custodia, que es el sistema de control y 
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registro que se aplica al indicio, eviden-
cia, objeto, instrumento o producto del 
hecho delictivo, desde su localización, 
descubrimiento o aportación, en el lugar 
de los hechos o del hallazgo, hasta que 
la autoridad competente ordene su con-
clusión, destacando la responsabilidad 
en que pudieran incurrir los servidores 
públicos por la inobservancia de este 
procedimiento. Arts. 227-228. CNPP

Hemiciclo

Deriva del vocablo latino hemicyclium, y 
éste, del griego nuikukxo; de nuí medio, 
y kukxoc, círculo. Según DRAE citado 
por DUTP, la voz susodicha tiene tres 
acepciones: 1. La mitad de un círculo. 
2. Espacio central del salón de sesio-
nes del Congreso de los Diputados. 3. 
Conjunto de varias cosas dispuestas en 
semicírculo; como graderías, cadena de 
montañas, etcétera.

En el lenguaje parlamentario, la pala-
bra hemiciclo alude, tanto a la configu-
ración de la Cámara o Sala de Sesiones, 
donde se llevan a cabo éstas, sean or-
dinarias, extraordinarias o solemnes, 
como a la disposición que tienen los 
asientos, llamados también curules o 
escaños, de los legisladores o parla-
mentarios dentro del recinto.

Atendiendo a su configuración, las 
Cámaras o Salas de Sesiones suelen 
ser: rectangulares, circulares, octogona-
les, elípticas, en cuarto de círculo y en 
hemiciclo o semicírculo. DUTP

Hermenéutica

Arte de interpretar el significado o sen-
tido de algo y puede consistir en una 
simple habilidad natural o ejercerse de 
manera más o menos consciente y re-
flexionada. DCPDN

Heteronomía

Dependencia de leyes ajenas, externas, 
en oposición a autonomía y homono-
mía. DCPDN

Heurística

Arte y método de inventar o descubrir 
relaciones o hipótesis sobre relaciones 
entre fenómenos que son estimulantes 
para la investigación. DCPDN

Higiene y seguridad en las 
instalaciones laborales

El patrón estará obligado a observar, 
de acuerdo con la naturaleza de su ne-
gociación, los preceptos legales sobre 
higiene y seguridad en las instalaciones 
de su establecimiento, y a adoptar las 
medidas adecuadas para prevenir acci-
dentes en el uso de las máquinas, ins-
trumentos y materiales de trabajo, así 
como a organizar de tal manera éste, 
que resulte la mayor garantía para la 
salud y la vida de los trabajadores, y 
del producto de la concepción, cuando 
se trate de mujeres embarazadas. Las 
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leyes contendrán, al efecto, las sancio-
nes procedentes en cada caso. Art. 
123, Apartado A. CPEUM

Hiperinflación

También conocida como “inflación 
abierta” y que de no ser controlada de-
genera en hiperinflación, o sea, cuan-
do se provoca un caos económico en 
el que no es posible establecer costos 
reales, ni controlar los precios. GTE

Extremo aumento de precios en una 
economía nacional, por lo general, más 
de 50% por mes. Su causa principal 
inmediata suele ser la financiación del 
gasto público a través de la creación de 
dinero, perdiendo la moneda sus fun-
ciones de medio de pago y conserva-
ción de valores, así como de medio de 
cálculo para transacciones de bienes. 
DCPDN

Hipoteca

Garantía real constituida sobre bienes 
que no se entregan al acreedor, y que 
da derecho a éste, en caso de incumpli-
miento de la obligación garantizada, a 
ser pagado con el valor de dichos bie-
nes, en el grado de preferencia estable-
cido por la Ley. DD

Hipótesis

Supuesto ya comprobado o a comprobar 
sobre la cualidad de una circunstancia o 

el tipo, el grado y la dirección de la co-
nexión entre dos o más variables. Ponen 
en marcha el proceso cognoscitivo, lo 
estructuran, lo mantienen comprobable 
y resumen sus resultados en una serie 
de afirmaciones que se consideran más 
o menos confirmadas o desmentidas 
y deben ser verificadas nuevamente. 
DCPDN

Histórico-empírico

Enfoque inductivo de investigación y 
explicación de comparación sistemática 
que se concibe como opuesto a los en-
foques normativos, teórico-deductivos y 
estadístico-empíricos. DCPDN

Hogar

Conjunto de personas que hacen vida 
en común dentro de la vivienda, uni-
dos o no por parentesco, que compar-
ten gastos de manutención y preparan 
los alimentos en la misma cocina. Para 
efectos de las reglas de operación del 
programa, se utilizarán indistintamente 
los términos hogar y familia conforme 
la definición de hogar señalada. CPFM

Holismo

Corriente de pensamiento que enfatiza 
o incluso pone como absoluta la inte-
gridad en la relación entre la parte y el 
todo. Se basa en dos supuestos princi-
pales: el todo es más que la suma de 



René Mariani Ochoa

458

sus partes; lo individual, la parte, sólo 
puede comprenderse a partir del todo.

En la política, (y ésta es la razón de 
su inclusión en este libro) implica la su-
misión de la parte al todo, del individuo 
al Estado o a la comunidad. DCPDN

Homicidio doloso

El de carácter delictivo cuando el homi-
cida procede con voluntad de quitar la 
vida de manera concreta o indetermi-
nada por lo menos. En lo punible, es el 
homicidio típico. En la culpabilidad, la 
especie opuesta la configura el homici-
dio culposo. DCJPS

Homoclave

En el contexto del derecho fiscal mexica-
no, son los tres últimos caracteres alfa-
numéricos de cualquier RFC, los cuales 
evitan duplicidad de información de los 
contribuyentes, por lo que proporciona 
una identidad única e irrepetible. HMEJL

Homogéneo

Ausencia de diferencias o partes distin-
guibles en la materia o en un grupo de 
elementos. HDL

Honradez

Es la rectitud de ánimo y la integridad 
en el obrar de cada servidor público o 
privado. DD

Es la rectitud de ánimo y la integri-
dad en el obrar. Quien es honrado se 
muestra como una persona recta y jus-
ta, que se guía por aquello considerado 
como correcto y adecuado a nivel so-
cial. DLE

Hostigamiento

El ejercicio del poder en una relación de 
subordinación real de la víctima frente 
al agresor en el ámbito laboral, que se 
expresa en conductas verbales, físicas o 
ambas. Art. 3- BIS. LFT

Huelga

Es la suspensión temporal del trabajo 
llevada a cabo por una coalición de tra-
bajadores. Art. 440. LFT

Cesación por parte de los obreros. 
Medio de presión sobre los patrones 
para que se accedan a ciertas peticio-
nes. GTE

Paro de labores realizado en co-
mún y de manera planificada por un 
mayor número de trabajadores dentro 
de una misma profesión o empresa, 
con el fin de perseguir un objetivo de-
terminado y la voluntad de continuar 
la relación laboral al término de la 
huelga. DCPDN

Huelga justificada

Es aquella cuyos motivos son imputa-
bles al patrón. Art. 446. LFT
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Huida de capitales

Movimiento más o menos masivo de 
capitales que se retiran en una región 
o país. GTE

Humanismo

Movimiento cultural que se desarrolló 
en Europa durante los siglos XV y XVI. 
Postura general de índole moral-filóso-
fica, condensada en el patrón básico 
de la dignidad de la persona humana. 
DCPDN





I
ad

ni
nf

or
m

at
iv

o.
m

x/
el

-t
ea

tr
o-

ju
ar

ez
-d

e-
gu

an
aj

ua
to

-y
-s

u-
hi

st
or

ia
/

Teatro Juárez



…ignorar los hechos, no los cambia.
				    Andy Rooney

Pensar es difícil, es por eso 
que la mayoría de la gente prefiere juzgar.

					     Carl J. Jung
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Identidad

Conjunto de atributos que diferencian a 
una persona de otra. La identidad inclu-
ye los datos personales (nombre, fecha 
de nacimiento, sexo, entidad de naci-
miento), entre otros. CPFM

Identificación  
de los supuestos  

de inimputabilidad

Si el imputado ha sido vinculado a pro-
ceso y se estima que está en una si-
tuación de inimputabilidad, las partes 
podrán solicitar al Juez de control que 
se lleven a cabo los peritajes necesa-
rios para determinar si se acredita tal 
extremo, así como si la inimputabilidad 
que presente pudo ser propiciada o no 
por la persona. Art. 415. CNPP

Imputabilidad es un compromiso o 
carga, normalmente de índole moral, 
que se atribuye a una persona, por lo 
que la inimputabilidad, es la carencia o 
falta de imputabilidad. RMO

Idioma de los actos procesales

Los actos procesales deberán realizar-
se en idioma español.

Cuando las personas no hablen o 
no entiendan el idioma español, de-
berá proveerse traductor o intérprete, 
al igual que las personas que tengan 
algún impedimento para darse a en-
tender. El imputado podrá nombrar 
traductor o intérprete de su confianza, 
por su cuenta.

Si se trata de una persona con al-
gún tipo de discapacidad, tiene dere-
cho a que se le facilite un intérprete 
o aquellos medios tecnológicos que 
le permitan obtener de forma com-
prensible la información solicitada o, 
a falta de éstos, a alguien que sepa 
comunicarse con ella. En los actos 
de comunicación, los Órganos juris-
diccionales deberán tener certeza de 
que la persona con discapacidad ha 
sido informada de las decisiones ju-
diciales que deba conocer y de que 
comprende su alcance.

Pensar es difícil, es por eso 
que la mayoría de la gente prefiere juzgar.

					     Carl J. Jung

I
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En el caso de los miembros de pue-
blos o comunidades indígenas, se les 
nombrará intérprete que tenga cono-
cimiento de su lengua y cultura, aun 
cuando hablen el español, si así lo 
solicitan.

El Órgano jurisdiccional garantizará 
el acceso a traductores e intérpretes 
que coadyuvarán en el proceso según 
se requiera. Arts. 45-46. CNPP

Idoneidad

La legitimidad del derecho adoptado 
como preferente, que sea el adecuado 
para el logro de un fin constitucional-
mente válido o apto para conseguir el 
fin pretendido. Art. 149. LGTAIP

Igualdad de género

El varón y la mujer son iguales ante la 
ley. Ésta protegerá la organización y el 
desarrollo de la familia. Art. 4. CPEUM

Constituye un principio ético-jurídico 
universal reconocido en la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la 
Mujer (CEDAW). Por igualdad de géne-
ro se entiende la “ausencia de total dis-
criminación entre mujeres y hombres, 
en lo que respecta a sus derechos” y, 
en este sentido implica el goce pleno 
de los derechos humanos de las muje-
res en las esferas política, económica, 
social, cultural, civil o en cualquier otra. 
CPFM

Igualdad de oportunidades

Acciones encaminadas a remediar las 
diferencias, inequidades y desventajas 
que limitan el acceso de las mujeres y 
hombres. CPFM

Igualdad sustantiva

Es la que se logra eliminando la dis-
criminación contra las mujeres que 
menoscaba o anula el reconocimiento, 
goce o ejercicio de sus derechos huma-
nos y las libertades fundamentales en 
el ámbito laboral. Supone el acceso a 
las mismas oportunidades, consideran-
do las diferencias biológicas, sociales y 
culturales de mujeres y hombres. Art. 
2. LFT

Igualdad sustantiva entre  
mujeres y hombres en los 

programas de la APF

En cumplimiento a la Ley General para 
la Igualdad entre Mujeres y Hombres, la 
Ley General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia, las estrate-
gias transversales del PND 2013-2018 
y el Programa Nacional para la Igualdad 
de Oportunidades y no Discriminación 
contra las Mujeres 2013-2018, el 
Ejecutivo Federal impulsará, de manera 
transversal, la igualdad sustantiva entre 
mujeres y hombres a través de la incor-
poración de la perspectiva de género 
en el diseño, elaboración, aplicación, 
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seguimiento y evaluación de resulta-
dos de los programas de la APF. Para 
tal efecto, las dependencias y entidades 
deberán considerar los programas y 
acciones incorporadas en el Anexo 13 
del presente Decreto y para los demás 
programas federales que correspondan. 
Art. 22. PEF

Impacto recaudatorio de las 
iniciativas propuestas

En el ejercicio fiscal de 2018, toda ini-
ciativa en materia fiscal, incluyendo 
aquéllas que se presenten para cubrir el 
PEF para el ejercicio fiscal 2019, debe-
rá incluir en su exposición de motivos el 
impacto recaudatorio de cada una de las 
medidas propuestas, incluyendo el artí-
culo del ordenamiento de que se trate en 
el cual se llevarían a cabo las reformas.

Toda iniciativa en materia fiscal que 
envíe el Ejecutivo Federal al Congreso 
de la Unión observará lo siguiente:

I)	 Que se otorgue certidumbre jurídica 
a los contribuyentes;

II)	 Que el pago de las contribuciones 
sea sencillo y asequible;

III)	Que el monto a recaudar sea mayor 
que el costo de su recaudación y fis-
calización; y

IV)	Que las contribuciones sean esta-
bles para las finanzas públicas.

Los aspectos anteriores deberán 
incluirse en la exposición de motivos 

de la iniciativa de que se trate, mis-
mos que deberán ser tomados en 
cuenta en la elaboración de los dic-
támenes que emitan las comisiones 
respectivas del Congreso de la Unión. 
La iniciativa de LIF 2019 incluirá las 
contribuciones estimadas en las le-
yes fiscales, al igual que la memoria 
de cálculo de cada rubro de ingre-
sos previstos en la misma, así como 
las proyecciones de estos ingresos 
para los próximos 5 años. Se debe-
rá entender por memoria de cálculo 
los procedimientos descritos en for-
ma detallada de cómo se realizaron 
los cálculos, con el fin de que pue-
dan ser revisados por la Cámara de 
Diputados. Art. 32. LIF

Impacto social

Es el efecto de un proyecto en las con-
diciones de vida de la población; que 
en este caso engloba los diversos be-
neficios cualitativos y cuantitativos que 
proporciona el proyecto. CPFM

Imparcialidad

Que juzga o se comporta de modo 
sereno, justo, sin apasionamientos ni 
favoritismos. La imparcialidad es im-
prescindible en jueces e historiadores. 
Falta de designio anticipado o de pre-
vención a favor o en contra de perso-
nas o cosas, de que resulta poderse 
juzgar o procesar con rectitud. DCJPS
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Puede entenderse como un criterio 
de justicia que se basa en decisiones 
tomadas con objetividad. Esto quiere 
decir que la persona a cargo de juzgar 
o dirimir una cuestión debe mantener 
la imparcialidad y no dejarse influir por 
prejuicios o intereses que lo lleven a 
tratar de beneficiar a una de las partes. 
DLE

Cualidad que deben tener los 
Organismos garantes respecto de sus 
actuaciones de ser ajenos o extraños 
a los intereses de las partes en con-
troversia y resolver sin favorecer inde-
bidamente a ninguna de ellas. Art. 8. 
LGTAIP

Imperialismo

Este sistema o doctrina ha tenido en la 
antigüedad, muy diversos móviles des-
de la rapiña hasta el propósito de civi-
lizar y cristianizar a pueblos atrasados. 
GTE

Importe del gasto  
neto total del PEF

El gasto neto total previsto en el pre-
sente PEF 2018 importa la cantidad de 
$5,279,667,000,000, y corresponde 
al total de los ingresos aprobados en la 
Ley de Ingresos.

En términos del artículo 17 de la 
LFPRH, para el presente ejercicio fiscal 
se prevé un déficit presupuestario de 
$466,684,400,000. Art. 2. PEF

Imposición de medios de apremio 
del Ministerio Público y del Órgano 

Jurisdiccional

El Órgano jurisdiccional y el Ministerio 
Público podrán disponer de los siguien-
tes medios de apremio para el cumpli-
miento de los actos que ordenen en el 
ejercicio de sus funciones: amonesta-
ción; multa de veinte a mil días de sa-
lario mínimo vigente (cinco mil días si 
se trata del órgano Jurisdiccional); tra-
tándose de jornaleros, obreros y traba-
jadores que perciban salario mínimo, la 
multa no deberá exceder de un día de 
salario y tratándose de trabajadores no 
asalariados, de un día de su ingreso; au-
xilio de la fuerza pública, o arresto hasta 
por treinta y seis horas.

El Órgano jurisdiccional también po-
drá ordenar la expulsión de las perso-
nas de las instalaciones donde se lleve 
a cabo la diligencia. Art. 104. CNPP

Imposición de sanciones por 
faltas administrativas graves 
de servidores públicos y de 

particulares

Para la imposición de las sanciones por 
faltas administrativas graves y faltas de 
particulares, se observarán las siguien-
tes reglas:

I)	 La suspensión o la destitución del 
puesto de los servidores públicos, 
serán impuestas por el Tribunal y 
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ejecutadas por el titular o servi-
dor público competente del Ente 
público;

II)	 La inhabilitación temporal para des-
empeñar un empleo, cargo o comi-
sión en el servicio público, y para 
participar en adquisiciones, arrenda-
mientos, servicios u obras públicas, 
será impuesta por el Tribunal y eje-
cutada en los términos de la resolu-
ción dictada; y

III)	Las sanciones económicas se-
rán impuestas por el Tribunal y eje-
cutadas por el SAT en términos del 
CFF o por la autoridad competente 
de la entidad federativa correspon-
diente. Art. 84. LGRA

En los casos de sanción econó-
mica, el Tribunal ordenará a los res-
ponsables el pago que corresponda y, 
en el caso de daños y perjuicios que 
afecten a la Hacienda Pública Federal, 
local o municipal, o al patrimonio de 
los entes públicos, adicionalmente el 
pago de las indemnizaciones corres-
pondientes. Dichas sanciones econó-
micas tendrán el carácter de créditos 
fiscales.

Las cantidades que se cobren con 
motivo de las indemnizaciones por con-
cepto de daños y perjuicios formarán 
parte de la Hacienda Pública o del patri-
monio de los entes públicos afectados. 
Art. 85. LGRA

El monto de la sanción económica 
impuesta se actualizará, para efectos 

de su pago, en la forma y términos que 
establece el CFF, en tratándose de con-
tribuciones y aprovechamientos, o en 
el ámbito local, la legislación aplicable. 
Art. 86. LGRA

Cuando el servidor público o los 
particulares presuntamente responsa-
bles de estar vinculados con una falta 
administrativa grave, desaparezcan o 
exista riesgo inminente de que oculten, 
enajenen o dilapiden sus bienes a jui-
cio del Tribunal, se solicitará al SAT o la 
autoridad competente en el ámbito lo-
cal, en cualquier fase del procedimiento 
proceda al embargo precautorio de sus 
bienes, a fin de garantizar el cobro de 
las sanciones económicas que llegaren 
a imponerse. Impuesta la sanción eco-
nómica, el embargo precautorio se con-
vertirá en definitivo y se procederá en 
los términos de la legislación aplicable. 
Art. 87. LGRA

La persona que haya realizado algu-
na de las faltas administrativas graves 
o faltas de particulares, o bien, se en-
cuentre participando en su realización, 
podrá confesar su responsabilidad con 
el objeto de acogerse al beneficio de 
reducción de sanciones. Esta confesión 
se podrá hacer ante la Autoridad inves-
tigadora. Art. 88. LGRA

La aplicación del beneficio a que 
hace referencia el artículo anterior, ten-
drá por efecto una reducción de entre 
el cincuenta y el setenta por ciento del 
monto de las sanciones que se impon-
gan al responsable, y de hasta el total, 
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tratándose de la inhabilitación temporal 
para participar en adquisiciones, arren-
damientos, servicios u obras públicas, 
por faltas de particulares. Para su pro-
cedencia será necesario que adicional-
mente se cumplan los requisitos y el 
procedimiento señalado en este artícu-
lo. Art. 89. LGRA

Impuesto directo

El gravamen que se cobra directamente 
sobre el ingreso económico de cada in-
dividuo. GTE

Impuesto indirecto

Es todo aquel que paga el consumidor 
al adquirir bienes y servicios a los cua-
les ya se les ha cobrado un impuesto, y 
que va implícito en el precio de venta. 
GTE

Impuesto predial

Aquél que está obligado a pagar el 
propietario o poseedor de un bien in-
mueble, rústico, suburbano o urbano al 
ayuntamiento dentro de cuya demarca-
ción se encuentre el inmueble, como 
resultado de multiplicar la base del 
impuesto por la tasa. Artículos 113-
129 del Código Hacendario Municipal. 
DTMV

Las bases del valor catastral del pre-
dio con sus mejoras y las construccio-
nes en él edificadas. DTMV

Impuesto, aplicación estricta  
de las disposiciones fiscales

Las disposiciones fiscales que esta-
blezcan cargas a los particulares y las 
que señalan excepciones a las mismas, 
así como las que fijan las infracciones 
y sanciones, son de aplicación estric-
ta. Se considera que establecen cargas 
a los particulares las normas que se 
refieren al sujeto, objeto, base, tasa o 
tarifa.

Las otras disposiciones fiscales se 
interpretarán aplicando cualquier mé-
todo de interpretación jurídica. A falta 
de norma fiscal expresa, se aplicarán 
supletoriamente las disposiciones del 
derecho federal común cuando su 
aplicación no sea contraria a la natu-
raleza propia del derecho fiscal. Art. 
5. CFF

Es de resaltar los cuatro elementos 
indispensables de las contribuciones: 
sujeto, objeto, base y tasa, porque 
ante la ausencia de uno o más de 
ellos, sería improcedente el cobro fis-
cal. RMO

Impuestos

Son las contribuciones establecidas en 
ley que deben pagar las personas físi-
cas y morales que se encuentran en la 
situación jurídica o de hecho prevista 
por la misma y que sean distintas de las 
señaladas en las fracciones II, III y IV de 
este artículo. Art. 2. CFF
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Impuestos municipales

Las prestaciones o tributos en dinero o 
en especie que establece la Ley con ca-
rácter general y obligatorio, a cargo de 
personas físicas o morales para cubrir 
el gasto público de los ayuntamientos. 
Estos impuestos son predial; sobre tras-
lación de dominio de bienes inmuebles, 
transporte público en zonas urbanas, 
suburbanas y foráneas, espectáculos 
públicos, loterías, rifas sorteos y con-
cursos, y adicional sobre arbitrios muni-
cipales. DTMV

Impugnación  
de las decisiones judiciales

Todas las decisiones judiciales relativas 
a las medidas cautelares reguladas por 
este Código son apelables y revisables. 
Arts. 160-164. CNPP

Imputado mayor de setenta  
años de edad o enfermo terminal

En el caso de que el imputado sea una 
persona mayor de setenta años de 
edad o afectada por una enfermedad 
grave o terminal, o cuando se trate de 
mujeres embarazadas, o de madres 
durante la lactancia el Órgano juris-
diccional podrá ordenar que la prisión 
preventiva se ejecute en el domicilio 
de la persona imputada, centro médico 
o geriátrico, bajo las medidas cautela-
res procedentes.

No gozarán de esta prerrogativa 
quienes sean imputados por los de-
litos que ameriten prisión preventiva 
oficiosa o a criterio del Juez de con-
trol puedan sustraerse de la acción de 
la justicia o manifiesten una conducta 
que haga presumible su riesgo social. 
Art. 55. CPF

Imputado, acceso a los  
registros y audiencia inicial del

Convocados a la audiencia inicial, el im-
putado y su Defensor tienen derecho a 
consultar los registros de la investiga-
ción y a obtener copia, con la oportuni-
dad debida para preparar la defensa. En 
caso que el Ministerio Público se niegue 
a permitir el acceso a los registros o a la 
obtención de las copias, podrán acudir 
ante el Juez de control para que resuel-
va lo conducente. Art. 219. CNPP

En la audiencia inicial se informa-
rán al imputado sus derechos constitu-
cionales y legales, si no se le hubiese 
informado de los mismos con anterio-
ridad, se realizará el control de legali-
dad de la detención si correspondiere, 
se formulará la imputación, se dará la 
oportunidad de declarar al imputado, se 
resolverá sobre las solicitudes de vincu-
lación a proceso y medidas cautelares 
y se definirá el plazo para el cierre de 
la investigación. Además, se deberán 
atender los lineamientos señalados en 
los artículos presentes. Arts. 307-308 
y 315. CNPP
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Imputado, acusado  
o sentenciado,  

denominación de

Se denominará genéricamente im-
putado a quien sea señalado por el 
Ministerio Público como posible autor o 
partícipe de un hecho que la ley señale 
como delito.

Se denominará acusado a la perso-
na contra quien se ha formulado acu-
sación y sentenciado a aquel sobre 
quien ha recaído una sentencia aun-
que no haya sido declarada firme. Art. 
112. CNPP

Imputado, peligro  
de sustracción del

Para decidir si está garantizada o no 
la comparecencia del imputado en el 
proceso, el Juez de control tomará en 
cuenta, especialmente, las circunstan-
cias señaladas en artículo presente. Art. 
168. CNPP

Inadmisibilidad  
del recurso

El Tribunal de alzada declarará inadmisi-
ble el recurso cuando:

I)	 Haya sido interpuesto fuera del 
plazo;

II)	 Se deduzca en contra de resolución 
que no sea impugnable por medio 
de apelación;

III)	Lo interponga persona no legitimada 
para ello; o

IV)	El escrito de interposición carezca 
de fundamentos de agravio o de pe-
ticiones concretas. Art. 470. CNPP

Inalienable

En general, cuando no resulta posible 
enajenar, por obstáculo natural o por 
prohibición convencional o legal. DLE

Incapacidad permanente parcial

Es la disminución de las facultades o 
aptitudes de una persona para trabajar. 
Art. 479. LFT

Incapacidad permanente total

Es la pérdida de facultades o aptitudes 
de una persona que la imposibilita para 
desempeñar cualquier trabajo por el 
resto de su vida. Art. 480. LFT

Incapacidad temporal

Es la pérdida de facultades o aptitudes 
que imposibilita parcial o totalmente a 
una persona para desempeñar su tra-
bajo por algún tiempo. Art. 478. LFT

Incautación

Hecho que se realiza cuando una auto-
ridad toma posesión de dinero o bienes 
de un particular. GTE



I

471

Inclusión de las personas con 
discapacidad, en el PEF

Las dependencias y entidades, en coor-
dinación con la SEDESOL, revisarán sus 
respectivos programas, con el objeto de 
incluir en aquellos que corresponda, ac-
ciones que promuevan la inclusión de 
las personas con discapacidad.

A más tardar el último día hábil de 
octubre, las dependencias y entidades 
entregarán un reporte a la SEDESOL, en 
relación con las acciones señaladas en 
este artículo.

El reporte al que se refiere el pá-
rrafo anterior, deberá ser enviado a 
las Comisiones de Atención a Grupos 
Vulnerables de las respectivas Cámaras 
del Congreso de la Unión. Art. 23. PEF

Inconsistencia

Es el incumplimiento a las disposicio-
nes normativas, que por su naturaleza 
no implican un daño al patrimonio de la 
entidad. MERAPM

Inconstitucionalidad

El término inconstitucionalidad, provie-
ne del prefijo latino in, en su acepción 
de contra y del radical latino constitu-
tion; que significa contra la constitución. 
En el campo jurídico inconstituciona-
lidad significa: violar, contravenir la 
letra y el espíritu de las normas de la 
Constitución Política del Estado, por 

leyes del Congreso o del parlamento o 
por actos del gobierno. Dícese, asimis-
mo, del juicio o recurso extraordinario 
que, según sus modalidades, tiene por 
objeto que se declare inaplicable el tex-
to de la ley contrario a las disposiciones 
de la ley fundamental.

El freno más eficaz a las apetencias 
del poder desmedido es, en el Estado 
de derecho la Constitución escrita en 
la que se especifican las facultades 
del gobierno y la forma de ejercerlas, 
y donde el ciudadano tiene en su apoyo 
máximas categóricas como éstas: la au-
toridad sólo puede hacer lo que la ley le 
permite. Para el particular, todo lo que 
no esté expresamente prohibido está 
permitido. DUTP

Inconstitucionalidad, acciones de

Es un procedimiento seguido en úni-
ca instancia ante la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación que tiene por fi-
nalidad preservar la supremacía de la 
Constitución mediante la derogación de 
leyes y tratados internacionales que la 
contraríen. AIDJ

Son el medio de impugnación para 
plantear directamente ante el pleno de 
la Suprema Corte de Justicia la posible 
contradicción entre una norma de ca-
rácter general, ya sean leyes federales 
o locales, o tratados internacionales, y 
la propia CPEUM. DJM

Medio de control constitucional, 
del Poder Judicial Federal a través 
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de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. Reafirma la supremacía consti-
tucional cuando ésta ha sido violenta-
da por cualesquiera normas que hayan 
sido promulgadas, sin importar que no 
haya habido actos de aplicación ya que 
su intención es que se salvaguarde la 
Constitución. PGAPM

Incorporación

Proceso mediante el cual se lleva a 
cabo la inclusión de nuevas familias 
que, siendo elegibles, no recibían los 
beneficios del Programa. CPFM

Inculpado

Persona de quien se sospecha que ha 
cometido una infracción y que es perse-
guida por los tribunales represivos; tie-
ne la calidad de acusado en el proceso 
penal, en el curso de la investigación 
preparatoria.EJB14

Incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en la LFA

Las principales inobservancias son:

I)	 Hacer ilegible, extraer, destruir, 
ocultar, inutilizar, alterar, manchar, 
raspar, mutilar total o parcialmen-
te y de manera indebida, cualquier 
documento que se resguarde en un 
archivo de trámite, de concentra-
ción o histórico;

II)	 Extraer documentos o archivos pú-
blicos de su recinto para fines dis-
tintos al ejercicio de sus funciones 
y atribuciones;

III)	 Trasladar fuera del territorio nacio-
nal archivos o documentos públicos 
declarados patrimonio documental 
de la nación, sin la anuencia del 
AGN;

IV)	 Transferir a título oneroso o gratui-
to la propiedad o posesión de ar-
chivos o documentos públicos;

V)	 Impedir u obstaculizar la consulta 
de documentos de los archivos his-
tóricos sin causa justificada;

VI)	 Poner en riesgo la integridad y co-
rrecta conservación de documen-
tos históricos;

VII)	Actuar con negligencia en la adop-
ción de medidas de índole técnica, 
administrativa, ambiental o tecno-
lógica para la adecuada conserva-
ción de los archivos;

VIII)	No dar cumplimiento a lo dispues-
to por el artículo 7 de la presente 
Ley; y

IX)	 Omitir entregar algún archivo o 
documento bajo su custodia al se-
pararse de un empleo, cargo o co-
misión. Art. 54. LFA

Incumplimiento del deber legal

Delito que comete el servidor público 
que deje de cumplir con los deberes 
inherentes a su empleo, cargo o comi-
sión en perjuicio de los derechos de un 
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tercero o en beneficio propio o ajeno. 
DTMV

Incumplimiento del imputado  
de las medidas cautelares

Cuando el supervisor de la medida 
cautelar detecte un incumplimiento de 
una medida cautelar distinta a la garan-
tía económica o de prisión preventiva, 
deberá informar a las partes de forma 
inmediata a efecto de que en su caso 
puedan solicitar la revisión de la medida 
cautelar.

El Ministerio Público que reciba el re-
porte de la autoridad de supervisión de 
medidas cautelares y de la suspensión 
condicional del proceso, deberá aten-
der lo dispuesto en el artículo presente. 
Art. 174. CNPP

Independencia

Cualidad que deben tener los Organismos 
garantes para actuar sin supeditarse a 
interés, autoridad o persona alguna. Art. 
8. LGTAIP

Indexación

Sistema utilizado para compensar las 
pérdidas de valor de las obligaciones 
a largo plazo (empréstitos, deudas, 
obligaciones, salarios) producidos por 
las devaluaciones monetarias o la in-
flación. Consiste en fijar un índice que 
sirva como referencia para determinar 

el rendimiento o evolución de dicho ele-
mento. CTLFEF

Proporcionales aumentos de las ta-
sas de interés y de los salarios. Pretende 
conservar el poder adquisitivo del con-
sumidor. GTE

Indicador

Dimensión utilizada para medir o com-
parar los resultados efectivamente 
obtenidos en la ejecución de un pro-
grama, proyecto o actividad. GTUAPF y 
GTPPPPEAP

El indicador es un reflejo medible 
u observable a través del cual se de-
muestra la eficiencia o deficiencia de 
las acciones ejecutadas tendientes al 
logro de objetivos o metas de una or-
ganización, estableciendo con ello las 
diversas alternativas que conllevan 
a una adecuada toma de decisiones. 
IDAECG

El indicador de impacto es un instru-
mento cuantitativo que permite medir el 
logro de los objetivos de los programas 
y un referente para el seguimiento de 
los avances y para la evaluación de los 
resultados alcanzados. CTLFEF

Indicador financiero

Nombre genérico que se le da a las ci-
fras que miden y enseñan la situación 
financiera de una empresa, como pue-
den ser las razones de liquidez, de apa-
lancamiento, etc. GTE
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Indicadores de desempeño  
y/o Sistema de Evaluación  

del Desempeño

Expresión cuantitativa construida a partir 
de variables cuantitativas o cualitativas, 
que proporciona un medio sencillo y fia-
ble para medir logros, reflejar los cambios 
vinculados con las acciones del progra-
ma, monitorear y evaluar sus resultados. 
Los indicadores de desempeño pueden 
ser estratégicos o de gestión. GTTP

Es la expresión cuantitativa cons-
truida a partir de variables cuantitativas 
o cualitativas, que proporciona un me-
dio sencillo y fiable para medir logros 
(cumplimiento de objetivos y metas 
establecidas), reflejar los cambios vin-
culados con las acciones del programa, 
monitorear y evaluar sus resultados. Los 
indicadores de desempeño pueden ser 
indicadores estratégicos o indicadores 
de gestión. Expresión cuantitativa o, en 
su caso, cualitativa, correspondiente a 
un índice, medida, cociente o fórmula 
que establece un parámetro del avance 
en el cumplimiento de los objetivos y 
metas. CTLFEF

Es una herramienta que entrega 
información cuantitativa respecto del 
logro o resultado en la entrega de pro-
ductos (bienes o servicios) generados 
por la institución, cubriendo aspectos 
cuantitativos o cualitativos. IDLMCID

Para medir los avances físicos y fi-
nancieros relacionados con los recursos 
públicos federales. LCDIDMMML

Los anteproyectos deberán sujetarse 
a la estructura programática aprobada 
por la SHCP, la cual contendrá como 
mínimo:

I)	 Las categorías, que comprenderán la 
función, la sub función, el programa, 
la actividad institucional, el proyecto 
y la entidad federativa;

II)	 Los elementos, que comprenderán 
la misión, los objetivos, las metas 
con base en indicadores de desem-
peño y la unidad responsable, en 
congruencia con el PND y con los 
programas sectoriales; y

III)	Las acciones que promuevan la 
igualdad entre mujeres y hombres, la 
erradicación de la violencia de géne-
ro y cualquier forma de discrimina-
ción de género.

La estructura programática facilitará 
la vinculación de la programación de los 
ejecutores con el PND y los programas, 
y deberá incluir indicadores de desem-
peño con sus correspondientes metas 
anuales. Deberán diferenciarse los indi-
cadores y metas de la dependencia o 
entidad de los indicadores y metas de 
sus unidades responsables. Dichos indi-
cadores de desempeño corresponderán 
a un índice, medida, cociente o fórmula 
que permita establecer un parámetro de 
medición de lo que se pretende lograr 
en un año expresado en términos de 
cobertura, eficiencia, impacto econó-
mico y social, calidad y equidad. Estos 
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indicadores serán la base para el fun-
cionamiento del Sistema de Evaluación 
del Desempeño.

Los entes públicos y los Poderes 
Legislativo y Judicial incluirán los indi-
cadores de desempeño y metas que 
faciliten el examen de sus proyectos de 
presupuesto de egresos.

La estructura programática debe-
rá ser sencilla y facilitar el examen del 
Presupuesto y sólo sufrirá modificacio-
nes cuando éstas tengan el objetivo de 
fortalecer dichos principios, en los tér-
minos de las disposiciones aplicables. 
Art. 27. LFPRH

La información presupuestaria y pro-
gramática que forme parte de la cuen-
ta pública deberá relacionarse, en lo 
conducente, con los objetivos y priori-
dades de la planeación del desarrollo. 
Asimismo, deberá incluir los resultados 
de la evaluación del desempeño de los 
programas federales, de las entidades 
federativas, municipales y de las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, respectivamente, así como 
los vinculados al ejercicio de los re-
cursos federales que les hayan sido 
transferidos.

Para ello, deberán utilizar indicado-
res que permitan determinar el cumpli-
miento de las metas y objetivos de cada 
programa, así como vincular los mismos 
con la planeación del desarrollo.

Adicionalmente se deberá presen-
tar información por dependencia y en-
tidad, de acuerdo con la clasificación 

establecida en la fracción IV del artículo 
46 de esta Ley. Art. 54. LGCG

Indicadores de gestión

Dato que refleja cuáles fueron las con-
secuencias de acciones tomadas en el 
pasado en el marco de una organiza-
ción. Es importante que los  indicado-
res de gestión reflejen datos veraces y 
fiables, ya que el análisis de la situación, 
de otra manera, no será correcto. Por 
otra parte, si los indicadores son ambi-
guos, la interpretación será complicada. 
IGRC

Indicadores de resultados,  
gestión y servicios

Para la evaluación de resultados, los 
programas sociales de manera inva-
riable deberán incluir los indicadores 
de resultados, gestión y servicios para 
medir su cobertura, calidad e impacto. 
Las dependencias del Ejecutivo Federal, 
estatales o municipales, ejecutoras de 
los programas a evaluar, proporcionarán 
toda la información y las facilidades ne-
cesarias para la realización de la evalua-
ción. Art. 74. LGDS

Los indicadores de resultados que 
se establezcan deberán reflejar el cum-
plimiento de los objetivos sociales de 
los programas, metas y acciones de la 
PNDS. Art. 75. LGDS

Los indicadores de gestión y servi-
cios que se establezcan deberán reflejar 
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los procedimientos y la calidad de los 
servicios de los programas, metas y ac-
ciones de la PNDS. Art. 76. LGDS

Es una herramienta que, a partir de 
variables cuantitativas o cualitativas, 
miden el logro de los objetivos de los 
programas y políticas de desarrollo so-
cial. A través del seguimiento de estos 
indicadores, es posible contar con infor-
mación oportuna sobre su desempeño. 
SIPS

Indicadores económicos

Estadísticas de los diversos factores 
económicos de una nación, tales como 
producto interno bruto. GTE

Son valores estadísticos que reflejan 
el comportamiento de las principales 
variables económicas, financieras y mo-
netarias, obtenidos a través del análisis 
comparativo entre un año y otro de un 
periodo determinado. CTLFEF

Indicadores estratégicos

Miden el grado de cumplimiento de 
los objetivos de las políticas públicas 
y de los programas presupuestales. 
Contribuyen a corregir o fortalecer las 
estrategias y la orientación de los recur-
sos. CTLFEF

Índice de desarrollo humano (IDH)

Es un indicador del desarrollo huma-
no elaborado por el Programa de las 

Naciones Unidas para el Desarrollo que 
es observado por los países miembros. 
Basado en un indicador social com-
puesto por tres indicadores: esperan-
za de vida al nacer, años de educación 
para la población mayor a 15 años e 
ingreso per cápita. CPFM

Índice de los expedientes 
clasificados como reservados

El índice deberá elaborarse semestral-
mente y publicarse en formatos abier-
tos al día siguiente de su elaboración. 
Dicho índice deberá indicar el área que 
generó la información, el nombre del 
documento, si se trata de una reserva 
completa o parcial, la fecha en que ini-
cia y finaliza la reserva, su justificación, 
el plazo de reserva y, en su caso, las 
partes del documento que se reservan 
y si se encuentra en prórroga. En nin-
gún caso el índice será considerado 
como información reservada. Art. 102. 
LGTAIP

Índice de precios implícito

Son los índices de valor que están “im-
plícitos” en los cálculos del producto 
interno bruto, se obtienen relacionan-
do anualmente los datos del producto 
a precios de cada año (corrientes) con 
los del producto a precios constantes. 
Estos índices registran año tras año, 
las variaciones promedio que se pre-
sentan en los precios de cada sector 
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de actividad y también en el total de la 
economía. CTLFEF

Índice de rezago social

Es una medida ponderada que resume 
cuatro indicadores de carencias socia-
les: educación, salud, servicios básicos 
y espacios en la vivienda, en un solo ín-
dice que tiene como finalidad ordenar a 
las unidades de observación según sus 
carencias sociales.

Los resultados de la estimación del 
índice de rezago social se presentan en 
cinco estratos: muy bajo, bajo, medio, 
alto y muy alto rezago social. CPFM

Índice Nacional de Precios al 
Consumidor (INPC)

Es el INPC a que se refiere el segundo 
párrafo del artículo 20 de este Código, 
que calcula el INEGI, y que se sujeta a 
lo siguiente:

I)	 Se cotizarán cuando menos los pre-
cios en 30 ciudades, las que ten-
drán una población de 20,000 o 
más habitantes, y siempre habrán 
de incluirse las 10 zonas conurba-
das o ciudades más pobladas de la 
República, eligiéndose por lo menos 
20 entidades federativas;

II)	 Se cotizarán los precios de al menos 
1000 productos y servicios agru-
pados en 250 conceptos de consu-
mo, los cuales abarcarán al menos 

35 ramas de los sectores agrícola, 
ganadero, industrial y de servicios, 
conforme al catálogo de actividades 
económicas elaborado por el INEGI;

III)	Tratándose de alimentos las cotiza-
ciones de precios se harán como 
mínimo tres veces durante cada 
mes. El resto de las cotizaciones 
se obtendrán una o más veces 
mensuales;

IV)	Las cotizaciones de precios con las 
que se calcule el INPC de cada mes, 
deberán corresponder al período 
respectivo; y

V)	El INPC de cada mes se calculará uti-
lizando la fórmula de Laspeyres. Se 
aplicarán ponderadores para cada 
rubro del consumo familiar consi-
derando los conceptos siguientes: 
alimentos, bebidas y tabaco; ropa, 
calzado y accesorios; vivienda; mue-
bles, aparatos y enseres domésticos; 
salud y cuidado personal; transpor-
te; educación y esparcimiento; otros 
servicios. Art. 20-Bis. CFF

El INPC es un indicador económico. 
Su finalidad es medir a través del tiem-
po la variación de los precios de una 
canasta de bienes y servicios represen-
tativa del consumo de los hogares mexi-
canos. Indicador derivado de un análisis 
estadístico, publicado quincenalmente 
por el Banco de México, que expresa 
las variaciones en los costos promedios 
de una canasta de productos seleccio-
nada y que sirve como referencia para 
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medir los cambios en el poder adquisi-
tivo de la moneda. CTLFEF

El que elabora el INEGI conforme a 
lo previsto en el artículo 59, fracción III, 
inciso a de la Ley del Sistema Nacional 
de Información Estadística y Geográfica. 
Art. 1. LDVUMA

Es un indicador económico global 
cuya finalidad es la de medir, a través 
del tiempo, la variación de los precios 
de una canasta de bienes y servicios 
representativa del consumo de los ho-
gares mexicanos urbanos. IPINEGI

Índices de precios

Los índices de precios son promedios 
que reflejan una situación en términos 
muy generales, aunque no denotan con 
exactitud la situación de los diversos 
estratos sociales. GTE

Índices nacionales de precios

Los Índices Nacionales de Precios (INP) 
son indicadores económicos que miden 
las variaciones a través del tiempo de 
los precios de los bienes y servicios que 
se consumen en los hogares, así como 
de los que se producen en el país.

El INPC, es un indicador cuya fi-
nalidad es estimar la evolución de los 
precios de los bienes y servicios que 
consumen las familias en México.

El Índice Nacional de Precios 
Productor, es un conjunto de indicado-
res de precios con el objetivo de medir 

las variaciones de los precios de los 
bienes y servicios que se producen en 
el país para el consumo interno y para 
la exportación. INPINEGI

Individualismo

Sostiene que la libre empresa es el me-
jor método para el progreso de la so-
ciedad. GTE

Inembargabilidad de las 
aportaciones federales y su control

Las participaciones que correspondan 
a las Entidades y los Municipios son 
inembargables; no pueden afectarse a 
fines específicos, ni estar sujetas a re-
tención, salvo aquéllas correspondien-
tes al Fondo General de Participaciones, 
al Fondo de Fomento Municipal y a los 
recursos a los que se refiere el artículo 
4-A, fracción I, de la presente Ley, que 
podrán ser afectadas en garantía, como 
fuente de pago de obligaciones contraí-
das por las Entidades o los Municipios, 
o afectadas en ambas modalidades, con 
autorización de las legislaturas locales 
e inscritas en el Registro Público Único, 
de conformidad con el Capítulo VI del 
Título Tercero de la LDFEFM, a favor de 
la Federación, de las instituciones de 
crédito que operen en territorio nacio-
nal, así como de las personas físicas o 
morales de nacionalidad mexicana.

Los Municipios podrán convenir que 
la Entidad correspondiente afecte sus 
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participaciones o aportaciones suscep-
tibles de afectación, para efectos de lo 
establecido en el párrafo anterior de 
este artículo.

No estarán sujetas a lo dispuesto en 
el primer párrafo de este artículo, las 
compensaciones que se requieran efec-
tuar a las Entidades como consecuencia 
de ajustes en participaciones o de des-
cuentos originados del incumplimiento 
de metas pactadas con la Federación en 
materia de administración de contribu-
ciones. Asimismo, procederán las com-
pensaciones entre las participaciones 
federales e incentivos de las Entidades 
y de los Municipios y las obligaciones 
que tengan con la Federación, cuando 
exista acuerdo entre las partes intere-
sadas o esta Ley así lo autorice. Art. 
9. LCF

Las aportaciones y sus accesorios 
que con cargo a los Fondos a que se 
refiere este Capítulo reciban las enti-
dades y, en su caso, los municipios y 
las alcaldías de la Ciudad de México, 
no serán embargables, ni los gobiernos 
correspondientes podrán, bajo ninguna 
circunstancia, gravarlas ni afectarlas en 
garantía o destinarse a mecanismos de 
fuente de pago, salvo por lo dispuesto 
en los artículos 50, 51 y 52 de esta 
Ley. Dichas aportaciones y sus acceso-
rios, en ningún caso podrán destinarse 
a fines distintos a los expresamente pre-
vistos en los artículos 26, 29, 33, 37, 
40, 42, 45, 47, así como lo dispuesto 
en el presente artículo.

Las aportaciones federales serán 
administradas y ejercidas por los go-
biernos de las entidades federativas 
y, en su caso, de los municipios y las 
alcaldías de la Ciudad de México que 
las reciban, conforme a sus propias 
leyes en lo que no se contrapongan a 
la legislación federal, salvo en el caso 
de los recursos para el pago de servi-
cios personales previsto en el Fondo de 
Aportaciones para la Nómina Educativa 
y Gasto Operativo, en el cual se obser-
vará lo dispuesto en el artículo 26 de 
esta LCF. En todos los casos deberán 
registrarlas como ingresos que se des-
tinarán específicamente a los fines es-
tablecidos en los artículos citados en el 
párrafo anterior.

Para efectos del entero de los Fon- 
dos de Aportaciones a que se refiere el 
artículo 25 de esta Ley, salvo por lo dis-
puesto en el artículo 52 de este capítu-
lo, no procederán los anticipos a que se 
refiere el segundo párrafo del artículo 7 
de la misma.

El control, la evaluación y fiscali-
zación del manejo de los recursos fe-
derales a que se refiere este Capítulo 
quedará a cargo de las siguientes au-
toridades, en las etapas que se indican:

I)	 Desde el inicio del proceso de pre-
supuestación, en términos de la le- 
gislación presupuestaria federal y 
hasta la entrega de los recursos co- 
rrespondientes a las Entidades Fede- 
rativas, corresponderá a la SFP;
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II)	 Recibidos los recursos de los fondos 
de que se trate por las Entidades 
Federativas, los Municipios y las 
Demarcaciones Territoriales de la 
Ciudad de México, hasta su erogación 
total, corresponderá a las autoridades 
de control y supervisión interna de 
los gobiernos locales.

La supervisión y vigilancia no 
podrán implicar limitaciones ni res-
tricciones, de cualquier índole, en la 
administración y ejercicio de dichos 
Fondos;

III)	La fiscalización sobre el ejercicio de 
los recursos de los Fondos a que se 
refiere el presente Capítulo corres-
ponde a la ASF en los términos de 
la LFRCF;

IV)	La ASF al fiscalizar la Cuenta Pública 
Federal que corresponda, verificará 
que las dependencias del Ejecutivo 
Federal cumplieron con las disposicio-
nes legales y administrativas federales 
y, por lo que hace a la ejecución de 
los recursos de los Fondos a los que 
se refiere este capítulo, la misma se 
realizará en términos de la LFRCF; y

V)	El ejercicio de los recursos a que se 
refiere el presente capítulo deberá 
sujetarse a la evaluación del desem-
peño en términos del artículo 110 
de la LFPRH. Los resultados del ejer-
cicio de dichos recursos deberán ser 
evaluados, con base en indicadores, 
a fin de verificar el cumplimiento 
de los objetivos a los que se en-
cuentran destinados los Fondos de 

Aportaciones Federales conforme a 
la presente Ley, incluyendo, en su 
caso, el resultado cuando concurran 
recursos de la entidades federativas, 
municipios o demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México.

Cuando las autoridades de las enti-
dades federativas, de los municipios o 
de las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, que en el ejercicio 
de sus atribuciones de control y super-
visión conozcan que los recursos de los 
Fondos no han sido aplicados a los fines 
que por cada Fondo se señale en la Ley, 
deberán hacerlo del conocimiento de la 
ASF y de la SFP en forma inmediata.

Por su parte, cuando la entidad de 
fiscalización del Poder Legislativo local, 
detecte que los recursos de los Fondos 
no se han destinado a los fines estable-
cidos en esta Ley, deberá hacerlo del 
conocimiento inmediato de la ASF.

Las responsabilidades administrati-
vas, civiles y penales en que incurran 
los servidores públicos federales o loca-
les por el manejo o aplicación indebidos 
de los recursos de los Fondos a que se 
refiere este Capítulo, serán determina-
das y sancionadas por las autoridades 
federales, en los términos de las leyes 
federales aplicables. Art. 49. LCF

Inflación

Desequilibrio entre la oferta y la deman-
da de bienes y servicios que se refleja 
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en un aumento generalizado y sosteni-
do del nivel general de precios. Es una 
baja en el valor del dinero debido a la 
alza de precios. Situación económica 
que se caracteriza por un incremento 
permanente de los precios o una dis-
minución progresiva en el valor de la 
moneda. CTLFEF

Significa un alza generalizada de 
precios y es por lo tanto en esencia, una 
baja en el valor del dinero. GTE

Información accesible

Los Organismos garantes y los sujetos 
obligados establecerán las medidas que 
faciliten el acceso y búsqueda de la in-
formación para personas con discapaci-
dad y se procurará que la información 
publicada sea accesible de manera fo-
calizada a personas que hablen alguna 
lengua indígena. Por lo que, por sí mis-
mos o a través del Sistema Nacional, 
deberán promover y desarrollar de for-
ma progresiva, políticas y programas 
tendientes a garantizar la accesibilidad 
de la información en la máxima medida 
posible. Se promoverá la homogeneidad 
y la estandarización de la información, 
a través de la emisión de lineamientos 
y de formatos por parte del Sistema 
Nacional. Art. 65. LGTAIP

Información clasificada

La clasificación es el proceso mediante 
el cual el sujeto obligado determina que 

la información en su poder, actualiza 
alguno de los supuestos de reserva o 
confidencialidad, de conformidad con lo 
dispuesto en el presente Título.

Los supuestos de reserva o confiden-
cialidad previstos en las leyes deberán 
ser acordes con las bases, principios y 
disposiciones establecidos en esta Ley 
y, en ningún caso, podrán contravenirla.

Los titulares de las áreas de los suje-
tos obligados serán los responsables de 
clasificar la información, de conformidad 
con lo dispuesto en esta Ley, la LFTAIP 
y la de las Entidades Federativas. Art. 
100. LGTAIP

Información confidencial

Es la que contiene datos personales 
concernientes a una persona identifica-
da o identificable. La información confi-
dencial no estará sujeta a temporalidad 
alguna y sólo podrán tener acceso a ella 
los titulares de la misma, sus represen-
tantes y los servidores públicos faculta-
dos para ello.

Se considera como información con-
fidencial los secretos bancario, fiducia-
rio, industrial, comercial, fiscal, bursátil 
y postal, cuya titularidad corresponda a 
particulares, sujetos de derecho inter-
nacional o a sujetos obligados cuando 
no involucren el ejercicio de recursos 
públicos.

Asimismo, será información confi-
dencial aquella que presenten los parti-
culares a los sujetos obligados, siempre 
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que tengan el derecho a ello, de confor-
midad con lo dispuesto por las leyes o 
los tratados internacionales. Art. 116. 
LGTAIP

Información confidencial o 
reservada y la ASF

La ASF tendrá la atribución de solicitar, 
obtener y tener acceso a toda la infor-
mación y documentación, que a su jui-
cio sea necesaria para llevar a cabo la 
auditoría correspondiente, sin importar 
el carácter de confidencial o reservado 
de la misma, que obren en poder de:

a)	 Las entidades fiscalizadas;
b)	Los órganos internos de control;
c)	 Las entidades de fiscalización supe-

rior locales;
d)	Los auditores externos de las entida-

des fiscalizadas;
e)	 Instituciones de crédito, fideicomi-

sos u otras figuras del sector finan-
ciero; y

f)	 Autoridades hacendarias federales y 
locales.

La ASF tendrá acceso a la informa-
ción que las disposiciones legales con-
sideren como de carácter reservado o 
confidencial cuando esté relacionada 
directamente con la captación, recauda-
ción, administración, manejo, custodia, 
ejercicio, aplicación de los ingresos y 
egresos federales y la deuda pública, 
estando obligada a mantener la misma 

reserva, en términos de las disposi-
ciones aplicables. Cuando derivado de 
la práctica de auditorías se entregue 
a la ASF información de carácter re-
servado o confidencial, ésta deberá 
garantizar que no se incorpore en los 
resultados, observaciones, recomen-
daciones y acciones de los informes 
de auditoría respectivos, información 
o datos que tengan esta característica 
en términos de la legislación aplicable. 
Dicha información será conservada en 
sus documentos de trabajo y sólo po-
drá ser revelada a la autoridad compe-
tente, en términos de las disposiciones 
aplicables.

El incumplimiento a lo dispuesto en 
esta fracción será motivo del fincamien-
to de las responsabilidades administra-
tivas y penales establecidas en las leyes 
correspondientes. Art. 17. LFRCF

Información contable, criterios  
a los que estará sujeta la

Los estados financieros y la información 
emanada de la contabilidad deberán su-
jetarse a criterios de utilidad, confiabili-
dad, relevancia, comprensibilidad y de 
comparación, así como a otros atributos 
asociados a cada uno de ellos, como 
oportunidad, veracidad, representativi-
dad, objetividad, suficiencia, posibilidad 
de predicción e importancia relativa, 
con el fin de alcanzar la modernización 
y armonización que la Ley determina. 
Art. 44. LGCG
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Los entes públicos deberán expresar 
de manera destacada en sus estados 
financieros los esquemas de pasivos, 
incluyendo los que sean considerados 
deuda pública en términos de la norma-
tiva aplicable. Art. 45. LGCG

Información de calidad

Aquella que publiquen los sujetos 
obligados y cumpla con los atributos 
de accesibilidad, confiabilidad, com-
prensibilidad, oportunidad, veracidad, 
congruencia, integralidad, actualidad, 
verificabilidad y que es susceptible de 
transformarse en conocimiento público 
útil. CONAIPL

Información de interés público

Se refiere a la información que resulta 
relevante o beneficiosa para la sociedad 
y no simplemente de interés individual, 
cuya divulgación resulta útil para que el 
público comprenda las actividades que 
llevan a cabo los sujetos obligados. Art. 
3. LGTAIP

Información económica

Conjunto de datos que proporcionan 
los elementos necesarios para medir y 
evaluar las repercusiones de las políti-
cas de ingreso, gasto y endeudamiento 
públicos en el contexto económico y 
social del país. GTUAPF

Información financiera de los tres 
niveles de gobierno

Es la información presupuestaria y con-
table expresada en unidades moneta-
rias, sobre las transacciones que realiza 
un ente público y los eventos económi-
cos identificables y cuantificables que lo 
afectan, la cual puede representarse por 
reportes, informes, estados y notas que 
expresan su situación financiera, los re-
sultados de su operación y los cambios 
en su patrimonio. Art. 4. LGCG

Los estados financieros y la infor-
mación emanada de la contabilidad de-
berán sujetarse a criterios de utilidad, 
confiabilidad, relevancia, comprensi-
bilidad y de comparación, así como a 
otros atributos asociados a cada uno de 
ellos, como oportunidad, veracidad, re-
presentatividad, objetividad, suficiencia, 
posibilidad de predicción e importancia 
relativa, con el fin de alcanzar la mo-
dernización y armonización que la Ley 
determina. Art. 44. LGCG

Los entes públicos deberán expresar 
de manera destacada en sus estados 
financieros los esquemas de pasivos, 
incluyendo los que sean considerados 
deuda pública en términos de la norma-
tiva aplicable. Art. 45. LGCG

En lo relativo a la Federación, los siste-
mas contables de los poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, las entidades de 
la Administración Pública Paraestatal y 
los órganos autónomos, permitirán en la 
medida que corresponda, la generación 
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periódica de los estados y la informa-
ción financiera que a continuación se 
señala:

I)	 Información contable, con la desa-
gregación siguiente
a)	Estado de actividades;
b)	Estado de situación financiera;
c)	 Estado de variación en la hacien-

da pública;
d)	Estado de cambios en la situa-

ción financiera;
e)	Estado de flujos de efectivo;
f)	 Informes sobre pasivos 

contingentes;
g)	Notas a los estados financieros;
h)	Estado analítico del activo; e
i)	 Estado analítico de la deuda y 

otros pasivos, del cual se deriva-
rán las clasificaciones siguientes:
1)	Corto y largo plazo, así como 

por su origen en interna y 
externa;

2)	Fuentes de financiamiento;
3)	Por moneda de contra-

tación; y
4)	Por país acreedor;

II)	 Información presupuestaria, con la 
desagregación siguiente:
a)	Estado analítico de ingresos, del 

que se derivará la presentación 
en clasificación económica por 
fuente de financiamiento y con-
cepto, incluyendo los ingresos 
excedentes generados;

b)	Estado analítico del ejercicio del 
presupuesto de egresos del que 

se derivarán las clasificaciones 
siguientes:
1)	Administrativa;
2)	Económica;
3)	Por objeto del gasto; y
4)	Funcional.

El estado analítico del ejercicio del 
presupuesto de egresos deberá iden-
tificar los montos y adecuaciones pre-
supuestarias y subejercicios por ramo y 
programa;

c)	 Endeudamiento neto, financia-
miento menos amortización, del 
que derivará la clasificación por 
su origen en interno y externo;

d)	Intereses de la deuda; y
e)	Un flujo de fondos que resuma 

todas las operaciones;
III)	Información programática, con la 

desagregación siguiente:
a)	Gasto por categoría programática;
b)	Programas y proyectos de 

inversión;
c)	 Indicadores de resultados, y

IV)	La información complementaria para 
generar las cuentas nacionales y 
atender otros requerimientos prove-
nientes de organismos internaciona-
les de los que México es miembro.

Los estados analíticos sobre deuda 
pública y otros pasivos, y el de patri-
monio deberán considerar por concep-
to el saldo inicial del ejercicio, las 
entradas y salidas por transacciones, 
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otros flujos económicos y el saldo final 
del ejercicio.

En las cuentas públicas se reporta-
rán los esquemas bursátiles y de cober-
turas financieras de los entes públicos. 
Art. 46. LGCG

En lo relativo a las entidades fede-
rativas, los sistemas contables de los 
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 
las entidades de la Administración 
Pública Paraestatal y los órganos autó-
nomos deberán producir, en la medida 
que corresponda, la información referi-
da en el artículo anterior, con excepción 
de la fracción I, inciso i) de dicho ar-
tículo, cuyo contenido se desagregará 
como sigue:

I)	 Estado analítico de la deuda, del 
cual se derivarán las siguientes 
clasificaciones:
a)	Corto y largo plazo;
b)	Fuentes de financiamiento;

II)	 Endeudamiento neto, financiamiento 
menos amortización; y

III)	Intereses de la deuda. Art. 47. LGCG

En lo relativo a los ayuntamien-
tos de los municipios o alcaldías de la 
Ciudad de México y las entidades de la 
Administración Pública Paraestatal mu-
nicipal, los sistemas deberán producir, 
como mínimo, la información contable y 
presupuestaria a que se refiere el artí-
culo 46, fracciones I, incisos a), b), c), 
d), e), g) y h), y II, incisos a) y b) de la 
presente Ley. Art. 48. LGCG

Las notas a los estados financie-
ros son parte integral de los mismos; 
éstas deberán revelar y proporcionar 
información adicional y suficiente que 
amplíe y dé significado a los datos 
contenidos en los reportes, y cumplir 
con lo siguiente:

I)	 Incluir la declaración de responsabili-
dad sobre la presentación razonable 
de los estados financieros;

II)	 Señalar las bases técnicas en las 
que se sustenta el registro, recono-
cimiento y presentación de la infor-
mación presupuestaria, contable y 
patrimonial;

III)	Destacar que la información se ela-
boró conforme a las normas, crite-
rios y principios técnicos emitidos 
por el CONAC y las disposiciones le-
gales aplicables, obedeciendo a las 
mejores prácticas contables;

IV)	Contener información relevante del 
pasivo, incluyendo la deuda pública, 
que se registra, sin perjuicio de que 
los entes públicos la revelen dentro 
de los estados financieros;

V)	Establecer que no existen partes re-
lacionadas que pudieran ejercer in-
fluencia significativa sobre la toma de 
decisiones financieras y operativas; y

VI)	Proporcionar información relevante y 
suficiente relativa a los saldos y mo-
vimientos de las cuentas consignadas 
en los estados financieros, así como 
sobre los riesgos y contingencias no 
cuantificadas, o bien, de aquéllas en 
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que aun conociendo su monto por 
ser consecuencia de hechos pasados, 
no ha ocurrido la condición o evento 
necesario para su registro y presen-
tación, así sean derivadas de algún 
evento interno o externo siempre que 
puedan afectar la posición financiera 
y patrimonial. Art. 49. LGCG

El CONAC emitirá los lineamientos 
en materia de integración y consolida-
ción de los estados financieros y demás 
información presupuestaria y contable 
que emane de las contabilidades de los 
entes públicos. Art. 50. LGCG

La información financiera que gene-
ren los entes públicos en cumplimiento 
de esta Ley será organizada, sistemati-
zada y difundida por cada uno de éstos, 
al menos, trimestralmente en sus respec-
tivas páginas electrónicas de internet, a 
más tardar 30 días después del cierre 
del período que corresponda, en térmi-
nos de las disposiciones en materia de 
transparencia que les sean aplicables y, 
en su caso, de los criterios que emita el 
CONAC. La difusión de la información 
vía internet no exime los informes que 
deben presentarse ante el Congreso de 
la Unión y las legislaturas locales, según 
sea el caso. Art. 51. LGCG

Información financiera para la 
elaboración de la LIF y del PEF

Las disposiciones aplicables al proceso 
de integración de las leyes de ingresos, 

los presupuestos de egresos y demás 
documentos que deban publicarse en 
los medios oficiales de difusión, se in-
cluirán en las respectivas páginas de in-
ternet. Art. 60. LGCG

Además de la información prevista 
en las leyes en materia financiera, fiscal 
y presupuestaria y la información seña-
lada en los artículos 46 a 48 de esta 
Ley, la Federación, las entidades fede-
rativas, los municipios, y en su caso, las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, incluirán en sus respectivas 
leyes de ingresos y presupuestos de 
egresos u ordenamientos equivalentes, 
apartados específicos con la informa-
ción siguiente:

I)	 Leyes de Ingresos:
a)	 Las fuentes de sus ingresos sean 

ordinarios o extraordinarios, des-
agregando el monto de cada una 
y, en el caso de las entidades fe-
derativas y municipios, incluyen-
do los recursos federales que se 
estime serán transferidos por la 
Federación a través de los fondos 
de participaciones y aportaciones 
federales, subsidios y convenios 
de reasignación; así como los in-
gresos recaudados con base en 
las disposiciones locales; y

b)	Las obligaciones de garantía o 
pago causante de deuda públi-
ca u otros pasivos de cualquier 
naturaleza. Asimismo, la com-
posición de dichas obligaciones 
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y el destino de los recursos 
obtenidos;

II)	 Presupuestos de Egresos:
a)	 Las prioridades de gasto, los pro-

gramas y proyectos, así como la 
distribución del presupuesto, de-
tallando el gasto en servicios per-
sonales, incluyendo el analítico de 
plazas y desglosando todas las 
remuneraciones; las contratacio-
nes de servicios por honorarios y, 
en su caso, previsiones para per-
sonal eventual; pensiones; gastos 
de operación, incluyendo gasto 
en comunicación social; gas-
to de inversión; así como gasto 
correspondiente a compromisos 
plurianuales, proyectos de APP y 
proyectos de prestación de servi-
cios, entre otros;

b)	El listado de programas así como 
sus indicadores estratégicos y de 
gestión aprobados; y

c)	 La aplicación de los recursos 
conforme a las clasificaciones 
administrativa, funcional, progra-
mática, económica y, en su caso, 
geográfica y sus interrelaciones 
que faciliten el análisis para va-
lorar la eficiencia y eficacia en el 
uso y destino de los recursos y 
sus resultados.

En el proceso de integración de la 
información financiera para los presu-
puestos se deberán incorporar los re-
sultados que deriven de los procesos 

de implantación y operación del pre-
supuesto basado en resultados y del 
sistema de evaluación del desempeño, 
establecidos en términos del artículo 
134 de la CPEUM.

El CONAC establecerá las normas, 
metodologías, clasificadores y los for-
matos, con la estructura y contenido 
de la información, para armonizar la 
elaboración y presentación de los docu-
mentos señalados en este artículo para 
cumplir con las obligaciones de infor-
mación previstas en esta Ley. Art. 61. 
LGCG

Los entes públicos elaborarán y di-
fundirán en sus páginas de internet 
documentos dirigidos a la ciudadanía 
que expliquen, de manera sencilla y en 
formatos accesibles, el contenido de la 
información financiera a que se refiere 
el artículo anterior.

El CONAC emitirá las normas, así 
como la estructura y contenido de la 
información que rijan la elaboración de 
los documentos señalados con el fin de 
armonizar su presentación y contenido. 
Art. 62. LGCG

Información financiera  
periódica de la Federación

En lo relativo a la Federación, los siste-
mas contables de los poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, las entidades de 
la Administración Pública Paraestatal y 
los órganos autónomos, permitirán en la 
medida que corresponda, la generación 
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periódica de los estados y la informa-
ción financiera que señala el artículo 
presente. Art. 46. LGCG

Información financiera relativa a la 
aprobación de la LIF y del PEF

La iniciativa de LIF, el Proyecto de PEF y 
demás documentos de los entes públicos 
que dispongan los ordenamientos lega-
les, deberán publicarse en las respectivas 
páginas de internet. Art. 63. LGCG

La información que establezca el 
CONAC relativa a la evaluación del des-
empeño de los programas y políticas 
públicas se difundirá en internet. La in-
formación disponible relativa a la eva-
luación más reciente se incluirá junto 
con la presentación de los documentos 
señalados en el artículo anterior. Art. 
64. LGCG

Los ordenamientos a que se refiere 
el artículo 63, una vez que hayan sido 
aprobados por los poderes legislativos y 
los ayuntamientos, así como los dictáme-
nes, acuerdos de comisión y, en su caso, 
actas de aprobación correspondientes, 
conforme al marco jurídico aplicable, de-
berán publicarse en las respectivas pági-
nas de Internet. Art. 65. LGCG

Información financiera relativa a la 
evaluación y rendición de cuentas

Los entes públicos deberán publicar 
en internet a más tardar el último día 
hábil de abril su programa anual de 

evaluaciones, así como las metodolo-
gías e indicadores de desempeño y a 
la conclusión de las evaluaciones, los 
resultados de las mismas e informar so-
bre las personas que realizaron dichas 
evaluaciones.

La SHCP y el CONEVAL, de confor-
midad con el artículo 110 de la LFPRH, 
enviarán al CONAC los criterios de eva-
luación de los recursos federales minis-
trados a las entidades federativas, los 
municipios y los órganos político-admi-
nistrativos de las demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México, así como 
los lineamientos de evaluación que per-
mitan homologar y estandarizar tanto 
las evaluaciones como los indicadores 
para que, en el ámbito de sus atribucio-
nes, proceda a determinar los formatos 
para la difusión de los resultados de las 
evaluaciones, conforme a lo establecido 
en el artículo 56 de esta Ley. Art. 79. 
LGCG

En marzo, en términos del artículo 
anterior y demás disposiciones aplica-
bles, se revisarán y, actualizarán los indi-
cadores de los fondos de aportaciones 
federales y de los programas y conve-
nios a través de los cuales se transfie-
ran recursos federales, con base en los 
cuales se evaluarán los resultados que 
se obtengan con dichos recursos. Los 
indicadores actualizados deberán in-
cluirse en los informes trimestrales y en 
las cuentas públicas, en los términos de 
los artículos 48 de la LCF y 85 de la 
LFPRH.
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La SHCP con el apoyo del CONEVAL, 
entregará conjuntamente con las de-
pendencias coordinadoras de los fon-
dos, programas y convenios, en abril a 
la Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión, un informe sobre las ade-
cuaciones efectuadas, en su caso, a los 
indicadores del desempeño, así como 
su justificación. También le entregará 
un informe del avance alcanzado por 
las entidades federativas, los municipios 
y las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, en la implantación y 
operación del Presupuesto Basado en 
Resultados y del Sistema de Evaluación 
del Desempeño, en lo que corresponde 
a los recursos federales transferidos y 
las medidas que se aplicarán coordina-
damente con aquellos órdenes de go-
bierno, al respecto.

El CONAC establecerá normas, meto-
dologías, clasificadores y formatos para 
armonizar la elaboración y presentación 
de la información a que se refiere este ar-
tículo. Tratándose de programas sociales, 
el CONAC hará lo propio a partir de los 
indicadores que prevé la LGDS y en coor-
dinación con el CONEVAL. Art. 80. LGCG

La información respecto al ejercicio y 
destino del gasto federalizado, así como 
al reintegro de recursos federales no de-
vengados por las entidades federativas, 
municipios y demarcaciones territoriales 
de la Ciudad de México, para los infor-
mes trimestrales y cuenta pública, debe-
rá presentarse en formatos aprobados 
por el CONAC. Art. 81. LGCG

La ASF y las ENFIS serán respon-
sables de vigilar la calidad de la infor-
mación que proporcionen las entidades 
federativas, municipios y demarcacio-
nes territoriales de la Ciudad de México, 
respecto al ejercicio y destino de los 
recursos públicos federales que por 
cualquier concepto les hayan sido mi-
nistrados. Art. 82. LGCG

La ASF deberá difundir la informa-
ción de su programa anual de audito-
rías, que serán realizadas respecto del 
gasto público federal transferido a enti-
dades federativas, municipios y demar-
caciones territoriales de la Ciudad de 
México. Art. 83. LGCG

Información financiera relativa a los 
recursos federales transferidos

Al respecto se deberá:

I)	 Mantener registros específicos de 
cada fondo, programa o convenio, 
actualizados, identificados y contro-
lados, así como la documentación 
original que justifique y compruebe 
el gasto incurrido. Dicha documen-
tación se presentará a los órganos 
competentes de control y fiscaliza-
ción que la soliciten;

II)	Cancelar la documentación com-
probatoria del egreso con la le-
yenda “Operado” identificándose 
con el nombre del fondo de apor-
taciones, programa o convenio 
respectivo;
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III)	Realizar en términos de la normati-
va que emita el CONAC, el registro 
contable, presupuestario y patrimo-
nial de las operaciones realizadas 
con los recursos federales conforme 
a los momentos contables y clasifi-
caciones de programas y fuentes de 
financiamiento;

IV)	Dentro del registro contable, con-
centrar en un solo apartado todas 
las obligaciones de garantía o pago 
causante de deuda pública u otros 
pasivos con contrapartes, provee-
dores, contratistas y acreedores, 
incluyendo la disposición de bienes 
o expectativa de derechos sobre 
éstos, contraídos directamente o a 
través de cualquier instrumento ju-
rídico considerado o no dentro de 
la estructura orgánica de la adminis-
tración pública correspondiente, y la 
celebración de actos jurídicos análo-
gos a los anteriores y, sin perjuicio 
de que dichas obligaciones tengan 
como propósito canje o refinancia-
miento de otras o de que sea consi-
derado o no como deuda pública en 
los ordenamientos aplicables; y

V)	Coadyuvar con la fiscalización de 
los recursos públicos federales, con-
forme a lo establecido en la LFRCF. 
Para ello, la ASF verificará que los 
recursos federales que reciban las 
entidades federativas, los municipios 
y alcaldías de la Ciudad de México, 
se ejerzan conforme a los calenda-
rios previstos y de acuerdo con las 

disposiciones aplicables. Art. 70. 
LGCG

En términos de lo dispuesto en los ar-
tículos 79, 85, 107 y 110 de la LFPRH; 
48 y 49, fracción V, de la LCF, y 56 de 
esta Ley, las entidades federativas, los 
municipios y las demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México, deberán 
informar de forma pormenorizada sobre 
el avance físico de las obras y acciones 
respectivas y, en su caso, la diferencia 
entre el monto de los recursos transfe-
ridos y aquéllos erogados, así como los 
resultados de las evaluaciones que se 
hayan realizado. Art. 71. LGCG

Información financiera relativa al 
ejercicio del presupuesto

La SHCP publicará en el DOF los calen-
darios de ingresos y de presupuesto de 
egresos en los términos de la LFPRH.

Las secretarías de finanzas o sus 
equivalentes de las entidades federati-
vas, así como las tesorerías de los muni-
cipios deberán publicar en internet, los 
calendarios de ingresos así como los 
calendarios de presupuesto de egresos 
con base mensual, en los formatos y 
plazos que determine el CONAC. Art. 
66. LGCG

Los entes públicos deberán registrar 
en los sistemas respectivos, los docu-
mentos justificativos y comprobatorios 
que correspondan y demás información 
asociada a los momentos contables del 
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gasto comprometido y devengado, en 
términos de las disposiciones que emita 
el CONAC.

Los entes públicos implementarán 
programas para que los pagos se ha-
gan directamente en forma electróni-
ca, mediante abono en cuenta de los 
beneficiarios.

Los entes públicos publicarán en in-
ternet los montos pagados en el perio-
do por concepto de ayudas y subsidios 
a los sectores económicos y sociales, 
identificando el nombre del beneficia-
rio, y en lo posible la Clave Única de 
Registro de Población cuando el bene-
ficiario sea persona física o el RFC con 
Homoclave cuando sea persona moral o 
persona física con actividad empresarial 
y profesional, y el monto recibido. Art. 
67. LGCG

La presentación de la información 
financiera del Gobierno Federal se su-
jetará a lo dispuesto en esta Ley, la 
LFPRH y la LFRCF.

Las entidades federativas, los muni-
cipios y las demarcaciones territoriales 
de la Ciudad de México se sujetarán en 
la presentación de la información finan-
ciera, a esta Ley y a las disposiciones 
jurídicas aplicables. Por lo que se refie-
re a los recursos federales transferidos, 
observarán las disposiciones específi-
cas de las leyes citadas en el párrafo 
anterior y de la LCF, así como las dispo-
siciones del presente Capítulo.

En los programas en que concurran 
recursos federales, de las entidades 

federativas y en su caso, municipios y 
demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, se harán las anotaciones 
respectivas identificando el monto co-
rrespondiente a cada orden de gobier-
no. Art. 68. LGCG

Para la presentación de la informa-
ción financiera y la cuenta pública, los 
gobiernos de las entidades federativas, 
de los municipios y demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México, inclui-
rán la relación de las cuentas bancarias 
productivas específicas, en las cuales 
se depositaron los recursos federales 
transferidos, por cualquier concepto, 
durante el ejercicio fiscal, mismas que 
se harán del conocimiento previo a la 
TESOFE para el efecto de la radica-
ción de los recursos. Habrá una cuen-
ta bancaria productiva específica por 
cada fondo de aportaciones federales, 
programa de subsidios y convenio de 
reasignación, a través de los cuales se 
ministren recursos federales. En ellas se 
manejarán exclusivamente los recursos 
federales del ejercicio fiscal respectivo y 
sus rendimientos, y no podrá incorporar 
recursos locales ni las aportaciones que 
realicen, los beneficiarios de las obras y 
acciones.

Los recursos federales sólo podrán 
ser transferidos por las dependencias y 
entidades de la APF a dichas cuentas 
bancarias productivas específicas, a tra-
vés de las tesorerías de las entidades 
federativas, salvo en el caso de minis-
traciones relacionadas con obligaciones 
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de las entidades federativas o munici-
pios, así como las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México, que 
estén garantizadas con la afectación 
de sus participaciones o aportaciones 
federales, en términos de lo dispuesto 
por los artículos 9, 50 y 51 de la LCF 
y los demás casos previstos en las dis-
posiciones legales aplicables. Art. 69. 
LGCG

Los gobiernos de las entidades fe-
derativas, de los municipios y alcaldías 
de la Ciudad de México, deberán obser-
var lo siguiente para la integración de 
la información financiera relativa a los 
recursos federales transferidos:

I)	 Mantener registros específicos de 
cada fondo, programa o convenio 
debidamente actualizados, identifi-
cados y controlados, así como la do-
cumentación original que justifique y 
compruebe el gasto incurrido. Dicha 
documentación se presentará a los 
órganos competentes de control y 
fiscalización que la soliciten;

II)	 Cancelar la documentación compro-
batoria del egreso con la leyenda 
“Operado” o como se establezca en 
las disposiciones locales, identificán-
dose con el nombre del fondo de 
aportaciones, programa o convenio 
respectivo;

III)	Realizar en términos de la normati-
va que emita el consejo, el registro 
contable, presupuestario y patrimo-
nial de las operaciones realizadas 

con los recursos federales conforme 
a los momentos contables y clasifi-
caciones de programas y fuentes de 
financiamiento;

IV)	Dentro de ese registro contable, con-
centrar en un solo apartado todas 
las obligaciones de garantía o pago 
causante de deuda pública u otros 
pasivos de cualquier naturaleza; y

V)	Coadyuvar con la fiscalización de 
los recursos públicos federales, con-
forme a lo establecido en la LFRCF. 
Para ello, la ASF verificará que los 
recursos federales que reciban las 
entidades federativas, los municipios 
y alcaldías de la Ciudad de México, 
se ejerzan conforme a los calenda-
rios previstos y de acuerdo con las 
disposiciones aplicables. Art. 70. 
LGCG

En términos de lo dispuesto en los ar-
tículos 79, 85, 107 y 110 de la LFPRH; 
48 y 49, fracción V, de la LCF, y 56 de 
esta Ley, las entidades federativas, los 
municipios y las demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México, deberán 
informar de forma pormenorizada sobre 
el avance físico de las obras y acciones 
respectivas y, en su caso, la diferencia 
entre el monto de los recursos transfe-
ridos y aquéllos erogados, así como los 
resultados de las evaluaciones que se 
hayan realizado. Art. 71. LGCG

Las entidades federativas remitirán 
a la SHCP, a través del sistema de in-
formación a que se refiere el artículo 
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85 de la LFPRH, la información sobre 
el ejercicio y destino de los recursos 
federales que reciban dichas entidades 
federativas y, por conducto de éstas, 
los municipios y las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México, los 
organismos descentralizados estatales, 
universidades públicas, asociaciones ci-
viles y otros terceros beneficiarios. Para 
la remisión y la divulgación de esta in-
formación no podrá oponerse la reserva 
fiduciaria, bursátil, bancaria o cualquier 
otra análoga.

Dicha información deberá contener 
como mínimo los siguientes rubros:

I)	 Grado de avance en el ejercicio de 
los recursos federales transferidos;

II)	 Recursos aplicados conforme a re-
glas de operación y, en el caso de 
recursos locales, a las demás dispo-
siciones aplicables;

III)	Proyectos, metas y resultados 
obtenidos con los recursos aplica-
dos; y

IV)	La demás información a que se refie-
re este Capítulo.

La SHCP dará acceso al sistema 
de información a la ASF y a las demás 
instancias de fiscalización, de control y 
de evaluación federales y de las enti-
dades federativas que lo soliciten, con 
el propósito de que puedan verificar, 
conforme a los procedimientos legales, 
el cumplimiento en la entrega de la in-
formación, su calidad y congruencia con 

la aplicación y los resultados obtenidos 
con los recursos federales. Art. 72. 
LGCG

Sin perjuicio de lo dispuesto en 
esta Ley y en otros ordenamientos, 
las entidades federativas deberán pre-
sentar información relativa al Fondo 
de Aportaciones para la Educación 
Tecnológica y de Adultos, conforme a 
lo dispuesto en este artículo. Art. 73. 
LGCG

Sin perjuicio de lo dispuesto en esta 
Ley y en otros ordenamientos, las en-
tidades federativas deberán presentar 
información relativa a las aportaciones 
federales en materia de salud; confor-
me a lo dispuesto en el presente artícu-
lo. Art. 74. LGCG

Los municipios enviarán a las enti-
dades federativas información sobre la 
aplicación de los recursos del Fondo 
de Aportaciones para la Infraestructura 
Social Municipal, en las obras y accio-
nes establecidas en la LCF que bene-
ficien directamente a la población en 
rezago social y pobreza extrema para 
que por su conducto se incluya en los 
informes trimestrales a que se refieren 
los artículos 48 de la LCF 46 y 47 de 
esta Ley.

La SEDESOL del Gobierno Federal 
remitirá trimestralmente a la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, la 
información que reciba correspondien-
te al Fondo de Aportaciones para la 
Infraestructura Social Municipal, misma 
que estará disponible en su página de 
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internet, debiendo actualizarla con la 
misma periodicidad. Art. 75. LGCG

Los municipios, las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México 
y en su caso, las entidades federati-
vas, previo convenio de colaboración 
administrativa, difundirán en internet 
la información relativa al Fondo de 
Aportaciones para el Fortalecimiento de 
los Municipios y de las Demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, es-
pecificando cada uno de los destinos 
señalados para dicho Fondo en la LCF. 
Art. 76. LGCG

Las entidades federativas incluirán en 
los reportes periódicos a que se refiere 
el artículo 46 de esta Ley y difundirán en 
internet la información relativa a los fon-
dos de ayuda federal para la seguridad 
pública, incluyendo lo siguiente:

I)	 La información sobre el ejercicio, des-
tino y cumplimiento de los indicado-
res de desempeño de los programas 
beneficiados con los recursos de los 
fondos;

II)	 Las disponibilidades financieras con 
que, en su caso, cuenten de los re-
cursos de los fondos, correspon-
dientes a otros ejercicios fiscales; y

III)	El presupuesto comprometido, deven- 
gado y pagado correspondiente al 
ejercicio fiscal.

La información sobre el destino de 
los recursos deberá estar claramente 
asociada con los objetivos de las estra- 

tegias definidas por el Consejo Nacional 
de Seguridad Pública.

Para el cumplimiento de lo previsto 
en este artículo, el CONAC solicitará al 
Consejo Nacional de Seguridad Pública, 
los lineamientos y el modelo de estruc-
tura de información que sean necesa-
rios. Art. 77. LGCG

Las entidades federativas y los mu-
nicipios observando lo establecido en 
el artículo 56 de esta Ley publicarán e 
incluirán en los informes trimestrales a 
que se refieren los artículos 48 de la 
LCF y 46 y 47 de esta Ley, la informa-
ción relativa a las características de las 
obligaciones a que se refieren los artí-
culos 37, 47, fracción II, y 50 de la LCF, 
especificando lo siguiente:

I)	 Tipo de obligación;
II)	 Fin, destino y objeto;
III)	 Acreedor, proveedor o contratista;
IV)	 Importe total;
V)	 Importe y porcentaje del total que 

se paga o garantiza con los recur-
sos de dichos fondos;

VI)	 Plazo;
VII)	Tasa a la que, en su caso, esté su-

jeta; y
VIII)	Por cuanto hace a las obligaciones 

previstas en el artículo 47, fracción 
II de la LCF, los estados y los muni-
cipios, además deberán especificar 
lo siguiente:
a)	En el caso de amortizaciones:

1)	La reducción del saldo de 
su deuda pública bruta 
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total con cada una de las 
amortizaciones, con rela-
ción al registrado al 31 de 
diciembre del ejercicio fis-
cal anterior;

2)	Un comparativo de la rela-
ción deuda pública bruta 
total a PIB bruto del estado 
entre el 31 de diciembre del 
ejercicio fiscal anterior y la 
fecha de la amortización; y

3)	Un comparativo de la rela-
ción deuda pública bruta 
total a ingresos propios del 
estado o municipio, según 
corresponda, entre el 31 
de diciembre del ejercicio 
fiscal anterior y la fecha de 
la amortización; y

b)	El tipo de operación de sanea-
miento financiero que hubiesen 
realizado, incluyendo la relativa 
a la fracción III del artículo 47 
de la LCF.

Los datos de producto interno bruto 
y los ingresos propios de los estados y 
municipios mencionados en la fracción 
anterior, que se utilicen como referen-
cia, deberán ser los más recientes a la 
fecha del informe, que hayan emitido el 
INEGI o la SHCP. Art. 78. LGCG

Información general

Son aquellos datos o documentos que 
se elaboran para dar cumplimiento a 

las obligaciones legales. Se integran 
por documentos y expedientes de tipo 
administrativo y financiero, expedientes 
básicos y unitarios relativos a las obras 
y evidencia comprobatoria del gasto. 
MERAPM

Información no reservada

Aquella información que esté relaciona-
da con violaciones graves a derechos 
humanos o delitos de lesa humanidad, 
de conformidad con el derecho nacio-
nal o los Tratados internacionales de los 
que el Estado mexicano sea parte. Art. 
5 LGTAIP y Art. 8. LFTAIP

Información presupuestaria

Es la relativa al cumplimiento de las activi-
dades presupuestarias donde se explica 
detalladamente el ejercicio del presu-
puesto de egresos, la ejecución de la Ley 
de Ingresos y su composición respecto 
de las estimaciones originales. GTUAPF

Información programática

Es la que presenta comparativamente 
los avances logrados en las metas pro-
gramadas y su relación con los recursos 
presupuestales ejercidos. MERAPM

Información pública

Los principios y bases del derecho de 
acceso a la información, están descritos 
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en el Apartado A del artículo 6 consti-
tucional, destacando:

I)	 Toda la información en posesión 
de cualquier autoridad, entidad, ór-
gano y organismo de los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, ór-
ganos autónomos, partidos políti-
cos, fideicomisos y fondos públicos, 
así como de cualquier persona fí-
sica, moral o sindicato que reciba 
y ejerza recursos públicos o reali-
ce actos de autoridad en el ámbi-
to federal, estatal y municipal, es 
pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de in-
terés público y seguridad nacional. 
En la interpretación de este dere-
cho deberá prevalecer el principio 
de máxima publicidad. Los sujetos 
obligados deberán documentar to- 
do acto que derive del ejercicio de 
sus facultades, competencias o fun-
ciones, la ley determinará los su-
puestos específicos bajo los cuales 
procederá la declaración de inexis-
tencia de la información;

II)	 La información que se refiere a la 
vida privada y los datos personales 
será protegida en los términos que 
fijen las leyes;

III)	Toda persona, sin necesidad de 
acreditar interés alguno o justificar 
su utilización, tendrá acceso gratuito 
a la información pública, a sus da-
tos personales o a la rectificación de 
éstos;

IV)	Se establecerán mecanismos de 
acceso a la información y proce- 
dimientos de revisión expeditos; y

V)	Los sujetos obligados deberán pre-
servar sus documentos en archi-
vos administrativos actualizados y 
publicarán, a través de los medios 
electrónicos disponibles, la informa-
ción completa y actualizada sobre el 
ejercicio de los recursos públicos y 
los indicadores que permitan rendir 
cuenta del cumplimiento de sus ob-
jetivos y de los resultados obtenidos. 
Art. 6. Apartado A. CPEUM

Toda la información generada, obte-
nida, adquirida, transformada o en pose-
sión de los sujetos obligados es pública 
y accesible a cualquier persona en los 
términos y condiciones que se establez-
can en la presente Ley, en los tratados 
internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte, la LFTAIP, las leyes 
de las Entidades Federativas y la nor-
matividad aplicable en sus respectivas 
competencias; sólo podrá ser clasificada 
excepcionalmente como reservada tem-
poralmente por razones de interés públi-
co y seguridad nacional, en los términos 
dispuestos por esta Ley. Art. 4. LGTAIP

Toda la información generada, ob-
tenida, adquirida, transformada o en 
posesión de los sujetos obligados en 
el ámbito federal, a que se refiere la 
LGTAIP y esta Ley será accesible a cual-
quier persona y sólo podrá ser clasifica-
da excepcionalmente como reservada 
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de forma temporal por razones de inte-
rés público y seguridad nacional o bien, 
como confidencial. Los particulares ten-
drán acceso a la misma en los términos 
que estas leyes señalan. Art. 3. LFTAIP

Información pública  
de las instituciones de educación 

superior públicas dotadas  
de autonomía

Deberán presentar, además de la infor-
mación del artículo 70 de la LGTAIP la 
siguiente información:

I)	 Los planes y programas de estudio 
según sea su sistema escolarizado 
o abierto, con las áreas de conoci-
miento, perfil profesional de quien 
cursa el plan de estudios, duración 
del programa con las asignaturas, 
su valor en créditos;

II)	 Toda la información relacionada 
con sus procedimientos adminis- 
trativos;

III)	 La remuneración de los profesores, 
incluyendo los estímulos al desem-
peño, nivel y monto;

IV)	 La lista con los profesores con li-
cencia o en año sabático;

V)	 El listado de las becas y apoyos que 
otorgan, así como los procedimien-
tos y requisitos para obtenerlos;

VI)	 Las convocatorias de los concursos 
de oposición;

VII)	La información relativa a los proce-
sos de selección de los consejos;

VIII)	Resultado de las evaluaciones del 
cuerpo docente; y

IX)	 El listado de instituciones incorpo-
radas y requisitos de incorporación. 
Art. 75. LGTAIP

Información pública  
de autoridades administrativas  

y jurisdiccionales en  
materia laboral

Los documentos del registro de los sin-
dicatos, deberán contener su domicilio; 
número de registro; nombre del sindi-
cato y de los integrantes de su comité 
ejecutivo; número de socios; centro de 
trabajo y central a la que pertenecen; 
estatutos; tomas de nota; padrón de 
socios; actas de asamblea; reglamen-
tos interiores; y contratos colectivos, 
entre otros.

Por lo que se refiere a los documen-
tos que obran en el expediente de re-
gistro de las asociaciones, únicamente 
estará clasificada como información 
confidencial, los domicilios de los traba-
jadores señalados en los padrones de 
socios. Art. 78. LGTAIP

Información pública  
de los fideicomisos,  

fondos públicos, mandatos  
o contrato análogo

Deberán presentar, además de la infor-
mación del artículo 70 de la LGTAIP la 
siguiente información:
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I)	 El nombre del servidor público y 
de la persona física o moral que 
represente al fideicomitente, al fi-
duciario y al fideicomisario;

II)	 La unidad administrativa responsa-
ble del fideicomiso;

III)	 El monto total, el uso y destino del 
patrimonio fideicomitido, distin-
guiendo las aportaciones públicas 
y fuente de los recursos, subsidios, 
donaciones, transferencias, exce-
dentes, inversiones realizadas y 
aportaciones o subvenciones que 
reciban;

IV)	 El saldo total al cierre del ejercicio 
fiscal, sin perjuicio de los demás in-
formes que deban presentarse en 
los términos de las disposiciones 
aplicables;

V)	 Las modificaciones que, en su caso, 
sufran los contratos o decretos de 
constitución del fideicomiso o del 
fondo público;

VI)	 El padrón de beneficiarios, en su 
caso;

VII)	Causas por las que se inicie el pro-
ceso de constitución o extinción 
del fideicomiso o fondo público, 
especificando los recursos finan-
cieros destinados para tal efecto; y

VIII)	Los contratos de obras, adquisi-
ciones y servicios que involucren 
recursos públicos del fideicomiso, 
así como los honorarios por los 
servicios y operaciones que rea-
lice la institución de crédito o la 
fiduciaria. Art. 77. LGTAIP

Información pública  
de los órganos autónomos

Deberán presentar, además de la infor-
mación del artículo 70 de esta Ley, la 
que describe el presente artículo. Art. 
74. LGTAIP

Información pública de los partidos 
políticos nacionales y similares

Deberán presentar, además de la infor-
mación del artículo 70 de esta Ley, la 
que describe el presente artículo. Art. 
76. LGTAIP

Información pública de los Poderes 
Ejecutivos: Federal, Entidades 

Federativas y Municipales

Como sujetos obligados, deberán pre-
sentar además de la información del 
artículo 70 de la LGTAIP la siguiente 
información:

I)	 En el caso del Poder Ejecutivo 
Federal, los poderes ejecutivos de 
las Entidades Federativas, el Órgano 
Ejecutivo de la Ciudad de México y 
los municipios:
a)	El PND, los planes estatales de 

desarrollo o el Programa General 
de Desarrollo de la Ciudad de 
México, según corresponda;

b)	El presupuesto de egresos y las 
fórmulas de distribución de los 
recursos otorgados;
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c)	 El listado de expropiaciones de-
cretadas y ejecutadas que in-
cluya, la fecha de expropiación, 
el domicilio y la causa de utili-
dad pública y las ocupaciones 
superficiales;

d)	El nombre, denominación o ra-
zón social y clave del RFC a los 
que se les hubiera cancelado o 
condonado algún crédito fiscal, 
así como los montos respectivos. 
Asimismo, la información estadís-
tica sobre las exenciones previs-
tas en las disposiciones fiscales;

e)	Los nombres de las personas 
a quienes se les habilitó para 
ejercer como corredores y nota-
rios públicos, así como sus da-
tos de contacto, la información 
relacionada con el proceso de 
otorgamiento de la patente y las 
sanciones que se les hubieran 
aplicado;

f)	 La información detallada que 
contengan los planes de desa-
rrollo urbano, ordenamiento te-
rritorial y ecológico, los tipos y 
usos de suelo, licencias de uso 
y construcción otorgadas por los 
gobiernos municipales; y

g)	Las disposiciones administrativas, 
con el plazo de anticipación que 
prevean las disposiciones aplica-
bles al sujeto obligado de que 
se trate, salvo que su difusión 
pueda comprometer los efectos 
que se pretenden lograr con la 

disposición o se trate de situacio-
nes de emergencia, de conformi-
dad con dichas disposiciones.

II)	 Adicionalmente, en el caso de los 
municipios:
a)	El contenido de las gacetas 

municipales, las cuales debe-
rán comprender los resolutivos 
y acuerdos aprobados por los 
ayuntamientos; y

b)	Las actas de sesiones de cabildo, 
los controles de asistencia de los 
integrantes del Ayuntamiento a 
las sesiones de cabildo y el sen-
tido de votación de los miembros 
del cabildo sobre las iniciativas o 
acuerdos. Art. 71. LGTAIP

Información pública  
de los sindicatos

Deberán presentar, además de la in-
formación del artículo 70 de esta Ley, 
la que señala este numeral. Art. 79. 
LGTAIP

Información pública  
de los sujetos obligados

Deberán publicar, enunciativamente, lo 
siguiente:

a)	El marco normativo aplicable al sujeto 
obligado, incluyendo leyes, códigos, 
reglamentos, decretos de creación, 
manuales administrativos, reglas de 
operación, criterios y políticas;
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b)	Su estructura orgánica completa, 
las atribuciones y responsabilidades 
que le corresponden a cada servidor 
público y a cada área, con sus res-
pectivas metas y objetivos;

c)	 Los indicadores relacionados con 
temas de interés público o trascen-
dencia social y que sirvan para ren-
dir cuenta de sus resultados;

d)	El directorio de todos los servidores 
públicos, cuando se brinde atención 
al público; manejen o apliquen recur-
sos públicos; realicen actos de au-
toridad y personal de base, con los 
datos que los identifiquen y ubiquen;

e)	La remuneración bruta y neta de to-
dos los servidores públicos de base 
o de confianza, percepciones, inclu-
yendo sueldos, prestaciones, gratifi-
caciones, primas, comisiones, dietas, 
bonos, estímulos, ingresos y siste-
mas de compensación, señalando la 
periodicidad de ellas;

f)	 Los gastos de representación y 
viáticos;

g)	El número total de las plazas y del 
personal de base y confianza, espe-
cificando las vacantes;

h)	Las contrataciones de servicios pro-
fesionales por honorarios;

i)	 La información en Versión Pública 
de las declaraciones patrimoniales 
de los servidores públicos que así lo 
determinen;

j)	 El domicilio de la Unidad de Trans- 
parencia, además de su dirección 
electrónica;

k)	 Las convocatorias a concursos para ocu- 
par cargos públicos y sus resultados;

l)	 Información de programas de subsi-
dios, estímulos y apoyos, en el que 
se deberá informar de los programas 
de transferencia, servicios, infraes-
tructura social y de subsidio, con los 
detalles que se anotan en el artículo 
70 de la Ley;

m)	Las condiciones generales de trabajo, 
contratos o convenios que regulen las 
relaciones laborales del personal de 
base o de confianza;

n)	El listado de servidores públicos con 
sanciones administrativas definitivas, 
especificando la causa de sanción y 
la disposición;

o)	Los servicios que ofrecen señalando 
los trámites y requisitos para acce-
der a ellos;

p)	La información financiera sobre el 
presupuesto asignado, así como los 
informes del ejercicio trimestral del 
gasto, en términos de la LGCG y de-
más normatividad aplicable;

q)	La información relativa a la deuda 
pública, en términos de la normativi-
dad aplicable;

r)	 Los montos destinados a gastos re-
lativos a comunicación social y pu-
blicidad oficial desglosada por tipo 
de medio, proveedores, número de 
contrato y concepto o campaña;

s)	 Los informes de resultados de las 
auditorías al ejercicio presupuestal;

t)	 El resultado de la dictaminación de 
los estados financieros;
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u)	Las concesiones, contratos, conve-
nios, permisos, licencias o autoriza-
ciones otorgados, especificando los 
titulares de aquéllos;

v)	 La información sobre los resultados 
sobre procedimientos de adjudica-
ción directa, invitación restringida 
y licitación de cualquier naturale-
za, incluyendo la Versión Pública 
del expediente respectivo y de los 
contratos celebrados, con la des-
cripción que señala el artículo 70 
de la Ley;

w)	Informe de avances programáticos o 
presupuestales, balances generales 
y su estado financiero;

x)	Padrón de proveedores y contratistas;
y)	 Los convenios de coordinación de 

concertación con los sectores social 
y privado y los mecanismos de parti-
cipación ciudadana;

z)	Los ingresos recibidos por cualquier 
concepto señalando el nombre de 
los responsables de recibirlos, ad-
ministrarlos y ejercerlos, así como 
su destino, indicando el destino de 
cada uno de ellos;

aa.	Donaciones hechas a terceros en di-
nero o en especie;

bb.	El catálogo de disposición y guía de 
archivo documental;

cc.	Las actas de sesiones ordinarias y 
extraordinarias; y

dd.	Cualquier otra información que sea 
de utilidad o se considere relevante, 
además de la que, con base en la in-
formación estadística, responda a las 

preguntas hechas con más frecuen-
cia por el público. Art. 70. LGTAIP

Información pública  
de los sujetos obligados  

del sector energético

Deberán presentar, además de la in-
formación del artículo 70 de la LGTAIP, 
la que describe este artículo. Art. 83. 
LGTAIP

Información pública  
del Poder Judicial federal  

y estatales

Como sujetos obligados, deberán pre-
sentar, además de la información del 
artículo 70 de la LGTAIP la siguiente 
información:

I)	 Las tesis y ejecutorias publica-
das en el Semanario Judicial de la 
Federación o en la Gaceta respec-
tiva de cada tribunal administrativo, 
incluyendo, tesis jurisprudenciales y 
aisladas;

II)	 Las versiones públicas de las sen-
tencias que sean de interés público;

III)	Las versiones estenográficas de 
las sesiones públicas;

IV)	La relacionada con los procesos 
por medio de los cuales fueron de-
signados los jueces y magistrados; y

V)	La lista de acuerdos que dia-
riamente se publiquen. Art. 73. 
LGTAIP
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Información pública del Poder 
legislativo federal y estatales

Como sujetos obligados, deberán pre-
sentar, además de la información del 
artículo 70 de la LGTAIP la siguiente 
información:

I)	 Agenda legislativa;
II)	 Gaceta Parlamentaria;
III)	 Orden del Día;
IV)	 El Diario de Debates;
V)	 Las versiones estenográficas;
VI)	 La asistencia de cada una de 

sus sesiones del Pleno y de las 
Comisiones y Comités;

VII)	 Las iniciativas de ley o decretos, 
puntos de acuerdo, la fecha en 
que se recibió, las Comisiones a 
las que se turnaron, y los dictá-
menes que, en su caso, recaigan 
sobre las mismas;

VIII)	 Las leyes, decretos y acuer-
dos aprobados por el órgano 
legislativo;

IX)	 Las convocatorias, actas, acuer-
dos, listas de asistencia y vota-
ción de las comisiones y comités 
y de las sesiones del Pleno, iden-
tificando el sentido del voto, en 
votación económica, y por cada 
legislador, en la votación nomi-
nal y el resultado de la votación 
por cédula, así como votos par-
ticulares y reservas de los dictá-
menes y acuerdos sometidos a 
consideración;

X)	 Las resoluciones definitivas sobre 
juicios políticos y declaratorias de 
procedencia;

XI)	 Las versiones públicas de la infor-
mación entregada en las audien-
cias públicas, comparecencias y 
en los procedimientos de desig-
nación, ratificación, elección, ree-
lección o cualquier otro;

XII)	 Las contrataciones de servicios 
personales señalando el nombre 
del prestador del servicio, obje-
to, monto y vigencia del contra-
to de los órganos de gobierno, 
Comisiones, Comités, Grupos 
Parlamentarios y centros de es-
tudio u órganos de investigación;

XIII)	 El informe semestral del ejercicio 
presupuestal del uso y destino de 
los recursos financieros de los ór-
ganos de gobierno, Comisiones, 
Comités, Grupos Parlamentarios y 
centros de estudio u órganos de 
investigación;

XIV)	 Los resultados de los estudios 
o investigaciones de naturaleza 
económica, política y social que 
realicen los centros de estudio o 
investigación legislativa; y

XV)	 El padrón de cabilderos, de 
acuerdo a la normatividad aplica-
ble. Art. 72. LGTAIP

Información que debe existir

Información que se refiere a las faculta-
des, competencias y funciones que los 



I

503

ordenamientos jurídicos aplicables otor-
guen a los sujetos obligados. Art. 13. 
LFTAIP

Información que se considera  
de interés público, atributos  

de calidad de la

El listado de información que se consi-
dera de interés público, deberá gene-
rarse en datos abiertos y cumplir con 
los siguientes atributos de calidad pre-
vistos en la LGTAIP:

I)	 Accesibilidad: Que está presenta-
da de tal manera que todas las 
personas pueden consultarla, 
examinarla y utilizarla indepen-
dientemente de sus capacidades 
técnicas, cognitivas o físicas;

II)	 Confiabilidad: Que es creíble y 
fidedigna. Que proporciona ele-
mentos y/o datos que permiten 
la identificación de su origen, fe-
cha de generación, de emisión y 
difusión de la misma;

III)	 Comprensibilidad: Que es senci-
lla, clara y entendible para cual-
quier persona;

IV)	 Oportunidad: Que se publica a 
tiempo para preservar su valor y 
ser útil para la toma de decisio-
nes de los usuarios;

V)	 Veracidad: Que es exacta y dice, 
refiere o manifiesta siempre la 
verdad respecto de lo genera-
do, utilizado o publicitado por el 

sujeto obligado en ejercicio de 
sus funciones o atribuciones;

VI)	 Congruencia: Que mantiene re-
lación y coherencia con otra in-
formación generada, utilizada y/o 
publicada por el sujeto obligado;

VII)	 Integralidad: Que proporciona to-
dos los datos, aspectos, partes o 
referentes necesarios para estar 
completa o ser global respecto 
del quehacer del sujeto obligado;

VIII)	 Actualidad: Que es la última ver-
sión de la información y es resul-
tado de la adición, modificación o 
generación de datos a partir de 
las acciones y actividades del su-
jeto obligado en ejercicio de sus 
funciones o atribuciones; y

IX)	 Verificabilidad: Que es posible 
comprobar la veracidad de la in-
formación, así como examinar el 
método por el cual el sujeto obli-
gado la generó. CONAIPL

Información reservada

Podrá clasificarse como tal, aquella cuya 
publicación:

I)	 Comprometa la seguridad na-
cional, la seguridad pública o la 
defensa nacional y cuente con 
un propósito genuino y un efecto 
demostrable;

II)	 Pueda menoscabar la conducción 
de las negociaciones y relaciones 
internacionales;
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III)	 Se entregue al Estado mexicano 
expresamente con ese carácter o 
el de confidencial por otro u otros 
sujetos de derecho internacional, 
excepto cuando se trate de viola-
ciones graves de derechos huma-
nos o delitos de lesa humanidad 
de conformidad con el derecho 
internacional;

IV)	 Pueda afectar la efectividad de 
las medidas adoptadas en rela-
ción con las políticas en materia 
monetaria, cambiaria o del sis-
tema financiero del país; pueda 
poner en riesgo la estabilidad de 
las instituciones financieras sus-
ceptibles de ser consideradas de 
riesgo sistémico o del sistema 
financiero del país, pueda com-
prometer la seguridad en la provi-
sión de moneda nacional al país, 
o pueda incrementar el costo de 
operaciones financieras que reali-
cen los sujetos obligados del sec-
tor público federal;

V)	 Pueda poner en riesgo la vida, 
seguridad o salud de una perso-
na física;

VI)	 Obstruya las actividades de ve-
rificación, inspección y auditoría 
relativas al cumplimiento de las 
leyes o afecte la recaudación de 
contribuciones;

VII)	 Obstruya la prevención o perse-
cución de los delitos;

VIII)	 La que contenga las opiniones, 
recomendaciones o puntos de 

vista que formen parte del proce-
so deliberativo de los servidores 
públicos, hasta en tanto no sea 
adoptada la decisión definitiva, la 
cual deberá estar documentada;

IX)	 Obstruya los procedimientos 
para fincar responsabilidad a los 
servidores públicos, en tanto no 
se haya dictado la resolución 
administrativa;

X)	 Afecte los derechos del debido 
proceso;

XI)	 Vulnere la conducción de los 
expedientes judiciales o de los 
procedimientos administrativos 
seguidos en forma de juicio, en 
tanto no hayan causado estado;

XII)	 Se encuentre contenida dentro 
de las investigaciones de hechos 
que la ley señale como delitos 
y se tramiten ante el Ministerio 
Público; y

XIII)	 Las que por disposición expresa 
de una ley tengan tal carácter, 
siempre que sean acordes con 
las bases, principios y disposi-
ciones establecidos en esta Ley y 
no la contravengan; así como las 
previstas en tratados internacio-
nales. Art. 113. LGTAIP

Información sectorial

Es la información presupuestal y pro-
gramática, económica y financiera, pro-
cedente del PEF, LIF y Cuenta Pública 
Federal, así como a la clasificada en el 
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Informe del Resultado de la entidad de 
fiscalización superior. Su organización en 
bases de datos, permite realizar análisis 
de la problemática y principales resulta-
dos por división funcional y sector eco-
nómico, dirigido a evaluar el desempeño 
de la fiscalización superior. CTLFEF

Información socialmente  
útil o focalizada

La información que sirve para que los 
particulares tomen decisiones mejor in-
formadas respecto a bienes y servicios 
públicos o privados, privilegiando el uso 
de datos estadísticos y/o comparativos; 
o bien, a la información que contribu-
ye a que las dependencias o entidades 
rindan cuentas en torno a uno o más 
temas específicos. DSFP

Información solicitada, plazo de 
disponibilidad de la

La Unidad de Transparencia tendrá dis-
ponible la información solicitada, duran-
te un plazo de sesenta días, contado a 
partir de que el solicitante hubiere reali-
zado, en su caso, el pago respectivo, el 
cual deberá efectuarse en un plazo no 
mayor a treinta días.

Transcurridos dichos plazos, los su-
jetos obligados darán por concluida la 
solicitud y procederán, de ser el caso, 
a la destrucción del material en el que 
se reprodujo la información. Art. 135. 
LGTAIP

Información y transparencia 
referente a la ejecución  

del gasto público

Los ejecutores de gasto, en el manejo de 
los recursos públicos federales, deberán 
observar las disposiciones establecidas 
en la LGTAIP. La información se pondrá 
a disposición del público en los térmi-
nos que establezca el PEF y en la misma 
fecha en que se entreguen los informes 
trimestrales al Congreso de la Unión.

Los ejecutores de gasto deberán re-
mitir al Congreso de la Unión la infor-
mación que éste les solicite en relación 
con sus respectivos presupuestos, en 
los términos de las disposiciones gene-
rales aplicables. Dicha solicitud se reali-
zará por los órganos de gobierno de las 
Cámaras o por las Comisiones compe-
tentes, así como su Centro de Estudios 
de las Finanzas Públicas.

En la recaudación y el endeuda-
miento público del Gobierno Federal, la 
SHCP y las entidades estarán obligadas 
a proporcionar a la SFP y a la ASF, en los 
términos legales aplicables, la informa-
ción que éstas le requieran. El incumpli-
miento a lo dispuesto en este artículo 
será sancionado en los términos de la 
LGRA y las demás disposiciones aplica-
bles. Art. 106. LFPRH

Información, características de la

La información debe de ser accesible, 
confiable, verificable, veraz, oportuna 
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y atenderá las necesidades del dere-
cho de acceso a la información de toda 
persona; que la información generada 
tenga un lenguaje sencillo para cual-
quier persona y se procurará, en la 
medida de lo posible, su accesibilidad 
y traducción a lenguas indígenas. Art. 
15. LFTAIP

Informe de Avance  
de Gestión Financiera

El informe que rinden los poderes de 
la Unión y los entes públicos federa-
les de manera consolidada, a través 
del Ejecutivo Federal, a la Cámara 
de Diputados del H. Congreso de la 
Unión sobre los avances físicos y fi-
nancieros de los programas federales 
aprobados para su análisis correspon-
diente, presentado como un apartado 
específico del segundo informe tri-
mestral del ejercicio correspondiente 
al que se refiere el artículo 107 de la 
LFPRH. CTLFEF

Se referirá a los programas a cargo 
de los poderes de la Unión y los en-
tes públicos federales, para conocer el 
grado de cumplimiento de los objetivos, 
metas y satisfacción de necesidades en 
ellos proyectados y contendrá:

I)	 El flujo contable de ingresos y egre-
sos al 30 de junio del año en que se 
ejerza el Presupuesto de Egresos; y

II)	 El avance del cumplimiento de los 
programas con base en los indi- 

cadores aprobados en el Presupues- 
to de Egresos.

Lo anterior, sin perjuicio de lo previs-
to en la LFPRH.

La ASF realizará un análisis del 
Informe de Avance de Gestión Finan- 
ciera 30 días posteriores a la fecha 
de su presentación y lo entregará a la 
Comisión. Art. 12. LFRCF

Informe de comisiones

Informar, deriva del latín informare signi-
fica: enterar, dar noticia de alguna cosa. 
En las cámaras de los congresos o par-
lamentos, el examen de los asuntos que 
deben conocer y decidir en el ámbito de 
su competencia legal, es encomendado 
previamente para su estudio, análisis y 
dictamen, a grupos integrados ex profe-
so denominados comisiones o comités. 
“Una comisión es una prolongación del 
parlamento, una ayuda, pero en ningún 
caso aquélla lo reemplaza.” Siendo esto 
así, es obvio que las comisiones están 
obligadas a informar de sus trabajos al 
Pleno de la Cámara. DUTP

Informe de presunta 
responsabilidad administrativa 

(IPRA) y su notificación personal

Serán notificados personalmente:

I)	 El emplazamiento al presunto o 
presuntos responsables para que 
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comparezca al procedimiento de 
responsabilidad administrativa. Para 
que el emplazamiento se entien- 
da realizado se les deberá entre- 
gar copia certificada del IPRA y del 
acuerdo por el que se admite; de 
las constancias del Expediente de 
presunta Responsabilidad Admi-
nistrativa integrado en la inves-
tigación, así como de las demás 
constancias y pruebas que hayan 
aportado u ofrecido las autorida-
des investigadoras para sustentar 
el IPRA;

II)	 El acuerdo de admisión del IPRA;
III)	 El acuerdo por el que se ordene 

la citación a la audiencia inicial del 
procedimiento de responsabilidad 
administrativa;

IV)	 En el caso de faltas administrativas 
graves, el acuerdo por el que remiten 
las constancias originales del expe-
diente del procedimiento de respon-
sabilidad administrativa al Tribunal 
encargado de resolver el asunto;

V)	 Los acuerdos por lo que se aper-
ciba a las partes o terceros, con la 
imposición de medidas de apremio;

VI)	 La resolución definitiva que se pro-
nuncie en el procedimiento de res-
ponsabilidad administrativa; y

VII)	Las demás que así se determinen 
en la ley, o que las autoridades 
substanciadoras resolutoras del 
asunto consideren pertinentes para 
el mejor cumplimiento de sus reso-
luciones. Art. 193. LGRA

El IPRA será emitido por las Auto- 
ridades investigadoras, el cual deberá 
contener los elementos descritos en el 
artículo presente. Art. 194. LGRA

En caso de que la Autoridad subs-
tanciadora advierta que el IPRA adolece 
de alguno o algunos de los requisitos 
señalados antes, prevendrá lo corres-
pondiente, y que es señalado en este 
artículo. Art. 195. LGRA

Informe del Resultado  
de la Fiscalización Superior  

de la Cuenta Pública

Informe que comprende, de manera 
integral y con base en los grupos fun-
cionales indicados en la clasificación 
presupuestal, los resultados más re-
levantes de la fiscalización efectuada 
por el órgano superior de fiscalización, 
así como las principales conclusiones 
y recomendaciones, que de la revisión 
derivan, para la Cámara de Diputados. 
La facultad de la ASF para formular el 
Informe del Resultado de la Fiscalización 
Superior de la Cuenta Pública, se en-
cuentra conferido en los artículos 74, 
fracción VI, y 79 de la CPEUM, y en los 
artículos 28, 29, 30, primer párrafo, y 
85, fracción XV, de la LFRCF. CTLFEF

Informe General  
de la ASF y su contenido

El Informe General contendrá como mí- 
nimo:
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I)	 Un resumen de las auditorías reali- 
zadas y las observaciones rea- 
lizadas;

II)	 Las áreas claves con riesgo identifi-
cadas en la fiscalización;

III)	 Un resumen de los resultados de la 
fiscalización del gasto federalizado, 
participaciones federales y la eva-
luación de la deuda fiscalizable;

IV)	 La descripción de la muestra del 
gasto público auditado, señalando 
la proporción respecto del ejerci-
cio de los poderes de la Unión, la 
APF, el gasto federalizado y el ejer-
cido por órganos constitucionales 
autónomos;

V)	 Derivado de las auditorías, acorde 
a la relevancia de las observacio-
nes, un apartado con sugerencias 
a la Cámara para modificar dispo-
siciones legales sobre la gestión 
financiera y el desempeño de las 
entidades fiscalizadas;

VI)	 Un apartado que contenga un aná-
lisis sobre las proyecciones de las 
finanzas públicas contenidas en 
los Criterios Generales de Política 
Económica para el ejercicio fiscal 
correspondiente y los datos obser-
vados al final del mismo; y

VII)	La demás información que se con-
sidere necesaria. Art. 34. LFRCF

Informe General Ejecutivo del 
Resultado de la Fiscalización 

Superior de la Cuenta Pública o 
Informe del Resultado

La Cuenta Pública del ejercicio fiscal co-
rrespondiente deberá ser presentada a 
la Cámara de Diputados a más tardar el 
30 de abril del año siguiente. Sólo se 
podrá ampliar el plazo de presentación 
en los términos de la fracción IV, último 
párrafo, de este artículo; la prórroga no 
deberá exceder de 30 días naturales y, 
en tal supuesto, la ASF contará con el 
mismo tiempo adicional para la presen-
tación del Informe General Ejecutivo del 
resultado de la Fiscalización Superior 
de la Cuenta Pública.

La Cámara concluirá la revisión de 
la Cuenta Pública a más tardar el 31 
de octubre del año siguiente al de su 
presentación, con base en el análisis de 
su contenido y en las conclusiones téc-
nicas del Informe General Ejecutivo del 
resultado de la Fiscalización Superior, 
a que se refiere el artículo 79 de esta 
Constitución, sin menoscabo de que el 
trámite de las observaciones, recomen-
daciones y acciones promovidas por la 
ASF, seguirá su curso en términos de 
lo dispuesto en dicho artículo. Art. 74. 
CPEUM

La ASF deberá entregar a la Cámara 
de Diputados, el último día hábil de los 
meses de junio y octubre, así como el 
20 de febrero del año siguiente al de la 
presentación de la Cuenta Pública, los 
informes individuales de auditoría que 
concluya durante el periodo respectivo. 
Asimismo, en esta última fecha, entre-
gar el Informe General Ejecutivo del 
Resultado de la Fiscalización Superior 
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de la Cuenta Pública o Informe del 
Resultado, el cual se someterá a la con-
sideración del Pleno de dicha Cámara. 
El Informe General Ejecutivo y los in-
formes individuales serán de carácter 
público y tendrán el contenido que de-
termine la ley; estos últimos incluirán 
como mínimo el dictamen de su revi-
sión, un apartado específico con las 
observaciones de la ASF, así como las 
justificaciones y aclaraciones que, en su 
caso, las entidades fiscalizadas hayan 
presentado sobre las mismas. Art. 79 
CPEUM y Art. 4. LFRCF

Informe presidencial

El informe presidencial tiene un inminen-
te carácter informativo pero, por deter-
minados elementos, confirmamos que 
éste es un acto de control del gobierno 
por parte de la institución representati-
va (Congreso), ya que posteriormente 
los parlamentarios “analizarán” el mis-
mo por materias: política interior, polí-
tica económica, política social y política 
exterior. Posteriormente podrán poner-
se en marcha otros actos de control, 
incluso, hasta concluir con la exigencia 
de responsabilidad política de un deter-
minado miembro del gobierno. DUTP

Informes trimestrales

Son los Informes sobre la Situación 
Económica, las Finanzas Públicas y la 
Deuda Pública que el Ejecutivo Federal 

presenta trimestralmente al Congreso 
de la Unión. Art. 2. LFPRH

Informes trimestrales de la SHCP al 
Congreso de la Unión

El Ejecutivo Federal, por conducto de 
la SHCP, entregará al Congreso de la 
Unión, información mensual y trimes-
tral en los términos señalados de forma 
específica en este artículo, del que no 
se abunda por estar a cargo de dicha 
SHCP y quien posee la mayor de las 
tecnologías para cumplir estos compro-
misos. Art. 107. LFPRH

Infracción

Corrección disciplinaria que consiste en 
anotar una infracción al culpable y que 
en caso de que se repita dará lugar a 
una sanción más grave. DLE

Acto realizado contra lo dispuesto 
en una norma legal o incumpliendo un 
compromiso contraído. GTDF

Infracción relacionada con las 
personas que emitan tarjetas 
autorizadas por el SAT y no 
expidan estados de cuenta

Se considera infracción en la que pue-
den incurrir las personas que emitan 
tarjetas de crédito, de débito, de ser-
vicio o las denominadas monederos 
electrónicos autorizadas por el SAT, en 
relación con las obligaciones a que se 
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refiere el artículo 32-E de este Código, 
el no expedir los estados de cuenta 
cumpliendo con lo previsto en las dis-
posiciones aplicables. Art. 84-I. CFF

Se considera infracción en la que 
pueden incurrir las personas morales a 
que se refiere el artículo 84-I de este 
Código, el no proporcionar al SAT la in-
formación contenida en los estados de 
cuenta, a que se refiere el artículo 32-E 
de este Código. Art. 84-K. CFF

Infracciones relacionadas con 
el cumplimiento de diversas 

obligaciones

Son infracciones relacionadas con la 
obligación de pago de las contribucio-
nes; de presentación de declaraciones, 
solicitudes, documentación, avisos, in-
formación o expedición de constancias, 
y del ingreso de información a través de 
la página de internet del SAT, todas las 
que enumera (44) y explicita el presen-
te artículo. Art. 81. CFF

Infracciones relacionadas con el 
dictamen de estados financieros

Son infracciones relacionadas con el 
dictamen de estados financieros que 
deben elaborar los contadores públicos 
de conformidad con el artículo 52 de 
este Código, el que el contador público 
que dictamina no observe la omisión de 
contribuciones recaudadas, retenidas, 
trasladadas o propias del contribuyente, 

en el informe sobre la situación fiscal 
del mismo, por el periodo que cubren 
los estados financieros dictaminados, 
cuando dichas omisiones se vinculen al 
incumplimiento de las normas de audi-
toría que regulan la capacidad, indepen-
dencia e imparcialidad profesionales del 
contador público, el trabajo que desem-
peña y la información que rinda como 
resultado de los mismos, y siempre que 
la omisión de contribuciones sea deter-
minada por las autoridades fiscales en 
ejercicio de sus facultades de compro-
bación mediante resolución que haya 
quedado firme.

No se incurrirá en la infracción a que 
se refiere el párrafo anterior, cuando la 
omisión determinada no supere el 10% 
de las contribuciones recaudadas, rete-
nidas o trasladadas, o el 15%, tratán-
dose de las contribuciones propias del 
contribuyente. Art. 91-A. CFF

Infracciones relacionadas con 
el ejercicio de funciones de los 

servidores públicos

Son infracciones a las disposiciones fis-
cales, en que pueden incurrir los ser-
vidores públicos en el ejercicio de sus 
funciones:

I)	 No exigir el pago total de las contri-
buciones y sus accesorios, recaudar, 
permitir u ordenar que se reciba el 
pago en forma diversa a la prevista 
en las disposiciones fiscales;
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II)	 Asentar falsamente que se ha dado 
cumplimiento a las disposiciones fis-
cales o que se practicaron visitas en 
el domicilio fiscal o incluir en las ac-
tas relativas datos falsos;

III)	Exigir una prestación que no esté 
prevista en las disposiciones fisca-
les, aun cuando se aplique a la reali-
zación de las funciones públicas;

IV)	Divulgar, hacer uso personal o inde-
bido de la información confidencial 
proporcionada por terceros indepen-
dientes que afecte su posición com-
petitiva; y

V)	Revelar a terceros, en contraven- 
ción a lo dispuesto por el artículo 69 
de este Código, la información que 
las instituciones que componen el 
sistema financiero hayan proporcio-
nado a las autoridades fiscales. Art. 
87. CFF

Infracciones relacionadas con 
el ejercicio de la facultad de 

comprobación

Son infracciones relacionadas con el 
ejercicio de la facultad de comproba-
ción las siguientes:

I)	 Oponerse a que se practique la visita 
en el domicilio fiscal. No suministrar 
los datos e informes que legalmen-
te exijan las autoridades fiscales; no 
proporcionar la contabilidad o parte 
de ella, el contenido de las cajas de 
valores y en general, los elementos 

que se requieran para comprobar el 
cumplimiento de obligaciones pro-
pias o de terceros, o no aportar la 
documentación requerida por la au- 
toridad;

II)	 No conservar la contabilidad o parte 
de ella;

III)	No suministrar los datos e infor- 
mes sobre clientes y proveedores 
que legalmente exijan las autorida-
des fiscales o no los relacionen con 
la clave que les corresponda;

IV)	Divulgar, hacer uso personal o inde-
bido de la información confidencial 
proporcionada por terceros indepen-
dientes que afecte su posición com-
petitiva; y

V)	Declarar falsamente que cumplen 
los requisitos que se señalan en el 
artículo 70-A de este Código. Art. 
85. CFF

Infracciones relacionadas con el 
Registro Federal de Contribuyentes

Son infracciones relacionadas con el 
RFC las nueve contravenciones que 
analiza el presente artículo. Art. 79

Infracciones relacionadas con 
entidades financieras

Son infracciones en las que pueden 
incurrir las entidades financieras o so-
ciedades cooperativas de ahorro y 
préstamo en relación a las obligaciones 
a que se refieren los artículos 32- B, 
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32-E, 40- A, 145, 151 y 156- Bis de 
este Código, en adición a las que se 
señalan en el presente apartado. Art. 
84- A. CFF

Infracciones relacionadas con la 
obligación de llevar contabilidad

Son infracciones relacionadas con la 
obligación de llevar contabilidad, siem-
pre que sean descubiertas en el ejerci-
cio de las facultades de comprobación 
o de las facultades previstas en el artí-
culo 22 de este Código, las 18 anorma-
lidades que detalla el presente artículo. 
Art. 83. CFF

Infracciones relacionadas  
con las casas de bolsa

Se considera infracción en la que pue-
den incurrir las casas de bolsa, el no 
proporcionar la información a que 
se refiere el artículo 58 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, respecto de 
contribuyentes que enajenen acciones 
con su intermediación. Art. 84-G. CFF

Infracciones relacionadas con las 
empresas de factoraje financiero

Se considera infracción en la que pue-
den incurrir las empresas de factoraje 
financiero y las sociedades financieras 
de objeto múltiple en relación a las obli-
gaciones a que se refieren el primero 
y segundo párrafos del artículo 32- C 

de este Código, el no efectuar la no-
tificación de la transmisión de créditos 
operada en virtud de un contrato de 
factoraje financiero, o el negarse a re-
cibir dicha notificación. Art. 84-E. CFF

Infracciones relacionadas con los 
fabricantes de bebidas alcohólicas

Son infracciones de los fabricantes, 
productores o envasadores de bebidas 
alcohólicas fermentadas, cerveza, be-
bidas refrescantes y de tabacos labra-
dos, según corresponda, no llevar el 
control físico a que se refiere el artículo 
19, fracción X de la LIEPS o llevarlo en 
forma distinta a lo que establece dicha 
fracción.

Asimismo, son infracciones de los 
productores o envasadores de bebidas 
alcohólicas, no llevar los controles físi-
co o volumétrico a que se refieren las 
fracciones X y XVI del artículo 19 de la 
LIEPS o llevarlos en forma distinta a lo 
que establecen dichas fracciones. Art. 
86-E. CFF

Infracciones relacionadas con los 
usuarios y cuentahabientes de 

instituciones de crédito

Son infracciones de los usuarios de los 
servicios, así como de los cuentaha-
bientes de las instituciones de crédito 
a que se refiere el último párrafo del 
artículo 30- A de este Código, la omi-
sión total o parcial de la obligación de 
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proporcionar la información relativa a su 
nombre, denominación o razón social, 
domicilio, clave del RFC o los datos re-
queridos para formar dicha clave o la 
que la sustituya, que les soliciten los 
prestadores de servicios y las institucio-
nes de crédito, o el proporcionar datos 
incorrectos o falsos. Art. 84-C. CFF

Infracciones relacionadas con 
marbetes, precintos o envases de 

bebidas alcohólicas

Son infracciones relacionadas con mar-
betes, precintos o envases que contie-
nen bebidas alcohólicas, en los términos 
de la LIEPS las que se señalan en el pre-
sente artículo. Art. 86-A. CFF

Infracciones relacionadas  
con terceros

Son infracciones cuya responsabilidad 
recae sobre terceros, las siguientes:

I)	 Asesorar, aconsejar o prestar servi-
cios para omitir total o parcialmente 
el pago de alguna contribución en 
contravención a las disposiciones 
fiscales;

II)	 Colaborar en la alteración o la ins-
cripción de cuentas, asientos o da-
tos falsos en la contabilidad o en los 
documentos que se expidan; y

III)	Ser cómplice en cualquier forma no 
prevista, en la comisión de infraccio-
nes fiscales.

No se incurrirá en la infracción a que 
se refiere la fracción primera de este 
artículo, cuando se manifieste en la opi-
nión que se otorgue por escrito que el 
criterio contenido en ella es diverso a 
los criterios dados a conocer por las 
autoridades fiscales en los términos del 
inciso h) de la fracción I del artículo 33 
de este Código o bien manifiesten tam-
bién por escrito al contribuyente que su 
asesoría puede ser contraria a la inter-
pretación de las autoridades fiscales. 
Art. 89. CFF

Infracciones y sanciones a 
contratistas impuestas por la SFP

Los licitantes o contratistas que infrin-
jan las disposiciones de esta Ley, serán 
sancionados por la SFP con multa equi-
valente a la cantidad de cincuenta has-
ta mil UMA elevadas al mes. Art. 77. 
LOPSRM

La SFP, además de la sanción an-
terior, inhabilitará temporalmente para 
participar en procedimientos de con-
tratación o celebrar contratos regula-
dos por esta Ley, a las personas que se 
encuentren en alguno de los supuestos 
siguientes:

I)	 Los licitantes que injustificadamente 
y por causas imputables a los mis-
mos no formalicen el contrato adju-
dicado por la convocante;

II)	 Los contratistas a los que se les haya 
rescindido administrativamente un 
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contrato en dos o más dependencias 
o entidades en un plazo de tres años;

III)	Los contratistas que no cumplan 
con sus obligaciones contractuales 
por causas imputables a ellos y que, 
como consecuencia, causen daños o 
perjuicios graves a la dependencia o 
entidad de que se trate;

IV)	Las que proporcionen informa-
ción falsa o que actúen con dolo o 
mala fe en algún procedimiento de 
contratación, en la celebración del 
contrato o durante su vigencia, o 
bien, en la presentación o desahogo 
de una solicitud de conciliación o de 
una inconformidad;

V)	Los contratistas que se encuentren 
en el supuesto de la fracción X del 
artículo 51 de este ordenamiento; y

VI)	Aquéllas que se encuentren en el 
supuesto del segundo párrafo del 
artículo 92 de esta Ley.

La inhabilitación que imponga no 
será menor de tres meses ni mayor de 
cinco años.

Las dependencias y entidades, den-
tro de los quince días siguientes a la 
fecha en que tengan conocimiento de 
alguna infracción a las disposiciones 
de esta Ley, remitirán a la SFP la docu-
mentación comprobatoria de los hechos 
presumiblemente constitutivos de la in-
fracción. Art. 78. LOPSRM

La SFP impondrá las sanciones con-
siderando lo dispuesto en los artículos 
presentes. Arts. 79-82. LOPSRM

Para el caso de las infracciones y 
sanciones de parte de la SFP a los li-
citantes o proveedores que infrinjan las 
disposiciones de la LAASSP, aquellas 
estarán fijadas de acuerdo a lo dispues-
to en los estos artículos. Arts. 59-64. 
LAASSP

Infracciones y sanciones en los 
proyectos de la APP

El incumplimiento a las disposiciones 
de la presente Ley, por parte de los ser-
vidores públicos, será sancionado por la 
SFP, acorde al clausulado de los propios 
contratos y a lo dispuesto en estos artí-
culos. Arts. 128-133. LAPP

Infraestructura social básica

Servicios indispensables para una ópti-
ma calidad de vida, que reduzcan ries-
gos en la vida cotidiana y en la salud de 
los habitantes (electrificación, agua po-
table, saneamiento, etcétera etc.). CPFM

Sistemas de dotación y distribución 
de los servicios básicos agua, drenaje, 
alcantarillado, energía eléctrica, teléfono 
y vías de comunicación, necesarios para 
el buen funcionamiento de las ciudades. 
DD

Indica los bienes y servicios que son 
de uso común de la población tal como 
los caminos pavimentados, alcantarilla-
do, sistemas de comunicación, infraes-
tructura educativa, deportiva y de salud, 
entre otros. CPFM
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Infraestructura urbana

Servicios que requiere una localidad 
para el buen funcionamiento en bene-
ficio de la población. Sinónimo de obra 
pública comprende la relacionada con 
vialidad, transporte, redes eléctricas 
o de transporte de energía, escuelas, 
mercados, obras así como recreación. 
DTMV

Ingreso

Son todos aquellos recursos que ob-
tienen los individuos, sociedades o go-
biernos por el uso de riqueza, trabajo 
humano, o cualquier otro motivo que 
incremente su patrimonio. En el caso 
del sector público, son los provenientes 
de los impuestos, derechos, productos, 
aprovechamientos, financiamientos in-
ternos y externos; así como de la venta 
de bienes y servicios del sector paraes-
tatal. GTUAPF

Ingreso corriente

Son los ingresos tributarios y no tribu-
tarios que se obtienen por la ejecución 
de la Ley de Ingresos de la Federación. 
GTUAPF

Ingreso de capital

Son aquellos recursos provenientes de 
la venta de activos fijos y valores finan-
cieros, financiamiento interno y externo, 

así como las transferencias presupues-
tales para inversión física, financiera y 
amortización de pasivos. MERAPM

Ingreso devengado

Es el que se realiza cuando existe ju-
rídicamente el derecho de cobro de 
impuestos, derechos, productos, apro-
vechamientos y otros ingresos por par-
te de los entes públicos. Art. 4. LGCG

Ingreso Nacional Neto

Es el saldo contable de los ingresos pri-
marios netos, se obtiene de la diferen-
cia entre el excedente de explotación y 
las rentas de la propiedad a cobrar y 
a pagar. La suma de todos los saldos 
que arrojan los sectores institucionales 
configura la medida del ingreso nacio-
nal neto. CTLFEF

Ingreso per cápita

Cantidad promedio de lo que percibe 
de ingreso cada persona en una región 
o en un determinado país. GTE

Ingresos corrientes

Recursos de origen fiscal o de opera-
ciones que realizan las entidades del 
sector paraestatal, obtenidos mediante 
la venta de bienes y servicios (excep-
tuando los activos fijos) erogaciones 
recuperables y las transferencias del 
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Gobierno Federal para gasto corriente. 
Son aquellas percepciones que signifi-
can un aumento del efectivo del sector 
público, como resultado de sus ope-
raciones normales, sin que provengan 
de la enajenación de su patrimonio. 
Percepciones provenientes de impues-
tos y entradas no recuperables, que no 
provengan de donaciones o de la ven-
ta de bienes raíces, activos intangibles, 
existencias o activos de capital fijo. Son 
los ingresos tributarios y no tributarios 
que se obtienen por la ejecución de la 
LIF. CTLFEF

Ingresos de libre  
disposición en los Estados

Los ingresos locales y las participacio-
nes federales, así como los recursos 
que, en su caso, reciban del Fondo de 
Estabilización de los Ingresos de las 
Entidades Federativas en los términos 
del artículo 19 de la LFPRH y cualquier 
otro recurso que no esté destinado a un 
fin específico. Art. 2. LDFEFM

Los Ingresos excedentes derivados 
de ingresos de libre disposición de las 
Entidades Federativas, deberán ser des-
tinados a los siguientes conceptos:

I)	 Para la amortización anticipada de 
la deuda pública, el pago de adeu-
dos de ejercicios fiscales anteriores, 
pasivos circulantes y otras obligacio-
nes, en cuyos contratos se haya pac-
tado el pago anticipado sin incurrir 

en penalidades y representen una 
disminución del saldo registrado en 
la cuenta pública del cierre del ejer-
cicio inmediato anterior, así como el 
pago de sentencias definitivas emiti-
das por la autoridad competente, la 
aportación a fondos para desastres 
naturales y de pensiones, conforme 
a lo siguiente:
a)	Cuando la Entidad Federativa se 

clasifique en un nivel de endeu-
damiento elevado, de acuerdo al 
Sistema de Alertas, cuando me-
nos el 50%;

b)	Cuando la Entidad Federativa 
se clasifique en un nivel de en-
deudamiento en observación, de 
acuerdo al Sistema de Alertas, 
cuando menos el 30%; y

II)	 En su caso, el remanente para:
a)	 Inversión pública productiva, a 

través de un fondo que se consti-
tuya para tal efecto, con el fin de 
que los recursos correspondien-
tes se ejerzan a más tardar en el 
ejercicio inmediato siguiente; y

b)	La creación de un fondo cuyo ob-
jetivo sea compensar la caída de 
ingresos de libre disposición de 
ejercicios subsecuentes.

Los ingresos excedentes derivados 
de ingresos de libre disposición de las 
Entidades Federativas podrán destinarse 
a los rubros mencionados en el presente 
artículo, sin limitación alguna, siempre y 
cuando la Entidad Federativa se clasifique 
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en un nivel de endeudamiento sostenible 
de acuerdo al Sistema de Alertas.

Cuando la Entidad Federativa se 
clasifique en un nivel de endeudamien-
to sostenible de acuerdo al Sistema de 
Alertas, podrá utilizar hasta un 5% de los 
recursos a los que se refiere el presente 
artículo para cubrir gasto corriente.

Tratándose de ingresos de libre dis-
posición que se encuentren destinados 
a un fin específico en términos de las 
leyes, no resultarán aplicables las dis-
posiciones establecidas en el presente 
artículo. Art. 14. LDFEFM

Los ingresos excedentes derivados 
de ingresos de libre disposición a que 
hace referencia el artículo 14, fracción I 
de la LDFEFM, podrán destinarse a redu-
cir el balance presupuestario de recursos 
disponibles negativo de ejercicios ante-
riores, a partir de la entrada en vigor de 
esta Ley y hasta el ejercicio fiscal 2022. 
Noveno Transitorio. LDFEFM

Ingresos excedentes

Los recursos que durante el ejercicio fiscal 
se obtienen en exceso de los aprobados 
en la Ley de Ingresos. Art. 2. LDFEFM

Ingresos excedentes de los Poderes 
Legislativo y Judicial, y otros

Los ingresos acumulados que obtengan 
en exceso a los previstos en el calenda-
rio que publique la SHCP de los ingresos 
contemplados en el artículo 1 de esta 

Ley, los poderes Legislativo y Judicial de 
la Federación, los tribunales administra-
tivos, los órganos autónomos por dispo-
sición constitucional, las dependencias 
del Ejecutivo Federal y sus órganos ad-
ministrativos desconcentrados, así como 
las entidades, se deberán aplicar en los 
términos de la LFPRH y su Reglamento, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artícu-
lo 12 de esta Ley. Arts. 18-19. LIF

Ingresos fiscales

Son aquellos que recauda el Estado 
para financiar las actividades del sec-
tor público, tales como impuestos, de-
rechos, productos y aprovechamientos. 
De éstos, los impuestos constituyen la 
mayor parte de los recursos fiscales de 
que dispone el Estado para financiar 
sus erogaciones. Art. 1.LIF

Ingresos locales

Aquéllos percibidos por las Entidades 
Federativas y los Municipios por im-
puestos, contribuciones de mejoras, 
derechos, productos y aprovechamien-
tos, incluidos los recibidos por venta de 
bienes y prestación de servicios y los 
demás previstos en términos de las dis-
posiciones aplicables. Art. 2. LDFEFM

Ingresos no tributarios

Son los ingresos que el Gobierno Fe- 
deral obtiene como contraprestación a 
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un servicio público (derechos) del pago 
por el uso, aprovechamiento o enaje-
nación de bienes de dominio privado 
(productos) del pago de las personas 
físicas y morales que se benefician de 
manera directa por obras públicas (con-
tribución de mejoras) y por los ingresos 
ordinarios provenientes por funciones 
de derecho público, distintos de im-
puestos, derechos, productos y aprove-
chamientos. CTLFEF

Ingresos petroleros

Son los recursos que reciba el Gobierno 
Federal por la suma de las transferencias 
desde el Fondo Mexicano del Petróleo 
que se incluyan en la LIF y el PEF para 
cubrir los conceptos señalados en el ar-
tículo 16, fracción II, incisos a) a g) de 
la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo 
para la Estabilización y el Desarrollo y 
la recaudación por el impuesto sobre la 
renta que se genere por los contratos y 
asignaciones a que se refiere el párrafo 
séptimo del artículo 27 de la CPEUM. 
Art. 2. LFPRH

Ingresos por financiamientos  
y la LIF

En el ejercicio fiscal de 2018, la Federación 
percibirá los ingresos provenientes de los 
conceptos y financiamientos o endeuda-
mientos internos o externos que en las 
cantidades estimadas, se enumeran en 
este artículo. Art. 1. LIF

Se autoriza al Ejecutivo Federal, por 
conducto de la SHCP para contratar y 
ejercer créditos, empréstitos y otras 
formas del ejercicio del crédito público, 
incluso mediante la emisión de valores, 
en los términos de la LFDP y para el 
financiamiento del PEF para el Ejercicio 
Fiscal 2018, por un monto de endeuda-
miento neto interno hasta por 470 mil 
millones de pesos, con las característi-
cas y situaciones descritas y previstas 
en este artículo. Art. 2. LIF

Con las modificaciones respectivas, 
las adecuaciones legales imperantes y 
los importes correspondientes, el meca-
nismo descrito para el año fiscal 2018, 
se ha repetido al menos en los cinco 
años previos y por su comportamien-
to histórico tanto en el Poder Ejecutivo 
como en el Poder Legislativo, puede 
manifestarse que el procedimiento se-
guirá siendo utilizado para la LIF y para 
el PEF en años fiscales por venir.

Ingresos propios

Prestaciones, contraprestaciones, contri- 
buciones, recargos multas, etc. Llamados 
comúnmente arbitrios, que tiene dere-
cho a cobrar el municipio mediante sus 
propios medios de recaudación y que 
se encuentran reglamentados. Artículo 
11 del Código Hacendado Municipal. 
DTMV

Son los recursos que por cualquier 
concepto obtengan las entidades, dis-
tintos a los recursos por concepto de 
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subsidios y transferencias, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales. 
Art. 2, LFPRH

Ingresos totales

La totalidad de los ingresos de libre dis-
posición, las Transferencias federales 
etiquetadas y el financiamiento neto. 
Art. 2. LDFEFM

Ingresos y endeudamiento  
público para la LIF

En el ejercicio fiscal de 2018, la Federación 
percibirá los ingresos provenientes de los 
conceptos y en las cantidades estimadas 
que se describen analíticamente en el ar-
tículo inicial de esta Ley.

Derivado del monto de ingresos 
fiscales a obtener durante el ejercicio 
fiscal, se proyecta una recaudación fe-
deral participable por 2 billones 902 
mil 721.9 millones de pesos.

La aplicación de los recursos a que 
se refiere el párrafo anterior, se hará de 
acuerdo a lo establecido en el PEF para 
el Ejercicio Fiscal 2018.

Los recursos que durante el ejer-
cicio fiscal de 2018 se destinen al 
Fondo de Estabilización de los Ingresos 
de las Entidades Federativas en tér-
minos de las disposiciones aplicables, 
podrán utilizarse para cubrir las obli-
gaciones derivadas de los esquemas 
que, a fin de mitigar la disminución en 

participaciones federales del ejercicio 
fiscal, se instrumenten para potenciar 
los recursos que, con cargo a dicho fon-
do, reciben las entidades federativas.

Hasta el 25% de las aportacio-
nes que con cargo a los fondos de 
Aportaciones para el Fortalecimiento de 
los Municipios y de las Demarcaciones 
Territoriales del Distrito Federal, y para 
el Fortalecimiento de las Entidades 
Federativas, corresponda recibir a las 
entidades federativas, municipios y de-
marcaciones territoriales de la Ciudad 
de México podrán servir como fuente 
de pago o compensación de las obliga-
ciones que contraigan con el Gobierno 
Federal, siempre que exista acuerdo en-
tre las partes y sin que sea necesario 
obtener la autorización de la legislatura 
local ni la inscripción ante la SHCP en 
el Registro Público Único, previsto en la 
LDFEFM. Art. 1. LIF

Iniciativa

Es el acto jurídico por el cual da inicio el 
proceso legislativo. CTLFEF

Iniciativa popular

Facultad que tienen los ciudadanos y los 
Ayuntamientos de presentar iniciativas 
de leyes o decretos ante el Congreso 
del Estado. El Referendo no podrá cele-
brarse en años electorales. Artículos 15 
y 17 de la Constitución de Veracruz y, 
1, 3 y 8 de la Ley de Referendo. DTMV
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Iniciativas presidenciales 
preferentes

El día de la apertura de cada periodo 
ordinario de sesiones el Presidente de 
la República podrá presentar hasta dos 
iniciativas para trámite preferente, o 
señalar con tal carácter hasta dos que 
hubiere presentado en periodos an-
teriores, cuando estén pendientes de 
dictamen. Cada iniciativa deberá ser 
discutida y votada por el Pleno de la 
Cámara de su origen en un plazo máxi-
mo de treinta días naturales. Si no fuere 
así, la iniciativa, en sus términos y sin 
mayor trámite, será el primer asunto que 
deberá ser discutido y votado en la si-
guiente sesión del Pleno. En caso de ser 
aprobado o modificado por la Cámara 
de su origen, el respectivo proyecto de 
ley o decreto pasará de inmediato a la 
Cámara revisora, la cual deberá discutir-
lo y votarlo en el mismo plazo y bajo las 
condiciones antes señaladas.

No podrán tener carácter preferen-
te las iniciativas de adición o reforma a 
esta Constitución. Art. 71. CPEUM

Inicio de toda investigación por 
responsabilidad administrativa de 

servidores públicos

En el curso de toda investigación de-
berán observarse los principios de 
legalidad, imparcialidad, objetividad, 
congruencia, verdad material y res-
peto a los derechos humanos. Las 

autoridades competentes serán res-
ponsables de la oportunidad, exhausti-
vidad y eficiencia en la investigación, la 
integralidad de los datos y documen-
tos, así como el resguardo del expe-
diente en su conjunto.

Igualmente, incorporarán a sus inves-
tigaciones, las técnicas, tecnologías y 
métodos de investigación que observen 
las mejores prácticas internacionales.

Las autoridades investigadoras, de 
conformidad con las leyes de la materia, 
deberán cooperar con las autoridades 
internacionales a fin de fortalecer los 
procedimientos de investigación, com-
partir las mejores prácticas internacio-
nales, y combatir de manera efectiva la 
corrupción. Art. 90. LGRA.

La investigación por la presunta res-
ponsabilidad de faltas administrativas 
iniciará de oficio, por denuncia o deri-
vado de las auditorías practicadas por 
parte de las autoridades competentes 
o, en su caso, de auditores externos.

Las denuncias podrán ser anónimas. 
En su caso, las autoridades investigado-
ras mantendrán con carácter de confi-
dencial la identidad de las personas que 
denuncien las presuntas infracciones. 
Art. 91. LGRA.

Las autoridades investigadoras esta-
blecerán áreas de fácil acceso, para que 
cualquier interesado pueda presentar 
denuncias por presuntas faltas admi-
nistrativas, de conformidad con los cri-
terios establecidos en la presente Ley. 
Art. 92. LGRA.
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La denuncia deberá contener los 
datos o indicios que permitan advertir 
la presunta responsabilidad administra-
tiva por la comisión de faltas adminis-
trativas, y podrán ser presentadas de 
manera electrónica a través de los me-
canismos que para tal efecto establez-
can las Autoridades investigadoras, lo 
anterior sin menoscabo de la plataforma 
digital que determine, para tal efecto, el 
Sistema Nacional Anticorrupción. Art. 
93. LGRA

Inicio de vigencia

Las leyes fiscales, sus reglamentos y las 
disposiciones administrativas de carác-
ter general, entrarán en vigor en toda la 
República el día siguiente al de su pu-
blicación en el DOF, salvo que en ellas 
se establezca una fecha posterior. Art. 
7. CFF

Inicio del procedimiento de 
responsabilidad administrativa y 

consideraciones al respecto

El procedimiento de responsabilidad 
administrativa dará inicio cuando las 
autoridades substanciadoras, en el 
ámbito de su competencia, admitan el 
Informe de Presunta Responsabilidad 
Administrativa. La admisión de dicho 
Informe interrumpirá los plazos de 
prescripción señalados en el artícu-
lo 74 de esta Ley y fijará la materia 
del procedimiento de responsabilidad 

administrativa. Si con posterioridad a 
la admisión del informe las autoridades 
investigadoras adviertan la probable 
comisión de cualquier otra falta admi-
nistrativa imputable a la misma persona 
señalada como presunto responsable, 
deberán elaborar un diverso Informe de 
Presunta Responsabilidad Administrativa 
y promover el respectivo procedimiento 
de responsabilidad administrativa por 
separado, sin perjuicio de que, en el 
momento procesal oportuno, puedan 
solicitar su acumulación. Arts. 112-
114. LGRA

La autoridad a quien se encomiende 
la substanciación y, resolución del pro-
cedimiento de responsabilidad admi-
nistrativa, deberá ser distinto de aquél 
o aquellos encargados de la investiga-
ción. Para tal efecto, las Secretarías, 
los Órganos internos de control, la 
ASF, las ENFIS, así como las unidades 
de responsabilidades de las empresas 
productivas del Estado, contarán con 
la estructura orgánica necesaria para 
realizar las funciones correspondientes 
a las autoridades investigadoras y subs-
tanciadoras, y garantizarán la indepen-
dencia entre ambas en el ejercicio de 
sus funciones. Art. 115. LGRA

Inicio del proceso de fiscalización

Para la fiscalización de la Cuenta Pública, 
la ASF realizará, conforme al programa 
anual de auditorías aprobado, las au-
ditorías e investigaciones, solicitando 
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información y documentación durante 
el desarrollo de las mismas.

La ASF podrá iniciar el proceso de 
fiscalización a partir del primer día hábil 
del ejercicio fiscal siguiente, sin perjui-
cio de que las observaciones o reco-
mendaciones que, en su caso realice, 
deberán referirse a la información defi-
nitiva presentada en la Cuenta Pública. 
Una vez que le sea entregada la Cuenta 
Pública, podrá realizar las modificacio-
nes al programa anual de las auditorías 
que se requieran y lo hará del cono-
cimiento de la Comisión de Vigilancia. 
Art. 17. LFRCF

Inmuebles, bienes y derechos  
del dominio público  

de un proyecto de APP

A los inmuebles, bienes y derechos del 
dominio público de un proyecto de APP 
les será aplicable la Ley General de 
Bienes Nacionales y demás disposicio-
nes respectivas.

Los demás inmuebles, bienes y dere-
chos incorporados a la infraestructura, 
o necesarios para la prestación de los 
servicios del proyecto, no podrán ser 
enajenados, hipotecados, gravados o 
de cualquier manera afectarse, sin pre-
via autorización expresa y por escrito 
de la dependencia o entidad contratan-
te, la cual no podrá negarse salvo por 
causa justificada.

Lo anterior, sin perjuicio de las de-
más autorizaciones que, conforme a las 

disposiciones aplicables, corresponda a 
otras dependencias o entidades com-
petentes. Art. 97. LAPP

Inmunidad parlamentaria

La inmunidad parlamentaria siempre ha 
estado presente en toda institución re-
presentativa o parlamentaria, tanto en el 
Estado liberal, el Estado de derecho, el 
Estado social de derecho y, en la ac-
tualidad, en el Estado contemporáneo 
o Estado social y democrático contem-
poráneo, pero con características muy 
distintas.

La inmunidad parlamentaria es un 
privilegio de los parlamentarios (dipu-
tados y senadores), que consiste en 
aquella protección, de carácter proce-
sal, que tienen los mismos cuando se 
les intenta seguir un proceso penal, por 
su probable responsabilidad en la comi-
sión de un delito.

En algunos ordenamientos jurí-
dicos, por la proximidad que existe 
entre la inmunidad y la inviolabilidad 
parlamentaria como privilegios par-
lamentarios, se les ha equiparado y 
manejado indistintamente, ya que al 
transgredir ciertas esferas de protec-
ción que proporciona la inviolabilidad 
se haría necesario que procediera la 
protección procesal o inmunidad par-
lamentaria. Por lo anterior, creemos 
necesario señalar la diferencia princi-
pal que existe entre estas dos figuras. 
La inviolabilidad es una protección de 



I

523

orden sustantivo, que consiste en la 
no responsabilidad por las opiniones 
manifestadas en el ejercicio de la fun-
ción parlamentaria, mientras que la in-
munidad es una protección procesal. 
Sin embargo, el objeto de estas dos 
figuras parlamentarias es garantizar la 
libertad del parlamentario (diputado y 
senador) en el ejercicio de la función 
parlamentaria, evitando que, so pre-
texto de acusación de un delito co-
metido por un parlamentario, se halle 
escondido un móvil político o partidis-
ta. DUTP

Insaculación

Acción y efecto de insacular, de poner 
en un saco -de ahí la voz-, cántaro o 
urna cédulas o boletas con números o 
con nombres de personas o cosas, para 
sacar una o más por suerte. El método 
se emplea en múltiples actuaciones ju-
diciales, para la designación de jurados 
o peritos y en ocasiones, para determi-
nar las personas llamadas a desempe-
ñar algunas funciones públicas. DCJPS

Inspección

Es un procedimiento de auditoría, me-
diante el cual la ASF verifica la exis-
tencia física de un activo o documento 
y/o el avance físico financiero de una 
obra pública, de una entidad fiscaliza-
da. Dicho procedimiento forma parte de 
una Guía de Auditoría. CTLFEF

Instancia de control competente

Las áreas de fiscalización y control al 
interior de las entidades fiscalizadas o 
cualquier instancia que lleve a cabo fun-
ciones similares. CTLFEF

Instancia ejecutora

Dependencia, Entidad u Organismo res-
ponsable de la realización de los pro-
yectos obras o acciones; pueden ser 
municipios, gobiernos de las entidades 
federativas, dependencias o entidades 
federales, las delegaciones, sociedad 
civil organizada y hasta los beneficiarios 
de los proyectos. CPFM

Instancia responsable

Instancia ejecutora del Programa; es de-
cir, quien opera el Programa. CPFM

Instituciones

Dependencias y entidades de la APF, 
incluidas la Presidencia de la República, 
los órganos administrativos desconcen-
trados y la PGR. GTTP

Instituciones financieras

Instituciones de crédito, sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple, casas de 
bolsa, almacenes generales de depó-
sito, uniones de crédito, instituciones 
de seguros, sociedades mutualistas de 
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seguros, sociedades cooperativas de 
ahorro y préstamo, sociedades financie-
ras populares y sociedades financieras 
comunitarias y cualquiera otra sociedad 
autorizada por la SHCP o por cuales-
quiera de las Comisiones Nacionales 
para organizarse y operar como ta-
les, siempre y cuando la normatividad 
que les resulte aplicable no les prohí-
ba el otorgamiento de créditos. Art. 2. 
LDFEFM

Instituciones nacionales de crédito

Sociedades con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, que prestan el servi-
cio de banca y crédito con apoyo a las 
prácticas y usos bancarios pero operan 
según directrices de política económi-
ca señaladas por el ejecutivo federal. 
Este tipo de sociedades participan en 
la intermediación financiera, orientada 
a captar el ahorro interno y canalizarlo 
hacia aquellas actividades estratégicas 
y prioritarias que se señalan en el PND y 
los Programas de Mediano Plazo. DINC

Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del 
Estado (ISSSTE), la SHCP y la LIF

El ISSSTE, durante el ejercicio fiscal 
2018 y en ejercicio de las facultades 
que le confiere el artículo 22 de la Ley 
del ISSSTE requerirá a la SHCP los pa-
gos correspondientes a los adeudos 
vencidos que tengan las dependencias 

o entidades de los municipios o de 
las entidades federativas, con cargo a 
las participaciones y transferencias fe-
derales de las entidades federativas y 
los municipios que correspondan. Art. 
Décimo Séptimo Transitorio. LIF

Instituto Federal de 
Telecomunicaciones (IFETEL)

El IFETEL es un órgano autónomo, con 
personalidad jurídica y patrimonio pro-
pio, que tiene por objeto el desarrollo 
eficiente de la radiodifusión y las teleco-
municaciones, conforme a lo dispuesto 
en esta Constitución y en los términos 
que fijen las leyes. Para tal efecto, tendrá 
a su cargo la regulación, promoción y 
supervisión del uso, aprovechamiento y 
explotación del espectro radioeléctrico, 
las redes y la prestación de los servicios 
de radiodifusión y telecomunicaciones, 
así como del acceso a infraestructura 
activa, pasiva y otros insumos esencia-
les, garantizando lo establecido en los 
artículos 6 y 7 de esta Constitución.

El IFETEL será también la autoridad 
en materia de competencia económica 
de los sectores de radiodifusión y te-
lecomunicaciones, y estará a lo que le 
faculta el numeral 28 constitucional. 
Garantizará que el Gobierno Federal 
cuente con las concesiones necesarias 
para el ejercicio de sus funciones.

La COFECE y el IFETEL, serán in-
dependientes en sus decisiones y 
funcionamiento, profesionales en su 
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desempeño e imparciales en sus ac-
tuaciones, y se regirán conforme a lo 
establecido en este artículo. Art. 28. 
CPEUM

Instituto Nacional de Acceso a la 
Información y Protección de Datos 

Personales (INAI)

La Federación contará con un organis-
mo autónomo, especializado, imparcial, 
colegiado, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, con plena autono-
mía técnica, de gestión, capacidad para 
decidir sobre el ejercicio de su presu-
puesto y determinar su organización 
interna, responsable de garantizar el 
cumplimiento del derecho de acceso a 
la información pública y a la protección 
de datos personales en posesión de los 
sujetos obligados. Se regirá por la ley 
en materia de transparencia y acceso a 
la información pública y protección de 
datos personales en posesión de suje-
tos obligados.

En su funcionamiento se regirá por 
los principios de certeza, legalidad, in-
dependencia, imparcialidad, eficacia, 
objetividad, profesionalismo, trans-
parencia y máxima publicidad. Tiene 
competencia para conocer de los asun-
tos relacionados con el acceso a la in-
formación pública y la protección de 
datos personales de cualquier autori-
dad, entidad, órgano u organismo que 
forme parte de alguno de los Poderes 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos 

autónomos, partidos políticos, fideico-
misos y fondos públicos, así como de 
cualquier persona física, moral o sin-
dicatos que reciba y ejerza recursos 
públicos o realice actos de autoridad 
en el ámbito federal; con excepción de 
aquellos asuntos jurisdiccionales que 
correspondan a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. Conocerá de los 
recursos que interpongan los particu-
lares respecto de las resoluciones de 
los organismos autónomos especia-
lizados de las entidades federativas 
que determinen la reserva, confiden-
cialidad, inexistencia o negativa de la 
información.

La ley establecerá aquella informa-
ción que se considere reservada o confi-
dencial. Las resoluciones del organismo 
garante son vinculatorias, definitivas e 
inatacables para los sujetos obligados. 
La ley establecerá las medidas de apre-
mio que podrá imponer para asegurar 
el cumplimiento de sus decisiones. 
Toda autoridad y servidor público es-
tará obligado a coadyuvar en el buen 
desempeño de las funciones del INAI.

El organismo garante, que se inte-
gra por siete comisionados, coordinará 
sus acciones con la ASF, con la entidad 
especializada en materia de archivos y 
con el organismo encargado de regular 
la captación, procesamiento y publica-
ción de la información estadística y geo-
gráfica, así como con los organismos 
garantes de las entidades federativas, 
con el objeto de fortalecer la rendición 
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de cuentas del Estado Mexicano. Art. 
6, Apartado A. CPEUM

Las atribuciones del INAI, se descri-
ben de manera específica en el aparta-
do 21 de la Ley en sus 24 fracciones. 
Art. 21. LFTAIP

Los principios del INAI son los princi-
pios de certeza, legalidad, independen-
cia, imparcialidad, eficacia, objetividad, 
profesionalismo, transparencia y máxi-
ma publicidad. Art. 17. LFTAIP

Instituto Nacional de Acceso a la 
Información, Comisionado del

Cada uno de los integrantes del Pleno 
del Instituto y de los Organismos garan-
tes de los Estados y de la Ciudad de 
México. Art. 3. LGTAIP

Durarán en su encargo siete años, sin 
posibilidad de reelección, y durante el 
mismo no podrán tener ningún otro em-
pleo, cargo o comisión, con excepción 
de los no remunerados en instituciones 
docentes, científicas o de beneficencia. 
Art. 27. LFTAIP

Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía (INEGI)

Organismo público autónomo respon-
sable de normar y coordinar el Sistema 
Nacional de Información Estadística y 
Geográfica, así como de captar y difun-
dir información de México en cuanto al 
territorio, los recursos, la población y 
economía, que permita dar conocer las 

características de nuestro país y ayudar 
a la toma de decisiones. Creado, por 
decreto presidencial 25 de enero de 
1983. QSINEGI

Instituto Nacional Electoral (INE)

Consultar el artículo 41 de la CPEUM, 
fracción V Apartados A, B, C y D, así 
como la fracción VI. Además de anali-
zar el apartado de Partidos políticos, 
elecciones y renovación de los poderes 
Legislativo y Ejecutivo.

El INE de acuerdo con lo que dis-
pone la ley, declarará la validez de las 
elecciones de diputados y senadores 
en cada uno de los distritos electo-
rales uninominales y en cada una de 
las entidades federativas; otorgará las 
constancias respectivas a las fórmulas 
de candidatos que hubiesen obtenido 
mayoría de votos y hará la asignación 
de senadores de primera minoría de 
conformidad con lo dispuesto en el artí-
culo 56 de esta Constitución y en la ley. 
Asimismo, hará la declaración de vali-
dez y la asignación de diputados según 
el principio de representación propor-
cional de conformidad con el artículo 
54 de esta Constitución y la ley.

Las determinaciones sobre la de-
claración de validez, el otorgamiento 
de las constancias y la asignación de 
diputados o senadores podrán ser im-
pugnadas ante las salas regionales del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. Las resoluciones de dichas 
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salas, podrán ser revisadas exclusiva-
mente por la Sala Superior del propio 
Tribunal, a través del medio de impug-
nación que los partidos políticos podrán 
interponer únicamente cuando por los 
agravios esgrimidos se pueda modificar 
el resultado de la elección. Los fallos de 
la Sala serán definitivos e inatacables. 
La ley establecerá los presupuestos, 
requisitos de procedencia y el trámite 
para este medio de impugnación. Art. 
60. CPEUM

Las sanciones económicas que, 
en su caso, aplique el INE derivado 
del régimen disciplinario de los par-
tidos políticos durante 2018, serán 
concentradas a la TESOFE dentro de 
los 30 días naturales siguientes a la 
fecha en que se realice el pago o se 
haga efectivo el descuento. Los recur-
sos obtenidos por este concepto se-
rán destinados en los términos de las 
disposiciones aplicables al Ramo 38 
para el CONACYT y deberán destinar-
se a actividades sustantivas; dichos 
recursos no podrán ejercerse en ser-
vicios personales y su ejercicio y des-
tino deberá reportarse en los Informes 
Trimestrales. Art. 42. PEF

Instituto para el Desarrollo 
Técnico de las Haciendas Públicas 

(INDETEC)

El INDETEC, es un organismo público, 
con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, con las siguientes funciones:

I)	 Realizar estudios relativos al siste-
ma nacional de coordinación fiscal;

II)	 Hacer estudios permanentes de la 
legislación tributaria vigente en la 
Federación y en cada una de las 
entidades;

III)	 Sugerir medidas para coordinar la 
acción impositiva federal y local, y 
lograr la más equitativa distribución 
de los ingresos entre la Federación 
y las entidades;

IV)	 Desempeñar las funciones de secre-
taría técnica de la Reunión Nacional 
y de la Comisión Permanente de 
Funcionarios Fiscales;

V)	 Actuar como consultor técnico de 
las haciendas públicas;

VI)	 Promover el desarrollo técnico de 
las haciendas públicas municipales;

VII)	Capacitar técnicos y funcionarios 
fiscales; y

VIII)	Desarrollar los programas que 
apruebe la Reunión Nacional de 
Funcionarios Fiscales.

Para el desempeño de las funciones 
indicadas el INDETEC podrá participar 
en programas con otras instituciones u 
organismos que realicen actividades si-
milares. Arts. 22-23. LCF

Instituto para la Protección al 
Ahorro Bancario (IPAB)

Se autoriza al IPAB a contratar créditos 
o emitir valores con el único objeto de 
canjear o refinanciar exclusivamente sus 
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obligaciones financieras, a fin de ha-
cer frente a sus obligaciones de pago, 
otorgar liquidez a sus títulos y, mejo-
rar los términos y condiciones de sus 
obligaciones financieras. Los recursos 
obtenidos con esta autorización única-
mente se podrán aplicar en los términos 
establecidos en la Ley de Protección 
al Ahorro Bancario incluyendo sus ar-
tículos transitorios. Sobre estas ope-
raciones de canje y refinanciamiento 
se deberá informar trimestralmente al 
Congreso de la Unión.

El Banco de México actuará como 
agente financiero del IPAB, para la 
emisión, colocación, compra y venta, 
en el mercado nacional, de los valores 
representativos de la deuda del citado 
Instituto y, en general, para el servicio 
de dicha deuda. El Banco de México 
también podrá operar por cuenta propia 
con los valores referidos y actuar con-
forme lo mandata la Ley del IPAB y la 
presente. Art. 2. LIF (Ver también Ley 
de Protección al Ahorro Bancario)

Instituto del Fondo Nacional de 
la Vivienda para los Trabajadores 

(INFONAVIT)

Toda empresa agrícola, industrial, mine-
ra o de cualquier otra clase de trabajo, 
estará obligada, según lo determinen 
las leyes reglamentarias a proporcio-
nar a los trabajadores habitaciones có-
modas e higiénicas. Esta obligación se 
cumplirá mediante las aportaciones que 

las empresas hagan a un fondo nacio-
nal de la vivienda a fin de constituir de-
pósitos en favor de sus trabajadores y 
establecer un sistema de financiamiento 
que permita otorgar a éstos crédito ba-
rato y suficiente para que adquieran en 
propiedad tales habitaciones.

Se considera de utilidad social la ex-
pedición de una ley para la creación de 
un organismo integrado por representan-
tes del Gobierno Federal, de los trabaja-
dores y de los patrones, que administre 
los recursos del fondo nacional de la vi-
vienda. Dicha ley regulará las formas y 
procedimientos conforme a los cuales 
los trabajadores podrán adquirir en pro-
piedad las habitaciones antes menciona-
das. Art. 123, Apartado A. CPEUM

Instrumentos de control  
y consulta archivística

Propician la organización, administra-
ción, conservación y localización ex-
pedita de sus archivos de los sujetos 
obligados:

I)	 El cuadro general de clasificación 
archivística;

II)	 El catálogo de disposición documen- 
tal;

III)	Los inventarios documentales:
a)	General;
b)	De transferencia; y
c)	De baja; y

IV)	La guía simple de archivos. Art. 19. 
LFA
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Instrumentos de rendición de 
cuentas, evolución patrimonial, 

declaración de intereses y 
constancia de declaración fiscal

Los instrumentos de rendición de cuen-
tas, acorde a la LGRA son el sistema de 
evolución patrimonial, de declaración 
de intereses y constancia de presenta-
ción de declaración fiscal

La Secretaría Ejecutiva del SNA, lle-
vará el sistema de evolución patrimonial, 
de declaración de intereses y constancia 
de presentación de declaración fiscal, a 
través de la Plataforma digital nacional 
que al efecto se establezca, de confor-
midad con lo previsto en la LGSNA, así 
como las bases, principios y lineamien-
tos que apruebe el Comité Coordinador 
del SNA. Art. 26. LGRA

La Plataforma digital nacional conta-
rá además con los sistemas de informa-
ción específicos que estipula la LGSNA.

En el sistema de evolución patrimo-
nial, de declaración de intereses y de 
constancias de presentación de la de-
claración fiscal de la Plataforma digital 
nacional, se inscribirán los datos pú-
blicos de los servidores públicos obli-
gados a presentar declaraciones de 
situación patrimonial y de intereses. De 
igual forma, se inscribirá la constancia 
que para efectos de esta Ley emita la 
autoridad fiscal, sobre la presentación 
de la declaración anual de impuestos.

En el sistema nacional de servidores 
públicos y particulares sancionados de 

la Plataforma digital nacional se inscribi-
rán y se harán públicas, de conformidad 
con lo dispuesto en la LGSNA y las dis-
posiciones legales en materia de trans-
parencia, las constancias de sanciones 
o de inhabilitación que se encuentren 
firmes en contra de los servidores pú-
blicos o particulares que hayan sido 
sancionados por actos vinculados con 
faltas graves en términos de esta Ley, 
así como la anotación de aquellas abs-
tenciones que hayan realizado las auto-
ridades investigadoras o el Tribunal, en 
términos de los artículos 77 y 80 de 
esta Ley.

Los entes públicos, previo al nom-
bramiento, designación o contratación 
de quienes pretendan ingresar al ser-
vicio público, consultarán el sistema 
nacional de servidores públicos y par-
ticulares sancionados de la Plataforma 
digital nacional, con el fin de verificar si 
existen inhabilitaciones de dichas per-
sonas. Art. 27. LGRA

La información relacionada con las 
declaraciones de situación patrimonial 
y de intereses, podrá ser solicitada y 
utilizada por el Ministerio Público, los 
Tribunales o las autoridades judiciales 
en el ejercicio de sus respectivas atri-
buciones, el servidor público interesado 
o bien, cuando las Autoridades investi-
gadoras, substanciadoras o resolutoras 
lo requieran con motivo de la investiga-
ción o la resolución de procedimientos 
de responsabilidades administrativas. 
Art. 28. LGRA
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Las declaraciones patrimoniales y 
de intereses serán públicas salvo los 
rubros cuya publicidad pueda afectar 
la vida privada o los datos personales 
protegidos por la Constitución. Para 
tal efecto, el Comité Coordinador, a 
propuesta del Comité de Participación 
Ciudadana, emitirá los formatos res-
pectivos, garantizando que los rubros 
que pudieran afectar los derechos 
aludidos queden en resguardo de las 
autoridades competentes. Art. 29. 
LGRA

Las Secretarías y los Órganos inter-
nos de control, según sea el caso, de-
berán realizar una verificación aleatoria 
de las declaraciones patrimoniales que 
obren en el sistema de evolución patri-
monial, de declaración de intereses y 
constancia de presentación de declara-
ción fiscal, así como de la evolución del 
patrimonio de los servidores públicos. 
De no existir ninguna anomalía expedi-
rán la certificación correspondiente, la 
cual se anotará en dicho sistema. En 
caso contrario, iniciarán la investigación 
que corresponda. Art. 30. LGRA

Las Secretarías, así como los Ór- 
ganos internos de control de los en-
tes públicos, según corresponda, serán 
responsables de inscribir y mantener 
actualizada en el sistema de evolución 
patrimonial, de declaración de intereses 
y constancia de presentación de decla-
ración fiscal, la información correspon-
diente a los Declarantes a su cargo. 
Asimismo, verificarán la situación o 

posible actualización de algún Conflicto 
de Interés, según la información propor-
cionada, llevarán el seguimiento de la 
evolución y la verificación de la situa-
ción patrimonial de dichos Declarantes, 
en los términos de la presente Ley. Para 
tales efectos, las Secretarías podrán 
firmar convenios con las distintas au-
toridades que tengan a su disposición 
datos, información o documentos que 
puedan servir para verificar la informa-
ción declarada por los servidores públi-
cos. Art. 31. LGRA

Instrumentos derivados

Son los valores, contratos o cual-
quier otro acto jurídico cuya valuación 
esté  referida a uno o más activos, va-
lores, tasas o índices subyacentes. Art. 
2. LDFEFM

Insumo

Bienes o servicios que una empresa 
necesita de otra para generar su propia 
producción. GTE

Insumo-producto

Son factores de producción que contri-
buyen a la creación del producto. Los 
productos acabados de una empresa, 
en la medida en que se utilicen como 
materiales para fabricar otros artículos 
son también factores de producción (in-
sumos). GTE
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Intangible

Activo no corpóreo es decir que no tie-
ne una existencia física, cuyo valor ra-
dica en los derechos y beneficios que 
confiere su propiedad, como son las 
marcas comerciales, las patentes, las 
concesiones, inversiones, etc. DTMV

Bienes no materiales de una empre-
sa, tales como su prestigio, la seriedad 
de sus socios, el crédito que en un mo-
mento dado puede obtener, etc. GTE

Integración horizontal

Cuando una empresa adquiere o funda 
otras empresas similares para producir 
el mismo artículo, se halla integrada ho-
rizontalmente. GTE

Integración vertical

Una empresa que tiene diversas depen-
dencias que los surten de varios artículos 
que requiere para su producción princi-
pal, está integrada verticalmente. GTE

Integrantes del Sistema  
Nacional Anticorrupción

Lo componen el Comité Coordinador 
del SNA, que de conformidad con el 
artículo 113, fracción I de la CPEUM, 
se integra por los Titulares de la ASF; 
Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción; SFP; Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, e INAI. Además, 

por los Presidentes del Consejo de la 
Judicatura Federal y del Comité de 
Participación Ciudadana.

A su vez el Comité de Participación 
Ciudadana, lo constituyen 5 ciudadanos 
seleccionados. MSNASPF

Integridad

Garantizar que los documentos de ar-
chivo sean completos y veraces para 
reflejar con exactitud la información 
contenida. Art. 5. LFA

Interculturalidad

La interculturalidad vista como las situa-
ciones donde actúan y entran en con-
tacto individuos o grupos sociales de 
culturas diversas, que pueden dar lugar 
a asimetrías y conflictos pero que tam-
bién pueden generar relaciones armóni-
cas, de respeto y reconocimiento de la 
diversidad y, de intercambio de cono-
cimientos representaciones y saberes. 
CPFM

Interés

Rédito que se paga o se cobra respecto 
a un capital, en determinado plazo. Se 
expresa en porcentaje. GTE

Interés fiscal, formas de garantizar el

Los contribuyentes podrán garantizar 
el interés fiscal, cuando se actualice 
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alguno de los supuestos previstos en 
los artículos 74 y 142 de este Código, 
en depósito en dinero, carta de crédito 
u otras formas de garantía financiera; 
prenda o hipoteca; fianza otorgada por 
institución autorizada; obligación solida-
ria asumida por tercero que compruebe 
su idoneidad y solvencia; embargo en 
la vía administrativa o en títulos valor o 
cartera de créditos del propio contribu-
yente. Art. 141. CFF

Interés legítimo

Situación jurídica que se ostenta en re-
lación con la actuación de otra persona 
y que conlleva la facultad de exigirle, a 
través de un procedimiento administra-
tivo o judicial, un comportamiento ajus-
tado a derecho. DLE

Interés público

Concepto jurídico indeterminado que 
comprende el conjunto de exigencias 
de cobertura de necesidades sociales 
de la población, en este caso, de un mu-
nicipio y que deben protegerse a través 
de la intervención directa y permanente 
de su Ayuntamiento. DTMV

Es un concepto indeterminado que 
fundamenta y justifica la actuación de 
las administraciones públicas. La inter-
vención administrativa en los campos 
diversos de la vida social y económica 
debe estar basada en búsqueda del in-
terés público. EJB14

Interés social

Es el objeto de interés de cada uno de 
los integrantes de una sociedad consti-
tuida en un territorio. DD

Concepto jurídico que fundamenta y 
justifica la actuación de la administración 
pública entendiendo que la intervención 
del estado en la vida social debe ser 
motivada y dirigida hacia el bienestar 
colectivo y que toda la actuación tiene 
un fin como uno de sus elementos. Es el 
conjunto de pretensiones relacionadas 
con las necesidades colectivas de los 
miembros de una comunidad y prote-
gida mediante la intervención directa y 
permanente del Estado. El interés social 
rebasa el interés individual, esto quie-
re decir que cuando el derecho de una 
comunidad es afectado por el interés 
individual de una persona, debe benefi-
ciarse y protegerse el derecho comuni-
tario sobre el de la persona individual. 
ISSCRIBD

Interés superior de la niñez

En todas las decisiones y actuaciones 
del Estado se velará y cumplirá con el 
principio del interés superior de la ni-
ñez, garantizando de manera plena sus 
derechos. Los niños y las niñas tienen 
derecho a la satisfacción de sus nece-
sidades de alimentación, salud, edu-
cación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral. Este principio deberá 
guiar el diseño, ejecución, seguimiento 
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y evaluación de las políticas públicas 
dirigidas a la niñez. Los ascendientes, 
tutores y custodios tienen la obligación 
de preservar y exigir el cumplimiento 
de estos derechos y principios. Art. 4. 
CPEUM

Intermediario

Es la persona que contrata o interviene 
en la contratación de otra u otras para 
que presten servicios a un patrón. Art. 
12. LFT

Las personas que utilicen inter-
mediarios para la contratación de tra-
bajadores serán responsables de las 
obligaciones que deriven de esta Ley y 
de los servicios prestados.

Los trabajadores tendrán los dere-
chos siguientes:

I)	 Prestarán sus servicios en las mismas 
condiciones de trabajo y tendrán los 
mismos derechos que correspondan 
a los trabajadores que ejecuten tra-
bajos similares en la empresa o esta-
blecimiento; y

II)	 Los intermediarios no podrán recibir 
ninguna retribución o comisión con 
cargo a los salarios de los trabajado-
res. Art. 14. LFT

Intermunicipalidad

Facultad de los municipios mexicanos, 
expresada en el artículo 115 de la CP- 
EUM fracción III, para de manera con- 

junta promover su desarrollo, esfuerzos 
de cooperación conjunta y hacer más 
eficaz la prestación de servicios públi-
cos o mejorar el ejercicio de las funcio-
nes que le corresponden, lo que implica 
la participación de dos o más munici-
pios. DTMV

Interpretación de la LAASSP  
para efectos administrativos

La SHCP, la Secretaría de Economía y 
la SFP, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, estarán facultadas 
para interpretar esta Ley para efectos 
administrativos.

La SFP dictará las disposiciones ad-
ministrativas que sean estrictamente 
necesarias para el adecuado cumpli-
miento de esta Ley, tomando en cuenta 
la opinión de la SHCP y, cuando corres-
ponda, la de la Secretaría de Economía. 
Las disposiciones de carácter general 
se publicarán en el DOF.

La SFP, establecerá las directrices 
conforme a las cuales se determinarán 
los perfiles de puesto de los servidores 
públicos correspondientes en materia 
de contrataciones públicas, así como 
las relativas a la capacitación para el 
adecuado desempeño de sus funciones 
en las materias a que alude esta Ley. 
Art. 7. LAASSP

Atendiendo a las disposiciones de 
esta Ley y a las demás que de ella 
emanen, la Secretaría de Economía 
dictará las reglas que deban observar 
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las dependencias y entidades, deriva-
das de programas que tengan por ob-
jeto promover la participación de las 
empresas nacionales, especialmente 
de las micros, pequeñas y medianas. 
Las dependencias y entidades debe-
rán diseñar y ejecutar programas de 
desarrollo de proveedores de micro, 
pequeñas y medianas empresas nacio-
nales para generar cadenas de provee-
duría de bienes y servicios que liciten 
regularmente.

Para la expedición de las reglas 
a que se refiere el párrafo anterior, la 
Secretaría de Economía tomará en 
cuenta la opinión de la SHCP y de la 
SFP. Art. 8. LAASSP

Interpretación de la LFPRH para 
efectos administrativos

La interpretación de esta LFPRH, para 
efectos administrativos y exclusiva-
mente en el ámbito de competencia 
del Ejecutivo Federal, corresponde a 
la SHCP y a la SFP. La Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo y el CFF 
serán supletorios de esta LFPRH en lo 
conducente.

Las dependencias y entidades debe-
rán observar las disposiciones generales 
que emitan la SHCP y la SFP, para dar co-
rrecta aplicación a lo dispuesto en esta 
LFPRH y el Reglamento de la LFPRH. 
En el caso de los Poderes Legislativo y 
Judicial y de los entes autónomos, sus 
respectivas unidades de administración 

podrán establecer las disposiciones ge-
nerales correspondientes.

Las disposiciones generales a que 
se refiere el párrafo anterior deberán 
publicarse en el DOF. Art. 3. LFPRH

Interpretación de la LOPSRM  
para efectos administrativos

La SHCP, la Secretaría de Economía y la 
SFP, estarán facultadas para interpretar 
esta Ley para efectos administrativos.

La SFP dictará las disposiciones ad-
ministrativas que sean estrictamente 
necesarias para el adecuado cumpli-
miento de esta Ley, tomando en cuenta 
la opinión de la SHCP y, cuando corres-
ponda, la de la Secretaría de Economía. 
Las disposiciones de carácter general 
se publicarán en el DOF.

La SFP, estará encargada de estable-
cer las directrices conforme a las cuales 
se determinarán los perfiles de puesto 
de los servidores públicos correspon-
dientes en materia de contrataciones 
públicas, así como las relativas a la ca-
pacitación para el adecuado desempe-
ño de sus funciones en las materias a 
que alude esta Ley. Art. 8. LOPSRM

Interpretación legislativa

Interpretación, del latín, interpretationis, 
significa la acción y efecto de interpre-
tar. Este verbo transitivo deriva, a su 
vez, de interpretari que quiere decir: ex-
plicar o declarar el sentido de una cosa, 
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y principalmente, el de textos faltos de 
claridad.

La obscuridad, la duda o la laguna 
legal pueden encontrarse en las pala-
bras o en el espíritu de las normas po-
sitivas, en los contratos, en los hechos, 
en las demandas, en las sentencias, en 
cualquiera de los actos de las relacio-
nes jurídicas; de ahí la variedad y ampli-
tud de la interpelación.

La interpretación jurídica por exce-
lencia es la que pretende descubrir para 
sí mismo (comprender) y para los de-
más (revelar) el verdadero pensamiento 
del legislador o explicar el sentido de 
una disposición.

En el campo jurídico, la doctrina en-
seña que hay cuatro tipos de interpre-
tación: gramatical, histórico (también se 
le llama causal-teleológico), lógico y sis-
temático. Atendiendo a la índole del in-
térprete, se dice que la interpretación es 
auténtica cuando proviene del legislador, 
la de los jueces y magistrados se llama 
judicial y la de los autores y los juriscon-
sultos se denomina doctrinal. DUTP

Interpretación y aplicación  
de la LGA

La aplicación e interpretación de esta 
Ley se hará acorde a la CPEUM y los 
tratados internacionales de los que 
México sea parte, privilegiando el res-
peto a los derechos humanos y favore-
ciendo la protección más amplia a las 
personas y el interés público.

A falta de disposición expresa, se 
aplicarán de manera supletoria las 
disposiciones administrativas de la 
LGRA, la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo y Código Federal de 
Procedimientos Civiles, así como las 
leyes en materia de procedimiento ad-
ministrativo y en materia civil de las en-
tidades federativas. Art. 3. LGA

Interrelación de la LIF y el PEF  
para programas específicos

El PEF aprobado para el Ejercicio Fiscal 
2018 deberá prever una asignación 
equivalente a la recaudación estimada 
para la Federación por concepto del 
impuesto especial sobre producción y 
servicios aplicable a las bebidas sabo-
rizadas, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 1° de la LIF para el Ejercicio 
Fiscal de 2018, una vez descontadas 
las participaciones que correspondan 
a las entidades federativas, para desti-
narse a programas de promoción, pre-
vención, detección, tratamiento, control 
y combate a la desnutrición, sobrepe-
so, obesidad y enfermedades crónico 
degenerativas relativas, así como para 
apoyar el incremento en la cobertura 
de los servicios de agua potable en lo-
calidades rurales, y proveer bebederos 
con suministro continuo de agua po-
table en inmuebles escolares públicos 
con mayor rezago educativo, de con-
formidad con los artículos 7 y 11 de la 
Ley General de la Infraestructura Física 
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Educativa. Art. Sexto transitorio de 
la LIF

Intervención de dos o más 
dependencias o entidades

Cuando por las condiciones especiales 
de las obras públicas o de los servicios 
relacionados con las mismas se requiera 
la intervención de dos o más dependen-
cias o entidades, cada una de ellas será 
responsable de la ejecución de la parte 
de los trabajos que le corresponda, sin 
perjuicio de la responsabilidad que, en 
razón de sus respectivas atribuciones, 
tenga la encargada de la planeación y 
programación del conjunto.

En los convenios a que se refiere la 
fracción VI del artículo 1 de esta Ley, se 
establecerán los términos para la coor-
dinación de las acciones entre las enti-
dades federativas que correspondan y 
las dependencias y entidades. Art. 14. 
LOPSRM

Intervención de la SFP en las 
adquisiciones, arrendamientos y 

servicios

La SFP, podrá verificar en cualquier 
tiempo, que las adquisiciones, arrenda-
mientos y servicios se realicen confor-
me a lo establecido en esta Ley o en 
otras disposiciones aplicables.

La Secretaría de Economía, podrá 
verificar que los bienes cumplan con 
los requisitos relativos al grado de 

contenido nacional o a las reglas de ori-
gen o mercado y, en caso de que éstos 
no cumplan con dichos requisitos, infor-
mará a la SFP.

La SFP podrá realizar las visitas e 
inspecciones que estime pertinentes a 
las dependencias y entidades que rea-
licen adquisiciones, arrendamientos y 
servicios, e igualmente podrá solicitar a 
los servidores públicos y a los provee-
dores que participen en ellas todos los 
datos e informes relacionados con los 
actos de que se trate. Art. 57. LAASSP

La SFP podrá verificar la calidad de 
los bienes muebles a través de la pro-
pia dependencia o entidad de que se 
trate, o mediante las personas acre-
ditadas en los términos que estable-
ce la Ley Federal sobre Metrología y 
Normalización.

El resultado de las comprobaciones 
se hará constar en un dictamen que será 
firmado por quien haya hecho la com-
probación, así como por el proveedor 
y el representante de la dependencia 
o entidad respectiva, si hubieren inter-
venido. La falta de firma del proveedor 
no invalidará dicho dictamen. Art. 58. 
LAASSP

Intervención de las  
comunicaciones privadas

Cuando en la investigación el Ministerio 
Público considere necesaria la interven-
ción de comunicaciones privadas, el 
Titular de la PGR, o en quienes delegue 
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esta facultad, así como los Procuradores 
de las entidades federativas, podrán so-
licitar al Juez federal de control compe-
tente, la autorización para practicar la 
intervención, expresando el objeto y 
necesidad de la misma.

La intervención de comunicacio-
nes privadas, abarca todo sistema de 
comunicación, o programas que sean 
resultado de la evolución tecnológica, 
que permitan el intercambio de datos, 
informaciones, audio, video, mensa-
jes, así como archivos electrónicos 
que graben, conserven el contenido 
de las conversaciones o registren da-
tos que identifiquen la comunicación, 
los cuales se pueden presentar en 
tiempo real.

También se requerirá autorización 
judicial en los casos de extracción de 
información, la cual consiste en la ob-
tención de comunicaciones privadas, 
datos de identificación de las mismas; 
así como la información, documentos, 
archivos de texto, audio, imagen o video 
contenidos en cualquier dispositivo, ac-
cesorio, aparato electrónico, equipo in-
formático, aparato de almacenamiento 
y todo aquello que pueda contener in-
formación, incluyendo la almacenada en 
plataformas o centros de datos remotos 
vinculados con éstos.

Los servidores públicos autorizados 
para la ejecución de la medida serán 
responsables de que se realice en los 
términos de la resolución judicial. Art. 
291. CNPP

La solicitud de intervención deberá 
estar fundada y motivada, precisar la 
persona o personas que serán sujetas 
a la medida; la identificación del lugar 
o lugares donde se realizará, si fuere 
posible; el tipo de comunicación a ser 
intervenida; su duración; el proceso que 
se llevará a cabo y las líneas, números 
o aparatos que serán intervenidos, y en 
su caso, la denominación de la empresa 
concesionada del servicio de telecomu-
nicaciones a través del cual se realiza la 
comunicación objeto de la intervención.

El plazo de la intervención, incluyen-
do sus prórrogas, no podrá exceder de 
seis meses. Después de dicho plazo, 
sólo podrán autorizarse nuevas inter-
venciones cuando el Ministerio Público 
acredite nuevos elementos que así lo 
justifiquen. Deberán atenderse además, 
los requisitos y consideraciones que se 
detallan en estos artículos, pero en nin-
gún caso se podrán autorizar interven-
ciones cuando se trate de materias de 
carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, 
laboral o administrativo, ni en el caso de 
las comunicaciones del detenido con su 
Defensor. Arts. 292-298. CNPP

Las intervenciones realizadas sin las 
autorizaciones antes citadas o fuera de 
los términos en ellas ordenados, carece-
rán de valor probatorio, sin perjuicio de 
la responsabilidad administrativa o pe-
nal a que haya lugar. Art. 299. CNPP

Los concesionarios, permisionarios y 
demás titulares de los medios o sistemas 
susceptibles de intervención, deberán 
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colaborar con la autoridad competente 
para el desahogo de dichos actos de 
investigación, de conformidad con las 
disposiciones aplicables. Asimismo, de-
berán contar con la capacidad técnica 
indispensable que atienda las exigen-
cias requeridas por la autoridad judicial 
para operar una orden de intervención 
de comunicaciones privadas. El incumpli-
miento a este mandato será sancionado 
conforme a las disposiciones penales 
aplicables. Art. 301. CNPP

Quienes participen en alguna inter-
vención de comunicaciones privadas 
deberán observar el deber de secrecía 
sobre el contenido de las mismas. Art. 
302. CNPP

Intervención de negociaciones

Cuando las autoridades fiscales embar-
guen negociaciones, el depositario de-
signado tendrá el carácter de interventor 
con cargo a la caja o de administrador.

En la intervención de negociaciones 
será aplicable, en lo conducente, las 
secciones de este Capítulo. Art. 164. 
CFF

Intervencionismo estatal

Hecho en el que el Estado interviene en 
varios ramos económicos, en un país de 
sistema de mercado, ya sea mediante 
restricciones a la propiedad privada, im-
puestos especiales, leyes, financiamien-
tos, etc. GTE

Interventor administrador, 
facultades y obligaciones

El interventor administrador tendrá to-
das las facultades que normalmente 
correspondan a la administración de la 
sociedad y plenos poderes con las fa-
cultades que requieran cláusula espe-
cial conforme a la ley, para ejercer actos 
de dominio y de administración, para 
pleitos y cobranzas, otorgar o suscribir 
títulos de crédito, presentar denuncias 
y querellas y desistir de estas últimas, 
previo acuerdo de la oficina ejecutora, 
así como para otorgar los poderes ge-
nerales o especiales que juzgue con-
veniente, revocar los otorgados por la 
sociedad intervenida y los que él mismo 
hubiere conferido.

El interventor administrador no que-
dará supeditado a su actuación al con-
sejo de administración, asamblea de 
accionistas, socios o partícipes.

Tratándose de negociaciones que no 
constituyan una sociedad, el interventor 
administrador tendrá todas las facultades 
de dueño para la conservación y buena 
marcha del negocio. Art. 166. CFF

El interventor administrador tendrá 
las siguientes obligaciones:

I)	 Rendir cuentas mensuales compro-
badas a la oficina ejecutora.

II)	 Recaudar el 10% de las ventas o ingre-
sos diarios en la negociación interveni-
da, después de separar las cantidades 
que correspondan por concepto de 
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salarios y demás créditos preferentes 
a que se refiere este Código, y enterar 
su importe al fisco federal en la medi-
da que se efectúe la recaudación.

El interventor administrador no po-
drá enajenar los bienes del activo fijo. 
Cuando se den los supuestos de ena-
jenación de la negociación intervenida 
a que se refiere el artículo 172 de este 
Código, se procederá al remate de con-
formidad con las disposiciones conte-
nidas en la siguiente sección de este 
Capítulo. Art. 167. CFF

Intoxicaciones

Enfermedades producidas por absor-
ción de polvos, humos, líquidos, gases 
o vapores tóxicos de origen químico, or-
gánico o inorgánico, por las vías respira-
toria, digestiva o cutánea. (Ver Tabla de 
Enfermedades de Trabajo) Art. 513. LFT

Inventario

Es la relación o lista de bienes muebles 
e inmuebles y mercancías comprendi-
das en el activo, la cual debe mostrar la 
descripción de los mismos, códigos de 
identificación y sus montos por grupos y 
clasificaciones específicas. Art. 4. LGCG

Inventarios documentales

Instrumentos de consulta que describen 
las series y expedientes de un archivo 

y que permiten su localización (inven-
tario general), transferencia (inventario 
de transferencia) o baja documental 
(inventario de baja documental) Art. 4. 
LFA

Inversión

Empleo de una suma de dinero en 
compras de bienes duraderos o títulos. 
Gasto que se efectúa para mantener en 
funcionamiento o para ampliar el equi-
po productivo de una empresa. Bienes 
y servicios producidos pero no consu-
midos. Suma de dinero sobrante que se 
destina a la obtención de rendimiento 
mediante instrumentos financieros o 
bancarios. GBM

Inversión ejercida

En los reportes informáticos que pre-
sentan la situación de la inversión, es 
el monto aplicado a obras o acciones 
que no podrá ser mayor al aprobado. 
MERAPM

Inversión financiera

Erogaciones destinadas a la adquisición 
de bonos y acciones del mercado de 
valores con el propósito de otorgar fi-
nanciamiento a instituciones, tanto del 
sector público como del privado, para 
efectos de impulsar actividades produc-
tivas, así como para regular el sistema 
financiero nacional. GTUAPF
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Inversión  
física

Erogaciones que se destinan a la cons-
trucción y/o conservación de obra pú-
blica y a la adquisición de bienes de 
capital para la obra pública. En el caso 
del sector paraestatal se debe incluir la 
variación de inventario. GTUAPF

Inversión física  
y financiera directa

Son las erogaciones que tienen como 
contraprestación la constitución de un 
activo. Art. 2. LFPRH

Inversión  
municipal aprobada

En los reportes informáticos que pre-
sentan la situación de la inversión, es la 
estructura financiera, obras y acciones, 
autorizada en su caso, por el Cabildo 
o el Consejo de Desarrollo Municipal. 
MERAPM

Inversión  
municipal modificada

En los reportes informáticos que pre-
sentan la situación de la inversión, es 
la inversión a la que se le aplicó una 
ampliación o reducción autorizada en 
el Cabildo o Consejo de Desarrollo 
Municipal y que se transforma en la 
nueva inversión aprobada. MERAPM

Inversión productiva

Toda inversión que realizan los entes de 
gobierno o público que produce un be-
neficio a la sociedad. DD

Inversión pública

Erogaciones públicas que afectan la 
cuenta de capital y se materializan en 
la formación bruta de capital y en las 
transferencias de capital a otros secto-
res. Erogaciones de las dependencias 
del sector central, organismos descen-
tralizados y empresas de participación 
estatal destinadas a la construcción, 
ampliación, mantenimiento y conserva-
ción de obras públicas y en general a 
todos aquellos gastos destinados a au-
mentar, conservar y mejorar el patrimo-
nio nacional. GTLFEF

Erogaciones de los ayuntamientos 
destinadas a la construcción, ampliación, 
mantenimiento y conservación de obras 
públicas y en general a todos aquellos 
gastos destinados a acrecentar, conser-
var y mejorar su patrimonio. DTMV

Inversión  
pública productiva

Toda erogación por la cual se genere, 
directa o indirectamente, un beneficio 
social, y cuya finalidad específica sea: (i) 
la construcción, mejoramiento, rehabilita-
ción y/o reposición de bienes de domi-
nio público; (ii) la adquisición de bienes 
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asociados al equipamiento de dichos bie-
nes de dominio público, comprendidos 
de manera limitativa en los conceptos de 
mobiliario y equipo de administración, 
mobiliario y equipo educacional, equipo 
médico e instrumental médico y de labo-
ratorio, equipo de defensa y seguridad, 
y maquinaria, de acuerdo al clasifica-
dor por objeto de gasto emitido por el 
CONAC, o (iii) la adquisición de bienes 
para la prestación de un servicio públi-
co específico, comprendidos de manera 
limitativa en los conceptos de vehículos 
de transporte público, terrenos y edifi-
cios no residenciales, de acuerdo al cla-
sificador por objeto de gasto emitido por 
el CONAC. Art. 2. LDFEFM

Inversión pública  
y el PEF

En el presente ejercicio fiscal no se 
comprometerán nuevos proyectos de 
infraestructura productiva de largo pla-
zo de inversión directa y de inversión 
condicionada, a que se refieren los artí-
culos 32 de la LFPRH y 18 de la LFDP.

El monto autorizado a los proyectos 
de infraestructura productiva de largo 
plazo de inversión directa y condicio-
nada, aprobados en ejercicios fiscales 
anteriores, asciende a la cantidad seña-
lada en el Anexo 6, inciso A, de este 
Decreto. Las variaciones en los compro-
misos de cada uno de dichos proyec-
tos se detallan en el Tomo VII de este 
Presupuesto de Egresos.

Los compromisos correspondientes 
a proyectos de infraestructura pro- 
ductiva de largo plazo de inversión di-
recta autorizados en ejercicios fiscales 
anteriores, se detallan en el Anexo 6, 
inciso B, de este Decreto y comprenden 
los costos asociados a la adquisición de 
los activos, excluyendo los relativos al 
financiamiento en el periodo de opera-
ción de dichos proyectos.

Por lo que se refiere a los proyectos 
de infraestructura productiva de largo 
plazo de inversión condicionada, en 
caso de que conforme a lo dispuesto 
en el artículo 32 de la LFPRH, en el pre-
sente ejercicio fiscal surja la obligación 
de adquirir los bienes en los términos 
del contrato respectivo, el monto máxi-
mo de compromiso de inversión será 
aquél establecido en el Anexo 6, inciso 
C, de este Decreto.

Las previsiones necesarias para cu-
brir las obligaciones de inversión física 
por concepto de amortizaciones y costo 
financiero de los proyectos de infraes-
tructura productiva de largo plazo de in-
versión directa, que tienen efectos en el 
gasto del presente ejercicio en los tér-
minos de las disposiciones aplicables, 
se incluyen en el Anexo 6, inciso D, de 
este Decreto. Dichas previsiones se es-
pecifican a nivel de flujo en el Tomo VII 
de este PEF y reflejan los montos pre-
supuestarios autorizados, así como un 
desglose por proyecto.

Los montos de cada uno de los 
proyectos a que se refiere este artícu- 
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lo se detallan en el Tomo VII de este 
Presupuesto de Egresos.

En el último Informe Trimestral del 
ejercicio, adicionalmente se deberá in-
cluir la información sobre los ingresos 
generados por cada uno de los pro-
yectos de infraestructura productiva de 
largo plazo en operación; los proyectos 
que están en construcción, su mon-
to ejercido y comprometido; el monto 
pendiente de pago de los proyectos 
concluidos, y la fecha de entrega y de 
entrada en operación de los proyectos. 
Esta información se deberá publicar en 
la página de internet de la CFE. Art. 25. 
PEF

Investigación  
complementaria,  

plazo para la

El Juez de control, antes de finalizar 
la audiencia inicial determinará previa 
propuesta de las partes el plazo para 
el cierre de la investigación comple-
mentaria. El Ministerio Público deberá 
concluir dicha investigación dentro de 
entre dos a seis meses, dependiendo 
del delito de que se trate. Arts. 321-
323. CNPP

Una vez cerrada la investigación 
complementaria, el Ministerio Público 
dentro de los quince días siguientes 
deberá solicitar el sobreseimiento par-
cial o total, la suspensión del proceso, 
o formular acusación. Arts. 324-325. 
CNPP

Investigación de mercado

La verificación de la existencia de bie-
nes, arrendamientos o servicios, de 
proveedores a nivel nacional o inter-
nacional y del precio estimado basado 
en la información que se obtenga en 
la propia dependencia o entidad, de 
organismos públicos o privados, de 
fabricantes de bienes o prestadores 
del servicio, o una combinación de di-
chas fuentes de información. Art. 2. 
LAASSP

Investigación  
de un delito

La investigación de los hechos que 
revistan características de un delito 
podrá iniciarse por denuncia, por que-
rella o por su equivalente cuando la 
ley lo exija. El Ministerio Público y la 
Policía están obligados a proceder sin 
mayores requisitos a la investigación 
de los hechos de los que tengan no-
ticia. Al respecto, deberá atenderse lo 
señalado en este artículo. Art. 221. 
CNPP

Investigación,  
disposiciones  
comunes a la

Cuando el Ministerio Público tenga co-
nocimiento de la existencia de un hecho 
que la ley señale como delito, dirigirá 
la investigación penal, sin que pueda 
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suspender, interrumpir o hacer cesar su 
curso, salvo en los casos autorizados en 
la misma.

La investigación deberá realizarse 
de manera inmediata, eficiente, exhaus-
tiva, profesional e imparcial, libre de 
estereotipos y discriminación, orientada 
a explorar todas las líneas de investiga-
ción posibles que permitan allegarse de 
datos para el esclarecimiento del hecho 
que la ley señala como delito, así como 
la identificación de quien lo cometió o 
participó en su comisión. Art. 212. 
CNPP

Para lo concerniente al objeto de la 
investigación, se estará a lo dispuesto 
en este apartado. Art. 213. CNPP

Las autoridades encargadas de de-
sarrollar la investigación de los delitos 
se regirán por los principios de legali-
dad, objetividad, eficiencia, profesio-
nalismo, honradez, lealtad y respeto a 
los derechos humanos reconocidos en 
la Constitución y en los Tratados. Art. 
214. CNPP

Toda persona o servidor público 
está obligado a proporcionar oportuna-
mente la información que requieran el 
Ministerio Público y la Policía en el ejer-
cicio de sus funciones de investigación 
de un hecho delictivo concreto. Arts. 
215-217. CNPP

Los registros de la investigación, 
así como todos los documentos, inde-
pendientemente de su contenido o na-
turaleza, los objetos, los registros de 
voz e imágenes o cosas que le estén 

relacionados, son estrictamente re-
servados, por lo que únicamente las 
partes, podrán tener acceso a los mis-
mos, con las limitaciones establecidas 
en este Código y demás disposiciones 
aplicables. Art. 218. CNPP

Inviolabilidad  
de la Constitución

Esta Constitución no perderá su fuerza 
y vigor, aun cuando por alguna rebelión 
se interrumpa su observancia. En caso 
de que por cualquier trastorno público, 
se establezca un gobierno contrario a 
los principios que ella sanciona, tan lue-
go como el pueblo recobre su libertad, 
se restablecerá su observancia, y con 
arreglo a ella y a las leyes que en su vir-
tud se hubieren expedido, serán juzga-
dos, así los que hubieren figurado en el 
gobierno emanado de la rebelión, como 
los que hubieren cooperado a ésta. Art. 
136. CPEUM

Invitación  
restringida

Es el procedimiento administrativo por 
el cual el ente económico, a través de 
un subcomité de obras, eligen al con-
tratista que ofrezca las mejores con-
diciones en cuanto a precio, calidad, 
financiamiento, oportunidad y demás 
circunstancias relativas. Se hace llegar 
una invitación por escrito a cuando me-
nos tres proveedores. MERAPM
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Irretroactividad legal

A ninguna ley se dará efecto retroac-
tivo en perjuicio de persona alguna. 
Nadie podrá ser privado de la libertad 
o de sus propiedades, posesiones o 

derechos, sino mediante juicio seguido 
ante los tribunales previamente estable-
cidos, en el que se cumplan las forma-
lidades esenciales del procedimiento 
y conforme a las Leyes expedidas con 
anterioridad al hecho. Art. 14. CPEUM
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La verdad jamás daña a una causa que es justa.
					     Mahatma Gandhi

El poder sólo tiene un deber, 
asegurar el bienestar social de la gente.

				    Benjamín Disraeli
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Jefe de estado

La palabra jefe, proviene del término 
francés chef, y éste, del latín caput, 
que significa “cabeza”, por ende, sir-
ve para designar al “superior o cabe-
za de un cuerpo u oficio”. La palabra 
estado, procede del lenguaje jurídico 
italiano: stato y este vocablo deriva del 
latín status: “estado de convivencia en 
un determinado momento; ordenación 
de la convivencia”. Es primordial regular 
la convivencia en un pueblo determina-
do, que habita sobre cierto territorio, 
“mediante la creación de una voluntad 
dominante” sobre la totalidad de los 
ciudadanos.

El Estado ha sido objeto de defini-
ciones diversas en los campos de la 
Sociología, del Derecho, de la Ciencia 
Política y en general de todas las dis-
ciplinas que tienen como objeto de 
estudio el fenómeno político. Para ex-
plicar su naturaleza se han elaborado 
distintas teorías, v. gr: la organicista que 
lo considera como un súper organismo 

biológico; la romántica, de Hegel, que 
lo identifica con el “alma nacional”; la 
sociológica, que considera al Estado 
como un conjunto de todos aquellos 
fenómenos sociales, identificándolo con 
la sociedad en el sentido de totalidad 
orgánica en consciente contraposición 
a cualquiera de sus manifestaciones 
parciales; las jurídicas como las elabo-
radas por Kelsen y Jellinek, o las jurídi-
co–políticas como las de Herman Heller 
o Maurice Hauriou, citados en DUTP.

En el habla vulgar, las palabras esta-
do y gobierno se usan como si fueran 
sinónimas, pero en rigor gramatical y ju-
rídico no lo son. El estado es el titular de 
la soberanía, amén de hallarse constitui-
do por elementos diversos, además de 
su compleja organización gubernativa. 
El gobierno, en cambio, es el conjunto 
de instituciones o de órganos mediante 
los cuales la soberanía se manifiesta en 
actos concretos.

Según la Teoría de la División de 
Poderes, que en rigor es debido en-
tender como una Teoría del Reparto de 

J
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Funciones, éstas son tres en el Estado 
democrático: la función legislativa, la 
ejecutiva y la judicial. En la actualidad, 
se estima necesaria la existencia de 
un “órgano constitucional” colocado 
fuera de ellas; un órgano que “expre-
se formalmente la unidad del Estado 
especialmente en las relaciones inter-
nacionales” y que colabore en la forma-
ción, movilización y coordinación de los 
demás órganos constitucionales, para 
facilitar el desarrollo armónico de sus 
tareas. Este órgano es precisamente el 
Jefe del estado. DUTP

Jefe de familia

Integrante del hogar, al cual las otras 
personas del mismo lo consideran 
como Jefe, por razones de dependencia, 
parentesco, edad, autoridad o respeto. 
CPFM

Jefe de gobierno

El significado gramatical de la palabra 
jefe en el idioma español, quedó expli-
cado antes. Gobierno es la acción y efec-
to de gobernar a gobernarse. Gobernar, 
proviene del latín gobernâre que signi-
fica: “mandar con autoridad o regir una 
cosa”. El nombre substantivo gobierno, 
en su tercera acepción gramatical, sirve 
para designar al: “conjunto de los minis-
tros superiores de un Estado”. DLE

En el campo concreto del derecho 
parlamentario o en el más amplio del 

derecho constitucional, se denomina 
gobierno al conjunto de altos funcio-
narios, llamados también ministros, en 
quienes recae la responsabilidad de 
coadyuvar en la función ejecutiva del 
Estado, al frente de las carteras, jefatu-
ras o departamentos que les han sido 
confiados.

En los sistemas políticos parlamenta-
rios, el gobierno es el órgano que dicta 
la orientación política general, siempre 
y cuando tenga la confianza del parla-
mento, dejando al Jefe del Estado, úni-
camente, según la antigua fórmula de 
Bagehot, citado en DUTP: “El derecho 
de ser consultado, el derecho de alentar 
y el derecho de advertir sobre los pe-
ligros inherentes a cualquier decisión”. 
La cabeza del cuerpo de ministros (pri-
mus inter pares) es el jefe del gobierno. 
DUTP

Jefe de manzana

Persona encargada de auxiliar en sus 
funciones en un área urbana delimitada 
por vías o áreas públicas, designadas 
por el Ayuntamiento a propuesta del 
Presidente Municipal. Artículos 10 frac-
ción II, 63-66 de la Ley Orgánica del 
Municipio Libre. DTMV

Jornada de trabajo

Es el tiempo durante el cual el trabaja-
dor está a disposición del patrón para 
prestar su trabajo. Art. 58. LFT
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Jornada diurna

Es la comprendida entre las seis y las 
veinte horas. Art. 60. LFT

Jornada mixta

Es la que comprende períodos de tiem-
po de las jornadas diurna y nocturna, 
siempre que el período nocturno sea 
menor de tres horas y media, pues si 
comprende tres y media o más, se re-
putará jornada nocturna. Art. 60. LFT

Jornada nocturna

Es la comprendida entre las veinte y las 
seis horas. Art. 60. LFT

Jornaleros agrícolas

La persona que trabaja dentro del sec-
tor agrícola por un tiempo establecido a 
cambio de un salario. CPFM

Joven emprendedor rural

Persona que habita una localidad ru-
ral cuya edad oscila entre los 18 y 39 
años. CPFM

Jueces y Magistrados,  
causas de impedimento

Los jueces y magistrados deberán 
excusarse o podrán ser recusados 
para conocer de los asuntos en que 

intervengan por cualquiera de las cau-
sas de impedimento que se establecen 
en este Código, mismas que no podrán 
dispensarse por voluntad de las partes. 
Art. 36. CNPP

Las causas de impedimento de los 
jueces y magistrados para actuar como 
tales, están especificadas en el artículo 
presente. Art. 37. CNPP

Cuando un Juez o Magistrado ad-
vierta que se actualiza alguna de las 
causas de impedimento, se declarará 
separado del asunto sin audiencia de 
las partes y remitirá los registros al 
Órgano jurisdiccional competente, de 
conformidad con lo que establezca la 
Ley Orgánica, para que resuelva quién 
debe seguir conociendo del mismo. 
Art. 38. CNPP

Cuando el Juez o Magistrado no se 
excuse a pesar de tener algún impedi-
mento, procederá la recusación. Art. 
39. CNPP

La recusación debe interponerse 
ante el propio Juez o Magistrado recu-
sado, por escrito y dentro de las cua-
renta y ocho horas siguientes a que se 
tuvo conocimiento del impedimento. Se 
interpondrá oralmente si se conoce en 
el curso de una audiencia y en ella se 
indicará, bajo pena de inadmisibilidad, 
la causa en que se justifica y los medios 
de prueba pertinentes.

Toda recusación que sea notoria-
mente improcedente o sea promovida 
de forma extemporánea será desecha-
da de plano. Art. 40. CNPP
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Jueces y Magistrados, efectos  
de la recusación y excusa

El Juez o Magistrado recusado se abs-
tendrá de seguir conociendo de la au-
diencia correspondiente, ordenará la 
suspensión de la misma y sólo podrá 
realizar aquellos actos de mero trámite 
o urgentes que no admitan dilación.

La sustitución del Juez o Magistrado 
se determinará en los términos que se-
ñale la Ley Orgánica. Art. 42. CNPP

Juez de control

Órgano jurisdiccional del fuero federal 
o del fuero común que interviene desde 
el principio del procedimiento y hasta el 
dictado del auto de apertura a juicio, ya 
sea local o federal. Art. 3. CNPP

Juicio de amparo

Las controversias de que habla el ar-
tículo 103 de esta Constitución, con 
excepción de aquellas en materia 
electoral, se sujetarán a los procedi-
mientos que determine la ley regla-
mentaria, de acuerdo con las bases 
señaladas en el presente artículo. Art. 
107. CPEUM

Juicio de lesividad

Procedimiento iniciado por la autoridad 
municipal ante el Tribunal Contencioso 
Administrativo, para solicitar la decla- 

ración de nulidad de resoluciones admi-
nistrativas favorables a los particulares, 
por considerar que lesionan a la admi-
nistración municipal o al interés público. 
DTMV

Juicio político

En el lenguaje jurídico el vocablo juicio, 
del latín judicium, tiene distintas acep-
ciones. Referido al aspecto procesal 
concierne al litigio entre partes que ha 
de concluir con una sentencia definiti-
va, o bien por desistimiento del actor, 
allanamiento del demandado o transac-
ción de ambos, cuando esto es lícito y 
posible. Escriche, citado en DUTP, en-
seña que el juicio es: “la controversia y 
decisión legítima de una causa ante y 
por el juez competente; o sea, la legíti-
ma discusión entre el actor y el reo ante 
juez competente que la dirige y deter-
mina con su decisión o sentencia defi-
nitiva”. “Los elementos del juicio son: 
a) Discusión sobre un derecho cuestio-
nado; b) partes que discuten o cuestio-
nan; c) juez que juzga o falla; y d) ley, 
conforme a cuyas reglas se instruye el 
proceso”.

La justicia política, es aquella que 
se ejerce sobre hombres políticos o en 
materia política. Es el juicio ético-ad-
ministrativo, al cual son sujetos ciertos 
funcionarios públicos, con independen-
cia de cualquier juicio penal, por lo que 
las sanciones también son evidente-
mente políticas. DUTP
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Juicio político a nivel municipal

Procedimiento que se sigue ante el 
Congreso del Estado para destituir a los 
servidores públicos de alta jerarquía (ya 
sea por incompetencia, negligencia, ar-
bitrariedad, deshonestidad, etc.), pero 
sin la potestad para privarlo del patri-
monio o de la libertad, función esta últi-
ma que exige la intervención del Poder 
Judicial.

El juicio político procede cuando el 
servidor público se encuentra en fun-
ciones y hasta un año posterior a su 
conclusión del encargo.

Para efectos de este diccionario 
procede el juicio político en contra 
del Presidente Municipal, Síndico o Pre-
sidente de Concejo Municipal. Artículos 
77 y 78 de la Constitución de Veracruz; 
1, 4, 6-7, 9, 11-12, 14, y 16-17 de la 
Ley de Juicio Político. DTMV

Juicio político a servidores públicos, 
procedimiento en el

Cualquier ciudadano, bajo su más es-
tricta responsabilidad podrá formular 
por escrito, denuncia contra un servidor 
público ante la Cámara de Diputados 
por las conductas a las que se refiere el 
artículo 7 de esta LFRSP y por las con-
ductas que determina el párrafo segun-
do del artículo 5 de esta misma Ley, por 
lo que toca a los Gobernadores de los 
Estados, Diputados a las Legislaturas 
Locales y Magistrados de los Tribunales 

de Justicia Locales. En el caso de ciu-
dadanos, pueblos y comunidades in-
dígenas del país, serán asistidos por 
traductores para elaborar la denuncia, 
si así lo solicitan. Dicha denuncia po-
drá presentarse por escrito en la lengua 
indígena.

La denuncia deberá estar apoyada 
en pruebas documentales o elementos 
probatorios suficientes para establecer 
la existencia de la infracción y estar 
en condiciones de presumir la respon-
sabilidad del denunciado. En caso de 
que el denunciante no pudiera apor-
tar dichas pruebas por encontrarse 
éstas en posesión de una autoridad, 
la Subcomisión de Examen Previo, 
ante el señalamiento del denunciante, 
podrá solicitarlas para los efectos 
conducentes.

Las denuncias anónimas no produci-
rán ningún efecto.

El juicio político sólo podrá iniciar-
se durante el tiempo en que el servidor 
público desempeñe su empleo, cargo o 
comisión, y dentro de un año después 
de la conclusión de sus funciones.

Las sanciones respectivas se aplica-
rán en un plazo no mayor de un año, a 
partir de iniciado el procedimiento. Art. 
9. LFRSP

Corresponde a la Cámara de Dipu- 
tados sustanciar el procedimiento re-
lativo al juicio político, actuando como 
órgano instructor y de acusación, y a 
la Cámara de Senadores fungir como 
Jurado de Sentencia.
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La Cámara de Diputados sustanciará 
el procedimiento de juicio político por 
conducto de las Comisiones Unidas de 
Gobernación y Puntos Constitucionales 
y de Justicia, quienes al momento de su 
instalación designarán a cinco miembros 
de cada una de ellas para que en unión 
de sus Presidentes y un Secretario por 
cada Comisión, integren la Subcomisión 
de Examen Previo de denuncias de jui-
cios políticos que tendrá competencia 
exclusiva para los propósitos conteni-
dos en el Capítulo II de esta LFRSP, para 
lo cual deberá atenderlo establecido en 
los artículos 10 al 24 de esta Ley. Arts. 
10-24. LFRSP

Juicio político, procede cuando

Es procedente el juicio político cuando 
los actos u omisiones de los servidores 
públicos a que se refiere el artículo an-
terior, redunden en perjuicio de los in-
tereses públicos fundamentales o de su 
buen despacho. Art. 6. LFRSP

Juicio político, sujetos y sanciones 
aplicables en el

Podrán ser sujetos de juicio político los 
senadores y diputados al Congreso de 
la Unión, los ministros de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, los con-
sejeros de la Judicatura Federal, los se-
cretarios de Despacho, el Fiscal General 
de la República, los magistrados de 
Circuito y jueces de Distrito, el consejero 

Presidente, los consejeros electorales y 
el secretario ejecutivo del INE, los ma-
gistrados del Tribunal Electoral, los inte-
grantes de los órganos constitucionales 
autónomos, los directores generales y 
sus equivalentes de los organismos 
descentralizados, empresas de partici-
pación estatal mayoritaria, sociedades y 
asociaciones asimiladas a éstas y fidei-
comisos públicos.

Los ejecutivos de las entidades fede-
rativas, Diputados locales, Magistrados 
de los Tribunales Superiores de Justicia 
Locales, en su caso, los miembros de los 
Consejos de las Judicaturas Locales, así 
como los miembros de los organismos 
a los que las Constituciones Locales les 
otorgue autonomía, sólo podrán ser su-
jetos de juicio político en los términos 
de este Título por violaciones graves a 
esta Constitución y a las leyes federa-
les que de ella emanen, así como por el 
manejo indebido de fondos y recursos 
federales, pero en este caso la resolu-
ción será únicamente declarativa y se 
comunicará a las Legislaturas Locales 
para que, en ejercicio de sus atribucio-
nes, procedan como corresponda.

Las sanciones consistirán en la desti-
tución del servidor público y en su inha-
bilitación para desempeñar funciones, 
empleos, cargos o comisiones de cual-
quier naturaleza en el servicio público.

Para la aplicación de las sanciones a 
que se refiere este precepto, la Cámara 
de Diputados procederá a la acusación 
respectiva ante la Cámara de Senadores, 
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atendiendo lo establecido en este artí-
culo. Art. 110. CPEUM

Para tener una visión integral al res-
pecto, se recomienda consultar los artí-
culos 111, 112 y 114 constitucionales.

El procedimiento de juicio político 
sólo podrá iniciarse durante el perío-
do en el que el servidor público des-
empeñe su cargo y dentro de un año 
después. Las sanciones correspon-
dientes se aplicarán en un período no 
mayor de un año a partir de iniciado el 
procedimiento.

La responsabilidad por delitos come-
tidos durante el tiempo del encargo por 
cualquier servidor público, será exigible 
de acuerdo con los plazos de prescrip-
ción consignados en la Ley penal, que 
nunca serán inferiores a tres años, pero 
que se interrumpen en tanto el servidor 
público desempeña alguno de los en-
cargos a que hace referencia el artículo 
111.

La ley señalará los casos de pres-
cripción de la responsabilidad adminis-
trativa tomando en cuenta la naturaleza 
y consecuencia de los actos y omisio-
nes a que hace referencia la fracción III 
del artículo 109. Cuando dichos actos u 
omisiones fuesen graves los plazos de 
prescripción no serán inferiores a siete 
años. Art. 114. CPEUM

Juicio, el

El juicio es la etapa de decisión de las 
cuestiones esenciales del proceso. Se 

realizará sobre la base de la acusación 
en el que se deberá asegurar la efectiva 
vigencia de los principios de inmedia-
ción, publicidad, concentración, igual-
dad, contradicción y continuidad. Art. 
348. CNPP

El Tribunal de enjuiciamiento una vez 
que reciba el auto de apertura a juicio oral 
deberá establecer la fecha para la cele-
bración de la audiencia de debate, la que 
deberá tener lugar no antes de veinte ni 
después de sesenta días naturales con-
tados a partir de la emisión del auto de 
apertura a juicio. Se citará oportunamente 
a todas las partes para asistir al debate. El 
acusado deberá ser citado, por lo menos 
con siete días de anticipación al comienzo 
de la audiencia. Art. 349. CNPP

La audiencia de juicio podrá sus-
penderse en forma excepcional por un 
plazo máximo de diez días naturales 
cuando se de alguna de las situaciones 
previstas en este artículo. Arts. 351-
352. CNPP

Juicios de amparo, controversias 
constitucionales y acciones de 

inconstitucionalidad

Los juicios de amparo, las controver-
sias constitucionales y las acciones de 
inconstitucionalidad se substanciarán y 
resolverán de manera prioritaria cuando 
alguna de las Cámaras del Congreso, 
o el Ejecutivo Federal, justifique la ur-
gencia atendiendo al interés social o al 
orden público.
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La ley fijará los términos en que 
sea obligatoria la jurisprudencia que 
establezcan los Tribunales del Poder 
Judicial de la Federación y los Plenos 
de Circuito sobre la interpretación 
de la Constitución y normas genera-
les, así como los requisitos para su 
interrupción y sustitución. Art. 94. 
CPEUM

Junta de aclaraciones en las 
licitaciones públicas

Para la junta de aclaraciones se consi-
derará lo señalado en los artículos 33-
Bis de la LAASSP y 35 de la LOPSRM, 
destacando las respuestas claras y pre-
cisas, las dudas y planteamientos de los 
licitantes, así como en su caso, la defini-
ción de ulteriores juntas. En todas ellas, 
se levantará acta en la que se harán 
constar los cuestionamientos formula-
dos por los interesados y las respuestas 
de la convocante.

Las solicitudes de aclaración, podrán 
enviarse a través de Compra Net o en-
tregarlas personalmente dependiendo 
del tipo de licitación de que se trate, 
veinticuatro horas antes de la hora en 
que se vaya a realizar la junta de acla-
raciones. Art. 33-Bis. LAASSP y Art. 
35. LOPSRM

Junta de Coordinación Fiscal

La Junta de Coordinación Fiscal se 
integra por los representantes que 

designen la SHCP y los titulares de 
los órganos hacendarios de las ocho 
entidades que forman la Comisión 
Permanente de Funcionarios Fiscales. 
Art. 24. LCF

Junta de Coordinación Política, 
acuerdos de la

La Junta, fundamenta su tarea de propo-
ner acuerdos en el artículo 82 de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos. A este ór-
gano le corresponde impulsar la confor-
mación de acuerdos relacionados con el 
contenido de las propuestas, iniciativas 
o minutas que requieran de votación 
en el Pleno, a fin de agilizar el traba-
jo legislativo; presentar propuestas de 
puntos de acuerdo, pronunciamientos, 
declaraciones de la Cámara que signifi-
quen una posición política de la misma. 
Los acuerdos de la Junta tienen las mis-
mas características que los de la Mesa 
Directiva. CTLFEF

Junta de mejoras municipal

Organización municipal de tipo ciuda-
dano y participativo, por medio de la 
cual se aplica la nueva gerencia pública, 
al conminar a la población a participar 
activamente en la planeación y progra-
mación de obra pública bajo criterios 
previamente acordados y posteriormen-
te a supervisar el cumplimiento exacto 
de éstas. DTMV
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Jurisdicción

Del latín Iurisdictio (administración del 
derecho). Acción de administrar el de-
recho, no de establecerlo. Es, pues, 
la función específica de los jueces. 
También, la extensión y límites del po-
der de juzgar, ya sea por razón de la 
materia, ya sea por razón del territorio, 
si se tiene en cuenta que cada tribunal 
no puede ejercer su función juzgadora 
sino dentro de un espacio determinado 
y del fuero que le está atribuido. En este 
último sentido se habla de jurisdicción 
administrativa, civil, comercial, correc-
cional, criminal, laboral, etc. DCJPS

Jurisdiccional, función

Cuando en el largo proceso de racio-
nalización de la conducta humana, la 
solución de los conflictos pasó de la 
venganza privada a la intervención del 
poder público, apareció la función juris-
diccional. Ésta, por el consiguiente re-
sultó de la substitución de la actividad 
de los particulares, por la del Estado, en 
la aplicación de las disposiciones de la 
ley a casos concretos.

La función jurisdiccional, por el con-
siguiente, ha sido considerada desde 
tiempos inmemoriales como una mani-
festación de la potestad estatal y, con-
siderada desde el punto de vista de su 
constitución orgánica “aparece la jus-
ticia como un tercer gran poder en el 
Estado”.

La CPEUM dispone que se deposi-
te el ejercicio del Poder Judicial de la 
Federación en una Suprema Corte de 
Justicia, en Tribunales Colegiados y 
Unitarios de Circuito, en Juzgados de 
Distrito y en un Consejo de la Judicatura 
Federal. De ahí, se advierte que utili-
za el concepto de Poder Judicial de la 
Federación como función pública esen-
cialmente jurisdiccional, en que se des-
envuelve el Estado Federal Mexicano.

Ahora bien, el multicitado poder, 
como equivalente a la actividad que des-
pliegan, la Suprema Corte, los Tribunales 
de Circuito y los Juzgados de Distrito, 
se desarrolla en dos distintas funciones 
jurisdiccionales que son, respectiva-
mente, la judicial propiamente dicha y la 
de control constitucional, teniendo am-
bas importantes notas diferenciales. La 
función judicial propiamente dicha, des-
empeñada por los Tribunales del Poder 
Judicial de la Federación, es similar a la 
que despliegan los tribunales del fue-
ro común (Jueces de Primera Instancia, 
Jueces Menores, Jueces Municipales) en 
el ámbito territorial de cada entidad fe-
derativa. Aquélla está a cargo, en primer 
grado, de los Jueces de Distrito, a quie-
nes compete conocer de juicios del fue-
ro federal: civiles, mercantiles, penales y 
administrativos; y en segunda instancia, 
de los Tribunales Unitarios de Circuito. 
La función de control constitucional, tie-
ne por objeto proteger y conservar el 
orden constitucional, en cada caso con-
creto que lo amerite. La función judicial 
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stricto sensu, sólo tiene por finalidad 
primordial, resolver el conflicto jurídico 
que las personas han llevado a dirimir 
ante los Tribunales. DUTP

Jurisprudencia

Interpretación judicial de las normas, 
emitida por las instancias judiciales 
superiores, es también una forma de 
aplicación del derecho; en ella se es-
tablecen criterios de aplicación de ca-
rácter obligatorio, los cuales generan 
uniformidad en las decisiones judicia-
les. En este sentido, la aplicación del 
derecho por parte de los órganos juris-
diccionales ha dejado de ser una tarea 
mecánica o un proceso cognitivo limita-
do, convirtiéndose en una actividad de 
interpretación y argumentación, donde 
se busca que la decisión de los juzga-
dores se realice considerando todos los 
factores que intervinieron en el hecho 
concreto a estudiar; factores de género, 
condición social, pertenencia a grupos 
étnicos o en situación de vulnerabilidad, 
deben ser considerados para la toma de 
decisión. Además, los derechos huma-
nos deben conformar el argumento to-
ral de toda resolución judicial, tanto en 
las cortes y tribunales nacionales como 
en los internacionales. DDPCC

Del latín iurisprudentia, ciencia del 
derecho. Es la enseñanza doctrinal que 
deriva de las decisiones o fallos de auto-
ridades judiciales. Norma de juicio que 
interpreta, desentraña o bien explica el 

sentido de la ley. Se funda en las re-
soluciones seguidas en casos iguales o 
análogos, DRAE citado por DUTP.

Jurisprudencia o precedente puede 
definirse como la interpretación de la 
ley que constituye una de las fuentes 
formales del derecho. Es una de las 
influencias institucionales más impor-
tantes en la toma de decisión judicial, 
aunque no la única. Se dice que es la 
ley misma con un criterio de interpre-
tación que resulta obligatorio cuando 
se reitera en ejecutorias que resuelven 
el mismo problema por las autoridades 
judiciales.

En el contexto jurídico, el término 
comprende los principios y doctrinas 
que se establecen en las sentencias 
de los tribunales. Una acepción espe-
cífica en derecho procesal implica tanto 
la serie de juicios de sentencia como 
el contenido de los mismos y la ense-
ñanza que de ellos se deriva. Se dice 
que la jurisprudencia puede confirmar 
el sentido de la ley cuando ratifica lo 
que ésta señala; suplirla, cuando surge 
deficiente; interpretarla, cuando expli-
ca el sentido del precepto y expresa el 
pensamiento del legislador; y, finalmen-
te, puede tener efectos derogatorios 
cuando modifica o abroga con razona-
mientos jurídicos al estimar inconstitu-
cionales los preceptos legales.

Los precedentes de los tribunales, 
es decir, la jurisprudencia que éstos 
asientan, cobra la mayor importancia 
en los países cuyo sistema judicial se 
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funda en el derecho consuetudinario. La 
función que desempeña la jurispruden-
cia es reguladora en tanto que mantiene 
la exacta observancia de la ley y unifica 
su interpretación. DUTP

Justicia

Ninguna persona podrá hacerse justicia 
por sí misma, ni ejercer violencia para 
reclamar su derecho. Toda persona tie-
ne derecho a que se le administre justi-
cia por tribunales que estarán expeditos 
para impartirla en los plazos y términos 
que fijen las leyes, emitiendo sus reso-
luciones de manera pronta, completa e 
imparcial. Su servicio será gratuito, que-
dando, en consecuencia, prohibidas las 
costas judiciales. Art. 17. CPEUM

Justicia municipal

Para que la justicia municipal sea efec-
tiva, es menester alentar la formación y 
remuneración de los jueces, propiciar 
instancias conciliatorias, mejorar los 
procedimientos para sancionar las in-
fracciones y establecer un adecuado ré-
gimen de los recursos administrativos.

Para responder a estas inquietudes, 
se presentan cuatro aspectos que son 
complementarios para alcanzar la justi-
cia municipal:

a)	 Los jueces municipales, ante los cua-
les se desahogan controversias de 
carácter penal, civil o mercantil de 

escasa cuantía, y que en lo general, 
dependen del Tribunal Superior de 
Justicia;

b)	La justicia administrativa municipal, 
referida a las infracciones y faltas 
administrativas establecidas en el 
bando de policía y buen gobier-
no, así como en los reglamentos 
municipales;

c)	 El ombudsman municipal, como de-
fensoría o procuraduría de los dere-
chos vecinales; y

d)	Las instancias conciliatorias del mu-
nicipio, como una alternativa a la 
jurisdicción debido a los graves con-
gestionamientos que presenta. Es 
complementaria de la actividad ju-
dicial, pero una respuesta sencilla y 
práctica para muchos conflictos que 
no ameritan un proceso tradicional. 
DMVC

Justicia pronta

Toda persona tendrá derecho a ser juz-
gada dentro de los plazos legalmente 
establecidos. Los servidores públicos 
de las instituciones de procuración e 
impartición de justicia deberán atender 
las solicitudes de las partes con pronti-
tud, sin causar dilaciones injustificadas. 
Art. 16. CNPP

Juzgados de Distrito

La competencia de la Suprema Corte, 
su funcionamiento en Pleno y Salas, 
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la competencia de los Tribunales de 
Circuito, de los Juzgados de Distrito 
y del Tribunal Electoral, así como las 
responsabilidades en que incurran los 
servidores públicos del Poder Judicial 

de la Federación, se regirán por lo que 
dispongan las leyes, de conformidad 
con las bases que esta Constitución es-
tablece. Art. 94. CPEUM (Ver también 
Poder Judicial de la Federación)





La presente edición del Tomo I, terminó de elaborarse en el mes 
de octubre de 2018, en el despacho de Varia Visual Creativos 
con el diseño y formación a cargo de José Apolinar Velázquez 

y Yelena Olivera García.

Para la composición tipográfica se utilizaron los siguientes 
tipos de letra: en textos Abadi MT Std, 11 pts. y títulos en 24 pts, 

las frases detrás de portadillas Albertus MT 70 pts, 
y Baskerville MT Std 22 pts.

Impresión offset a cargo de Diseños & impresión AF, S.A. 
de C.V., con domicilio en Juan A. Mateos, No. 61, Col. Obrera, 

Ciudad de México. En una medida final de 17x23cm, utilizando 
papel ahuesado de 75g en interiores y couché matte de 250g  

en forros, con laminado matte por el frente. El tiraje consta 
de 1000 ejemplares más sobrantes para reposición. 


